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Nombres de lis partes en ras curcas cornelinas en el voiunei Mil 



A 

PÜKÍtll 

Aguirre. don Julio Lemiidas (su Sttcesién^ Contienda -k- 
competencia ~ 

Aieardi. díín feacisco^ in autos con los doctores MiguVl 
IVuceo y Sé^smiindc, Lothingef» por obro de lionóm- 

hbS médicos. Contienda de eoin|>et encía 43 

Araya, don Rogelio, eice|iresj ( lente del comité nacional del 
partid.. Kadicai. solicitando se deje sin efecto un acuer- 
do de la Cámara Federal de Apelación ie La Plata cnw 
establece el turno de su presidencia V) 

Argcrich, don Juan Antonio, contra el Gobierno Nacional, 
ppr cancelación de gravamen liijiotecario. Sobre eort¿ 
Paneta AO s 

Arronga. tlojl Juan y la razón social "Arronga y Lozano" 
en autos con el Baiíco Hipotecario Suizo-Argentino, 
por cobm hipotecario, Contienda de competencia . . }o8 

Avaca Serviliano. o Domingo Kuiz González, criminal 
contra, por houiieidio 
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B 

Halcazar. don Antonio, en aun* o>n duna Adela liarbier 



de Tirisson, sobre cobro de un crédito hipotecario. Re- 
curso de hecho • 0,4 

Haliester de FftSquel, doña Alcira tsu sucesión* ; contien- 
da de competencia . . 334 

Banco fie la Nación Argentina, contra don Andrés Fra- 

chia, sobre embargo preventivo 17 o 



Raneo Hipotecario Suizo- Argentino, contra dun Juan 
Armnga y la razón social "Arronga y Lozano", por co- 
bro hipotecario. Contienda de competencia 308 

Rarrcllier, don Carlos y otro, contra la provincia de Cór- 
doba, por daños y perjuicios: incidente sobre tasación 



de tierras • • • ■ 3*5 

Blanco Gómez. Vito, criminal contra, i?or violación de co- 
rrespondencia: sobre competencia 306 

!iobrik\ don Rodolfo, cónsul general de Alemania, contra 
don Arelan Kmir, cónsul general de Turquía, sobre en- 
trega de sellos, libros y demás pertenencias del consu- 
lado general de Turquía 129 

c 

Camargo, don Juan y otros, contra los herederos de don 
Hilario Mendicta, por reivindicación; sobre compe- 
tencia - '75 

Cambaceres, don Alfredo AL (su concurso ). Contienda de 
competencia • •;■> 94 

Compañía Alemana Transatlántica de- Electricidad, contra 



la Municipalidad de Morón, sobre nulidad de una or- 
denanza fjiie rescinde un contrato de alumbrado eléctrico 73 
Compañía General de Ferrocarriles en la provincia de 
Rueños Aires, en autos con don Rafael M. Gutiérrez, 
por cobro ejecutivo de pesos: sobre competencia 232 
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Compañía General de Ferrocarriles en la provincia de 
Hílenos Aires, contra doña Margarita Reid de Ackcrley 
(hoy Juan J. Echeverría), sobre expropiación 284 

Compañía General de Ferrocarriles en la provincia de 
Buenos Aires, contra don Juan B. Forte, sobre expro- 
piación . 2ÍJI 

Compañía de Seguros contra Incendios y Granizo Díaz 
Vélez, en autos con don Eugenio Díaz Vélez, por exclu- 
sión de nombre 277 

Graven, Tagliabuc y otro, en autos con la Droguería La 
Estrella» sobre indemnización de daños y perjuicios. . . tjg 



Delgado, don Agustín K.. contra la provincia de Entre 
Ríos, sobre adquisición de un campo |ior prescripción 
treintenaria 1 14 

Devoto, don Fortunato Francisco, contra la Universidad 
Nacional de La Plata, sobre cobro de pesos 120 

Díaz Vélez, don Eugenio, contra la Compañía de Seguro* 
contra Incendios y Granizo Díaz Vélez, por exclusión 
de nombre . 4 277 

Domínguez, don Agustín, en autos con la sucesión de don 
Bernardo Domínguez y otros, por nulidad de un juicio 
testamentario. Recurso de hecho 70 

Domínguez, don José Máximo, en autos con la Compañía 
Agrícola Hipotecaría Argentina, sobre cobro de pesos. 
Recurso tle hecho 93 

Droguería de La Estrella, contra Craveri, Tagliahuc y 
otros, sobre indemnización de daños y perjuicios 179 

E 



Emir Kmin Arslan, cónsul general de Turquía, en autos 
con don Rodolfo Bobrik, cónsul general de Alemania. 
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sobre entrega de sellos. libros y demás pertenencias 

del consulado general de Turquía tgp 

Empresa Puerto del Rosario, contra los herederos de Or- 

tiz y Guerra, sobre expropiación - 300 

Empresa del Ptiertodel Rosario, en autos con don Estelan 

Rams (sus herederos), sobre expropiación .íiS 

Empresa del Puerto del Rosario, en autos con don Ignacio 
Keybaud i sus herederos l y doña Asunción Medina de 

Rovira. sobre expropiación 393 

!¡so, Agustín y Cia„ contra el gobierno tle la provincia 

de Córdoba, sobre jactancia • M4 

Exhorto del señor Juez de Comercio tic Montevideo en los 
autos seguidos por don Antonio Hecco contra Radivoj 
y Cía., por cobro de crédito hipotecario 205 



F 



Ferrr»earril Argentino del Norte, en autos con don Juan 

Lorenzo Tessí . |K>r danos y perjuicios : sobre c< mipetcnc» 438 
Ferrítearril Central Argentino, en autos con la Dirección 
Cieneral de Correos y Telégrafos, sobre multa. Recurso 

de hecho 111 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Antonio 
Morino. por expropiación; incidente sobre escrituración. 

Recurso de hecho ■ 133 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con doña Maria 
Deita hile de Melita. sobre indemnización de daños y per- 
juicios. Recurso de heclio 1 76 

Ferrocarril Central Argentino, contra el Fisco Nacional. 

por cobro de pesos; sobre competencia ¿51 

erritcarril del Sud. en autos con la Municipalidad de La 

Plata, sobre cobro de pesos too 

il del jjSfcid, en autos con don Mario Forza, sobre 
indemnización de daños y perjuicios. Recurso de hecho 135 




I 
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Ferrocarril del Sud. en autos con la Munuipalklad de la 
Capital, por cobro ejecutiva de pesos. Recurso de liecho 163 

Ferrocarril Nord-Oeste Argentino, en autos con la Muni- 
cipalidad de Tucumán. |>or cobro de pesos 56 

Fierro, Amonio, criminal contra, por homicidio 359 

Fisco Nacional, en autos con el Ferrocarril Central Argen- 
tino, por Cpbrp de pesos í sobre competencia 2JI 

Flores. Ramón, criminal contra, por homicidio 140, 

Flores, don límilio M., contra el Gobierno Nacional, sobre 
cubro ríe honorarios 259 

Florido «le lázaro, doña Paula, contra José R. y Andrés 
F. 1 barra, por cumplimiento de contrato, rendición de 
cuentas y cobro de pesos: sobre infracción a la lev de 
pa]R*l sellado 18 

Fonteuía, don Ramón, en autos con los señores Juano y 
Gallego, sobre uso indehido de enseña. Recurso de hecho 436 

Forte, don Juan lí„ en autos con la Compañía General tle 
Ferrtx-arriles en la Provincia de Tíllenos Aires, sobre 
expropiación 291 

Fraehia, don Andrés, en autos con el Ha neo de la Nación 
Argentina, sobre embargo preventivo . 170 

Frers, don Antonio, en autos con los doctores Horacio Ro- 
dríguez 1 birreta y Jorge Giménez, sobre falsificación de 
insirumentos públicos. Recurso de hecho 388 

G 

Gardey. don Juan Luis (su concurso). Contienda de com- 
1* uncía 247 

Giaimoni % Aguirre. doña Alióla, contra don Kxequiel 
Ta bañera hijo, por defraudación: sohre competencia,. 40" 

Gigante, don Pedro, contra el Superior Tribunal de Justi- 
cia de Córdoba, por denegación de apelación. Recurso de 
lucho . 38" 
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Gobierno Nacional, ai autos con don Emilio M. Flores, 

sobre cobro de honorarios 259 

González. Candió y otros, criminal contra, |mr lioniicidio. 

Competencia negativa 125 

Gobierno Nacional, en autos con don Daniel Ovejero, so- 
bre cobro de pesos 40J 

Gobierno Nacional, en autos con don Juan Antonio Arge- 
rich, por cancelación de gravamen hipotecario; sobre 

competencia , 40.x 

González de Cabrera, Aurora, y Rafael Díaz, criminal 

contra, por homicidio y tentativa de homicidio u 

González Ireneo. criminal contra, por homicidio 22$ 

Guillón Bird, don Juan, contra don Juan M. Usandivaras. 

por cobro de pesos; sobre competencia r^K 

Gutiérrez, don Rafael M. contra la Compañía General de 
Ferrocarriles en la provincia de Buenos Aires. |»or cobro 
ríe pesos : sobre competencia 

I 

1 barra, don José R. y Andrés F., en autos con doña Paula 
Florido de Lázaro, por cumplimiento de contrato, rendi- 
ción jde cuentas y cobro de pesos ; sobre infracción a la 
ley de |>ai»c1 sellado , iKi 



Juez Letrado c n lo criminal y correccional de la Pampa 
Central, consulta sobre quién de los dos jueces de esa 
debe intervenir en los actos relacionados con la ley elec- 
toral * jiii 

Juez Iletrado u*l crimen de la Pampa Central, eleva en 
apelación un exhorto cpic ha dirigido al señor Juez de 
Instrucción de la Capital, Dr. 1\. F. Newton, solicitando 
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la iletenciún del sujeto Julián Martínez o Julián Martí- 
nez Cres|K>, y qué este funcionario se niega a diligenciar 369 

L 

EJn Siiiíí Hoh, criminal contra, por homicidio 

M 

Martínez, don José A, en la causa criminal que se ]e sigue 
por infracción al ari. 9 de la ley 3972. Recurso de hecho 98 

Mendieta, don Hilario, sus lie rederos, en autos con don 
Juan Camargo y otros, por reivindicación ; sobre com- 
1 Hienda . , 175 

Mnüna Carranza, don Emilio, en autos con el Poder Eje- 
cutivo de la Provincia de Buenos Aires, por inconstitu- 
eionalidad de la ley y decreto, sobre renovación de se- 
cretarios. Recusación sin causa 386 

.Molina, don Hilario (sus herederos), en los autos sobre 
jiosesión de las tierras de Antofagasta y Peñón de Cara- 
chapampa ; sobre oposición fiscal. Recurso de hecho . . 65 

Molina, Prudencio, criminal contra, por tentativa de ho- 
micidio: sobre competencia 

M unieipatidad de I*a Plata, contra la empresa del Ferro- 
carril del Sud, sobre cobro de pesos 100 

Municipalidad de Morón, en autos con la Compañía Ale- 
mana Transatlántica de Electricidad, sobre nulidad de 
una ordenanza que rescinde un contrato de alumbrado 
eléctrico 73 

Municipalidad de Tucumán, contra el Ferrocarril Nord 
Oeste Argentino, por cobro de pesos $6 

N 



Navas Benito, Ramón, su extradición solicitada por las 
autoridades del Reino de España 



167 
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Ortií y Guerra, sus herederos, en autos con la empresa del 
I*uerto del Rosario, sobre expropiación 

Ovejero, don Daniel, contra el Gobierno Nacional, sobre 
cobro de pesos 

P 

Pcdroza, Ramón, crimina! contra, por homicidio; sobre 

competencia , , 

Pera, don Celestino I*, contra la provincia de Santa Fe. 

por eo&ri ■ de jjcsos , 

Pffiffcr de Silva» doña María, en autos con ci Banco Mu- 
nicipal de Santa Fe, sobre declaratoria de quiebra. Re- 
curso de hecbf 

Piagffi. don Antonio, en autos con don Félix Gome?, sobre 

cobro hipotecario. Recurso de hecho 

Poso. Américo; recurso de babeas Corpus 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Santiago Vi- 
llamayor (sus herederos por reivindicación ; sobre re- 
visión de sentencia 

Provincia de Buenos Aires, en autos con la Sociedad de 
Construcciones Urbanas y Ruraírs por inscontilucinna- 
lictart de ley y daños y perjuicios ; sobre competencia. . . 
Provincia de Córdolw, en autos con la sociedad Agustín 

Knciso y Cía,, sobre jactancia 

Provincia de Córdoba, en autos con don Carlos Itarrclíier 
y otro, por daños y perjuicios ; incidente sobre tasación 

de tierras 

Provincia de Entre Ríos, en autos am don Jn.m Pedro 
Torrcllj; sobre adquisición, por prescripción treintena- 

ria, del dominio de una isla 

Provincia de Entre Ríos, en autos cOn don Agustin R. 
Delgado, sobre adquisición de un campo ]>or prescrip- 
ción 1 re ¡n leñaría 
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Provincia* de Mendoza, en Autos con la sociedad anónima 
Luz y Fuerza, por cumplimiento de contrato y daños y 
perjuicios; sobre revocatoria de una providencia ... 

Provincia de Santa Fe, en autos con do.i Celestino L. 
Pera. |>ur cobro de pesos . 

i 

Ramírez Pérez. Joan, criminal contra. |>or homicidio. . . 

Kan», don Esteban (sus herederos), contra la Empresa, 
del Puerto del Rosario, sobre expropiación 

Reíd de Ackcrlcy. doña Margarita (hoy Juan J, Echeve- 
rría K en autos con la C- «ni pañi a General de Ferrocarri- 
les en ta provincia «le Buenos Aires, sobre expropiación 

Repetto. don Francisco, contra la sentencia de la Cámara 
ae ablaciones en lo comercial de la capital que le de- 
niega un pedido de convocatoria ele acreedores. Recur- 
so fie hecho 

Rcyl»aud, don Ignacio (sus herederos í y doña Asunción 
Medina de Kovira. contra la Empresa del Puerto del Ro- 
sario, sobre expropiación 

Ricart, Nemesio, sobre reducción de pena 

Robledo, don Leopoldo fhijol. en autos con la Sociedad 
íieneral Cinematográfica, sobre nulidad de la marca 

Rodríguez, Jacinto, criminal contra, por lioiuk ¡dio 

5 

Sarmiento, don José Antonio, en autos con don Carlos 
La vartno. sobre escrituración. Recurso de hecho .... 

Sociedad Anónima "Argentina (luTf Otl Syndicate", su 
quiebra ; sobre competencia 

Sociedad Anónima de Construcciones Urbanas y Rurales 
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contra la provincia de Buenos Aires, pur inconstitucio- 
nal ¡dad de ley y daños y perjuicios ; sobre competencia 34° 

Sociedad anónima haz y Fuerza, contra la provincia de 
Mendoza, por cumplimiento de contrato y daños y per- 
juicios ; sobre revocatoria de una providencia 255 

Sociedad General Cinematográfica, contra don Leopoldo 
Robledo, hijo, sobre nulidad de la marca "Bioscopc" ... 262 

Societá per IVsportazione c per 1'industria Italo-America- 
na, en autos con la Aduana de la Capital, sobre comiso. 



Recurso de hecho 30 

Sosa, Bernardo o Bernardino y otros, criminal contra, por 

homicidio ...... - - * 374 

Soto. Dionisio, criminal contra, por homicidio 427 

Sueldo. don Pedro O., en autos con doña Aurelia Sueldo, 

snbre cumplimiento de sentencia. Recurso de hecho. , . 36 

T 

Tabanera, don Exequiel, hijo, en autos con doña Angela 
Giannoni de Aguirrc, por defraudación ; sobre compe- 
tencia - 405 

Torrelli, don Juan Pedro, contra la provincia de Entre 
Ríos, sobre adquisición, por prescripción treintenaria 
del dominio de una isla . . . . 49 

Trueco, Miguel y Segismundo Lothinger, contra Francisco 
Aicardi, hijo, por cobro de honorarios médicos. Con- 
tienda de competencia 43 

u 

Universidad Nacional de La Plata, en autos con don For- 
tunato Francisco Devoto, por cobro de pesos 120 

Urdaniz, don Luis, en autos con la Sociedad Mutua Hipo- 
tecaria Franco Sud- Americana, por cobro de pesos. Re- 
curso de hecho • • 34 
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Usandivaras, don José M., en autos con don Juan Quillón 

' por cobro de pesos ; sobre competencia i¿f 



Vega, don José María, en autos con los señores Martínez, 
sobre cumplimiento de contrato. Recurso de hecho 1 

Viflamayor, don Santiago (sus herederos) contra la pro- 
vincia de Buenos Aires, |>or reivindicación; sobre re- 
visión de sentencia 

Yivanco, Segundo o José Maldonado Baldonado, crimi- 
nal, por homicidio . , ¿iXi 




Zelada, don Tomás S., en autos con ía Aduana de Men- 
doza, sobre contrabando. Recurso de hecho 
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MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN 



Acrcedüfcs HifiGiecarfos, — Para los acreedores hipotecarios. l ;l 
lev 11* > lia impuesta la suspensión de las ejecuciones en 
caso de convocatoria. pá|f. 

AÜjUdiicavMtt dé hirths. — \\-asc "Contienda tic coulptíencii^ 

c 

Cántaras /v(/rr ( r/<\f. — Lías Cámaras Federales pueden, usando 
del dereelm que Ies confiere el nri. 15 fie la ley 4055. de 
nombrar anualmente sil presidente, esta Mecer que la pre- 
sidencia sea desempeñada por urden de antigüedad. IVi- 
tí'mix 39. 

Competencia. — - Véase "Jurisdicción*". 

Confisii'»!. — I.a confesión calificad;! uo es indivisible cuando 
1:is constancias de autos desautorizan la calificación, y 
cuando his presunciones graves contra el confesante, 
fnndailas en antecedentes personales y en las círetms- 
tancias del liecbo. autoricen a dividirla. 
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La confesión del reo, corroborada por otros anteceden- 
tes de la causa, puede comprobar fa existencia del cuerpo 
del delito. Pág. 200 

Cónsules extranjeros. — Con arreglo at art. 86, inciso 14 de la 
Constitución, el Poder Ejecutivo Nacional es el único 
poder autorizado legalmente para el reconocimiento de 
cónsules extranjeros y declaración de haber cesado ésto* 
en sus funciones de tales, Pág. 129. 

tu nda de competencia. — Ks contrario a Ja ley el empleo 
simultáneo o sucesivo de la declinatoria e inhibitoria en 
el mismo asunto (art. 49 del Código de Procedimientos 
en I11 criminal l. 

Tratándose de contiendas de competencia, el legislador 
ha establecido trámites especiales para dirimirlas, diver- 
sos del recurso extraordinario, y los autos en que los jue- 
ces inferiores denegaren el requerimiento de sn inhibi- 
ción, sólo son recurribles para ante el stijierior inmediato, 
(Tit. III, Ub. I, Cód. de Procedimientos, y art. y ley 
4055). Pág. 244. 

Contienda de competencia. — Tratándose de una contienda de 
competencia, la Corte Suprema no puede rever una sen- 
tencia de una Cámara Federal, que establece, que además 
del delito federal juzgado ]>or ella, existen en la causa 
otros de fuero común de competencia de los tribunales 
ordinarios; y correspondiendo a éstos resolver si en rea- 
lidad existen o no tales delitos de carácter común, y si 
deben o no ser castigados con una penalidad distinta, 
no hay cuestión «le las previstas en el articulo 9. de la 

Contienda de competencia. — Terminado un juicio por la adju- 
dicación de los bienes o por concordato, no puede aquél 
servir de liase a una contienda de coin|>ctcncia. Pág. 308. 

Contienda de competencia. — La simple remisión de una ñola 
hecha por un juez letrado a otro, atribuyéndose compe- 
tencia para conocer en determinado asunto. 110 importa 
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un conflicto o contienda de competencia que deba diri- 
mir la Oírte Suprema. I*ág. % \i6. 

Contienda de competencia. — La negativa de un juez local a 
rlar cumplimiento a un exhorto de un juca letrado, en 
i|iie éa|é pide la detención de un procesado, ini|>orta 
conflicto, que las razones que informan la disposición 
de) articulo 9 de la ley 4055 justifican la intervención 
ile la Corte Suprema, para su solución, en la que, ade- 
más, está interesada la mejor administración de justicia. 
Fundándose la negativa a cumplimentar un pedido de 
detención, en que por la ley de procedimientos en to Cri- 
minal, ln quu autoriza la extradición de un procesado es 
la orden de prisión, y solicitándose únicamente la deten- 
ción de éste, corrcsfionde devolver las actuaciones al 
juez requeriente l»ara que determine con precisión las 
medidas que solicita. Pág. 36*). 

Contratos de arrendamientos. — Véase "impuesto de sello". 

Convocatoria de acredores. — La providencias que los jueces 
locales dicten conforme a lo dispuesto en el articulo 10 
de la ley Número 415'». con motivo de solicitudes de 
nióii de acreedores liedlas por comerciantes que se 
cucnlran en la imposibilidad de cumplir con sus obliga- 
ciones comerciales, 110 equivalen a las declaraciones de 
quiebras previstas en el artículo 58 de ta misma ley, a los 
fines de atraer ante dichos jueces todas las acciones ju- 
diciales contra el fallido con relación a sus bienes, para 
hacer posible el pago de los acreedores ch la proj>orción 
que tes corresponde con mayores economías y ventajas 
comunes. Pág. 308, 

Cosa juzgada. — Una declaratoria de competencia, implícita- 
mente contenida en un auto de quiebra, no puede tener- 
se por notificada, respecto de los acreedores ausentes, 
por la publicación de los edictos respectivos, dado que 
éstos no suplen la notificación que preceptúa el artículo 
45 de la ley de quiebras. La cosa juzgada, que debe tener 
como fundamento indispensable la existencia de una de- 
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cisión judicial, no puede o|»nerse sino al que ha sido 
oido y vencido reapecto del hecho une fué materia eje la 
ilecisión. Pág. 328. 
Castas. — No precede la condenación en costas en 1111 caso en 
que la sentencia de la Corte Suprema revoca la apelada 
por vía del recurso extraordinario del art 14. ley 48. 
Pag. 138. 

Cuestión ahstaeta. — No es una cuestión de carácter abstracto 
la fie resolver sí determinados actos de una municipal»- 
dad realizados en concepto de atender de una manera 
más conveniente lus intereses comunales y de hallarse 
autorizada para ello por una disposición de ta Constitu- 
ción Nacional, y que la sentencia recurrida deja sin ef ce- 
dí, son válidos o no, es decir, legales o no. l'ág. 73. 



i K mamitis contra la nación. — Ks necesaria la venía del Con- 
greso para demandar :t la Xaeión |>or cobro de servicios 
profesionales prestados como fiscal <id hoc en el escru- 
tinio de las elecciones nacionales. Pág. 402. 

Renuncia de bienes fiscales, — Corresponde el rechazo de una 
demanda por cobro de pesos, fundada en los artículos 7, 
8 y t3 de la ley de contribución directa de la provincia 
ríe Santa Ke de 21 de agosto de íool si resulta que el de- 
nunciante no llevó a conocimiento del gnhiernn deman- 
dado dato alguno que éste no eoiiíjeiera. sobre los bienes 
dentinciadiis. ni cumplitjose en el caso, et requisito de que 
las propiedades aludidas en ja demanda no estuviesen 
avaluadas y empadronadas, en unos casos, y en otros, 
exceptuados del pago del impuesto |»or las leyes de la 
Nación o de la provincia, ni ofrecidosc a la gestión ad- 
ministrativa del gobierno antecedente alguno extrañó a 
los documentos oficiales. Pág. 186. 

Domicilio. — Kn caso de habitación alternativa, el domicilio es 
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él lugar donde se tiene establecida la familia, aunque 
se tenga los negocios en otro* Pág, 6t, 

Domicilio. — lín caso de habitación alternativa, el domicilio 
es el lugar donde se tiene establecida la familia aunque 
una persona tenga sus negocios en otro lugar. El domi- 
cilio una vez adquirido se conserva ]>or la sola intención 
de no cambiarlo o de no adoptar otro. l'ág. 04. 

¡htmu UitK — t,a circunstancia de que el representante de una 
Mteicdari fallida con domicilio legal en el extranjero, ha- 
ya inscripto su poder en el Registro de Mandatos de la 
Capital, mi importa constituir domicilio en ella, como 
tampoco im|>ortariíi jmr sí sola, la de tener escritorio en 
la misma. IVig. 

hominiiú. — Aún cuando las declaraciones contenidas en un 
¡estamento ti otro instrumento público, relativas al do* 
mieilio del testador u otorgante, no constituyen prueba 
decisiva al respecto, deben tenerse como tal en un caso 
éh qué se lia acreditado halier la causante residido alter- 
nativamente en el lugar que declaró ser su domicilia 
"actual*', en que vivió etm sus hijos y finalmente, en don- 
de tirtirrió su fallecimiento. Pág. 334. 

Domicilia «jfenaí; — 1-;* constitución de un domtclio especial 
implica la extensión de la jurisdicción y sólo puede que- 
dar sin electo }** T baluTse iniciado posteriormente un 
juicio un i versal í'ág. 308. 

B&tttícUn. — Aún siqnvniendo que por la antigua legislación no 
hubiese sido necesaria la escritura pública |»ara perfee- 
donar una donación, es indispensable que el que preten- 
de tener derecho a una cosa a ese titulo, acredite. (*or lo 
menos, en forma válida, la donación y la subsiguiente 
tradición. Pag. 318. 

E 

l*,mbanjth — Véase "Ivjchorto" 

"Umbatyos y rentas tic hicucs ubicados en provincias. — La 
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disposición del art. 10 del Código civil no se opone en 
manera alguna a que los jueces de la Capital, puedan 
ordenar embargos y ventas de inmuebles ubicados en 
provincias sin perjuicio de los protocolizaciones a que 
haya lugar Pág. 308. 
Exención de impuestos. — Los conceptos "una contribución 
única" de 3 ojo, del articulo 8 de la ley 5315, se refieren 
a los verdaderos impuesto», tributos o cargas públicas 
sancionados para hacer frente a los gastos generales de 
la administración. El impuesto del 3 ojo es para la cons 
tracción o mantenimiento de puentes y caminos ordina- 
rios de los municipios y departamentos, no para calles, 
su pavimentación, limpieza y alumbrado. El referido 
artículo 8°. de la ley 5315 no exime a las empresas fe- 
rroviarias de la obligación de payar el impuesto de afir- 
mado. Pág. 56. 

Exención de impuestos. — La exención que consagra el art. 
H". de la ley 5315 no comprende las cargas remunerato- 
rias de servicios prestados por las municipalidades (¡en 
el caso los de alumbrado, barrido y limpieza). Pág. 100. 
Exención de impuestos. — El art, 8". de la ley 5315. no exinu* 
a las empresas ferroviarias de la obligación de pagar el 
impuesto por servicio de afirmado. Pág. 232. 
Exhorto. — Cualesquiera que sean la naturaleza y propósitos 
de los embargos a que se refiere el articulo 10 del Tra- 
tado de Derecho Procesal celebrado en el Congreso Sud- 
Amcricano de Montevideo y aprobado por la ley nú- 
mero 3192. el exhorto o carta rogatoria en que se pida 
la ejecución de aquéllos, debe emanar de juez compe- 
tente. 

Establecido por la sentencia apelada que la acción 
promovida ante los tribunales uruguayos es real y por 
consiguiente, de la competencia de los tribunales argen- 
tinos y que el buque, cuyo embargo se solicita, se halla 
en aguas jurisdiccionales argentinas, puntos de derecho 
común y de hecho, que no pueden ser reexaminados en 
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la instancia extraordinaria autorizada por el art. 14, ley 
f' cI J t,ez exhortante resulta incompetente para conocer 
del juicio en que se decretó el embargo y por consigu 
te, para ordenar éste, |*>r ]o que tío procede el dili; 
ciannento del exhorto en que se solicita esa medida 
gina 295, 

¿apropiación. — Deben ser expropiados y no ocupados gratui- 
tamente, los terrenos de ribera de! río Paraná, afecta- 
dos por la construcción del puerto del Rosario, que si 
hien se encuentran dentro de la cota 5.30. no se hallan 
permanentemente cubiertos j>or las aguas. Pag. 209 
kmtrottación. - La ley \\ ,8y flo exige, de |»arte del expro- 
piado, la fijación del precio e indemnización, bajo pena 
de darle por aceptada la oferta del expropiante. La /w- 
tensión de las partes a míe re refiere el art. 6°. de la 
ley X*. 189, equivale a la indemnización que determina 
y analiza el art. 16 de la misma ley. con la enunciación 
del valor del terreno o edificio, plantaciones, deprecia- 
ción |,or fraccionamiento, explotaciones, etc., o como 
ha dicho la Corte Suprema, el valor de la cosa expropia- 
da y la reparación de los ¡icrjiiicios que sean una conse- 
cuencia directa de la expropiación. 

Para estimar, a los efectos de la indemnización, los 
lanicios causados a los expropiados, no es necesario 
que estos precisen la cifra cuantitativa de aquéllos, bas- 
tando que dichos perjuicios se prueben en autos de una 
manera general, en cnanto a su calidad, naturaleza v 
extensión. Pag. 284. 

Hspropiación. — Dado que la expropiación debe seguirse con- 
tra el propietario o poseedor de la cosa a título de tal, 
carece de derecho a ser indemnizado aquél, que no solo 
no se halla ni hallado en posesión de la cosa, sino que 
no justifica tener ningún ilerecho sobre ésta. Pág. 318 

apropiación, - No procede cl juicio sumario de expropiación 
liara fijar la indemnizción, sino el ordinario acerca del 
mejor derecho sobre la cosa, en un caso en que el ex- 
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propiante manifiesta cjue "tu* an<r»* no ii.tn t • 

posesión de aquella, de tal suerii qtfce i--l;i mi §tti 

vada <lel ilcrecho de propiedad cOrno la qu* .. . * 
en este juicio, estaría ya prescripta" |Qa 
fiWúii. — Cuando hay tratad". eJ pedido d r»>. 4 
debe sujetarse a la forma \ rtquitjtoi t'T*"*"- ^ 
él, y siendo cumplido*, dcbt- bacem Itiijar 1 U »%|ti 
«lición: en consecuencia, e* procedente ta mrauVw 
solicitada por las autoridades ( | t KáfMfl* k 1 
snlta que la persona del requerid" rnr«etii*i ..it^ * 
cada, «pie el delito imputado & <i** 1 rpie dar* h*jt*' 
la extradición tcgiin el nrt , ¡njejid ti rfH tratad 
celebrado con aquel país y que 1** rivatnt** *M j r 
son bastantes para determinar U fceha «M *Mn ■ j fc» 
efectos de imder establecer mi^ ne it halla pf ■ ( 
derecho de aaisar. F*áe. rife 



Ktmiitirriicx, — Véase "Exención 4b* imntte«toi 
Fuere f¡c4mtt, — Tratándose de i¡na««ne/Ud - deetita ¡ n 
justificar el fulero federal no tle unen 
domicilio fijado en el camtrata 1 « ral in¡ . 
nacionalidad ríe mu- ,br. - Cu» , t . 



Garantía constitucional — l'l art 14 «U ' i < <intlt" 1 *t N Jt 
cional, en sus término* y prouótito* 
acordar, ni la parte ijtie se refiere 1 !.* libertad ! I iin 
bajo, el derecho de trabajar y ejercer l'^L riüfcidt'i 
licita, a todos loa habitantes de la \ ación * a U* *i¡t ■ 
ridades nacionales* o provincial*-*- !_*<■ reaten 
la libertad de acción t>|»*ntaneamenir knpnotai - 
contratos, s-tn. en general, t.dtda», * 1-^ 



«rM* <*• fe. 

^mmiii. * w«*-. 
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f .„ ^ femóte, fe WJ niilHnij -# 

• rtr *.» un i r Oj^ini jp* 

«ÜF** *> I** ■ -^4^- » .< 





**■ % «Mil 




^^y* "'■ " - ' ' y." ' •••• 

«* f Atim DE LA, CORTE SUFRE U A 

agravantes previstas en el art. 84, incisos r. f a°„ 4' 
y 10 del código penal. Pág. 149. 
Homicidio. — Es justa ta sentencia que condena a la pena do 
diez y siete años y medio de presidio y accesorias legales 
al autor del delito de homicidio, perpetrado sin circuns- 
tancia atenuante ni agravante. Pág. 200. 
Homicidio, — Es justa la sentencia que condena a la pena di- 
doce años y medio de presidio y accesorias legales at 
autor del delito de homicidio perpetrado con la circuns- 
tancia atenuante de ebriedad parcial Pág. 223. 
Homicidio. — No causa agravio al reo la pena de diez y siete 
años y medio de presidio y accesorios legales, impuesta 
por el delito de homicidio, perpetrado con las circuns- 
tancia agravante de nocturnidad y atenuante de ebriedad 
parcial. Pág. 234. 
Homicidio. — Es justa la sentencia que impone die* y nueve 
anos de presidio y accesorios legales al autor del delito 
de homicidio perpetrado con las circunstancias agravan- 
tes previstas en el inciso 1". y 13 del artículo 84 del Có- 
digo Penal. Pág. 341. 
Homicidio, — No causa agravio al procesado la pena de doce 
años de presidio impuesta por el delito de homicidio 
perpetrado con la circunstancia atenuante de ebriedad 
incompleta. Pág. 353. 
Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a veinticinco 
años de presidio y accesorios legales al autor de un ho- 
micidio perpetrado con las circunstancias agravantes pre- 
vistas en los incisos 3*., 4°. y 13 del articulo 84 del Có- 
digo Penal y ser el delito de hurto el móvil del crimen, 
teniendo a su favor la atenuante del inciso 8 o . del artícu- 
lo 83 del mismo Código. Pág. 359. 
Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
veinticinco años de presidio a tos autores del delito de 
homicidio perpetrado con las circunstancias agravantes 
previstas en los incisos 2, 4 y 13 del artículo 84 del Có- 
digo Penal. Pág. 374. 
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Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
catorce años de presidio y accesorios legales al autor 
del- delito de homicidio perpetrado con la circunstancia 
atenuante de embriaguez parcial. Pág. 427. 

I 

impuesto de sello. — Los contratos de arrendamientos celebra- 
dos en la capital, de bienes situados en jurisdicción pro- 
vincial, están sometidos, en cuanto al impuesto de papel 
sellado, a la ley nacional sobre la materia, número 
siempre que su cumplimiento deba demandarse en y 
dicción nacional, por razón del lugar convenido expresa* 
mente para la ejecución de las obligaciones. Pag. 181. 

InsconstitucionaHdad de h ley N°. 48. — No es insconstitucio- 
nal el artículo 8*. de la ley 48. Pág. 240. 

Innovación en el estado de la cosa. — Pendiente un pleito no 
puede cambiarse de estado la cosa objeto del mismo. 
Pagina 255. 

J 

Jactancia. — La declaración de ser el bien, de propiedad fiscal. 
y la promoción de su mensura, con intervención de los 
tribunales, importan plantear judicialmente el pleito 
acerca de] derecho de propiedad sobre la cosa; lo que 
hace que el caso, no sea el de manifestaciones extra judi- 
cial es, atribuyéndose derechos sobre el patrimonio del 
actor, que contempla el art. 425 del código de procedi- 
mientos de la capital, aplicable en lo federal. Las resolu- 
ciones administrativas ordenando la averiguación e in- 
vestigación judicial de la propiedad pública no se hallan 
comprendidas entre las excepciones a.l principio de que 
nadie puede ser obligado a demandar a otro contra su 
voluntad, expresadas en los artículos del titulo XL del 
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código de procedimiento» de ta capital y leyes 46 y 47. 
titulo r„ Partida 3». Pág. 144. 
Jueces de ta capital. — Véase "Embargos y ventas de biene* 
ubicados en provincias''. 
universal. — Véase "Junta de acreedores'*. 
de acreedores. — I<a circunstancia de que la ley califique 
de concurso a la junta de acreedores que se reúnan pan 
la verificación de sus créditos y para celebrar concorda- 
tos o adjudicarse los bienes del deudor, no importa esta- 
blecer que esc concurso sea un juicio universal, en la 
misma extensión y efectos que lo es la liquidación poste- 
rior a la declaratoria de quiebra, o los concursos civiles 
y testamentarías. Pag. 308. 
Jurisdicción. — Corresponde a la justicia nacional el conoci- 
miento de un delito cometido en una oficina de impues- 
tos internos en una provincia. 

Xo puede decirse radicado un juicio criminal porque 
se haya presentado la acusación en el mismo, ctiando se 
trata de una competencia que la ley califica de privativa 
y exclityente, y fuera de los casos de excepción que en 
ella se determinan sobre la prórroga de jurisdicción. 
(Art. 12, ley 48). Pág. 5. 
Jurisdicción. — Es juez compétente para conocer de una de- 
manda por cobro de servicios el del lugar en que fué 
contraída la obligación, es decir, en que aquellos fueron 
prestados. Pág- 43. 
Jurisdicción. — La jurisdicción sobre la sucesión corresponde 
a los jueces del lugar del último domicilio del difunto. 
Pág. 61. 

Jurisdicción. — El juez del domicilio del deudor es el compe- 
tente para conocer del concurso civil ile acreedores. Pá- 
gina 94- 

Jurisdicción. — Ix>s tribunales federales son incompetentes pa- 
ra conocer de una demanda entablada contra la Nación, 
por cobro de sueldos, sin la autorización previa del Con- 
greso. Pág. 120. 
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Jurisdicción. — Fundada la incompetencia del jue* local, en el ^ 
carácter de cónsul de Italia atribuido al procesado, y 
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resultando que éste no forma parte del cuerpo consular 
italiano acreditado en la república, corresponde a aquél 
el conocimiento de la causa; la que por otra parte, tío 
se halla comprendida en ninguno de los casos determi- 
nados expresamente por el art. de ta ley 48. Pag. 125. 
Jurisdicción. — La competencia del juez para el conocimiento 
de una causa, es de orden público, y un requisito general 
y comprensivo de todos los juicios ; pudiendo ponerse en 
cuestión, también en el juicio ejecutivo, y esto aún cuan- 
do sirva de base a la ejecución un pagaré regido por los 
artículos 676, 740 y 741 del código de comercio. Pág, 138. 
Jurisdicción, — Corresponde a la justicia federal el conoci- 
miento de un juicio ejecutivo entablado por un vecino 
de la capital contra otro de Mendoza. Pág, 138. 
Jurisdicción. — Los juicios por cobro de impuestos son de la 
competencia de los tribunales locales respectivos de las 
provincias cuyas leyes u ordenanzas los hayan estableci- 
do, cualquiera que sea el domicilio ríe los demandados. 
Página 232. 

Jurisdicción. — Al juez del domicilio del deudor corresponde el 
conocimiento del concurso de éste. La traslación acciden- 
tal a otro lugar y el otorgamiento en el mismo, de un 
poú r para hacer la cesión de bienes, excluye, en el caso, 
ta aplicación del art. 97 del código civil. Pág. 247. 

Jurisdicción, — No es necesaria la venia del Congreso para 
entablar contra el Fisco nacional demanda por la vía 
ordinaria, por repetición de sumas de dinero pagadas 
por concepto de impuesto, en juicios de apremio segui- 
dos por aquél contra el demándame. (Art. 320 de la 
ley nacional de procedimientos ). Pág. 351. 

Jurisdicción. — El cobro de costas es un incidente del juicio en 
que se lian causado, y su conocimiento corresponde a lo* 
jueces que intervinieron o han intervenido en dicho 
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Los servicios profesionales prestados como perito nom- 
brado de oficio por los jueces de acuerdo con la ley 
33^5. no constituyen un contrato de locación regido por 
la ley común ; y en el supuesto de que debieran ser abo- 
nados por la Nación, ésta no habría procedido, al recla- 
marlos, como persona jurídica, a los efectos de ta ley 
3952. Pág. 259- 

Jurisdicción. — No es necesaria, para demandar a la Nación, 
la gestión administrativa que requiere el art I o . de la 
' c y .195- cn un caso de expropiación en que se demanda 
la correspondiente indemnización por haber aquélla ocu- 
pado la cosa sin el requisito de la expropiación. Pág. 318. 

Jurisdicción, — K estillando de las constancias de autos que el 
agente general en el país de una sociedad extranjera 
tuvo su domicilio en el punto en que se efectuaban l^s 
trabajos, objeto de la misma, basta la fecha de su des- 
aparición, y que en ese punto se halla e! único estableci- 
miento que constituye el haber social, corresponde al 
jncx de ese lugar el conocimiento del juicio de quiebra 
de esa sociedad. Pág, 329, 

Jurisdicción, — Corresponde a ta justicia federal, por razón fU- 
las personas y por razón de la materia, el conocimiento 
de una demanda sobre cancelación de una hipoteca, en- 
tablada por un particular contra la nación, en que se dis- 
cute el cumplimiento de obligaciones impuestas por una 
ley especial del Congreso. 

En materia de sucesiones, para que la jurisdicción 
ordinaria pueda considerarse privativa y excluyentc de 
la federa!, es nec sario que la sucesión sea parte deman- 
dada y 110 actor.- y que aún siéndolo, el juicio no tenga 
por objeto dere* nos reales sobre inmuebles situados fue- 
ra de la jurisdicción del juez de la testamentaria (ar- 
tículos !2. ley 48 y 3284, Cód. Civil) ; tanto más, si el 
juicio sucesorio ha concluido por halier un solo heredero 
declarado por ejecutoria. 

AI preceptuar el articulo 14 de la ley 48 que los juicios 



radicados ante los tribunales tic provincia serán feneci- 
dos y sentenciados anic la jurisdicción provincial, debe 
entenderse que se refiere a los casos de jurisdicción con- 
cúrrente, y no a aquellas en que la jurisdicción es im- 
prorrogable por razón de la materia. Pág. 408. 

Jurisdicción — Véase ' Demandas contra la Nación". 

Jurisdicción. — Véase "Domicilio especial". 

Jurisdicción originaria. — I «a Corte Suprema es competente 
para conocer de una demanda entablada por un cónsul 
extranjero, tendiente a obtener del que antes desempe- 
ñaba ese cargo, la entrega, kt jo inventario, de los sellos, 

cías del consulado Caris. 100 y 101 de la Constitución) : 
no pudiendo ser confundidas las gestiones judiciales di- 
rigidas a este fin, con las que versen sobre negocios par- 
ticulares de un cónsul o vicecónsul, a que se refiere el 
inciso 3". del art. 2 . de la ley nacional de jurisdicción y 
competencia de 1803. Pág. 129. 

Jurisdicción originaria. — Si á consecuencia dé la participación 
de una provincia en virtud de haber sido citada de evie- 
ción, el pleito queda tra!>ado entre ella y vecinos de la 
misma, el caso no corresponde a la jurisdicción origina- 
ria de la Corte Suprema por razón de las personas. Pá- 
R'«a 1/5- 

Jurisdicción originaria. — La jurisdicción originaria de la Cor- 
te Suprema por razón de la materia procede ian sólo 
cuando la acción entablada se funda directa y exclusiva- 
mente en prescribiónos constitucionales de carácter na- 
cional, ley del congreso o tratados, de tal suerte que la 
cuestión federal sea la predominante en la causa. Pá- 
gina ¿40. 

Jurisdicción originaria. — No corresponde a la Corte Suprema 
el conocimiento eje una demanda por daños y perjuicios 
enlabiada contra una provincia por un vecino de la 
capital, cesionario de una sociedad de la cual dos de 
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sus cuatro miembros son vecinos de la provincia de- 
mandada. Pág. 240. 

■ 

L 

Lley de Quiebras. — Ui Jt-y de quiebras número 4150 es parle 

integrante del códigu de comercio. Pág. 46. 
Libertad de trabajar. — Véase "Garantía constitnciona!". 

■ 

A/«rr ( i comercio. — La validez de una marca de comercio 
puede ser cuestionada no sólo por la* circunstancia de 
existir utra igual o análoga, prevista en el inciso $ ri 
articulo 14 de la íey ¿975, sÉtá también por las enumera- 
das en los artículos 3, 4 y 5 de la misma ; no siendo ne- 
cesario que la cuestión a qne alude la primera disixisicióu 
legal citada se baga en todos los casos como medio de 
defensa o excepción contra una querella o demanda, 
dado el carácter atributivo, en vez de simplemente de- 
clarativo míe fijan otras leyes, que han tenido el pro- 
pósito de dar al registro de marcas los artículos fi, 12 v 
<$ de la referida ley. 4 y 38 de la lev m ,"87 v í* fie ía 
N*. 866. Pag. 26*. 
Marca de comercio. — Véase ^Prescripción*^. 
Mensura < prueba i. — L.a prueba de la posesión de una tierra, 
emergente fie tina mensura aprobada administrativa- 
mente con la adquiescencia del que se pretente ocupante 
y que demuestra que el demandado (gobierno) conser- 
vaba la posesión y propiedad de aquélla, no puede ser 
desvirtuada en su alcance y en sus efectos por declara- 
cierne* de testrgris. I'ág, 114, 

N ■ 

NotifkaciÓu. — Véase "Cosa juzga fia". 
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Presenció,,. Ivl ocupante de mu Amueblé no puede cam- 
inar, a su voluntad. C ] carácter de !a (.culpación, dicién- 
dose tinas veces arrendatario y otras poseedor con áni~ 
ni- de dueño Ins Fi.u-s de l.-i prescripción. Pág, 4 y. 

I n xmpnóu. — El derecho de oponerse al nao que una socie- 
dad haga <|e un nombre como marea de comercio, se 
prescribe en el término de tni año córttado desde e] dia 
de la inscripción de aquella en el rehiro público de 
eorflerda Kl uso de? nombre con poMerioridad a la 
fecba en f|iie se lo adoptara como marea, no constituye 
mtemttím de hechos a los efectos de la prescripción 
de la acción para demandar |mr sn oso indebido. Pá- 
gina 277. 

Prescripción. — Man» que se prescriba la acción reivindicato- 
ría, derivada del derecbo de dominio, es necesario que 
otra persona |>osca la cosa jmr el lapto de tiempo re- 
miendo, o sean treinta años, cuando se carece ríe título. 
I na demanda para míe se condene a expropiar v pagar 
el precio e indemnización enrresp* md ¡entes, 110 importa 
a los efectos de Ja preserqnión. el ejercicio de una ac- 
dóu personal, prescriptible a los diez años; sino el mejor 
derecho sobre la propiedad o el cobro de su valor Pá- 
R'na $k 

Prescripción. — Véase 'Truel* testimonial". 

Presunciones. - Las presuuci f >nes graves, precisas v concor- 
dantes, constituyen plena prueba del delito. Pág. , 4 « 

/ resunciones. - Las presunciones graves, precisas y concor- 
dantes constituyen prueba plena del delito. Pág Ul 

Prueba testimonial - & más fehaciente una prueba testimo- 
nial de un menor número de testigos que depongan con 
referencia a hechos que han pasado bajo la acción de 
sus sentidos, chistándoles lo que afirman pó<*su cono- 
cimiento personal y directo, que otra de mayor número 
de lest,gos, en que éstos, al declarar, dan como razón 
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de sus dichos, el habérselo oído a la ¡Kirte litigante que 
tos presentó. Pág. 49. 

Prwr&a testimonial — Un testimonio «a que los testigos de- 
claran que saben y les consta qtic un campo fué poseído 
por determinadas personas, por más dé treinta anos, v 
que estas eran consideradas como únicos dueños de 
aquél, sin dar razó» alguna de su dicho, es inhábil para 
acreditar tal lieclio. IVig. 114. 

Prueba testimonial — Véase "Mensura" í prueba). 



Recurso de nulidad. — Él recurso de nulidad no procede en la 
instancia extraordinaria autorizada por el art. 14, |cy 
48- Página ¡$6. 

Recurso de nulidad. — Kl recurso de nulidad ñú procede tra- 
tándose del cxtraonlinarit) autorizado por el art, 14, le*- 

48 V 6".. ley 4055. Pág. IZO. 

Recurso de revisión. — l.as omisiones rpie pueden dar lugar 
a la revisión de una sentencia, con arreglo al art. 241 
de la lev nacional ile procedimientos, son las concernien- 
tes a capítulos de la demanda <■ reconvención, vale decir, 
a las acciones o peticiones entabladas y no a los argu- 
mentos que las partes aduzean en apoyo de aquéllas, 
pues los jueces ho tienen el deber de Hacer constar cti 
sus sentencias todos y cada uno de dichos argumentos 
y el juicio que a su respecto se hubieren formado, bas- 
tándoles consignar los motivos que en su concepto sean 
decisivos del pleito. 

Tampoco es admisible el recurso de revisión que se 
funda en la mala interpretación de los documentos exis- 
tentes en el pmceso o en errores de derecho, v meno* 
en 110 babor hecho uso el juez de las facultades discre- 
cionales que le acuerda el art. 102 de la ley procosa! 
para mandar practicar pruebas no solicitadas por las 
l»artes oportunamente, Pág. 67 . 
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Recurso de revisión. — No procede el recurso de revisión con- 
tra sentencia de la Corte Suprema pronunciada cu causa 
llevada a su conocimiento por vía del recurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 48. Pág. 138. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del art. 14, ley 48, en un caso en que se trata del 
cumplimiento de una resolución ejecutoriada y en que 
el recurrente no lia fundado derecho alguno en dispo- 
siciones de las Ordenanzas de Aduana, que dicen fue- 
ron aplicadas. Pág. 30, 
Recurso extraordinario. — 1.a sentencia de un superior trí- 
bunnl. que declara bien denegada para ante él la apela- 
ción deducida contra lu de un inferior por aplicación 
de sus leyes procesales, no decide una cuestión federal. 
El recurso previsto en los artículos 282 y 284 del códi- 
go de procedimientos de la capital, no es procedente 
pátá ante Ja Corte Suprema. Pág. 32. 
Recurso extraordinario. ~ No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, contra una resolución, que inter- 
pretando y aplicando la disposición del articulo 505 riel 
Indigo de Procedimientos de la capital declara bien 
denegarla la apelación interpuesta contra un auto pro- 
batorio de una tasación. Pág. 34. 
Recurso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a 
los fines fiel recurso previsto por el art. 14, ley 48, las 
resoluciones pronunciadas por los tribunales locales de 
la capital, en los juicios de apremio por ejecución de 
sentencia. No procede dicho recurso contra sentencia 
fundada tan sólo en la inteligencia y aplicación de dis- . 
posiciones del Código de Procedimientos no impugna- 
das como contraria a la Constitución, tratado o ley 
federal. Pág. 36. 
Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación de 
disposiciones de los códigos civil y de comercio no puc- 
. den ser revisados por la Corte Suprema en el recurso 
extraordinario autorizado por el art. 14. ley 48. Pág. 46. 
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Recurso extraordinario. — No correspondí- tomar en couside- 
ración en la instancia extraordinaria prevista por el ar 
tículo 14, ley 48. la inconstitueionalidad de una ley. si 
el que la alegó ante el inferior se conformó, en esa 
parte, con la sentencia recurrida. En un juicio por cobro 
de impuestos a un ferrocarril, en rjitfe éste ampara sus 
derechos en leyes y decretos nacionales, su carácter de 
provincial 110 modifica el caso, tratándose de dicho re- 
curso. PSgi 56. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario autorizado jior el articulo 14. ley 48. contra una 
sentencia que interpretando prescripciones de los códi- 
gos civil y de procedimientos, desconoce un derecho 
fundada exclusivamente en ellos. J'ág. 70. 

Recurso extraordinario. — Los conceptos "si la Municipali- 
dad aseguró a la C. A. T. K. un privilegio por el térmi- 
no de veinte anos, ese privilegio que podría ser discutido 
|Ktr terceros interesados, valdría siempre como contrato 
írrevixahle resjiccto de la parte míe aseguró el negocio 
y sns liene f icios de una sentencia pronunciada en tm 
juicio en que aquella alego la inconstitueionalidad de 
un contrato fie alumbrado público celebrado por ella 
misma, no tienen, en realidad, a los fines de la proce- 
dencia riel recurso extraordinario del art. 14, ley 48, el 
alcance de negar a dicha institución el derecho de opo- 
ner al referido contrato la lacha de ser ineficaz como 
contrario a la Constitución Nacional. No hay razón pa- 
ra admitir que la persona jurídica pueda alegar la nu- 
lidad de los actos de sus representantes siempre que és- 
tos hayan obrado extralimitándose de su mandato, y no 
pudiera hacerlo, cuando los mismos representantes vio- 
lan la Constitución y las leyes. 

Dependiendo la solución del caso, de la inteligencia 
más o menos amplia míe se dé a la cláusula constitucio- 
nal invocada, tanto en lo que hace a las restricciones 
reglamentarias a que sujetó el derecho garantizado por 
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ésta, como a las personas que puedan invocarla. proet- 
de el mencionado recurso. Tiene carácter definitivo a 
los fines del mismo, un fallo que decide que no hay con- 
flicto entre la ley fundamental y una ordenanza muni- 
cipal tachada de inconstitucional, y no deja a salvo a 
la recurrente sino a terceros el derecho de impugnar el 
privilegio que dicha ordenanza contiene. Pág. 73. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del Art 14. ley 48, en un caso en que la solución del 
mismo no depende de la inteligencia que se dé a los ar- 
tículos de las ordenanzas de Aduana que se invocan, 
que no ha sido cuestionada, sino de la comprobación de 
los hechos que sirven de liase a aquéllos, como es la del 
cumplimiento de la obligación de presentar los equipa- 
jes para su verificación. Pag. 91. 

Recurso extraordinario. — La administración ríe Correos tie- 
ne facultad ]>ara penar con multa de cíen a mil pesos 
moneda nacional cualquier infracción a lo prescripto en 
el art, 10 de la ley 4930. La cuestión de si el recurrente 
ha procedida o no conforme a lo prescripto en esta úl- 
tima disposición legal, o sea. st los despachos telegráfi- 
cos que motivaron la aplicación de la multa eran en có- 
digo o lenguaje convenido o en cifra secreta, es un pun- 
to de hecho ajeno al recurso extraordinario del art. 14, 
ley 48. Pág. ni. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio autorizado por el art. 14, ley 48, contra una senten- 
cia que* fundándose en precepto del derecho común, dis- 
|K>ne que de conformidad con la sentencia pasada en 
autoridad de cosa juzgada, recaída en el juicio de ex- 
propiación, se extienda la correspondiente escritura de 
transferencia de dominio de la cosa expropiada. Pág. 
"33- 

Recurso extraordinario, — Xo procede el recurso extraordi- 
nario del art. 14, ley 48. fundado en el art, 195 del re- 
glamento de ferrocarriles, contra una sentencia, que, 
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declarando no probados el mayor valor atribuido a una 
encomienda extraviada ni los perjuicios que se dicen 
causados, limita ta indemnización por ese extravío a la 
que determina la referida disposición reglamentaria. 
Pág. 135. 

Recurso extraordinario. — No es definitiva a los efectos del 
recurso extraordinaria del art. 14. ley 48 y 6". de !a lev 
4055, la sentencia ile trance y remate pronunciada en 
juicio ejecutivo seguido ñute los tribunales federales de 
la capital IVig. 163. 
Recurso extraordinario. — Ui interpretación de disposiciones 
de una constitución locaí. son extrañas al recurso ex- 
traordinario del art. 14, ley 48. Pág. 166. 
Recurso extraordinario. — La orden de levantamiento de un 
embargo preventivo trabado por un juez de paz a soli- 
citud del Banco de la Xaeión Argentina, fundada en lo 
dispuesto por el art. 1". de la ley 3375, no insoria t Ies- 
conocer a éste la facultad qtie le acuerda el art. 18 de 
la ley 4057. de ocurrir, cuando es actor, a uno u otro 
fuero. Pág. 170. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, fundado en el artículo 55 de la ley 
de ferrocarriles, si no aparece cuestionado en el pleito 
la inteligencia de éste y resulta que la sentencia recu- 
rrida lo ha tomado en consideración para atenuar la res- 
ponsabilidad de la empresa recurrente, haciendo derivar 
ésta de puntos de hecho. Pag. 176. 
Recurso extraordinario. — No hay lugar al recurso extraordi- 
nario del art. 14. ley 48 cuando el pronunciamiento de 
la Corte Suprema carecería de fin práctico, en razón de 
que él, aún en el supuesto de que fuese revocatori 1 en 
en la parte materia del recurso, no importaría sino una 
mera declaración teórica, sin alcance respecto al projxV- 
sito útil con que el derecho acuerda estos remedios le- 
gales. Pág. 179. 
Recurso extraordinario. — La ley requiere para al admisibili- 
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ti dar) de la apelación extraordinaria concedida por el 
art. 14, ley 48 y art. íV\, ley 4055, que haya juicio pen- 
diente aiiie los tribunales de cuya resolución se recn- . 
rre. o desconocimiento, en su caso, del fuero federal, ti 
liara dar curso a una demanda o acusación. Pág, 244. 

Recurso ex traordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art, 14, ley 48 en casos regidos por la ley de 
quiebras, número 4156, que forma parte integrante del 
código de comercio. No basta para la procedencia de 
dicho recurso, la invocación de una disposición constitu- 
cional cuando ésta no tiene relación directa e inmediata 
con la cuestión debatida. Pág. 257. 

Recurso extraordinario. — La Curte Suprema no está llama- 
da a rever en la instancia extraordinaria del artículo 14 
de la ley 48, una sentencia que en definitiva decide que 
una marea es absolutamente miía por haber sido acorda- 
da en violación de los artículos 30, $2 y 33 de la ley 
si el recurrente no invocó concretamente, en apo- 
yo de sus derechos, las disposiciones legales en tpjc se 
fundó la sentencia apelada, ni fueron discutidas en el 
pleito la inteligencia y validez de las mismas. Pág, 262. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso de! art. 14 de la 
ley 48 contra una sentencia que desconoce la eñeacia de 
los dictámenes emitidos por peritos, designados "a los 
efectos del art. 6".. de la ley i8q'\ con la conformidad 
de las fiarte s y aprobación del juzgado, y la expresión 
de disconformidad del expropiado con el precio ofre- 
cido por el expropiante. Pág. 284. 

Recurso extraordinario, — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. contra una sentencia que desconoce 
el derecho fundado en los artículos 6 y 16 de la ley N*. ■ 
tSi) de deferir a la apreciación del juez, con el mérito- 
de los informes de peritos, la fijación de la indemniza- 
ción correspondiente. Pág. 291. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
ria del articulo 22 del Código de Procedimientos en lo * 
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Criminal, contra una sentencia fundada ¿ti principios 
generales del derecho, y míe no hace referencia a la ley 
especial del Congreso» mencionada por el recurrente re- 
cién al interpoher dicho recurso. l'ág. jK8. 
$&ttrso extraordinario, — No procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 48 contra una sentencia de una 
(amara Federal, que declara, fundada en la prueba 
producida, que no ha trauscurridí) el término para la 
• prescripción que señala el artículo 44 de ta ley 3075. 
I,as conclusiones de una sentencia sobre si las denomi- 
naciones «gestionadas son iguales o no y quien tiene 
prioridad ert el uso de la enseña, fundadas en la prueba 
producida y su apreciación sobre la existencia o inexis- 
tencia de esos eNtrcmos de hecho, 110 constituyen una 
cuestión de inteligencia de cláusula legal que autorice 
dicho recurso, IVig. 436, 
Recurso extraordinario. — Kl término de cinco días señalad" 
por el articulo joS de la ley nacional de procedimientos, 
es fatal y corre aunque medie pedido de aclaración .1 
reciificación. l'ág. 438. 
Recurso ordinario de apelación en causa criminal de Aduana, 
— m las cansas por defraudación a la renta de aduana 
no procede el recurso ordinario de apelación previsto en 
el art. 3* de la ley 4055. Pág. jo. 
Recurso ordinario de apelación. — Procecle el recurso ordina- 
rio de apelación para ante la Corte Suprema autorizado 
prir el art. y. de la ley 4055 en causas sobre expropia- 
ción de terrenos destinados para las obras del puerto 
de Rosario de Santa Fe. F%. 318. 
Recurso ordinario de apelación en materia criminal. — Con 
arreglo al art. 4*, de la ley 7055, contra las sentencias 
pronunciadas |xjr la Cámara Federal de la Capital, en 
materia criminal, no procede el recurso ordinario de 
apelación y nulidad, l'ág. 98. 
Recurso ordinario de apelación. — No procede el recurso or- 
dinario del art. 3 de la ley X u . 4055 c«>iitra una resolu- 
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eión fie la Cámara Federal de la Capital, por la que ésta 
declara carecer de coin|>ctencia para dirimir ttna con- 
tienda entre un jues local de la capital y el de sección 
de Mendoza. Pág. 405. 
casación de Ministras de la Corte Suprema. — Durante la 
t ra n litación de un recurso de queja por apelación dene- 
gada, es improcedente la recusación sin causa de Mi- 
nistros de la Corte Suprema Pág. 380. 

Reivindicación. — Es de aplicación lo dispuesto por el artícu- 
lo 2700 del Código Civil en un caso en que la ocupa- 
ción que invoca el demandado es posterior al título que 
exhibe el actor. Pág. 30,2. 

Ribera del Río Paraná. — La Nación 110 puede, a titulo de re- 
glamentar el comercio y navegación de los ríos y de ha- 
bilitar puertos, ocupar gratuitamente, de manera defi- 
nitiva y permanente jjara la construcción del puerto del 
Rosario, terrenos de rtl>era del rio Paraná, que se ha- 
llan normalmente o de ordinario fuera de las aguas. 
Pág. 302. 

' s 1 

Sentencia definitiva, — No puede conceptuarse definitiva a los 
efecto» del recurso del art, 3". de la ley 4055, la reso- 
lución que establece que 'los efectos del auto de fs. 61 
se reducen a autorizar a los herederos de Molina como 
poseedores declarados de la herencia deferida a su fa- 
vor. ]»arn ejercitar en los límites de la jurisdicción en 
donde se dicen situados los bienes sucesorios, todas las 
acciones o derechos reales o personales que a su res- 
pecto hubieran correspondido al autor de la sucesión". 
Pág. 6í>. 

Serricfos profesionales en calidad de peritos de oficio. Véase 
Jurisdicción. 

Superintendencia de la Corte Suprema. — La Corte Suprema 
puede, en ejercicio de la sii]>crintcndeiicia que le atli- 



buyo el artículo 1 i de la ley 4055, tomar en considera- 
ción una denuncia contra una Cámara Federal en que 
se imputa a ésta In infracción de su propio reglamen- 
to. Pág. 39. 

T 

T asación. — Corresponde aprobar una tasación en que los pe- 
ritos lie ambas partís consideran que el precio asignado a 
la cosa es justo y aún equitativo. Pág. 325. 
Tratado de Derecho Procesal. — Véase Exhorto. 
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Criminal, contra don Prudencio Molina, por tentativa de 
homicidio; sobre competencia 

Sumario : Corresponde a la justicia nacional el conocimiento de 
un delito cometido en una oficina de impuestos internos en 
tma provincia. 

. No puede decirse radicado un juicio criminal porque se 
haya presentado la acusación en el mismo, cuando se trata 
de una competencia que la ley califica de privativa y exclu- 
yen te, y fuera de los casos de excepción cjue en ella se de- 
terminan sobre la prórroga de jurisdicción. (Art. 12, ley 48). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



Al'TO I>EL Jl'KZ FEDERAL 

Sin Juan, Abril 5 de 1913. 

Vistos de los que resulta : Que don Andrés Villegas Jd Pi- 
no, diciéndose victima de una agresión a mano armada y dis- 
paro de arma de fuego por parte del sujeto Prudencio Molina, 
sostiene que el juzgamiento del detito correspondiente compete 
a la justicia federal tanto "por haber sido ejecutado a conse- 
cuencia de actos producidos por un empleado nacional en ejer- 
cicio de sus funciones", cuanto por haberse cometido en un es- 
tablecimiento donde el Gobierno Nacional tiene exclusiva juris- 
dicción. Art. 23, inciso 3 y 4 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. 

1 
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Y considerando: 

Que es de observarse desde luego que, si bien Villegas del 
Pino ha comprobado su carácter Je empleado nacional, fs. 5, no 
ha acreditado, sin embargo, que en desempeño de las funciones 
que el cargo le impone o por actos emanados del servicio, fuera 
víctima del delito que denuncia. 

Que aún en el caso de haber acreditado tales circunstancias, 
sería además preciso, para que surtiera el fuero federal, que al 
obrar Molina en la forma que se le atribuye, lo hiciera con el 
propósito de obstruir o corromper el buen servicio del empleada 
Villegas del Pino, y de la propia exposición que éste hace a fs. 1, 
no resulta tal cosa, sino que su propósito era quitarle la vid i, 
por haberlo exonerado del empleo de ordenanza. 

Que tratándose de un delito común previsto por el Código 
Penal, la sola circunstancia de ser la victima empleado nacional, 
no crea una excepción a la regla según la cual a competencia 
federal es eminentemente restrictiva, estando circunscripta a 
los casos enumerados en la Constitución Xacional y leyes que se 
le derivan, según lo tiene declarado la Suprema Corte Xacional 
en numerosos fallos. 

Que tampoco compete a la justicia fcfler.it el conocimiento 
de la causa por razón del lugar en que se cometió el delito, pues 
para ello seria preciso que en él tuviera la Nación absoluta y 
exclusiva jurisdicción, inciso 4.", art. 23 Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, o sea que hubiese sido adquirido por ella 
por compra o cesión a los fines que determina el inciso 27 del 
art. 67 de la Constitución Xacional, lo que no ocurre, pues, se- 
gúu lo dice el jefe de la oficina referida, c! local en que ésta 
funciona es de pertenencia particular, del que la Xación es lo- 
ca taria. 

Por tanto, y no obstante lo dictaminado por el señor Pro- 
curador Fiscal, resuelvo: declarar la incompetencia de la justi- 
cia federal para conocer en Ta causa de que se trata y no hacer 
lugar por consiguiente a la inhibitoria solicitada. Previa reposi- 
ción de sellos, consentida que sea, archívense los autos. — iittiz. 
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San Juan. Julio 20 de 1915. 

Y vistos: í,a inhibitoria solicitada por el señor juez federal 
tic esta provincia, en la cansa contra Prudencio Molina por ten- 
tativa de homicidio en ta persona del señor Andrés Villegas del 
Pino, de la que pide su remisión a ese juzgado en vista de la 
resolución de la Cámara Federal de Apelaciones de la Capital, 
que revocando el pronunciamiento del inferior lo declara com- 
petente para conocer del delito míe ha dado origen a las actua- 
ciones de re icrcnda. 



V considerando: 

Que la competencia que se establece a favor de la justicia 
federal se basa en los artículos 3, inciso 4 de la ley 48 y 23, inci- 
sn 4 del Código de Pmced i míenlos en lo Criminal que preso iben 
la procedencia de ella para entender en los delitos que se come- 
tan en lugares donde cí Gobierno Nacional tenga absoluta y ex- 
clusiva jurisdicción. (Jtic al siib jutlicc se le considera encuadra- 
do dentro de esas disposiciones, sin examinar previamente, en 
virtud de qué cláusulas constitucionales o legales la Nación ejer- 
ce su jurisdicción absoluta y exclusiva, y >iu mencionar siquiera 
porque motivos la provincia ha perdido la suya en el lugar en 
que se cometió el delito por Prudencio Molina contra la perso- 
na de Andrés Villegas del Pino, lo que ocurrió según consta de 
autos, en el focal en que funciona la oficina de impuestos inter- 
nos de esta ciudad, también domicilio particular de la víctima. 
One el hecho de la instalación v funcionamiento de esa oficina 
por si solo es completamente insuficiente para generar a favor 
de la Nación, el derecho de jurisdicción absoluta y exclusiva en 
ese lugar, despojando a la provincia de la que constitucional- 
mente le corresponde por su calidad de estado autónoma; lo que 
resulta más evidente todavía si se recuerda que esa jurisdicción 
exclusiva atribuida a la Nación importa la federalización de esa 
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parte de territorio (Cooley, derecho constitucional, pág. 81 ; J. 
V. González, número 451). Que no puede fnndar.se en prescrip- 
ciones constitucionales o legales esa jurisdicción nacional ex- 
clusiva y absoluta en un territorio de provincia por el solo mo- 
tivo de funcionar una oficina de la Nación, pues ella debe ser 
amplia y exclusiva en cuanto se refiere y sea iceesario ai cum- 
plimiento de los fines tle su institución, pero en manera alguna 
con respecto a los delitos que se cometan sin corromper u obs- 
truir el buen servicio de sus empleados. 

Que el local que ocupa la oficina de Impuestos Internos, 
no es tampoco de los enumerados en el art 67, inciso 27 de la 
Constitución Nacional. Que la causa de referencia está radicada 
ante este juzgado de sentencia al que pasó después de haber sido 
instruido el sumario correspondiente por e] juzgado de instru:- 
ción, habiendo ya el ministerio fiscal deducido acusación, por lo 
que también resulla improcedente la inhibitoria propuesta por el 
señor juez federal a estar a lo dispuesto por el art. 14 de la ley 
48 de jurisdicción y competencia de los tribunales federales. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dictaminado 
por el señor agente fiscal. Resuelvo: Declarar la competen :ia 
de la justicia local, para entender en la causa de referencia, no 
hádenlo lugar a la inhibitoria solicitada por el señor juez fede- 
ral, elevando los autos a la Kxcma. Suprema Corte de ta Nación, 
a fin de que se sirva dirimir la présenle cuestión de competencia 
de acuerdo con. lo establecido por el inciso b) del art, 9 de la ley 
4055. Transcríbase el presente, dándose conocimiento al señor 
juez federal. — Horacio Carvallo. — Ante mi : --/, López. 
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Excma. Cámara: 

Con arreglo a lo dispuesto en el art. 48 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, las cuestiones de competencia por 
inhibitoria o declinatoria sólo pueden promoverse por el Minis- 
terio Público, el procesado o su defensor, el que sea civilmente 



responsable y el acusador particular. Cabe, pues, observar que 
don Andrés Y ¡llecas lia omitido expresar y justificar el carácter 
que legalmente podría autorizarle a intentar la inhibitoria que 
motiva estas actuad' mes. 

Pin embargo, atentas las conclusiones «el dictamen fiscal 
de fs. 3 y el recurso de apelación interpuesto a fs. i6, entiendo 
que el representante del Ministerio Público, ejercitando funcio- 
nes que le son propias, ha sostenido y proseguido la inhibitoria 
propuesta por el señor Villegas. 

I;u este concepto, debo manifestar a V. E. que, despren- 
diéndose prima fade del examen de autos que el hecho imputa- 
do a Prudencio Molina habia tenido lugar dentro del local de 
una oficina de la Nación, estimo que su conocimiento compete 
a ta justicia federal, conforme a lo dispuesto en el art. 3, inciso 
4. de la ley 48, y art. 23. incisa 4 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, "toda vez que se trataría de un delito perpetrado 
en un lugar o establecimiento donde el Gobierno Nacional tiene 
absoluta y exclusiva jurisdicción y sin que en esto influya la 
circunstancia de ser arrendada la propiedad en que se halla ins- 
talada la mencionada oficina nacional. 

Por ello, soy de opinión que V. E, debe revocar la resolu- 
ción apelada de fs, o y declarar la competencia del señor ju« 
federal de San Juan, quien deberá proceder en la forma deter- 
minada por el art, 54 del Código de Procedimientos en lo Cri 
minal. 

Horacio R. Larrcta. 



RESOLUCION HE LA CAMARA FEDERAL 

Rutnoi Alrti. Miio 8 «t I»I5- 

Y vistos : Por los fundamentos de la vista del señor Pro- 
curador Fiscal de Cámara se revoca el auto apelado de fs. 9» ±: 
cl arándose en consecuencia que la justicia federal es competente 
para conocer del delito que motiva estas actuaciones. Notifique- 
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se y devuélvase a sus efectos al juzgado de origen. — H, l'tlfti- 
fañe. — A, Fcrrcirit Cortés. — A. Urtíittarraih,. J. X. Mat'u-nzo 



Corresponde a V, E dirimir l;i contienda de competencia 
Mi¿ei:?da en eslos autos, a mérito de lo dispuesto en el an. u. 
indio rf) de la lev 4055. 

El delito que motivó e¡ proceso incoado fué comalido en 
una oficina pública, dependiente del Gobierno Nacional, en en/a 
virtud, y atentas las d i verbas constancias de autos, de acuerdo 
con el art. 23 de! Código de Procedimientos Criminales, y art. 3," 
inciso 4. de la 3ey 48, derivados del art. o", inciso -7 de la 
Constitución, la competencia federal es procedente. 

El delito de cpie se trata fué cometido en el local de la ofi- 
cina de impuestos Internos de la ciudad de San Juan, en cuyo 
lugar el Gobierno de la Nación ejerce una jurisdicción absoluta 
y exclusiva, a lo que 110 obsta la circunstancia de estar la finca 
arrendada por la expresada oficina, sí se tiene en enema <|ue, 
según lo establecido por esta Corte, el destino tic U>$ lugares, ef 
el factor que determina y justifica e! ejercicio de la jurisdicción 
de tas autoridades federales, no pudiendo desconocerse tjuc la 
oficina de Impuestos Internos de referencia, establecida ¡)or el 
Gobierno de la Nación y sostenida ron los fondos de la misma, 
se halla, por su destino, comprendida dentro de ¡a jurisdicción 
inmediata de las autoridades federales. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. K. domo 103, pá- 
gina 403; tomo 115, pá#. 408 ), pido a V. K. se sirva declarar 
competente para entender en la presente caus;a, a? señor juca fe- 
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FALW> DE LA CORTK SI'i'RKMA 

Bueno» Aires. Septiembre U de 1915. 

Vistos: de crtntu'tiri.'i de competencia trabada entre el 
seiiur juez federal íte San Juan y el del crimen fie aquella pro- 
vincia para conocer de la catira seguida contra Prudencio Mo- 
lina por tentativa de homicidio. 

Y considerando: 

Que *cgún aparece de] sumario, encontrándose en su ofici- 
na el inspector v jefe de la sección de Impuestos Internos en la 
provincia de San Juan, fué agredido por el ex ordenanza Pru- 
dencio Molina, quien hizo varios disparos de revólver y le infi- 
rió algunas legiones, 

One el delito aparece, así, cometido en una oficina de re- 
caudación de renta* de la Nación y por ello se encuentra someti- 
do a la jurisdicción (le os tribunales de la misma, con sujeción 
a lo dispuesto en el inciso 4 ". articulo 3." de la ley de jurisdic- 
ción y competencia, número 48. 

Que como lo ha hecho constar esta Corte interpretando el 
inciso 27, art. 67 de la Constitución, para la procedencia de la 
jurisdicción nacional, no hasta que el lugar en que se cometió el 
delito pertenezca a la Nación, ni es tampoco necesario ese re- 
quisito, en ratón de que es el destino a que está consagrado, o 
sea. como establecimiento de utilidad nacional, lo que determina 
y justifica la jurisdicción de las autoridades nacionales. (Fallos, 

truno 103. pág. 403). 

Que no puede decirse radicado un juicio criminal porque se 
haya presentado la acusación en el mismo, cuando se trata de 
una competencia que la ley califica de privativa y excluyeme, y 
fuera de los casos de excepción que en ella se determinan sobre 
la prórroga de jurisdicción (art. 12, ley número 48; Fallos, to- 
mo 41, pág. 174). 

Por ello y de conformidad con lo dicta m inadn por el señor 
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Procurador General, se declara que el conocimiento de esta 
causa corresponde al juzgado federal de San Juan a quien se 
remitirán los autos, avisándose por oficio al señor juez del Cri- 
men de aquella provincia, 

A. (¡kkmkjo. — Nicanor G. Pili 
Solar. — I). K. Palacio. — 
J. Imüi kkoa Alcokta. 
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Criminal contra Aurora González de Cabrera y Ra fací Día::, 
por homicidio y tentativa de homicidio 

Sumario: Es justa la sentencia que condena a !a pena de veinte 
años de presidio, a cumplirse en penitenciaria, y accesorios 
legales, a la autora del delito de tentativa de homicidio per- 
petrado con la agravante «leí delito de homicidio por im- 
prudencia y atenuantes previstos en los incisos $j y 5-" del 
art. 83 del Código l'enal ; y a la pena de diez y siete años y 
medio de presidio y accesorias legales, al autor del delito 
de tentativa de homicidio, perpetrado sin atenuantes ni 
agravantes. 

Caso: Lo explican !as piezas siguientes; 

SENTENCIA DEL Jl'EZ LETRA DO 

Santa Rom de Toty, Octubre 4 de 1913. 

Y vistos: Para resolver esta cama seguida contra Rafael 
Díaz, quien dijo ser argentino, soltero, de veintidós años de 
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celad, carrero, domiciliado en esta capital y contra Aurora Gon- 
zález de Cabrera, que manifestó ser argentina, tic treinta y dos 
:lmh> tic edad, casada, domiciliada en Tony, procesados por ho- 
micidio en la ftprSona de Paula Cabrera y tentativa de homicidio 
en la de Martin Cabrera. 

Resultando: One cu Tony el 2<t de Mnyn del año próximo 
pasado, a las siete de la mañana se presentó a la comisaría del 
citado punto el vecino de una chacra del departamento, Martín 
Cabrera, conduciendo una niña de unos diez años de edad, — la 
menor Manía, -■ presentando ambos Antonias de intoxicación y 
denunciando (pie et dia anterior había estado de paseo en el pue- 
blo hasta cerca de las once de (a noche en que regresó compran- 
do fie paso u¡i poco de café en un íraliche. que llegado a la casa 
cerca de las doce, dijo a su mujer, que se bailaba aún despierta, 
le sirviera nn jarro de café, usando al efecto c] que traía: Que 
después de calentar agua le sirvió un jarro del liquido que le 
brindó con Ijombilla. tjue en cuanto tomó el primer sorbo !o es- 
cupió diciendo que lo ingerido era fie una amargura imposible 
de pasar, a lo (pie su mujer le contestó que seria el café que ha- 
bla traído y echando café en otro jarrito más chico le sirvió con 
ese otro café dejando el anterior con su contenido al lado del 
luego, que sin apercibirse él ni su mujer, su hija Paula tomó 
algunos tragos, yendo después de esto todos a dormir. Que al 
poco rato b ablando de la cama su hijita se despertó sobresalta- 
da, acudiendo la madre y también el exponerte que también se 
notó enfermo y más la niñita a quien atacaron convulsiones ner- 
viosas. Que al ver que no mejoraban, su esposa acompañada del 
menor Francisco, se dirigieron a casa del vecino Patricio Gó- 
mez solicitando auxilio, regresando éste más tarde con una bo- 
tella de aceite, que tomaron los enfermos mezclada con leche, y 
así estuvieron hasta la mañana siguiente en que pudieron ser 
conducidos a la comisaría de Tony doade el denunciante expuso 
también sus sospechas de que se tratase de un envenenamiento 
por estricnina por los sintonías que vió y por haber visto morir 
un animal envenenado con esa substancia, que no sabe como 
pudo hallarse en su casa, ni sabe qué vecinos puedan tener. Con- 
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chivó su denuncia diciendo que con su esposa se llevaba bien a 
pesar de tener rencillas propias del matrimonia y c|iie a aquélla 
le faltaban pocos días jiara dar a luz, expresando donde se ha- 
llaba el jarro sospechoso y las circunstancias en que su esposa 
le habia preparado el café. Que secuestrado c! jarro y la l»om- 
billa indicados en que se notaba una substancia entraña, crista- 
lina y blanca y entregados tales objetos al perito para el examen 
químico — falleció Paula — y llamada a prestar declaración 
Aurora González de Cabrera en su primer interrogatorio de 
fs. 8, no hace sino confirmar lo dicho por el denunciante, silen- 
ciando toda intervención propia o extraña en la preparación de! 
café envenenado. 

Que a fs. 13 y 14 vta. se cotí firmaron las sospechas sobre la 
existencia de veneno y cristales de estricnina, por cuyo motivo 
fué detenida !a expresada Aurora González, quien a fs. 1$ en su 
indagatoria confiesa haber tenido de palabra relaciones amoro- 
sas con el sujeto Rafael Díaz quien le había escrito varias veces, 
que con motivo de ser el esposo de la declarante muy propenso 
a la bebida» c¿la le había pedirlo a Díaz un remedio para su cura- 
ción, desde que, cuando mi marido estaba ebrio la maltrátala y 
golpéala. Que el 23 de Mayo el referido Díaz llegó hasta su 
casa y le entregó un papel i lo conteniendo un remedio que la de- 
clarante guardó. 

Que en la noche del veinticinco, estando la d Ícente ya en 
cama, llegó su esjxiso Martín Cabrera, bastante tomado y al ha- 
berle pedido a la dicente café se levantó de la cama y preparó 
la liebida y al acordarse del remedio tomó el papelito y lo echó 
en el café. Que luego, más tarde, notó los sintonías que presen- 
taba su esposo y su hija y entonces se dió cuenta de que el reme- 
dio habia producido daño y que su hijita babia tomado tal vez 
en un descuido. Agrega que no ha tenido intención de producir 
el mal ocasionado, que la dicente deplora por estimar a su espo- 
so, entregando en el acto una carta que ni siquiera ha leido y 
una de las que le escribiera Rafael Díaz, y tal caria es la que se 
agrega a fs. 16 como foja útil. Detenido el mencionado sujeto, 
prestó declaración a fs. 19 vta., quien manifiesta ser sobrino de 
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Martín Cabrera» reconociendo haber perito varias cartas a Au- 
rora a quien daba mala vi tía el marido. Reconoce la carta de 
fs, ií> como auténtica. Preguntado respecto del hecho que moti- 
va el sumario en lo que se refiere a la participación que se U 
atribuye manifestó que varias veces hatiía sido exhortado por 
Aurora, le proveyere un poco del remedio que usan los estancie- 
ros, o sea veneno, pero que el dicentc no se ¡o ha suministrado. 
Niega ¡tupi i cit ámenle haber estado con Aurora el 23 de Mayo, 
desde que dice que la última vez que estuvo fué el 19 de Marzo, 
y agrega ignorar el envenenamiento de que instruyen los autos. 
Careados los procesado* a fs. 22 sólo arriban parcialmente a un 
acuerdo respecto del 4* y 5* puntos del interrogatorio de fs. 19 
vuella, y practicadas averiguaciones para saber donde se vendió 
la substancia tóxica, el resultado fué negativo, según informe*, 
de fs. 25. Elevado el sumario y agregada la partida de fs. 33» 
fueron llamados los procesados a ratificarse en sus indagatorias 
li » [|uc hicieron a fs. 36 y fs. ^7. Decretada la prisión preventiva 
v clausurado el sumario, el fiscal especial a fs. 46 conceptúa los 
delitos proba ' los como homicidio en ta persona de Paula Cabre- 
ra y tentativa de homicidio en la de Martin Cabrera y responsa- 
bles como autores ambos procesados, concurriendo contra Au- 
rora González las agravantes de los incisos I * y 8." del art. 84 
y la del art. 87 y la atenuante 5 del art. 83 del Código Penal y 
o ultra Diaz la mencionada agravante, inciso 8." del art. 84, y 
ninguna atenuante ni eximente. Dice que corresjjondería aplicar 
a los procesados la pena de muerte, pero en virtud de lo estable- 
cido en tos artículos 55 y 59 del mencionado Código, solicita 
veinticinco años de presidio para Rafael Díaz y veinticinco años 
de penitenciaria para Aurora González, accesorios y costas y am- 
bos en reclusión solitaria en los aniversarios del crimen. 

Otic conferido e! traslado de trámite el defensor de pobres 
por Aurora González sostiene que debe absolvérsele por no ha- 
ber tenido intención criminal, desde que sólo pensó en un reme- 
dio, pues las circunstancias particulares de ta causa demuestran 
que ignoraba tratarse de veneno. A su vez el defensor nombrado 
«le oficio a! co-proecsado Díaz, sostiene que este no ha cometido 
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el delito y que está exento de responsabilidad criminal, míe no 
está probado que éi baya suministrado a Aurora los polvos ve- 
nenosos, y sólo débiles presunciones que no coítótituyeii prueba 
legal. 

Que recibida la causa a prueba no se produjo ninguna du- 
rante el plena rio. quedando la causa previos lus trámite,- ley a le- 
en estado de sentencia. 



Y con si iterando: 

i," Que está sufieientenicnte prohado que la menor Paula 
Cabrera, falleció en las circunstancias expuestas después de ha- 
ber ingerido un líquido envenenado; asi también (pie Martin 
Cabrera hubo de ser victima a su vez por la misma causa de un 
envenenamiento fatal. Corresponde únicamente juzgar la res- 
ponsabilidad de bis procesados e:i tales hechos, a saber: un ho- 
micidio por imprudencia — el de !a menor — ya que no se ve 
qué propósitos podían tener los procesados en suprimirla, y la 
muerte de la menor en el peor de los casos sólo puede ser debida 
a una negligencia culpable; y la tentativa de homicidio perpe- 
trado en la persona de Martin Cabrera, con el propósito de su- 
primirlo para facilitar las relaciones amorosas entre la esposa 
infiel y su presunto amante. Que desde luego las presunciones 
que surgen de! estudio del proceso son bastantes en los términos 
de] art. 358 del Código de Procedimientos para responsabilizar 
a ambos procesados en la tentativa de la referencia y ambos de- 
ben ser considerados autores principales conforme a ío dispues- 
to por el art. ¿r del Código Penal, incisos 1, 2 y 3, respectiva- 
mente. 

2. Que la mujer Aurora González* pretende excusarse cu 
que ella creia se tratase de un remedio para la embriaguez, pero 
Rafael Díaz en ta indagatoria de U. 200, manifiesta que la mi- 
ma mujer le había pedido a él veneno anteriormente. Por otra 
parte la esposa culpable como resulla de la misma carta de fs. 
que pide íemedio para e! marido al cómplice del adulterio y en 
que éste haciendo referencia a ello le dice: "en mi poder no vh 
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a venir todavía hasta que le fias ese remedio", hace suponer ló- 
gicamente las más siniestras intenciones. La misma carta de 
Díaz hace referencia a los malos tratamientos que Cabrera pro- 
digaba a su esposa y tal vez ellos y la culpable pasión han sido 
los móviles del crimen. Las razones dadas j>or el defensor de po- 
bres para desvirtuar la acusación a esle respecto son argumen- 
tos de hecho que no bastan a desvirtuar la gravedad de las pre- 
sunciones acumuladas co:itra !a procesada. (Jue la Aurora no 
haya tratado de ocultar la sustancia que contenía el jarro y que 
lo haya colocado al lado del fuego sin tomar precaución alguna 
no prueba otra cosa que la ignorancia de la procesada» no en 
cuanto al hecho en si, es decir, no en cuanto al convencimiento 
de lo que hacía, sino en cuanto a las consecuencias, siendo in- 
dudable que no ha tenido intención de producir todo el nial que 
produjo de -de que el envenenamiento de la menor Paula se ori- 
ginó por ese descuido. Hay que resolver en consecuencia, que 
Aurora González de Cabrera es autora material de tentativa de 
homicidio en la persona de su esposo Martín Cabrera y de ho- 
micidio por imprudencia en la de su hija Paula Cabrera, debien- 
do aplicarse la penalidad del art. 3 de la ley de reformas al Có- 
digo Penal, considerándose como agravante el homicidio por im- 
prudencia íart. 85 ffi fine Código Penal y atenuante de los inci- 
sos 3 y 5 del art. 83 del mismo Código). 

3. Que en cuanto a Rafael Diaz debe ser conceptuado au- 
tor principal de la tentativa de homicidio, más no del homicidio 
por imprudencia, porque ¡a muerte de la menor ha sido la conse- 
cuencia única y directa de la imprudencia de la madre. Los ar- 
gumentos hechos por la defensa para sostener que no procede 
responsabilidad a este procesarlo por ci hecho de no estar proba- 
do que éste haya entregado materialmente a la Aurora el vene- 
no o remedio pedido, ceden a las presunciones vehementes que 
surgen del estudio de autos y de la carta de fs* t6 en que el pro- 
cesa tío ofrece el remedio y al mismo tiempo advierte a su 
amante que no avise a na < lie. El remedio de que se trataba era 
veneno según reconoce el procesado en su indagatoria de fs. 20 
vuelta, de modo que todas las presunciones de verosimilitud del 
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hecho están en contra del reo. Ks claro que no puede pretenderse 
en los procesos criminales, dada su natura lesa la prueba com- 
pleta e indudable de la compra v entrega de! veneno por parte 
del sujeto A al sujeto B : basta para eso la prueba de presuncio- 
nes que es suficiente dados los antecedentes conocidos. 

4. 6 Que el delito de haberse consumado, hubiera encuadrado 
en el art. 17, inciso 3. a y b de la ley 41 89, en cuanto a Díaz y 
en el art, 17. inciso 2 de la misma, en cuanto a Aurora Oonzález, 
no habiendo para el primero ninguna atenuante ni agravante y 
para la segunda las que se han estudiado en el considerando se- 
gundo, debiendo tenerse presente lo dispuesto en el art. , del 
Código Penal sobre agravantes y atenuantes, 

5. Que siendo pues de estricta aplicación ct art. 3 >" /'""^ 
de la ley 4189. debe graduarle la pena conforme a las circuns- 
tancias particulares de la causa. 

Por ello, resuelvo: imponer a Aurora González de Cabrera, 
veinte años de presidio, accesorios y costas y a Rafael Diaz die?. 
y siete años y seis meses de la misma pena, accesorios y costa-, 

llágase saber y elévese en consulta si no fuese apelada esta 
sentencia. — Dúíh'ukjo Sasso. — Ante nú: Jtum Julián Lastra. 

pallo ni: r.,\ caHAra federal de apelaciones 

L? Pliti. Mayó 23 d« 1915 

Vistos y considerando ; 

I 

Después de estudiadas las piezas de autos con detenimiento, 
el tribunal encuentra, que en virtud de la prueba compuesta que 
resulta de la confesión de los procesados, los informes periciales 
y los indicios o prc* unciones que surgen del sumario, se forma 
la convicción legal y de conciencia de que aquéllos sor autores 
responsables de los hechos imputados, en el modo que los consi- 
dera la sentencia apelada. 
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Respecto de Aurora González de Cabrera, sn confesión (te 
fV. 15, prueba lo siguiente: 

li* One echó en el café, por ella preparado, el remedio del 
papeliío que le diera Díaz el 23 de -Mayo; 

2." One dicho café» bebido por su esposo Cabrera v por su 
hija Paula, íes ocasionó daños; 

.1." Que Díaz la requería de amores, habiéndole escrito en 
varias ocasiones en cíe sentido; 

4. " Que recibió la carta de fs. l6, que presenta sin haberla 
leído; 

5. " Que su esposo le daba malos tratos. 

De Eá prueba pericial e instrumental, resulta, que el polvo 
que Aun. ra puso en el café, que bebieron las víctimas» era estri 
nina y que la intoxicación de Cabrera y fallecimiento de la me- 
nor, fueron ocasionados por ese veneno ffs. 14 vía. y 33). 

De este conjunto de hechos, que constituyen la prueba di- 
recta del cuerpo del delito, surgen presunciones anteriores y 
concomitantes con el mismo, que >e perciben al más libero aná- 
lisis. 

lín primer término, Ja mala vida que Aurora dice llevaba 
con *n espr so, hace suponer con fundamento que no 1c profesa- 
ra estimación alguna, circunstancia ésta, que se revela claramen- 
te en sus relaciones amorosas cor Díaz, evidenciadas en la car- 
ta de éste, corriente a fs. i(\ De esta misma, resulta que Aurora 
esperaba un efecto particular del remedio que pensaba suminis- 
trarle al mariflo y que le dejaría más libertad de acción. Así se 
lee en un párrafo esta supérente confidencia: "Te digo que re- 
cibido tu carta fecha 17 de! corriente, donde mi dice quemi po- 
der no te has todavía asta que no le des ese remedio". La inti- 
midad en esta correspondencia, hace presumir su veracidad, to- 
da vez que no es posible suponer se aluda en ella a cartas que 
no se han escrito ya que esto carecería de objeto explicable en- 
tre dos amantes en tan estrecha relación. Es cieito que la Au- 
rora ha dicho que ella había solicitado de Díaz un remedio con- 
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tra ta ebriedad, para suministrárselo a su marido, pero estos cui- 
dados, ni se avienen con las malas relaciones matrimoniales, ni 
se concibe juicamente semejante pedido de una mujer casada 
a su rendido pretendiente. 

La }>aric de la carta transcripta y la que se refiere "a¡ re- 
medio que mandé a]>edir", la afirmación de Díaz de que la Auro- 
ra le requería con empeño un veneno y la circunstancia de ha- 
ber sido este suministrado a Cabrera, convencen de la culpabi- 




Con respecto a Rafael líiaz pueden hacerse valer las mis- 
mas pruebas analizadas y muy especialmente la carta de fs. 16, 
que, en relación a este procesado, constituye toda una pieza de 
convicción. 

En efecto, dice Díaz en su carta que Hevüt la fecha de Mar- 
zo 22; "también el Remedio que me manda apedir yo lo bolla a 
vucar en Santa liosa yo boy en- este día y si lo encuentro te Ixdla 
avisar, pero no cuente a nadie premia querida". La Aurora dice 
que con fecha 23, el dia siguiente de la fecha de la carta, Díaz 
le entregó el susodicho remedio, cosa que concuerda perfecta- 
mente con lo que este manifiesta en su carta. La coartada de 
Diaz, al afirmar que en la fecha aludida él se encontraba en 
Santa Rosa, no ha sido prohada en autos por la defensa. De ma- 
nera que en'! tra Kafac! Diaz pueden acumularse las siguientes 
presunciones, que agregada-i a los hechos prohados, forman 
también la convicción de su plena culpabilidad : 1.° las relaciones 
amorosas con Aurora, que suponen prevención contra el marido 
que los estorba; 2." su confesión de que aquélla le pedía veneno; 
3. n su promesa de bizcarlo inmediatamente, formulada el 22 de 
Marzo; 4." ta declaración de Aurora que afirma haberlo recibido 
el 23: 5." su empeño en que esto se mantuviera ei secreto; 6." 
el heehii de no probar su coartada. 




lidad de aquella. 



III 



IV 



E! tribuna) ha considerado divisibles las confesiones pre*- 
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tartas por los procesados, porque de las constancias de los autos 
resultaron» desde el comienzo del sumario, presunciones graves 
contra ellos mismos, que los obligaba a fa pruelia de descargo 
fart 318 del Código de Procedimientos). Y estas presunciones 
y demá* indicias que se lian mencionado, arrancando de hechos 
probados directamente, y siendo varios, inequívocos, directos y 
concordantes los unos con tos otros, constituyen prueba legal de 
acuerdo con las reglas prese ripias en el art. 358 del Código de 
Procedimientos y forman una cadena de hechos que se eslabo- 
nan cutre sí lógicamente, de manera que. al decir de Mitterma- 
scr la convicción del juez "no deja higar a una duda razonada". 
(Tratado de la prueba, pág. 

Amantes, Aurora González de Cabrera y Rafael Díaz, - 
eh su dc-eo de vivir juntos — conciben e1 plan de hacer desapa- 
recer el marido que Ies incomoda, y llegada Ju oportunidad, el 
hombre proporciona el veneno y la mujer lo suministra, liste es 
et melodrama que palpita en las páginas del sumario de autos, 
que se trasluce en la apasionada carta de fs. 16 y que finaliza 
con la trágica muerte de una criatura, ajena por completo al 
propósito de los actores. 

Hechos estos, propios de la naturaleza humana, se desen- 
vuelven con la lógica inflexible de iodo lo amoral e insólito, co- 
mo que las malas pasiones engendraron siempre la corrupción 
o el delito. 



Los pretendidos indicios de inocencia que se extraen de la 
actitud de Aurora, al proporcionar alivio a su marido con eficaz 
diligencia, dejan de ser tales, sí se piensa, que envenenada tam- 
bién la bija menor de aquélla, debió acudir en su socorro, y al 
concurrir con remedios caseros en compañía de una vecina» no 
le era posible atender solamente a la mcnoi, dejando morir a su 
marido en presencia de una testigo. Pero aún aceptando el hecho 
de haber curado a Cabrera, esto sólo importaría una causa ate- 
nuante que ha sido tomada en cuenta por el a quo : la de haber 
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pretendido reparar el mal causado o impedir su consumación 
(art 83, inciso 5. , Código Penal), 

No constituye tampoco indicio favorable, el hecho de no 
haber ocultado el jarro con el veneno, desde que tratándose de 
delincuentes ignorantes y torpes, tal circunstancia en común en 
los anales del crimen. 

VI 

La calificación legal de los delitos imputados a !a Cahrera 
y de la tentativa de homicidio alevoso atribuida a Díaz se ajusta 
a las constancias del proceso y a las disposiciones legales invo- 
cadas y otro tanto puede decirse de las penas impuestas. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma 
con costas la sentencia apelada de fs, "6, debiendo la procesada 
Aurora González de Cabrera cumplir su condena en penitencia- 
ría de acuerdo con e! art. 6a del Código Penal. 

Devuélvase para su cumplimiento y oííciesc al ministerio 
de justicia para que se sirva ordenar el traslado de los presos a 
la cárcel de la Pampa. — Marcelino Escalada. — K. Guido La- 
valle. — José Marcó. 



FALLO DE LA CORTK SLTREMA 

Bucnoi Air**, Septiembre 14 de 1515. 

Vistos y considerando: 

Que el careo decretado en la presente causa a fs. 115 con 
calidad de para mejor proveer y sin perjuicio del llamamiento 
de autos, quedó cumplido, habiéndose negado los procesados a 
declarar, como resulta de las diligencias de fs. 125 y 125 vta., 
en cuya virtud se procedió por la Cámara Federpi de La Plata 
a pronunciar su sentencia definitiva de fs. 127. ío que hace in- 
necesario decretarlo nuevamente, como se solicita en e*ta ins- 
tancia. 

Que los elementos de prueba que se han acumulado duran- 
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te !a substanciación del proejo, demuestran In existencia de los 
hechos punibles imputados a los procesados y en ellos se encite» 
tran también reunidos un conjunto de circunstancias y antece- 
den lt-s suficientes para establecer la existcncia.de los delitos co- 
metidos, así como la calificación legal que corresponde a los 
mismos delitos y que se les ha dado estrictamente ajustada a 
derecho en la citada sentencia de fs. 127. 

Que estos elementos de juicio tales como la confesión de la 
encausada Aurora González de Cabrera, fs. 15 y 36, ía del pro- 
cesado Rafael Diaz, fs. 19 y 37. los informes periciales de fs. 14, 
la partida de fs. 35 y los indicios o presunciones que ofrecen las 
demás diligencias del sumario prueban no sólo la existencia de 
los hecho» delictuosos como queda dicho, sino también la res- 
pon rthih'dnd en que han incurrido como autores de esos delitos 
procesados, siendo de notarse que no se ha producido prueba al- 
guna de descargo, como pudo y delifc hacerse durante la edi- 
ción oportuna de! juicio. 

Que resultando de los antecedentes relacionados que la pro- 
cesada es autora ¿e tentativa de homicidio por envenenamiento 
en la persortft de su esposo Martin Cabrera y del mismo delito 
de homicidio por imprudencia en la de su hija menor de edad 
í'aufa Cabrera, la pena a que ha sido condenada es la estableci- 
da en el art, 17. Capitulo i- de !a ley de reformas al Código Pe- 
nal por los delitos contra la vida, modificada en ta forma que se 
establece en la última parte del artículo 3 de la misma ley, con 
respecto a la tentativa. 

Que por lo que hace al procesado Rafael Híaz estando 
igualmente demostrada su responsabilidad como autor principal 
de la tentativa de homicidio en la persona de Martín Cabrera, 
la pena une se te lia impuesto es también la que corresponde con, 
arreglo a la disposición legal citada. 

Por ello y sus fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de fs. 127. Notifiques* o-iginal y devuélvanse. 

A. BíRMEJO. — NICANOR G. DEL 

Solar. - - D. E. Palacio. 
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CAUSA XCIV 

Criminal contra Jacinto Rodrigues, por homicidio 

Sumario ; Xo causa agravio al r*o la pena de quince años ríe pre- 
sidio y accesorios legales, impuesta por el delito de homici- 
dio perpetrado con la circunstancia atenuante de ebriedad. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

» 

SENTENCIA DKL Jim LETRADO 

. Fiwsor, 12 de Abril at 1015. 

Vista esta cause criminal seguida de oficio contra Jacinto 
Rodrigue* sin apodo, argentino, soltero, de treinta y cuatro 
años, domiciliado e:i San Martin, comprensión de c.*te territo- 
rio nacional, jornalero; |jor el delito de homicidio perpetrado en 
la persona de Manuel Jauregui. Resulta: (Jue el 24 de Junio de 
don Juan Portee comunicó a la policía fronteriza, telegrá- 
ficamente, que en la casa de Alberto Simón, fué asesinado con 
un tiro de revólver el señor Manuel Jauregui y que el asesino 
Jacinto Rodríguez después de consumar c! hecho, fugó saliendo 
una comisión a capturarlo. F.n 28 del mismo mes el jefe comi- 
sionó desde Símica at comisario don Vicente C Petrelli para 
trasladarse y organizar en el teatro del crimen la prevención 
correspondiente <le fs. 2 a 29, que elevó por oficio del 12 de 
Agosto, desde rio Senguel, que se recibió el 11 de Octubre de 
1913, en cuya misma fecha este juzgado comenzó a instruir el 
sumario criminal, recibiendo la indagatoria de Jacinto Rodrí- 
guez, quien declaró que ante un ademán de Manuel Jauregui de 
sacar armas y temiendo que cumpliese, entonces, en esa reunión 
de varias personas, las repetidas amenazas que le hizo de mi- 
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tarlo en la primera oportunidad, demudó el declarante su revól- 
ver apuntándolo contra Jauregni, sin intención de herirlo, pero 
«[iic en el movimiento brusco que hizo salió el tiro hiriendo a 
Jauregui, quien cayó al suelo, retirándole el declarante basta 
donde tenía su tropilla, huyendo después e internándose en te- 
rritorio chileno, donde fué capturado por el cabo l'onec. Cerra- 
do el sumario por el auto de prisión preventiva de fs. 34, se pa- 
saron los autos al señor fiscal quien, a fs. 35 a cus ¿ » Rodríguez 
como responsable de homicidio alevoso, requiriendo que se le 
aplicase la pena de veinticinco años de presidio. Corrido traslado 
de la acusación, el doctor Cario* Sdair defensor del acusado, la 
contestó alegando que éste hirió a Jauregui. aturdido, üü inten- 
ción y en la creencia de que éste iba a matarlo, correspondiendo 
juzgar el caso en el sentido más favorable conforme al art. 13 
del procedimiento criminal. Recibida ta causa a prueba, las par* 
tes renunciaron a ella, cual consta de las actuaciones de fs. 42, 
en cuya virtud se pidieron autos para sentencia, que no fueron 
traídos al despacho por el entrcpapclamiento a que se refiere el 
precedente informe del actuario. 

1. " Que el cuerpo del delito de homicidio resulta plenamen- 
te comprobado con el reconocimiento empírico, que por falta de 
médico en aquella lejana comarca, verificaron los conocidos ve- 
cinos don Alberto Simón y don José del Carmen Mendoza a 
fs. 26 y con la partida de ohit de fs. 28. 

2. " La responsabilidad del procesado Jacinto Rodríguez re- 
sulta plenamente comprobada con sus confesiones, la primera 
prestada ante la policía a fs. 29, y en su indagatoria de ts. 31, 
donde declaró que después de ciertos reclamos de carácter civil 
que hizo a los hermanos chilenos Carmen y Clodomiro Mendo- 
za, reclamos frustrados, por contestaciones evasivas de estos, y 
excitado el declarante por la disputa y por el efecto de las be- 
bidas que ingirió, se expresó despreciativamente contra los 
obreros chilenos, calificándolos de petardistas; a lo cual tercio 
Manuel Jauregui, chileno también, expresando "que no igualara 
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a todos y haciendo ademán de sacar anuas le dijo que se íuer.i 
a la g . . . p, . . que lo p. . . ; que como e) declarante liabia visto 
que Jattregui al protestar, se retiró hacia adentro en actitud que 
le pareció de sacar armas, el declarante que tenia su revólver en 
la mano hizo fuego contra Jauregui, que se recogió herido. 
esta confesión paladina que, por si sola reviste el mérito de la 
primera de tas pruelias judiciales, ha sido, además, plenamente 
confirmada por la abundante y uniforme declaración de Juan 
Ponce. fs. 2, Agustín Andrade fs. 5, Carmen Mendoza fs. 7, Al- 
berto Simón fs. 10, José Fernández fs. 13 vta., Manuel Rojas 
fojas 14, Segundo Ores fs. 16, Felipe Arriagada fs. 18, Joaquín 
Vera fs. 22, todos, nomine discrepante, afirman que de parte del 
infortunado Jauregui nunca hubo provocación alguna, ni pudo 
hatería, puesto que el acusado Rodríguez disputaba con Carmen 
Mendoza, habiendo terciado Jauregui, sólo iíicidentahnente, ca- 
yendo sin más ni más, herido en la ingle derecha, herida que lo 
desvaneció, produciéndole la muerte veinte minutos después, a 
pesar de los auxilios que todos le prodigaron. 

3. La atenta computa de las nueve declaraciones de los 
testigos presenciales de todos los hechos, deja la impresión si- 
guiente: En un boliche de Alberto Simón se encontraban en 
amigable tertulia el día 24 de Junio de 1913 varios amigos, cria- 
dores y peones de distintas nacionalidades, cuando ya entrada la 
tarde cayó alli el acusado Jacinto Rodríguez, quien de mal ta- 
lante, desde el principio, comenzó interpelando ásperamente a 
José de! Carmen Mendoza, sobre devolución de ciertos animales, 
mostrándose éste acoquinado, con cuyo motivo et acusado cali- 
ficó injuriosamente de cobardes a los chilenos, injuria a la que 
el infortunado Miguel Jauregui. chileno también, observó que 
no debía generalizar, él era chileno y capaz de hacerse respetar 
con cualquiera, haciéndose entonces atrás, en cuyo acto el acu- 
sado que, desde antes, empuñaba su revólver hizo fuego contra 
Jauregui. La excusa de Rodríguez de que creyó que Jauregui se 
cuadraba para sacar armas, es simplemente antojadiza, resulta 
falsa, pues todos Jos numerosos concurrentes que, al ver desva- 
necerse a Jauregui lo auxiliaron comenzando por separar de su 
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pierna el cuchillo que nu pensó en usar y estaba en su vaina. El 
hecho que caracteriza a los llamados gauchos malos, no tiene ex- 
cusa; como que su hábil defensor doctor Sclair en el extenso 
alegato de fs. 37, después de varias elucubraciones concluye con 
la simple recomendación de que la justicia no caiga pesada- 
mente sobre su defendido, 

4. El delito está literalmente comprendido, como requiere 
la acusación fiscal en el art. 17 suc i," cap. 1." de ta ley íC* 4189. 
que lo castiga con la pena de diez a veinticinco años de presidie, 
cuyo máximun requiere, por no concurrir circunstancia atenuan- 
te 'alguna sino las agravantes 13 y 18 del art. 84 del Código 

Por lo expuesto, íall»: declarando a Jacinto Rodríguez de 
las generales de fs. 31, autor confeso y convicto del delito de 
homicidio de Manueí Jauregui, con dos circunstancias agravan- 
tes y ninguna atenuante, y le condeno a sufrir la pena de vein- 
ticinco años de presidio, sus accesorios del art. 63 del Código 
Penal y al pago de las costas procesales, con descuento del tiem- 
po de "su prisión preventiva. Dictado en la sala de mi despacho 
el 12 de Abril de 1015 Tómese razón. — litis X Marro Carcaya. 
Ante mi: Juan .í. Mayo. 



skkti:ncia di: i.a cámara federal de apelaciones 

La ü Julio 2T de 19IS. 

Vi -tos y cunsid erando: 

Que el delito y su autor, el procesado Jacinto Rodríguez, 
constan del certificado de defunción, informe pericial, declara- 
ciones de testigos y demás antecedentes. 

Que Rodríguez confesó ante la policía que insultó a Car- 
men Mendoza porque no podía obtener a buenas los certificados 
de unos animales y que entonces Jauregui safó la cara ¡>or Men- 
doza insultándolo a su vez y echando mano a la cintura para sa- 
car armas, actitud esta que lo obligó a hacer uso de su rcvól- 
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ver con el que le hizo un disparo, ignorando si dio en el blanco, 
fs. 20 y 20 vta. 

Ante el juez, más tarde, confesó que dijo a Mendoza y su 
hermano, le era suficiente ver lo que ocurría con los certificados 
para conocerlos, no pudiendo negar su nacionalidad i chilena) y 
que Jauregui tomando entonces la parte de ellos, le expresó que 
no igualara a todos, y haciendo ademán de sacar armas, le dijo 
se fuera a la g. . . p. . ., y como por otro antecedente anterior 
que refiere, creyó que i ha a sacar armas, echó mano a su revól- 
ver con el cual le apuntó, "sin intención de hacer fuego, pero 
que en movimiento brusco que hizo, salió el tiro hiriendo a Jau- 
regui. . ." fs. 31 vta. 

Que no ha ocurrido exactamente así el hecho de qu-, se 
trata, lo dicen todos los testigos presenciales, en efecto, después 
de referir Agustín Andrade los insultos y amenazas con revól- 
ver de que Jacinto Rodríguez hizo victima a Carmen Mendoza, 
refiere también que Rodríguez acto seguido, trató de igual ma- 
nera a Manuel Jauregui quien le manifestó que esas cosas se 
las debía decir en el campo, donde siempre andaba solo v no en 
una casa de negocio como la en que se hallaban, a lo que con- 
testó Rodríguez que era hombre de decirlo en cualquier parte y 
que saliera si quería; agregando el testigo f Andrade) que como 
Jáuregui no hiciera mención de nada, quedándose en el mismo 
sitio en que estaba, Rodríguez le apuntó con un arma a distan- 
cia de cuatro o cinco metros, y habiéndote dicho Jáuregui con 
e?te motivo "tire si va a tirar", Rodríguez le hizo el di-paro y lo 
hirió, fs. 6 y 6 vta, 

Joaquín Vera encontró discutiendo a Rodríguez y Jáuregui 
el que le dijo miente y que no era el momento y sitio (la casa 
de negocio 1 ) para gritar, habiendo al efecto en el campo dema- 
siado lugar, a lo que Rodríguez le contestó que lo siguiese, cosa 
que no hizo jáuregui, diciéndole éste que no había que estar gri- 
tando y compadreando, momento en el cual Rodríguez te dispa- 
ró un tiro hiriéndolo. . . fs. 23. 

José del Carmen Mendoza declara haber sido objeto de in- 
sultos y amenazas con revólver por parte de Rodríguez, sin otra 
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causa aparente que su ebriedad, más como no le contestara, y 
Jáurcgui trató de apaciguarlo. Rodríguez te hizo un disparo con 
el que lo hirió, fs, 8 y 9. Alberto Simón (el dueño del negocio) 
testifica que se puso a alegar con Mendoza y después, como 
éste no le hiciera caso, se dirigió a Jáurcgui con quien cambió 
palabras y sintió uu tiro, pudiendo ver a Rodríguez con revólver 
en mano, que se retir alia, ver fs. to vta. Otro tanto que este úl- 
timo testigo declara en substancia Manuel Rojas, fs, 14. 

Que a la luz de estas declaraciones fielmente extractadas, 
de los únicos testigos presenciales "que han declarado, no ha* 
hiendo en estos autos nada que las destruya o aminore, sino lo 
contrario, como se ve del informe y declaración de fs. 7, impo- 
sible es dejar de juzgar que el delito de Joaquín Rodríguez es el 
previsto y penado en el art. 17, inciso I "Delitos contra la vida" 
de la ley 4189, con la atenuante de ebriedad. 

Por estas consideraciones se reforma la sentencia de fí. 44 
imponiéndose a Jacinto Rodríguez por muerte de Manuel Jáu- 
regui la pena de quince años de presidio, sus accesorios légale* 
y las costas. Devuélvase. — Morcrtmo Escalado. — /?. Guido 
Lavallc. — José Marcó. 

FALLO DE LA CORTH Sll'REMA 

Rueño* Aires, FeptiíTnbre 14 de 19)5. 

Vistos y considerando: 

Que de los diversos elementos de prueba rnte consta ¡i en es- 
tos autos y entre ellos de lo manifestado por los testigos presen- 
ciales del hecho en sus declaraciones de fs. 2, 5. 10, 12. 14. 16, 18 
y 22, resulta plenamente comproliado que el homicidio no fué 
provocado por la víctima con ofensas o injurias graves, como 
se alega por la defensa para sostener que debe aplicarse al reo 
la penalidad esjatílecida en el inciso 4*, letra a del artículo 17 
de laJey^&Me reformas al Código Penal 

Que un delito contra la vida cometido en las condiciones y 
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circunstancias relacionadas en las sentencias de fs. 44 y fs. 06 
y sin otra atenuante que la ebriedad, está comprendido en la cla- 
sificación que se le ha dado en dichos fallos con arreglo a lo dis- 
puesto en e! art. 17 inciso i," de la citada ley número 4189 y no 
puede decirse que causa agravio al reo la pena de quince años 
de presidio con sus accesorios legales que se le ha impuesto, 
pena que por otra parte no puede tampoco ser modificada en 
sentido desfavorable al mismo por haber sido consentida por el 
ministerio fiscal, como se ha establecido en casos análogos, da- 
llos, tomo 115, pág. 243. 

Por ello y sus fundamentos concordantes se confirma la 
sentencia apelada de fs. 66, con costas. Kotifíquesc original y 
devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. i*gl 
Solar. — D. E. Palacio. 



Soeieiá f*cr Vesportátunte e fier ¡'industria {talo Americana, en 
autos con la .'id uaná de ¡a Capital, sobre comiso. Rccurstt 
de hecho. 

Sumario: Kn las causas por defraudación a la renta de aduana 
no procede el rectir.su ordinario de apelación previsto en el 
art. 3." de la ley 4055, 

2." Xa procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48 en un caso en que se trata del cumplimiento de una re- 
solución ejecutoriada y c:t que el recurrente no ha fundado 
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derecho alguno eti disposiciones de las Ordenanzas de 
Aduana, que dice fueron aplicadas. 



Según resulta de los autos remitidos a V. R. en el escrito en 
que el recurren te interpuso apelación de la resolución de la 
Uxcma. Cámara, no determinó si aludía al recurso ordinario 
establecido por el art. 3 de ta ley 4055 o al extraordinario que 
prevé e! art. 6 de la misma ley, de conformidad al art. 14 de la 
ley 48. En estas condiciones, debe entenderse que el recurio 
promovido es el primero de los mencionarlos como lo ha dis- 
puesto V. E. en diversos casos (Faltos, tomo 108, pág. 4Ó1 ; to- 
mo 118, páginas 142 y 427; tomo 119, pág. 12), por cuanto la 
admisión del recurso extraordinario de apelación está supedita- 
da a las exigencias de! art. 15 de lá lev 48, que ordena que la 
queja sea deducida de tal modo que su fundamento aparezca de 
los autos y tenga una relación directa e inmediata a las cuestio- 
nes de validez de los artículos de la Constitución, leyes, tratados 
o comisiones en disputa, lo que no lia sido cumplido por el re- 
currente. 

Por lo expuesto, y teniendo en cuenta que no es procedente 
el recurso del art. 3 de la ley 4055, pido a V. E. se sirva decla- 
rar bien denegada la apelación. 



Caso: Resulta de las piezas siguientes; 



DICTAMEN' DEL Sr. rMOCt RAUOR GENERAL 



Bueno» Alrtt, Diciembre 20 dt »I4. 
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Bueaot Aire». Septiembre 14 de 1915, 



Autos y vistos ; Los del recurso de hecho por apelación de- 
negada interpuesto por ta Societá prr I 'Esporta zíone e per l'ín- 
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dustria " Italo Americana, contra sentencia de ja Cámara Fcde- 
ral de la Capital en el incidente sobre liquidación de multa im- 
puesta por la administración de Aduana. 
Y considerando; 
Que el recurso ordinario del articulo 3 de la ley 4055 lia si- 
do bien denegado alentó lo dispuesto en el art. 4." de l;i ley nú- 
mero 7055 y lo reiteradamente resuelto ( Fallos, tomo 1 14, pá- 
gina 279; tomo 116, pág. 184). 

Que lo mismo debe declararse respecto a! extraordinario de 
apelación previsto e:i el art. o de aquélla y 14 de !a ley número 
48. porque se ha tratado del cumplimiento de una resolución 
ejecutoriada y el recurrente no lia fundado derecho alguno en 
el art. 932 de las ordenanzas de Aduana que le haya sido desco- 
nocido y que asevera fué aplicado c.\ la liquidación impugnada 
(Fallos, tomo 120, pág. 228: tomo 121, pág. 83), 

Que dado lo que precede y las constancias del expediente 
agregado es innecesario tener a la vista el que se indica a fs. ,17. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador Genera!, se declara bien denegada la apelación. Xo- 
tifiquese con el original y repuesto el papel archívese, devoto 
viéndole los autos principales con testimonio de esta resolución. 

A. I'kkmkjo. — Nk axok G. dkl 
Solar. — D. K. Palacio. 



1 



Don Jorge Cordieh y otros, en autos con don Ramón fitte y don 
Juan Anzuhn kh, por desalojamiento. Recurso de ¡¡echo 



Sumario : La sentencia de un superior tribuna!, que declara bien 
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denegada para ante él la apelación deducida contra la de un 
inferior jior aplicación de sus leyes procesales, no decide 
una cuestión federal. El recurso previsto en los articulo? 
282 y 284 del Código de Procedimientos de la Capital, flO 
es procedente para ante ta Corte Suprema. 

Cm&,\ Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN PKL Sr. rKOLI*R \nOR CENERAL 

Bueno» Airti.Miyo » di 1915. 

Suprema Corle: 

De la propia expo-ición del recurrente, se desprende que la 
ijucja se deduce contra una resol ución de la Excma. Cámara Fe- 
deral del Rosario, por la que no se hace lugar a un recurso de 
apelación interpuesto contra ta sentencia dictada por el señor 
juez federal en un juicio de desalojo. Basta este antecedente 
para establecer la improcedencia de la queja deducida, desde 
ipic ta resolución que lo motiva, 110 está comprendida en ningu- 
no de los casos enumerados por el art, 14 de la ley 48, y no 
existe una sentencia definitiva que contenga una decisión re fe-, 
rente a las cuestiones que puedan ser traídas a conocimiento de 

esta Corte Suprema. 

Por lo expuesto pido a V. E. se sirva declarar improceden- 
te la queja formulada. 

Julio Rotet. 

1 

1 
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Bucnn Al*», S*pllwsbrtl6 di itlS. 

Autos y vistos; Considerando: 
Ouc con arreglo a la jurisprudencia establecida, la sentencia 
de íintribiinal superior que declara bien denegada para ante eth 
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la apelación deducida contra la del inferior por aplicación de 
sus leyes procesales, no puede ser traída, porque ella no decide 
una cuestión de carácter federal (Fallos, tomo 120, página 302 ; 
y Julio 24 de 1915). 

Que en ella nada se ha resuelto sobre la inteligencia del ar- 
tículo 18 de la Constitución, ni podía resolverse porque la Cáma- 
ra según expresa, carecía de competencia para ello, lo que indi- 
ca que la decisión del inferior no fuó traída ante esta Corle 
oportunamente, constituía en realidad la de última instancia en 
el caso. 

Que el recurso previsto en los artículos 282 y 284 del Códi- 
go de Procedimientos de la Capital, no es procedente para ante 
esta Corte cuya jurisdicción de apelación se encuentra determi- 
nada en la ley número 4055. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara improcedente la queja deducida 
Repuesto el papel archívese. 

A. Ükrmkjg. — Nicanor G. i>KL 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficl'Kroa Alcorta. 



CAUSA XCVII 

Don Luis Urdante, en autos con ¡a Sociedad Mutua Hipotecaria 
Franco Sud Americana, por cobro de pesos. Recurso d¿ 
hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48, contra una resolución, que interpretando y aplicando la 
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disposición del art. 505 del Código de Procedimientos de ta 
Capital declara bien denegada la apelación interpuesta con- 
tra un auto aprobatorio de una tasación. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenot Aire*, Septiembre U U 1115. 

Suprema Corte : 

De la propia exposición del recurrente se desprende la im- 
procedencia del recurso extraordinario por cuanto se trata sim- 
plemente de la aplicación de leyes procesales lo que con arreglo 
á lo dispuesto en el art. 15 de la ley 48 no da l>»sc al recurso pa- 
ra ante V. E. Y la invocación que hace el recurente de la ley 
4560 110 basta para fundar la aplicación que se interpone, ya que 
la sentencia recurrida no ha tomado en consideración disposicio- 
nes de dicha ley, puesto que con la sola aplicación de disposicio- 
nes del Código de Procedimientos resolvió el caso en cuestión, 
no existiendo, por tanto, decisión que contrarié un derecho fun- 
dado en una ley nacional debatida en el pleito. 

En atención a lo expuesto pido a V. E. se sirva no haczr 
lugar al recurso deducido. 

Julio Botct. 
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Bueno» Al*e», Septiembre 18 de IM5. 

Autos y vistos : El recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por el apoderado de don Luis Urdani* contra 
sentencia de la Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil de la 
Capital en los autos ejecutivos seguidos por la Sociedad "Mutua 
Hipotecaria Franco Sud Americana". 




Que como consta en la exposición del recurrente, la senten- 
cia apelada se ha limitado a declarar bien denegada la apelación 
deducida para ante ella contra resolución del inferior aprobato- 
ria de una tasación. 

Que la interpretación y aplicación del art. 505 del Código 
de Procedimientos de la Capital en que esa decisión se funda, 
no puede ser traída a la de esta Corte por aplicación del recurso 
extraordinario del art. 14 de la ley número 48 con arreglo al ar- 
tículo 15 de la misma. 

Que en ella nada se ha resuelto ni podía resolverse sobre la 
inteligencia del art. 1 .°, de la ley número 45^0, porque la Cáma- 
ra, según se expresa, carecía de competencia para ello, lo que in- 
dica que la decisión del inferior, que no fué traída ante c>ta 
Corte oportunamente, constituía, en realidad, la de última ins- 
tancia en el caso. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por c! 
señor Procurador General no se hace lugar a la queja deducida 
y repuesto el papel archívese. 

A. Ükrmkjo, — Nicanor* G del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FlCUEROA Á 1. corta. 



CAl'SA XCVIII 




Don Pedro O. Sueldo, en autos con doña . ¡urdía Sueldo, sobre 
cumplimiento de sentencia. Recurso de hecho 




Sumario: 1." K| recurso de rnilidad no procede en la instancia 
extraordinaria autorizada por ei art. 14, ley 48. 
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2* No tiene carácter de definitiva a los fines del recurso 
previsto por el art. 14, tey 48, las resoluciones pronunciadas 
por los tribu nales locales de la capital» en los juicios de 
apremio por ejecución de sentencia. No procede dicho re- 
curso contra sentencia fundada tan sólo en la inteligencia y 
aplicación de disposiciones del Código de Procedimientos 
no impugnadas como contraria a la Constitución, tratado o 
ley federal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

■ 

Bueno* Airci,Mlyo 22 de I9J5. 

Suprema Corte : 

K! recurso interpuesto no se halla comprendido en ninguno 
de los casos previstos en el art. 14 de la ley 4». siendo en conse- 
cuencia, improcedente. 

La sentencia recurrida ha tomado como base legal una pres- 
cripción del Código de Procedimientos, al resolver la incidencia 
que ha dado motivo a la interposición de c-¿tc recurso, y la ex- 
cepción de que se trata ha versado sobre la interpretación y al- 
cance de disposiciones de derecho común y procesal, ocurriendo 
al mismo tiempo, que e! fundamento de la queja deducida no 
tiene relación directa ni inmediata a cuestión alguna sobre inte- 
ligencia de las cláusulas constitucionales, o de las legales que 
determina el referido art. 14, por lo que resulta que el presente 
caso está excluido del recurso extraordinario, con arreglo al ar- 
ticulo 15 siguiente. 

Por lo expuesto y jurisprudencia fie Y. E. (lomo 100, pá- 
gina 440; tomo 1 16, pág. 15G; tomo 119, pág, 418), pido a V. E. 
se sirva declarar bien denegado el recurso interpuesto. 



J tifio Bvtct. 
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Buenos Aire», Septiembre is út 1915 

Autos y vistos : El recurso <ic queja por útil ¡fiad y apelación 
denegados, interpuestos por la parte de don Pedro O. Sueldo, 
contra sentencia de la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Ci- 
vil de la Capital, que no ha liecho lugar a una excepción de com- 
pensación opuesta por el apelante, en mérito de no estar autori- 
zada por el art. 539 del Código de Procedimientos en el juicio 
de apremio que por ejecución de sentencia le ha seguido doña 
Aurelia Sueldo, y 

Considerando : 

One el recurso de nulidad no está autorizado en la instancia 
extraordinaria de que se trata, según la reiteradamente resuelto 
(Fallos, tomo 118. página 300 y otros). 

Que en cuanto al de apelación, el mismo tribunal hace cons- 
tar al denegarlos, que no se trata de una sentencia definitiva, 
como ío requiere el art. 14, ley número 48, para la proceden ria 
del recurso en él previsto. 

Que por otra parte, la sentencia se funda tan sólo en la in- 
teligencia y aplicación del citado art. 539 del Código de Proce- 
dimientos, que no ha sido impugnado cmno contrario a la Cons- 
titución, ley federa! o tratado; y en tal concepto no da lugar al 
recurso, con arreglo al art. 15, de dicha ley número 48. 

Que si liten al expresar agravios a fs. 253 del expediente 
mandado por vía de informe, el recurrente invoca por vez pri- 
mera el art. 18 de la Constitución, para decir que su derecho de 
defensa le ha sido desconocido, porque extinguida la obligación 
cuyo cumplimiento se le demanda, falta la causa única porqm 
pueda ser juzgado y sentenciado, ello ^e refiere a la interpreta- 
ción y aplicación de la ley procesa!, que por sí sola no autoriza 
el recurso extraordinario como queda antes dicho, siendo de no- 
tarse que la decisión del pleito no ha dependido de la inteligencia 
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dé dicha cláusula constitucional, como sería necesario para la 
procedencia de dicho recurso, en su caso. (Fallos, tomo 1 15, pá- 
gina 342 y otros). 

(Jttc las demás disposiciones de carácter federal invocadas 
al interponer la queja para ante esta Corte, lo han sido extem- 
poráneamente, con arreglo a lo reiteradamente resuelto. (Fallos, 
tomo antes citado, pág. 22 y otros). 

Por ello y con forme con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara no hal>cr lugar al recurso. Xo- 
t i ti míese original y archívese, devolviéndose los autos principa- 
les con testimonio de esta resolución. Repóngase el papel. 

A, BERMEJO, — Nicanor G. mu 
Solar. — ÍX E. Palacio. — 
J. Fiivukroa Alcorta. 



CAUSA XCIX 



Don Rogelio A raya, vicepresidente del Comité Nacional del Par- 
tido Radical, solicitando se deje sin efecto un acuerdo de ta 
Cámara federal de Apelación de l.a Plata que establece el 
tumo de sit presidencia. 

Sumario: La Corte Suprema puede, en ejercicio de la superin- 
tendencia que le atribuye el art. 11 de la ley 4055, tomar en 
consideración una denuncia contra una Cámara Federal en 
que se imputa a ésta la infracción fie su propio reglamento. 

2. fl Las cámaras federales pueden, usando del derecho 
que les confiere el art. 15 de ta ley 4055» nombrar anual- 
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mente su presidente, establecer que ta presidencia sea des- 
empeñada por orden de antigüedad. 

Caso : Lo explican las piezas siguiente*» : 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenot Aif«, SeptLtmbrr B de 1415. 

Suprema Corte: 

El único concepto en que puede tomarse lo que expresa c¡ 
escrito con t¡ue se inician eslos obrados* es el de una denunen 
de falta cornetilla por la Cámara Federal de La Plata, en el cum- 
plimiento de su si deberes, de aquellos a que se refiere el inciso 4 
del art. ir de ía ley 4055- He no reputarse así, habría que negar 
la personería del representante, quien no justifica como corres- 
ponde la que invoca, ni la tiene a mérito del art. 17 de la ley 9129 
que cita, dado qitc no denuncia uno de los hechos que la ley elec- 
toral castiga, lo que, por otra pane, sería extraño a la superin- 
tendencia de V. E, que sólo juzga falta de los inferiores y nunca 
querellas de carácter penal, las que motivan otros procedimien- 
tos y otra jurisdicción establecidos por la misma ley que se in- 
voca. 

Asi tomada la denuncia, resulta que la falta imputada se 
hace radicar en la derogación Hecha por la expresada Cámara 
de la rotación de su presidencia, con la maliciosa intención de 
hacer, que determinada persona ocupe esa presidencia en deter* 
minado periodo, con fines de maniobra electoral partidista. Los 
antecedentes recogidos dejan ver que e! acto materia de la de- 
nuncia no aparece como una falta, sino como el ejercicio de una 
facultad privativa de la Cámara acusada. 

Asi lo justifica; r.? El acta labrada por la expresada corpo- 
ración, en 23 ile Diciembre de 1014, en que se expresa la raz/m 
de la alteración en la rotación de la presidencia por voluntad ex- 
clusiva fie ella misma, de acuerdo con lo que prescribe el art. 15 
de la ley 4055, aún después de modificada por la ley 4162. 
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2." La imposibilidad <1e caracterizar, ni menos de juzgar 
la intención maliciosa que se atribuye a la Cámara por el denun- 
ciante, quien nada presenta para justificarla, ni menos para que 
V. F. la tome en cuenta motivando una resolución. 

3. El informe de la Cámara de La Plata, en que se rectifi- 
can, de acuerdo con el acta que acompaña, los hechos aseverados 
por la denuncia y que le sirven de base. 

Creo que te expuesto basta para que V. F. no tome en cuen- 
ta la improcedente denuncia y ordene el archivo de estas actua- 
ciones en la forma que corresponde. 



fallo uk la cortr suprf.ma 



Bufoet Airíi, Septiembre 18 de 1915. 

Vi^ta lo denuncia formulada por el doctor Rogelio A raya 
respecto al acuerdo de 23 de Diciembre de 10,14 cn Q lle ' a Cá- 
mará Federal de Apelación de La Tlata fijó el tumo en que de- 
bía ejercerse la presidencia de ese tribunal, con lo informado 
l>or éste y lo dictaminado por el señor Procurador General, y 

Considerando: 

Que don Rogelio A raya invocando el art. 17 de la ley elec- 
toral expresa lo siguiente : "Vengo a redamar la intervención de 
Y. K. para que en uso de sus facultades de superintendencia 
deje sin efecto la resolución dictada por la Kxcma. Cámara Fe- 
deral de La Plata que anula un Acuerdo que establece el turno 
de la presidencia, para los años 1^15 y 1916, correspondiendo en 
e*te último al vocal doctor Marcó"; que por acuerdo anterior, 
la presidencia "debía ser desempeñada por el doctor Marcó" y 
finalmente que el "turno obligatorio, que es la base de la rota- 
ción anual en la presidencia de las cámaras federales, está esta- 
blecido por V. F. (esta Corte) en su acuerdo de 5 de Febrero 
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de 1903, dentro de sus facultades privativas y de la economía 
de la ley número 4162" (fs. 3 y 4). 

Que aunque inaplicable al caso, como observa el señor Pro- 
curador Cfencrat, e-1 art. 17 de la ley electoral vigente por refe- 
rirse a la represión de los hechos y omisiones penados por ella, 
que debe promoverse aníc los juzgados federales, esta Corte, 
puede, no obstante, tomar en consideración esta denuncia por 
encerrar la imputación de infracción al reglamento de la Cáma- 
ra, ven ejercicio de la superintendencia que le atribuye el art. 1 1 
de la ley número 4055. 

Que esa denuncia se basa en el supuesto erróneo dé que si- 
guiendo el turno establecido desde la creación de la Cámara 
Federal de Ka Plata, la presidencia de ésta debia corresponder 
al doctor Marcó en el año 1916, cuando en realidad 1c corres- 
pondía la de! año corriente de 1915 y al doctor Escalada la si- 
guiente, como lo reconoce el denunciante en su segundo escrito 
de fs. 8 al agregar una publicación del Acuerdo impugnado. 

Que habiendo declinado el señor vocal doctor Marcó la pre- 
sidencia que le correspondía jhir tumo en 1 Q r 5, quedó resucito, 
por acuerdo unánime del tribunal, que ella fnera desempeñad :i 
en !o sucesivo por orden de antigüedad. (Acuerdo de 23 de Di- 
ciembre de Í()t4, fs. 12). 

Que el tribunal ha hecho uso del derecho que le confiere el 
art. 15 de la ley número 4055, según el cual "cada Cámara nom- 
brará anual mente su presidente" y no se ha producido constan* 
cia alguna de que en ese Acuerdo o en la excusación que lo mo- 
tivó, haya influido alguna consideración relacionada con la ac- 
tuación de los partidos en lucha, manifestándose al contrario por 
el denunciante que todos saben que es extraño a esa actuación 
uno de los tres tenores camaristas firmantes del Acuerdo que 
motiva la reclamación (fs. 4). 

Que el Acuerdo de esta Corte de 5 de Febrero de ÍQ03, que 
también se invoca por el denunciante, carece de aplicación al 
caso, pues solamente se ocupa de la reglamentación de la ley 
número 4162 sobre integración de la Corte y Cámaras Federa- 
les ' hasta completar el número lega] para fallar" y el turno a 
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que se refiere para integrar las Cámaras tic La Plata, Córdoba 
v Paraná es la <lc la lista de con jueces según el régimen de la ley 
número 935 (art. 2, inciso 4, ley ñúmm W¡k. » art * 4» dcl Acuer - 
do de esta Corte de 5 de Febrero de 1903). 

Por ello se declara improcedente la denuncia formulada y 
repuesto el papel archívese, llágase saber por oficio a la Cáma- 
ra Federa! de Apelación de La Plata. 

A. Merme jo. — Nicanor O. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUl-ROA ALCORTA. 



CAUSA C 



Doctores Mufitd Trueco y Segismundo Lothingcr, contra Fran- 
cisco Aicardi, hijo, por cobro de honorarios médicos. Con- 
tienda de competencia. 

Sumario : Es juez competente para conocer de una demanda por 
cobro de servicios el del lugar en que fué contraída la obli- 
gación, es decir, en que aquéllos fueron prestados. 

Caso: Resalta de las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aire», Mtyo 29 de I»I5. 

Suprema Corte: 
En el presente juicio por cobro de honorarios, del cual la 
contienda de competencia trabada corresponde a V. E. dirimirla, 
de acuerdo con el art. 9, inciso d de la ley 4<>55. procede decla- 
rar competente para conocer en el mismo a los jueces de la se- 
gunda sección v de lo Civil y Comercial de la ciudad de Santa 



44 FALLOS DK LA CORTÉ SUPREMA 

Ve, reactivamente, en las demandas presentadas ante esos juz- 
gados. 

En la jurisdicción de aquella ciudad se lian pi estado tos ser- 
vicio?; médicos cuyo cobro de honorarios motivó las acciones ins- 
tauradas. En consecuencia, esc es el lugar en que debe tener su 
cumplimiento el contrato, según lo Índica la naturaleza fie las 
obligaciones por él contraídas y que son ciertamente una de las 
cansas que surten el fuero Ese lugar, esto es, donde el deman- 
dado se hallaba domiciliado recibir la asistencia facultativa, 
es el implícitamente señalado por las parte * para el cumplimien- 
to de las obligaciones contenidas en la locación de osos servicios. 

Además, suponiendo que el domicilio del d -mandado fuera 
en esta Capital a la fecha de la notificación de la demanda debe 
prevalecer el farttm soltitfoncs, SQbrc el lugar del domicilio, con 
arreglo al art. \2\2 y correlativo* del Código Civil, según se des- 
prende del art. 4 del Código de Procedimientos de la Capital y 
como lo ha establecido la reiterada jurisprudencia de \\ K. ( to- 
mo 42, páfj. JHC tomo oj, pág. 289: tumo 115, pág. -213; tomo 
11 8. páginas 41 y .un. 

A mayor abundamiento, es dado observar que las modifica- 
ciones que ncurran acerca del doiuici'io >> vecindad <!,* las partes 
no pueden alterar la jurisdicción radicada al 'iniciarse c\ juicio 
(tomo 90, pág. 260 1. 

Por lo expuesto y jurisprudencia invocada, pido a Y. E. se 
sirva resolver e-ta contienda declarando competente para en- 
tender en la* demanda- respectivas de que se trata, a los jueces 
de la ciudad de Santa Fe, ante los cuales fueron iniciadas. 

Julio Rotet. 

I-AI.I.O OH LA CORTK St'PRKMA 

Ru».« Airea, Seplltmbre 21 dt 1915. 

¥ vistos: los de contienda de competencia entre e! señor 
juez de lv instancia en ln Civil de esta Capital, el de igual clase 
de la Primera Circunscripción Judicial de !a Provincia de Santa 
Ee v el de paz "etrado de la misma jurisdicción, para conocer de 
la- demandas promovidas por los doctores Miguel Trueco y Se- 
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gísmtindo Lotliinger contra don Francisco Aicardi, hijo, por co* 
bro de pesos. 

V considerando: 
í >ue según míÁU de tos respectivos autos iniciados ante 
los jueces de Sátitó Fe por los referid™ doctores Trueco y Lo- 
tliínger, éstos han prestado sus servicios profesionales como me- 
\ lieos a! demandado con motivo de la explosión de una bomba 
que le destrozó la mano izquierda y que tt*2o necesaria la inter- 
vención inmediata de aquellos facultativos. 

Cinc en la ¿poca en que se produjo el accidente mencionado 
en Santa Fe, 6 de Julio de Igttft y en la que los actores presta- 
ron lo, servicios cuvo patfo reclaman, el demandado se encon- 
traba en !u misma ciudad de Sania Ffe en h ca<a de su señor pa- 
dre Miñen tiene alli Sil domicilio en la Avenida Rrvadavia nu- 

mero 478. . , 

( m con arreglo n lo dispuesto por el Código Civil. artículos 
f.iR vP!2 v lo establecido por esta Corte en reiterados fallos 
pronunciados en causas análogas, es juez competente en los jui- 
cios en que <e ejercitan acciones personales, como ocurre en e 
presente, el del lugar en que se ha contraído una obligación o d 
que estuviere señalado implícita o explícitamente para su ei^cu- 
ció-i con preferencia al del domicilio del demandado, cualqjicra 
que -can las prestaciones que se le demanden. Tallos, tomos 92, 

pág- tfo : t« 3. paff. 152: " > Páí- 2 1 .V cntre ntrof; - , 
Por ello v de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General se declara que los señores jueces de 
Santa Fe nombrados, son competentes para conocer de los jui- 
cios promovidos ante ellos, Molifiqúese original y repuestos los 
sellos devuélvanse los autos a los juzgados .le su procedencia, 
Haciéndose saber por oficio esta resolución al señor juez de pri- 
mera instancia de esta Capital. 

A. Kkrmejo. — Nicanor G. del 
Polar. — D. E. Palacio. — 
J. FlGUEROA Alcortv 
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CAUSA CI 



£>oiía Aíarío Pffiffcr de S'í't*?, r» íjk/oj «w (?/ /í ( iiiro Municipal 
de Santa fe t $&l>re declaratoria de quiebra. Recurso de 
hecho. 

Sumario : La interpretación y aplicación de disposiciones de los 
códigos Civil y de Comercio no pueden ser revisados por la 
Corte Suprema en el recurso extraordinario autorizado por 
e! art. 14, ley 48. 

' 2." La ley de quiebras número 4156 es parte integrante 
del Código de Comercio. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes i 



DICTAME?»" DE I, sr. VROCV* UX3R CE X ERAL 

Bueno» Alrei, julio 16 de 1915. 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto es improcedente por no encuadrar 
dentro de los términos del art. 6 de la ley 4055 y su correlativo 
el 14 de la ley 48. 

La sentencia apelada no contiene pronunciamiento alguno 
acerca de la validez de la ordenanza que creó el Banco Munici- 
pal de Santa Fe, siendo por ende extemporánea la alegación de 
inconstitiicionalúlad de dicha ordenanza, que aduce el apelante 
al fundar su recurso cri el inciso 2 de dicho art. 14. 

Sólo se ha discutido en el pleito y la sentencia ha turnado 
únicamente en consideración disposiciones del Código de Co- 
mercio, interpretando su inteligencia y alcance para declarar que 
el Flanco Municipal de Santa Fe, no es comerciante por el hecho 
He haber sido inscripto como tal en la matrícula respectiva, 
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tanda en ¿1 el ínteres privado de lucro que caracteriza y define 
h calidad de comerciante. Tratándose entonces, de la aplicación 
.leí Código de Comercio, queda excluido el recurso extraordina- 
rio para ante V. E. conforme a lo dispuesto en el art. 15 deja 
citada lev 48, y a la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fa- 
llos, tomo 1 19. págtoa* 24 y 1 14; tomo 120, gág. 145)- 

K„ atención a lo expuesto pido a V. E. se s.rva declarar 
bien denegado el recurso deducido. 

Julio Hotet. 



FALLO nit LA CORTÉ SUPREMA 

Buenos Mr». Septiembre 23 de I9IS. 

-\utos v victos: K1 recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por el representante de la señora Maria Pffiffer 
de Silva, de sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la 
provincia de patita Fe, revocatoria del auto de quiebra pronun- 
ciado por el juez de primera instancia en lo Civil y Comercial de 
la Primera Nominación, Primera Circunscripción, contra el Ban- 
co Municipal que funciona cu la capital de dicha provincia. 

Y considerando: 

Que para fundar el recurro extraordinario del inciso 2. a , 
art. 14, de la lev número 48, se ha alegado que la sentencia ape- 
lada en su considerando cuarto determina que el lianco no es 
dependencia municipal y a renglón seguido y fundado en el he- 
cho de haber sido creado por una ordenanza de la municipalidad 
de Santa Fe, substrae esa institución de la aplicación de la ley 
mercantil, acordando asi mayor fuerza y valor a esa ordenanza 
que a la lev de quiebras v a disposiciones del Código Civil con- 
trariando las prescripciones de los artículos 31. 67, inciso 11 y 
art. 108 de la Constitución Nacional (fs. 54). 

Se agrega en el escrito de queja que la ley de quiebras ha 
sido considerada ]K>r la Constitución Nacional como una ley de 
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organización de] comercio distinta c independiente del Código 
de la materia, a los efectos del art. tó (debe referirse al art. 15 » 
de la ley 48. 

Que como consta en los tcstimonius acompañados, solicita- 
da la declaración de quiebra de] Banco por ta señora Pffitfer de 
Silva, invocando los artículos 47 y 52 de la ley respectiva, y d?- 
clarada la misma, el representante del I i anco dedujo revocato- 
ria alegando la improcedencia de esa medida por ser persona ju- 
rídica de existencia necesaria regida por el art. 33 del Código 
Civil y porque el Código de Comercio sólo comprendía entre los 
comerciantes "fuera de las personas físicas, a las personas jurí- 
dicas que se lian organizado en la forma de las sociedades auó- 
nimac". Fundaba su pedido en las disposiciones del Código de 
Comercio y Código de Procedimientos en lo Civil y Comercia!, 
replicando la parte aetora que el Banco Municipal era comer- 
ciante "porque los Bancos todos sin excepción alguna son co- 
merciantes, inciso y, art. 8", Código de Comercio, y al mismo 
tiempo son también personas jurídicas, incido 5.", art. 33, Códi- 
go Civil" ( fs. 7 vta., 12, 13, 15 y tg vta.). 

(Jtie el [ileito quedó as¡ trabado ante las disposiciones del 
derecho común invocadas por una y otra parte, y el consideran- 
do cuarto que se cita para motivar el recurso, no ha puesto en 
oposición al Código de Comercio y la ordenanza de creación del 
Banco sino que, juzgando la institución ante las prescripciones 
del Código e interpretando al último ha resuelto que ''los ente< 
de esa naturaleza, si bien pueden ejercer actos de comercio, nun- 
ca pueden revestir la entidad jurídica de comerciante? aplica- 
bles, sólo a las persinas "privadas" singulares o colectivas, se- 
gún resulta de las disposiciones de nuestra ley comercial anal i- 
radas en el considerando tercero". 

Hue la interpretación y aplicación de las disposiciones de! 
Código de Comercio y Obligo Civil sobre las que ha versado el 
pleito y motivado la sentencia del superior tribunal de Santa Fe 
no pueden -er revisados por esta Corte en el recurso extraordi- 
nario interpuesto, según lo que prescribe el art. 15 de la ley nú- 
mero 48 y lo res te ra t la mente resuelto. 
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Que la tey de quiebras número 4156, es parte integrante del 
Código de Comercio, con arreglo al art. 165 de la misma y to 
resuelto por esta Corte en casos análogos. ( Fallos, tomo til, 
pág. 5; tomo 119, pág. 24). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General se declara bien dene- 
gado el recurro. Repuesto ci papel archive se. 

A. j&SRMKJO. — N'íCANOR G. DEL 

Solak. — U K. Palacio. — 
J. FmrKROA Allokta. 
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Don Jmm Pedro Torrclli, contra la prormeia de Hntrr Kios, 
sobre adquisición, por presertfifán treintenarta, del domi- 
nio de una isla. 

Sumario: K- más fehaciente una prueba testimonial de un me- 
nor número de testigos que deponen con referencia a he- 
chos que han pasado bajo la acción «le sus sentidos, «ins- 
tándoles lo que afirman por su conocimiento personal y di- 
recto, que otra de mayor número de testigos, en que éstos, 
al declarar, dan como razón de sus dichos, el habérselo oído 
a la parle litigante que los presentó. 

2* el ocupante de un inmueble no puede cambiar, a su 
voluntad, el carácter fie la ocupación, diciéndose unas veces 
arrendatario y otras poseedor con ánimo de dueño a los fi- 
nes de la prescripción. 

Caso: Resulta del siguiente; 
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FA1.LO PE LA CORTE SUPREMA 

Bucnot Airee, Septiembre 23 de 1915. 

- 

Vistos: 

Don Rafael Correa Morales, por don Juan Pedro Torre!! i, 
se presenta exponiendo en lo substancial; 

Que en el año 1873, don Juan Torrelli, subdito italiano, llega- 
do al pais con los primeros contingentes inmigratorios, se pose- 
sionaba de una isla completamente desierta y abandonada cono- 
cida hoy bajo la denominación de isla "El Marinero", dentro de 
la jurisdicción de la provincia de Entre Ríos y en las inmedia- 
ciones del pueblo de Colón. 

Que el escaso valor de la propiedad en esa época, la consi- 
derable extensión de tierra fiscal de que disponía el gobierno y 
el abandono en que se hallaba la isla, le permitieron ocuparla 
pacificamente y sin oposición alguna. 

Que establecido Torrelli en esa, "res nuil ¡as" , se consideró 
dueño y señor absoluto de la cosa, ejerciendo sobre el inmueble 
actos de posesión y de dominio, que demostraban en furnia evi- 
dente su propósito de adquirir la propiedad real y efectiva de la 
tierra poseída, por el transcurso del tiempo, c inmediatamente 
edificó una casa, donde vivió con su familia basta el dia de su 
fallecimiento, ocurrido en el mes de junio de ion ; vinculó su 
labor a la tierra, haciendo plantación de árboles fruíales y de 
aprovechamiento industrial, alambró una parte de la isla, desde 
el río L'rugnay hasta e! arroyo El Marinero, contigua a tierra 
firme; consagró algunas hectáreas a la agricultura, dedicando 
el resto a la industria ganadera; explotó el monte, transforman- 
do su producto en carbón que conducía para su venta a los ve- 
cinos pueblos de Colón y Faysandú y por fin, como acto decisi- 
vo de su ánimo de poseer a título de dueño, enajenó sus dere- 
chos a favor de su mandante en !a forma que instruye la escritu- 
ra tic fs. 3. 

Que los antecedentes expuestos son de pública notoriedad, 
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como la comprobar;! con testimonios insospechables, demostran- 
do en forma fehaciente que don Juan Torrelli, ha estado en po- 
sesión de la isla "El Marinero", durante unos treinta y cinco 
años y ([iic su posesión ha sido continua, quieta, pública, pacifica 
a título de propietario y sin contradicción, desde 1873. 

Qtté en mérito de los antecedentes expuestos y prescripcio- 
nes legales que invoca, pide que se declare, míe (Ion Juan Pedro 
Torrelli, ha adquirido por prescripción treintenaria el dominio 
de la isla referida y con los límites que expresa, con costas en 
caso de oposición de parte del Ti seo de Entre Ríos. 

Acreditada la jurisdicción del tribunal en la forma que ex- 
presa el auto de fs¿ 31 y citada la provincia, el representante de 
la misma don Facundo Chanetón se presentó, y corrido el tras- 
lado de la demanda, la contestó exponiendo: 

Qtfe el actor sufre un serio error al sentar los hechu* que 
sirven de base a su demanda, proveniente sin duda de la igno- 
rancia de los asuntos y negocios de su cedente o bien inducido 
en él por el valor y porvenir de la tierra objeto de su acción. 

Que es raro que don Juan Torrelli, inmediatamente de lle- 
gar aT pais como inmigrante, fuera a posesionarse de una isla, 
cuando era entonces inmensa la extensión de tierra firme des- 
ocupada v íiscat, que hubiera atraído sus actividades; pero es 
que el hecho no c s exacto, como lo demostrará en la cstaci in- 
oportuna. 

Oue don Juan Torrelli, antecesor del demandante, jamas ha 
poseído ta isla "El Marinero" con ánimo de apropiarse; ha sido 
un mero ocupante, un simple tenedor de la cosa ; pues la provin- 
cia de Entre Rios, lia ejercido en todo momento actos fie domi- 
nio, que excluyen toda idea de posesión quieta y pacifica de par- 
te de Torrelli. 

Que existen hechos concretos y públicos producidos por 
aquéf Estado, que lo prueban acabadamente; el 3 de Junio de 
18&4. arrendó la referida isla a los vecinos de Colón don Martin 
Ahumada y don Ajjolinario E. Sanguinetti, quienes la explota- 
ron con diversas industrias y más o menos en aquella época se 
hizo la mensura de 1a misma que fué aprobada en Abril de 1886. 
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Que estos antecedentes constan en diversos expedientes que 
indica, y existen aún otros hechos que lo presentan a don Juan 
Torrelli, como un nuevo ocupante de la isla, cualidad que resul- 
ta de su propia con festón. 

Que en conclusión debe decir, que la posesión invocada por 
el actor carece de las condiciones requeridas para !a prescripción 
adquisitiva, sin titulo ni buena fe. 

Abierta la causa a prueba y producida la que expresa el 
certificado de fs. 141, presentaron las partes los alegatos de fs. 
147 a 173. llamándole nulos para definitiva, y 

Considerando : 

Que aún suponiendo probada la ocupación de la isla "El 
Marinero", por parte fiel actor y que lo estuviera asimismo el ti- 
tulo de sucesor universal que invoca en segundo término, puesto 
que preferentemente pretende valerse del de cesionario de su 
padre don Juan Torrelli, inserto á fs. 3 del expediente agregado 
y que se inició ante el juez del Uruguay, provincia de Entrc 
Ríos, es de observarse que, con arreglo a lo dispuesto en el ar- 
tículo 40 15 de! Código Civil citado por aquél, prescríbese tam- 
bién la propiedad de cosas inmuebles y los demás derechos rea- 
les, por la posesión continua de treinta años con ánimo de tener 
la cosa para si. 

Que a fin de acreditar tales extremos se ha ofrecido el tes- 
timonio corriente de fs. 69 a 91, en el cual se afirma general- 
mente, que Torrelli, padre, manifestaba ser poseedor a titulo de 
dueño de la ¡ski "El Marinera", que sabían la explotaba en su 
provecho, construyendo en ella, casa y alambrado parcial, que 
nunca fué desposeído, etc, — situación referida a un espacio de 
tiempo de más de treinta años. 

Que con idéntico propósito háse presentado a fs. 05, la par- 
tida de bautismo de Cristina Tcnlinanda, nacida en el año i88í 
en la misma isla, domicilio de sus padres ; la de de función de IV 
rrcllt tle fs. 2 (expediente sobre |xjscsión treintenaria, agrega- 
do) y, finalmente, las actuaciones de fs. 111 y 1 12, en las cuales 
el doctor Olguíti, que había obtenido sentencia de desalojo con- 
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tra Torrell i , (años 1888 y 1889) declara que al presente (año 
191 3) rio reputa tener, ni es su ánimo hacer revivir derecho ni 
acción alguna que pudiera emanar de aquellas actuaciones, tlán- 
dose de todo por desistido y apartado, sin que se entienda desis- 
tir de! derecho «le comprador preferente de la isla "Ei Marine- 
ro", que se le acordó por sentencia del Superior Tribunal de la 
provincia de Entre Ríos. 

Ouc la parte de inundad a, entre otras probanzas de que más 
adelante se hará mérito, acredita con el testimonio de fs. 124 a 
129, que el año 1884 arrendó a los señores Apolinar ¡o E. San- 
guínea i v Martin R. Ahumada, la referida isla y otra? -- y que 
dichos señores subarrendaron la de "El Marinero", una parte a 
Esteban Gemí que les pagaba arrendamientos, viviendo en la 
otra Juan Torrelli ; y que la provincia de Entre Ríos, ejecutó 
siempre actos de posesión en dicha isla, disponiendo de ella para 
pastaje de la caballada perteneciente a la policía de Colón. 

Oue es verdad que el testigo Gcmi. fué tachado a fs. 129 
por falta de identidad : pero también lo é>, que ni siquiera se in- 
tentó justificar la expresada tacha. 

One apreciando por si sola el mérito de la prueba testimo- 
nial rendida de una y otra parte acerca de los hechos respectiva- 
mente invocados, puede observarse, que si bien es más numero- 
sa la del actor, ella se refiere, en cuanto a lo principal, esto es, 
al carácter de la posesión de su causante, a haberse oido a ésU, 
cuino única razón de su dicho; mientras que los testigos ofreci- 
dos por la demandada deponen con referencia a hechos que han 
pasado bajo la acción de sus sentidos, constándoles lo que afir- 
man por su conocimiento perenal y directo, y en tal concepto, 
debe estimársela más fehaciente í Fallos, tomo 7, pág. 471 ; tomo 
10, pág. 320; tomo 1 16, páf?. 123). 

Que cualquiera que fuese el valor de la prueba testimonial 
producida, y aunque no fuera exacta la apreciación formulada 
precedentemente acerca de la nii-ma, corresponde notar que la 
documental presentada por parte de la provincia, es completa en 
cuanto acredita su posesión indiscutida en todo tiempo, de la isla 
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referida, y que Torrelli fué un mero ocupante, unas veces como 
arrendatario, y otras como simple tenedor a nombro ajeno. 

Que, en efecto, arrendada entre otras, la isla "El Marinero" 
por la provincia de Entre Ríos a los señores Ahumada y San- 
guinctli, éstos la subarrendaron, como se lia dicho antes, y cuan- 
do dos años después cedieron su contrato ( fs, 35, expediente 
agregado Lacroze-Klía) al doctor Olguin, el señor Ahumada, 
con poder de éste dentando a Torrelli por cobro de arrenda- 
miento correspondiente a nueve meses que adeudaba y que sa- 
tisfizo, v por desalojo, que fué ordenado por el juez, pero no se 
llevó a efecto, entre otros motivos, porque no se le abonaban a 
Torrelli, las mejoras que como arrendatario cobraba, amparán- 
dose en el art. 15,30 del Código Civil, mejoras que fueron par- 
cialmcntc estimadas, según todo se compruelwi en las diligencias 
judiciales agregadas; (años de 1S88 y 1880., juicios Olguin ver- 
sus Torrelli, fs. 18 v 21 1. 

Que como quiera que se aprecie la importancia que el actor 
atribuye a la declaración de Olgnin, corriente a fs. 111 y f 12, es 
indudable que ese testimonio no basta a desvirtuar e! carácter 
que et mismo Torrelli se asignaba en la ocupación de la isla, ca- 
rácter que no puede ser cambiado a voluntad del demandante, 
diciéndose unas veces arrendatario, y otras poseedor con ánimo 
de dueño. 

Que esta consideración hace innecesario ocuparse de la va- 
lidez y eficacia del contrato cedido por Ahumada y Sanguinctti 
a Olguin. en relación a la provincia de Entre Ríos, y si por tal 
motivo podían o no reputarse las demandas de dicho Olguin. 
contra Torrclü, como actos interruptivos de una prescripción 
come meada, porque reconociéndose éste como locatario, no pro- 
cedía invocar principios sobre prescripción adquisitiva. 

Que entrando en la apreciación de otro orden de anteceden- 
tes, cabe observar, que don José B. Lacroze, solicitó el año 1886, 
comprar las islas dichas al gobierno, y pendiente el trámite ad- 
ministra ti vo, cedió los derechos que creía tener a la compra, al 
doctor don Carlos M. de Elía, quien continuó la gestión a tal 
objeto, y como interviniera Olgiiín en dichas actuaciones, por 
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los derechos que a SU vez invocaba, el doctor Ella se propuso 
acreditar ante el Poder Ejecutivo de Entre Kios su carácter fie 
ocupante, y al efecto ofreció, entre otros, el testimonio de don 
lna:i Torrclli. quien declaró lia jo juramento, ratificado después 
con la misma solemnidad, que él era poblador y ocupante a nom- 
bre de Elia t fs. 5<>) y que como tal estaba en dicha isla. 

One aún suponiendo como se pretende, que tal acto fuese 
nulo por no haberse labrado, según ¿c afirma, el acta judicial co- 
rrespondiente, tal nulidad si pudiese ser válidamente invocada 
púf el actor, lo sería como acto jurídico en relación a Elia, pero 
nn para desconocer el carácter de la posesión que tenia Torrclli 
en relación a la provincia de Entre Ríos. 

(Jue en una larga serie de actos administrativos ejecutados 
por eTfrobierno, ya fuera para utilizar la isla en beneficia de la 
policía de Colón, o para arrendarla a Ahumada y Sanguinetti, 
como para conceder la venta a Olgnín en contradicción de Elia, 
nunca pretendió Torrclli invocar los derechos que hoy pretende 
su cesionario, no obstante conocer y aún figurar en varias oca- 
simies en el trámite de dichos actos, como tam]>oco invocó dere- 
cho alguno cuando se mensuró la isla por orden del gobierno 
(fe, 5 v 8j expediente Lacroze-Elia. etc., agregado). 

One la posesión con los caracteres (pie tan claramente apa- 
recen'eu los antecedentes relacionados, no es hábil para adqui- 
rir derechos por prescripción, en los términos del art. 401 5 
Código Civil, porque evidentemente Torrelli. por propia con- 
fesión 110 ocupaba la isla "El Marinero", con ánimo de dueño, 
o mío hubiera -ido necesario para prescribir la propiedad. (Fa- 
llos, lomo 20, pág, KfS: tomo óo, pág. 450). 

Por ello, no se hace lugar, con costas, a la demanda inter- 
puesta. Xotifíqitcse original y repuesto el papel, archívese, de- 
volviéndose los expedientes remitidos como parte de prueba. 

A. BERMKjo, — Nicanor G. mx 
Solar. — D. E. Palacio, — 

J. Elf.t EROA AlAOKT.V, 
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CAUSA CIIÍ 

Municipalidad de TucumÚn, contra el Perro carril Nord Oeste 
. Irgcntino, cobro de pesos 

Sumario : l.« Xo corresponde tomar en consideración en la ins- 
tancia extraordinaria prevista por el art. 14, ley 48, la in- 
eonstitueionalidad de una ley, si el que la alegó ante el in- 
ferior se conformó, en esa parte, con la sentencia recurrida. 
En tm juicio por cobro de impuestos a un ferrocarril, en 

que ém ampara sus derechos en leyes y decretos nacionales. 

su carácter de provincia! no modifica el caso, tratándose de 

dicho recurso. 

2. a Los conceptos "una contribución ó nica" de 3 o [o, del 
nrt. 8 de la ley 5315, se refieren a los verdaderos impuestos 
tributos o cargas públicas sancionados para hacer frente a 
3<s gastos generales de la admmist ración. El impuesto del 
3 ojo ts para la construcción o mantenimiento de puentes v 
caminos ordinarios de los municipios y departamentos, no 
para calles, su pavimentación. limpieza y alumbrado. El re- 
ferido art. 8. ü de la ley 5315 no exime a Jas empresas ferro- 
viarias de la obligación de pagar el impuesto de afirmado. 

1 aso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA l*L .H EZ EN LO CIVIL V COMERCIAL 

Tucumán, Mayo 3 de t9i5. 

^ viMos; J,as diligencias seguidas por la Municipalidad de 
esta capital sofcrg cobro de impuestos al Ferrocarril Xord Oeste 
Argentino, y hs excepción es «puestas por éste, y 
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1. " Ouc respecto a la excepción de pago a que se refiere el 
inciso i." del art. 8* de la ley de apremio, no puede prosperar, 
pius ese pago no ha sido comprobado con el recibo corrcspoi- 
diente; desprendiéndose además de la misma exposición del rc- 
preseatantc del ferrocarril, de míe ese pago no se ha efectuado. 

2. " One la exención de impuestos invocada se funda en el 
art. 8.° de la ley nacional número 5315 que exonera a la emprcsi 
ejecutada de todo impuesto municipal. Tara considerar esta ex- 
cepción, se bace necesario distinguir lo qjÉtfi es un impuesto de lo 
ütíjE es un servicio. I'ara esto hasta tener en cuenta ¡o diebo por 
el miembro infórmame de Ja comisión de la IT. Cámara de Di- 
putados al tratar la ley número 5315. Este se expresa asi: "Eos 
antecedentes administrativos c interpretativos de la Constitución 
establecen lo que ^ un servicio y lo que es un impuesto. El im- 
puesto tiene un carácter general, mientras que el servicio tiene 
un carácter particular, lo paga el fine lo recibe. Et impuesto es 
general y lo paga todo aquel que recibe o no sus 1>enef icios. Por 
consiguiente lo que se ha consignado en este articulo son los im- 
puestos de la Constitución, aquellos que tienen que ser pagados 
]K.r todos y también jxir los ferrocarriles, sino fuesen exonera- 
dos per la ley. De ahi euionce-, que los servicios de carácter co- 
munal (pie beneficiasen a los ferrocarriles, por lo mismo que 
tienen un carácter particular, los ferrocarriles particulares ten- 
drán que abonarlos 1 (Diario de Sesiones de la H. Cántara de 
Diputados: 1007, I, página 1209). Hasta lo anteriormente. ex- 
puesto para rechazar la excepción opuesta por et ferrocarril. 

Respecto a la excepción de improcedencia o exceso en la su- 
ma cobrada y que es la autorizada en el inciso 4." de la ley de 
apremio, no puede tampoco prosperar. En cuanto a la improce- 
dencia, basta, con lo anteriormente considerado para demostrar 
SU falta de fundamento. En cuanto al exceso en la suma cobra- 
da, tampoco existe, pues la Municipalidad sólo cobra lo que está 
autorizada por la ley de impuestos. 

Por estos fundamentos: Fallo: Rechazando, con costas, las 
excepciones opuestas por el Ferrocarril Xord Oeste Argentino, 
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en el juicio qne le sigue ta Municipalidad por cobro de. implica- 
tos. Regulante Ins honorarios de los doctores Abraham de la Ve- 
ga v Marina Al faro en ta suma de trescientos v doscientos pe- 
so?, respectivamente, y los de los procurado re> Columbres y Lu- 
gones en doscientos y cien pesos a cada uno. 1 lágase saber. 

Ernesto Carreras. 

ijict \ .M Ks m'.u sr. i'tioct UAtwK f.i;\t:¡(.\i. 

Bueno» Aare», Anoeio II de 1915. 

Suprema Curte: 

La exoneración de ímpuotos a favor de tos ferrocarriles 
consignada en el art. 8 de !a ley 5315, en qtic la empresa denn r 
dada funda la excepción que opone en el presente juicio sobre 
cobro ile impuestos (¡uc le sigue la Municipalidad de Tueumún, 
i¡. 1 o rnprende k! caso xuh /u/rYc, 

Prescindiendo de las consideraciones relativas a la determi- 
nación tle -i la oficina causante de la acción que se intento* es de- 
pendencia del ferrocarril de manera a ser reputada parte inte- 
grame y necesaria de aquél, o sea, uno de los elementos que 
constituyen la obra y sus operaciones (tomo 32, pág. 318; tomo 
104, pág. 741, prescindiendo de este punto, digo, en atención al 
siguiente fundamento principal, cabe expresar que, ui los im- 
puc-to* a que -c refiere la mencionada ley 5315, no puede ¡n- 
elnirse las construcciones de un carácter distinto y qué l«r seffó 
asi escapan de aquella deflominocíófl. 

Corresponde en efecto, hacer un distingo entre servicio e 
impuesto, le- cuales >e diferencian entre si y en si se definen, en 
que el ¡mpnc-to tiene un carácter general. lo paga todo a |uel (pie 
recibe o no sus beneficios, en tanto que el servicio tiene un ca- 
rácter particular, payándolo quien lo aprovecha o recibe. Usté 
concepto conten ido en la aclaración del miembro informante en 
el debate sobre la ley 5315 1 Diario de Sesiones de la Cámara de 
Diputados, tomo I, pág. 1209), es complementado a renglón se- 
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guido por d (le que, lo que ge ha «Miañado en el precepto <lel 
art, 8, son los impuestos tic la Constitución, aquellos que tienen 
que ser pagados por todos y también por 'os ferrocarriles sino 
fuesen exonerados por fa ley, agregando que de alii -e infiere 
que los servicios de carácter comunal que lieneficiascn a los fe- 
rrocarriles, por I) mismo que tienen mi carácter particular, los 
ferrocarriles particulares tendrán ijue alionarlos. 

Resulta de esos conceptos, como lo tiene establecido esta 
O. ríe Suprema, que el pago de afirmado, barrido, alumbrado, 
aguas corrientes v cloacas, no se exige general e indi -tintamente 
a todos los habitantes de un municipio por el hecho de serlo o de 
poseer propiedades en el, tengan o mt afirmados y luz en el 
frente de -u, finca?, estén o no pmvi<tns de aguas corrientes en 
las misma-; y de cloacas, sino ¡> lo, que reciban tales ljcncf icios. 
Asimi-mo, las expresiones impuestos tic la Constitución, e-toes, 
las prevista- e-u sus artículos 4. 67, incisos t." y 2.". han sido em- 
plearlas indudablemente, en la referida deliberación con el pro- 
pó-ito Je definir con mayor claridad el carácter general en los 
exceptuados excluyendo N locales antedichos, a que quedaban, 
en consecuencia, sujetos los ferrocarriles. 

I'..r níra parte, y a mayor abundamiento, la ley art. S. 
exime a tos ferrocarriles nacionales de todo impuesto, con ex- 
cepción de aquellos que respondieran a servicios municipales, sin 
hacer distinciones, y esta disposición fué incorporada a la ley 
f, 7.=v- f,e suerte, entonces, que al dictar esas dos leyes, antes y 
después de la 5315. el Congreso ha entendido que el pago de ser- 
vicios municipales en general no afectaba las altas prerrogativas 
de la Nación, dentro del territorio de las provincias, ni impedia 
el desenvolvimiento de las lineas férreas de propiedad nacional; 
no siendo admisible ni lógico que se haya tenido el propósito de 
colocar a los ferrocarriles de la Nación en condiciones inferiores 
a los particulares. 

l'or lo expuesto y jurisprudencia de V. K. (tomo 113, pá- 
gina 165 ; tomo 1 19, pág, 122; tomo 120, pág. 173), pido a V. K. 
se sirva confirmar !a sentencia apelada. 

futió Botfft 



...... 
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I-AU.O m I. \ CORTE SI I'KKMA (I) 

Buetitn Aite*, Se oUtnibic 23 de 19*5 

Vistos y considerando: 

One el recurso h¡t sido t raido únicamente por el ferrocarril, 
a mérito de h exención consignada cu el art. 8 de );i ley 5315, m- 

Que cualesquiera que sean ¡a- impugnaciones formuladas 
por la Municipalidad de Tucumán, contra dicha tey, o mío eon- 
miria a la Constitución, aquélla se o n formó en e«ta parte Con 
la sentencia ; y un e^ la empresa quien puede reclamar por ello 
desde el momento i|iic elía rto amparó sus derechos en tales iru 
pngnaciones, ni pretendió tampoco el fuero federa! qu<> 1c hubie- 
se sido desconocido (Tallos, lomo 120, pág. 350, y otrosí. 

Oue lo propio detie decirse acerca del carácter de provincia! 
del Ferrocarril Nord Oeste Argentino, ponpiu tal circunstancia 
es in liíerenu- a los fines del recurso extra. >rdi:iario, dode el 
momento que aquél ampara sus derechos en leyes y decreto- m- 
CiortaJes que cita y que lian sido desconocidos, único punto flíe 
puede ser examinado en vi caso, según queda antes exproado. 
Mn cuanto al fomli 1 : 
l'or -11- fundamento*, y considerando además, qi:e el ape- 
lante al invocar el art, 16 de la Constitución, para decir que c! 
cobro cjiie se persigue es contraria a dicha disposición, por la 
'■calificación caprichosa" que de los contribuyente* hace la orde- 
nanza que -t> ao mpaíia, lo menciona recién Cn el memorial de 
fs. ji presentado ante e-t. ( Corte, e- decir, extemporáneamente, 
según lo reiteradamente resuelto, (l-'allos, tomo 120, páginas 32, 
¿2¿. y otros). 

Cor ello, íun la méritos más cmpliameuic expuesto* en el fa- 
llo de esta Corte Suprema, tonto 120, pág. y conforme con 

L 

U) En la misma feelu se dtító idéntica renoluci.-.n tn ti juicio KDguidn por I- Mu- 
ainpalidJri de Tucumin contra ti I>rn.r»Tiil Cinlral C6rdctn, r oi eobio fe ptsoí. 
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lo aM^roinado por el señor Procurador General, se confirma la 
sentencia apelada en la parte que lia podido ser materia del re- 
curso. Nolifiqucse origina» y repuestos los sellos, archívese, de- 
volviéndose los autos principales, con testimonio de esta re ¿ol li- 
ción y de la de ís. lO. 

A. Hermejo. — Nicanor O. tí& 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FicruROA Alcorta. 



CAUSA C1V 

Pon Julio Leónidas AgtWte [w succsiñtt). CúMietida de 

competencia 

Sumario : La jurisdicción sobre la Süéesi&t corresponde a los 
JltóCSesS del lugar de| último domicilio del difunto. 

2." En caso de habitación alternativa, el domicilio es el 
lugar donde se tiene establecida la familia, aunque se tenga 
los negocios en otro. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO 1UÍL JUEZ EN LO CIVIL Y MINAS 

Mcndou, Octubre 30 de Uflti 

Y vistos : Los autos llamados a ÍS. 82 vta., para resolver la 
presente contienda de competencia instaurada a petición de par- 
te legítima, según escrito de fe. 17, donde se promueve c-ta ar- 
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ticulacíón por inhibitoria con el propósito de que este juzgado 
declare su competencia para entender en el presente juicio suce- 
sorio, expediente número 9125 y a objeto de que se formule el 
oficio del caso de conformidad a los artículos 592, 594 y 595 del 
Código de Procedimientos de la provincia; artículos 414 v 415 
del Código de Procedimientos de la Capital Federal, 

Y considerando : 

Que habiéndose presentado don Ibrahim A. Tisscra con po- 
der suficiente de don Fortunato Gobbi solicitando la apertura 
del juicio sucesorio de don Jtdio Leónidas Aguirre ya que invó- 
cala su calidad de acreedor con el documento de fs. 1, este tri- 
bunal proveyó de conformidad teniendo presente que se habían 
cumplido los requisitos exigidos por los artículos 955 y 956 del 
Código fie Procedimientos de la Provincia, acompa fiándose 
igualmente la partida de defunción de fs. 2 dónde constaba el 
fallecimiento del causante acaecido en esta ciudad de Mendoza. 
Kra procedente prima facic admitir dicha petición estando a lo 
dispuesto por el art. 3284 Código Civil, 

Que ahora bien, teniendo presente las constancias de autos 
todo estriba en la cuestión a resolver el determinar bajo c! punto 
de vista legat el verdadero domicilio del causante, ya que ha- 
biendo fallecido aquí, tenía a su familia en I'. líenos Aires, con 
residencia permanente. 

Qtte de las declaraciones de testigos corrientes a fs. 67, 68, 
Uj y 70 se desprende es cierto que el de cuyas habitaba en esta 
provincia, donde atendía sus intereses por tener en ella propie- 
dades raices y no así en Buenos Aires, pero también consta de 
autos que el señor Aguirre iba con frecuencia a la Capital y se 
encontraba igualmente domiciliado allí, residiendo la familia, es- 
]H>sa c hijos, con todos los caracteres de la permanencia según 
puede colegirse de las piezas agregadas a fs. 31. 

Que dada esa situación corresponde aplicar los artículos 92, 
93 y 94 dil Código Civil al caso sub judicc, debiendo por con si- 
guiente estar-e a que el domicilio del causante es el lugar don 1 le 
habita la familia <> .sea en la Capital Pederá' de acuerdo con las 
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probanzas ya mencionadas de fs. 31. La jurisprudencia asi lo ha. 
entendido "cuando expresa; "el tugar donde reside habí t na! nw 11- 
tc la familia, determina el domicilio de una persona, anmpiejia- 
ya tenido en oiro lugar habitación alternativa y la existencia de 
negocios valiosos". ( Fallos, Suprema Corte Nacional, tomo 64, 
pag, 149). 

Que asi. pues, siendo el domicilio del causante en este caso 
el lugar donde habita sil familia o sea la Capital Federal, aunque 
haya fallecido accidentalmente en esta ciudad, es jtíéá competen- 
te para conocer del juicio sucesorio correspondiente el de la Ca- 
pital Federal, puesto que el domicilio de una persona que tiene 
establecida su familia en un punto y sus negocios en otro, es su 
domicilio ti del primer punto. (Véase Fallos de la Suprema 
Corte Nacional, serie 3.', tomo i. n , pág. 360; Mu., 31, serte 3-': 
tomo ifi, pág. 384) . 

Por tanto: 

F.n mérito de estas consideraciones, constancias de autos y 
razones expuestas por el señor agente fiscal a fs. 37 resuelvo; 
No hacer lugar a que se libre oficio inhibitorio como lo solicita 
el recurrente don ilirahim A. Tisscra, según escrito de ís. 17, ya 
que resulta competente el juez de la Capital Federal para enten- 
der en el juicio sucesorio de don Julio Leónidas Aguirre. 

Cópiese esta resolución, hágase saber y repóngase el papel 

A. Boitlin Tamissier. 



DICTAMEN UVA, Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Air». Stpitmbre 10 <Jc 1915. 

Suprema Corte: Compete a V. E. dirimir la contienda 
de competencia t rabada en estos autos, a mérito de !o dispuesto 
en el art. 9. inciso d de la ley 48. 

Corresponde declarar competente para entender en e1 pre- 
sente juicio testamentario al señor juez, en lo civil de esta capi- 
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ta!. Aquí tenía el causante su último domicilio, donde estala el 
principal asiento de su residencia y negocios, malgrado el hecho 
de trasladarse a Mendoza, pite* la habitación efectuada allí era 
de un carácter accidental y transitorio, y por !a sola circunstan- 
cia de habitar alternativamente dos lugares no puede reputarse 
ijuc se ha operado un cambio de domicilio. Asimismo el causante 
estaba establecido con su familia en esta capital, lo (pie es un 
hecho terminante en la apreciación del lugar del domicilio, cuya 
eficacia no amengua la existencia de negocios, aunque valiosos, 
en otros puntos, l'or lo demás, tenía el ánimo de permanecer con 
su familia en liuenos Aires, pues no se ha probado que tuviera 
la intención de fijar su residencia en Mendoza. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. K. Homo 6o, pági- 
na 08; tomo 64, pág. 149; tomo 1 ly, pág. \JUK pido a V. H. se 
sirva declarar competente para entender en el presente juicio a! 
señor juez de lo civil de esta capital. 

Julio Hoh't, 
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Buemu Aires. Septiembre 2í> de 1915 

Vistos: Los de contienda de competencia entre el señor jile- 
en lo civil v mina* de Mendoza y el de Primera Instancia en lo 
civil de esta capital, para ccnoccr en el juicio sucesorio de don 
Julio Leónidas Aguirrc. 

Y considerando; 

Que está suficientemente acreditado que el causante se en- 
contraba domiciliado en la capital de la República, en la que re- 
sidía con su esposa c hijos, "con todos los caracteres de la per- 
manencia", si bien es cierto que aquél solía habitar también al- 
ternativamente en la provincia de Mendoza donde atendía 5U8 
intereses por tener en ella propiedades raices, como resulta de 
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las declaraciones de testigos a que se hace referencia en el fallo 
«le fs. 83 del expediente caratulado "Secundo juzgado de lo civil 
y minas — Testamentaría de don Julio Leónidas Aguirre. — 
Mendoza". 

One en el caso de habitación alternativa, el domicilio es el 
l¿gar dtmdé se tiene establecida la familia aunque una persona 
tenga sus negocia en otro lugar, según se dhponc expresamente 
por el Código Civil, artículos 03 y 04, Y h * declarado por esta 
Gotte en repetidos fallos, tomos 31. pág. 300; 4 f) . |»g. #*4í °4' 

pág. "4^ v i^i. páíí- otroe - , . 

f )uc la jurisdicción sobre la sucesión corresponde a los jue- 
ces del lugar del último domicilio del difunto y ante esos jueces 
deben entablarse las demandas a que se hace referencia en el ar- 
tículo ¿284 del Código Civil citado, dallos, tomo fio, pág, 98. 

IW ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara juez competente para co- 
nocer en el juicio sucesorio de don Julio Leónidas Aguirre al de 
Primera Instancia de e-ta capital, a quien ae remitirán los autos 
haciéndose saber por oficio esta resol lición al señor juez en lo ci- 
vil y de Minas de Mendoza. Xotííiqucsc original y repónganse 
las fojas ante el inferior. 

A. Tíkhmiíjo. — Nicanor G. bel 
Solar. — D. E. Palacio, — 
J. Fir.uKROA Alcohta. 
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íhui If Harto Molina (stts herederas), en los autos sobre posesión 
de las (ierras de Antof agosta y Peñón de Caracha pampa ; 
sobre oposición fiscal Recurso 
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Sumario ; Xo puede conceptuarse definitiva a los efectos del re 
curso del art. 3." de la ley 4055, la resolución que establece 
que "los efectos de! auto de fs. 61 se reducen a autorizar a 
los herederos de Molina como poseedores declarados de la 
herencia deferida a su favor, para ejercitar en los límite- 
de la jurisdicción en dunde se dicen situados los bienes su- 
cesorios, todas las acciones o derechos reales o personales 
que a su respecto hubieran correspondido al autor de la 
sucesión". 

Caso; El juez federal de Palta, no obstante la oposición fiscal, 
resolvió aprobar las diligencias efectuadas [¡ara dar a los 
recurrentes posesión de unas tierras dejando a salvo a Jas 
partes los derechos y acciones que creyeren tener, para que 
los ejerciten en el juicio ordinario correspondiente,. Apelada 
esa resolución por el procurador fiscal, !a Cámara Federal 
de Córdoba, la revocó, haciendo la declaración que se con- 
tiene t-ntre comillas en el precedente sumario. 
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Buenos Alfil, Septiembre 25 de l!H5. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por el representante de los herederos de don Hi- 
lario Molina contra sentencia de la Cámara Federal de Córdoba 
en los autos sobre posesión de las tierras de Antofagasta y Pe- 
ñón de Carach apampa. 

Y considerando : 

(Juc la sentencia apelada no puede conceptuarse definitiva 
a los efectos del recurso del art. 3 " i'e la ley número 4055 a que 
se refiere la queja interpuesta, puesto que no pone fin a la causa 
dad.» que según ella "los efectos del auto de fs. 61 se reducen a 
autorizar a los herederos ríe Molina como poseedores declarados 
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de la herencia deferida -i su favor, ¡jara ejercitar en los limites 
de la jurisdicción en don ríe ?e dicen situados los bienes suceso- 
rios, todas las acciones y derechos reales o personales que a su 
respecto hubieran correspondido al autor de la sucesión". 

]\,r el!i>. nido el -eimr Procurador General, y atento b re- 
siurlui por esta Corte en la causa dé! tomo n.', pág. it^, se de- 
clara no hatier lugar al recurso. Xnti fuñiese con el originú y re- 
puesto el papel archívese. 

A. rii-RMKjo. — Nicanor G; del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FiCUEROA Alcorta. 
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&én Sütttútf/o nilamayor (sus herederos), contra la pwhtria 
tíe Buenos Aires, por reivindicación; sobre revisión de sen- 
tencia. 

Sumario: Las omisiones que pueden dar lugar a la revisión de 
una sentencia, con arreglo al art. 241 de la ley nacional de 
procedimientos, son las concern ¡entes a capítulos de la de- 
manda o reconvención, vale decir, a las acciones o peticio- 
nes entabladas y no a los argumentos que las partes aduz- 
can en apoyo de aquellas, pues los jueces no tienen el deber 
de hacer constar en sus sentencias todos y cada uno de di- 
chos argumentos y el juicio que a su respecto se hubieren 
formado, Instándoles consignar los motivos que en su con- 
cepta -can decisivos del pleito. 



■ 
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Tampoco es admisible el reclino de revisión qm se fun- 
da en la mala interpretación de los documenta exMentes 
en el proceso <> en errores de derecho, y menos cu no haber 
hecho uso el jiu'z de gis facultades discrecionales i|ue le 
acuerda el art. ioj de la ley procesa! para mandar practicar 
pruebas no solicitadas por las partes oportunamente. 

( <t.u>: L,o explica el siguiente: 

FAI.LO DK LA CORTE Sl'l'REMA (l) 

Buena» Alrei, Srpdembre IS de I9L1. 

Vistos : 

K! presenté recurso de revirón se funda en que la senten- 
cia definitiva de fs. Üfe no contiene pronunciamiento sobre los 
siguientes punios: suspensión de la prescripción ¡*,* r iiiipastbili 
dad de derecho de t-ntablar la acción rei vindicatoria ; valor jurí- 
dico de la gestión administrativa e-Hablada en iS-'>j : osa juzga- 
da ; peticiones de ]>nic!ia sobre pago de contribuciones e in ■<■ ■- 
ción de un libro existente en el Archivo General de la I'mvincia: 
agregándose que en dicha sentencia hay apreciaciones equivoca 
das relativamente a !a falta de posesión del campo ]ior |>arte d: 
los herederos Vilkmiayor: a la negativa de la Suprema Corte de 
la provincia a dejar SÍti efecto la n<>ta margina) de nulidad pues- 
ta al titulo de V'illaniáyor y a la anlicabiüdad del Código de lo 
contencioso administrativo (fs. 279 y ídg.). 

Y considerando: 

Que no se alega que la sentencia referida de fs. 2^2 haya 
dejádo de resolver sobfe lo pedido en la demanda de fs, r, tai 
que concurra en el caso alguna de tas otra- circunstancias taxa- 
tivamente señaladas en el art. 241 .le la lev número "o. f Fallos 
tomo ss, pá& 43f >« 

m vé« e mmm ¡m wm, u,m 03. Pag . m, 
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(Jue tas omisiones que pueden dar lugar a la revisión con 
arreglo aí art. 241 citado, son las concernientes a i'opiinfus de la 
den lamia o ¡a reconvención, vale decir, a la» acciones o peti- 
ciones entabladas (artículos jj, 57, 58 de la misma ley ) y no a 
ios aryuiuentus <¡ttc las partes aduzcan en apoyo de aquéllas, 
pues los jueces no tienen el deber de hacer constar en su* senten- 
cias todos y cada uno de dichos argumentos y el juicio que a su 
respecto se hubieren formado, bastándoles eou-ignar (o., unitivos 
que en su concepto -can decí-ivos del pleito. 1 1* al lus tomo ij2¡ 
pág. 403 ; tamo 103, pág. 5'>K 

(Jue tampoco es admisible el recurso de revisión que se fun- 
da en la mala interpretación de los documentos existentes en c! 
procer o en errores de derecho, (Fallos, tomo 16, pág. 160; to- 
iii" 17, pág. 434 y otro»), y menos tu no haber hecho uso e] juez 
tic !a> facultades discrecionales que le acuerda el art, i,oj de la 
lev procesal para mandar practicar pruebas no solicitadas por 
las partes oportunamente, ■ Fallos, tomo </.. pág. 158); siendo 
del caso añadir que respecto a lo> pagos de contribución directa, 
se ocupó el considerando 7," de !a sentencia fie !"s. _*<>J, y que Ja 
inspección del libro de premios de tierras de que se hizo mérito 
a fs. i8¿ del alegato, a los fines de averiguar si el coronel Hai- 
tiano VÜIamayor figuraba o no cutre los agraciados, no tenía oír 
jeto, desde que el tribunal no ha entrado tu el examen de la co- 
rrecta o incorrecta aplicación de la ley dv u de < k'tubre de 1858 
en el decreto de n ríe Mayo de iSfn. 

One aún cuando haya error en el concepto "trshtro" del con- 
siderando 15 í fs, 2Ó8 vía.). 110 es dudoso que la petición a que 
so refiere el testimonio de ís, S4 y lo dicho ;i í>. vía., respon- 
día al propósito de dejar ?in efecto cu la matriz del titulo de los 
actores, la nota de anulación de éste. 

Otie, por otra parte, es inexacto que el tribunal no haya to- 
mado en cuenta los argumentos antes mencionados, como lo- 
demuestran los considerandos 8.'\ 10, ti, 13, 14 y 10 de la prc- 
indicada sentencia. 

(Jtie en lo que hace especialmente a ía excepción de pres- 
cripción, es de observar-e que fuera de lo dicho en el recontado 
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considerando 13, aparece fie manera inequívoca de! testimonio 
acompañado í fs. 271), que la Suprema Corte de la provincia de 
Buenos Aires al rechazar esa excepción no juzgó del punto de 
vista del derecho común, de la eficacia o caducidad de las accio- 
nes de los actores, como tuvo Qtic hacerlo esta Corte en su fallo 
de fs. 262, sino en relación al art. 222 de la Constitución de la 
provincia, o sea de la procedencia del recurso en el juicio con- 
tencioso administrativo, recurso que debía interponerse dentro 
del perentorio término de cuarenta días contados desde la fecha 
en que la autoridad administrativa hizo saher su resolución a la 
parte interesada, y que se conceptuó interpuesto en tiempo hábil 
(considerando j, 4 ' - ). 

Por ello, se declara no haber lugar a la revisión solicitada. 
Xottfiquesc original, repóngase el papel y archívele como está 
ordenado. 

\jc\aok G. mu. Solar, — M„ P. 
Dakact. — D. E, Palacio, 
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Don Agustín Domingucs*. cu autos con la sucesión de don Ber- 
nardo Dü mingues y otros, por utilidad de fin juicio testa- 
mcniaruK Recurso de hecho. 

Sumorioi No procede el recurso exiraordinario autorizado por 
el art. 14, ley 48. contra una sentencia que interpretando 
prescripciones de los códigos Civil y de Procedimientos, des- 
conoce un derecho fundado exclusiva mente en ellos. 

■ •• 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 
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MOTAME* HE I. Sr. PROCURADOR CE X ERAL 

Buenoi Alie», Septiembre 13 de 1915. 

Suprema Corte: 

K« improee denle el recurso interpuesto por cnanto m se jus- 
tifica ante los términos del art. 14 cié la ley 48, por lo cual corres- 
ponde que V. E. se sirva 1 Icela ra rio bien llénenlo. 

1.a sentencia recurrida lia lomado en consideración soh- 
niente cuestionen regida, por el derecho común, como que el ob- 
jeto det presente juicio lo constituye un asunto civil, en que, para 
dilucidar él litigo promovido, ha hadado la simple aplicación 
del Código Civil y la dé las leyes de forma respectiva*, lo fine es 
extraño al recurso extraordinario para ante V. K. con arreglo al 
art. tí de la ley 4S ( tonto 1 16, paf- 101110 1 P*S- 28 ; tomt> 
I2b é páginas _\*> y 290). Ha ocurrido entonces que ninguna 
cuestión acerca de la inteligencia o alcance de las cláusulas de ta 
Constitución <• ríe leves nacionales, ha sido materia del pronun- 
ciamiento de la sentencia apelada, y el hecho de que el recurrente 
haya invocado una disposición constitucional, 110 basta para fun- 
dar el recurso extraordinario, pues siendo menester que se ha» 
cuestionado sobré esa cláusula y que la decisión recaída al res- 
pecto sea contraria al derecho fundado en aquélla, según lo dis- 
puesto en el inciso 3 del recordado art. l4i resulta que los extre- 
mos legales no se han llenado en el presente caso, 

Tor lo expuesto y jurisprudencia citada, pido a V. K. *e sir- 
va declarar bien denegado el recurso deducido. 

Julio Hotct. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bu«« Aire*. Septiembre 28 de HH5 

Y vistos: K! recur-o de hecho p.>r apelación denegada, inter- 
puesto por don liómulo IWucva, en representación de don. 
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Agustín Domínguez, en ¡os a tito- seguidos contra fa sticesíon efe 
don Heñíanlo Domínguez y otros, por nulidad de un juicio tes- 
tamentario v contra la sentencia dicta.] a en esos atito&pQr el %K* 
perinr Tribuna! de justicia de San Luis; fundándose el recurs.. 
en el art. 14. incido jt,." de la ley número 4&, en virtud de suj me- 
tas violaciones de: art. 18 de la Constitución Nacional. 

Y considerando: 

One la acción deducida cu el escrito de f*. 1 11 de 1<>- auto? 
de referencia se funda en preceptos del Código Civil y del Códi- 
go de Procedimientos de la provincia, y en los áttéfkm emer- 
gentes de e-as pre>.cripeti mes de derecho común. 

Que las cuestiones de ía naturaleza enunciada, no dan lugar 
a la intervención de esta Corte Suprema, pues el art. t§ de la ley 
número 48 establece expresamente que la interpretación qm los 
tribunales de provincia hicieren de tos códigos Civil, Venal Co- 
mercial v ile Minería, no darán oea-d*~m a este recurso, como Te» 
tiene declarado esta Corte en numerosos tallos. ( Tomo loo, pá- 
ginas _".¡ y 38J ; Mím to>. pág. 414: tpmo ¡O*, pág, 128: tomo 
105, pág. 40; tomo 106. pág. 1 1 J : tomo 109. pág. 17' : i"»"» ' '-'» 
pág. 238, y otros ) 

One el articulo de !a Con-tttueió;i Nacional qtie se invoca 
para hacer viable el recurso, no ha sido cuestionado en este jui- 
cio, ni se ha dictado sentencia sobre los privilegios que de él *c 
derivan, resultando de autos, no sólo que e! recurrente lia podi- 
do defenderse y -e lia defendido con toda amplitud, sino también 
qiu- lo que se ha desconocido no es el derecho de defensi en jui- 
cio, sino arpié! en <]uc f un fiaba su acción el recurrente, interpre- 
tando prescripciones de los Córligns Civil y de Procedimientos, 

Que la sentencia recurrida se funda en los principios légale i 
relativos a la cosa juzgada, y no contiene pronunciamiento algu- 
no que importe aplicar o interpretar el articulo constitucional 
aducido como fundamento de este recurso, ni tratado, ni ley es- 
pecial del Congreso. 

Por estos fundamentos y lo pedido por e] *eñor Procurador 
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("■enera!, íe declara bien denegado ti recurro, l lágase saber con 
cJ 6rigí.ia1 y repuesto* los sello?, arrím ese, debiendo devolverse 
k>s autos principales cotí te^imonio de estf, resolución. 

A. r.i:HMi:jo. — N't' Asok l".. mu 
Solar, — I>. I''. Palacio. — 
J, 1'icm i:uoa Ai.cokt s. 
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ComféSiú AlematM Transatláutiea de fflertrktátá cotítra la 
táítmcipatidaé de Moró»-, sobre nulidad de WW ordenanza 
qtte res* i tule un contrato de alumbrado eléctrico. 

Sumario; i." Los conceptos "m la Municipalidad aseguró a la 
C. A. T. K. un privilegio ]»>r el término de veinte años, ese 
privilegió que l MMlria wr discutido por terceros interesados 
valdría siempre como co:itraM irrevocable respecto de la 
parte que aseguró el negocio y sus beneficios'", de una >cu- 
l encía pruninu -ta da en un juicio en que aquélla alegó la in- 
constitucional i dad de un contrato de alumbrado público ce- 
lebrado por ella miSHÍa, no tienen, en realidad, a los fines de 
la procedencia del recurso i-xtraordinario del art. 14, ley 48, 
el alcance de negar a dicha institución el derecho de oponer 
al referido contrato la taclia fie ser ineficaz como contrario 
a la Constitución Nacional. No bay razón para admitir que 
la persona jurídica pueda alegar la nulidad de los actos de 
sus represen! a n les siempre que éstos hayan obrado extrali- 
mitándose de su mandato, y no pudiera hacerlo cuando los 
mismos representantes violan la Constitución y las leyes. 
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2. " Dependiendo la solución del caso, de la inteligencia 
más o menos amplia que se dé a la clausula constitucional 
invocada, tanto en lo (pie hace a las restricciones reglamen- 
tarias a que sujetó el derecho garantizado por ésta, como a 
las personáis que puedan invocarla, procede el mencionado 
recurso. Tiene carácter de definitivo a los fines del mismo, 
nn fallo que decide que no hay conflicto cutre la ley funda- 
mental y una ordenanza municipal tachada de inconstitu- 
cional, y no deja a salvo a ta recurrente sino a terceros el de- 
recho de impugnar el privilegio que dicha ordenanza. con* 
tiene. 

3. " Xo es una cqc-tión ile carácter abstracto la de resolver 
si determinados actos de una municipalidad realizados en 
concepto de atender de una manera más com cruente los in- 
tereses comunale- y de hallarse autorizada pata ctld por una 
disposición de la Constitución Nacional, y que la sentencia 
recurrida deja sin efecto, son válidos o nn. es decir, legales 
o no. 

4. * El art. 14 de la Constitución Nacional, en sus término., 
y propósitos „ c ha limitado a acordar, en la parle que se re- 
fiere a la libertad del trabajo, c. derecho de trabajar y 
ejercer toda industria licita, a todos los habitantes tic la Na- 
ción y no a las autoridades nacionales o provinciales. Las 
restricciones a la libertad de acción es¡x>ntámamenie im- 
puestas en tos contratos, son, en general, váülas, y los jue- 
ces sólo pueden declarar su nulidad e:t presencia de precep- 
tos legales expresos. I. a Cnn-titución Nacional no ha podido 
referirse en su art. 14 a derechos que están fuera de la es- 
fera propia de la ley común y que para su ejercicio requie- 
ren el uso, en cierto sentido, exclusivo de bienes públicos, en 
mayor o menor escala, o sea, de diversa manera que Ü pre- 
vista en el art. 2341 del Código Civil Kn consecuencia, no 
viola garantía de la libertad del trabajo acordada por el ar- 
ticulo 14 de la Constitución, un contrato de alumbrado pú- 
blico celebrado por una Municipalidad, por el que se conce- 
de a una empresa particular "privilegio exclusivo por el tér- 
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mino de veinte anos para la instaíaciótl y explotación del 
alumbrado público y privado". 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



ACUERDO DE I. A SUPREMA CORTE HE JUSTICIA 1>E EA PROVINCIA 

DE IIUEXOS AIRES 

En 1a ciudad de La Plata a catorce de Abril dr mil novecien- 
tos quince, reunida ta Suprema Corte de Justicia en acuerdo or- 
dinario para dictar sentencia definitiva en la cansa contencioso 
administrativa, letra B., mimen. 10701 caratulada "Compañía 
Alemana Transatlántica de Electricidad contra la Municipalidad 
de MoPOttí sobre nulidad de la ordenanza de fecha 13 de Octubre 
de 1**13 rc^címle nn contrato de alumbrado público"; se 
practicó la insaculación proscripta por el arl. 173 de la Constitu- 
ción resultando fiel sorteo que en la votación debían observar los 
señores jueces el orden siguiente : doctores* Rivarola, Llambi, 
('.neceo. Escobar, Lecot, 

A NTEC EDE N TES 

La Compañía Transatlántica de Electricidad sé presentó 
ante esta Corte en 27 de Marzo de 1914 deduciendo acción con- 
tencioso administrativa contra la Municipalidad de Morón a fin 
fie f|ue se dejara sin efecto la ordenanza d teta da por ésta en 13 
de Octubre de 1913 por la cual se concedía a la Sociedad para 
empresas eléctricas M. lícrlitzka y Cia., i*ir el término de 20 
años la producción de energía eléctrica, su distribución y venta 
en todo el partido de Morón, acordándosele doscientas cincuenta 
lámparas de alumbrado público y derogándose en consecuencia 
todo decreto u ordenanza anterior, fundándose la demandante en 
fjue esta ordenanza aféctala sus derechos, puesto que la Munici- 
palidad de Morón había anteriormente concedido a la compañía 
actora» "privilegio exclusivo |x>r el término de 20 años a contar 
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desde e¡ i." de Julio de 1906 para la instalación y explotación de! 
alumbrado público y privad" a luz eléctrica y para otra aplica- 
ción de energía eléctrica eti el partido de Morón, obligándose di- 
cha Municipalidad, por su parte, a tomar como mínimo cincuen- 
ta lámparas de arco. Agregó que habiéndose producido dificulla* 
des i'">n la Municipalidad a cargo entonces- de un ce «insinuado, 
se celebró un contrato con é^te en <j de I diciembre de apro- 
bándolo el 1*. K. en 20 del mismo me-, medíante el cual se subsa- 
naban las dificultades producida- y se establecía une ta Munici- 
palidad de Morón procedería a ampliar el servicio de alumbrado 
público con una nueva instalación de ciento cuarenta lámparas d_* 
arco por lo menos, además ele las ya existentes", y que la "C< m- 
pañia (la actora ) sin renunciar a ninguna ele las clátisulás y pie- 
zas del contrato ya existente, concedía por las nuevas lámparas 
un precio ele pesos 20.50 ; concedien lo igualmente rebajas de ta- 
rifa, acontó también plazos a la Municipalidad de Morón para 
el pago de su deuda, reservándose todos sus derechos para el 
caso de que la Municipalidad ¡so cumpliese sus convenios. 

Kn esta situación v después de una serie de dificultades con 
la Municipalidad, que el actor detalla mimicio.-amente, h Muni- 
cipalidad ya constituida, sin tratar de arreglar con la Compañía 
Transatlántica, dictó |a orelcnansía que se impugnaba ahora en 
c-tc juicio. 

PÍUtjdó ext encímeme esta demanda y terminó la actora pi- 
diendo que se declárase que la Municipalidad de Morón estaba 
Obligada a cumplir los contratos que tenia celebrado- con los «le- 
rnguidaate- y que se f lejas e sin efecto la ordenanza promulgada 
en 13 ele octubre de 1013 que afectaba y rescindía *¡u derecho 
dichos c< mtra tos, con especial condenación en costas. 

Substanciadas jjf»r fallo de estn Corte de 2¿ de Septiembre 
de 1914 las excepciones de falta de competencia del tribunal por 
presentar la demanda fuera de término legal y de falta de perso- 
nalidad en el representante de la compañía demandante, ,a Mu- 
nicipalidad demandada conte-tó derechamente la demanda, ha- 
ciéndolo igualmente la empresa Hcrlítzfca y Cia., como parte 
coadyuvante. , 
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ta fcCtirfieipálidad demandada pidió el rechazo de la acción 
aU^ando: (|iic el contrato celebrado entre la Municipalidad y la 
rompa ñía actora en njof>. era inconstitucional por cnanto insti- 
tuía un monopolio ;i favor de una persona determina fia. dando 
hígaf a que no hubiese competencia posible, lo que importaba 
una restricción al derecho de] trabajo garantido por el art. 26 de 
la Constitución de la provincia, concordante con el 14 de la 
Constitución Nacional : cpie c! contrato de ampliación a que se re- 
fiere la act-ira fin- hecho en escritura pública contrariándose a ¡i 
las disposiciones terminantes de la ley civil (art. 1 1#4. inciso 10 
del Código Civil 1 por fe nui* carecía de valor. 

Terminó alegando que la Municipalidad carecía de atribu- 
ei.-ucs para acordar concesiones. 

La parle coadyuvante sostuvo también la tesi* de T a carencia 
de facultades de la Municipalidad ¡jara acordar a la empresa de- 
mandante privilegio de exclusividad para el suministro de hiz y 
corriente eléctrica en dicho partido. Alegó ademáis, entre otro* 
fundamentos, que el convenio celebrado en 1012 entre el comi- 
sionado del 1*. K. y la Compañía Alemana no obligaba a la Mu- 
nicipalidad de Morón v ipic por consiguiente, tal convenio no in- 
habilitaba a dicha corporación para contratar con la compañía 
coadyuvante en h forma en que lo había efectuado, fundando 
esta tesis en que la Municipalidad no había estado debidamente 
representada, no habiendo precedido, al realizar ese acto, por et 
ministerio de -n> representante- que la O institución dctc*;nma, 
lo (pie hacia que tal convenio no pudiese estimarse cosno acto 
emanad"» de la corporaeió-i municipal de Morón (articulo? 3,5 y 
3(5 del Código Civil ). Terminó pidiendo que declarase (pie este 
asunto no pertenecía al fuero contención, administrativo y caso 
contrario se rechazase la demanda con costas. 

Abierto el juicio a prueba, producida y hallándose la cama 
en estado de dictar -.ente neta, la Suprema Corte resolvió plan- 
tear y votar las siguientes : 

CI'KSTION'KS 
i." este ca-o de la competencia de la Suprema Corte? 
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2/ Importa un privilegio contrarío a h Constitución él 
acordado a la Compañía Alemana Transatlántica de Electricidad 
por el contrato celebrado con la Municipalidad de Morón en 
1906, para el servicio de alumbrado? 

3* F'íitlo concertarse con el comisionado municipal de Mo- 
rón la ampliación del servicio de alumbrado a que se refiere el 
documento de ís. 24 ? 

4. ' Es nulo por vicio de forma este último convenio? 

5. * Qué resolución corresponde dictar en definitiva? 
6/ Quién debe pagar las costas? 

A la primera cuestión el señor juez doctor Rivarola. dijo; 

Se ha propuesto la consideración de este punto por la parte 
coadyuvante de Ja Municipalidad de Morón en este pleito. A mi 
juicio e] caso está comprendido en el arl. 1." del Código de lo 
Contencioso Administrativo. La resolución contra la cual se re- 
clama es de las que sólo pueden dictarse por el poder administra- 
dor como tal poder, índc]jendicntemcntc «le la capacidad jurídica 
de las municipalidades como personas del derecho privado. El 
derecho vulnerado es también de carácter administrativo, puesto 
que emana de una concesión que sólo pudo ser hecha por ¡a 
Municipalidad de Morón, cuino persona del derecho público. La 
circunstancia de que el actor cite disposiciones de derecho civil 
para fundar su demanda, no convierte c! caso contencioso admi- 
nistrativo en causa civil ordinaria, porque los principios de dere- 
cho civil han podido invocarse como argumentos concurrentes 
y como principio de aplicación universal para todos los casos que 
directa <> indirectamente afecten el patrimonio de las personas, 

I'or esto voto afirmativamente. 

Los señores jueces, doctores Llatubi, C neceo, Escobar y Le- 
cot, aduciendo fundamentos idénticos a los expresados por el se- 
ñor juez doctor Rivarola, votaron también por la afirmativa. 

A la segunda cuestión el señor juez doctor Rivarola, dijo: 

La Municipalidad de Morón, concedió a la Compañía Ale- 
mana Transatlántica fie Electricidad "privilegio exclusivo por el 
término de 20 años a contar desde el i." de Julio de njo6 para la 
instalación y explotación del alumbrado público y privado a luz 
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eléctrica y para tuda otra aplicación de energía eléctrica en c! 
partido dé Morón". Son estos los términos de la cláusula prime- 
ra del convenio í ver ís. 18). La Municipalidad se obligó, por su 
parte, a tomar como mínimo cincuenta lamparas de arco de ocho 
a diez amperes (cláusula 5." ). 

Producidas las dificulta ¡les cuya hi-toria relacionan la* par- 
tes interesadas en este juicio, el I*. 1\. intervino en el contrato, 
ileclarando con fecha 20 de Septiembre de 10,1 2, que el privilegio 
importaba mi mono¡mli*f, hallándole amitos en oposición con la 
libertad de trabajo, industria y comercio garantidos por los ar- 
t ionios 14 de la Constitución Nacional y >ó de la Constitución de 
la provincia: desde que se establece en el contrato que la Muni- 
cipalidad se obliga a lomar como mínimo cincuenta lámparas de 
arco, el número (pie excediera de ellas podria ¿er contratado con 
cualquiera otra empresa o particular, en atención a esta declara- 
ción, la Municipalidad dictó la ordenanza de 13 de Octubre de 
10,13 concediendo a la Sociedad para empresas eléctricas Al. 
Kerlitzka y Cia. por el término de 20 años, la producción de encr 
gía eléctrica. mi distribución y venta, en todo el partid.* de Mo- 
i doscientas cincuenta lámparas de alumbrado 




Se derogó, en con-eciienein, todo decreto 11 ordenanza an- 
terior quedando excluido de! servicio de alumbrado la C. A. T. E. 

ka C. A„T. K., interpretando el alcance del art. 1 .° de! con- 
trato, manifiesta que jamás entendió que ese articulo le diera un 
derecho exclusivo para todas las aplicaciones de la energía eléc- 
trica en el partido de Morón, agregando que la exclu i vida- 1 
acordada es la que deriva de los término expresos del art. 14. cir- 
cunscripta a los servicios del alumbrado público y privado, ex- 
cluyendo las demás aplicaciones posibles de ta energía eléctrica 
(escrito de M de Diciembre de io,H >- 

I>e modo, pues, que la C, A. T. E. limita su acción al dere- 
cho que considera asistirle para proveer de luz en las condiciones 
de Ib pactado, al municipio y a la población de Morón. 

Se dice que !a concesión hecha a ta C. A. T. K. viola c! 
art. 14 de la Constitución Nacional en cuanto asegura este ar- 
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ticulo la libertad para trabajar y ejercer toda industria ¡icita, y 
el áit, 26 de la Constitución de la provincia (pie contiene una ga- 
rantía semejante. Me parece que se exagera e! alcance de estas 
cláusulas constitucionales y se desconoce la verdadera situación 
de derecho de las partes en la cuestión que se ventila. 

Tara afirmar la existencia de un monopolio perjudicial al 
derecho de libertad de industria seria necesario establecer pre- 
viamente que todo habitante tiene derecho a proveer el alumbra- 
do público, mientras ocurre lo contrario, puesto que esta clase 
de servicios no corresponde sino a quien baya recibido encaren» 
de prestarlos emanado de la autoridad llamada por la ley a dis- 
ponerlo, 

F,J alumbrad) 1 pública depende de las nmuicipalid ules (ar- 
ticulo 47, inciso 10 de la ley orgánica municipal, reglamentaria 
de los artículos 202 y siguientes de la Constitución )', 

La Municipalidad ha podido válidamente contratar el alum- 
brado eléctrico y baccrlo por el término de veinte años por: pie 
corregí 1 'iidiéndole proveer a esa necesidad de carácter general, 
en beneficio común <Jc los habitantes del municipio, y disponien- 
do de capacidad para afluí ¡ni si rar los interese* y servicios ( ar- 
ticulo 202 de la Constitución) ha usado de un derecho y cumplí 
do im deber. Aún cuando se admitiese que toda empresa pudiera 
libremente establecerse y proveer al alumbrado público, la muni 
cipa 1 ida d tío podría valerse de otra. >mo de aqiicllh con la cual 
contrató el servicio, asegurando la estabilidad necesaria para de- 
cidir la inversión de un capital considerable. 

T\l contrato cí la ley que rige las relaciones fie las partes, 
Coniforme al principio contenido en el arl. 1 10,7 del Código Civil, 
y debe trjteipretarse y* cumplí r-e o 01* » a la intención de e-as mis 
ma> partes. Si la Municipalidad aseguró a la C. A. T. K. un 
privilegio por el término de 20 años, ese privilegio que podrí :i 
ser discutido por terceros interesados, valdría siempre como 
contrato irrevocable respecto de la parte que aseguró el negocio 
y mis beneffckis, con capacidad de derecho para contratar en la 
cxtcisión que lo hizo. 

JW esto voto la segunda cuestión negativamente. 



BE JUSTICIA PE LA NACION Sí 

Los señores jueces doctores Llambí, Gnccco, Escobar y Le- 
cnt, aduciendo fundamentos idénticos a los emitidos en el voto 
<[iic precede del seiior juez doctor Ri varóla, votaron también por 
)a negativa, 

A la tercera cuestión el señor juez doctor Ki varóla, dijo: 

La acefalía municipal es una cuestión de hecho. La Con ti- 
tución su;x>:ic el funcionamiento regular del régimen y dispone 
une cualquiera interrupción sea corregida por !a inmediata con- 
voca tur ia a elecciones, pero por inconvenientes, por lo común, de 
orden electoral el estado que debiera ser transitorio reviste ca- 
racteres de permanencia. 

FJ P. K. i>or disposición de la ley se hace cargo de los scr- 
' vicios locales urgentes mediante un comisionado al que pued; 
conferirle las facultades administrativas del Intendente Munici- 
pal fart. 2 de la ley de Septiembre de 1807!. 

Admito la necesidad de aten ler en esta forma los servicios 
urgentes en e! término más o menos largo de acefalía; pero es 
evidcnle que la administración del P. íí. en las comunas ha de 
limitarse a atender los servicios locales urgentes porque asi lo 
manda !a ley y porque otra cosa no podría ser sin subvertir tas 
instituciones, tomando el P. K. a su cargo el gobierno muniripa! 
en la amplia extensión de su ejercicio. 

El P. K., accidentalmente encargado del gobierno municipal 
por intermedio de! comisionado, no puede, cu mi opinión, celc- 
l.rar contratos que obliguen a la comuna por un tiempo mayo: 
que la duración de la acefelia. I-as medidas que puede dictar Ja 
administración, a que puede supür, han de serlo en cuanto im- 
porten de conservación indispensables al maneto de los interesas 
\- a la provisión de los servicios locales, porque lo no urgente, lo 
permanente y definitivo, como es en este caso la ampliación de 
un contrato de alumbrado, pertenece al régimen municipal ex- 
clusivamente íart. 2«2 de la Constitución!. 

Xo considero suficiente motivo para fundar la doctrina 
contraria al de los perjuicios que la incertidumbre o !a fal«a 
creencia respecto a la extensión de los poderes de los comisiona- 
dos puedan causar a terceros, porque esos terceros deben cono- 
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cer y tener presente las disposiciones constitucionales que pue- 
dan oponerse a las leyes sancionadas por la legislatura o que sir- 
van simplemente para fijar sus alcances. 

Voto negativamente: 

Los señores jticce? doctores Mambí y (".neceo aduck-nd'. 
fundamentos denticos a Sos emitidos en el voto que antecede 
del señor juez doctor Rt va rola dieron e] suyo también iterati- 
vamente. 

■El señor juez doctor Escobar, a la misma cuestión, dijo: 
Eh principio estoy conforme con la teoría que sostiene el señor 
juez doctor Rivarola, sobre t<> que importa el régimen de los ■ 
comisionados en el hecho y ante e! concepta dé nuestra Consti- 
tución, 

I'ero en lo que concierne a bis atribuciones legales que éstas 
pueden ejercitar, es un punto que lie tratado con amplitud e.) 
otros asuntos y que en este corresponde circunscribirlo a ja ettes- 
tíon planteada, única que debe resolverse, 

l-.l convenio celebrado por e! comisionarlo municipal de Mu- 
rón y que se consigna en el documento corriente a iV ¿4, se 
refiere .1 la ampliación riel servicio de alumbrado m'ibliro v a la 
forma de pago de una deuda ilc S m 11. dé la Muni- 

cipalidad de Morón, fistos dn> acto- jurídicos celebrados por el 
comisionado los conceptúo de carácter urgente y comprendidos 
dentro de la órbita de la; atribuciones que establece en los casos 
de a ce ía lía, la ley de Septiembre de 

Rn el interregno de la aecíalia. la ley citada procura por 
medio de! comisionado que las obligaciones de la comuna se 
cumplan, que las necesidades públicas sean 11 cundas. 

Alumbrar un barrio obscuro, pagar io que se debe, co nidero 
lw evidente necesidad y urgencia. 

I.05 medios escogitados para llenarlos no están establecidos, 
ni limitados por ley alguna, de manera que, estimo legalmente 
válida la ampliación del contrato a que se refiere el documento 
de fs. J4, 
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Por esto voto en sentido afirmativo. 

El señor juez doctor Lecot por idénticos fundamentos a los 
expresados j)or el seífór juez doctor Escobar, dió también su 
voto por ta afirmativa. 

A la cuarta cuestión c' señor juez doctor R i varóla, dijo: La 
ley no establece que los contratos de la clase del que examino 
hayan de ser hechos por escritura pública, y la circunstancia de 
míe el contrato ampliado lo hubiera sido, -io influye en manera 
alguna respecto de ta a ni filiación, porque no necesitaba «erlo. El 
art. 1 1S4 ¡tieso t." debe entenderse aplicable a los casos en <pic 
':. forma de escritura pública es esencial para c! acto principal, 
de modo fpic cí acto accesorio, aunque por .-i mismo no requirie- 
se esa íonua. como un pacto sobre interese-, deberia observa rln 
si lo principa! fuese ima constitución de hipoteca : peto no veo la 
razón suficiente para extender la interpretación a otros casos. 

Yuto nejjaiivanu-iti-. 

T.oí -eñores jueces doctore; I, lambí. Onecco, Escoliar y 
Lecot, a luciendo idénticos fundamentos a !o* expresados por el 
señor jueü doctor Rtvarola, votaron también por la negativa. 

A la quinta cuestión el señor juez- doctor Rivarola. dijo: La 
Municipalidad de Morón, por la ordenanza de 13 de Octubre de 
nji.t. ha rescindido pur sí la cotice «ión hecha a ta C. A. T. E. 
('urdes miera que fuesen !o- motivos que la asistieran para cotisi- 
lerar que la concesión debía ser anulada, ya lo fuese por el vicio 
«le incoustitttdonalidad o por otros vicios, o rescindida por falta 
de eunipliniunlo, no pudo revocar por sí el contrato que esa con- 
ce-i''«n importa. 

Lo que por la demanda *c pide en la anulación del acto ad- 
ministrativo que vulnera lI derecho de! a.-lor. No corresponde, 
jN*r !o tanto, examinar si el contrato se cumplía bien o mal por 
¡■arte de C, A. T. E. (art. 02 del Código de lo Contencioso Admi- 
nistrativo > sino acceder a lo reclamado en la demanda, dejando 
sin efecto la ordenanza de 1913, en cuanto priva a la C. A. % E. 
del ejercicio de su concesión para el alumbrado eléctrico del 
partido de Morón, 
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Voto en ese sentido, 

Los señores jueces doctores Llambí, Cnecco, Escobar y 
Lecor, votaron también en el mismo sentido aduciendo idénticos 
fundamentos a los expresados ¡x>r e) señor juez doctor Ri varóla, 

A la sexta cuestión el señor juez doctor Rivarola, diju: 
No habiendo las partes litigado con temeridad, cada una pagará 
sus costas (art. ij del Coligo de lo Contencioso Administrativo). 

Asi lo voto. 

Los señores jueces doctores Llambi, Gnceco, Escobar y Le- 
cot, aduciendo idénticos fundamento» a los expuestos por el se- 
ñor juez doctor Rivarola, votaron también en el mismo sentido. 

Co:i loque termino el acto firmando los señores jueces de la 
Suprema Corte. — Rivarola. — Lccot. — Escobar. — ¡Jambi. — 
Gnccco. — Ante mi: Rogé 1 ¡o A. Casco. 

Es conforme con su original cpie se registra al folio cjejito 
veintidós del libro sexagésimo de acuerdos y sentencias de esta 
Suprema Corte, — Rogelio A. L asco. 

SENTENCIA 

Li mm Abiit 14 de 19(4. 

Vistos y considerando: 

1. " Que el caso presente esta comprendido en el art. t. u ((el 
Código de lo Contencioso Administrativo, pon pie ta resolución 
contra la cual se reclama, es de las que sólo pueden dictarse por 
el Poder Administrador como tal poder, independientemente de 
la capacidad juriaca de las municipalidades como personas del 
derecho privado; siendo el derecho vulnerado en este caso tam- 
bién de carácter administrativo, puesto que cnia:ta de una ónice- 
sión que sólo pudo ser hecha por la municipalidad de Morón 
como persona del derecho público. 

2. " Que la concesión acordada a la Compañía Transatlántica 
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tic Electricidad jmr el contrato celebrado con la municipalidad 
tic Morón ¡m n>oí\ para el servicio del alumbrado público, no 
importa un privilegio contrario a la Constitución. 

¿■° Q l1c '**» municipalidad ha podido válidamente contratar 
el alumbrado eléctrico y hacerlo jmr el término de veinte años, 
porque correspoudiémlole proveer a esa necesidad de carácter 
finiera 1, c:i beneficio común de los habitantes del municipio y 
di-;>oniendo tic capacidad para administrar los intereses y servi- 
cios locales, (art. 202 de la Constitución) ha usado de un dere- 
cho y cumplido un deber. 

4. " (¿lie, aún cuando se admitiera <pic toda empresa pudiese 
libremente establecerse y proveer al alumbrado público, la mu- 
nicipalidad no i>odría valerse de otra si:io de aquella con la cual 
contrató el servicio, conforme a lo preceptuado por c! art, 1197 
del Código Civil, aparte de que si la municipalidad aseguró a 
la Compañía Alemana Transatlántica de Klecetrieidad un privi- 
legio por el termino de veinte años, esc privilegio que podría ser 
discutido j>or tercero* interesados, valdria siempre como contrato 
irrevocable respectó de la parte que aseguró el negocio y sus Ijc- 
aeficios, con capacidad de derecho para contratar en la extensión 
que lo hizo. 

5. " Oue. en opinión de la mayoría del tribunal, el !'. K. acci- 
dcntalmcntc encargado del gobierno municipal por intermedio 
del comisionado, no puede culebra r contratas que obliguen a la 
compila j?or un tiempo mayor que la duración de la acefalía: las 
medidas que pueda dictar son las que importan actos de conser- 
vación, indispensables al manejo de los intereses y a la provisión 
de los servicios locales, porque k> né urgente^ 'o permanente y 
definitivo, como es e:i este caso, la ampliación de un contrato de 
alumbrado, pertenece al régimen municipal exclusivamente. (Ar- 
ticulo 203 de la CVnstitueión >. 

One la ley no establece que los contratos de la clase del 
<pie v examina hayan de ser hechos por escritura pública, y la 
circunstancia de que el con trato ampliado !o hubiera sido, no 
influye en manera alguna respecto de la ampliación porque no 
necesitaba serlu desde que el art. 1184, inciso 10, del Código Civil 
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debe entenderse aplicable a los casos en que la forma de escri- 
tura publica es esencial para el acto principa!. 

7> Que la municipalidad de Morón por la ordcna.ua impug- 
«ada ha rescindido por sí la concesión hecha a Ja Compañía Ale- 
mana Transatlántica de Electricidad, pero cualesquiera qué 
fuesen los motivos que existieran para considerar que ia coa- 
ccs.on debía ser anulada, ya lo fuese por el vicio de inconstitu- 
cionahdari o por otros vicios, o rescindida por falta de cumplí- 
mrento. no pudo revocar por sí el contrato que esa concesión 
importa. 

Por estos y demás fundamentos consumados en el acuerdo 
que antecede se deja sin efecto la ordenanza de 13 de Octubre 
de Rji 3 , c „ cuant0 priva a , a Compañía Alemana Transatlántica 
de fcfectnciriad del ejercicio de su concesión para el alumbrado 
eléctrico del partido de Morón, sin costas. (Art 17 del Código 
de lo Contencioso Administrativo) . 

Hágase saber, devuélvanse ios antecedentes administrativos 
y archívese previ va reposición de las fojas. - % & Rearóte.- 
Oryorto Ucot. - ,U. F, Escobar. l± Antonia UcunbL - l/. 
h. Gweco, — Ante mí : AVyr/ío A. Casco. 



Vistos : 



FALLO DE LA CORTE SU FU KM, \ 

Bbmm AIm, Seplltabn 38 4t 1». 



Considerando en cuanto a la procedencia del recurso, im- 
pugnada por la Compañía Alemana Transatlántica de Electrici- 
dad (fs. 424 vta. y siguientes) y el señor Procurador General 

Que no obstante de que en la sentencia recurrida de fs 376 
se dice que "si la municipalidad aseguró a la C. A. T. de E. un 
privilegio por el término de veinte años ese privilegio que podría 
ser discutido por terceros interesados, valdría siempre como 
contrato irrevocable respecto de la parte que aseguró el negocio 
y sus beneíjeios" (f s . 386), estos conceptos no tienen en realidad 
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el alcance tic negar a Ja recurrente c! derecho <le oponer al con- 
trato aludido la tacha de ser ineficaz como contrario a la Cons- 
titución Nacional, puesto que la misma sentencia examina este 
punto y declara que no existe la uiwsición pretendida. 

Que en este orden de ideas, dicha sentencia estaría de acuer- 
do por otra parte, con la doctrina que informan los fallos de esta 
Corte que se registran en los tomos 7, g£g¡ t 9; tomo 66, pág. 303; 
tomo 95, pág, 33; tomo 112, pág. írj, como quiera que no Itabía 
razón para admitir que la persona jurídica pueda aJegar la nu- 
lidad de los actos de sus representantes siempre que éstos ha van 
obrado extra! imitándose de su mandato v no pudiera hacerlo 
cuando los mismos representantes violan la Constitución v las 
leyes, 

Que es inexacto que la exclusividad concedida a esa compa- 
ñía no haya sido atacada "como repugnante al art. 14 de la Cons- 
titución Nacional por el privilegio que envuelve" v sí sólo "por 
considerar que una corjjoración municipal carece de atribuciones 
para acordarlo siendo del resorte exclusivo de la legislatura" 
I fs. 425), puesto que al contestarse la demanda, se dijo que se 
trataba de un privilegio o monopolio contrario a ese articulo 
f fs. 316 vta., 317 vía., y siguiente), jior razones de carácter fun- 
damental relacionadas con e! derecho a! traliajo c independientes 
del origen fie la concesión, sin que durante el juicio se hava mo- 
dificado la cuestión planteada cu esos términos (fs. 400, 406 vta., 
407, 408 y vta. ; 4 t8 vta., 421, 42* vta.). 

Que no es dudoso que la solución del caso sub judke de- 
pende de la inteligencia más o menos amplia que se dé a la men- 
cionada cláusula constitucional, tanto en lo que hace a las res- 
tricciones reglamentarias a que está sujeto el derecho al trabajo, 
como a las personas que puedan invocar la garantía, abstracción 
hecho de la cuestión relativa a sí del punto de vista de la Cons- 
titución y leyes de la provincia de Buenos Aires, la municipali- 
dad demandada pudo o no otorgar el privilegio v celebrar el 
contrato discutidos, cuestión que la Suprema Corte de la pro- 
vincia estala llamada a resolver sin ulterior recurso ante los tri- 
bunales federales, con arreglo a lo proscripto en el art. 105 y 
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«««^dantts de la Cowtitución Nacional y a lo reiteradamente 
decidido por esta Corte (Fallos, tomo 93, pi* 219; tomo 54, 
Pag- 470 ! tomo 1 14, pág. 42 ; tomo 120, pág. 216 y otros). 

Que es asimismo indiscutible que el fallo apelado tiene el 
carácter de definitivo a los efectos del art. 14, ley número 48, 
desde que decide que no hay conflicto entre la ley fundamental 
de Ja República y tos actos preimlicados de la municipalidad de 
Morón, y no deja a salvo a la última sino a terceros el derecho 
de impugnar judicialmente e| privilegio de la Compañía Ale- 
mana Transatlántica de Electricidad. 

Que no es, fi;ialmemnte, una cuestión de carácter abstracto 
la sometida a la decisión de esta Corte, atento !o dicho antes y 
porque la apelante creyendo atender de manera más conveniente 
los intereses comunales y en concepto de hallarle autorizada 
para ello por la disposición constitucional citada, ha producido 
acto* que la sentencia de fs. 376 deja sin efecto, de tal suerte 
que aquélla tiene un interés directo e inmediato en la contienda 
judicial, como poder público o como persona jurídica, aun 
cuando no lo tuviera en otro sentido. 

En su mérito, se declara bien concedida la apelación. 

Considerando en cuanto al fondo: 

Que la disposición constitucional de que se trata, en su* 
términos y propósitos, se ha limitado a acordar, en lo pertinente 
al caso, el derecho de trabajar y ejercer toda industria licita, a 
todos los habitantes de la Nación y no a las autoridades naciona- 
les o provinciales, las que, si bien en determinadas condiciones 
pueden poseer bienes como personas jurídicas y tomar a su car- 
go la elaboración y venta de determinados artículos v algunos 
servicios públicos de carácter especial, no están sometidas al de- 
recho común al igual que los particulares. 

Que el hecho que la municipalidad de Morón se haya inha- 
bilitado durante e! término de concesión a la Compañía A. T. de 
Electricidad para hacer las instalaciones necesarias y proveerse 
directamente de luz, no podría en ningún caso conceptuarse una 
medida administrativa inconciliable con la libertad del trabajo y 
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de la industria, como no lo serían los convenios análogos entre 
particulares de locación de servicios o de compraventa repetidas 
dentro de un contrato general que las comprenda. 

Que las restricciones a la libertad de acción expontánea- 
mente impuestas en ios contratos, son en general válidas y los 
jueces sólo pueden declarar su nulidad en presencia de preceptos 
legales expresos (artículos 15 y 19 Constitución Nacional; ar- 
ticulos 530, 531, 953, 1037 y concordantes del Código Civil). 

Que por lo que hace a los derechos de los residentes en el 
municipio o partido de Morón que el contrato con la Compañía 
A. T. de Electricidad o la concesión hecha a la misma pueda 
haber afectado, la municipalidad no invoca personería para 
ejercitarlos y el fallo recurrido se la niega. 

Que este pronunciamiento no es contrario a precepto alguno 
de la Constitución o leyes nacionales que se haya invocado du- 
rante el juicio. 

Que lo establecido e» el penúltimo considerando es con ma- 
yor ratón aplicable a la representación por la municipalidad de 
las personas que, residentes o no dentro del municipio o partido 
de Morón, hubieran tenido el propósito de proponer la provi- 
sión dcihu. 

Que a este respecto puede agregarse que la Suprema Corte 
provincial admitió la intervención en el juicio de la sociedad 
ÍTerliuka y Cía., (fs. 295), con la que había celebrado la mu- 
nicipalidad de Morón un contrato para el alumbrado ( fs. 26b y 
siguientes) y que dicha sociedad no ha apelado del fallo de 
fs.376. 

Que aún cuando así no fuera, es de observarse que el fallo 
recurrido, interpretando y aplicando la Constitución y la ley or- 
gánica municipal de la provincia de Buenos Aires, establece que 
el alumbrado público depende de las municipalidades (fs. 385 
y vuelta). 

Que de acuerdo con la doctrina, la jurisprudencia y nume- 
rosas leyes .nacionales que han hecho concesiones a empresas 
particulares, la Constitución Nacional no ha podido referirse en 
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su art. 14 a derechos que están fuera de ta esfera propia de la lev 
coman y que para su ejercicio requieren el uso, en cierto sentido, 
exclusivo de bienes públicos, en mayor o menor escala, o sea de 
diversa manera que fe prevista en el art. 2541 del Código Civil, 
asi como la expropiación, en muchos casos, de los privados, 
fuera de la restricción a ta libertad de contratar que las conce- 
siones aludidas comportan ya en favor, ya en perjuicio de di- 
chas empresas, para hacer posible de una parte la ejecución de 
obras o la prestación de servicios de conveniencia pública que el 
Estado o los municipios no puedan tomar a su cargo por razo- 
nes económicas o de otro orden, y para evitar, de otra parte, 
abusos. 

Que en tales condiciones, los privilegios o monopolios no 
menoscaban los derechos civiles que reglamentan los códigos, ni 
traban las ocupaciones ordinarias y necesarias de la vida como 
se ha dicho con verdad (Coolcy, Const. Um. 7.*, página 401 ) 
cuando la concesión constituye una franquicia que de otra mane- 
ra no existiría, no hay en ella agravio para nadie, pues no existe 
derecho a esa franquicia y nada se quita a los individuos o ha- 
bitantes. 

Que la Suprema Corte de un pais que disfruta de amplias 
libertades, que posee grandes capitales e intenso espíritu comer- 
cial e industrial en todas sus manifestaciones, como los Estados 
Unidos ha observado, en lo que concierne especialmente ai alum- 
brado, que la conducción de luz por conductos colocados en las 
calles de una ciudad, no es un negocio de carácter ordinario, 
• sino público, que interesa a los bienes, comodidades y seguridad 
de todos; y que puede ser ejercido por el Estado mismo o por 
uno o más agentes escogidos por él, acordándoles al efecto privi- 
legios o monopolios por tiempo determinado, sin que éstos pue- 
dan ser retirados en cualquier momento, como cuando se trata 
de negocios susceptibles de comprometer la salud o la moralidad 
pública; todo ello sin perjuicio del derecho de expropiación 
(i 15 U. S. 650 y otros). 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, se confirma ésta en la parte que ha podido ser materia 



Dg JUSTICIA DE LA NACION 



91 



del recurso. Molifiqúese con el original y repuestos los sellos, 
devuélvase, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — J. Figuk- 
ho\ Alcorta. 



CAUSA CVlf 



Don Tomás S. Zctada, en autos con ta Aduana de Mendosa, sobre 
contrabando. Recurso de hecho 

Sumario : No procede el recurso extraordinario de! art. 14, ley 
48, en un caso en que la solución del misino no depende de 
la inteligencia que se dé a los artículos de tas ordenanzas de 
Aduana que se invocan, que no ha sido cuestionada, sino 
<le la comprobación de los hechos que sirven de base a aque- 
llo*, como es Ta del cumplimiento de la obligación de presen- 
tar los equipajes para su verificación. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

B*«*a# Aim , Ftbrcro 71 ém MtB. 

Suprema Corte: 

De tas constancias de los autos remitidos a V. E. se despren- 
de que eí recurrente no fundó la apelación interpuesta, en la for- 




ZiZ£ ''T *?»» ri °'» * h, ordenanza» de aduana 

S s Pr,V, ^° <xentió » ¡"«««"o « «t juicio. Ade- 

mis, de haberse om*,do <„ formalidad, resalta del «alud» del 

oaade hecho, de ta, que deriva su falta de culpabilidad en «Icón- 
nt^f *" * * ' n !5 Uta - 1 CUal tacc ¡"Procedente esta tercera 

SSSÍS*^ ánkan,en " ™ '« **í enumerados 
en el art. 14 de la ley citada. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (Faltos, tomo 
117. Wnas ,82, 186 y 26, ; tomo i,S, páginas ,42 y , 7 i) pido 
a V , K. se declare improcedente la queja deducida. 

Horada R. jarreta. 

FAtXO DE LA CORTE SUPREMA 

Bum» Alrtt, Stplftabrc 30 dt 1*5, 

Autos y vistos : El recurso de hecho por apelación denegada 

don ^ r / on l DomÍn «° ToTO ™*>* ^ representación de 

don romas S Zelada, contra sentencia de la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital en autos con la Aduana de Mendoza, so- 
ore contrabando. 

Y considerando ■ 

Que para fundar el recurso extraordinario del inciso 3* 
art. t 4 de la ley número 4* que fe ha sido denegado, el recu- 
rrente alega que le han desconocido los derechos que ha fundado 
en tos artículos 727, 736, 742 y 753 ^ £ Ordenanzas de Adua- 
na puesto que ha sido declarado el comiso "por no haber mani- 
festado Jas mercaderías transportadas en el Resguardo de las 
Cuevas m venir munido de documento consular argentino del 
!«gar de procedencia' 1 en tanto que aún no había sido entregado 
al servicio publico d destacamento del Resguardo v en el punto 
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de procedencia, Santa Rosa de los Andes, no existía cónsul o 
vicecónsul argentino. 

Que la solución del caso no depende de la inteligencia que 
se de a los artículos de las ordenanzas que se invocan, la que no 
ha sido cuestionada, sino de la comprobación de los hítenos que 
sirven de base a los mismos. 

Que en la sentencia apelada, por su referencia a ta del in- 
ferior se ha hecho constar que en aquella época "era obligación 
de los pasajeros presentar para su verificación sus equipajes en 
la Estación Cuevas, en donde por comodidad e impedimento de 
las oficinas del Resguardo, ta empresa del Trasandino había he- 
cho arreglar un galpón como local apropiado a tos efectos de la 
verificación antedicha". 

Que esa conclusión de hecho que sirve de base a la senten- 
cia no puede motivar el recurso extraordinario interpuesto con 
arreglo a lo reiteradamente resuelto por esta Corte. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General se declara no haber lugar al recurso. Notifi- 
({uese original y repuesto el papel archívese, debiendo devolverse 
los autos principales con testimonio de esta resolución, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta. 



NOTAS 

En dos de Septiembre de mil novecientos quince no se hizo 
lugar a la queja deducida por don José Máximo Domínguez, en 
autos con la Compañía Agrícola Hipotecaria Argentina, sobre 
cobro de pesos, por cuanto la cuestión debatida había sido resuel- 
ta por aplicación de disposiciones del Código Civil y ademas bu 
sentencias de trance y remate en juicio ejecutivo no revisten d 
carácter de definitiva y no dan lugar al recurso extraordinario 
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En veinticinco de Septiembre de mi! novecientos quince la 
Corte Suprema no hizo Jugar al pedido de reducción de pena he- 
ehopor el procesado Nemesio Ricart, recluido en la Penitenciaria 
Nacwnal, porque la interpretación y aplicación de los artículos 
73 y 74 del Código Penal no motivan el recurso extraordinario 
previsto en el art. 15 de la ley número 48. 



En veintiocho <lct mismo Ja Corte Suprema no hizo lugar al 
recurso de hecho deducido por don Antonio Balcazar en autos 
con dona Adela líarbicr de Bribón, sobre cobro de un crédito 
hipotecario, por cuanto la sentencia apelada se limitaba a decla- 
rar bien denegado un recurso en juicio ejecutivo por aplicación 
del art. 505 del Código de Procedimientos de la Capital, lo que 
es cxtrano al recurso extraordinario del art. 14 de la lev número 
4». según el art. 15 <l c i a misma. 



CAUSA CVill 



Don Alfredo M. Cambaccres (su concurso). Contienda de 

competencia 

Sumario 1 ^ jxtez del domicilio del deudor es el competente parj 
conocer del concurro civil de acreedores. 
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En caso de habitación alternativa, el domicilio es el lu- 
gar donde se tiene establecida la familia aunque una perso- 
na tenga sus negocios en otro lugar. Et domicilio una vez ad- 
quirido se conserva por la sola intención de no cambiarlo o 
de no adoptar otro. 

€aso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Botaos Airea. StpHirabrt tOtft W5, 

Suprema Corte; 

Compete a V. E. dirimir la presente contienda de competen- 
cia, a mérito de lo dispuesto en el art, 9, inciso d de la ley 4055. 

Corresponde declarar competente para conocer en el con- 
curso civil de que se trata al señor juez en lo civil de esta capital 
En efecto, el concursado tiene aquí su domicilio real, en razón de 
que está el asiento principal de su familia y sus negocios, y en 
donde vive habitualmente, salvo los cambios transitorios y alter- 
nativos de residencia motivados por sus propios negocios. Y el 
hecho de que en Mercedes tuviera el deudor establecimientos 
cuya administración y cuidailo de intereses requiera en ciertas 
circunstancias su presencia allí, no es causa bastante para deter- 
minar el domicilio legal en contraposición a los otros elemento» 
enunciados que constituyen su principal asiento, especialmente el 
de la familia» que es un factor decisivo en materia de domicilio 
y que debe prevalecer en todo momento sobre las circunstancias 
más eventuales de otros Jugares en que se atiendan o efectúan 
negocios (art. 94, Código Civil). 

Además, en el caso de autos, se reúne también el elemento 
de la intención de continuar permaneciendo en Buenos Aires, a 
lo que asimismo no ha obstado ni puede obstar et hecho de habi* 
taciones alternativas con otro lugar, pues, para que se produzca 
un cambio de domicilio es menester que, a más de una situación 
material, la de establecerse en un lugar nuevo, la intención de 



«twtJhur «i «se lugar su asiento principal, lo que ciertamente no 
ocurre en el presente caso, ya que a estar a las circunstancias que 
obran en autos, el señor Cambacercs no ha realizado actos que 
induzcan a considerar o a presumir la operación de ese cambio de 
domicilio (tomo 6o, pág. 98; tomo 119, pág. 179). 

Por lo expuesto y jurisprudencia invocada, pido a V. E. se 
sirva declarar competente para entender en este asunto, al señor 
juez en lo civil de esta capital. 



Y vistos : 

Los de contienda de competencia entre un juez de 1 ■ ins- 
tancia en lo Civil de esta capital y otro de igual clase de la ciudad 
de Mercedes, provincia de Buenos Aires, para conocer en el 
juicio del concurso civil de acreedores de don Alfredo M. Cam- 
haceres. 

Y considerando: 

Que está suficientemente comprobado que el concursado 
tenia su domicilio en la capital de la República, en la que residía 
con su familia 1 con todos los caracteres de la permanencia, en 
la época en que se declaró abierto su concurso. 

Que así resulta, en efecto, de lo manifestado por Jos testigos 
doctores Pedro Caride Massmí, Manuel Caries, Leopoldo Meló 
y señor Carlos A. A costa, a fs. 18 y 25 de los autos referidos y 
de lo informado por la policía de la capital a fs. 23 de los mismos 
autos, informe en el que se hace constar "que se ha comprobado 
por intermedio de la división investigaciones que el llamado 
Cambaceres ha vivido por espacio de diez años y hasta hace cua- 
tro meses en que se remató judicialmente, en la casa de su pro- 



nto Botei. 
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piedad calle Perú 1667, y actualmente vive con su suegra en la 
casa Chaca buco 422 piso 

Que en el caso de habitación alternativa, el domicilio es el 
Jugar donde se tiene establecida la familia aunque una persona 
tenga sus negocios en otro lugar, según se dispone expresamente 
por el Código Civil en sus artículos 93 y 94 y se ha declarado por 
esta Corte en repetidos fallos. (Tomos 39, pág. 310; 4a, pág. 384; 
64, pág. 149 y tomo Mi, pág. 380). 

Que es también de observarse que el domicilio una vea ad- 
quirido se conserva por la sola intención de no cambiarlo o de no 
adoptar otro (art. 07 Código citado) y que este cambio (por 
parte de Cambaceres) no resulta de las diligencias practicadas 
ante el juez de Mercedes por cuanto et hecho de haber residido 
por algún tiempo en su establecimiento de campo y en aquella 
jurisdicción no bastan para determinar por si solas el cambio de 
domicilio que se tenía anteriormente. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General se declara que el señor juez de 1." 
Instancia en lo Civil de la Capital es competente para conocer en 
el referido juicio de concurso civil de acreedores de don Alfredo 
Bl Cambaceres, a quien se remitirán los autos, haciéndose saber 
por oficio esta resolución al señor juez de tí* instancia en lo ci- 
vil íle Mercedes. Notifiquese original y repónganse las fojas 
ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta. 



; •• • ■ . " 

f * VAUM DE LA COWE SUPREMA 



CAUSA CÍX 



José A. Martínez en ta causa criminal que se le sigue por in- 
fracción al art. g de la ley 3972. Recurso de hecho 

Sumario : Con arreglo al art. 4 de la ley 7055, contra las sen- 
tencias pronunciadas por la Cámara Federa! de la Capita', 
en materia criminal, no procede el recurso ordinario de ape- 
lación y nulidad. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

BvtiiM Airo, Septiembre 27 de mi, 

Suprema Corte: 

Eí recurso de hecho que se trae a conocimiento <Je V. E. 
por haberse denegado at recurrente los recursos de apelación y 
nulidad deducidos contra una sentencia de ta Exenta. Cámara 
Federa], no es procedente, en razón de tratarse de una causa 
criminal, en las cuales tas sentencias que dicta aquel tribunaJ 
causan ejecutoria, con arreglo al art. 4 a de la ley 7055. La in- 
vocación de un principio constitucional, que se hace ai deducir 
la presente queja, no puede dar lugar al recurso extraordinario 
de apelación, por no referirse a una cuestión que haya sido de- 
batida en la causa, además de que no ha sido interpuesto dicho 
recurso en la forma que lo ordena el art. 15 de la ley 48. 

Por lo expuesto, pido a V. E. s c sirva declarar improceden- 
te la queja deducida. 



Julio Botet. 
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FALLO Dg LA CORTE SUPREMA 

£e«a«« Alrtt, Ochifrra 5 é* 1*15. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que la queja de don José A. Martínez se funda en que la 
Cámara Federal de la Capital le ha denegado los recursos de 
apelación y nulidad que interpuso contra la sentencia que lo con- 
denaba a arresto y multa por infracción al art. 9 de la ley 3972, 
alegando no haber sido oído en la acusación formulada por el 
señor Fiscal de Cámara pidiendo revocatoria de la sentencia del 
inferior. 

Que con arreglo al art. 4." de la ley número 7055 la senten- 
cia referida causa ejecutoria y no procede contra ella los recur- 
sos ordinarios de apelación y nulidad. 

Que tampoco puede motivar el recurso extraordinario de 
apelación la invocación de la inviolabilidad de fa defensa adu- 
cida extemporáneamente a los fines del mismo, y constando del 
informe del tribunal la agresión a la causa de la acusación fiscal 
que le dió oportunidad para impugnarla. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por e! 
señor Procurador General se declara improcedente la queja de- 
ducida. ^Repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E, Palacio. — 
J. Fjül eroa Alcorta. 



CAUSA CX 



¡cipalidad de U Piafa contra la Empresa del Ferrocarril 
dH Sud, sobre cobro de pesos 

» 

Sumario : La exención que consagra el art. 8.° de la ley 5315 no 
comprende las cargas remuneratorias de servicios presta- 
dos por las municipalidades (en el caso los de alumbrado 
barrido y limpieza). 

Caso i Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEt JUEZ EX LO CIVIL V COMERCIAL 

U mu, Didtafer* a* dt l«U 

Y vistos. Resultando : 

Primero: Que a fs. 4 se presentó don Augusto Salgado en 
nombre y representación de la Municipalidad de La Plata enla- 
biando acción ejecutiva contra la Empresa del Ferrocarril del 
Sud, por Ja suma de mil trescientos pesos moneda nacional, en 
concepto de Jos servicios prestados a las propiedades de la em- 
presa, según las constancias acompañadas de fs. 1 a fs. 3, pi- 
diendo al juzgado se sirva condenar en su oportunidad a Ja eje- 
cutada hasta hacerse íntegro pago a la Municipalidad del capi- 
tal reclamado, intereses y costas; fundando su derecho en k>¿ 
artículos 979 del Código Civil, 80 inciso 12 de la ley orgánica 
de las municipalidades, 478 y 509 del Código de Procedimien- 
tos. Esta ejecución ha sido ampliada por las liquidaciones co- 
rrientes a fs. 19, 20, 21, 57, 58, 59, 62, 63 y 64, las que reúnen 
los requisitos legales exigidos; y encuadran por tal hecho al 
presente juicio dentro de la prescripción del art. 498 del Código 
de Procedimientos. 
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Segundo: Que por auto <lc fs. 40 vía. fué citada de remate 
la ejecutada, la que compareció en término <ie ley por interme- 
dio de] doctor Fermín S. Schulze, oponiendo las excepciones 
de falsedad c inhabilidad del titulo. Antes de fundar las excep- 
ciones mencionadas afirma que las propiedades de su mandante 
sobre las que pretende cobrar impuestos, están afectadas direc- 
ta y exclusivamente a ía explotación y tráfico del Ferrocarril 
del Sud, no tratándose por lo tanto de bienes destinados a uso 
o negocios privados, opina que el juicio debe considerarse de 
puro derecho, citando en su apoyo el texto de los artículos 8 v 
9 de la ley nacional número 5315. Que entrando a considerar 
las excepciones sostiene que las de falsedad e inhabilidad son 
consideradas como una sola, es decir la segunda comprendida 
en la primera, por la doctrina y jurisprudencia. Que su man- 
dante se halla exento de! pago de impuestos por leyes contratos 
nacionales, hecho que elimina toda vinculación jurídica con la 
actora, y no existiendo obligación sin causa, atento lo dispuesto 
en el art. 499 de! Código Civil, mal puede considerarse como 
hábil el titulo con que se ejecuta, e] que para el caso até judie* 
es falso, por más fuerza ejecutiva que le asigne la ley, dado 
que se halla despojado de todo valor jurídico, desde que no exis- 
te vinculo alguno que lo origine. Apoya esta tesis en principios 
de! derecho comúu y abundante jurisprudencia de la Capital 
Federal en casos análogos de aplicación de las leyes nacionales 
3344 y 53I5- 

Que la empresa se encuentra en la situación antes apunta* 
da, pues por esas leyes no se le reconoce obligación de abonar 
ningún impuesto nacional, provincial o municipal. Que son tan 
claros y absolutos los términos del art. 10 de la primera, que no 
cabe hacer distinción de clases de impuestos; indagar si son 
generales o especiales o si tienen o no carácter remuneratorio. 
Que así lo ha comprendido la Suprema Corte Nacional, aplt- 
cando el contrato de concesión al Ferrocarril Central Argentino, 
concebido en términos mucho menos explícitos que el de la 
construcción de la linea al X cuquen, ratificando esas misma 
jurisprudencia el fallo tomo 90, pág. 383, que posteriormente 
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se dictara en caso semejante. Sostiene el excepcionante que ea 
ta discusión de esta ley en las Cámaras, no hubo palabra o con- 
cepto a cuyo amparo pueda ensayarse interpretaciones que ümi. 
ten o restrinjan el alcance de la exoneración del pago de im- 
puestos acordada a la empresa. Que los arts. 8 y 9 de la ley 5315 
disponen más explícitamente la exoneración acordada que É ley 
anterior. Sigue historiando las discusiones parlamentaría i a 
que diera margen esta ley llegando a la conclusión de que im- 
procedente el cobro que se pretende como servicio, el que -xjio 
puede ampararse y progresar en doctrinas casuísticas, en fe- 
acuerdo coa la definición expresa de Impuestos Generales, con 
que ha denominado la ordenanza a tales exigencias. En raz «n 
de ello pide al juzgado el rechazo de la ejecución con coiía^ en 
mérito de las doctrinas y jurisprudencia expuestas y los artícu- 
los 8 y 9 de la ley número 5315 y 502 inciso 4 del Código ie 
Procedimientos, 

Tercero: Que de las excepciones opuestas se dió trasudo a 
f *. 5 < vta. las que fueron contestadas a f s. 52 por el represen- 
rante de la Municipalidad pidiendo su rechazo con costas por ? cr 
improcedentes. Qtie la jurisprudencia y doctrina han establecido 
que la excepción de falsedad o inhabilidad de título, sólo puede 
fundarse en la falta de autenticidad o alteración dolosa o en de- 
fectos o vicios de forma del título o no encontrándose compren- 
dido entre los enumerados en el art. 478 del Código de Proce- 
dimientos (Cámara Federal Civil 2." T. VH, pág. 525). Lo que 
no alega el deudor; fundando sus excepciones en leyes naciona- 
les, es decir, atacando a la causa de la obligación y no al título, 
confundiendo el título con la obligación. Cuestión extraña al 
juicio sumario y que sólo corresponden al amplio por así deter- 
minarlo el art. 511 del Código citado. Que de lo contrario tal 
artículo no tendria objeto. Que el título con que se ejecuta se 
halla comprendido entre los que determina el art. 478. Que es 
hábil para despachar ejecución, porque esta se concede a*la na- 
turaleza del titulo y no a la naturaleza de la obligación (Cáma- 
ra 1.", Libro 15, pág. 178). Que entrando al fondo del asunto 
la excepción opuesta carece de base legal, puesto que lo que so 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



108 



cobra son servicios municipales los que no son impuestos en la 
concepción jurídica de los mismos, a pesar de así denominárse- 
les en la práctica. Que el impuesto atiende a necesidades de ca- 
rácter general, en salvaguardia de los intereses del Estado; 
mientras que el servicio, es la devolución en efectivo <le las me- 
joras realizadas en concreto por aquél sobre bienes del propieta 
rio. el que únicamente recibe en la parte que le corresponde, 
mientras que, en el impuesto puede o no recibir beneficios di- 
recta o indirectamente, desde que no se consideran éstos una 
devolución en dinero de los trabajos o mejoras efectuadas por 
el fisco. Que uno pesa en general y el otro en particular con re« 
Lición a la propiedad. Correspondiendo casi siempre la fijación 
del «no al fisco mientras que el otro a| Municipio, Que no ha 
fido otro el sentido de las leyes mencionadas, pues así lo regis- 
tran diversos fallos de la Suprema Corte Nacional, interpretan- 
do las palabras del miembro informante de la comisión al san- 
cionarse las leyes que nos ocupan, el que respondiendo a tina 
pregunta de un legislador, especificó concretamente lo que se 
entendía por impuestos y servicios fijando el alcance de cada 
uno de ellos al par <tc fijarles su verdadero resorte jurisdiccio- 
nal (Diario de Sesiones de la H. Cámara de Diputados, año 
1907. pág- 1209). Que de primar el concepto de la excepdonan- 
tc, las leyes 5315 y 3344, serían inconstitucionales, por ser viola- 
torias de los artículos 5, 104 y 67 inciso 6, de la Constitución 
Nacional y 205 inciso 5 de la provincia, puesto que el sistema 
rentístico de la Nación ha sido expresa y claramente establecido 
en la carta fundamental, la que ha excluido su intervención en 
Ja formación de los recursos de los gobiernos locales. En este 
orden de consideraciones, constitucionales, los que enerva con 
abundante jurisprudecia arriba a la conclusión de que no exista 
contradicción entre las leyes nacionales y la soberanía provin- 
cial, y que aquellas, su avienen perfectamente con las disposi- 
ciones de la ordenanza municipal por lo que pide el rechazo de 
las excepciones opuestas con costas. 

Cuarto: Que declarado e! presente juicio de puro derecho, 
se llamó por auto de fs. , a resolver las excepciones opuestas. 



Y considerando : 

Primero: Que !a excepción de falsedad e inhabilidad de tí- 
tulo con que se pide la ejecución autorizada por el art. *x> in- 

como lo enseña Caravante¿ 
en el tomo 3 pag. 328 y Manrew y Reus en el tomo 2. paginan 
308 y 300, y lo ha establecido también la jurisprudencia tanto de 
nuestros tribunales como los de la Capital Federal, tienen en 
derecho civil una acepción más lata que en derecho penal, pues 
comprende no tan ,01o la falsedad propiamente dicha o sea la al- 
teración dolosa de un documento sino también toda causal que 
anule et titulo o to prive del carácter ejecutivo (Véase entre 
otros los fallos recopilados por el doctor Felipe M. Giméncr 
tomo 2, páginas 37 y 38; Cámara t? causas Municipalidad de 
La Plata contra empresa Unión Telefónica - Municipalidad de 
Patagones contra Arturo Brown y Cámara 2.' causa Municipali- 
dad de La Plata contra Compañía de Electricidad) t midiendo en 
consecuencia fundarse también en la falta de causa o falsa cau- 
sa de la obugación, como ocurre en el caso súb judke. 

Segundo; Qi, e no obstante lo expuesto en el considerando 
anterior , en el presente caso la excepción opuesta no puede 
prosperar, porque si bien es cierto que por los artículos 9 de la 
ley contrato número 3344 y 8 de la número 5 3"5, las empresas 
de ferrocarriles están exceptuadas del pago de todo impuesto, 
ya sea nacional, provincial o municipal, en e! presente caso !o 
que se ejecuta es el importe de los servicios comunales de alunv 
le%°' y Iimpiez3t qUe no están aprendidos en dichas 

¿yfei^ aI íIÍSCÜtÍrS<? 13 Iey nack>na! numero 5315 en el 
Honorable Congreso se estableció por el miembro informante 

de a comisión, diputado Manuel Carlés, que lo que se ha consig- 
nado en el art. 8 son los impuestos de la Constitución, aquello*, 
que tienen que ser pagados por todos y también por los ferroca- 
rriles, s.no fuesen exonerados por la ley. Que los servicios de 
carácter comunal que benefician a los ferrocarriles por lo mis- 
mo qne tiene» un carácter particular, los ferrocarriles partici- 
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lares, tendrán que abonarlos (Diario de Sesiones, sesión del 24 
de Septiembre de 1907) ; habiendo la Suprema Corte Nacional 
establecido que si bien es cierto que !a§ palabras o conceptos 
vertidos en el seno del Congreso con motivo de la discusión de 
una ley, son en general simples manifestaciones de opinión in* 
dividual de Jas personas que las pronuncian, también lo ts que 
no puede decirse lo mismo de las explicaciones o aclaraciones 
hechas por los miembros informantes de los proyectos en los 
informes de las respectivas comisiones encargadas de ese estu- 
dio, pues tales explicaciones o informes, constituyen según Ii 
doctrina y la jurisprudencia una fuente propia de interpretación 
( Fallos, tomo 33, pág. 228; tomo 79, pág. 319 y tomo ioo, pági- 
nas 51 y 337)- Y el mismo Superior Tribunal] interpretando e! 
alcance de la disposición citada (art. 8 de la ley 5315) ha de- 
clarado reiteradamente, que los implícitos municipales de cuyo 
pago fueron exoneradas las empresas, no son los provenientes 
de serz-icios comunales de limpieza, afirmados, etc., etc., que 
también deben abonarlos los ferrocarriles. T. 113, pág. 165; 
T. 114, pág. 298. interpretación esta que también debe darse a 
las otras disposiciones que menciona la empresa para fundar su 
excepción. 

Tercero : Que dada la solución que corresponde al presente 
juicio, las costas deben declararse a cargo del vencido de acuer- 
do con lo dispuesto en el art, 52 r del Código de Procedimientos, 

Por estos fundamentos, fallo: rechazando las excepciones 
opuestas a f s. 44 y en su consecuencia, mandando llevar la eje- 
cución adelante hasta hacerse íntegro pago al acreedor del capi- 
tal reclamado, intereses y costas, a cuyo efecto se regula el 
honorario del doctor Xúñez Monasterio en ciento cincuenta 
pesos moneda nacional y el del doctor Edgardo J. Migucz en 
trescientos cincuenta y los derechos procúratenos del señor Salí 
gado en doscientos setenta pesos de igual moneda. Repónganse 
las fojas. — Rodolfo Cnccco. — Ante mí: C, E. Marino» 



ACUERDO DE LA CAMARA 2." 1>E APELACIONES 



En h ciudad de ta Plata a «torce de Mayo de mil nove- 
cientos quince retiñida en acuerdo ordinario la Excma. Cámara 

nttJíH^T i ^í^ ^a Pronimciar ^ a * l«s autos 
del sS ' ■ " á J\ contra ,a *ü Ferrocarril 

del S«d t cobro « procedió a practicar la insaculación prcí- 
1*®* por los articulas ,73 de la Constitución de la provincia y 
303 de, CcKhp de Procedimientos, resultando de ella que en la 
votanun debía observara el orden siguiente: doctores Cortés 
ínzaurraga y Giménez. ' 

La Cámara resolvió plantear las siguientes cuestiones- 
fs fi¿? prOCedentC eI rccl!rso de nu I i(laíI la sentencia dé 

2. Es procedente la excepción de inhabilidad de titulo 
opuesta a ! a ejecución? 

A la primera cuestión el doctor Cortés, dijo: El recurso de 
nulidad contra las sentencias fué suprimido (v*í informe de ta 
comisan redactora del Código de Procedimientos) y «o me.cio- 
namlos, se haya incurrido en omisiones de formas sustanciales 
del juicio, ni en vicios de procedimiento que anulen las actuacio- 
nes, en orden al ait aBi del Código de Procedimientos voto nc- 
gativamente. 

Los doctores Inzaurraga y Giménez, por ! os mismos f.ui- 
aa memos, votaron en igual sentido. 

A Ja segunda cuestión el doctor Cortés, dijo: Estimo, "co.ik> 
2 ™? ! ue£ a m }' Por sus mismos fundamentos legales v 
doctrinarios análogos y concordantes con los que decidieron mi 
voto al respecto en la cansa número 16.157 que, en casos como 
el ou rrentc, «„ puede deducirse la defensa de inhabilidad v 
alelad de htm m no conforman éste a las leves que le 
dan origen < autores y jurisprudencia citados por el inferior) 

Y cornado también con el fallo en recurso en que las leves 
naconales números 3344 y 53-5- exoneran a las empresas fe- 
m* »ar,a tí acogidas a ellas, del pago de todo impuesto nacional 
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provincial o municipal; pero como en la emergencia sub lite el 
cobro que se gestiona «o es <le impuestos municipales, sino de ia 
tasa por concepto cíe servicios de carácter edificio, la exención 
constituida en esas leyes no ampara al ejecutado en este juicio. 

No hay para que repetir lo que está va consignado en nu - 
merosos pronunciamientos judiciales de todos los fueros y ju- 
risdicciones, jurisprudencia que tuvo su origen en et mentado 
caso de la Municipalidad <Ie Córdoba veréis Ferrocarril Cen- 
tral, resuelto por la Suprema Corte de Justicia Nacional, esta- 
Meciendo que las retribuciones de servicios municipales, no 
constituían los impuestos a que la ley 5315 aludía, porque c<tos 
se caracterizaban por su generalidad y aquellos tenían por ras- 
go distintivo su túrticiüaridad, en cuya ocasión el más alto tri- 
bunal de la República, no hizo más que aceptar las opiniones cla- 
ramente expuestas por el miembro informante de la lev, en la 
discusión en la Cámara de Diputados (V. t. i.° pág, 1209 y si- 
guientes, Diario de Sesiones de 1907). 

Suscitados comentarios empeñosos al rededor <le esa apli- 
cación de la ley 5315 y producido algún fallo contrario, el 
asunto fué recientemente llevado de nuevo a la Suprema Corte 
Nacional y esta entidad, como para alejar basta la más remota 
duda, sobre la exactitud de «na primera interpretación, se pro- 
nuncia en el mismo sentido, en decisión repleta de argumentos 
légale* ¡leva atables, (iíórtola y Cía. vf F. C C Argentino, so- 
bre cobro de pavimentos). 

Por tanto y reproduciendo, en orden a lo prevenido por el 
art. 24 del Código <I e Procedimientos, los fundamentos legales 
y doctrinarios, que estimo ajustados a derecho y son las que en 
mi concepto rigen el caso, voto afirmativamente. 

Los doctores Inzaurraga y Giménez por los mismos funda- 
mentos votaron cu igual sentido. 

Con lo que terminó el acto firmando tos señores jueces, — 
Giménez. — Jnzaurratja, — Cortés. — Ante mi : Pedro Piihaide. 



SENTENCIA 



Li PUta,Mi|* 14 dt 19)5. 

Y vistos: Considerando: 

Que es improcedente el recurso de nulidad interpuesto 
(art. 381 <3cl Código de Procedimientos). 

Que es improcedente la excepción opuesta. 
Por tanto desestimándose el recurso de nulidad, se confir- 
ma la sentencia apelada de fs. 67, en cuanto rechaza la excep- 
ción deducida y manda llevar afielante la ejecución, con costas 
al ejecutado; modificándose las regulaciones que contiene, las 
que de acuerdo con la importancia del asunto y la de los tráte- 
los practicados se fijan en doscientos pesos moneda naciona? 
para el doctor Miguenz, doscientos pesos para el procurador 
Salgado y doscientos para el doctor Núñez Monasterio, no re- 
gulándose los honorarios del doctor Berro, por no contener a su 
respecto decisión Ja sentencia recurrida. Con costas. Art. 541 
del Código de Procedimientos. Devuélvase previa reposición por 
el apelante (art. 72, C. de P.). — Felipe Giménez — Alhertj 
Insaurraga. — C. Cortés. — Ante mí : Pedro Dukaide. 

ACLARATORIA 



u Puta, AU70 a di itis. 

Autos y vistos: 

Siendo evidente que al consignarse en el acta de acuerdo 
de fs. 86, voto afirmativo, respecto de ta segunda cuestión 
planteada, se ha incurrido en un simple error material de copii, 
como resulta del contexto de la exposición del señor Vocal doc- 
tor Cortés, que lleva la palabra, a ta que se adhirieron Ioí otros 
dos señores miembros del tribunal y como se expresa en la sen- 
tencia, se corrige dicho error, declarándose que el voto fué en 
sentido negativo (art. 265 del Código de Procedimientos). 
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Y siendo cierto que lo* honorarios del doctor Berro fueron 
regulados a te. 75, en auto ampliatorio de Ja sentencia de fs. 67, 
se regulan ellos en veinte pesos moneda nacional, modificándose 
asi la la regulación de primera instancia y salvándose el error y 
la omisión en que ha incurrido este tribunal en su sentencia de 
fs. 88 (art. 265 Código de Procedimientos), Y devuélvase como 

está ordenado. — Giménez. — Insaurraga. — Cortés. Ante 

mí : Pedro Duhatde. 



FAIXO DE LA CORTE SUPREMA 

ira» Aira, Ocfubrt t 4* ítis. 

Y vistos; Los seguidos por la Municipalidad de la ciudad 
de La Plata contra la empresa del Ferrocarril del Sud, por co- 
bro de pesos, venidos en apelación extraordinaria deducida con- 
tra la sentencia de la Cámara Segunda de Apelaciones de la 
ciudad expresada, de los que resulta: 

t,* Que acreditando la personería legal del caso» el repre- 
sentante de la Municipalidad referida deduce acción ejecutiva 
contra el Ferrocarril del Sud, por falta de pago de impuestos 
municipales correspondientes a los servicios de alumbrado, ba« 
rrido y limpíela (fs. 4 a 5 vta.). 

2." Que librado mandamiento con resultado negativo (fs- 12 
y siguientes) y hecho por ta demandada el depósito en calidad 
de embargo de la suma requerida (fs. 38) se le cito de remate 
(fs. 40 vta.) y al oponer tas excepciones de falsedad e inhabi- 
lidad de titulo (fs. 44) alega no estar obligada al pago de los 
servicios que determina ta demanda, a mérito del privilegio que 
le acuerdan los artículos 8 y 9 de la ley 5315. 

3. Que desestimadas en primera y segunda instancia las 
defensas opuestas, (fs. 67 y 86) la empresa demandada interpo- 
ne el recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48 ( f s. 92) por 
considerar que la sentencia recurrida ha decidido en contra del 
privilegio que entiende te acuerdan las leyes 3344 y 5315, re- 
curso que te fué concedido. 
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Y considerando: 

Que la sentencia apelada consagra la interpretación que 
esta Corte ha establecido al aplicar en reiterados fallos la ley 
53*5 (T. i*), pág. 397, y jurisprudencia citada en el mismo) ; 

Que contra e! concepto de las decisiones recordadas se in- 
voca, conío antecedente, las leyes 3896, 4S4Ó, ®m Y 5141.a oh- 
jeto de evidenciar la diversidad de criterio que suscita el texto 
de dichas leyes al compararlo con el de la ley 5315. 

Que sea cual fuere la supuesta correlación que se dice exis- 
tir entre las leyes precedentemente invocadas y la que es mate- 
ria de controversia, ellas no pueden constituir fuente decisiva 
de interpretación de la ley 5315, porque su concepto v alcance 
deriva ante todo de su propio testo corroborado por sus ante 
cedentes directos, .legislativos y adminia rativos (Tomo 114 
pág t tomo 115, pág. 186 ; Diario de Sesiones de la Honora- 
ble Cámara de Diputados, año 1907, pág. 1209; Decretos de 16 
de Diciembre de 1908 y 7 de Septiembre de 1910) y cuya inter- 
pretación judicial no ha podido ser sino restrictiva, de stríctissi- 
mijuris, como dice el segundo considerando de la sentencia de 7 
de Junio de 1910, por cuanto la ley interpretada versa sobn 
pnvileg]os (Tomo 8, pág. 125). 

Que carecen de consistencia legal las observaciones según 
las cuales no puede interpretarse que la empresa demandada al 
acogerse a la ley 5315, ha hecho renuncia implícita de los dere- 
chos que le acordaba su ley contrato, puesto que es a tod^s luces 
endenté, y así resulta de sus ántecedentes originarios, que la 
referida ley 5315 ha tenido por objeto modificar, uniformándolo, 
el régimen fiscal impositivo a que las empresas de ferrocarriles 
estaban sometidas antes de su promulgación, y que en conse- 
cuencia, el acogimiento a dicha ley importa la opción a los be- 
neficios que ella acuerda, con la expresa manifestación de vo 
luntad legalmente requerida ; 

Que los demás fundamentos en que la representación de la 
empresa demandada afianza su defensa han sido analizados en 
numerosas decisiones de este Tribunal, sin que se hayan traído 
en el presente caso nuevos elementos de juicio susceptibles de 
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modificar e] criterio interpretativo aplicado por esta Corte at 
resolver los litigios fundados en las exenciones derivadas del 
art. 8.<* de la ley 5315. 

Que, entretanto» esta Corte ha fijado reiteradamente el 
alcance de la exención comprendida en la referida ley, declaran- 
do que esa exención no comprende las cargas remuneratorias de 
servicios prestados por las municipalidades» que son las que se 
cobran en el juicio de autos; 

Por estas consideraciones y sus fundamentos, se con tirina 
con costas la sentencia apelada, en la parte que ha podido ser 
materia del recurso. Notifíqiiesc original, repóngase el papel y 
devuélvase, 

A. ISkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D, E. Palacio. — 
J. Fjcukroa Alcorta. 



CAUSA CXI 



Ferrocarril Central Argentino en autos con la Dirección Getterai 
de Correos y Telégrafos, sobre multa. Recurso de hecho 

Sumario: I.a Administración de Correos tiene facultad para 
penar con multa <le cien a mil pesos moneda nacional cual- 
quier infracción a lo preseripto en el art. ib de la ley 4930. 
La cuestión de si el recurrente ha procedido o no conforme 
a lo preseripto en esta última disposición legal, o *ea, si los 
despachos telegráficos que motivaron la aplicación tic ía 
mulla eran en código o lenguaje convenido o en cifra se- 
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creta, es un punto de hecho ajeno al recurso extraordinario 
del art 14, ley 48. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN' DEL ST. PROCURADOR GEN' ERAL 

tonos Aire», ftptlcnbrt 3» de HH5, 

Suprema Corte : 

El recurso deducido contra !a sentencia dictada por la 
Excma. Cámara Federal no es procedente, por cuanto dicha 
sentencia se limita a la aplicación de un precepto de la ley 4y3o, 
con arreglo a una cuestión de hecho sometida a su decisión, cual 
era h de si los despachos telegráficos que dieron lugar a estas 
actuaciones estaban o no redactados en lenguaje convenido o en 
cifras secretas. 

La facultad atribuida al Poder Ejecutivo para castigar las 
infracciones a la ley 4930, está establecida en el art. 33 de la 
misma, sin que ptieda restringirse el alcance de dicha disposición, 
por Jo que dispone el art. 6.° de la ley 750, porque esta ley debe 
entenderse derogada por la anterior en cuanto se oponga a sus 
prescripciones. 

Por lo expuesto pido a V. E. se sirva declarar bien denegado 
eí recurso interpuesto. 

Julio Botet. 



TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butnot Airti, Octubre T dt |«I5. 

Autos y vistos : E! recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el representante del Ferrocarril Central Argen- 
tino contra sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la 
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Capital confirmatoria de mu multa impuesta por la Dirección 
General <fc Correos por infracción al art. 10, inciso o* de k Jev 
número 4030. 

Y considerando: 

Que para fundar el recurso del inciso |* art. 14 de la- ley 
numero 48, se alega haberse sostenido por la empresa que la Di- 
rección de Correos y Telégrafos no tenía facultad para impo- 
nerle la multa de que reclama "de acuerdo con el art. 6 ° y otros 
de la ley de Telégrafos y que. por otra parte, al cobrar su tarifa 
había procedido conforme afl art. 10, inciso o.° de la lev de Tari- 
fas Telegráficas", 

Que el art. 6* de la ley de Telégrafos número 750 v lia 
carece de aplicación al caso, especialmente regido por Jos artícu- 
los 10, inciso 9.» de la ley 4930 que prescribe como tarifa de los 
"despachos en código o lenguaje convenido o en cifra secreta, 
cuatro veces el valor de un telegrama simple" y el art. 33 de la. 
misma ley según el cual "cualquiera infracción a lo dispuesto en 
los artículos anteriores, se penará con una multa de cien a mil 
pesos moneda nacional, aplicada por la Administración de Co- 
rreos". 

Que si el recurrente ha procedido o no conforme al art. 10 
inciso 9» de !a ley de tarifas número 4930, o sea 5? los despachos 
que han motivado la aplicación de la multa que se reclama eran 
en código o lenguaje convenido o en cifra secreta, es un punto 
de hecho ajeno a] recurso extraordinario interpuesto. (Fallos, 
tomo 48, pág. 480 ; ton» 97, paginas 3 10 y 403 y otros ) . 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara bien denegado el recurso. 
Repóngase el papel y archívese, devolviéndose los autos principa- 
les con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA ALCORTA. 
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CAUSA CXIÍ 



sabré adqmsiaon de un campo por prescripción trcintc- 
narut. 



Sumano : Un testimonio en que los testigos Aclaran que saben 
y les consta que un campo fué poseído por determinadas 
personas, por mas de treinta años, y que éstas eran conside- 
radas como únicos dueños de aquél, sin dar ra*ón alguna <le 
su dicho, es inhábil para acreditar tal hecho. 

2.° La prueba de la posesión de una tierra, emergente de 
«na mensura aprobada administrativamente con la adquies- 
ocncia del que se pretende ocupante y que demuestra tuc el 
demandado (gobierno) conservaba la posesión v propiedad 
de aquella, no puede ser desvirtuada en su alcance y en sus 
efectos por declaraciones de testigos. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Bimidi Aires, Gctubr* 14 d« ttlV 

Y vistos, en lo substancial resulta : 

Que don Aquíles M. Guglialmelíí, con poder de don Agustín 
demanda a Ia Provincia de Entre Ríos, a fin de oh- 
tener la declaratoria de propiedad de un campo ubicado en dicha 
provincia, adquirido por prescripción treintenaria, con cortas, v 
expone : 

Que en seis de Julio de 1906 y en cuatro de Octubre de 1907 
por escrituras públicas otorgadas ante el escribano de la ciudad 
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de Gualcguaychú, don Asiscto T. Méndez, don Domingo Leyva 
y don Juan Z. Arenas transfirieron a su mandante la propiedad 
de un campo sito en el departamento Gualcguaychú, cuyo domi- 
mo habíanlo adquirido los vendedores por una posesión quieta y 
pacifica, asi corno pública de más de treinta anos, como lo hacen 
constar en ambas escrituras. 

Que entrando m mandante en posesión del inmueble adqui- 
rido cuya posesión !a mantiene hasta el presente y deseando ob- 
tener el título correspondiente por modip de la información su- 
maria supletoria respectiva, se presentó en Febrero 27 de 1908 
al juzgado civil de Gualeguaychú, solicitando se manden prac- 
ticar las diligencias a tal efecto . 

Que el cuatro de Febrero de 1914 se presenta e| agente fiscal 
oponiéndose a la tramitación judicial de la información, entre 
otros motivos, porque el gobierno de Entre Ríos aíega ser propie- 
tario del campo, y después de varias incidencias, llega según ex- 
presa el actor la oportunidad de formalizar la demanda de de- 
claratoria como lo hace ante este tribunal. 

Que el campo cuyo tirulo se reclama está situado en el dis- 
trito de Ceibas del departamento <k Gualcgtiavchú y figura en 
el piano general de las islas de Ibiciiy, bajo el número tres de h 
sección séptima, y en la carta topográfica de la provincia de En- 
tre Ríos bajo el nombre de los cedentes don Juan Z. Arenas, car- 
ta topográfica que fué aprobada por decreto de fecha 30 de 
Abril de 1904, 

Que dicho campo tiene los linderos siguientes: Al norte, 
arroyo de las Pajas o Barrancoso, al sud y oeste, arroyo Sagas- 
hmie Grande y Laguna del Sausal y al oeste con el arroyo Mar- 
tínez, formando una superficie de tres mil hectáreas más o 
menos. 

Que la ocupación de su mandante como dueño es un hecho 
público, como fué la de sus antecesores que ocuparon los aJbar- 
dones y los esteros, poblándolo con animales vacunos, constru- 
yendo poblaciones que aún se conservan y como actos de pose- 
sión tranquila hicieron plantaciones cuyo desarrollo actual prue- 
ba de una manera que es inequívoca y de un modo fehaciente h 

■ 
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íar^pcrinanertóa en la posesión y cuál ha sido el ánimo, o sea 
el poseer como dueño, siendo siempre considerados como propíc- 
ü tn T * ***** « 105 ^ «diales condes. 

^rT^ PQr ** «*" ahora pretende 

disentir un derecho para su mandante indiscutible 

Que en mérito de taáes antecedentes y disposición, legales 
que invoca, p,de se resuelva como lo ha solicitado ante,. 

*. , I r0 ? lt f flH , b jüris<íícd ^ originaria del tribunal y corrido 
traslado de la demanda, el apoderado de la provincia ele Entre 
Kio*, don Facundo Chanetón, se presentó exponiendo- 

Q»c a su instituyeme no le consta la pretendida posésidn 
tremtenaria de los enaienantes de Delgado y como el cesionario 
no puede pretender derechos mejores que los de su cederte fe 
««umbe a aquél probar lo que afirma, máxime cuando la pro- 
vincia considera ese campo como parte de su patrimonio ¡& 
hallarse en su territorio y no haberlo enajenado. 

Que en cuanto a las otras manifestaciones de la demanda, 
debe agregar que es exacto que Delgado, pretendió en ,908 pro- 
ducir m formación con relación a su supuesta posesión ante la 
justicia ordinaria de Entre Rio*, pero no es menos cierto que allí 
no prospero tal pretensión por oposición fiscal y q[ ,e todo lo de- 
mas que se agrega lo desconoce su mandante. 

Que por otra parte debe tenerse presente que en el campo no 
existen alambrados que delimiten o precisen hasta donde llega Ja 
tenencia que Delgado se atribuye y que esto evidencia la impo- 
sibilidad de admitir una posesión en la que no podría decide le 
es lo que posee. 

Que respecto al hecho de que el nombre de algunos de los 
cedente de Delgado haya aparéenlo sobre mapas aprobados por 
el gobierno, debe replicar que ni la aprobación del Poder Ejecu- 
tivo importaría una transmisión de dominio ni tampoco se ha 
encontrado antecedente auténtico oficial que revele que ella se 
haya prestado. 1 

Que en mérito de lo expuesto y principios legajes q-ue invoca 
pide se rechace la demanda con costas. 

Abierta la causa a prueba se ha producido la que expresa el 
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certificado de h, 86, hatbiendo latí sólo el acto* alegado acerca 
de su mérito, 1 binándose autos para tleíinitíva, y 

Considerando: 

Que el expediente agregado seguido ante los tribunales de 
hntre Ríos se encuentra a ís, 126, un dictamen del fiscal de cs~ 
tarto de dicha provincia en el que se hace referencias a documen- 
to* allí existentes, en los Amientes términos : "En efecto: el tres 
j¡ f AI ' ri! <leI el señor Fermín Arazandi con poder en 

" forma <le don Juan l. Arenas se presentó al Poder Ejecutivo 
" solicitando comprar un campo fiscal anegadizo, situado en el 
" distrito Ceibas del departamento de Gualeguaychú, según 
" consta <lel libro de entradas al folio 41 a cargo de la escriljanía 
" de gobierno; y previas las formalidades del caso, se nombró al 
" perito señor Daniel Médus, para que practicara Ja mensura, 
' con !a expresa declaración de que ese acto no importaba reco- 
nocerle ningún derecho al solicitante, medición que presentó 
■ «I Irrito en noviembre del mismo año 1894, teniendo el te- 
" rreno una superficie de dos mil setecientas veinticinco hectá- 
reas y cuarenta y una áreas, expediente que fué retirado del 
Departamento de Obras ÍYiblicas por el señor Aranzandi 
' apoderarlo de Arenas, en Septiembre del año 1895 sin haberlo 
" devuelto hasta la fecha. En ese estado el asunto, la oficina 
'* técnica, con fecha 18 de octubre de 1907, dió cuenta de lo 
' ocurrido con remisión de la mensura que practicó el perito se- 
" ñor Méíkts: y el diez y nueve de Diciembre del mismo año 
" resolvió e! Excmo. Gobierno dejar sin efecto la solicitud de 
" c °mf>ra que hizo don Juan Z. Arenas, pues había abandonado 
" su gestión durante un lapso de tiempo que excedía el término 
; t,e 1"° 02013 el art - 3i de la ley general de Tierras, aprobar 
" la meilición administrativa y vender en subasta al bien raíz, 
' como lo acredita el expediente caratulado Felipe Ortega Bel- 
" grano sobre compra de tierra fiscal (fe. z a 12)/' 

Que esas y otras afirmaciones del expresado dictamen no 
pueden en general ser apreciaos por esta Corte porque no han 
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skb aducidas en la contestac.ón a la demanda ni |, a producido 

h provea demanda prueba alguna en «ta cau.a ^ 

*w . r ° bsta,lte ' >' esHmad * «1 l>^ito tan sólo por los 

3m/SS MI' €XtrCm ° S « articulo 

' t S™^& íaS nombrada, a ís. 24, a cuyo 

°T ,nte ™ ri ° 5 —-Ponientes a tía £ 
de ellos, bajo Jas letras A y B ( ís, 40 v 57) 

lío C^vri 12^ T n W <,Cl ' ,;¡mCr f * enad « r ^ 

e t ; 7" Za ' Vi,lar - v Siíít " V -'a) ** 

a efirT " * el campo de 

i ct I t "1 a:,mK> * dl,eñ ° inditan en « Aclaración 

acto alguno que de manera especia! fe hiciera presumir 

<>e los demás testigos que lian declarado al contestar los 
mterrogator^ „ ic cn ^ sabcil v consía - gg 

^ fue poseído por don Juan Z. Arena, y don Domingo Leyva, 
. Por mas de tremía «1,*, siendo considerados como únicos due- 
ños del nnsmo . sin dar razón alguna de su dicho de.de que 

™ n permita tener S¡¡ 

acreditado ese extremo, pues no es bastante decir que saben y Ies 
con* a . la vercfet de tal o cual hecho, si el testigo no expresa como 
lo sabe o el fundamento de su afirmación a fin de que pueda sor 
debKlamente apreciado por el juez en su verdadero valor con- 
forme a las reglas de la sana critica. (Art 204, lev de procedi- 
mientos civtles para la Capital, aplicable en lo fede'ral ) 

«ni?"; "° CS S " ficiente P° r **** general ocupar un campo v 
explotado en su provecho, para inducir necesariamente que e'l 
que Jo hace tenga ánimo de dueño, porque tales acto, son comu- 
nes a otras causas de ocupación, cultivo, explotación, etc., máxi- 
me cuando en el caso, Delgado no mdica un solo hecho, ta! como 
«na mensura judicial de sus cadente., o pago de contribuciones 
y de Leyv7 Jame ' ^ dBmuwtre claramc nte el ánimo de Arenas 

Qne con arreglo a lo dispuesto en el art. 201 de Ta ley de 
procedimientos antes citada, el testimonio en tales condiciones e. 
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inhábil para acreditar el extremo que se pretende. Tomo «Li 
Pág "3i;85,págr. 121. 

Que aunque así uo fuera y aún prescindiendo de las consi- 
deraciones antes expuestas, debe tenerle en cuenta principalmen- 
te para apreciar esta causa que la mensura practicada por el pe- 
rito Daniel Médus el año 1894, y administrativamente aprobada 
en 1897, ( fs. 80 y 81 ) sin observación alguna de parte de Arenas 
y Ley va y por el contrario con su aquiescencia manifestada en 
autos, -demuestra suficientemente que el gobierno de Entre Ríos 
conservaba la posesión y propiedad del campo de la referencia en 
dicha época, porque no se explica de otra manera que ello se hu- 
biese ejecutado ei, tal forma, tratándose de una finca particular, 
y este antecedente que consta en documentos públicos, como es 
el plano agregado por la oficina topográfica, no puede ser des- 
virtuado en su alcance y en sus efectos por declaraciones de tes- 
tigos acerca de la posesión de aquéllos, cualesquiera que sea el 
valor que se pretenda asignarles. 

Que en otro orden de consideraciones y aunque dicha ope- 
ración hubiese sido practicada por mandato de Arenas y presen- 
tada al Gobierno a los fines que tan vagamente expresa el infor- 
me de fs, 81. .seria ese el primer acto en que dicho Arenas, ma- 
nifestaba su ánimo de dueño, en presencia de su legitimo propie- 
tario y sólo desde entonces jxxlria correr un tiempo hábil para la 
prescripción contra el gobierno de Entre Ríos. 

Que habiéndose verificado aquel acto en 1894 y siendo ta 
cesión de Arenas y Leyva a Delgado en 1906 y 1907 (fs. 1 expe- 
diente agregado) no ha transcurrido el tiempo necesario para la 
prescripción adquisitiva de treinta años. 

Que por idénticos motivos debe ser igualmente estimada in- 
eficaz, la circunstancia de haber el Poder Ejecutivo de la pro- 
vincia, prestado su aprobación a un plano topográfico de la mis- 
ma en el que figura Arenas como propietario de la suerte de tie- 
rra que persigue Delgado y al que se refiere el ya recordado in- 
forme de fs. 81, porque tal acto se remonta al año 1904 muy 
posterior a la mensura de Médus, siéndole aplieabíe la considera- 
ción precedentemente expuesta. 
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. . ^ 1 dk> '. no * hacc lu S*' » la demanda entablada sin espc- 
«otiíiquese original y repuestos Jos sellos archívese. 



A. Bermejo. — Nicanor G. ueu 
Solar, — D, E. Palacio. — 

J. FlGUEROA ALCORTA. 



CAUSA CXI ir 

Don Fortunato francisco Deroto contra la Universidad Na- 
cional de la Plata, sobre cobro de pesos 

Sumario: fcyjj de nil|idad ¿ ¡íroc<fdc tfatándosfi ^ 

extraordinario autorizado por el art. 14 ley 48 y ó.» ley 4055. 

A° Los tribunales federales son incompetentes para cono 
cer de una demanda entablada contra la Nación, por cobro 
de sueldos, sm la autorización previa del Congreso. 
Caso: El doctor Fortunato Francisco Devoto se presentó ante el 
juez federal de La Plata, promoviendo demanda contra la 
Universidad de esa ciudad, por cobro de pesos provenientes 
de sueldos devengados en su carácter de Director interino 
del Observatorio Astronómico dependiente de dicfia Univer- 
sidad; los que no Je fueron liquidados, abonándosele sola- 
mente los del profesorado. 

Substanciada la causa, el juez hito lugar a Ta acción, de- 
clarando que la Universidad Nacional de La Plata debía al 
doctor Fortunato F. Devoto los sueldos de director interino 
del Observatorio desde el primero de Abril de mil novecien- 
tos diei, hasta el seis de Junio de mil novecientos once, de, 
«lucidos los sueldos que el actor hubiere percibido como as- 
trónomo durante el mismo tiempo; lo que debía ser deter- 
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minado por arbitros y condenando a dicha Universidad a 
su pago dentro de los diez días de fijado por los arbitros el 
precio total, con más las costas del juicio, 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL Dfi APELACIONES 

UFUU, Atoll I»*»». 

Vistos y considerando: 
Que el doctor Devoto, ante el juez de sección de esta ciudad 
demanda una suma de dinero a la Universidad Nacional de La 
Plata, por haber desempeñado interinamente las funciones de di- 
rector de] Observatorio Astronómico, reclamación que ha hecho 
administrativamente ante la misma, sin que hasta la fecha haya 
sido resuelta, siendo así que el reclamo procede por tratarse de 
una locación de servicios contratada con la Universidad, persona 
jurídica capaz de ser demandada por acciones civiles y suscep- 
tible de ser ejecutada en eus bienes. 

Que como se ve, el demandante reclama en su calidad de 
ex empleado y por lo tanto su relación jurídica con la Universi- 
dad, "es «na relación de derecho administrativo y no una mera 
locación civil de servicios", como equivocadamente asevera el 
doctor Devoto y lo supone también la semencia apelada. (Su- 
prema Corte, volumen 22, pág. 37), 

"En general", lia dicho la Suprema Corte de Justicia Nacio- 
nal, "el nombramiento de empleados administrativos, la conser- 
vación de sus empleados y su jubilación, son materias ajenas al 
derecho común y no constituyen un contrato entre la Nación y 
dkhoa empleados" (Volumen 99, pág. 135. Suprema Corte). 

Que no es dudoso que, el doctor Devoto, en el caso sub 
litem debe ser considerado empleado administrativo de la Na- 
ción, con investidura oficial acordada por la Universidad, insti- 
tuto dependiente del Ministerio de Justicia e Instrucción Pública, 
como reía literalmente el convenio fecha 12 de Agosto de 1905! 
que creó la Universidad NacionaJ de La Plata, aprobado por la 
ley especial del Congreso, número 4699, y cuyos "estatutos, re- 
glamento* y presupuesto anual de todas su* facultades docentes, 
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deben ser elevados para su aprobación y conocimiento al Poder 
Ejecutivo de la Nación" (art 22 de la ley convenio). 

Que no es dudoso asimismo, que, según el art. 3 de la ley 
4fi99 t el organismo de la Universidad Nacional de La Plata 
como su mismo nombre lo indica, debe ser considerado como' 
uno de los tantos rodajes de la administración general del país 

"A los efectos, dice ese articulo de la ley de Montepío Civil 
los empleados de la Provincia de Buenos Aires, que con motivo 
del convenio pasaran a depender de la Nación serán considera- 
dos empleados nacionales". 

El presidente, agrega el art. 8.° del convenio, durará tres 
anos y será reelegtble por tres períodos consecutivos. Para el pri- 
mer periodo será nombrado por el Presidente de la República 
con acuerdo del Senado. 

Los primeros profesores de las facultades serán nombrados 
directamente por el Poder Ejecutivo, con arreglo al plan de estu- 
dios y al presupuesto y en lo sucesivo por medio de ternas 
(art. 14). 

<Jue por otra parte la Universidad Nacional de La Plata, tal 
cual ha sido instituida por c| convenio-lev, tiene como persona 
jurídica una capacidad legal limitarla. Puede adquirir biesics v 
admmistrar los que por el convenio se le adjudican, pero no 
puede enajenarlos, ni adquirir otros nuevos a titulo honeroso, sin 
especial consentimiento del Poder Ejecutivo (art. 14), 

Oue es doctrina legal en nuestro país, que la jurisdicción 
contenciosa de los tribunales de la Nación, no procede en causas 
contra ella, cuando el Presidente de la República tía actuado 
como jefe del Poder Ejecutivo, ejerciendo las atribuciones inhe- 
rentes al alto cargo de Administrador General del país, con su- 
jeción a la Constitución Nacional y leyes del Congreso, a menos 
que exista la autorización legislativa o que tratándose de causas 
civiles, en las que la Nación haya obrado en su carácter de per- 
sona jurídica, haya procedido la reclamación ante el Poder Eje- 
cutivo» de los derechos controvertidos y su denegación por partí 
de éste, sin cuyos requisitos no podrá darse curso a la demanda 
0«y 395a). 
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De iodo lo expuesto resulta, que el <loctor Devoto, no puede 
accionar judicialmente contra la Universidad Nacional de La 
Plata, vale decir contra la Nación, por pago de los sueldos en 
cuestión que importan "materia ajena al derecho común". 

Por las consideraciones apuntadas, dada la naturaleza v 
propósitos de la demanda, se declara esta improcedente, asi como 
también la jurisdicción asumida por el juez a quo para resolverla. 

Devuélvase para su cumplimiento y reposición. — Maree- 
Uno Escalada. — R. Guido Laiallc. — José Marcó, 



DICTAMEN DEL sr. PROCURADOR GENERAL 

Bhmm AJftt, Julo 13 dt \m. 

Suprema Corte: 

La Universidad de La Plata es una institución dependiente 
del Ministerio de Instrucción Pública, como lo establece et con- 
venio referente a su creación de fecha 12 de Agosto de 1905, 
aprobado por la ley 4690, lo que vale decir, depende del Poder 
Ejecutivo de la Nación. 

En el referido contrato no se acuerrin a! Presidente ni a 
ningún funcionario de la Universidad de La Plata facultades 
para representarla en juicio, ni menos para ejercer actos de dis- 
posición de sus bienes, limitándose solamente sus atribuciones a 
la administración de los bienes ya adquiridos por la adjudicación 
que se le hace en virtud del propio convenio. Tal atribución la 
tiene como persona jurídica, y al mismo tiempo, no es la Uni- 
versidad tina institución autónoma en lo que atañe a los bienes. 
Asimismo, si bien es cierto que las personas jurídicas adquieren 
derechos y contraen obligaciones por medio de los representantes 
legales o estatuarios, verdad es también que, para los actos de tos 
representantes sean legalmente de la persona jurídica que que re- 
presentan, menester es que actúen sin exceder los limites del 
mandato, con arreglo al art. 36 del Código Civil. 

En esc concepto, una demanda relativa al cobro de sueldos 
no puede ser iniciada de manera a hacer concurrir al pleito, por 
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s¡ o por sus representantes a ia Universidad de La Plata nnes 
que a tal efecto carece,, e,to s último, de personería ' 

«, . Y™ ° y j""'*™ 1 ™™ 'I* V. E. (tomo 66, página 

«T».»* P» »). Pido a V. E. se sirva declarar 
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Su»» Alm, ocinb» 14 <U I». 

Vistos y considerand : 
¿ulfSl rCCl,r5 ° Ínter P uesto es el extraordinario de los ar- 
expresa a f s . ¿45, párrafo segundo y fs. 249 vta., tetra C. 
<n* BZ aUR T a J Ínterponer t,icho r « u ™. el apelante exprés, 
aZ i?^ 3 , > * qU * * declare Ia n » ,¡ <^ del fallo y se avo- 
TonW " / COirocÍmiento í,eI I> Ieit <> y ^«nne la sentencia 
de primera ,„sta„c. a en todas sus partes, aplicando los artículos 
«6. *3J y 2$6 de la ley numero 50, es de observarse que tales 

t^T'* ,egíS,an recu ™ no interpuestos y que 

«enan ademas .«procedentes, porque la tercera instancia ordiL 
na solo corresponde en los casos del art. 3 ley 4055 

Que la nulidad no está comprendida en el recurso extraordi- 

TillT ° *"* h * dÍ9poSÍCÍon€5 ***** citadas en el con- 
siderando primero, según lo reiteradamente resuelto (Fallos 

otrosí ^ t0m ° PágÍnaS 20 101,10 n8 ' W* 

une a ^ IaCU>n extraottHnaria Ia el recurrente en 

que la sentenc.a mega a su parte los derechos amparados por 
leyes del Congreso, como son la de Presupuesto y la de creactó* 
de la «verdad X aciolraI de La PlaUj ^É^te^ 
en la demanda, 110 menos que por la violación de las garantías 
constituco^ales, artículos i 7 y 18 Constitución Nacional 
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Que el fallo de que se trata no deniega derecho alguno que 
se haya fundado en Ta ley de presupuesto o de establecimiento 
tic !a Universidad, limitándose a resolver: 

a) Que siendo la Universidad una dependencia del Minis- 
terio de Instrucción Publica, con arreglo al art. 3.° del convenio 
cutre la Nació» y la provincia de Buenos Aires, aprobado por la 
ley ~00f el cobro de sueldos del personal no está regido por los 
principios del derecho común. (Fallos, tomo 99, pág. 309). 

h ) Que en tal concepto la demanda debió dirigirse contra 
el Gobierno Nacional con la autorización previa del Congreso, 
sin cuyo requisito los tribunales federales son incompetentes. 

Que en cuanto a los artículos 17 y 18 de la Constitución es 
de notarse que lian sido invocados por vez primera al interponer 
el recurso, es decir, extemporáneamente, según lo reiteradamente 
resuelto. 

Kn mérito de lo expuesto, fundamentos concordantes y con- 
forme con lo pedido por el señor Procurador General, se confir- 
ma la sentencia apelada en la parte que ha podido ser materia 
del recurso. Notifique se original y devuélvase debiendo reponer- 
se los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta. 



CAUSA CXIV 

Criminal, contra Candió González y otros, por homicidio. 
Competencia negativa 

Sumario : Fundada la incompetencia del juez local, en el carác- 
ter de cónsul de Italia atribuido al procesado, y resultando 
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ÉÉM Í!r, P " ,e *' ""^ mm acre, 

de h c^L ,7 a - » »9«a «1 conocimiento 

en H r ^ "'i 3 P"'"- " » «"«prendida 

«75 ut 7 a 508 r,ninados - - 
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: Lo explican las piezas siguientes: 

4 



ACTO DEL JUEZ DEL cklllEN 

CónfWw, ucutac 9 4eltH. 

Desenipei5a n ,| él procesado Carlos Osvaldo Bruni el cara» 
del ««I «ahano en Canals, Departamento Unión, „„ k ° . 
rre^onde a la just.ca ordinaria entender en este j. ¡rio por la 
ra»n ,,.d,cada y estar regido por las leves nacional y traTa los 

Tal die^f ' 0m,a ' deSempeñ ° y W«Wg*tt». & <l«e go- 
aar. d«ho, f U ne»nar,os, por lo q„e .1 infrascripto, resuelve: se- 
parara del conocmnento de esta causa debiendo ser remitida a! 



Bell VJJlt, junto 3 de I0JS, 

^í^feÉ^ telc * r T. q,,e amccede ' dc s - E - cI ^ 

AWtro de Relacones y Culto, qu e el señor Carlos Osvaldo 
Bruni no forma parte del cuerpo consular italiano, acreditado 
ante eí país; que tampoco ha revestido ese carácter en la época 

üersJ Sí T¡ « UeC ^ ^ m ° tíVÓ Cste P™™> «™> S 
verse en los boletmes del cuerpo consular, del mismo Ministerio, 

correspondientes al 3 y 4 • trimestre de 1913 y *l , ií 2 . v * 

fl" «L?! 4; ^V" consecl,encia "° la causal invocada por 
el «ñor juez del crimen para desentenderse del conocimiento de 



esta causa ; que, por otra parte, la naturaleza del delito, la calidad 
de tas personas y sitio donde aquél se ha perpetrado excluyen la 
competencia de la justicia federal para entender en ella. (Ar- 
ticulo 5 », ley 27 y artículos 2 • y 3 • ley 48) . 

Por lo expuesto y de conformidad a lo dictaminado por el 
Procurador Fiscal, declárase la incompetencia de este juzgado 
para conocer en el proceso de que se trata, el que será devuelto al 
de su origen con la nota de estilo. — Moyana. 



DICTA M EX DEL Sr. PROC UR ADOR GENERAL 

■■ifBoi Aira, Stptienbre 13 * »IS. 

Suprema Corte : 

El hecho que dió motivo a este proceso tuvo lugar en la ciu- 
dad de Córdoba, y constituyye, printa /arfe/un delito de carácter 
común, lo que determina la competencia de los tribunales tócales 
de aquella jurisdicción, estando excluidos de su conocimiento, 
Tos tribunales federales por no referirse a ninguno de los casos 
enumerados en el art. 3. a de la ley 48. 

La circunstancia que se invoca por el señor juez del crimen 
de la ciudad de Córdoba, para declarar su incoinpetetncia, está 
contradicha por la constancia oficial agregada al expediente, de 
la que resulta que el procesado Carlos Osvaldo Bruni no forma 
parte del cuerpo consular italiano acreditado en la República, no 
pudiendo oponerse a aquella constancia los informes suministra- 
dos por el vicecónsul de Italia, que atribuyen al dicho procesado 
la calidad de agente consular del mismo país, por cuanto, a los 
efectos legales, sólo pueden reputarse investidos de las funcione* 
consulares las personas que hayan sido reconocidas por el go- 
bierno en ese carácter. Así lo entendió esta Corte Suprema en el 
caso que se registra en el tomo 20, pág. 357, requiriendo del Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores un informe acerca de la fun- 
ción consular que se había invocado por una de las partes. 

En atención a lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar 
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^pétente para conocer de la acción criminal de que se trata al 
señor juez deí crimen de la ciudad de Córdoba. 



Julio BotcL 



FALLO D£ LA CORTE SUPJtEUA 

Bucmé AJrw. Octubre 14 fe 1*15. 



\ vistos: los de contienda de competencia negativa entre el 
señor juez federal de Bell Ville Córdoba y el del crimen de la 
misma provincia para conocer en la presente causa criminal se- 
guida contra Cándido González, Zacarías RoUcosky v Carlos 
Osvaldo Bruñí v Justini. ' 

Y considerando: 

. Que el delito de homicidio causado ,x>r el cnvene:iamiento 
de Ja señora juana R. de Delgado, que ha motivado la forma- 
ción de este proceso, resulta coineti.lo en Cañáis, Departamento 
Union, jurisdicción de la provincia de Córdoba, 

Que el conocimiento de esta causa no corresponde a la jus- 
ticia nacional por no estar comprendida en ninguno de los casos 
determinados expresamente por el art 3.° de J a | ey numera 48. 

Que la circunstancia invocada por el señor juez del crimen 
de Córdoba en el auto de fs. 112 para fundar su incompetencia 
con respecto al carácter de cónsul de Italia que atribuve al pro- 
cesado Carlos Osvaldo Bruñí, no concurre en el caso porque en 
el informe de fs. 120 del señor Ministro de Relaciones Exterio- 
res y Culto, se hace constar que el referido procesado, Carlos 
Bruñí, "no forma parte del cuerpo consular italiano acreditado 
en la República". 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara que el señor juez del cri- 
men de Córdoba es ei competente para conocer en la presente- 
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causa, a quien se remitirán los autos, haciéndose saber por ofi- 
cio esta resolución al señor juez federal. Notifíquese original. 

A. BERMÍJO. — NlCANQ* G. «£L 

i Solar. — D. E. Palacio. S¿ 

J. FlGUEKOA ALCOÍTA, 



CAUSA CXV 



Don Rodolfo Bobrih, cónsul general de Alemania* contra don 
Ardan Emir Emin, cónsul general de Turquía, sobre en- 
trega de sellos, libros y demás pertenencias del consulado 
general de Turquía. 

Sumario: Con arreglo al art, 86, inciso 14 4e la Constitución, 
el Poder Ejecutivo Nacional es el único poder autorizado 
legalmente para el reconocimiento de cónsules extranjeros 
y declaraci.ni de haber cesado éstos en sus funciones de 
tales. 

2.* La Corte Suprema es competente para conocer de 
una demanda entablada por un cónsul extranjero, ten- 
diente a obtener del que antes desempeñaba ese cargo, la 
entrega, bajo inventario, de los sellos, libros, fondos, do- 
cumentos, archivos y demás pertenencias del consulado 
(art. 100 y 101 de la Constitución) ; no pudiendo ser con- 
fundidas las gestiones judiciales -dirigidas a este fin, con 
las que versen sobre negocios particulares de un cónsul o 
vicecónsul, a que se refiere el inciso 3 .• del art. 2 - de la 
ley nacional de jurisdicción y competencia de 1863. 

Caja : Lo explican las piezas siguientes : 
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DICTAMRN DEL SF. PROCURADOS GENERAL 

hiMM Alm, Octubre « di » 15. 

Suprema Corte: 

El fallo de V. E. del tomo 10, pág. 334, estableció que las 
injurias inferidas a un cónsul en s« despacho y en ejercicio de 
sus funcones, comprometían las prerrogativas de su carácter 
publico y afectaban la libertad y seguridad en el desempeño de 
su mandato; en tal concepto y respondiendo al principio del 
derecho de gentes, allí citado, de que las funciones de los cónsu- 
les deben ser garantidas por la Nación en que desempeñan sus 
fundones V. E. declaró que procedía la jurisdicción originaría 

Th]ey T tf y * ^ aft " dC ' a C ° nstitución - v art 10 ™™ 4° 

Obsérvase en el caso sub jndke una mercada analogía con 
el que produjo el fallo citado, dado que, el hecho de que un 
consu ocurra a V. E. requeriendo el archivo y documentos de! 
consulado llamado a desempeñar y que otra persona retiene en 
su poder, implica una cuestión que afecta directamente prerro- 
gativas propias a su carácter y función publica y lo que es más 
V desmi P efl ° de su mandato, para lo cual et archivo, sellos v 
documentos que ' reclama, son esenciales. 

Haciendo mérito de tal analogía, de los efectos similares 
que en uno y en otro caso se producen, así como de la jurispru- 
dencia atada, vengo a pedir a V. E. se declare competente para 
conocer originariamente en este asunto, por encuadrar el caso 
dentro de lo prescripto en las disposiciones constitucional v ■ 
legal citadas. 

Jutio Botct. 

FALLO Dg LA CORTE SUPREMA 

1 Aíwt, Oclubi* 16 dt »19. 



Vistos: Don Rodolfo Bobrik, cónsul general del Imperio 
Alemán, encargado de la gerencia del consulado general de Tur- 
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quia en la República, entabla demanda contra el señor Emir 
fcitnn Arslan para que le haga entrega, bajo inventario, de los 
sellos, libros, fondos, documentos, archivos y dcmá* pertenen- 
cias del consulado general de Turquía, fundando la competencia 
originaria de esta Corte en que solicitaba el amparo de este tri- 
bunal para poder ejercer los privilegios y las funciones públicas 
fine le corresponden en el carácter con que ha sido investido 
por el gobierno de Turquía. 

í'roducido el informe de h. 4 respecto al carácter invocado 
por el señor Itobrik se corrió traslado de la demanda el que fué 
contestado por el señor Emid Arslan, exponiendo: 

Que la acción deducida no correspondía ser tramitada ante 
esta Corte Suprema porque no se discuten privilegios y exencio- 
nes de los cónsules en su carácter público. 

Que no es su ánimo plantear utia cuestión previa de com- 
petencia del tribunal, que deja librada al criterio de éste, de tal 
manera que si mantiene su competencia, desde ya quiere dejar 
establecido que no ha sido su ánimo hacer una oposición capri- 
chosa a las solicitaciones del señor cónsul de Alemania sino sim~ 
plemente obtener, como puede obtener ahora, la garantía de la 
intervención judicial que en todo momento pueda librarle de 
cualquier género de responsabilidad en el cargo que ha ejercido 
en esta República como cónsul general de Turquía. 

Que no hace oposición al pedido de la demanda, limitándo- 
se a hacer constar que en sus funciones oficiales dependía ex- 
clusivamente del Gran Visir de Turquía de quien no ha recibido 
comunicación respecto a la cesación de sus funciones, en cuya 
notificación al Gobierno Argentino no se han observado los re- 
glamentos y usos protocolares; terminando por manifestar que 
no provoca ni busca controversias respecto a la entrega de lo» 
objetos que son materia de Ta demanda y que si la Corte se con- 
sidera competente ordene esa entrega, bajo inventario judicial 
que se practicará con las formalidades de estilo. 

Y considerando: 

m 

jt& Que el carácter de encargado de la gerencia del consu- 
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latió general de Turquía en la República invocado por c! de- 
mandante don Rodolfo Bobrik y la cesación del señor Emir 
Arslan en el desempeño de ese cargo, han sido reconocidos por 
el Poder Ejecutivo Nacional, único poder autorizado legalmen- 
te para ello cotí arreglo al art. 86, inciso 14 de la Constitución, 

2» Que, en efecto, el informe de fs. 4 hace constar So si- 
guiente: "con fecha 4 de Mayo último la embajada otomana en 
Washington comunicó al señor embajador argentino en aquel 
país, para que io hiciera saber a nuestro gobierno, que el con su' 
general de Turquía en esta Capital había sido llamado por el 
gobierno turco y que el cónsul de Alemania en ésta quedaba a 
cargo de los intereses turcos. 

"En vista de esta comunicación, el Toder Ejecutivo hizo 
saber a las autoridades nacionales que el consulado general de 
Turquía en esta Capital Federal, quedaba a cargo del señor 
cónsul genera! del Imperio Alemán aquí acreditado por retiro 
de su titular Emir Emin Arslan Bey." 

3 o Que en ese carácter el señor Bobrik reclama la inter- 
vención judicial para obtener del señor Emir Arslan la entrega 
del archivo y demás pertenencias del consulado actualmente a 
su cargo y que estuvo anteriormente al del demandado. 

4." Que esta Corte es competente para conocer originaria- 
nente ele la presente demanda porque ella tiende a asegurar, 
mecíante la ocupación del archivo y pertenencias respectivas, el 
ej -reicio de las funciones oficiales de un cónsul extranjero» lo 
que mteresa directamente al Estado que lo instituyó y que, con 
arreglo a los principios del derecho internacional, se encuentra 
bajo ta garantía de las autoridades de la Nación en que ha sido 
admitido a desempeñar su misión y originariamente a la de esta 
Corte cuando su acción es requerida a los fines expresados, en 
una causa o controversia judicial (artículos 100 y 101 de la 
Constitución). 

5° Que las gestiones judiciales tendientes al fin expresado 
no pueden ser confundidas con las que versen sobre los nego- 
cios, particulares de un cónsul o vicecónsul a que se refiere el 
inciso 3 .• del art. 2." de la ley nacional de jurisdicción v coui- 



tm JUtTlCIA D| W NACIOK 



133 



potencia ile 1863, deferidas al conocimiento de los jugados de 
sección. . ™v- 

0? Que mantenida la competencia originaria de esta Corte 
de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procurador General 
y entrando al fondo del juicio debe tenerse presente que el de- 
mandado tío se opone a la entrega de los objetos que son nía- 
tena de la demanda. 

Por estos fundamentos se resuelve que esta Corte es com- 
petente para conocer de la acción deducida y que el señor Emir 
Arslan debe hacer entrega al señor Rodolfo Bobrik en el térmi- 
no de cinco días, de los sellos, libros, fondos, documentos,' ar- 
chivo y demás pertenencias del consulado general de Turquía 
todo bajo inventario que se practicará con intervención del «iter 
interino de esta Corte don Arturo Pons. Repóngase el papel y 
areftivesc. 

A. BmiE.ro. — Nicanor G. del 
Solas. — D. E. Palacio. — 
J. Figueroa Alcor ta. 
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Ferrocarril Central Argentino, c n autos con don Antonio Ma- 
rina, por expropiación,- incidente sobre escrituración Re 
curso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario autorizado por 
el art 14, ley 48, contra una sentencia que, fundándole en 
preceptos del derecho común, dispone que de conformidad 
con la sentencia pasada en autoridad de cosa futrada re- 



e»¡da en el juicio de expropiación, se extienda la corresoon 
JET""" * * *— - de ££Z 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

»■•■©■ AUn, Julo 25 tft 1915. 

Suprema Corte: 

* " «WfccK. , Bombante 
anl^i ,^ eXtender h de venta respectiva ha 

aplicado exclusivamente disposiciones de la lev civil Wt£ V 
taya puesto ,„ cuestión Ciusnla alguna d. ta sR*T2S 

Su. ZJ2*jr t* 1 favor dei r «™ « ¿S 

que haya s .do desconocido por la resolución apelada 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bmj»» Airtt, Octubre 19 <i« my 

da in^eL^e^erZTri^r: T'^ ,,CTOea - 

Sffi 7 CSCfÍ,nradón P»—^ en el juicio d cx pl ¿ 
piacion seguido contra don Antonio Morino. 

i Y considerando: 

la ¿Jritaátfrf^ h !?" nCÍa de <*P">P¡*¡°" r ordenada 
la escntnracion del famoAle, la empresa expropiante alega míe 
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tío estaba obligada a aceptar títulos que eran defectuosos y que 
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 5f 8 y 14 de la ley 
de exprop,ación es al propietario al que hay que abonar «1 pre- 
cio y que es el dueño el que está obligado a recibir lo que resulte 
del juicio de expropiación. 

Que como consta en los testimonios remitidos por vía de 
informe, la sentencia apelada se funda en hechos v principios 
del derecho común, que son ajenos al recurso exíraordinario 
interpuesto, según el art. 15 de la ley número 48. 

Que los artículos de la ley de expropiación que se citan no 
consagran derechos del expropiante que íc hayan sido descono- 
cidos por la resolución apelada. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General no se hace lugar a la queja deducida. 
Repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta. 
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ferrocarril del Sud, en autos con don Mario Forza, sobre 
indemnización de daños y perjuicios. Recurso de hecho 

imario : No procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48, fundado en el art. 195 del reglamento de ferrocarriles, 
contra uña sentencia, que, declarando no probados el ma- 
yor valor atribuido a una encomienda extraviada ni lo* 
perjuicios qu c se dicen causados, limita la indemnización 
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por esc extravío a la que determina la referida disposición 
reglamentaria. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR CE N" ERAL 

Bmmw AIím, Mtjo Jl dt l«5. 

Suprema Corte: 

La sentencia recurrida no contraría la validez de un dere- 
cho fundado en una ley nacional, lo que alega el recurrente, sino 
que por ei contrario lo reconoce al aplicar la ley 2873 en su ar- 
t.cuk> 195 ajustándose en la imposición df la multa 1 la Empre- 
sa del Ferrocarril del Sud al monto que fija esa disnosición 
legal. 1 

Y si bien és cierto que la decisión apelada condena al mis- 
mo recurrente al pago de una indemnización por los perjuicios 
sufndos con la pérdida del bulto de que se trata, esa condena- 
con emana de disposiciones del Código Civil cuya aplicación 
como toda otra legislación común está excluida del recurso pre- 
visto en el art. 14 de la ley 48, con arreglo al art. 15 de la misma. 

£1 recurso que se deduce no encuadra, pues, en el inciso 3 \ 
art. 14 de la ley 48, en que lo funda el recurrente. 

Por Jo expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 97, pá- 
gina 287; tomo m pág. 43 6; tomo .19, pág. ,,4), pido a 
e sirva bien denegado el recurso interpuesto. 

Julio Botct. 

FAELO DE LA CORTE SUPREMA 

B««t Airas, OctHbrt 31 ét NU. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por elación dene-a- 
da interpuesto por la empresa del Ferrocarril u,¡ Sud contra 
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sentencia det juez de W instancia en tumo de la Ciudad de tá 
Plata en el juicio seguido por don Mario Forza sobre devolu- 
ción de una encomienda e indemnización de daños y perjuicios, 

Y considerando: 

Que para fundar el recurso previsto en el art. 14, inciso 3, 
de a ley numero 48, se alega por la empresa que Ta sentencia 
apelada ha desconocido el privilegio qu« ella ha fundado en ta 
ley general de ferrocarriles, especialmente en el art. 195 del re- 
glamento de la misma. 

Que como consta en los autos remitidos por vía de informe 
la empresa ha planteado ra litis en las dos instancias ordinarias 
subordinando su obligación respecto al valor de la encomienda 
extraviada como el de los perjuicios derivados del extravio, a 
la prueba que el actor produjera con relación a uno y otro ca- 
pitulo de la demanda. ' 

Que en efecto, ante el juzgado de pa* la empresa hace 
constar lo siguiente que reproduce ante el juzgado de 1.» ins- 
tancia: "El actor estima en doscientos veinte pesos moneda na- 
cional el valor del bulto perdido y los objetos que se dice con- 
tema, suma que reclama del Ferrocarril del Sud, con más la de 
setecientos ochenta pesos moneda nacional legal como indemni- 
zación de los daños y perjuicios que le origina la falta de en- 
trega de dicho baúl". Y es claro que para que tal pretensión - 
arbitraria y sin fundamento — pudiera prosperar incumbía al 
actor, ante la obligación con que lo gravan las disjxjsicioncs le- 
gales pertinentes, acreditar tanto el mavor valor que a! bulto 
extraviado atribuye la demanda, cuanto ¡a existencia de los da- 
nos y perjuicios reclamados" (h. 24 v ta.. *6, 40 vta., 41 y 
42 vta. de los autos remitidos por via de informe). 

Que la sentencia apelada no ha desconocido el privilegio 
que la empresa ha fundado en el art. 195 del reglamento de fe- 
rrocarnles, dado que, por aplicación del mismo, declarando no 
probado el mayor valor del baúl limita la indemnización por ese 
concepto a la que aquél determina, o sea veinticinco pesos. 
Que la indemnización de los perjuicios y daños derivados 
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de la falta de entrega de la encomienda, subordinada en el plei- 
to a la prueba correspondiente, y que la sentencia ha fundadu 
S* c! art det Código Civil como cuestión de hecho y de 
derecho común es extraña al recurso extraordinario denegado, 
según lo dispuesto en el art. 15 de la ley número 48 y lo re- 
suelto en casos análogos. (Fallos, tomo 109, pág. 114). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expuesto 
y pedido por el señor Procurador General, se declara no liabt:; 
lugar al recurso. Repuesto el papel archívese v devuélvanse los 
autos principales con testimonio de esta resolución. 

Á- Bermejo. — D. E. Palacio.— 

J. FlGUEBOA ALCOKTA. 



CAUSA CX VI II 



Don Juan GuUlon B¡rd % contra don José M. Usandivaras, por 
cobro de pesos; sobre competencia 



una 



Sumario 1 La competencia deí juez para el conocimiento de 
causa, es de orden público, y un requisito general y com- 
prensivo de todos los juicios; pudiendo ponerse en cue> 
tian, también en el juicio ejecutiva y esto aún cuando sir- 
va de base a la ejecución un pagaré regido por los artículos 
676, 740 y 741 del Código de Comercio. 

2 *° Cor apande a la justicia federal el conocimiento de 
un juicio ejecutivo entablado por un vecino de la capital 
contra otro de Mendoza. 
3. Ko procede la condenación en costas en un caso en 
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que Ta sentencia de la Corte Suprema revoca la apelada por 
via del recurso extraordinario del art 14, ley 48, 

4. Xo procede el recurso de revisión contra sentencia 
de Ja Corte Suprema pronunciada en causa llevada a su 
conocimiento por vía del recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 48. 

Caso: Ante el jutz de comercio de esta Capital se presentó el 
señor Juan Guülón Bird demandando al señor José M. 
Lsandivaras por cobro ejecutivo de pesos. Opuesta por el 
demandado, entre otras la excepción de incompetencia de 
jurisdicción, por encontrarse domiciliado él en Mendoza 
y el demandante en esta Capital, y correspondería por lo 
tanto, el fuero federal en razón de la distinta vecindad, fué 
rechazada ordenándose ¡levar adelante la ejecución. 
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En Duchos Aires, a cuatro de Mayo de mil novecientos 
<1 niñee, reunidos los señores vocales en ía Sala de Acuerdos y 
traídos para conocer los autos seguidos por don Juan Guillón 
Itird contra José M. Usandivaras, por cobro de pesos, se practi- 
có la insaculación que ordena el art. 256 del Código de Procedi- 
mientos, resultando de ella (me debían votar en el orden si- 
guiente: Doctores Castillo, Casares, Esteves. 

Estudiados los autos la Cámara planteó las siguientes cues- 
tiones a resolver: 

¿Es justa ía sentencia apelada? 

El doctor Castillo, dijo: El ejecutado opuso las excepcio- 
nes de incompetencia de jurisdicción, falsedad e inhabilidad de 
titulo y la falta de personalidad en el ejecutante. 

Fundó la primera excepción sosteniendo que él se halla do- 
miciliado en la provincia de Mendoza y por consiguiente que el 
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ejecutante debió ocurrir a esa jurisdicción o a la justicia fede- 
ral por raaon de chstínto domicilio de las partes que litigan 

Aunque el hecho sea exacto, como debe ser considerado, 
dado la forma en que ha sido contestado el traslado por él eje- 
cutante - en lo relativo a este punto - la excepción rio proce- 
de, sm embargo, por ninguno de los conceptos expresados, » 
que el pagare ha sido firmado en esta Capital, según la leve m 
de su encabezamiento y porque el art. 606 del Código dé Co- 
mercio, aplicable en virtud de lo dispuesto por el art. 74, del 
mismo código, establece, que si la letra no lleva lugar desdado 
para el pago, se entiende pagadera en el lugar donde ha sido 
firmada. La indicación de domicilio hecha en el pagará snrte 
efecto tan solo para el protesto (art. 7 rC> del Código dé Cu- 
memo). 

Con arreglo a esa prescripción legal debe estimarse míe el 
ejecutado se ha sometido a esta jurisdicción al firmar en e-la 
Capital et documento de la referencia, puesto que no se ha de- 
signarlo otro lugar para el pago de su obligación v toda vez que 
la jurisdicción competente, candó se trata de acciones perso- 
nales, es la del lugar convenido para el cumplimiento de ta olili- 
gacHin (art, 4." inciso 4, 1 * parte). 

Fundó, el ejecutarlo, las excepciones de falsedad e inhabi- 
lidad de titulo cu la falta de causa de la obligación; pero ésta 
no ha podido ser opuesta a| endosatario v actual tenedor del 
pagare (art. 212 del Código de Comercio ) puesto que no se ha 
atenido ni probado, .H>r consiguiente, que sea fin tenedor de 
mala fe. 

La exección de falta de personalidad ha sido derivada del 
hecho de no constar en el documento que el endoso hava sitio 
hecho por la sociedad o por algún representante legaj de la 
misma. Sm cml*irgo, la firma del primer endosante ha sirio 
precedida del nombre de la Sociedad, indicando, de ese modo 
en la forma usual, la representación de la misma. Si la firma 
<> la representación invocada fueran falsas, el ejecutado debió 
impugnar el endoso, por esa causa, y no lo ha impugnado ni h t 
producido prueba en tal sentido. 
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Por ello y porque no se ha expresado agravio del recurso de 
'"ícrpuesto, ni existe vicio alguno en el pronunciamien- 
to apelado, vo to porgue se rechace diclia nulidad y porque se 
confirme la sentencia. 

Por análogas razo:ie* los doctores Casares y Esteves, se 
adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó este acuerdo que firmaron los señorea 
vocales doctores Castillo, Esteres, Casares. - Ante mi: Atfrc- 
do FpM 

Es copia del original <pie corre d fs. 485 del libro 22 C. de 
Acuerdo* Comerciales. — Alfredo Fox. 



SENTENCIA 

■ 

8««o« Aiit», Maro 4 it 1915. 

Y vistos : Por el mérito que ofrece el acuerdo que procede, 
se conhrma con costas la sentencia apelada de fs. sesenta, con- 
firmándose también las regulaciones de hotioraiios que contie- 
ne. Se fijan en quince pesos moneda nacional los derechos pro- 
cúratenos de Pellet por sus trabajos en esta instancia. Repón- 
ganse las fojas y devuélvanse. — Ramón S. Castillo. — Miguel 
Esteres. — Angel M. Casares. — Ante mi: Alfredo *te 

KAf.U> DE EA COJITE SL PRKMA 

Binot Afra, Oetubn 21 4c itis. 

Y vistos : El recurso deducido contra la sentencia de fs 71 
pronunciada por la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de 
esta Capital, en ios presentes autos seguidos por don Juan Gui- 
ñón Bird contra don José M. Usandivaras por cobro ejecutivo 
de pesos 

Y considerando: 
Que en el pleito se ha discuttido la competencia de la jus- 
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ticia federa! para conocer en la presente causa sostenida por 
tina de las partes, invocando el inciso del art. 2 de la ley 48 
en cuyo caso es procedente el recurso extraordinario interpues- 
to y concedió para ante esta Corte con arreglo a lo establecido 
por el art. 14 de la citada ley y to resucito en reiterados casos 

Uue la competencia del juez para el conocimiento tic una 
causa es de orden público y un requisito general y comprensivo 
de todos los juicios, siendo así cierto, que puede ponerse en 
cuestión esa competencia también en el juicio ejecutivo como en 
cuainnter otro, mediante la deducción de la respectiva excepción 
fFal^s, tomos 88, pág. 368; 89, pág. 136 y 90 pág. M2 ). 

Que no obsta a esta conclusión, la circunstancia de fundar- 
se la demanda ejecutiva de q UC se trata en este juicio, en un 
pagare regido por los artículos 676, 740 y 741 del Código de 
Comercio, pues, el primero de dichos artículos, al mencionar 
las excepciones que pueden oponerse, sólo se refiere a las peren- 
torias y no a !a que tiene por objeto fijar, como en el ca<o suh 
índice, la jurisdicción del juez que ha de conocer en la causa 
porque s,n ella no puede haber juicio válido, como lo tiene re- 
suelto la jimsprudcncia de esta Corte en repetidos fallos pro- 
mmciado* en causas análogas. Fallos citados. 

Q«e según resulta de autos, la demanda ejecutiva por el 
cobro del pagaré de fs. t, se ha deducido por un vecino de esta 
Cap,tal contra otro de Mendoza que íe dice m deudor, en cuvo 
caso, la jurisdicción federal es la competente para conocer en 
ella, con arreglo a lo dispuesto en ei inciso 2.', art 2.* de la lev 
de 14 de Septiembre de 1863, en cuya disposición se compren- 
den no so!o las causas civiles sino también las comerciales. Fa- 
llos, tomo 34, pág. 26$. 

Por ello, se revoca la sentencia apelada de fs. 71 decla- 
rándose que el conocimiento de esta causa corresponde a la jus- 
ticia federal. Kotifiqucse original y devuélvanse, reponiéndose 
las fojas ante el inferior. 

N'icanok G. dku Sol .ah. _ \x E. 
Puacio, — J. FrcuEROA Ai- 
cok ta. 
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Al pedido de aclaratoria hecho por la demanda, con respec- 
to a las costas, el tribunal dictó la siguiente resolución: 

Bucnw Aint. Octubra 36 4c »Í9. 

Atento la naturaleza del recurso y no tratándose de un caso 
de los previstos en el art, 2 74 del Código de Procedimientos de 
la Capital, supletorio de la ley número 50, no ha lugar a lo so- 
licitado. 

Nicanor O. dkl Solar. — D. E. 
Palacio. — J. Fioieroa 

ALCORTA. 

■ 

El actor dedujo recurso de revisión de la sentencia de esta 
Corte fundado en que e! tribunal en fallos anteriores habia re- 
su lto fjttc el recurso extraordinario no procedía en juicios eje- 
cutas po, lo que aquel pronunciamiento importaba un error. 
El tribunal resolvió: 

SutMi Aires, Noviembre 4 4« ]|is. 

Autos, vistos y considerando: 

Que la sentencia protnmciafla por esta Corte a fs 91 co- 
nociendo del recurso extraordinario concedido a fs. 76, s c ha 
¡imitado a establecer la competencia de la justicia federa! en el 
juicio, conforme a lo resuelto en casos análogos. 

Que esta sentencia no se encuentra comprendida en ningu- 
no de los casos q lIC haga procedente el recurso de revisión con 
arreglo a lo dispuesto por la ley nacional de procedimiento* en 
sus artículos 232 y 241. Fallos, tomo 66, pág. 322; tomo 37, pá- 
gina 92 y tomo 91, pág. f 6o. 

Por ello no ha lugar a lo solicitado. 

Nicanor G. dicl Solar. _ D. E. 
Palacio. — }. Ficueroa Al 
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r S<W<*¿ Agustín Bnciso y Cía., c entra el gobierno de la 
provincia de Córdoba, sobre jactancia 

Sumario : La declaración de ser el bien, de propiedad fiscal, v 
la promoción de su mensura, con intervención de los tribu"- 
tiales, importan plantear judicialmente el pleito acerca dei 
derecho de propiedad sobre la cosa : lo que hace que e! 
caso no sea el de manifestaciones cxtrajudicíalcs, atribu- 
yéndose derechos sobre el patrimonio del actor, que con- 
templa el art. 4*5 del Código de Procedimientos de la Ca- 
pital, aplicable en lo federal. 

z.° Las resoluciones administrativas ordenando la ave- 
nguaaon e investigación judicial de la propiedad pública 
no se hallan comprendidas entre las excepciones al princi- 
pio de que nadie puede ser obligado a demandar a otro 
contra su voluntad, expresadas en los artículos del título 
XI del Código de Procedimientos fie la Capital v leves 
46 > 47, título a* Partida 3ra. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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B«hm A)r«, Qctibrt 33 4t 1915 

Y vistos. — Resulta en lo substancial : 

Que la Sociedad Establecimientos de la Mar Chiquita de 
Agustín Enciso y Cía., se constituyó en Córdoba para explotar 
terrenos de su propiedad situados en el Departamento de Río 
Primero, Pedanía Casiano. 

Que para no verse envueltos en mayores dificultades, han 
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debido hacer arreglas con diversas persona,, que importaban 
comprar a quellos repetidas veces, llegando a la constatación in- 
verosímil de que d origen de los diversos títulos era el Gobierno 
de fa provine» de Córdoba, quien ha vendido o permitido se 
vendiera diferentes veces el mismo bien. 

Que ello no obstante, la sociedad, por la circunstancia men- 
cionada, se encuentra comprometida en una serie de pleitos, que 
enumera, con particulares, y «no de ellos, c < quinto, contra el 
agrimensor Salustiano Yañe*. quien para completar la confu- 
sión existente sobre determinadas partes de dichos terrenos ha 
sido mandado, por orden del gobierno, para practicar una ope- 
ración de simple mensura con el propósito de declarar fiscales 
esos terrenos, que fueron vendidos ya dos veces y pretender 
venderlos una tercera vez. 

Que después de relacionar los antecedentes de los tirulos 
de propiedad que tiene a dichos terrenos, agrega que no han 
sido suficientes para que el Superior Gobierno de la provincia 
de Córdoba, exteriorice pretensiones que, al quedar indefinidas, 
perjudican en el concepto público y en su comercializad los tí- 
lulos de la sociedad. 

<>e respecto al exceso de extensión aún indeterminada, 
dentro de los linderos de la suerte fiscal numero 8, el Superior 
f*>b.crno efectúa, con fecha 18 de Enero del corriente año 
Itm) en su Boletín Oficial la publicación que acompaña, en 
la que se insertan varios trámites y expedientes administrativo!! 
de diversas épocas, cu los que se pretende que dicho exceso es 
liscal y debe ser reivindicado; y respecto de los campos sitúa* 
dos al Sud de la suerte fiscal y que la sociedad adquirió de los 
herederos de don José Pío Salas, según actuaciones adminis- 
trativas, que no ha podido coiocer en detalle, et gobierno de- 
clara que son de propiedad fiscal y ordena su medición por e! 
agrimensor Salustiano Yaiíez, quien ha pretendido medir cam- 
pns de la sociedad, reputando ser de propiedad fiscal. 

íjue en mérito de lo espucstto, intenta acción de jactancia 
contra el Superior Gobierno de la provincia de Córdoba, a fin 
de que se le ordene que ínnnificstte si c s o no cierta la exposi- 
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cion, qi,e antecede o deniegue bajo juramento la jactancia ¿tó 
te atribuye, bajo apercibimiento de que si se negare a hacer la 
manifestación, la hiciere ambiguamente, o reconociera la verdad 
de lo expuesto, se le ordene qu c dentro de diez dias entable la 
acción que le competa, bajo apercibimiento de caducidad del 
derecho pretendido, con costas. 

Que la demanda ha sido contestada por el apoderado de 
dicha provincia diciendo : que ésta no sólo no se ha atribuido la 
propiedad y posean de la contraparte fuera de juicio, sino que 
los derechos que cree tener sobre su tierra fiscal los ha hecho 
valer en juicio. 

Que en efecto; el señor Fiscal de Gobierno v Tierras Pú- 
blicas de la provincia, inició en Julio de 1913, ante el juez de 
l.' Instancia y 4.' nominación en lo Civil de la ciudad de Cór- 
doba, una mensura y deslinde de la suerte fiscal, letra A, De- 
partamento Río Primero, Pedania Castaño, comisionando al 
agrimensor Salustiano Yañez, para que practicara dicha ope- 
ración. 

Que después de relacionar los antecedentes, limites y men- 
sura administrativa del lote fiscal letra A y adjuntar el plano 
de dicha mensura administrativa del año 1885, agrega: Que el 
fiscal trata ahora <Ie reproducir esa mensura del referido lote 
A que estaba amojonado en ja mensura administrativa ya dicha 
Que el ejercicio de este derecho no puede originar una de- 
manda de jactancia, porque no se atribuye la propiedad de los 
señores Enciso y Cia., ni mucho menos la propiedad de don José 
Pío Salas, de la cual hacen derivar sus derechos los mandantes. 

Que no es el caso de demostrar que los sucesores de don 
José Vicente Salas, pretenden arrebatar al dominio de la pro- 
vincia, una vasta extensión de tierra fiscal. 

Que después de reseñar algunos antecedentes de este titulo 
y las cuestiones que suscita, agrega, que éstas se ventilarán en 
los juicios radicados en la jurisdicción de Córdoba. 

Que por otra parte la jactancia no jwede deducirse pasa- 
os seis meses desde la éjioea en que tuvieron lugar los hechos 
y los dichos que la constituyen. 
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Que e! gobierno inició la mensura del lote A en el mes de 
Julio de 1913 y que este hecho que constituye la acción de jac- 
tancia deb.o ser conocido por la contraparte en Agosto del 
aiumo ano en que se ejecutó Ja operación con citación de co- 
lindantes y especialmente de los señores Enciso y Cia., contra 
quienes se intimó por la fuerza la prosecución de las operacio- 
nes^comendadas por el juez al agrimensor don Salustiano 

Que lia transcurrido, pues, el tiempo que prescribe la ley. 
y bajo este concepto es igualmente improcedente la acción de- 
dunda, con costas, todo lo cual ha sido ratificado bajo jura- 
mentó a fs. t 5 o por el representante de la demandada, y 

Considerando : 

Que aún suponiendo que los actos estimados como jactan- 
ciosos, estuviesen comprendidos denttro del término fijado por 
el art. 432 de la ley de Procedimientos Civiles para la Capital 
aplicable en lo federal, ya que respecto de uno de ellos, el de 
mensura, no se precisa la fecha en que fué ejecutado, como lo 
manda el inciso 3* del art. 426 de dicha lev, es de observarse 
que los campos a que se refiere, situados al Sud de la suerte 
numero 8 y que la sociedad adquirió, según expresa, de los he- 
rederos de don José Pío Salas, el Gobierno declara que son de 
propiedad fiscal y promueve su mensura, que se ha practicado 
por mandato judicial, según lo afirma la provincia, de acuerdo 
con resoluciones que se citan, adoptadas para todos los casos 
en mentó de los inconvenientes e ineficacia de las meramente 
administrativas como se ve en las informaciones de tal carácter 
contenidas en c! Boletín Oficial acompañado por el actor a 
ís. 76. 

Que si ello es asi, el pleito sobre la propiedad está judicial- 
mente planteado por parte de! Gobierno, y no es el caso de ma- 
nifestaciones extra judiciales atribuyéndose derecho* sobre el 
patrimonio del actor, máxime cuando éste tiene acciones pen- 
dientes contra c! agrimensor Vanes, que practicó la operación 
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y cuando está en juicio acerca del dominio con los herederos de 
don José V. Salas y otros 81, escrito de demanda). 

Que de los antecedentes suministrados por el demandante, 
resulta gue el exceso de extensión aún indeterminada dentro 
de los linderos de la suerte fiscal número 8, está pendiente de 
resolución judicial la ubicación que corresponda a dicho exceso 
indicado como fiscal, según se ve en la página 599 Boletín Ofi- 
cial de la provincia de Córdoba, ya dicho, y que lleva fecha 18 
de Enero de 1914, lo que, entre otras cosas, significaría que 
mientras ello no quede judicialmente determinado, la provincia 
no está obligada a concretar una reclamación sobre lo que en- 
tiende pertenecerle. 

Que aunque así no fuera, es de tenerse en cuenta que no 
se dice que exista una manifestación de! Gobierno al respecto, 
limitándose hasta hoy el acto reputarlo jactancioso á una opi- 
nión o si se quiere afirmación de la Oficina Topográfica encar- 
gada de suministrar antecedentes al respecto. 

Que no se dice ni se ha justificado que el gobierno de Cór- 
doba, se niegue a reconocer la validez de títulos otorgados por 
él; excesos dé tierra que pretende estar ocupados fuera de tales 
títulos. 

Que, por regla general, nadie puede ser obligado a deman- 
dar a otro contra su voluntad, con las excepciones expresadas 
en los artículos del título NI del Código de Procedimientos de 
la Capital y leyes 46 y 47, título W Partida y el presente 
caso no se halla comprendido en ninguna de dichas excepciones, 
por cuanto las resoluciones administrativas ordenando la ave- 
riguación o investigación judicial de la propiedad pública no se 
hallan comprendidas entre las mismas (Fallos, tomo 19, pági- 
na 179I. 

Par ello, no se hace lugar a la demanda, sin costas, atenta 
la naturaleza de las cuestiones debatidas Xotíííquese original v 
repuestos los sellos archívese. 

A. IiERAiKjo. — Nicanor G. mx 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fiuueroa Alcorta. 
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CAL-SA CXX 



Criminal, contra Ramón Mores, f> r homicidio 

Sumario : y Us presunciones graves, predas v Wüeéá lames, 
constituyen plena prueba del delito. 

2." Es justa la sentencia que condena a la pena de veinti- 
cinco anos de presidio y accesorias legales al autor, convic- 
to únicamente por prueba de presunciones, de! delítto de 
ho.mc.dto perpetrado con las circunstancias agravantes 
previstas en el art. &+, incisos t% 4 - y 10 del Código 
renal. 

Caso: la explican las piezas siguientes: 



SENTE XC I A DKI. JUEZ LETRADO 

Vledmi, Septiembre 24 dt 1914. 

Auto, y vistos: Esta causa seguida contra Rami'in Flores, 
argentino, de treinte y ocho años <le edad, cria ,or, casado y do- 
micihado en "El Salitral", jurisdicción del Departamento Óene- 
rai Roca, de la que resulta ; 

Que el 24 de Enero de ron, se presenta ante la comisaría 
del pueblo General Roca, Ramón Flores, denunciando que el 
*j de Diciembre del año anterior, habia desaparecido de su casa 
su mujer Mariana Melgarejo, con un individuo que había lle- 
gado momentos antes titulándole hermano de ella, y en circuns- 
tancias que no se encontraliau e i la casa e¡ declarante ni sus 
hijas Fel.ciana y Gregoria Palacios, por haber salido al campo. 
P" e a la "«nana siguiente fué a cortar rastros, no pudiéndolo 
hacer debido al fuerte viento, yéndose entonces al Destacamei- 
to Sitiado en el Providencia", no pudiendo poner en ro 

noemuento del encargado de é! por encontrarse en este pueblo 
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de Roca ; y que el día veinte o veintiuno del mes en que formuló 
la denuncia, tuvo conocimiento por unos carreros de la tropa de 
un tal Tapia, llamados: Segundo Guamclat y Baudilio Aviles, 
que su concubina en compañía de un desconocido, se dirija 
hacia la cordillera. Esto corroboran las personas citadas a fs. 2 
y 3: la menor Gregoria Palacios a fs, 3 vta.; pero llamados a 
ratificarse a fs. 21 y 22 vta, Guamclat manifiesta que en su de- 
claración anterior no dijo la verdad y que ella fué produelo de 
Tos pedidos e instancias de Flores y de su patrón Isidoro Tapii. 
en la creencia de que el primero dijera lo realmente sucedido, 
es decir, de que su concubina se había ido a Chile con un her- 
mano, pero hoy en virtud de los rumores graves que circulan, 
resuelve decir la verdad y es que no ha visto nada absolutamen- 
te de lo expresado en su declaración anterior. Itaudilio Aviles, 
ratifica su declaración anterior manifestando que la mujer que 
vió en Palenquc-Xiyeo, le pareció fuera Mariana Melgarejo, 
pero que no le constaba. A fs. 12 declara Esteban Fleitas, mani- 
festando, que sobre la desaparición de Mariana Melgarejo, 
nada de concreto puede decir, pero la opinión pública lo sindica 
como autor de ella a Flores, dándoles caracteres de un crimen 
v ademas, que es de pública notoriedad que éste hacia vida ma- 
rital con una hija de Mariana llamada Gregoria Palacios. I;i 
que tuvo un hija pocos días antes de la desaparición de' su 
madre. 

A fs, 16, Gregoria Palacios amplia su declaración anterior 
manifestando que la había prestado de acuerdo con la vohmtvl 
de Ramón Flores, concubino de su madre, siendo la verdad que 
un día, no recuerda la fecha, fué mandada ¡n>r Floras al campo 
a repuntar una majada de ovejas de cuarenta animales más o 
menos, y a su vuelta, que fué a la entrada del sol, encontró en la 
casa solamente a Ramón Flores, y extrañando de no estar su ma- 
dre a esa hora interrogó al respecto a Flores diciendo éste, que su 
madre se había ido ese mismo día con un hombre a quien no co- 
noce, pero que ella le dijo que era hermanó y que esto lo había he- 
cho en circunstancias que él salió un momento al campo, A los dos 
días de la ausencia de su madre la declarante se enfermó de 
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parto y Flores sin ocuparse para nada de su concubina, la enga- 
ñaba (J ue la iba a buscar, pero en realidad, no hacia diligencia 
alguna. Sospecha que algo a su madre Je lia sucedido porche 
siempre vivían con Flores en constante riña, quien siempre la 
amenazaba con echarla y quitarle a la compareciente v a su her- 
mana menor, Feliciana. 

l> ne, a los cinco (lias, Flores, vendió un recado de su her- 
mano Juan 1 'alacio, manifestando que así lo hacía para que no 
se sospechara nada y se creyese que Mariana se había ido, en- 
sdíando con dicho recado el caballo que su hermano hahía traí- 
do de tiro. Niega que baya hecho vida marital con Ratltá* Flo- 
res, lo que se presume no sea ¡a verdad por las constancias de 
!<>s careos de fs. 33 y 34 vta. 

A fs. 37 Desiderio Tapia, manifiesta que a fine- del año 
uno en circunstancias que viajaba c.-n su tropa de Meuctié a 
General Roca, y al hacer un aparada al medio día en el jagüe: 
de "Kl Salitral" domicilio de Ramón Flores, se le arrimó éste 
y hablando aparte de los demás peones le preguntó si por ca- 
sualidad no había visto a su concubina Mariana acompañada de 
un desconocido y como el declarante !e contestara uegativamen- 
ie. le pidió entonces, que le hiciera el servicio en caso de ser 
binado |w> r la policía, de declarar que la había visto a su con- 
cubina Mariana a la altura de Carri- Yegua, que iba con rumbo 
a la cordillera, pidiéndole también comprometiera con igual fin 
a sus demás peones, manifestando que él hablaría a Segundo 
(iuamelat y a Caudillo Avilé*, que eran sus amigos. 

A fs. 45 declara Xarci-o Fueniealba, que con respecto a !a 
desaparición de Mariana Melgarejo, lo * U \x> por haber oído y 
que n esos días que ella tuvo lugar, sabe por su pariente Jová 
Fuente, que Feliciana Palacios, hija menor de Mariana, había 
e<tado en el domicilio del declarante durante cuatro días cam- 
peando una yegua por orden de Ramón Flores, según manifes- 
tación de la chica, quien decía que Flores le había ordenado no 
regresara a la casa >in la yegua, habiendo recibido la carta que 
lenta en Koca, donde había ido |jor razones de salud- 
A fs. 48 corre el informe del oficial Tomás Cueto, quien 
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fué comisionado para hacer unos sondajes en un jagüel de "El 
Salitral;, lo que no dió resultado asnino, pero como la menor 
fregona Palacios, le manifestara que a unos seiscientos metro, 
mas o menos de la casa, donde vivía Flores con todas ella, 
hubiera til, pozo, que se había cavado días antes de la dcsapari- 
cton de Mariana, con el objeto de recoger agua llovida, se cons- 
tituyo en dicho punto acompañado de Gregoria Palacios v de la; 
tesl.gos Juan Domínguez y Joaquín Trian, procediendo a exca- 
var dicho pozo, d que tiene cuatro metros cuadrado-;. 

Cavado que fué „na profundidad de dos metros se encon- 
tró el cadáver de Mariana Melgarejo, el que reconoció é oficia' 
Cueto, Gregona Palacios y los testigos citados, por los ve<tid„s 
que envolvían el cadáver de referencia, un pedazo del cual mos- 
tro dicho oficial a Gregoria. la que reconoció que era un vestido 
de su madre, llorando m moverse de donde se hallaba : proce- 
diendo luego, dado el estado de putrefacción en que se encontra- 
da, a inhumarla en el mismo lugar, 

A fs. p declara nuevamente Gregoria Palacios que conocí:, 
la existencia del pozo, donde fué encontrado el cadáver de si. 
madre dona Mariana Melgarejo, pero que, por un olvido, tío U 
había dicho anteriormente y el cual fué cavado por su propia 
madre, cuatro o cinco días antes de su desaparición. One cuan- 
do encontrar.»;] el cadáver de su madre en ese pozo, recordó que 
al día siguiente de su desaparición, vió de*dc la puerta de la co- 
dita que Flores montado a calwllo en una yegua, trillaba o em- 
parejaba el suelo en el mismo lugar donde se cavó el po&h lh- 
mandóle esto la atención, sin atreverse a decir a nadie, porque 
Flores las había mandado a recoger agua de unos charcos que 
estaban en sentido opuesto al pozo. Su madre Mariana Melga- 
rejo se opuso tenazmente el día en que desapareció a «pie la de- 
clarante oliera a! campo por su estado avanzado de embarazo, 
pero (fue Flores se impuso y le ordenó que saliera. A fs. 54 
corre el acta labrada con motivo de la autopsia practicada al ca- 
dáver de Mariana Melgarejo. A fs. 57 corre el informe médico. 
A fs, 74 presta declaración indagatoria Ramón Flores, ratifi- 
cándose en la prestada anteriormente y corriente de fs. 43 vta. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 153 



a 31 y agregando que al clin siguiente tle la desaparición de su 
concubina llegó a su casa j>or la mañana bien temprano el sujeto 
Manuel Morales, el que esa noche había pernoctado como a tres 
cuadras de la caía, preguntándole por su concubina, a lo que le 
contestó que su|H>:iia anduviera por el campo y también quería 
hacer constar que los sujetus Narciso luientes y Manuel Mora- 
les habían dirigido mía denuncia al comisario de F.I Cuy en con- 
tra de él y que en ella comunicaba que su concubina no seria ex- 
trano que fuese encontrada en alguno de los pozos que hay cer- 
ca de la casa. 

A fs. 75, presta declaración indagatoria (iregoria Palacios- 
ratificándose en las prestadas a fs, 3, ij, 3,2, 34, 52. 57. 

A fs. 77 se dicta sobreseimiento provisional en favor de 
Gregoria Palacios y auto de prisión preventiva cu contra de Ka- 
món h'lorcs. 

A fs. So, se declara cerrado el sumario, formulando acusa- 
ción el señur Procurador l-'iseal y el señor Km i lio [>e Rege la 
defensa, y abierta la causa a prueba se producen las corriente* 
de fs. tjit ai fo, efectuándose el informe úi :'occ y pasan los auto* 
al despacho para dictar sentencia. 

Y considerando: 

E. — (Jue el hecho delictuoso está probado por todas las 
constancias de autos y especialmente por los informes de fojas 
48, 54 y 57, y partida de defunción de fs. 81. 

II. — Que la resjionsabilidad del procesado en el delito que 
se le imputa, se halla debidamente comprobada en autos por una 
acalcada, precisa y concordante pmeha de presunciones, que no 
deja !a menor duda respecto a su culpabilidad, un obstante su 
negativa. No es el encuentro de un cadáver con señales eviden- 
tes de golpes y contusiones lo que lleva al ánimo del b:ez la con- 
vicción del homicidio aparente, sospechado y denunciado, como 
tampoco e! hecho de una muerte que ya no es dudosa, lo que el 
proceso criminal va a discutir y eomprohar, sino la casualidad 
de esa muerte, y jior ende el ánimo del sindicado como su autor. 
For eso la ley exige algo más que la demostración de tu hecho 



FALLOS Oí LA CORTE SUPREMA 

•«¡«o: tó tóss¿*f55j te ,lc ' c,,cr,,u <kl 

negándoles con ta,»™i„r , ' ■ VilWerM c "»"> fuesen 
/imie y constante veracidad, '"iones imhloítaWej de 

..'cn^t7co^r:r a t s R ,i,s ,,e **» 

<j"e habían visto a su concubina Mariana \t i ■ J " 

conoced a h ahur, ,J, " anana Melgarejo m:i un de». 

«*Q a la a.tura del paraje denominado Corrí- Vc-nia otie 
Hcvaljan nrml*. a la cordillera 1 ts i? v ^ r, ' 

- a « vta., rectifica su pringa d c W !*T* M ' 1 ' 
ramttesmés' «eré* mirt ' dularan-m de fe. j vta . 

ta Mari na 1^^^ ^ t,™ '^"^ X¡ >™ 
v tío ¥*m v r , J Wlí> C5 P»«*fe él lian, visto 

«tees sufge Ja falsedad de este (estiro -i fin r . 

S4bÍlÍdad que pudiera tener I-TorcT l , 'L V ^ ^P *" 
hijastra de lie, ,1 "* í,rWría Palad « s < 

™ ( l,„ , ■ f,l " Ct1 n,antcnia **tc relacione, amnro- 

el ' ; u " -V' >' *""'«" '<■* "» ha visto ¿Ja, 

, ;V *" . imdre ''preció, «ín«ún hn.nhrc a «„ c-TsV 

> mucho menos talándose hermano de ésta ' 

Igualmente está comprobado une Wltíre* i- i 
Edictána Palacios de i . . mamlu a 'a 

Córdoba , distante odio leguas de h . ■ l- . 

«c paso W era sf caía una vegua zaina ' 

na Manaba Melgarejo un pozo , Jítr:t , lla fy^ , 

qinnietitds metros de h ,«.«> „ *i r * - aa a l,no ' 

ei.»n í'r. y a! tl,a s, íí"^'"íe de Mi dcsauari- 
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A fs. f/¡ trata la defensa de comprobar que el pozo que lia 
bía hecho cavar Mores con Mariana, se hallaba en el día ilo au- 
tos inundado por la laguna "Salitral" con lo* testigos José Ma- 
ría Escobar, Manuel Amagada y Juan Ferrada y el único que 
de ellos declara, presenta la carta de fs. 98, donde Flores le su- 
plicaba declarar en la forma que !c índica. 

La defensa a fs. <)2, manifiesta que no i'>tá comprolwulo el 
cuerpo del delito y según resulta (leí acta de fs. 48 fué encontra- 
da un cadáver en el pozo que tenia Flores, para recoger el agua 
llovida y reconocido ]>or el oficial señor Tomás dicto, f.rego- 
ria I 'alacio* y testigos Juan IVinn y Juan Domínguez, como e! 
de Mariana Melgarejo; por otra parte a fs. 57 d nu-dico V íctor 
S. Homi:io, al firacticar la autopsia rlice que se trata del cadáver 
de una mujer cuyo fallecimiento dalr de más de ocho meses v 
determina como pudo haberse producido el hecho, (tira grave 
indicación es la falsedad en que incurre el reo en sti indagatoria 
de fs, -4, pretendiendo comprometí r al sargento I 'anta león Sán* 
¿fitas COfl manifestaciones que nunca le fueron hechas. 

IV. — Que demostrado como queda (pte el hecho delictuoso 
qite se imputa al prevenido se encuentra probado. corresponde 
determinar !a calificación lega!, teniendo en menta que ta acu- 
sación fiscal, al pedir la aplicación de la pena de muerte se fun- 
da en que el procesarlo Flores al perpetrar el homicidio de Ma- 
riana Melgarejo, obró con alevosía o por impulso de perversidad 
brutal o con el fin de asegurar para si la impunidad del hecho de 
haber embarazado a la luja de mi concubina, Gregoria Palacios 

V. -- El caso de que se trata se ha producido con toda ale- 
vosía, según ío demuestran las constancias de autos y el informe 
médico de fs. 57, desde que, alevosía significa la maquinación 
cautelosa contra la vida o el honor de alguno y lidiemos enten- 
der por tal la ejecución de un delito contra las personas, em- 
pleando medios o aprovechándose de circunstancias que escuden 
a la persona del delincuente de todo daño. Este es d concepto 
que nuestro diccionario y las distintas legislaciones tienen y dan 
generalmente a la alevosía, definición que indicaba nuestro c't- 
digo antes de las reformas, cuando el art. 84, inciso 2.", consíg- 
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nata al ha«^ de ella ! as palabras •cn.endiéndose que la ha* 
«.ando mkiHiii „ s ¡„ ^ ,, **$ 

^•"f.'T- r. A, es uccesaruJua 

ti conecplo q Mt m f ürniai , „„,„„.= ,. .. 

cuya c.rennstancia no puede haber alevosía SSSSSftT 

na hs endenté <„,e en el cas,, de amos, puede ««tener* ta™ 
*** h S*Ü«»*«. f l 1,c « l*n nucs.n, eod if! o „, ¡, J 

£2S i " ic r ari " " c ,a ,cn «" a "** 

ncd.uaon refle.x.va «Aro „„ hecho ante, de ejecutará v es 

■I r • £ , ' ''V'" Cl rc " <lcs,le n "" h " átate lo 

nuu cuu. que se dw,n K a ■ confundirse e! humicidi a-i.,. 

«al X de IMMtfK efecto muchas veces de un-, déswaefa 
- ,,.-,,ae,, I,,,,,, is ,, ^ m¡¡l „ «» S 

lo real™ i realzara siempre, el verdadero crifflinat 

Vlt, - Que debe declarar* el ea<o .«//> /«/,-„ eompren. 
<l.do en el arr. , 7 , Capltul,. ¡nelso , - de la ev ,,S, , ; 
meso ,,.» «fc Msm , y ft ,,,, „ lis , 1IO ; ¿' • ' 

o , , ', ? - v 10 <H Cá"«to> ''cal. \„ es el 

SE* ******* por el señor Fbeal, ,„ r , ( „e ,, 

» en H d.etómen reconoce qae ««¡««nenie l,av pruel a , 
p esunnones. lo eual seria un «fetfcufe en el supue. .. de 
ella correspondiera. Art. S g de! Código lVnal ' 

Ka„,''? r T.-| S,: ' S faI! " : «• ««ricnaa*. a 

e ,', í, de I-"!" l T, <Ic *- "c pre„di„. 

aoe -i N 1 * ' V ^ * ' !,s c "" as l'^lc: sin,, í„,,e 

apea I. elévese en e.,„s„Ua a !a Kxcn.a. támara Federal de 
Apelación?.*. 11 

Anu- mi: < W^,-,,. 
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SENTENCIA DK L,\ l.\MAk\ J-'KliKK.M, |>|-; APEXACÍONES 

La Ptati. Diciembic 30 de 1914. 

ÍJon Ramón Flores viv¡¡t eü concubinato con Mariana Mel- 
garejo y al mi-mu tieuu*» mantenía relaciones sen-nales con 
(jregoria. una de las hijas de ésta. .\ estar a una denuncia tic 
Flores, en 24 de Fuero de tgn, Mariana habría desaparecido, 
en *t de Diciembre del año anterior, camino de la Cordillera, 
con un desconocido íjuc se decía ser hermano; pero varios me- 
ses de-pués su cadáver fué encontrado en un pozo míe ella había 
cavado, días antes de su misteriosa desaparición, cerca de la po- 
lín- vivienda común. 

Flores ha negado pertinazmente tula participación culpable 
el cobarde homicidio, pero la prueba circustancial, acumula* 
ila en auto-, o.» obstante las dificultades inherentes al lejano y 
dc-pobíado territorio, que iué teatro de la muerte violenta de 
Mariana, es bastante jm.j el número y calidad de los i mi icios v 
presunciones, "para raxonablerm-Ue fundar", una opinión acer- 
ca del hecho de auto, y arribar a esta conclusión: (pie su ex 
concubino y no otro fué el autor de la muerte violenta de amicPa 
mujer lart. ,nS del Código de procedimientos I. 

Gm-ta el cuerpo de' delito de manera indubitada, como 
acertadamente se demuestra en la sentencia recurrida; los indi- 
cios son varios, anteriores y concomítenles, directo-, de modo 
(pie conducen lógica y naturalmente al asesinato j«, r Flores, y se 
fundan en hecho- reales y probados hasta donde es posible. * 

Los indicios principales une como testigos mudos acusan la 
responsabilidad de Flore-, son esto-: ef doble consorcio sen- 
Mtal de Flores con Mariana y su hija (¡recorta: la vida tempes- 
tuosa cotí Mariana. la preparación anticipada de futuras decía- 
raciones favorable- a su inocencia y el alejamiento de Feliciana, 
y como indicio- accesorios, corrí iborautes de los anteriores, e! 
retardo de Flores en dar cuenta a la autoridad de la desapari- 
ción «le Mariana , la venta del recado de ésta, el alejamiento de 
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Gregoria deja casa t\ dia de fl¡ prcsi1Ilta desaparición v el hecho 
< c haber atinado FJon» la tierra m cubri* el po*, donde fué 
encontrado el cadáver. 

Nadie sino Flores tenia interés en la desaparición de Ma- 
riana mujer de avanzada edad ya y cuya vida en concubinato 
con el. era compartida con otra mujer, con gran peligro para la 
tranquilidad común. 

Flores ha negado terminantemente sus relaciones sensuales 
con {.regona, dándose cuenta que esta circunstancia era de ca- 
pital importancia para su incriminación ; pero ella adema, de «er 
notoriamente conocida en la vecindad, aparece legalmente com- 
probada por ios testigo! juramentados Fíeitas, Ottone l'uari 
y Uuaineíat. 

|or otra parte, ha sííjo implícitamente reconocida por Fio- 
re- luí uno de mis careos con Gregoria, al decirle a ésta "me 
doy cuenta recién de lo que ha pasado, porque mi madre estala 
convencida de que uMcd era e! autor de mi deshonra" Flores 
repito, que ,ra verdad, pen, ",„, pudú disimular la impre- 
sión que le produc, !a confeti,,, de GregonV*. dice el instructor 
1-eliciana, otra de Jas hija, «lo Mariana, recuerda a FlOMS 
los dr>gus t os que 'c dio a Mariana con motivo del embarazo de 
.(.regona y .e ejto también actos deshonestos que ella habia sor- 
prendido, a lo tjtie Flore, no hizo réplica alguna", asintiendo a<i 
al hecho. 

Esta misma criatura, en el careo con mi hermana Gregoria, 
la invita "a no ocultar algún hecho grave que le hubiera <uccli- 
'lo a Ja madre, retardándole los muchos disgustos que ésta tuvo 
i'.-n Mores, a propósito de su embarazo, que Gregoria, confirmó 
con la minia elocuencia de las lágrimas, s ¡„ proferir 
alguna". 

Verdad *a que Flores, ha tratado de adjudicar la 
dad dd ir de Gregoria a mi tal " Fortunato Farias* pero ni 
siquiera ia intc-iia h> justificar c*ia circunstancia. 

¡v colige sin el mL , U)r estuerzo, que Flores, a consecuencia 
de i >te doble concubinato con madre e hija, llevaba una vida m- 
P prtal% hecho este que está justificado por el testimonio de 
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Pttán, Ottonc, FIeita> y Desiderio Tapia y manifestaciones de 
Cregoria y Feliciana. 

Cuenta Gregoria que. "a los dos tlias de la desaparición de 
Mariana, se enfermó de parto y Flores, sin preocupar-e para 
nada de la madre, Ja engañaba que la iki a buscar, penMio lncí.i 

algo con K] ( ,res t porque este con quien vivia en eoicuíninio, "la 
amenazaba con echarla". . . 

Feliciana por su parte asegura que, % verdad (pie Grego- 
ria hacia vida marital con Flores, por haberlo visto cu intimo 
contacto y muchas veces fue recriminada |x>r ello, Gregoría, por 
su madre... y que cuando en estas reyertas intervenía Flore-, 
en favor de Gregoría insultaba a la madre a quien amenazaba 
con echarla. . ." 

Flores Ujísmo no puede menos que rendirse, ante la eviden- 
cia de un hecho tan notorio, diciendo que, "no fué cordial la 
vida con -Mariana, y ésta se llévala mal con él y que lo culpaba 
de la deshonra fie su hija, la que nunca quiso confesar quien era 
el autor de su deshonra; pero que después del alumbramiento, 
le confesó que el padre de su hijo era un tal Fortunato Farias". 

Otra de las presunciones graves que acusan la participación 
de Mores, c* e! pedido de declaraciones favorables que Con an- 
ticipación, en seguida de ta desaparición de Mariana hace" a 
Guamctat y a Desiderio Tapia. 

Dice Flores que supo por Segundo Guamelat y Haudilio 
Aviles, peones de Tapia, que los dos primeros, habían visto a 
.Mariana el 20 de Junio en compañía de un desconocido en la 
Cordillera y efectivamente así lo declaran; pero Dosteriortrtente 
Guamelat. dice que "al declarar to que ha dicho, no dijo la ver- 
dad, pues no vió a la mujer ¡ la declarad, m la presto a pulido de 
Flores, el que le enseñó los términos de mi declaración, pidién- 
doselo como un favor". 

Desiderio Tapia manifiesta que Flore-, hablando con él. L' 
preguntó si por casualidad no había visto a Mariana en el cami- 
no, acompañada de un desconocido. . . que en el caso «le ser lla- 
mado a declarar, dijese que la había visto, pidiéndole ademas 
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q«* él sabría lo que tendría que declarar. , . v que tMpém a lo, 

a Aviles > a Guamalet de los que era amigo. 

I'ara el espíritu más desprevenido .parece evidente en las 
cojancas de autos, que Flores preparo sigilosamente v mn 

IZntT™ 4 ° rCgftrÍa 3 ^ <k * s « de embaral 

adelantado, a repuntar una majada de ovejas" v a Feliciana 

^ k era menos adicta a la aguada de ^rdo!¿, con encargo de 
traerle una yegua, vicios, azúcar, verba v arroz " 

'Como de costumbre, dice fregona, íué un día mandada 
por Wotjs* repuntar una maja. la de ovejas volvíen. lo a la pues- 
ta de soly no encontrando en la casa a Mariana , m cinco dias 
después Flores mando al pueblo de Roca, a vende» un recado 
< e la madre d.aéndole que lo bacía así, para que no se so.pe- 
Cna^ nada y se creyese que Mariana, se habia ido ensillando 
en dicho recado. 

' Que unos dias antes de la desaparición de la madre, Fio- 
res «nandú a su hermanita a un puesto de Narciso Rífete* y dc 
donde volvió la chica al día o Jos dias después de h d -s 
ción dc Ja victima/' * es.'pan- 

Y Feliciana, -uenta que antes de la de aparición "fué man- 
«Uda por I- ¡ores al puesto, con orden de permanecer allí cuatro 
o fimv> días, y de ^so si caía a la aguada una yegua .aína h 
trajera.. , regresando a la casa preguntó a Gregoria v a Flores 
donde estaba la madre, contentándoles que habla ido a Ja costa 
m d>a siguiente insistió con Gregoria y ésta le .lijo "mamá tal 
ve, no vuelva más", Gregoria no lloraba, demostrando más bien 
estar satisfecha * con la ausencia <k- la madre. . . Flores ] c había 
encardado que cuando fuera llamada a declarar, contestara que 
nada sabia y que no dijera que había sido mandada a la Á¿¿ 

FIo-cV'' 1 U ' n, ' in mÍC<l °' lHTO n * lÍniC <id t;t] 

&om asegura que si bien mandó a Feliciana a traer Ja ve- 
g»a y Jos vicio.., antes de la desápa«Ón de .Mariana, no le ifl- 
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dieó que se quedara unos días, pero esta pequeña variante care- 
ce «Je influencia, desde que el hecha es que confiesa que la alejó 
momentáneamente a ella y a Gregorio durante el tiempo nece- 
sario para matar a patos a Mariana, y enterrarla después, en el 
|xjZo que ella misma había cavado, con el objeto de recoger agua, 
operación esta cjue lia podido hacerse desde el amanecer hasta la 
puesta del sol, hora en que llegarla Cregoria de repuntar las 




en el careo de fs. 5¿, que en momentos de 
aparecer el cadáver de la madre en el pozo operación de pes- 
quisa, a i que ella asistía, y de la que se cercioraba Flores, a la 
distancia, recordó que al día siguiente de fa desaparición de Ma- 
riana, vió desde la puerta de la cocina que Flores, montado a 
calillo triilaba o emparejaba el suelo en et mismo lugar, donde 
se cavó el poro, . , el día de la desaparición de Mariana, ésta se 
había opuesto tenazmente a que ella (Gregoria) saliera al cam 
po para ver las ovejas, pues ya hacía algunos días que su estado 
de embarazo avanzado, le permitía dedicarse sólo á sacar agua 
del jagüel, pero que Flores se impuso a Mariana v ordenóle que 
saliera al campo. , I 

El homicidio de que el procesado se encuentra convicto, es 
el comprendido en el art. 17, Capitulo t,« delitos contra la vida, 
inciso i.", ley de reformas al Código JVnal, con las circunstan- 
cias agravantes de los incisos 4 y 10 del art. 84 código citado. 
Sin ninguna circunstancia atenuante, 

Por las consideraciones expuestas, se confirma la sentencia 
apelada de fs. 112, con costas. IX-vuélvase. — R. Guido Uvaile 
Marcelino Escalada. — José Man ó. 



#ÁÍM DE LA CORTK SUPREMA 

Bu* no» Aiiet, Octubre» de 1915 



V viste*: Uis traídos por ablación de la sentencia dícta- 
le La Tía ta, en el juicio seguido ante 
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el jue* letrado del territorio de Río Negro, coatra Ramón Flo- 
res, por homicidio. 

Y considerando: 

Que si bien el reo ha negado con insistencia haber cometido 
el delito materia del proceso, constan en autos hechos compro- 
bados >• circunstancias y antecedentes de tal manera conexos y 
concordantes entre si, que hacen plena prueba indiciaría de su 
culpabilidad. 

Que el resultado de la» indagatorias, testimonios, pericia- 
y demás antecedentes circunstanciales del caso, de las (pie hace 
mérito la sentencia apelada, reúne todos los requisitos mora'e* 
para determinar el convencimiento de que el delito se ha come- 
tido por el inculpado, y todos los caracteres realeo estab'ceidos 
para la apreciación legal de la plena prueba de indicios y pre- 
sunciones. 

Que en efecto, el cuerpo fiel delito aparece demostrado |>or 
medios evidentes y constancias directas e inmediatas; y los in- 
dicios, anteriores y posteriores, a la comisión de! delito, son de 
todo punto concomitante* y relacionados con él, y Je están vin- 
culados inequívoca y di rectamente, presentando además condi- 
ciones notorias de clandestinidad, taies como la falsa deposición, 
el soborno de testigos, !a remoción de los obstáculos que pu- 
dieron impedir el hecho y la supresión posterior de las huellas 
del delito, 

Que dél co:i junto de estos antecedentes resulta demostrada 
con toda evidencia la relación directa que ha existido entre la 
persona del inculpado y el hecho delictuoso, a tal punto que no 
es posible suponer lógicamente que éste baya podido ser come- 
tido por ninguna otra persona. 

íjuc está:i asimismo, plenamente comprobadas las circuns- 
tancias agravantes sin atenuación alguna con que se lia perpe- 
trado el delito que mí juzga <art. 8$ incisos i.", 2.", 4." y 10 del 
Código Penal). 

Póf estos fundamentos, concordantes con los que expresa 
la decisión recurrida de fs. 132 y lo resuelto en casos análogos 
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Üomo pág. 220), se confirma la sentencia apelada, con cos- 
tas. Notifiquese original y devuélvase, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. D. E. Palacio. 

J. FlíiL ívJiOA Alcokta. 



CAUSA CXXI 

ferrocarril del Sttti, en autos con la Municipalidad de ta Capital, 
por cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: No es definitiva a los efectos cid recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48 y 6. a tte la ley 4055. la sentencia de 
trance y reñíate pronunciada en juicio ejecutivo seguido 
ante los tribunales federales de la capital. 

Caso: Lo explican las píelas siguientes: 



DICTAMEN DEL sr. PROCURADOR general 

■uta** Aírw, Octubre 19 4z 1*5. 

Suprema Curte: 

El recurso traidu a conocimiento de V. E, no procede en 
razón fie no hallarse comprendido dentro de los términos del 
art. 6." de la 4055 y su correlativo el 14 de la ley 48. 

Se desprende de la propia exposición del recurrente ijnc ,se 
ir.ita de un juicio ejecutivo por cobro de impuestos stgitido por 
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la Municipalidad de la Capital contra la empresa del Ferrocarril 
del Snd, en que si bien ha ocurrido una discusión acerca de la 
inteligencia y alcance de las leyes nacionales 3344 y 5315 y la 
sentencia recaída ha sido contraria al derecho fundado en dis- 
posiciones de dichas leyes, la misma sentencia no Hace cosa juz- 
gada por tratarse de un juicio ejecutivo, |uedando a las partes 
a salvo el juicio ordinario, conforme a lo dispuesto en el art. 500 
del Código de Procedí mi en tos Civiles, en virtud de lo cual la 
sentencia apelilla 110 puede reputarse definitiva a los fines fiel 
art. 14 de la ley 48. De arribarse a otra solución ocurriría «pie 
las decisiones de esta Corte en ablación de las sentencias de 
trance y remate estarían también subordinadas a la revisión de 
los tribunales inferiores que entendieran en el juicio entablado 
con posterioridad, violentándose asi el espíritu de la recordada 
disposición del art. 14 de la ley 48, que determina constituir a la 
Corte en último y definitivo juez de las cuestiones tpie suscitan 
acerca de la aplicación o inteligencia de la Constitución, leyes " 
tratados de la Nación. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 97, pági- 
na 51 I tomo 1 r8. pág. 245; tomo 121, páginas 210, 446 y 457), 
pido a Y. E. se sirva no hacer lugar a 1n queja deducida. 

Julio Fiotct. 



r \r.i.o ni cohtk scprkma 

Buena* Alrw, Ochibr* 28 Út 1915. 

Autos y vistos: Kl recurso de hecho i*>r ablación denega- 
da interpuesto por el representante del Ferocarril del Snd con- 
tra sentencia de la Cámara 2? de Apelación en lo Civil de la 
Capital en el juicio ejecutivo sobre cobro de impuestos i 
|ior la municipalidad de ésta, y 




a se funda en que habiéndole desconocido la 
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sentencia el privilegio o exención quü le acuerdan las leyes nú- 
meros ,í,144 y 5 j 1 5 e interpuesto ti recurso extraordinario del 
ari, 14, inciso i" ile la ley número 4H le ha sido denegado por la 
Kxcma. Cámara, fundada en que ti Código de Procedimientos 
permite a mi mandante iniciar juicio ordinario, no haciendo cosa 
juzgada la sentencia referida. 

Qtte p©T aplicación del arl. de la ley nacional número 
50 y art. 5«x> tlel Código de Procedimiento* de la Capital, incor- 
porado al de 1" federal por ley numero J'j8i, la sentencia de 
trance y remali* en el juicio ejecutivo seguido ame los tribu »ales 
fedérale- o de la Capital, no es definitiva a los efectos del re- 
curso extraordinario del art. 14 de !a ley 48 y o." de la ley 405-1, 
porque, cualquiera que ella <ea, queda tanto a! actor cuno al 
ejecutado su derecho a saleo para promover juicio ordinario 
í Fallos, tomo 97. p% 51 ; EonW "K, pág. ¿45: lomo Uy, pági- 
nas 1 M| y ui y otros). 

One en el caso de ejecuciones míe se citan por el recurren- 
te, seguidas ante los tribu nales de ¡a provincia de Tucumán 
í tonto 113, j)ág£> 105) y lo> de la provincia de Córdoba (tomo 
114, pág. tomo 115, pág. 174; tomo j 10, pág. ^¡o y m.S, 
pág. üíííÍK esta Corte ha juzgado del ft.ndo del asunto y reputa- 
do definitiva en el cas*, la decisión apelada "a falta de declara- 
ción en otro sentido de tos tribunales proviueiaics" como lo hizo 
constar en el primero de esos fallos (tomo ti$t pág. lüfi, co.i- 
siderando U*) t y porque el carácter extraordinario del recurso 
110 le permitía apreciar las leyes Wales reglamentarias de! pro- 
cedimiento seguido en la causa. 

(Juc en el hiímiio caso se encuentran las resoluciones de esta 
Corte en las ejecuciones seguidas por la municipalidad de Tu- 
cumán contra el Ferrocarril Xord Ueste Argentino y Central 
Córdoba en las que se abrió et recurso porque el tribuna! de 
aquella provincia tío hizo constar la limitación del alcance de 
m sentencia según las leyes locales de procedimiento, extrañas 
al recurso extraordinario interpuesto. ( Fallos, tomo pá- 
gina 140). 

(Jne con arreglo á esa doctrina se declaró bien denegado el 
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recurso extraordinario deducido por et Ferrocarril Central Ar- 
gentino en juicio ejecutivo contra don Enrique Astcngo porque 
'.i Cámara de Apelaciones de la 2." circunscripción del Rosan*, 
de Santa Fe hizo constar en el auto denegatorio del recurso qué 
por sus leyes procesales quedaba expedita a las partes la via or- 
dinaria para hacer valer sus derechos. (Fallos, tomo 117, pá- 
gina 379). 

Cor estos fundamentos, de conformidad con lo expuesto v 
pedido por el señor Procurador General y lo reiteradamente re- 
suelto, no se hace lugar a ta queja deducida. Repuesto el papel, 
arehi vese. 

■ 

A. líi-kMKjo. — N'tcaxor G. del 
Soi„u. _ D. E. Palacio. 

J. FlCVEROA AJUORTA. 

NOTA : En la misma fecha *e dictó igual resolución en 
otros seis recursos de !a misma naturaleza, deducidos entre tas 
mismas partes. 
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Don José María l'eya en autos cotí los señores Martínez, sobre 
cumplimiento de contrato. Recurso de hecho 

Sumario : La interpretación y aplicación de disposiciones de una 
Constitución local, son extrañas al recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. 

Caso: Resulta del siguiente: 



DI JUSTICIA BE LA NACION 
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Bacnoi Alrct, Octubre 2B de IWft. 

Resultando ile la propia cx|>o*ición del recurrente, que fun- 
da su queja por apelación dedada en que la Suprema Curte 
fie la provincia de Buenos Ains y tribunales inferiores de la 
misma le han desconocido el derecho que le acuerda» los ar- 
ttculbs y 171 de la Constitución local, cuya interpretación y 
aplicación es extraña al recurso extraordinario previsto c:i el in 
ciso ,V\ artículo 14 de la ley mimen» 48. con arresto a lo rcitera- 
dametite resuelto ( Fallos, tomo o.í, pág. -ijt ; tomo *n. página 
.l f M > otros, no ha lugar a la queja que se deduce y archívese, 

A. BERMEJO, — Nicanor G, del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fu ;t." ero a Alcorta. 
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Bxtradieiáu de Ramón S'uras Benito, solicitada por las autori- 
dades del Reina de Uspaña 

Sumario: Cuando hay tratado, el pedido de extradición debe 
sujetarse a la forma y requisitos preseriptos por él, y sien- 
do cumplidos, debe hacerse lugar a la extradición; en con- 
secuencia, es procedente la extradición solicitada jior las 
autoridades de España si de autos resulta que la persona 
del requerido se encuentra identificada, que el delito impu- 
tado es de los que dan lugar a la extradición según el art 2.° 



PALLO* DE LA C01TE SVPMEM A 

inciso 18 del tratado celebrado con aquel país y qfe los re- 
caudos del pedido son bastantes para determinar ja f Ct .i a:i 
del delito a los efectos de poder establecer que no se halla 
prescripto el derecho de acusar. 

Caso: Lo explican las piceas siguientes: 



Bueno» Air**, Mafjo 24 de 19! 5. 

Autos y vistos; y considerando: 

I, — Que el art. 9 del Tratado de Estradiciún am España 
establece que "la extradición no será concedida cuando por la 
legislación del pais en que el reo se haya refugiado este prcsrrip- 
ta la pena o la acción criminal". 

II. — Que de esta disposición se deduce que, en cuanto a la 
forma del auto de prisión, debe Considerarse como requisito 
esencial el establecido en el inciso i.\ art, 651 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, relativo a la designación de la 
fecha del delito motivo de la extradición, pues se trata de un 
antecedente indispensable para que pueda apreciarse si la pres- 
cripción se ha operado o no, pues siendo la prescripción de or- 
den público, requiere pronunciamiento expreso y de oficio. 

Por estas consideraciones y no habiéndose^ llenado los re- 
quisitos enunciados, no ha lugar a la extradición que *c solicita 
del sujeto lienito Ramón Xa vas. 

Miguel %, Jautas. 

RESOLUCION DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

•uciea Airtt, julio 31 * ¡915, 

Y vistos: Por sus fundamentos s c confirma la sentencia 
apelada de fs. 19, que deniega la extradición de henito Ramón 
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Navas, sin perjuicio de 1» que corresponda* en el caso de que 
por parte del Gobierno deJ país requírente se acompañase en 
forma los recaní los necesarios. X«»t i fiques* y devuélvale. — 
¡Uta futir. ^ A. Ver reirá Cortés, — A. Vrdinamñn. — thviirt 
iñtytiit. — J, .V. MaticttZo. 



FALLO nK LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Afra, Octubre 30 tft 

Vistos y considerando: 

tjue la extradición de líamón Xavas Henil» solicitada por 
la vía diplomática por el señor Ministro Plenipotenciario de Ks- 
paña, en su nota r] e fs. 8, lia sido introducida con los recaudos 
*?stali!eeidos como indispensables a ese objeto por el art. ri del 
tratada víante, aprobado por ja ley número 1173. 

Que de esos recaudos resulta cpie el requerid» se encuentra 
procesado ante los tribunales fie España por el delito de mal ver- 
sación de cándale- públicos castigarlo con la pena de presidio 
mayor y comprendido en el número 3." fiel art. 405 del Código 
Penal de aquel país, según se expresa en el auto de prisión dic- 
tado en el mes de .lidio del año 1013 por e! juez de la causa. 
Testimonio de fs. 1 a 7. 

One jKir lu qiu> hace a la identidad del procesado está su- 
ficientemente comprobada jxir la declaración de fs. 10, siendo, 
además, de tenerse presente, ipie el delito que se le imputa está 
también comprendido entre los míe con arreglo al referido tra- 
tado autor izan la reclamación en su art. 2,", inciso 18. 

<Jue de acuerdo ron lo dispuesto en el Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal y lo declarado por esta Corte, el pe- 
dido de extradición, habiendo tratado, debe ajustarse a la forma 
y requisitos que los tratados prescrilwn. Art. 648, Código de 
Procedimientos en lo Criminal. Fallos, tomos í>7, pág. 307; oj , 
páginas 49 y [30; ioy, pág. 208; j 1 1, pág. 35 ¡117, pág. 440, y 
1 18, pág, 40, entre otros. 
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Que estos antecedentes son bastantes para que la extradi- 
ción pueda ser cunee Tida, pues que, de los recaudos acompaña* 
dos resulta con la certteza exigida para el caso, que el requerido 
es la misma persona reclamada» y la época del delito, que se 
infiere de los términos del mandato de prisión, siendo de ilu- 
tarse, además, que tratándose del mismo delito de malver- 
sación de caudales públicos, las leyes de la Nación lo castigan 
con la pena de penitenciaría, de tres a quince años e inliahilita- 
ción absorta y perpétua. v mie e j ( |ereHio de acusar no aparece 
de los autos hallarle prescripto, con arreglo a! art, 89, inciso 2. ' 
de nuestro Código Pena!. 

I'or estos fundamentos y de conformidad con lo establecido 
¡:or esta Corte en casos análogos i Kallos, tomo 109, pin», _>oS v 
«tros), se revoca la sentencia apelada de f¿ 24, y se declara al 
detenido Ramón Xavas lienito sujeto a la reclamación de extra- 
dición pedida por el ministro diplomático de Kspaña. llágase 
saber, devolviéndose e-tos autos para que se cumpla lo dispúte- 
lo en el art. 65$ del Código de Proecdimiemos en lo Criminal, 
poniéndole al re., a disposición del l'-»dcr Kjuentm, Xaciunal. 

A. Rkrmkjo, — Xicangr a mi. 
Solar. _ D. E. Palacio. — 
J. FlGf kroa Alcort.v 



CUSA CXXÍV 



Büftee *h la \' t u¡ón Argnitiw, contra don Andrés Fraeliia, 
sobre envbúrgo preventivo 

Sunuu-l» ; La orden de levantamiento de un embargo preventivo 
trabado por un juez de paz a solicitud del Raneo de Ea Xa- 
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ción Argentina, fundada cu lo dispuesto por el art. i," do la 
ley 3375, no inquiría desconocer a éste la facultad Hite l.- 
acnerda el art. iS de la ley 4057, de ocurrir, cuando es ac- 
tor, a uno u olro fuero, 

< tuo : ] 4 o explican las piezas -iguicnles : 

SENTENCIA DK L\ CAMARA rLTU'K 1 1. UK LA PtATA 



Y vistos: 

Une si liten es cierto que el art. |X de la lev 4307 declara 

currente ]a jurisdicción federal eí>p la de la justicia de las 
provincias en los casos en que el (¡anco sea actor, esto sólo iitlr 
porta conceder a dicho establecimiento el derecho de opción 
entre tina 11 otra de Ins jurisdicciones citadas. 

Hecha la opción ¡»ir el ach »r queda sujeto a la-» diqiosíeío- 
nes que rigen el procedimiento respectivo, sin que pueda pre- 
irtnler ijite un juez federal aplique las reglas del código" loca! ni 
vice versa, p«>r cuanto esto seria contrario al régimen de la ley 

1 ;irt. r.\ ley ¿7, art. 07 inciso i 1 de la Constitución). 

ÍJne los artículos 462 y 463 del Código de Procedimiento* 
de la Capital, c:t que el representante del líanco podía f un lar la 
calidez del embargo preventivo t rallado por el juez de paz de 
I.oIhjs. no es aplicable al fuero federa), seyún disposición expre- 
sa ilt-I irt. 1." de la ley 3375. 

t'or e*t**s fundamentos y sus concordantes se confirma c! 
auto apelado de fs. io, en cuanto manfla devolver las actuado- 
nes agregadas, referentes a! embargo preventivo. Devuélvase — 
Maridillo Escalada. — ¡i. Guido tMa&m — José Manó. 



FALLO DK LA COSTE SUPREMA 

Bvcnai Air». Oclubre 30 de 1915. 

Vistos y considerando: 

demandados ejecutivamente i>ur r| I lauco de !a N'ación 



La VUU. ;ul¡i, 20 de (9(5. 
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los señores Andrés Fraehia y Calixto & Oiumán. ante él jmv 
federal de La Plata, este despachó de conformidad (& 10 de la 
CfCnnKn} con arreglo a fü dispuesto por la lev número 4507, v 
proveyendo a! otrosí de] escrito .le demanda de te. 7, con el cme 
se amn^ííato áiiigéiieias de embargo preventivo en Im-nc* 
del primero de los deudores, practicadas ante el juez ríe paz de 
Lobos, provincia de Muenos Aire... declaró la nulidad de la. 
mismas, mandando levantar dicho embargo, aplicando para ello 
el trtnlo MU del Código fie Procedimientos de la Capital in- 
euri^rado a io federa!, por ley número ¿375, con !as excepeio 
nes que exprest. 

Une apelada esta resolución, la Cámara l'ederat dispüSiJ 
mantenerla, porffiic "los artículos 462 v 403 del Código de IVo- 
ei-dmucnto, de la Capital en «pie el representante del Manco, pn- 
ímidar la validez del embargo preventivo, tralla «lo por e* 
me* de m de l¿fa ts , no m aplicable al fuero federal, sé-mu 
flíspostctóíl expresa del articuli» 1." de la ley 3J75". 

CJhc aún estimándose como definitiva á los fines del recurso 
extraordinario interpuesto, 3o resuelto por la sentencia apelada, 
no se trata de 1111 cas., en que se hava denegado al Manco 'a fe. 
cultad acordada por el arfc i* de la ley 4507, de ocurrir, euand-. 
es artor. a uno „ u(r., fncro. y por e| contrario, se lo reconoce 
expresamente el auto recurrido, limitándose a! pronunciamiento 
a una mera cuestión de procedimiento. 

Que un pronunciamiento Usado en la simple interpreta™ .11 
y aplicación de la ley de procedimientos, no da lugar al recurso 
exiraordiuari*. eoh arreglo al art. 13 de la ley número 4X v a 1,. 
r eit era r la nu il le resue! to. 

J'or ello, asi se declara. Xotifiquese original y devuélvale. 

A. Mekmkjo.^I). i:. Palacio.— 

J. FlGL'KHOA A [.CORTA. 
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XOTAS 

En 5 fie Octubre de 1915, !a Corte Suprema 110 hizo lugar 
;i la ajieWrtin directa "por inttplieabiiidad de ley", deducida por 
don \ ietorino José Cabra! en los autos sikesorios de don Pedro 
C. Cabra!, [*>r infracción a la tey de sellos, por cuanto el recurso 
reglamentado en el titulo VI del Código de Procedimientos de 
la Capital no es procedente para ante esta Corte, cuya juris- 
dicción de apelación se encuentra determinada en la lev nú- 
mero 4055. 



Kii y del mismo, se ordeno l;i devolución a los juzgados de 
su respectiva procedencia, de los autos seguidos por don Luis 
Üizzntto contra don Martín S. l!ehro sobre cumplimiento de 
o nitrato, por no aparecer contienda alguna de competencia «pie 
debiera ser dirimida ]>or la Corle, con arreglo a lo depuesto 
j»or |a ley 4055 en su articulo o- 



ími 12 del mismo, no se hizo lugar a la queja (ta lucida por 
el encausado Juan Fennm lirmvn, jiorque la <lis|n>sicióit que 
se invocaba del art. 693 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal no puede dar lugar al recurso extraordinario, según 
el artículo 15 de la ley 48. 



I 11 la misma fecha no se hizo lugar al recurso de hecho 
deducido por f | on Héctor Pinto cu autos con don Ramón Mon- 
fti, sobre desalojamiento, j*ir txistir queja pendiente ante el se- 
ñor Juez de la. instancia en lo Civil y redamarse contra el pla- 
zo ríe un desalojo que defiende del derecho común. 



■ 
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En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por Felipe Ecenarre en autos con Gregorio Cuello por calum- 
nias e injurias, por cuanto fa modificación de una querella o 
la procedencia de un nuevo traslado, son cuestiones de derecho 
procesal, <jue el tribunal no puede rever en el recurso deducido, 
encontrándose en el mismo caso la aplicación de la ley 4189; 
dependiendo en consecuencia la solución de la causa de" la apli- 
cación del derecho común y no de la indigencia que pudiera 
darse a los articule* 18 y 19 de la Constitución. 



Iva 1 ó del mismo la Corte Suprema no hito lugar al rceur- 
so de hecho deducido por don Pedro Albcrtelli en autos con 
litnri y Cia. sobre consignación, por haberle sido denegado por 
los tribunales de Comercio de la Capital la inhibitoria solicitada 
respecto a tm juicio promovido ante cJ señor juez de Ja. Ins- 
tancia dé Tucumái. por aplicación t| c fas leyes procesales, aje- 
nas at recurso extraordinario interpuesto y denegado scgñn 
el articulo 15 de ] a ley número 48, no bastando para la prece- 
dencia del mÍHii.> la invocación de artículos de la Constitución, 
de cuya interpretación no dependa la solución de la causa. 



Kn 23 del mismo la Corte Suprema no hizo lugar al recur- 
so de ^ queja interpuesto por doña Ana M. de Monttel en autos 
cor Klisa f). Montiel sobre reconocimiento de derecho a niita.1 
de una [tensión, ¡Hjr resultar de la propia ex|>osición de la recu- 
rrente, que !a Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil no 
ha tomado en consideración la cuestión planteada sobre la in- 
teligencia de la Ley Orgánica de la Armada jR,r haber sido cx- 
U- un h. rauta m.-nte aducida, lo que depende de la inteligencia de 
!cy procesal, que no puede rever la Corte en un recurso de la 
naturaleza del interpuesto. 
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En 30 dd mismo no se hizo lugar al recurso de f|ueja de 
(lucido por iloña Teresa Uarroso de Lucero en autos con la Cia. 
I iopotecaría Argentina, sobre cobro de peso*, por no tratarse, 
en tí caso, del Üe&onotimKmto del fuero federal que se haya 
fundado en la Constitución o ley especial de! Congreso, no pr<> 
cediendo en consecuencia el recurso extraordinario previsto 
por el nrt. 14 me. 3 de la ley 48. 



CU SA CX XV 



P.m Juan Camargo y otros, contra i os herederos de don iliia- 
rio Mendteta, por retí-indicación; sobre competencia. 

Sumario; Si a eonseciuncia de la participación de una provin 
cía en virtud de haber sido citada de cvicció:i, el pleito 
queda trabado entre ella y vecinos de la misma, el caso no 
corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte Supre- 
ma jHjr razón de las personas. 

Caso; Lo i-xplii-a el siguiente: 



FA1.L0 DE I.A CORTE SUl'REM A 

Biwnoi Alm. Novtembie 2 de 1915. 

AntOS y vistos, con -idera ndo: 

(Jne elevados a esta Corte de conformidad de partes fas 
ptesetttes actuaciones seguidas pur el representante de <lon Juan 
C. Camargo y otros contra clon Hilario Mendicta sobre reivin- 
dicación, se mandó acreditar la jurisdicción originaria del tri- 
buna! pur la providencia de fojas 26. 



1 7,í PAt LOS DK tA COME SU PREM A 

Que coma consta en autos, citada de evicción a instancia 
do] denodado antes de estar trafilo el pleito por demanda 
y contestación, la Provincia de Santa l-e por intermedio de 
su f.scal de tierno y Tierras Publicas se ha hecho parte en 
el juicio (fojas 21 y zz). 

^te en los documentos de fojas 6 3 » 5 mt& ¡¿ , |11C ^ 
demandantes son veemos de aquella provincia lo uu» coloca la 
cansa tucra de la jurisdicción nacional s< lamente establecida 
I>ara las <jiic se susciten entre una provincia v los vecinos (1 e 
otra (artículo 100 de la Constitución, articulo r. lev núme- 
ro 50). 

Por pllbi oido et señor Procurador General, se devuelven 
esm actuaciones ai juzgado de su procedencia para <pie Heve 
adelante sus procedimientos. Repongan el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. i>el 
Souab. — D. E. Paucio. — 
J. Fir.i eroa Alcorta. 
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ferrocarril Centra* Argentino, en mttos eon doña Maña Dena- 
mh de Mdita, sobre indemnización de daños v perjuicios 
decurso de hecho. 

Sumario : Su procede el recurso extraordinario del articulo t& 
ley 4*, fundado en e| articulo 55 de la ley «le íerrocar rites, 
si tío aparece ct,estionada en el pleito la i ti te 1 i gene ia de éste 
y resulta que l a sentencia recurrida lo lia tomado en con- 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



sideración para atenuar la responsabilidad de Ja empresa 
recurrente, haciendo derivar ¿sta de puntos de liedlo. 
i "so: l Ai explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEIí sr, PROCURADOS ükxf.Hai. 

Bmuoi Alret. Octubre 19 de igis. 

Suprema Corte: 

F,l recurso traillo n conocimiento de V. K. no procede m 
cnanto no encuadra en Ib dispuesto en los am. 6 de la ley 4 o=u 
v su correlativo el 14 (Je !a lev 4H. 

NV> se ha puesto en cuestión en «I pinto minina clausula 
de la Constitución ni de las legales <|u e sean materia del recur- 
so previno en el citado articulo i 4 . pues m,e se trata simple- 
mente de tina demanda sobre indemnización de daños y iwr- 
jmeios. para cuya resolución la sentencia ajelada no ha apli- 
cado > !T „> dicciones del Código Civil al hacer pasible, a la 
mpm demandada, de la res|x.sabífídad por el accidente a 
JMe se refiere este juicio.— Disposiciones esas, que por ser de 
derecha emún. no dán base al recurso para mte V. K. t eoníor- 
me a Ib dispuesto en el aniuno jó de la lev 48. 

I'or lo c.xpuest,, y jitrisp, udeneia de V. R Un,',,, 1 ¡fe pág S , 

m y m *m*> Ü*> fe 2 U y 459). pMo a V. E, se sirva 
declarar bien denegado e! recurso deducido. 

Juíh ÉéUt 

V \U.O »:■: LA CORTE SL'PBEMA 

Buenoi Aire», Noviembre 2 de 1915. 

Autos y vistos; Jví recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por el representa *i te de la empresa del Ferro- 
carril Central Argentino contra sentencia de la Cámara Fede- 
ral de Apelación de la Capital en el juicio seguid.» jn.r Urna 



María Denatale de Melita sobre indemnización de daño* v 
perjuicios. 

Y considerando : 

Que para motivar esa queja por denegación del recur-o 
extraordinario del articulo 14, inciso 3.°, de la ley número 48 
y 6.°, de la ley 4055, se alega por el recurrente, que fundó su 
defensa especialmente en el articulo 55 de la ley de ferroca- 
rriles, concordante con el artículo 379 del Reglamento de la 
misma, y otra* disposiciones de aquella, 

Que como consta en los autos remitidos a solicitud del se- 
ñor Procurador General, no aparece cuestionada e:i el plei- 
to la inteligencia del articulo 55 de la ley de ferrocarriles que 
la sentencia ha tomado en consideración para atenuar la res- 
ponsabilidad de la empresa, haciendo derivar ésta de puntos 
ile hecho al manifestar que "hubo de parte de h Empresa grave 
falta al habilitar o permitir al público el tránsito por sitios des- 
tinados exclusivamente a maniobras de vagones, tanto más que 
la locomotora 110 dió el silbato reglamentario, ni había perso- 
nal alguno de la empresa, ni señal de peligro, contrariando asi 
el artículo 40 del Reglamento General de Ferrocarriles que dis- 
pone que las maniobras deberán siempre hacerse con el mavor 
cuidado". 

Que las conclusiones de hecho y apreciación de las prue- 
bas respecto de ellas son extrañas al recurso extraordinario in- 
terpuestto ( Fallos, tomo 48, pág. 480; tomo 97, pág 403; tomo 
118, pág. 236 y otros). 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara bien denegado el recurso. Repues- 
to el pape! archívese y devuélvanse los autos principales con 
testimonio de c.-ta resolución. 

A. Bkkmkjo. — Nicanor G. dee, 
Solar, — D. E. Palacio. — 

}. FlGl/EHOA ALCORTA. 
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Droguería de La Estrella, contra Cratvri, Tagliabue y otros, 
sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario; No hay lugar al recurso extraordinario del artículo 
14, ley 48 cuando el pronuncia miento de la Corte Supre- 
ma carecería de fin práctico, en razón de que él, aún en 
el supuesto de que fuese revocatorio en la parte materia del 
recurso, no importaría «¡no una mera declaración teórica, 
sin alcance respecto al propósito útil con que el derecho 
acuerda estos remedios legales. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Sírcaos AliM, Noviembre 2 ú* IMS. 

Y vistos: El recurso extraordinario interpuesto por los 
señores don Juan B. Craveri y don Domingo Tabliabne contra 
sentencia de la Cámara en lo comercial de la capital, en el 
juicio que les sigue la sociedad anónima Droguería fie la Estre- 
lla, limitada, para que se declare que de acuerdo con el contra- 
to de transferencia que invocan, y principios de doctrina aplica- 
bles, no pueden establecer negocio similar al que vendieron y 
se Ies condene a indemnizar los daños y perjuicios ocasionadlos 
por la transgresión que expresan 

Y considerando: 

Que el acta de constitución de dicha sociedad La Estrella, 
depositada e inscripta en el Registro Público de Comercio, con- 
juntamente con los Estatutos, se especificó (párrafo 4», fojas 
2 vía) qite "ambas sociedades transfieren también además de 
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Jas mercaderías, créditos, etc. inhibiéndose los cedemos 
conjunta y separadamente para fabricar y vender en el país 
productos similares o en competencia con tos que han fabrica- 
do y vendido hasta la fecha". . 

Que Jos demandados atacando de nulidad dicha cláusiih 
convenida, manifestaron a fojas 33 "que ella importaría la re- 
nuncia de derechos fundamentales declarados por e( artículo 
14 de la Constitución Nacional" y que en consecuencia no los 
obliga. 

Que los mismos recurrentes expresan a fojas 329 lo st- 
gutentte : "En la sentencia apelada se reconoce que deben dis- 
cutirse dos puntos, a saber: í.*, si la cláusula contenida en el 
acta constitutiva de la sociedad anónima actora es contraria a 
la libertad de industria y comercio; 2* t si procede no obstante 
b acción de garantía que ha sido ejercitada'* 

"Estudiando por separado los dos puntos sometidos a la 
decisión del tribunal, la Exma Cámara ha resuelto que la cláu- 
sula discutida no es contraría al articulo 14 de la Constitución 
Nacional y que de todos modos la validez se impondría por 
cuanto mís representados han debido garantizar todo lo que 
vendieron". 

Que la sentencia apelada, aún suponiendo nula la cláusula 
discutida ( fojas 304) resuelve que "no por eso podría prospe- 
rar la excepción de los demandados porque la ineficacia de 
aquélla no inpediría juzgar de las obligaciones que sean una 
consecuencia natural de toda transferencia a titulo oneroso, 
desde que ellas pueden existir con toda independencia de una 
estipulación especial al respecto". 

Que en tal concepto, fundándose en hechos y en principios 
de derecho común que no pueden ser revisados por esta Corte 
en un recurso extraordinario, condena a los recurrentes a in- 
demnizar a la sociedad anónima Droguería de La Estrella limi- 
tada loa perjuicios que ésta pruebe en el juicio respectivo haber 
sufrido como consecuencia de la violación de convenios de que 
se hace mérito en el acuerdo rcspectvo, intimándoseles que se 
abstengan de fabricar y vender en el país productos similares 
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<le los que vendían y fabricaban directa o indirectamente tas 
sociedades SoMatí, Craveri, Tagliabue y Cia. y Marchio, \ asa- 
T1 i y Cia. bajo apercibimiento de que quedaran obligados a in- 
demnizar Jos perjuicios que ocasionaren a la sociedad anóni- 
ma 'La Estrella". 

Que siendo ello así, un pronunciamiento de esta Corte ca- 
recería de fin práctico, pue.sto que la resolución, aún que fuese 
revocatoria en la parte materia del recurso, no importaría sino 
«na mera declaración teórica, sin alcance respecto al propósito 
útil con que el derecho acuerda estos remedios legales, puesto 
que el tribunal no podría rever la sentencia apelada ni en lo 
referente a los hechos que ella declara probados o inprobadoá 
ni en lo relativo al derecho común aplicado como queda dicho 
antes y que no ha sido impugnado como contrario a una cláu- 
sula constitucional { Fallos tomo 94, pág. 293 ; tomo 106, pájj. 
179; tomo 115, pág. 405 y otros). 

En mérito de lo expuesto se declara no halter lugar al re- . 
curso. — Notifiques*.» original y devuélvase, reponiendo los se- 
llos ante el inferior, • 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J, Fl GÜERO A ALCORTA. 



CAUSA CXXVIII 

Doña Paula Florido de Lázaro, contra José R, y Andrés F. Iba- 
rra t por cumplimiento de contrato, rendición de cuentas y co- 
bro de pesos: sobre infracción a ¡a ley de papel sellado. 

Sumario: Los contratos de arrendamientos celebrados en la 
capital, de bienes situados en jurisdicción provincial, están 
sometidos, en cuanto al impuesto de papel sellado, a la ley 
nacional sobre la materia, número 4927, siempre que su 
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cumplkmento deba demandarse en jurisdicción nacional, 
por razón del lugar convenido expresamente para la eje- 
cución de las obligaciones. 

Caso; Ante el juez de i.\ instancia en lo civil de la Capital 
se presentó doña Pimía Florido de Lázaro demandando a 
108 9C f? geS í** 6 S y Andrés F. Iba ira por cumplimiento 
de contrato, rendición de cuentas y cobro de pesos. 
La escritura de contrato fué presentóla en papel simple, 
por lo que se dió vista al señor agente fiscal, quien dijo 
que correspondía únicamente el selo de actuación, pue> 
se trataba del arrendamiento de un inmueble situado fuera 
de la jurisdicción nacional— El Juez, de acuerdo con el 
fiscal, substanció la causa y dictó su fallo sobre el fondo 
det asunto. 

Llevado en apelación a la Cámara i.» t en lo Civil, ésta pro- 
siguió la secuela det juicio y dió vista al señor fiscal de 
Cámara de la nota de "no corresponde" puesta al docu- 
mento de contrato. El fiscal opinó que no correspondía 
otro impuesto que el de actuación. La Cámara teniendo 
en cuenta lo resuelto por ambas Cámaras Civiles reuni- 
das en tribunal pleno en los autos "Salas, Carlos, versus 
Díaz, Hilario" (resolución que fué confirmada por la Cor- 
te Suprema— Véase tomo 121, página 28), y siendo de 
aplicación lo dispuesto en los artículos 18, 2 y 60 de la 
ley 4927, ordenó la reposición del documento con un se- 
llo de seiscientos veintiún pesos y el abono de la multa de 
seis mi] doscientos <Kez pesos a cada uno dé los firmantes 
como infracción a la ley de sellos. 
Apelada esta resolución para ante la Corte, se produjeron 
las piezas siguientes : 

I11CTAMKN* DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte; 



tora Alta, JmIJa 3 dt m. 



Procede el recurso interpuesto co:\ arreglo al artículo 14 
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inciso 3. , de la ley 48, en razón ele que la sentencia recurrida 
no ha hecho higar a la exención del impuesto de papel sella- 
do alegada por el recurrente, fundándose en la ley nacional 

No entraré a ocuparme de la cuestión relativa a la exis- 
tencia Je cosa juzgada, con respecto a la imposición de la mul- 
ta en que han i«ciirri<k> los firmantes del documento de fojas 
10 y 11, por cuanto ese punto no constituye materia que sea 
susceptible del recurso extraordinario ¡>ara ante V. E. con arre- 
glo a lo que tiene resuelto esta Corte en diversos casos (Fallos, 
tomo 108, pág. 100; tomo 117, pág. 5). 

En cuanto al fondo del asunto, como lo he manifestado en 
casos análogos, entiendo que lo prescripto en el artículo 1*. 
de la ley 4927 ha sido aclarado en su inteligencia y alcance 
jíor el articulo 14 de la misma ley, al establecer que ios contra- 
tos ¡de comprar venta o de constitución de derechos reales so- 
bre bienes raices situados en la jurisdicción nacional, que sean 
realizados en las provincias, abonarán el impuesto de sellos al 
presentarse el titulo para su inscripción y protocolización a la 
autoridad nacional, y que, recíprocamente los contratos de com- 
pra-venta o de constitución de derechos reales sobre inmuebles 
situados en las provincias, realizados en la jurisdicción nacio- 
nal, no abonarán en ésta más que el sello de actuación; regla 
ésta que revela que la mente de la ley es que los contratos 
sobre derechos reales celebrados en distinta jurisdicción a la 
que deben ser presentados, paguen el impuesto de sellos res- 
pectivos en el caso de ser exhibidos ante la autoridad corres- 
pondiente. 

La referida disposición del articulo 14, que comporta, cier- 
tamente, una excepción del articulo es de aplicación úni- 
camente en los contratos de compra-venta o de constitución 
de derechos reales que deben ser inscriptos en los registros 
del lugar de la situación de los inmuebles, lo que es requisito 
indispensable para que en ese lugar surtan efecto; y a la vez, 
hace exclusión de los contratos relativos a obligaciones per- 
sonales, cuyo cumplimiento puede exigirse ante otra jurbdic- 
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ción que la del lugar del inmueble a que se refieren, lo que ocu- 
rre «n los contratos de locación, como el que motiva la cuestión 
««citada en estos autos. 

No es dado observar, como lo 4ie expresado antes de aho- 
ra, que al gravarse con un impuesto los contratos de locación 
estipulados en la Capital sobre inmuebles ubicados en las Pro- 
vincias, se vulnera el poder impositivo inherente a los gobier- 
nos provinciales sobre bienes de su jurisdicción, pues que el 
mencionado art. 14, según lo arriba expresado, ampara esa fa- 
cultad, y asi mismo, los contratos que grava la ley mencionada, 
son los que se efectúan en la jurisdiccin nacional y que ante elh 
se hacen efectivos, porque entonces aunque la locación tenga 
su ejecución en las provincias, el contrato propiamente, que es 
el objeto del impuesto, ha sido estipulado y deberá cumplimen- 
tarse en la jurisdicción nacional. 

La circunstancia de que en el documento de fojas 10 no se 
estableciera la competencia de los tribunales de esta ciudad pa 
ra conocer en los juicios que pudieran originarse entre los con- 
tratantes, no desvirtúa las anteriores consideraciones, porque 
esa competencia surge del lugar en que el contrato fué estipula* 
do, conforme a lo prescripto por el artículo 1212 del Código Ci- 
vil, y además son los mismos contratantes los que se han aco- 
gido a la jurisdicción nacional, al tramitar ante sus tribunales 
el presente juicio, -por lo que no les es dado alegar que el con- 
trato pactado no está sujeto a la expresada jurisdicción. 

Por lo expuesto y fallo de V. E. (tomo 121, pág. 28), so- 
limto la confirmación de tá resolución apelada. 

Julio Botct. 

MUJO DE LA COSTE SUPREMA 

g ftwflfs Alftt, Novit abr« A 4t tUS. 

Vistos y considerando: 

Que en el fallo tomo 121 , página 28, esta Corte ha inter- 
pretado y aplicado las disposiciones de los artículos 1, 14, 15 
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y 18 de la ley n • 4927 y 10 del decreto reglamentario de la mis- 
lira, estableciendo que los contratos de arrendamiento celebra- 
dos en la Capital, de bienes situados en jurisdicción provincial* 
están sometidos en cuanto al impuesto de papel sellado a la ley 
nacional, por razón del tugar convenido expresamente, para h 
ejecución de las obligaciones. 

Que según lo expresa el recurrente a fojas 4, estaba con- 
venido en la cláusula 6. a del contrato de fojas 10 que los arren- 
datarios debían abonar en la Capíttal las cuotas correspondan 
tes, siendo además auuí el domicilio de los locatarios, según 
también se expresa a foja* 4 vta. lo que basta para determinar 
el lugar del cumplimiento del contrato y por lo tanto la juris- 
diceitSn de los jueces de dicho lugar, ante quienes se ha ocu- 
rrido. 

Que para que ello no fuera asi, habría sitio necesaria una 
cláusula especial en contrario, del contrato invocado, ya que se 
trata del cumplimiento de obligaciones personales, que debe ser- 
lo en el domicilio del deudor, con arreglo alo dispuesto en el 
articulo 1213 del Código Civil, aparte de las consideraciones 
ames mencionadas. 

Que sentado lo que precede, debe estimarse que el presente 
a un caso análogo al fallo citado en el considerando primero y 
par lo mismo es innecesario reproducir más ampliamente sus 
fundamentos. 

Que por lo quo hace a la cosa juzgada que también se in- 
voca, stilxmliirada a condiciones que dependen del derecho co- 
mun, ella no puede ?er materia del recurso inteerpuesto, según 
lo reiteradamente resuelto. 

í*n su mérito y de acuerdo con lo expuesto y pedido por 
o! señor Procurador General, se confirma la resolución apela- 
da en la parte que lia pulido ser materia del recurso extraor- 
nario interpuesto. Notifíquese original y dcevuélvase, debiendo 
reponerse los sellos ante el inferior, 

A. Bermejo. — Nicanor G. Día 
Solar, — D. E. Palacio. — 
J. Fici'Eroa Alcorta. 
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causa cxxrx 



Don Celestino L. Pera* contra ¡a provincia de Sania Fe. por 

cobro de pesos 

Sumario : Corresponde el rechazo de «na demanda por cobro 
de i«sos t fundada en los artículos 7, 8 y 13 de la ley de 
contribución directa de la provincia de Santa Fe de 2 t de 
Agosto de 1901 si resulta que el denunciante no llevó a 
conocimiento del gobierno demandado dato alguno que éste 
no conociera, sobre los bienes denunciados, ni cumplidosc en 
el caso, el requisito de que las propiedades aludidas en la 
demanda no estuviesen avaluadas y empadronadas, en unos 
casos, y en otros, exoeptuailos del pago del impuesto pol- 
las leyes de ta nación o de !a provincia, ni ofreecídose a la 
gestión administrativa del gobierno antecedente alguno 
extraño a los documentos oficiales. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Bueno» Aire», Noritab* 4 di MU. 

Y vistos: los seguidos por el doctor Celestino L. Pera con : 
tra la provincia de Santa Fe, por cobro de pesos, de los que re- 
sulta : 

1 Que con Jos documentos que corren agregados de fojas 
1 a 23, se presenta el doctor Celestino I,. Pera entablando de- 
manda contra la provincia de Santa Fe, por cobro de la suma 
de ochocientos ochenta y tres mil cuatrocientos setenta y dos 
pesos oro sellado, intereses y costas, que dice le corresponden 
por haber denunciado ante el Gobierno de la provincia deman- 
dada, la falta de cumplimiento por parte de los Ferrocarriles 
Central Argentino y Buenos Aires y Rosario a la ley de con- 
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tribución directa de aquella provincia, expresando que la su- 
ma reclamada debe abonársele de] importe de las multas que 
aquel gobierno ha debido hacer efectivas contra las empresas 
de ferrocarriles citadas, por vía de apremio y en cumplimien- 
to de la ley provincial invocada. 

Funda su acción en los artículos 7, 8 y 13 de la referida, 
sancionada el 21 de Agosto de 1901, vigente en 1906, que dis- 
pone la incorporación al padrón y e! avalúo de todas las propie- 
íbdes existentes en la provincia y no exceptuadas del pago de 
impuestos, bajo pena de una multa igual al importe que Ies 
corresponda pagar por contribución, adjudicándose e! cincuenta 
por ciento (50 o|o) de esas multas a los que denuncien las in- 
fracciones cometidas contra dicha ley. 

Que con fecha 21 de Noviembre del año 1906 presentó 
ante el gobierno de aquella provincia kt denuncia de que infor- 
ma el memorial agregado de fojas 1 a 5 de autos, la que fué 
archivada por resolución del Gobierno, según resulta del mismo 
antecedente debidamente autenticado. 

Que no obstante sus gestiones para que el Gobierno dic- 
tara resolución sobre su denuncia, no pudo obtener pronuncia- 
miento alguno hasta el 31 de Mano de 1908, fecha en que aquel 
Gobierno aceptó una propuesta formulada por los represen- 
tantes de los ferrocarriles, según la cual se cancelaban» por 
compensación, las deudas fie las empresas para con e! fisco pro* 
viudal y viceversa. 

Que el arreglo de referencia, es contrarío a las leyes de 
la provincia y al código civil a lo que se agrega que tampoco 
tendría validez, porque hay un tercero, — el actor — que se 
opone en virtud de tener derechos adquiridos (Código Civil, 
articulo 822), que no pueden serle desconocidos. Por otra par- 
te, prosigue, esc arreglo viola cláusulas de la Constitución de 
la provincia, según las cuales, la facultad de legislar sobre im- 
puestos, condonarlos, remitirlos o cancelarlos, reside exclusi- 
vamente en la Legislatura. 

Que ese arreglo es para el demandante rts inter alias 
neta, pues, su acción emerge de la ley de contribución directa. 
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y en el mejor de los casos, el Gobierno no ha podido realizar ta 
compensación sobre la parte que por esa ley correspondía al 
actor como denunciante de las infracciones cometidas por las 
empresas de ferrocarriles citadas. 

Que el valor total de los impuestos que han debido pagar 
esas empresas, y que fué compensado por el gobierno provin- 
cial, según cálculos de la demanda consignados en las planillas 
agregadas a fojas 12 a 17 de autos, asciende a Ja suma de 
un millón setecientos sesenta y seis mil novecientos cuarenta y 
siete pesos oro sellado ($ ojs. t. 766.947) más una cantidad 
igual como multa, de la que el cincuenta por cielito, o sean, 
ochocientos ochenta y tres mil cuatrocientos setenta y dos f*c$a¿ 
oro sellado (§ ojs. 883,472) corresponden al actor como de- 
nunciante, en virtud de lo que al respecto establece la citada 
ley He contribución directa, y de las leyes análogas dictadas por 
la Legislatura de la provincia desde i8S5 hasta igofí, comple- 
mentarias en cuanto al régimen impositivo local de las leyes 
nacionales de ferrocarriles en la parte en que determinan los 
términos por los cuates se acordaron exenciones de impuestos 
provinciales a ¿as empresas denunciadas. 

Que a mérito de tales antecedentes y de lo o,ue preceptúa 
et Código Civil en los artículos invocados, asi como de 1as 
cláusulas de la Constitución de la Provincia que fijan las atri- 
buciones del Poder Ejecutivo, el demandante pide se condene 
a la Provincia d t > Santa Fe al pago de la suma reclamada, sus 
intereses y costas. 

2.* Que acreditada la jurisdicción originaría de esta Corte 
y corrido traslado de la demanda, el representante de ta. pro- 
vincia de Sante Fe contenta pidiendo su rechazo con expresa 
condenación de costas, porque en la hipótesis de que el actor 
fuese ciertamente denunciante» inicia una acción subsidiaria si-i 
•a previa de nulidad del contrato de compensación celebrado por 
la Provincia con k* empresas de Ferrocarriles Buenos Aires 
y Rosario y Cemr? Argentino. 

Que los acto - anulabtes se reputan válidos mientras no 
sean anulados, y sólo se tendrán por nulos desde eí dia de la 
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sentencia que los anulase (Código Civil, artículo 1046), y que 
Ta nulidad relativa no puede ser declarada por el juez sino a 
pedimento de parte, ni puede pedirse su declaración por el 
Ministerio Público en el solo interés de la ley, ni puede alegarse 
sino por aquellos en cuyo beneficio io li&ii establecido las leyes 
(Código Civil, art. 1048). 

Que suponiendo que el actor tuviera derechos adquiridos 
cuno denunciante, seria necesario que pidiera y demostrara 
previamente la nulidad del contrato de compensación que en su 
toíicepto le perjudica, pero como no lo hace, ni puede hacerlo 
de oficio el tribunal, corresponde se rechace con costas la ac- 
ción instaurada. 

3. B Que abierta esta causa a prueba (fojas 60 vta,)i las 
partes producen la que corre agregada de fojas 67 a 680, co- 
rrespondiendo al actor de fojas 67 a 585 y a la demandada la 
de fojas 586 a GO). 

Que a fojas 677 se iwnen los autos en secretaria a los efec- 
tos del artículo 177 de la ley de procedimientos» y las partes 
afianzan sus derechos respectivos en los memoriales d# foja» 
682 a fojas 73 r, oponiendo la demandada la excepción de in- 
competencia de jurisdicción en su alegato de bien probado, fun- 
dada en que el doctor Celestino L. Pera no era vecino de esta 
capital. 

Que requerido al respecto el dictamen del señor Procura- 
dor General, éste se expide a fojas 733 pidiendo el rechizo ele 
la excepción opuesta, en conformidad con lo que preceptúan los 
artículos 72, 73 y 85 de la ley de procedimientos, por haber 
sido opuesta extemporáneamente; y se llama autos para defi- 
nitiva; y 

Considerando en cuanto a la excepción deducida; 

Que la competencia originaria de esta Corte Ita sido fun- 
dada en el hecho de ser el demandante m vecino de la capital 
federal equiparado al de otra provincia por la ley número 1467 
y ser una provincia la parte demandada. 

Que esa competencia se dió por acreditada, en cuanto hu- 
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biene lugar por la providencia de fojas 45, en que se corrió tras- 
lado de la demanda; a mérito de la información producida con 
al artículo 2.\ de la ley número 50. 

Que en su contestación a la demanda, el representante de 
la provincia no ha desconocido la vecindad invocada por el ac- 
tor, ni opuesto excepción respecto al fuero, ni aducido tampoco 
durante el término de prueba constancia alguna tendiente a des- 
virtuar la información producida por el demandante. 

Que el articulo n de la ley número 48 no exige terminan- 
temente, como se pretende a fojas 736 vta. la residencia de dos 
años para adquirir la vecindad puesto que menciona otras cir- 
cunstancias que la acreditan igualmente y como lo ha declarado 
esta Corte, la vecindad se constituye por el hecho de hallarse 
establecido de modo que aparezca el ánimo de permanecer. ( Fa- 
llos, tomo 118 pág. 256). 

Por ello no se hace lugar a la excepción de incompetencia. 

Y considerando en cuanto al fondo: 

1. *, Que la demanda se basa e;i la falta de cumplimiento 
atribuida por el actor al demandado de Jas obligaciones creadas 
por la ley de contribución directa de la provincia al ofrecer una 
compensación a las personas que denuncian bie íes no enpad ro- 
ñados ni avaluados. El hecho de presentarse como denunciante 
y 3a circunstancia de reunir la denuncia condiciones de validez 
significaría la aceptación de los beneficios acordados por la ley. 

2. °, Que el representante de la provincia de Santa Fe no 
ha negado la existencia de la cláusala de la ley de contribuciói 
directa, origen de la relación jurídica que invoca el actor como 
fundamento de su acción expresando que "en la hipótesis de 
que el doctor Pera fué ciertamente denunciante y que su de- 
recho al cincuenta por ciento enunciado no debiera pasar el 
tamiz de una controversia, fe desconoce el derecho de deman- 
dar a la provincia <le Santa Fe, sin deducir previamente !a 
acción de nulidad del convenio celebrado por el gobierno de 
aquella provincia y los ferrocarriles, compensando sus respecti- 
vos derechos y obligaciones. 
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Ouc. cti consecuencia, debe tenerse por reconocido el con- 
venio tácito a que dio origen la ley de contribución directa de 
la provincia» sancionada en agosto de 1901 y vigente en 1906, 
el <|uc constituye la liase de este litigio. 

3. *, Que el artículo 8.*, de esa ley dispone : "A los que de- 
nuncien propiedades no cnpadronadas, o la falta de cumplimien- 
to a lo dispuesto en el artículo 13, Ies corresponde el cincuenta 
por ciento de la multa que se aplique" ; que el articulo 13 esta- 
blece: "una vez terminada la construcción, el dueño o encarga- 
do dará cuenta a la oficina respetiva para practicar la nueva 
avaluación, debiendo hacerse la estimación del impuesto por Jo 
que falte de! año. El propietario o encargado que contrarié lo 
dispuesto en este articulo será considerado como infractor a 
la ley, y obligado a pagar la nueva cu ota » con más igual suma 
como multa". Que por último, el articulo 7 de Ta ley de refe- 
rencia preceptúa: "Las propiedades que no figuren en los pa- 
drones serán incorporadas avaluándolas por su valor corrien- 
te o de la compra-venta, y juagarán tantos años cuantos hayan 
transen rrklo desde el ultimo recilx) que se presente quedando 
exonerados de la multa si el empadronamiento se efectuase por 
denuncia del mismo deudor.'' 

4. ", Que respecto a los bienes inmuebles de los ferrocarri- 
les denunciados como sujetos al pago de contribución directa, 
se ha producido la siguiente prueba instrumental: 

E;i cuanto al ferrocarril Buenos Aires y Rosario : 

la) La nota-circular testimoniada a fojas 239 de diciem- 
bre 20 de 18 Mi en la que el director general de rentas de la 
provincia de Santa Fe llama la atención del receptor de rentas 
del Rosario sobre las propiedades de los ferrocarriles, a fin d¿ 
que este fttnckMtario recomendara a la comisión encargada de 
practicar la avaluación de aquel dq>artamento, que "debían 
incorporar al padrón y avaluar las propiedades referidas." 

(b) La nota que corre a fojas 240 de autos, dirigida al 
Ministro de Hacienda de la provincia de Santa Fe por el re- 
presentante de la empresa fechada en mayo 10 <lc 1805, maní- 
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focándole que "w«s comisiones recaudadoras de la contribu- 
ción dilecta de esta provincia han hecho intimaciones de pa- 
go de este impuesto a empleados de la empresa por el terreno 
y edificios que forman el ferrocarril y se hallan exclusiva- 
mente destinados a su servicio y explotación." 

(c) 'La nota de fojas 247 del representante de la empre- 
sa fechada en diciembre 6 de 1895, pidiendo la suspensión de 
todo procedimiento, contra la misma. 

(d) La liquidación agregada a fojas 249 en que se co- 
bran los impuestos de Jos años 1802 a 1805, sin multa, por re- 
solución del gobierno como lo expresa el documento de fojas 
248 "por considerar que los ferrocarriles han sido deudores de 
buena fé en nazón de considerarse exonerados por sus leyes 
de concesión." 

Estos documentos» perfectamente concordantes, están co- 
rroborados por Ta nota de fojas 253 ; por la resolución de! go- 
bÍer:io de la provincia demandada de fecha diciembre 12 de 
1895, testimoniada a fojas 259, suspendiendo el cobro del im- 
puesto de contribución por los años 1891 a 1894 inclusive; ¡»r 
la intimación de pago de ese impuesto en el año 1895. corriente 
a fojas 261 ; por la resolución de marzo 5 de 1896 (fojas 266) 
disponiendo que la direceción de rentas proceda a hacer efectivo 
el pago; por la intimación de fojas 267 dando cinco días de pla- 
zo a ia empresa para efectuar el pago, bajo apercibimiento de 
embargo; por la comunicación registrada a fojas 268; por la 
constancia <le pago que obra a fojas 270; por la resolución de 
junio 16 de 1896, testimoniada a fojas 2"f, tn fine, prorrogando 
el término para el pago del impuesto; por las instrucciones da- 
das en agosto 25 de 1897 a los receptores de rentas ( fojas 273) ; 
por la resolución del gobierno de septiembre 4 de 1897, (fojas 
279) disponiendo la devolución de ta suma de diecisiete mil 
cien pesos, pagada por concepto de contribución lirecta, hacien- 
do extensivo a esta empresa el resultado del fallo de esta Corte 
de julio 3 de 1897 (tomo 68 pág. 227) ; por el decreto de mar- 
zo 20 de 1901, (fojas 280) por el que se dispone que la direc- 
ción de rentas "proceda a cobrar en la forma legal los impues- 
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tos atrasados que adeuda el ferrocarril Buenos Aires y Rosa- 
rio en tas lineas no comprendidas en la ley de octubre de 1884*' ; 
Por )a resolución de la dirección de rentats de marzo 27 de 1901 
(fojas 282) y por la nota-circular de fojas 383; por las plani- 
llas de liquidación de contribución directa corrientes de fojas 
285 a fojas 304 con las que se demuestra que tas propiedades 
ríe esta empresa se avaluaron y quedaron incorporadas a los 
padrones a contar desde el ano 1802; por la intimación de pa- 
go testimoniada a fojas 305 ; por la nota de fojas 306, en que 
e! representante de la empresa por indicación del gobierno, ex- 
pone sus observaciones al pago del impuesto de contribución di- 
recta y propone una fórmu'a de arreglo; por el «1 forme de 1a 
dirección fie rentas de diciembre 22 de 1904, (fojas 310); 
l*>r el informe de la misma repartición de octubre 11 de 1907, 
corriente de fojas 312 a 318, en que se hace la liquidación de 
lo adeudado por contribución directa ¡desde 1802 a 1906 y ano 
1907, 

5. , Que respecto tlel ferrocarril Central Argentino, el ya 
citado fallo de esta Corte de julio 3 de 1S97 (fojas 366), hace 
innecesario examinar las constancias anteriores a esa fecha, 
atento que een ese fallo se declara que el impuesto de contribu- 
ción directa ha sido indebidamente pagado, en virtud de los 
términos generales de la ley de concesión de dicha empresa. 

Que en el año 1903, fecha en que la dirección de rentas 
consideró que vencía el término de exención de todo impuesto 
a esta empreesa, dispuso que los bienes pertenecientes a la mis- 
ma, fuesen enpadronados y avaluados, en el modo y forma 
que se establece en la nota-circular testimoniada a fojas 372. 

Esa resolución aparece cumplida por las receptorías res- 
pectivas, según las boletas de fojas 374 a 409. Que la avalua- 
ción fué notificada a la empresa, resulta de las piezas siguien- 
tes: 

(a) aviso de fojas 410 de fecha septiembre 14 de 1904* 
intimando el pago bajo apercibimiento de hacerlo efectivo con 
multa por vía de apremio. 

(b) Nota de fojas 411 de septiembre 21 de 1904, en h 
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que» el representante de la empresa se dirige al gobierno y so- 
licita se suspenda el cobro de la contribución directa, sostenien- 
do que no ha vencido el término de la exención de impuestos 
de que goaa la compañía, y porque el procedimiento de avalua- 
ción global no permite apreciar el criterio adoptado para la 
estimación de los bienes que la empresa posee. 

Corroboran esas reiteradas gestiones de |*ago, los antece- 
dentes administrativos que informan el documento agregado 
de fojas 418 a 425, en míe las propiedades del ferrocarril Cen- 
tral Argentino aparecen incorporadas al padrón en el año 1903, 
con el detalle preciso de los inmuebles, su clasificación, área, 
va'lor y situación. 

Este informe producido e:i octubre 8 de 1007, como conse- 
cuencia de las observaciones formuladas por las empresas en 
la citada nota de fojas 41 1, y los documentos corrientes de fojas 
436 a 434, corroboran la afirmación contenida en el informe 
agregado a fojas 169, en el que, si bien se reconoce que las em- 
presas de ferrocarriles no han denunciado bienes a los efectos 
del pago de contribución directa como ¡o hace notar el actor 
a : fojas 721, se agrega que las empresas no han tenido nece- 
sidad de hacerlo "por cuanto coi fecha 29 de Marzo de 1901 
y 28 de Octubre de 1904, la dirección general incorporó oíical- 
mente a los padrones de contribución directa todos los inmue- 
bles de propiedad de las referidas empresas." 

6.* Que la prueba testimonial corriente a fojas 135» 140 y 
196 no mejora la situación del actor en esta litis. El r;i forme 
del ex gobernador doctor Rodolfo Freiré corriente a fojas 135 
vuelta y 136, es en general, vago e impreciso. Las preguntas 
2.', 4/ y 5/ del pliego de fojas 135, no lian sido contestadas; 
y !a 3." pregunta tampoco lo ha sido e:i ía forma en que la for- 
mula e! actor. El deponente se limita a manifestar, que lo único 
que recuerda es una gestión de las empresas por la que se pre- 
tendía compensar la contribución adeudada con el crédito que 
«Has tenían contra la provincia, por pasajes, fletes, etc., la que 
no fué aceptada por no saberse con exactitud cuáles enaci lo* 
inmuebles de dichas empresas, ni conocer el monto preciso de 
los impuestos adeudados. t 
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El deponente fué gobernador de Santa Fe desde 1902 a 
1906, y al contestar como k» hace no recuerda el informe pro- 
ducúto por la Dirección de Rentas en Octubre 29 de 1904 (fo- 
jas 414), ni la nota del representante de tas empresas que da 
origen a dicho informe (fojas 411)* en la que se solicita que el 
gobierno suspenda el cobro de la contribución directo por Jas 
razones que en las mismas se expresan. 

El doctor Calixto Lasaga, al contentar el pliego de fojas. 
'39» manifiesta que intervino en el arreglo celebrado con las 
empresas, en Marzo de 1908; no tuvo conocimiento de la de- 
nuncia del actor, de noviembre de 1906; y la resolución de 
1908 tomó como base los informes de la dirección de rentas. 

Tampoco tuvo conocimiento de la denuncia el ex gober- 
nador l'edro A. Echagúe según resulta fie sn informe de fojas 
196 y siguientes; que el arreglo de 1908 tuvo por base los infor- 
mes oficiales suministrados por la oficina encargada de la per- 
cepción de la contribución directo; que las planillas de dicha 
contribución empezaron a pasarse a las empresas en el año 
1903. y que éstas oponían su crédito por pasajes y cargas con- 
tra el gobierno ; que éste no apremiaba porque a su vez tampoco 
polía pagar; que se trató de solucionar esta cuestión algunas 
veces, sin llegar a resultados definitivos, hasta que el depo- 
nente le dió término por el recordado convenio de marzo 
de 1908. 

7." Que toda la prueba analizada, en conjunto y en detalle, 
demuestra acabadamente que las gestiones de cobro y pago de 
ía contribución, materia de esta litis, dió lugar a una larga con* 
tro ver si a desde 1804 hasta 1908; que sí» en general, no se cobró 
contribución ni se aplicaron multas, ello no fué porque no estu- 
viesen determinadas las propiedades afectadas por el impuesto, 
sino porque se discutió siempre et derecho de la provincia, 
frente a las leyes de concesión de los ferrocarriles, y en ciertas 
circunstancias por dificultades financieras de la provincia, que 
se encontraba en eí caso de transigir con las empresas porque 
no podía abanarles sus créditos. 

S.* Que el documento testimoniado a fojas 414 y siguie:;- 
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tes ( informe de la Dirección Genera! de Rentas de Octubre 20. 
¿e .904), prueba concluyen! emente qtte la administración pro- 
vincial tenía conocimiento de los hechos que constituyen la tic 
nunria del actor. En ese informe se analizan las icyes de con- 
cesión fie las respectivas lineas, con motivo de las observacio- 
nes formulada* |>or el representante de las empresas, y se estu- 
dia la extensión que debía darse al plazo de cuarenta aú.;)*. 
durante ei cual las empresas estaban exentas de irjijjujstns; 
estableciendo la Dirección General a este respecto, que "siendo 
el punto más interesante saber sí venció o está jx>r vencer H 
plazo de los cuarenta años, lia debido acumular al expediente 
todos los antecedentes que sirvan de ilustración para resolver 
el caso, a cuyo efecto se agregan copias de las siguientes leyes: 
contrato fie concesión del ferrocarril Central Argentino y ley 
33 aprobándolo; ley 2030 autorizando la construcción de un 
rainal de Cañada de Gómez (Santa Fe) al pueblo de Perga- 
mino (Provincia de Buenos Aires); ley 2003 autorizan tío Ja 
construcción de una línea fie Cañada de Gómez a Sastre; ley 
2394 , línea del Rosario a Peyrano; ley 3462, linca fie Pergamino 
a Melincué; una planilla descriptiva de los avalúos de !íis pro- 
piedades de la empresa. Estas lineas autorizaron Ja construc 
ción de los ramales quj cruzan la provincia, y sólo el contrato 
relativo a la línea del Rosario a Córdoba, establece en su ar- 
ticulo 4.* la liberación de todo impuesto por el término fie cua- 
renta años. Resulta, pues, que solo el ramal de Rosario a Cór- 
doba, en la parte que coresponde a la provincia, que es hasta 
Tortugas, es la que estaba beneficiada con 'a exoneración, pues 
tos demás ramales autorizados por las leyes 2030, 2003, 2394 y 
3462, relativas a los ramales de Cañada de Gómei a Pergamino, 
de Cañada fie Gómez a Sastre, de Rosario a Peyrano y de Per- 
gamino a 'Melincué, no expresa el texto de las leyes nada que 
se refiera a exenciones de impuestos. De lo que resulta que la 
empresa del ferrocarril Central Argentino debe la contribución 
directa correspondiente a terrenos y edificios de las ramales 
autorizados por leyes que no acuerdan ninguna excepción, desde 
la fecha de la adquisición de los terrenos/' 
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Ante los antecedentes de este informe administrativo cíe 
1904, se perdí* fácilmente el origen de la denuncia de 1906, la 
que comprende en efecto las siguientes líneas: a) de Rosario 
a Córdoba; b) de Melincué a Pergamino"; c) de Rosario a 
l'eyrano; d) de Cañada de Gómez a Pergamino; e) de Cañada 
de Gómez a Sastre; f) de Villa Constitución a Río IV; g) de 
Venado Tuerto a Rufino; h) todas las lineas pertenecientes al 
ferrocarril Unenos Aires y Rosario, radicadas en el territorio 
de la provincia. 

Las lineas indicadas en los puntos a), b), c), d), y cJ, 
son las mismas a que hace referencia el informe de la direc- 
ción de rentas de 1904; las de los puntos f) y g (, correspon- 
dientes al antiguo ferrocarril Gratul Sud Santa Fe y Córdoba 
eran conocidas también. pues, como lo dice el actor a fojas 1 
y lo ratifica el decreto corriente a fojas 280, fué exonerada de 
impuestos por ley de la provincia de 25 de Septiembre de 1800: 
y esas mismas lincas y las del punto h) fueron consideradas 
exentas de impuestos por decreto de Septiembre 4 de 1897 (fo- 
jas 279) y después compelidos a pagarlos por decreto de feelia 
20 de Marzo de iqoi ( fojas 280 K 

9.* Que a la denuncia base de este litigio, le han faltado» 
pues, por el concepto analizado caracteres esenciales, desde que 
no ha llevado a conocimiento del gobierno dato alguno que éste 
no conociera al respecto de antemano, ni se ha cumplido el re- 
quisito de qtie las propiedades aludidas 110 estuviesen avahadas 
y empadronadas, en unos casos y en otras exceptuadas del 
pago de impuestos por leyes de la Nación o <k la provincia : ni 
lia ofrecido, en fin, a la gestión administrativa del gobierno 
ningún antecedente extraño a los documentos oficíales preci- 
tados. 

Es además tina circunstancia concurrente de las conside- 
raciones que preceden, el hecho de que el denunciante abando- 
nara la gestión inicial. a| extremo de no procurar que tomaran 
conocimiento del asunto los gobernadores y ministros respec- 
tivos, cuyo testimonio, ofrecido por el actor, es uniforme en !a 
manifestación de que ignoraban la existencia de la demucia; 
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y ese abandono a que hacen referencia los informes de fojas 
140, 196 y <j S7 , se corrobora con la resolución de archivar el 
expediente dictada en conformidad aü decreto de 26 de Enero 
de 1899, comente a fojas 601, que dispone el archivo de todo 
expediente cuya tramitacín no haya sido activarla o proseguí. h 
por los interesados durante im año. 

Que es elemental el concepto de que la denuncia en 
general, presupone que aquél a quien se dirige ignora los hechos 
denunciados no solo porque el vocablo "denunciar" significa 
noticiar, avisar, descubrir, revelan poner en conocimiento de 
alguno cosas secretas, según Co definen los léxicos distinguios, 
smo también porque en el caso.de auto* no cabe suponer que la 
ley ha de ofrecer recompensas al que revela Co que ya se sabia 
m es aceptable tampoco que esa disposición legal hava partido 
de la hipótesis inverosímil de que el Gobierno conozca con ante- 
rioridad Jos antecedentes denunciados y prescinda de ellos, con 
sacrificio de los intereses fiscales y en obsequio de los deplores 
morosos, Juego entonces la prueba ha debido versar primordial- 
mente sobre este punto, factor esencial a la procedencia y vali- 
dez de ía denuncia. ■ 

ii 4 . Que, entretanto, y según las actuaciones de que se hn 
hecho mérito precedentemente, queda demostrad en autos con 
toda amplitud y claridad, que el Gobierno de Santa Fe no igno- 
raba antecedente alguno de los que fundamentan la denuncia * 
que en determinados casos algunas propiedades no fueron ava- 
luedas y empadronadas por considerárselas fuera del alcance 
de la ley impositiva; que en otros; y no obstante el empadrona- 
miento y la avaluación, se excepcionaron del pago al amparo 
th exoneraciones eficazmente invocadas; que por decisión judi- 
cial confirmatoria de los derechos alegaifos por el Central Ar- 
gentino, la provincia restituyó los impuestos de contribución 
directa percibidos antes de la expiración del término de la lev 
concesionaria respectiva; que si el Gobier:» de Santa Fe no 
hilo uso de] procedimiento de apremio, fué en consideración 
a múltiples circunstancias, entre otras, la de ser a su vez deudor 
de las empresas por fuertes sumas provenientes de servicios 
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ferroviarios, y que, en fin, descartados los hechos, sólo queda 
como fúndame-. íto de la denuncia, y en consecuencia, tle la de- 
manda, el criterio de apreciación del denunciante, diverso del 
que ha servido de base al Gobierno de Santa Fe para deter- 
minar la extensión forma y modo de aplicación de las leyes 
impositivas de la provincia. 

Que desconocido el derecho que se preteulc por el actor a 
titulo de denunciante, se hace innecesario entrar a determinar 
si las avaluaciones hechas por el gobierno de Santa Fe respon- 
dieron o no al valor real de los immebles fie los ferrocarriles 
referí: los, si este tribunal tendría o no jurisdicción para reverlos, 
asi como la facultad con que aquel Gobierno celebró el contrato 
ilc %* de Mayo de 1908 que el actor mismo considera como 
res ínter aths acta, que. según sus palabras, tío amengua ;ii de- 
bilita su acción que emerge de la ley, de la misma ley de con- 
tribncin directa provincial, infringida y no del decreto del Poder 
Ejecutivo, agregándose que "no tiene absolutamente nada que 
hacer el hecho de la denuncia con la cuestión de validez o nuli- 
dad del convenio de 1908" (foja* 32 vta., 687 y vuelta). 

Por lo expuesto: se absuelve a la Provincia fie Santa Fe 
fie la demanda deducida contra ella en el escrito de fojas 24, sin 
especial condenación en costas atonto la naturaleza de las 
cuestiones debatidas. Xoti fíquese original y repuestos los sellos, 
archívese. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar. — D. E, Palacio, — 
J. Fichero a Alcorta. 
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CAUSA CXXX 



Criminal, contra Segundo l'hvnco o José Maldanado o Baldo- 
nado, por n omitido 

Sumario ; La confesión calificada no es indivisible cuando las 
constancias de autos desautorizan la calificación, y cuando 
Jas presunciones graves contra el confesante, fundadas en 
antecedentes personales y c:i las circunstancias del hecho, 
autoricen a dividiría. 

2. ° La confesión del reo, corroborada por otros ante- 
cedentes de la causa, puede comprobar la existencia del 
cuerno del delito. 

3. " Es justa la sentencia <nie condena a la pena de diez 
y siete anos y medio de prsidío y accesorias legales al autor 
del «lelito tk homicidio, jwrpetrado sin circunstancia ate- 
nuantes ni agravantes. 

t aso; Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JCEZ LETRADO 

VMM, AtHil Jl U IMS. 

Y vistos : Estos autos .seguidos a Segundo Y i vaneo o Jos¿ 
Matdonado o l ia ¡donado, chileno, de veinte años de edad» sol te 
ro, agricultor, domiciliado en Médanos, provincia de Buenos 
Aires, por homicilio e:i la persona de Jnan Astoy, resulta : 

Que habiendo sido detenido en la comisaría de Coronel 
Fringles el indígena Segundo Vi vaneo o José Matdonado o 
Baldonado por suponérsele infractor a la ley militar, se le se- 
cuestraron un certificado de venta de un cabaHo blanco vendido 
por Juan Astoy y firmado por Isidro Hueso; un bozal y cabes- 
tro con pasadores al parecer de plata, prenda s que se sospecha- 
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ba fueran de Juan Astoy, de quien se sabe ha desaparecido d? 
una isla donde vivía y que en los días de su desaparición había, 
estado un indígena en la isla a quien fe había vendido uu cabaHo 
blanco, circunstancias que hicieron creer at comisario de Prin- 
gles, que el indígena Y ¡vaneo o Maldonado o Baldonado fuera 
efl autor de J» desaparición de Astoy, lo llamo a su presencia y 
0:1 vista de las manifestaciones contradictorias en que incurrió» 
resolvió tomarte declaracin en forma (fojas 1 y vuelta). 

Que el procesado en su primera declaración prestada ante 
el comisario de policía a fs 2 vta., declara, que estuvo en la 
"Travesía de! Turco" a una.-» diez leguas del pueblo de Pringle* 
en el boliche de Isidro Hueso el dia 20 de Abril de 1912, y reco- 
noce el certificado de la venta det caballo blanco firmado por 
Isidro Hueso, manifestando que se lo dio Juau Astoy en Chi- 
pollctti, manifestando que no estaba presente Astoy cuando 
hizo el certificado Hueso; que a Juan Astoy lo conoció en una 
isla que está frente a la "Travesía del Turco", y que la última 
vez que lo vió fué el i,° de Abril, agregando que conoce dos 
Jnai Astoy y que los dos te vendieron un caballo blanco carta 
uno» pero el que le vendió un cattatlo primero se fue para Chile. 
Preguntarlo por la procedencia del bozal y cabestro con pasa- 
dores <le metal que se !c secuestraron en la policía, dice que 
son de su propiedad y que los compró en Cipolletti en un boli- 
che de Germán de la Rosa. Preguntado si cua'ido vió en la isla 
de la "Travesía del Turco" a Juan Astoy, éste quedó acompa- 
ñado de alguna persona, manifestó que estuvo con Astoy en la 
isla el día i.° de Abril de 1912; que Astoy lo pasó al Sud en 
un bote y en conversación le dijo que iba a mandar buscar 
estopa y pintura para componer el bote porque le entraba mucha 
agua, y que en esa fecha ¡Juan Astoy estaba muy enfermo, que 
no podía comer, que él le estuvo haciendo caldo varios días y 
que después se fué dejando ai la isla a Astoy con un paisano 
cuyo nombre no conoce, que se había fugado de la cárcel de 
Viedma y que estaba lastimado en la cabeza ; que a ese paisano 
lo tenía oculto Astoy en un monte de chitcas, que era joven, 
bajo, gordo y usaba botas, gorra colorada y ropa negra, y He- 
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vaha un poncho de guanaco, agregando que recién al ser dete- 
nido ha tenido noticias de la desaparición de Juan Astoy y que 
es prófugo de la comisaría de l^atagones, donde «e encontraba 
procesado por hurto y fugó sin cumplir condena ( fs, z vta. as). 

Que a fs. 5 amplia nuevamente su declaración el procesado, 
manifestando que quería declarar que Júaci Astoy había falle- 
cido en la isla frente ta "Travesía del Turco", «1 la mañana 
del día 21 de Abril y que el declarante» ayudado por el paisano 
herido a que se ha referido en su declaración anterior, después 
de velar el cadáver todo el día y la noche, le dió sepultura 
contra Ja barranca del río, como a uíia cuadra de !a casa, ha- 
ciendo un pequeño pozo para enterrarlo; que el bolichero de la 
"Travesía del Turco" le dijo el día que le hizo el certificado, 
que Astoy estaba muy enfermo; que para enterrarlo lo vistieron 
con un par de calzoncillos de franela, dos camisas, una negra 
y otra blanca, un sombrero viejo co!or plomo o café y ttn traje 
usado de color negro y después lo envolvieron en una frazada 
de color mora; que el paisano se llevó un recado y el depa- 
rante recogió las premias siguientes: dos ni atrás chilenas que 
vendió en Médanos a un ruso; -im lazo trenzado; un par de 
boleadoras y que en su poder tiene un bozal y cabestro con 
pasadores de plata, que ee le secuestró al ser detenido y varias 
premias más. Que al preguntársele por qué no dió cuenta del 
fallecimiento de Astoy a la policía, dijo que 110 lo hilo porque 
esperaba que fuera otra perso:ia a la isla, y después de esperar 
allí seis días, tomó e! bote y pasó al Sur, amarrándolo e:i la co¿ta 
del río y montando a eaballo se internó al Sur y se fué a traba- 
jar a Choeíe Choel, donde estuvo un mes y después se fué a 
Médano-. Que cuando salió de la isla, la noche de un martes de 
fin de Abril, no quedó nadie en ta isla y que volvió otra vez a 
estos lugares porque en Médanos le quitaron el caballo por 
faltarle el visto bueno at certificado que le dió Astoy (fojas 
5 a 6 vuela l. 

Que a fs. 9 aparece una diligencia practicada por el comi- 
sario instructor, quien se constituye en la isla <kr Astoy acom- 
pañado i>or el procesado y dos agentes para buscar el caííáver 
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de Juan Astoy, y después de inspeccionar el lugar indicado por 
el procesado no se consiguió su objeto por estar éste cubierto 
por e! agua del rio, habiendo encontrado una pala de puntear 
con el cabo retobado con un alambre, manifestando el acusado 
que con esa pala dio sepultura al cuerpo <lc Astoy. 

Que a fs. 9 vta declara Rufino Alberdi, reconociendo como 
ríe propiedad de Astoy algunas prendas de las secuestradas al 
procesado, manifestando que Antonio Crespo estuvo en 1a isla 
que ocupaba Astoy, antes de que se dijera que había desapa- 
recido, no encontrándolo a éste sino a un i*aisaiio que lo invitó 
a que se quedara en la isla > que a media noche lo hizo levantar 
amenazándolo; que Crespo se levantó y se fué a casa dei 
declarante, no pudienido precisar la fecha. 

Que el procesado a fs. 10 vía. manifiesta nuevamente que 
desea ampliar su declaración y expresa que todas sus declara- 
ciones anteriores son inexactas; Que un día sábado, a fines 
de Abril, se encontraba el declarante en la isla con Juan Astoy, 
se pusieron a beber chacolí (vino) a orillas del fuego, mezclado 
con caña, desde temprano; que se disgustaron por el certifi- 
cado del caballo porque estaba mal hecho, porque le faltaba el 
visto bueno, causa por la cual se lo tiró por la cara el decla- 
rante y que entonces Astoy se levantó, se armó con una pala y 
con ella le díó un golpe en la cabera ; que el declarante salió 
afuera tic la cocina a refrescarse y al regresar nuevamente a 
la casa y que cuando Astoy lo vió venir se armó de una esco* 
peía de dos tiros que tenía cargada y le hizo un disparo sin 
conseguir herirlo. Que el declarante tomó un palo y se fue a 
la cocina donde estaba Astoy y se tomaron en lucha cuerpo a 
a cuerpo, habiéndole pegado Astoy dos veces con la escopeta 
en la espalda y habiéndosele caído ésta lo tomó estrangulándolo 
al declarante, que entonces él le pegó tres garrotazos con un 
pafo, con los cuales lo volteó al suelo en la cocina, próximo a 
un fuego grande que allí había y disparó para afuera deján- 
dolo a Astoy tendido en el suelo y pataleando. Que al día 
siguiente cuando se levantó fué a la cocina y lo encontró todo 
quemado, quedándole bueno sólo las asentaderas, pues la cabe 
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za, caja del cuerpo y las piernas estaban completamente car- 
bonizadas. Que entonces recogió las cenizas y los pocos pedazo- 
de huesos que había y que pertenecían al cuerno de Juan 
Astoy, y haciendo un pocho chico detrás de la casa Jos enterró 
al pie de un sauce, reconociendo la pala de puntear que «c le 
presente ser la misma con que le pegó al declarante Astoy y 
la misma que le virvió para hacer el pozo en el que enterró los 
rotos de Astoy (fs, 10 a ti vta.). 

Leopoldo Serra, declara a fs. 15, que había oído que 
Astoy había desaparecido de la isla que ociq>sba en la "Tn- 
vesía del Turco" y que por esa razón, dió cuc;ita a la policía 
de Conessa de su desaparición. Que Juan Astoy era norteame- 
ricano, trigueño, cabello negro, algo crespo, regular grueso y 
muy fornido, no sabia leer ni escribir y era hombre poco mo- 
lesto para el vecindario. Que reconoce las prendas que s L ' le 
pone 1 de manifiesto como pertenecientes a Astoy y que supo 
por Isidro Hueso que Astoy había vendido un caballo blanco 
y con eso se iba a hacer curar en Conesa. Qwen Juan Astoy 
tenía una perrita que lo seguía constantemente y que ese 
■a 11 mal haba desaparecido de la isla sin saber quien la llevó 
Que a fs. 20, presta nueva declaración el procesado y ma- 
nifiesta que es cierto que Astoy tenia una perrita overa y que 
cuando iba a cavar donde había enterrado los restos, la castigó, 
y que des ríe entonces no la vió más, manifestando además que 
era cierto que el 21 tí 22 de Abril fué a la isla un moreno lla- 
mado Antonio Crespo y como 1c preguntara por Astoy, él le 
contestó que se había ido a ver una curandera y que a la ma- 
ñana muy temprano le dijo a Crespo que se fuera por temor 
que dando vueltas por la isla encontrara la sepultura de As- 
toy, diciéndole que al dueño de casa no Je gustaba que reci- 
biera gente extraña, porque ya estaba muerto Juan Astoy cuan- 
do sucedió esto. 

Que dictada la prisión preventiva y elevado el sumario a 
estado de p!enario, el fiscal acusa pidiendo se le imponga al 
procesado la pena de veinte años de presidio, accesorios léga- 
le* y ostas, y el defensor pide que se desestime la acusación 
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fiscal y se absuelva de culpa y cargo a su defendido por haber 
obrado en legitima defensa, no habiéndose producido ninguna 
prueba según certificado del actuario corriente a fs. 33 vta. 

Y considerando: 

I. One el delito de homicidio está probado por las cons- 
tancia* del sumario, por la inspección ocular de fojas 1 1 vta. 
y por el informe pericial de fojas 18. 

II. Que también está identificada la persona tic su autor, 
cuya confesión reúne los requisitos legales para surtir plena 
prueba. 

III. Qtte la legítima defensa invocada por el defensor no 
está prolíada en manera alguna, pues de autos se deduce cla- 
ramente que no pudo haber ataque por parte de la victima, ya 
(¡iie no presenta signo alguno de violencia, ni haberse intentado 
¿i'juiera producir prueba alguna para justificarla y a pesar 
do ser calificada su confesión, puede perfectamente dividirse 
en su contra, por citanto está probailo que el procesado ha 
mentido en sus primeras declaraciones y que la última, es decir 
la de fs. 10 vta., es la que contiene la verdad de los hechos, 
por cuanto de los autos surgen elementos suficientes para con- 
siderarlo responsable del bárbaro delito que lia cometido, con 
el único y deliberado propósito de robar a un hombre que se 
encontráis enfermo y tal vez ebrio en «na isla desierta, quemar 
¡oí despojos palpitantes de su víctima según se desprende del 
informe médico legal de fs. 37 vta., con objeto de hacer des- 
aparecer las huellas de su crimen atroz. 

IV. Que el caso sub judice encuadra en lo dispuesto |x>r 
el Art 17, Cap. I, inc. i.° de la ley número 4189 de reformas 
al Código Penal, con las agravantes de los incisos 3.* y 13.* del 
artículo 84 del Código Penal y sin ninguna atenuante. 

Por estos fundamentos .y con arreglo a las disposiciones 
legales citadas, fallo: condenando a Segundo Vivanco o José 
Mal donado o baldonado a sufrir la pena de veinticinco años 
de presidio, accesorios legales y costas. Notifíquese, regís- 
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tres* y «i «o fuese apelada,- elévese en consulta a la Exma 
Cámara. — F. S. Aguitar. — Ante mi : Luis Cordera. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

U Pilla. AfHM H út IMS. 

Y vistos; Para resolver esta causa seguida <le oficio con- 
tra Segumlo Vi vaneo o José Mal donado o Baldonado, chileno, 
de veinte anos de edad, soltero, jornalero, por el delito de 
homicidio en la persona de Juan Astoy en la isla de la "Tra- 
vesía del Turco" territorio del Río Negro, en el mes de 
Abril de 1912, y 

Considerando í • 

Que el delito, motivo de esta causa ha stdo calificado y 
con rlenado su autor por el a qno en la sentencia de fojas jr», 
fundado e¡i consideraciones (píe el tribunal juzga arreglada* 
a derecho. 

En efecto: El cuerpo del delito está comprobado con h 
confesión del reo de fs. 10 vta. bien corroborada en ese sentido 
por el informe pericial de fs. 18 e inspección ocular de fojas 
it vuelta. < 

A ese respecto no puede admitirse la objeción o defensa 
opuesta en primera instancia, de que el cuerpo del delito no 
está constatado en autos ¡por no existir la partida comprobante 
de la defunción de Astoy y otras pruebas que la confirmen. 

"La inicua confesión del reo, dice Mittermaycr citad*» 
por e! fiscal Dr. Cortés en im caso análogo, puede conprobar 
el cuerpo del delito, siempre que en el proceso existan otros 
que apoyando su contenido, la presenten como verosímil". 

El principio citado, es de aplicación en el caso snb judice, 
y mucho más si se tiene en cuenta que las constancias y dili- 
gencias a que se refiere el a quo en su primer considerando, 
y la confesión de fs. 10 vta que reúne los requisitos del articu- 
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lo 316 del Código de Procedimiientos en lo Criminal, se com- 
plementan de tal modo, que no dejan lugar a dutias acerca de 
la comisión fiel delito; pues V i vaneo, se reconoce autor dei 
hecho que produjo el deceso de Juan Astoy, cuya desaparición, 
hace verosímil et hecho confesado de su muerte violenta y 
de su incineración subsiguiente, circunstancia que explica la 
imposibilidad de su ñidentificación en estos autos. 

En cuanto a la legitima defensa alegada, también debe 
rechazarse por los fundamentos del considerando III fie la sen- 
tencia apelada, pues si bien es cierto que la confesión del reo 
es calificada, se puede dividir en su contra, de acuerdo con la 
.segunda parte del artículo 318 del Código citado. 

En efecto: Concurren varias causas que autorizan a 
aplicar ese criterio: I.*, los antecedentes de la persona del reo, 
quien estantío detenido como infractor a la ley de cnrolamien- 
to,confiesa haber sido procesado por hurto, habiéndose fugado 
sin cumplir la condena de la comisaria de Patagones ; a.*, la 
falsedad y contradiccin de sus declaraciones anteriores a la 
de fs. ío vta, y 3,°, lo inverosímil de ciertos detalles de la 
con festón, como ta forma en que dice se quemó el cadáver, la 
que ha sido desvirtuada por el m forme médico de fs. 37 vta. 

En cambio, es circunstancia que debe apreciarse en su 
contra el hecho tic que se encuentren en su poder, varías pren- 
das reconocidas como fie pertenencia de la victima, lo que hace 
suponer, dados sus malos antecedentes, que el robo fué uno 
de los móviles de su delito. 

El caso fie autos, encuadra pues, dentro del inc. del 
art. 17 ríe la ley 4189, no encontrando el tribunal comprobadas 
las agravantes computadas por el a quo. 

Por estos fundamentos y demás concordantes de la sen* 
tencia recurrida de fs. 39 se la confirma con costas en manto 
a la calificación, reformándola en cuanto a ta pena impuesta 
la que se fija en die* y siete años y medio de presidio y acce- 
sorios legales. — Marcelino Escalada. — R t Cuida Lm*alle. — 
José Marcó.. 
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Vistos y considerando: 



Que el delito de homicidio imputado al procesado Segun- 
do Vi vaneo o José Maklonado o lla1<lona<lo ha dejado prue- 
ba» materiales de su perpetración que se han liecho constar en 
el sumario instruido con tal motivo, pruebas que son suficien- 
tes para establecer la existencia del delito como base del proce- 
dimiento er> materia penal requerido por k ley. Código de 
Procedimientos en lo Criminal f Artículos 307 y 208). 

Que esas pruebas que ofrece ta inspección ocular de fojas 
11 vta a fs. 12, los informes de fs. 18 y 35, asi como las de- 
más diligencias practicadas por la policía de Coronel Pringtes, 
que corren de fs. 1 a fs. 22, demuestran la muerte vio!e:ita de 
Juan Astoy y que los restos de su cadáver después de ser que- 
mados, fueron enterrados por su matador, el procesado cu un 
pozo cavado a pocos, metros de la casa en que vivia la víctima, 
en tna isla situada en la jurisdicción del Rio Negro, en donde 
fueron en contrados por la policía. 

Que la responsabÜKlad del procesado está también sufi- 
cientemente comprobada por los antecedentes relacionados y 
por su propia confesión de fs. lo, ratificada pocos días des- 
pués a fs. 20 y posteriormente ambas ante el Juez de la causa, 
en las que manifiesta la forma en que fué muerto Astoy, co- 
mo se quemó el cadáver y procedió después a recoger sus ceni- 
zas para enterrarlas en un pozo que cavó atrás de la casa de 
donde fueron exhumadas por la policía, como antes se ha di- 
cho. 

Que la confesión calificada no es indivisible cuando las 
constancias de autos desautorizan la calificación y cuando las 
presunciones graves contra et confesante fundadas en sus an- 
tecedentes personales y en las circunstancias del hecho, autori- 
cen a dividir su confesión (Fallos, tomos 90, pág, 144; icy>, 
pág, 51 ; 1 14, pág. 226). 
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Que por k> unto debe desestimarse la excepción de le 
gititna defensa, que no se ha justificado ni intentado siquiera 
producir al ■respecto prueba alguna, máxime si se tiene pre 
senté cuanto de autos se deduce claramente, que no pudo ha- 
ber ataque ni agresión por parte de la victima, como se hace 
constar acertadamente en la sentencia del inferior (fojas 39) 

Que este delito están comprendido en lo dispuesto en el 
articuío 17, inciso de la ley de reformas al Código Penal. 

Por ello y sus fu:idamentos t se confirma, con costas, la 
sentencia apelada, de fojas 54, Notifiquese original y devuél- 
vanse. 

A. Iíkrmejo. — Nicanor G. del 
Sola», — D. E. Palacio. — 
J. FlCUF.ROA Alcorta. 



CAUSA CXXXI 



Empresa Puerto del Rosario, contra los Herederos de Ortiz y 
Guerra, sobre expropiación. 

Sumario : Deben ser expropiados y no ocupados gratuitamente, 
los terrenos de ribera del rio Paraná, afectados por la 
construcción del puerto de! Rosario que si bien se encuen- 
tran dentro de ta cota 5. 30, no se hallan permanentemente 
cubiertos por Jas aguas. 

Caso : Lo explican tas piezas siguientes: 



S10 



FALLOS DK LA CORTE SUPREMA 



SENTENCIA DEL JL'EZ FEDERAL 

Retirla, FtkrtfO n de IfiO. 

Y vistos: la presente demanda iniciada por el Dr. <lon 
Carlos Silveyra en representación de 2a Sociedad Puerto de) 
Rosario contra los herederos de Ortiz y Guerra, solí re expro- 
piación, y de la cual resulta: 

Con fecha 30 de Septiembre de 1903 y con el memo- 
rial de fs. 3 a 10, se presenta el Dr. Carlos Silveyra a nombre 
de la Sociedad Puerto del Rosario, cuya personería la acredita 
con el poder que en testimonio corre agregado de fs. 11 a 13, 
iniciando juicio de expropiación contra los herederos de Ortiz 
y Guerra, fundado en los siguientes antecedentes: 

(a) Artículo 12 de la ley n°. 3885 ordenando se llana* a 
concurso para la construcción y explotación de un Puerto Co- 
mercial m es ta Ciudad, dictada en fecha 20 de Diciembre de 
1899 y promulgada el 27 del mismo mes y año, y por la que 
se declaró de utilidad publica la adquisición de todos los terre- 
nos que fueran necesarios para el cumplimiento de ta mencio- 
nada ley, de conformidad con los planos que aprobase el Po- 
der Ejecutivo y de cuya expropiación quedaba encargada ía 
empresa concesionaria. 

(b) Dicha ley 3885 que figura en la página 45 del tomo 
"Antecedentes del Concurso para la construcción y explotación 
del Puerto Comercial en la Ciudad del Rosario", motivó el 
decreto por el cual se llamaba a concurso a los fines de la mis- 
ma, expedido por e! Poder Ejecutivo con fecha io de Sep- 
tiembre de 1900 e inserto en la página 87 del mencionado tomo, 

(c) Celebración del contrato respectivo por el Poder 
Ejecutivo Nacional con la Empresa constructora de los se- 
ñores Hersent et fils y Schncider y Compañía del Comercio 
de París, según el cual estos señores tomarían a su cargo la 
construcción y explotación del puerto de esta ciudad de acuer- 
do con los planos aprobados; y 

(d) A fs. 1 acompaña el ductor Silveyra e! plano eo- 
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rresi>o:idiente a la fracción a qiie se refiere la demanda, fir- 
mado por el Señor Ministro <fe Obras Públicas y en cuyo pla- 
no están designados una parte de tos terrenos destinados para 
las obras del Puerto y declarados de utilidad pública de acucr- 
do con la citada ley 3885 ; comprendiendo la presente deman- 
da el señalado con el *N° 17 bajo el -nombre <te "Herederos 
fie Ortiz y Guerra" en toda la parte que abarcan los siguientes 
limites: Al Norte el n°. 16 (sin nombre) at Este el Río Paraná 
a! Sud el lote n* 18, con el nombre oV Banco Nacional en Li- 
qitid ación y al Geste, la linea de la Avenida Belgrano, limite 
de la expropiación. 

En consecuencia, con estos antecedentes que se han re- 
lacionado, dice el actor que queda demostrado que en el caso 
ocurrente debe aplicarse d procedimiento establecido en la ley 
nacional de 13 de Septiembre de £866 relativo a la expropia- 
ción de bienes por causa de utilidad pública, pues están llena- 
dos todos los requisitos que la ley exige para que proceda la 
expropiación de esos bienes. 

Hace presente, a la vez, al juzgado, que por los ante- 
cedentes que existen y estudios particulares practicados po.* 
orden del Superior Gobierno Nacional todos los terrenos des- 
tín? dos a las obras del puerto pertenecen en exclusivo dominio 
al listado General ; y los actual! es ocupantes carecen de un títu- 
lo legitimo de adquisición respecto de esos mismos terrenos; 
f»ero que como no es posible retardar la prosecución de las 
obras proyectadas basta que el gobierno gestione e:i un juicio 
ordinario la declaración judicial de sus derechos, se ha prefe- 
rido iniciar en cada caso por intermedio de la empresa que es 
la encargada por el contrato de intervenir directamente susti- 
tuida en los derechos del Gobierno Nacional, los correspondien- 
tes juicios de expropiación a fin de tomar la posesión inme- 
diata de dos terrenos ¡tara la continuación de las obras en las 
que están comprometidas cuestioms de interés geieral que no 
pueden suspenderse por motivo de controversias judiciales. 

3 * r A fs. 2 acompaña la boleta de consignación i»r valor 
de $ 600 m|n. legal en cuya sumí ha sido avaluado por el In- 
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¿entero del Gobierno Señor Antonio -Piaggb el terreno a ex- 
propiarse, con todo Jo en éí edificado, clavado y plantado; y 
«n virtud de lo cual solicita ta ocupación inmediata del mismo. 

Hace presente a! mismo tiempo al tribunal, que ignorando 
el domicilio de los herederos Ortiz y Guerra, no obstante la* 
averiguaciones que lia efectuado, no ha podido por tal moti- 
vo hacer la oferta particular a que se redijere el artículo 4 dé 
la ley de 13 de Septiembre de 1866. \ 

3-*, A fs. 14, el juzgado tiene por entablada la demanda y 
en mérito de la consignación que la misma importa y de las 
citas legales que se invocan, hace lugar a la ocupación del inmue- 
ble que se demanda, de acuerdo can él püano firmado por el Mi- 
nisterio de Obro* Pública*. Se ordena asi mismo la citación j»or 
edictos al demandado para que comparezca a estar a derecho 
bajo apercibimiento, dándosele la correspondiente intervención 
al señor procurador fiscal. 

4A Publicados que fueron ios edictos ordenados y que cu- 
rren agregados de fojas 21 a fs. 24, se presenta el procurador 
señor Carlos Castilla a fs. 19 en representación de la Socie- 
dad "Juan M. Ortiz en liquidación": teniéndolo el tribunal a 
fs. 19 vta, en el carácter invocado por dicho representante. 

5-°, A fs. 83, se ordena correr traslado de la demanda, 
acompañando los demandados los títulos de propiedad que acre- 
ditan el dominio de los mismos y un plano de los terrenos dis- 
cutidos, todo lo que corre desde fs, 84 a fs. 118, pidiendo a 
la ve* el representante de aquellos en el escrito de fs. 19, la 
agregación de dichos títulos y planos v se le corra traslado de 
4a demanda. 

6.°, De fs, 121 a fs. 136 corre agregada la escritura de 
rescisión entre la sucesión <le don Juan M . Ortiz y ios señores 
Juan Cañáis y don Javier Mimuce, por la cual se conprueba el 
carácter de propietario del terreno expropiado en este juicio. 

7. , De fs. 138 a fs. 147, se contesta el traslado de la de- 
manda, abriéndose a prueba la causa por todo el término de 
ky a fs. 156; produciéndose por el actor la ofrecida en sus 
escritos de fs. 158 a 160; 165, 166, ió> t 168, 169 y 170; y 
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IMir et demandado la que ofrece en sus escritos de fs. iftí 103 

y W 

8." De fs. 260 a fs. 282 vta corre el alegato de bien proba- 
do presentado por el actor y de fs. 283 a 322 él de] demanda- 
do, llamándose autos para sentencia a fs. 322 vta. 

A fs. 324, el juzgado en carácter <le para mejor pro- 
veer, nombra perito tercero al ingeniero señor Manuel Su~ 
gasti, en atención a la disconformidad existente entre los pe- 
ritas propuestos por ambas partes señores Vinent y Soriano, 
acerca de la exteneión de tierra que debe conceptuarse comprcii- 
dida dentro de los limites de las más altas crecientes ordinarias 
del rio Paraná y dentro de la ribera externa ; expidiéndose dicho 
Irrito a fs. 327 a 329, con lo que queda este juicio concluso 
para definitiva; y 

á 

Considerando : 

i.°> Que es un hecho demostrado a ba*c de la más com- 
pleta conformidad entre los interesados y por los antecedentes 
acumulados en los autos, que el terreno objeto de la acción 
deducida forma parte de la playa de] Río Paraná, cncontrán- 
doíe ubicado dentro de la zona denunciada a la expropiación 
en el piano respectivo y destinado a la construcción del Puerto 
por la ley del H. Congreso n", 3885 de fecha 20 de Diciembre 
de 1889, 

2, . Que jx>r su parte los demandados han comprobado sus 
derechos de dominio al terreno de la referencia, en la forma 
usada en estas clases de emergencias, acompañando a! efecto 
títulos derivados de diversos actos jurídicos, que apreciados pri- 
ma facie en su faz legal, presentan todos los caracteres de vá- 
lidos y firmes. 

3 °, Que el art. 17 de la Constitución Nacional preceptúa 
en términos categóricos que la propiedad es inviolable y que 
ningún habitante de la Nación puede ser despojado de ella sino 
en virtud de sentencia fundada en ley ; agregando que la ex- 
propiación por causa <lc utilidad pública debe ser calificada 
por sanción Jegislaliva y previamente indemnizada. 
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4", Que como epílogo complementario a esta doctrina, c|iie 
esa la vez la consagrada por el Código Civil en sus disposiciones 
pertinentes, la misma Constitución en el artículo 28, establece 
solemnemente: "Que las declaraciones, derechos y garantías 
reconocidas y enumeradas en ella, no podrán ser alteradas por 
•leyes a pretexto de reglamentarlas en su ejercicio*'. 

5. , Que si bien es cierto que la génesis de la nacionalidad 
argentina comienza a tomar formas tangibles en el sentklo po- 
lítico en la mañana del 25 de Mayo de i8ro y se acentúa con 
perfiles salientes en 1a Asamblea del 9 de Julio del año 16, lo 
es también que ella se afirma recien en el momento en que las 
provincias que formaban el antiguo Virreinato se sustraen de 
4a anarquía de! año 20 y sellan su pacto de unión jurando ta 
Constitución definitiva del año 60, y en la cual la Nación adop- 
ta para su Gobierno ta forma representativa, repubfieairt y fe- 
deral. 

ó° f Que ima de ias tantas consecuencias de orden tras- 
cendental! que surge de este antecedente histórico y e:i cuanto 
pueda interesar la propiedad territorial, tomando este concepto 
bajo el aspecto jurídico que ocupa e i esta controversia es que, 
la inviolabilidad con que la Constitución la protege y ampara 
se refiere por igual a ia adquirida con anterioridad a su pro 
mitigación ya tenga su origen de actos jurídicos emanados de 
los Estados autónomos o ya procedan de las \fercedes llama- 
das de la Corona. 

7. % Que no existe en el cueqxi de legislación que sais rige 
ley alguna, ni en Jos códigos comunes ni en los especiales, que 
asigne a la Nacióti ]x>r la sola razón de su soberanía el dominio 
exclusivo de las playas o riberas de sus ríos navegables o no : 
y ya sean las primeras cubiertas o no por las más liajas o 
altas mareas. 

8. ° r Que las disposiciones constitucionales invocada» por 
el actor en apoyo de su tesis: Arts, 26, 108 y 67 incisos 9 
12 y 14 de la Constitución; antitesis de la eslwzada en el con- 
siderando anterior en cuanto se relaciona con este punto, alu- 
de y no puede ser de otra manera al dominio eminente, con- 



m JUSTICIA D£ tA NACION 21» 

ce|rto jurídico esencialmente diverso por su naturaleza y efec- 
tos al público o privado, y que es el <]iie le corresponde ejercer 
a la Nación como poder regulador y a los solos efectos que lo* 
convencionales tuvieron en vista ai sancionarlos que son los que 
se desprenden de sus propios y naturales términos. 

9. , Que ta Suprema Corte en sus luminosas sentencias, fe- 
cha 8 de Mayo del año ppdo, pronuncia*las en dos jucios aná- 
logos al stú judien ha interpretadlo en el mismo sentido los pre- 
ceptos antes citados» declarando en resumen : Que la Constitu- 
ción no ha atribuido a-I Gobierno Nacional, el dominio de las 
playas en los ríos navegables, como quiera que las facultades 
de regimentar la libre navegación y el comercio marítimo y 
terrestre con las Naciones extranjeras y de las mismas provin- 
cias entre si, de habilitar puertos y de fijar tr^s límites de las 
provincias, no implica necesariamente el don* mío público ni 
privado del Estado General sobre esos ríos. 

10*, Que esta doctrina coexiste además en ío principal con 
los precedentes y resoluciones de los tribunales de la Unión 
Americana, salvo aígiwios fallos contradictorios de parte de la 
Corte que aparecen reparados apenas sus miembros se sus- 
traen a la influencia de la Escuela Centralista y reaccionaria 
de Washington» y orientan sus decisiones con espíritu ecuáni- 
me hacia <a verdadera teoría constitucional. (Véase Cooley, 
pág. 578 — Limitaciones Constitucionales. — Kent. Comenta- 
rios sobre las leyes Americanas, Tomo 3.", pág. 537). 

1 1% Que al ordenarse por el art. 2673 del Código CivM que 
los propietarios limítrofes co i los ríos o canales que sirven a 
la comunicación por agua, están obligados a dejar una calle o 
camino público de 55 metros hasta 1a orilla del rio o del canal, 
sm ninguna indemnización, no pudiendo hacer en ese espacio nin- 
guna construcción ni reparar las antiguas que existen, ni dete- 
riorar el terreno en manera alguna, debe entenderse que no 
es otra cosa que el ejercicio de un acto de jurisdicción que ha- 
ga factible en todos los tiempos y bajo cualquier circunstancia 
los deberes «que le incumben a la Nación ,en todo aquello que 
se relaciona coa la navegación y e| comercio marítimo. 
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ia*, Que de no ser asú habría el legirfador creado a favor 
de la Nación motu propio un titulo de propiedad sobre tas pla- 
yas o ribera* de los ríos en perjuicio de derechos de terceros, 
lo que a más de aer un absurdo como <foctriua jurídica, choca- 
ría abiertamente con la Suprema Ley de las Leyes, la Consti- 
tución ; y la que como hemos dicho y visto, consagra la inviola- 
bilidad del derecho de propiedad, 

13*, Que se han producido actos de parte del Poder Eje- 
cutivo Nacional relacionados con las riberas de los ríos, cuyo 
significado y alcance confirman plenamente la exactitud de la 
interpretación que el tribunal da al art. 2673 que viene comen- 
tando; actos jx>r medio de los fcua&es se ha reconocido explícita 
e implícitamente la naturaleza restringida de los poderes fe- 
derales sobre d suelo de los ríos bañados por sus a* tas y ba- 
jas mareas y sobre sus riberas, limitándolos a la reglamenta- 
ción del comercio marítimo sin extenderlos al dominio de los 
mismos. Véase decreto dd Poder Ejecutivo Nacional, fecha 
31 de Marzo de 1900, en d expediente Municipalidad dd Ro- 
sario, feivmdicautfo para sí el derecho de cobrar una tasa por 
extracción de arena de las ptayas o dd lecho del río Paraná 
Decreto del Superior Gobierno encontrándose en ejercicio de 
ta Presidencia el doctor Carlos Pdlegrini, solucionando d con- 
flicto «¿recitado entre la Munici]>al¡dad y el -receptor de Rentas 
de Mar dd Plata, y d ci»! en su texto literal dice lo siguiente : 
"Declárase que en el entender del Poder Ejecutivo de la Na- 
ción, la jurisdicción general que la Constitución le atribuye so- 
bre las playas dd mar o riberas de ríos navegables se refiere 
a la facultad <le mantener expedito el tránsito público y re- 
glamentar todo lo conveniente a 'la navegación y al comercio 
exterior de la República, y a los respectivos estados federales 
corresponde la jurisdicción policial y el dominio inmediato dd 
suelo; pudiendo éstos» en consecuencia, dictar los reglamentos 
y crear impuestos j*or el aprovechamiento de arenas, piedras, 
etc, etc, subordinados siempre al objeto primordial que motiva 
da jurisdicción nacional. — Pellegrini. — Vicente F. López". — 

14°, Que esto no quiere decir i\\v¿ la V ación cm\o entidad 
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jurídica y aún como cuerpo político, carezca de capacidad legal 
para obtener y ejercitar derechos de propiedad de índole pri- 
vada o pública sobre inmuebles comprendidos dentro de su 
propio territorio; porque la tiene indudablemente para el pri- 
mer caso en la misma medida que los particulares, conforme 
con el derecho común, y para el segundo, conforme con k> dis- 
puesto en el art. 67, inc. 27 de la Constitución Nacional y en el 
cual se establece: Que corresponde al Congreso ejercer una 
legislación exclusiva y sobre tos lugares adquiridos por compra 
o cesión en cualquiera de las provincias para establecer forta- 
lezas, arsenales, almacenes u otros establecimientos de utili- 
dad nacional. 

15 o , Que si bien es cierto de acuerdo con los principios que 
informa ta materia, que el dominio eminente, siendo como lo 
es un atributo de la soberanía, confiere a quien le corresponde 
altas y tracendentalcs prerrogativas y facultades, lo es, asi mis- 
mo, que cuando et ha de ejercitarse obrando sobre la propiedad. 
<lebc de serlo respetando las garantías establecidas en las car- 
tas fundamentales del país a lo menos en los que se rigen por 
instituciones libres. 

Y bien: Se ha visto y demostrado que nuestra Constitu- 
ción declara inviolable la propiedad. Por consecuencia, si ei 
Gobierno de la Nación necesita de los terrenos que forman la 
playa del Río Paraná para cumplir tas obligaciones contraidas 
con la empresa concesionaria, debe de abonarse previamente 
a sus legítimos ocupantes el precio de tos mismos, conforme a 
Ja vez con lo que dispone asi mismo el Código Civil en su art. 
2511. 

Pensar en sentido opuesto seria colocar a la Nación sobre 
su carta orgánica, avance repugnante a la esencia de las insti- 
tuciones democráticas que hrn sido y son el ambiente de su re- 
gimen político; y con nvyor razón si se piensa que 'as cons- 
tituciones son nara los países que las adopten condiciones nece- 
sarias e indispensables para su existencia; aparte de que por 
ilimitados que sean los poderes de una Nación ellos no pile* 
den como dice un constitucional^ argentino "ít más ala de 
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tos limites fijados» en el orden y aplicación de las ick*as por ios 
eternos e inmutables principios de la justicia". 

Citando el molinero de San Soná, respondía con tono ac- 
tivo y lleno de dignidad ciudadana a un Rey absoluto y omni- 
potente que lo amenázate con el desojo violento tle su pro- 
piedad "aún hay jueces e i líeríin" expresaba con voz profé 
tica tal vez inconcientemente y só'o por intuición» dada su es- 
casa cultura intelectual, el advenimiento del gran principio de 
la inviolabilidad de la propiedad y el cual con el andar del tiem- 
po y por h natural cvokición de las ideas habría de ser recu- 
jrido y profesado como un evangelio por los generaciones libres 
del porvenir. 

if>\ Que la última palabra sobre el punto en debate Ka 
sido pronunciada por dos sentencias dictadas por los tribunales 
(superiores. Existe por consecuencia jurisprud.Ticta hecha, y 
que en síntesis puede condensarse en ta proposición : La Nación 
carece de títulos fundados en la ley y en la Constitución que 
le confieran derechos exclusivos tle dominio al .suelo de los 
rios cubiertos ]x>r las aguas de la más alta y baja marea y so* 
bre sus playas ribereñas. 

I7° r V finalmente: Que fia personería ejercitada por el 
doctor don Carlos Silveyra, que ha asumido, seria doble reprc- 
seuteción en este juicio, ha sido a la vez declarada por senten- 
cia del Suprior lia-taite y suficiente en casos análogos al que 
nos ocupa ; circunstancia que importa afirmar que como punto 
de doctrina hay cosa juzgada. 

Por estos fundamentos y previo rechazo de las excepcio- 
nes qiN? bajo ía denominación de personería ha opuesto ta par- 
te demandada en su escrito de oposición, fallo: No haciendo 
lugar a la acción interpuesta, y declarando que 3a Sociedad 
Puerto del Rosario está obligada a expropiar los terrenos ma- 
teria de este juicio con arreglo a ta ley número 189, debiendo 
seguir la cansa según su estado. Las costas se abonarán en el 
orden causado, por haber teaido el actor raaón plausible para 
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litigar de acuerdo con k> expresada declaración de 5a Extra 
Suprema Corte en una incidencia igual a la sub judie*. 
Insértese, hágase saber y repóngase el sellado. 

Eugenio Puccio y Benza. 



SENTENCIA l>K LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Rom rio, Juaio B di l»U 

Vistos y considerando: 

Que en la demanda que promovió la Empresa del Puerto 
contra los herederos Ortiz y Guerra, por expropiación de un 
terreno que dice se encuentra ubicado en lo que forma la playa 
o ribera defi río, se hace presarte que por los antecedentes que 
existen y estudios particulares practicados por orden del Supe- 
rior Gobierno, toctos los terrenos destinados a la obra del puerto 
pertenecen en exclusivo dominio al Estado general y los actua - 
les ocupantes carecen de un ti' > legítimo de adquisición res- 
pecto de esos mismos terrenos ro como no es posible retardar 
la prosecución de las obras proyectadas hasta que el Gobierno 
gestionare en un juicio ordinario la declaración judicial de sus 
derechos, se ha preferido iniciar en cada caso los correspon- 
dientes juicios de expropiación, a fin de tomar ha, posesión 
inmediata de los terrenos, por to que la demanda no importa 
reconocer en el que invoque el carácter de actual propie- 
tario, o los que pretendiesen igual derecho, el donmio del te- 
rreno que posee, con un título cuyos antecedentes ignora ; que 
el dominio que puedan invocar los herederos de Ortiz y Gue- 
rra, es arbitrario, portfue el dominio de ese terreno pertenece 
al Gobierno Nacional y dichos señores deben por lo tanto 
hacer la justificación previa de tener un titulo legítimo de do- 
minio y que ignorando el domicilio de los herederos de Ortis 
y Guerra, no obstante las averiguaciones particulares que se 
han efectuado, no ha podido hacer la oferta particular a que 
©e refiere d artículo 4*. de la ley de 13 de Septiembre de 1866 
y termina pidiendo se cite por edictos a los demandados. 
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Que publicados Jos edictos comparece la sociedad "Juan 
M. Ortiz en Hquidició í'\ representada por el procurador Cas- 
tilla, puliendo se le de intervención en el juicio por pertenecer !c 
en propiedad las fracciones de terreno que se trata de expropiar. 

Que la empresa, sin oponer excepción dilatoria de carácter 
previo, observa la intervención del procurador Castilla por ser 
extraña al objeto del mandato. 

Que convocadas las partes a audiencia para el nombra- 
miento de peritos, el día designado al efecto, comparecen éstas, 
en cuyo acto el representante de la adora pide la suspensión 
del juicio de expropiación hasta tanto se resuelva la cuestión 
de dominio de que .va tenia hecha referencia, suspensión que 
es ordenada por el a qno en vista de la conformidad manifes- 
tada por las parles. 

Que más tarde, la empresa entabla demanda contra los ijue 
invoquen derechos de dominio al Jote designado en el plano con 
e! nombre de Ortiz y Guerra, a fin de que oportunamente se de- 
daré el dominio de la X ación por formar parte los terrenos de 
la ribera interna del rio Paraná y de la ribera externa del mis- 
mo, por cuanto los comprendidos en la ribera son una dependen- 
cia del dominio público y que en cuanto a Ja fracción por la ca- 
lle de 35 metros que está obligado a dejar todo propietario limí- 
trofe con los ríos navegables, si bien el Gobierno NacionaC no 
tiene el dominio de esos terrenos, no debe alionar indemnización 
en el caso ocurrente porque no se ocasioita ninjjún daño al pro- 
pietario. 

Que t) procurador Castilla se presenta por la sociedad 
"Juan M. Ortii en liquidación" acompañando títulos y pide 
que se entiesa con él la demanda, a lo que el representante 
de ]a actora manifiesta no tener inconveniente a'guno, siempre 
que vencida el término de los edictos, no se presenten tercero* 
iuvocando derechos sobre los terrenos, y como no se presen- 
taran terceros ce traba juicio con la sociedad "J*:a.n M. Ortíz 
en liquidación". 

Que Ja empresa en el escrito de expresión de agravios, 
manifiesta no insistir en que los terrenos a que se refiere el 
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litigio sean tina dependencia del dominio público nacional, aca- 
tando la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte de 
Justicia Nacional en el juicio seguido por eUa contra la Em- 
presa Muelles y Depósitos de Comas, quedando así descartada 
la cuestió:] del dominio de la Nación de que hacía mérito en la 
demanda de expropiación y en la que se basaba ¡ara pedir la 
suspensión de dicho juicio. 

Que en el mismo escrito Ja empresa recono-e que e*tá 
obligada a expropiar e indemnizar la parte de terreno que 
queda sobre la cota 5.20 o sea 4774.80 metros. 

Que la demandada ha presentado títuíos cuyo origen se 
remonta a la merced lieclia en 1689 al Capitán Romero de Pine- 
do por el Gobernador y Capitán General de las Provincias del 
Río de la Plata, don José Herrera y Sotomayor, sobre el arroyo 
Salinas (Ludurita) y el paraje Matanza con frente al Rio 
Paraná. 

La extensión de tierra a que se refiere esa merced fué 
fraccionada en diversos grandes lotes, uno de los cua'es, des- 
pués de traitíímisioncs sucesivas, pasó a ser propiciad de don 
Ramón Aba los de Mendoza en cuyo testamento, de i°. de Jitfio 
de 1806, se hace mención a doce cuerdas de frente al río Pa- 
raná compradas a don Andrés Gallegos y a don Juan de la 
Rosa Arrióla, las que dejó en herencia a doña Juana Orando!», 
y después de varias transferencias. Jos terrenos en cuestión 
fueron adquiriilos por la razón soda! "Juan M. Ortia en li- 
quidación", y su posesión no ha sklo contradicha. 

<Jue las omisiones o deficiencias de los ti hilos a que se 
refiere la actora, pueden ser salvadas, en caso de existir, en el 
juicio de expropiación. 

Que se argumenta por ta empresa de que procede k ocu- 
pación de los terrenos que quedan dentro de la cota 5.20 sin 
el requisito de la expropiación con arreglo a los fundamentos 
del fallo de ía Suprema Corte en el juicio de Comas, mencio- 
nado, en el otte se establece, en uno de sus considerandos, que 
la Nación no está sujeta a pagar indemnización por la tierra 
bajo el agua que ocupe para mejorar la navegación y que no 
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haya sido asiles utilizada con muelles, etc. por concesionarios o 
adquireates de Jos estados particulares. > 

Que «fe autos se desprende que m bien parte de los terre- 
nos en cuestión se encuentran dentro de la cota 5.20» no se 
encuentran permanentemente bajo el agua» por lo que de acuer- 
do con lo que tiene establecido esta Cámara en el juicio seguí- 
do por la misma empresa contra ti Ferrocarril Córdoba y Ro- 
sario, eS caso no se halla en tas condiciones de excepción que 
presupone el fallo mencionado de la Suprema Corte, que se 
refiere únicamente a los terrenos permanentemente cubiertos 
por Jas aguas de ríos navegables. 

Que en consecuencia, habiendo presentado ta demanda 
títulos que prueban su dominio, no procede la demanda dedu- 
cida por el expropiante y por consiguiente, debe continuarse 
el procedimiento de expropiación suspetidido por la ordinaria 
zación del juicio. 

Que como lo tiene estabk-cklo la Suprema Corte y csti 
Cámara en casos análogos, dada la dificultad de las cuestiones 
debatidas no corresponde especial condenación en costas. 

Que esto no obsta 1 te, habiéndose seguido esta instancia 
después tlel fallo de Ja Corte en el caso de Comas, y no resul- 
tando que el actor haya tenido razón probable para preterid crse 
comprendido e i la excepción que dicho fallo establece, corres- 
ptJiKle condenarlo en las costas de la apelación. 

Por esto y los fundamentos concordantes de la resolución 
apelada de fs, 331 a 343 se ¡ü confirma no haciendo hi^ar a la 
denianth de fs. 61 a 80, y declarando que la Empresa de' Puer- 
to del Ro-ario debe i ndemnizar el terreno ocupado, con arreglo 
a la ley número 187, continuándose al efecto el procedimiento 
suspendido; y que dicha empresa debe abonar las costas de 
ésta instancia. 

insértese, hágase saber y devuélvase l-J juzgado de su ori- 
gen don Je se repondrá el sellado. — José del Barco. — J. P, 
Luna. — Nicolás l era Barros. 
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Buenos Altct , N»vt4«brt 13 de I9JS. 

Vistos y considerando : 

Por los fundamentos <ie los fallos de esta Corte, tomo lili 
páginas 179 y 197; tomo 116, página 365; tomo 120, página 
154 y tomo 121, página 348 y Jos concordantes del recurrido de 
fojas 462, se confirma en to principal, revocándolo en cuanto 
a las costas, las que se abonarán» así como la de esta instancia, 
en el orden causado por haber tenido el expropiante razón pro- 
bable para litigar. Notifiquese original y devuélvase, debiendo 
reponerse el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. Fl CUERO A ALCORTA. 

En la misma fecha se dictó igual resolución en et juicio 
seguido por Ja Empresa del I Cierto del Rosarb, contra don Emi- 
lio Soriano, por idéntica causa. 



CAUSA CXXXÍI 



Criminal contra I renco González, por homicidio 

Sumario: Es justo la tsentencta que condena .a la pena de docs 
años y medio de presidio y accesorias legatos al autor del 
delito de homicidio perpétralo con la circunstancia ate* 
nuante de ebriedad parcial. 

Cojo : Lo explican las piezas siguientes: f 
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SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Y vistos : estos autos seguidos de oficio a I renco González, 
chileno, de veinticuatro años de edad» soltero, jornalero, domi- 
ciliado en Uartloche, por homicidio en Ja persona de Juan Es- 
pinosa, resulta: 

Que Martin Wind, se presentó ante el sub comisario de 
Aguada de Guerra, denunciando que siendo como las seis de la 
mañana del 8 de Febrero de 1913* encontró en la calle y en el 
suelo a una pcreo:ia y arrimándose a ella vio que estaba muerta 
y que era su peón Juan Espinosa, ignorando quien lo hubiera 
muerto; que por otro peón sabía que Espinosa andaba mal con 
un peón de la tropa de QueveJo llamado Ire.ieo González, y el 
que le dijo esto se llama Diego Uribe (ís. 1 vta.). 

Diego Uribe declara que hace como diez días, González 
en estado de ebriedad» tuvo una discusión con un peón y como 
Espinosa le dijera que entre compañeros no debían discutir, 
González le dio un golpe de puño en la cara, dkiendote que no 
perdería la esperanza de hacerlo c. . . matando; que como a las 
once de la noche del día anterior, lo vio a Espinosa por última 
vez en o! boliche del turco Marta r en compañía <k I rateo Gon- 
zález, I-oncón y un tal Faníide, y que siendo hora de cerrar Ja 
casa, la policía los hizo retirar, que el declarante se retiró a k>s 
carros y los cuatro, es decir, Espinosa y ios d^más que ha ci- 
tado,, siguieron vipje a otro boliche llamado de Córdoba, igno- 
rando si llegarían, manifestando además, que Espinosa estaba 
bastan te ebrio, pero que González ti i los compañeros no lo esta- 
ban tanto, agregando que no sabe quien o quienes darían muerte 
a Espinosa, suponiendo que hubieran sido los que andaban con 
él (fe. 2 a,3 vtar.). 

Que Sebastián Faunde declara que se encontró con Espi- 
nosa, Ir éneo González, Antonio Loncón y el ma rucho Diego 
Uribe en el boliche de Mattar la noche del 7 di Febrero y que 
hiendo como tas doce de la noche Kegó la policía y ordenó que 
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cerraran la oasa, por lo que determinaron retirarse loa cuatro 
primeros nombrados, retirándose soto Uribe, y que u ia vez que 
salieron se tomaron en discusión I renco González y Juan Espi- 
nosa como a unos veinte metros de la casa del turco, viendo a 
González sacar un cuchillo de la cintura, pero que no vió si le 
pegó a Espinosa; que a! ver esto el declarante se «retiró igno- 
rando Jo que haya sucedido después, pero que no 2o víó más a 
González hasta la mañana siguiente en que apareció durmiendo 
en los carros, ignorando si éstos tenían resentimientos ante- 
riores, reconociendo como de propiedad de González un saco, 
Items las mancas de manchas de sangre, y un cuchillo cabo de 
ciervo que se !e exhiben en ese acto y que te han sido secues- 
trarlos en la cama donde dormía González. 

El testigo Antonio Loncón, declara corroborando lo decla- 
rado por Faunde, agregando que le parecía que entre Espinosa 
y González había resentimientos anteriores, porque González le 
decía a cada momento a Espinosa "que tenían que arreglar un 
asunto tos dos solitos", y seguía provocándolo, pero Espinosa no 
le hacía caso (fe. 3 vta. a 7). 

Que el procesado en su declaración indagatoria de fs. 7 a 8 
vuelta, ratificada ante él juzgado a fs. 17, manifiesta que es 
verdad que anduvo la noche de antes acempañado de Espi 
Fa unde, Lo icón, encontrándose en el bo'iehe de Mattar to- 
mando copas, y que a las doce se retiraron porque la policía hi- 
zo cerrar Ta casa, saliendo todos juntos y que nada recuerda más 
por estar bastante ebrio, encontrándose a la mañana siguieKe en 
su carro, y cuando se despertó se fijó en su s?co que estaba Veno 
de sangre ignorando de qué podía ser y entonces se fijó en 
m cuchillo y vio que no tenía manchas de sanare, llamándolos 
el patrón para trabajar, no haciendo más caso de esto hasta 
una hora después que fué detenido por la policía ; que nunca ha 
tenklo nada con Espinosa y que ignora qm?n lo Ha herido, reco- 
nociendo de su propiedad el cuchi 'lo que tenía en poder de José 
Mattar, <jik- en cuanto llegó a su casa se !o entregó, agregando 
que ignora el origen de las manchas de sangre que tenía el 
cuchillo calió de ciervo que se le presenta y reconoce como suyo, 
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manifestando además que tiene un rasguñón debajo <Ie la barba 
y que ignora quien se Jo pueda haber hecho ( fs. 7 a 8 vta.)« 

El propietario del boliche donde estuvieron bebiendo Espi- 
nosa y sus compañeros la noche de autos, José M altar, declara 
que la última vez que vio a Espinosa fué la noche de referencia 
en compañía de tres individuos, uno de ellos González, ignoran- 
do cómo se tfeman los otros dos; que se retiraron de «1 casa 
de once a doce de la noche por ser hora de cerrar ; que no tu- 
vieron ningún disgusto, pero no bien llegó González le pidió un 
cuchillo que le había dejado anteriormente y que el declarante 
se lo entregó, y una vez que lo tuvo en su poder, >Gonzá 1 ez le 
amagó a Espinosa, diciéndok "que con ese se iban a arreglar", 
haciéndole «eñas con er cuchillo, a lo que Espinosa no contestó, 
y siguió González chocándolo y tomando más copas ; que cuando 
todos estuvieron fuera de la casa, sintió que González decía que 

haria c a Maros o puñaladas, pero que ignora a quien se 

refería, y como a los cinco o diez minutos sintió que uno se 
quejaba en dirección donde apareció muerto Estuosa y que 
mientras éste se quejaba, los demás disparaban, reconociendo 
en ese acto el cuchillo cabo de ciervo, hoja grande y vaina de 
suela como el mismo que le entregó a González en su casa la 
noche anterior (fs. 8 vta, a 9 vta.). 

Que elevado el sumario al estado de plena rio, el fiscal 
acusa pidiendo se imponga al procesado I renco González la 
pena d¿ diez y siete años y medio de presidio, accesorias lega- 
les y costas, y el defensor rebatiendo esta acusación pide se 
absuelva de culpa y cargo a su defendido, por no haberse com- 
proliado que González sea él matador de Espinosa, y porque 
considera que este pudo haber fallecido por alguna afección 
interna y no a consecuencia de la herida que presenta, como lo 
afirman los peritos que examinaron el cadáver. No habiéndole 
producido ninguna prueba, según el certifraado del actuario de 
fs. 24, y 

Considerando : 



i d . Que d hecho ajterial del delito de homicidio está pro- 
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bado por las constancias sumariales y d deceso de la víctima» 
especialmente por el informe pericial de fs. 10 y la partida de 
defunción de fs. 12, 

3°. Que el procesado en su indagatoria de fs. 7, no sólo 
00 niega ser d autor de] homicidio de Espinosa, sino que reco- 
noce como de su propiedad el cuchillo cato de ciervo manchado 
de sangre, y el saco y las bombachas igualmente manchadas de 
sangre que le secuestró la policía al proceder a eu detención ; 
estas circunstancias unidas aJ dicho del patrón de Espinosa <le 
que éste estaba enemistado con un peón de la tropa de carros 
de Quevedo, el hecho de que González le pegó en la caja a Ga- 
nosa porque éste le manifestó que no debían haber desavenen- 
cias entre compañeros ; la declaración de Mattar, que González 
inmediatamente que tuvo el cuchillo amenazó con él a Espinosa* 
di riéndole "que con ese se iban a arreglar los dos solitos", con- 
tinuando en sus provocaciones hasta que salieron juntos, decla- 
ración corroborada por la de Antonio Loncón, quien manifiesta 
que González 3e dijo a Espinosa "que tenían que arreglar un 
asunto los dos solitos" y seguía provocándolo (fs. 7), todo está 
unido a las declaraciones de los acompañantes de González, que 
declaran que apenas saüieron fuera de la casa de Mattar, Gon- 
zález saco el cuchillo provocando a Espinosa por lo que ellos se 
separaron ; y lo manifestado por Mattar, que sintió que tino se 
quéjala en la misma dirección dol lugar donde amaneció muerto 
Espinosa» son indicios que se encadenan naturalmente y llevan 
a la convicción de que el procesado es el autor del homicidio de 
Juan Espinosa, y toando todas las condiciones del ait. 358 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, comprueban a juicio 
del suscripto plenamente «I delito de homicidio que se imputa 
al procesado. 

3. , Que el caso sub judkc cuadra en lo dispuesto por el 
art. 17, inc. i°. de la ky N fl . 4189 de reformas al Código Penal, 
debiendo computarse tn favor del procesado la atenuante de 
ebriedad incompleta j ninguna agravante. 

Por estos fundamentos y disposiciones legales citadas v 
concordantes fallo: condenando a I renco González a sufrir la 
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pena de <loce años y seis meses de presidio, accesorios legales y 
costas, debiendo computársele en forma de ley la prisión pre- 
ventiva que lleva sufrida. Notifiques*, tómese razón, y si no 
fuera apelada, elévese en consulta a 3a Exma. Cámara, — P. S 
AgttUar. — Ante mi : Ramón E t Rspechc, 



SKNI'EXCJA DE LA CAMARA KKDKHAJ, p|í APELACIONES 

Li PI*U. Aioito 10 de I9IS. 

Y vistos: Para resolver osla cansa seguida de oficio contra 
Ircneo González, chileno, de veinticuatro años, soltero, jornalero, 
por el delito de homicidio en la persnna de Juan Espinosa, hecho 
sucedido en Aguada Guerra, jurisdicción del territorio nacional 
del Río Negro, en la noche del 7 de Febrero de 1913. 
) 

Y considerando: 

Este proceso, se inició con la denuncia de Martin Wínd de 
fs. 1, estando comprobada la muerte violenta de Espinosa con 
la partida de fs. 12 y certificado de fs 10. 

E3 autor del homicidio ha sido individualizado de un modo 
que 110 deja lugar a dudas y condonado por el a qno en su 
sentencia de fs. 27. 

Kn efecto: los testigos tíel sumario si bien no declaran ha- 
ber presenciado el acto mismo <k>3 homicidio, comprueban una 
cantkiad de indicios y presunciones tan categóricos y convin- 
centes, que hacen piona prueba a juicio del tribuna!, de que es 
el procesado el autor del hecho que motiva esta causa, aplicando 
al apreciarlos lo establecido en el art. 358 del Código de Pro- 
cedimiento Criminal. 

Diego Urtbe, declara a fs. 2 vta. que unos diez dias antei 
del hecho, González había dado un golpe de puño en la cara a 
la víctima, porque este había intervenido -en una cuestión te- 
nida por aquél con un peón, agregando "que no perdía la espe- 
ranza de hacerlo c matando". 
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Este f -dio, si bien no está comprobado en autos, por falta 
del subeoni icario sumariante, debe ?er tenido en cuenta, pues 
Coadyuva con las demás declaraciones *lcl sumario a formar ta 
creencia dé que entre González y la victima, existía un resenti- 
miento anterior míe ge vuelve en una presunción contra el reo 

Sebastián Faiwide, a fs. 3 vta. manifiesta, que al salir dei 
boliche del turco Mattar, se trabaron en discusión González y 
Espinosa, y ¡hasta "vio a Gonzá'cz i-acnr un cuchiíío de la 
cintura ; pero no víó si le pegó a Espinosa". 

Antonio Loncón a fs. 5 vta. declara, c|ue al isalir de te re fe- 
rula casa, "González, ni bien salieron afuera, quiso pelear a 

Agrega este testigo ail ser preguntadu si sabe que existiera 
resentimk-nto entre la victima y el reo, "que estos «los algo te* 
niatu porque González le decía a Espinosa a cada rato, que te- 
nían que arreglar un asunto los dos solitos, y seguía provocan- 
dolo, pero Espinosa 110 !e bacía caso". 

José Mattar a fe. 9, dice que mientras estuvieron en stt casa 
"disgusto no tuvieron, pero que al entrar, González le reclamó 
un cuchillo que vez pasada había dejado allí, y una vez en sn 
♦poder amagó con ¿1 a Espinosa", y agregó, que con c?e se iban 
a arreglar, haciéndole señas con e! cuchillo, y continuó chocan* 
<k>lo y tomando copas. Que al salir de su casa González gritaba 
que iba a c. . . . a balazos y a puñaladas, ignorando el declarante 
a quien se refería, y que como a los cinco o diez minutos de esto 
sintió que uno se quejaba, precisamente en el sitio en que se 
cnttMitró muerto a Espinosa, y mientras e.«to sucedía otros dis- 
paraban. 

El procesado, en su imtagatoria de fs, 7 no niega ni afirma 
la comisión del drf-ito, aunque manifiesta no recordar nada, 
flebido al estado de ebriedad en qu¿ se encontralia. Sin embargo, 
al ampliar su declaracm de fs. 1 i t manifiesta, al ser preguntado 
porqué escondió la bombacha manchada de sangre debajo de 
untas lonas ai su carro, "que como las vió manchadas, creyó ha- 
l»cr piteado con alguien*'. 

El procesado y todos los testigos, han reconocido el cuchí- 
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Hoy las ropas que se pusieron de manifiesto, como de González 
y que eran las usadas por éste en la noche del crimen. 

Existen pues en autos indicios y circunstancias anteriores» 
posteriores y concomitante» con e)l delito que retinen las condi- 
ciones de los arts. 357. y 358 del Código de Procedimientos, y 
en su mérito no cabe duda de que Ireneo González es el autor de 
la muerte de Juan Espinosa. 

No pueden aceptarse las defensas de i\ y 2*. instancia que 
sostienen, en 1". que el hecho fué consecuencia de una ajr rasión 
por parte de la víctima, y en 2". que es de aplicación la eximente 
de! i:iciso 1% art. 81 cleil Código Penal. 

La primera debe rechazarse, puesto que de autos resulta 
que quien estuvo provocando fué González» no habiéndose en- 
contrado otra arma que la que éste usó y no se desprende de Jas 
constancias de autos hecho alguno que le de el menor funda- 
mento, sino que por el contrario, aparece Espinosa asumiendo 
una actitud en extremo paciente, ya sea por prudencia o por 
temor. 

Tampoco lo ha manifestado González, y la defensa la opone 
solo incidí Uta! mente y sin asegurarlo. 

En cuanto a Ja ebriedad completa e involuntaria, tnmjioeo 
puede admitirse. 

Pe las declaraciones de! sumario, se desprende que tí! reo» 
antrs (1c tomar tas copas, pidió el cuchillo, y con el estuvo pro- 
vocando a la victima, !a que no 1c hacia ea=o, y esto hace suponer 
que su ánimo fuera palear aún antes de embriagarse. 

Por lo demás, todos los testigos manifiestan que no estaban 
tan ebrios como para perder completamente la conciencia de sus 
actos. 

Debe pues calificara- el hecho de autos como homicidio 
comprendido y petado en el art. 17, inc, i«\ tey 4189, debiendo 
computarse a favor ríe 1 reo, ln atenuante de ebriedad parcial. 

Por estos fundamentos y demás de la sentencia ? pelada» 
se confirma ce n costas. — Marcelino tíscahda. — José Marcó. 
— V?. Guido Lavaüé. 
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Bueno* Aire». Noviembre 16 dt h». 

Y vistos : y considerando : 

Que de ías constancias de ñutos resulta un conjunto <le cir- 
constancias y antecedentes relacionados con el de'ito de que se 
trata en esta causa, suficientes para establecer una prueba directa 
tanto d¿ la existencia del homicidio perpetrado en la persona 
de Juan Espinosa, en la noche del día 7 de Febrero de 1913. 
coma de la responda bi'idad de! procesado. 

Que la calificación legal de este delito es la <|nc se le ha 
dado en ta sentencia apelada por ser cíla estrictamente ajustada 
a fa establéenlo en el articulo 17, inciso 1". de la lev de reformas 
al Código Penal. 

Que no se lia justificado que el estado fíe embriague* en 
que se dice se encontráis el procésalo al cometer ese delito 
hubiera sido completa, resultando por el contrario de la mani- 
festación de £os testigos que esa embriaguez no fué tan extrema, 
como lo demuestra también el hecho de la ocultación de sus 
ropas manchadas en sangre que hizo el procesado inmediata- 
mente después del suceso, antecedente que demuestra qtie el 
acto no fué resuelto y consumado en una perturbación de los 
sentidos o <le da inteligencia, durante el cual su autor no hubiera 
tenido conciencia de dicho acto o de su criminalidad, i 

Por ello y sus fundamentos concordantes se confirma con 
costos la sentencia apehuki <U fojas 42. Xotiftquese original y 



Nicanor G. del Solar, — D, E. 
Palacio. — J. Fioueroa Al- 
corta. 
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CAUSA CXXXIII 



Don Rafael M. Gutiérrez contra la Compaña General de Perra- 
carriles en la Provincia d c Buenos Aires, por cobro ejecu- 
tivo de pesot; sobre competencia. 

Sumario : Los juicios por cobro de impuestos son de la compe- 
tencia de los tribunales locales respectivos dc las provincia* 
cuyas leyes u ordenanzas los hayan establecido, cualquiera 
que ¡«a el domiciüo de !os demandados. 

2 a . El artículo 8 o . de la ley 5315, no exime a la; em-* 
■ presas ferroviarias de la obligación de pagar el impuesto [xk 
servicio de afirmado. 

t aso ■ Don Rafael Maria Gutiérrez se presentó ante el juzgado 
de lo civil y comercial dd Rosario, demandando a la Com- 
pañía ílcneral de Ferrocarriles en ta Provt:icia de Buenos 
Aires por cobro ejecutivo de pesos, en concepto del pavi- 
mento construido c:i calles donde la empresa demasiada 
posee como propietaria dos fracciones de terreno. 

Citada de remate la ejecutada, solicitó el rechazo de la eje- 
cución, aduciendo que, tanto por la ley nacionaí X o . 5315 cuanto 
por la ordenanza local de Septiembre 18 de 1906. estiba eximida 
de pagar la suma redamada y que, no era a la justicia ordiiaria 
a quien correspondía entender en el caso sino a ta federa!, dada 
la distinta vecindad rtj las [>artes y el hecho de estar en discu- 
sión urna ley del Congreso. 

El señor juez en lo civil, declaró SU competencia de acuerdo 
con la jurisprudencia sentada por la Corte Suprema, que deter- 
mina la jurisdicción de los tribunales locales para entender dc 
tos juicios por cobro dc impuestos, cualquiera que sea d domi- 
cilio de los demandados y» matulo Nevar adekwitc la ejecución 
hasta hacerse pago al acreedor de! capital, interesa y cortas. 
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jjor considerar que 1S& ley N*. 5315 110 exkiie a las empresas fe- 
rroviarios <le1 pago <M servicio de a f irmado. 

Apelada esta sentencia para ante la Cámara de apelación 
de !a segunda circunscripción judicial, este tribunal la confirmó, 
con costas, ajustándose en todo a la jurisprudencia tic la Corte 
Suprema. 

Recurrida esta res* tinción, se dictó el siguiente : 



! 

Bueno* A'ies, Noviembre tfi dt J915. 

Y vistos: e] recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 
número 48 interpuesto ]ynr la Compa" a General de Ferrocarriles 
en Ja Provincia de Buenos Aires contra la sentencia de la Cá- 
mara de Apelaciones de la Segunda Circunscripción Judicial 
del Rosario, Provincia de Santa Fe, que manda llevar adelante 
la ejecución seguida contra dicha Compañía sobre cobro de 
pesos por servicio <le afirmado. 

(Juj los juicios por cobro de impuestos son de la compe- 
tencia de los tribunales locales respectivo* de fas provincias, 
cuyas leyes 11 ordenan-as los hayan establecido, cualquiera que 
sea el domicilio tleílos demandados, como se tiene reitera<lamente 
resuelto por esta Corte con arreglo a los artículos 104 y 105 de 
3a Constitución Nacional y 2", de la ley número 48, Fallos tomo 
1 14, página 298, entre otros. 

(Jue eii cuanto al fondo, para fundar Ja excepción opuesta 
respecto al cobro que se persigue, se invoca |*>r Ja ejecutada e! 
aríteulo 8 íle Di ley 5315 que sostiene exonera a la Compañía 
de todo impuesto. 

Que esta defensa ba sido desestimada en rejados casos 
análogos, según pnetle verse en los fallos que se registram en 
los tomos j 13, pág. 165 : * "4. «• 1 '5- l»g- (74; ¡i pág 
260; 1 ic>, pág, 122 y 120. pág. 372 entre otros. 
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Por ello y fundamentos concordantes, se confirma con co- 
tas ta sentencia apelada de fojas 100, en la parte que ha sido 
materia <lel recurso. Xotif irjit^sc original y repuestos los sello i 
devuélvanse. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGlíEROA ALCORTA. 



CAUSA cxxxrv 

Criminal, contra Juan Ramírez Pérez, por homicidio 

Sumario : No causa agravio al reo ta pena íle diez y siete años 
y mediode presidio y accesorios Icgale.s impuesta por el 
de! ¡tío de homicidio, jicrpefado con la circunstancia agra- 
vante tle nocturnidad y atenuóme de ebriedad parcial. 

Caso : l¿> explican las piezas siguientes. 



SENTENCIA DEI. Jl'EZ LF.TMAUO 

Vltdai, Abril 23 d« »I3 

Y victos; Estos autos seguidos de oficio a Juan Ramiro 
Pérez, español, de treinta y tres años de edad, casado, jornalero, 
domiciliado en G>ntraa!mirantc Cordero, ]>or homicidio en la 
persona de Juan Hornacho. 

Y considerando : 

i°. Que en la noche del 1 1 de Agosto de 1912 se encontraba-i 
reunidos cu el rancho de Juan Romacho. en Contraalmirante 
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Cordero, los individuos Femando Morales, Andrés Aícázar, Ig- 
nacio Rosillo, Die¿jo Fernández y irn hijo de Romaclvo de nom- 
bre Antonio, cenando al rededor de una mecí, presentándose en 
ese momento el procesado en la puerta del rancho protestando 
airadamente y en tono descompuesto [jorque est.mdo acostado 
descansadlo en su rancho contiguo al ele Hornacho, sintió que 
le tiraban cascotes en d! techo, produciéndose un incidente del 
(|iie resultó !csi«ma<!o «le dos puñaladas Remacho y de un disparo 
de revólver en el antebrazo izquierdo el procesado. 

2 n . Que el procesado manifiesta que fue agredido ]>or los 
que se encontraban en ol rancho de Romacho y que recibió el 
disparo de revólver antes de herir a Romacho, sin jKxlcr deter- 
minar quién lo hizo, pues salió del íírupo que lo agredía voii 
palos y que ¡wr esta circunstancia procedió asi en su defensa 
( ffc 15 vta.). 

3 n . QtK Juan Remacho dedara, poco antes de morir, que 
encontrándose en su rancho acostado la noche de autos se apa- 
reció en la jnicrta el procesado desafiando a tiO&M » I^'ear, y 
que habiendo scflido todos los <|iic estallan con él fuera de !a 
pieza, intentó aplacar la furia del procesado diciéndole que se 
fuera a dormir y que no los comprometiera porque cra:i padres 
de familia y que en esa circunstancia fué herido por el procesado, 
declaración que la coi-rotaran los que acoinpañatxin a Romacho, 
manifestando que el disparo lo hizo el hijo de Romacho, Anto- 
nio, al ver herido a su padre. i 

4". Que estas decí araciowes no pueden producir pkna prue- 
ba ¡wr cuanto dos de los testigos eme declaran, son parientes 
de Romacho y los demás eran sus comensales diarios y están a 
su vez acusados ]>or el procesado de haberlo agredido con palos 
y como promotores del incidente, además, no se 3e ha preguntado 
por las generafes de la ley, más que a Ignacio T, Rosólo, el que 
se declara pariente de la victima. 

5 o . Que en el sumario se notan deficiencias tan grandes que 
no ha sido posible subsanar por haber desaparecido los testigos 
del lugar del hecho, a tal punto que ío* informes de fs ... ca* 
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recen de valor legal, per no estar en forma y no haber prestado 
juramento de ley el perito nombrado, 

6«. Que el único testigo hábiC del sumario, Andrés Alcázar, 
declara a fs. 8 vta. que encontrándose durmiendo en su rancho 
smtio las voces de Ramírez Pérez que desafiaba eme saliera!, 
para pelear, por lo que se levantó y salió fuera en ropas menores 
para evitar iwi incidente, sintiendo que Romacho decía, %y que 
me han matao", habiéndole oído decir antes a Ramírez "me ha- 
béis tirado ttn tiro", agregan lo que vió a Juan Romacho coa bfet 
astilla de madera en la mano. 

7"- Que el fiscal, considerando prohado el delito, con 3a 
partida de defunción de fs. 23 y \ a deleznable prueba de autos 
f Hl * wni d pwccsado la grave i»e:ia de veinte años de predio 
y el defensor solicita *u absolución j>or haber obrado en legitim-i 
defensa, sin haber* producido prueba alguna, según el evrtiíi- 
eado del actuario de fs. ... 

Que teniendo en cuenta las deficiencias del sumario 
apocadas anteriormente, considero que 110 hav más prueba en 
autos que la confesión del reo, corroliorada en parte por la de- 
claración de te. 3 vta. y q„ c por ser calificada no puede divi- 
dirse en su contra ( m . ¿,8 (I el Código de Procedimientos en lo 
Lnm.nal 1 ; es de rigurosa aplicación lo dispuesto e » el aniedo 
13 m Código citado, por lo que procede su absolución. 

Por estas cosideraciimcs, disjwsieioics ícgales citadas v 
constancias de autos, fallo: absolviendo de culpa v carggo del 
cMito 'le homicidio que se k imputa al procesado Juan Kaniire- 
I erez, de las generales de fs. 4. Tómele razón, notifiquen ori- 
gina», y en ojx>rtunulad arheivese. 

í\ S. Aguilar. 

Ante mi: A. Contera. 
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sentencia m m cámara ikukhal de apelaciones 

■ 

U PUU, Atollo 10 d< ¡915 

Vistas y considerando : 

La absolución tic cttl|>a y cargo pronunciada por el juei 
a quo aparece ante la abundante y neta prueba testimonial, com- 
pletamente improcedente, pm*s las declaraciones de los testigos 
presenciales no tienen la tacha absoluta que les adjudica la sen- 
tencia apelada, 

Kl hecho en concreto, «ígün las declaraciones de los testi- 
gos presenciales pasó de esta manera: Encontrándose acostad» 
en su rancho, la victima, caí compañía de varios comensales y de 
su hijo Juan, los cuales >e encontraban cenando alrededor de tin 
fogón y en el interior del rancho, de súbito apareció el procesa*) 
y profiriendo insultos y amenazas, contra todos los que estaban 
adentro, Jiun Remacho, qu<. mmo su ha dicho se encontraba 
acostado, *c levantó como el más caracterizado por su edad y 
su amistad con IV-rez, para tratar de calmarlo, diciéndose a Fére¿ 
"no seas tonto" vete a acostar y no comprometas personas 
padres de íamSia, recibiendo como contestación dos puñaladas 

Al sentirse herido Hornacho gritó, acudiendo entre otras 
jiersonas su hijo Antonio, el que al ver herido a su padre, hizo 
un tiro contra l'crez. 

¡sostiene J'érez que al llegar al rancho de Remacho, vio va- 
rios paisanos armados de palos, los cuales si.\ decir una palabra 
le lucieron un dbparo y al sentirse herido y acometido a palos, 
sacó el cochillo que llevaba en la cintura y lo clavó por dos ve- 
ees en el cuerpo de Juan Romaacho. 

La confesión aparece divisible, porque do las circunstancias 
<le la causa, resultan presunciones graves en contra del confesan- 
te. Los testigos con insignificantes variantes naran él hecho de 
manera bien distinta, corroborando la exposición que e:i articu- 
lo de muerte hiciera la victima y que es tía que en extracto se 
ha dejado hecha más arriba. No resulta cierto tampoco que hu- 
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biera existido la ta] pretendida embestida a palos por los comen- 
sales <le la víctima; ningún testigo los lia visto armados, cotí 
excepció.i de imo q-iic notó que Juan Remacho tenía una astilla 
de ma<k*ra en ta mano. 

No resulta tampoco cierto que los testigos hayan sido pre- 
guntados íi cerca de las generales de la ley, si bien fes verdad, eme 
uno de eKos, Afórales es cuñado de Hornacho, otro su hijo y 
otro Fernández, se dice bastante ebrio en el momento del des- 
graciado eveito, la tacha (pie pueden oi>onérseles a dos de cVos ; 
no es absoluta, porque las inhabilidades declaradas en la ley de 
parentesco, amistad, enemistad, vínculo social o dqKítvIcncia, 
sok> tiene lugar en cuanto pueblan los testigos ser Í:ipira!os T por 
su interéá, afecto u odio (art,'¿76, inc, 5 Código de Procedi- 
mientos). En cuanto al otro no resulta que hubiera establo com- 
pletamente ebrio, si-no "bastante ebrio" (art. 276, inc. 5 Código 
citado). 

Por lo cpie respecta a los otros testigos presenciales Alcázar 
Andrés, Ignacio Rosillo, Rafael García y Gregorio Alcázar, 
no obrante haber sido comensales de la víctima, en ía noche del 
suceso, no están comprendidos en las generales de la ley. Sus 
declaraciones corroboran las di. 1 los testigos Moraíes, Romacho 
hijo, y Diego Fernández, ío que demuestra que estos últimos al 
declararlo rpie han presenciado no han sido inspirados, por inte- 
rés, afecto a oílío. 

Que el hedió imputado se e:icuentra-previsto en el artículo 
17, capitulo delitos contra la vida, inciso 1 ley de reformas 
al Código Penal 1 , reprimido con la pena de di^z a veinticinco años 
de presidio* concurriendo una circunstancia atenuante, la ebrie- 
dad parcial en favor fiel procesado y la agravante de nocturnidad. 

Por estas consideraciones se revoca el fallo arlado, impo- 
niéndose ai procesado e£ término indio fie la pena (establecida 
en la disposición antes citada, esto es, diez y siete años y medio 
de presidio, sus accesorios legajes y costas. 
Dtevuétvase. 

Marcelino Escolada. — ff. Cuido Uavatte. — José Marcó. 
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Butoot Alr«, Noflcnbr* 18 de i«5 

Vistos y considerando: . 

Que de las diligencias del simia río instruido e:i esta causa 
resulta plenamente comprobada la existencia del delito de ho- 
micidio penetrado en la noche del n de Agosto de 1912, en la 
1>tTsoiia de Juan Romacho. 

Que interrogado o! procesad»» ¿obre este delito ha confesa- 
do, que haciendo uso «leí cuchillo de inte estaba armado y que 
llevaba en la cintura, en la noche expresada *'lo clavó por dos 
veces en di cuerpo a Juan Romacho", manifestando e i el mismo 
acto, que reconocía el cuchillo que k- fué presentado "que era de 
su propiedad y el cual el declarante empleó para herir a Ruina- 
dlo" Confesión de fs. 4 a fs, % ratificada ame el juez de la 
causa a fs. 28. 

Que estas heridas ocasionaron la muerte de Romacho ocu- 
rrida -tíos días después, como consta de la diligencia de fs. 12. 
informe pericial de fs. 14. y certificado de defunción de fs. 23. 

Que Jo manifestado por los testigos y de cuyo testimonio 
se hace mérito en la sentencia apelada, no adolece de tacha al- 
guna .legal desde que no se ha comprobado durante ta estación 
ojhirtuna del juicio. 

Que estos antecedentes demuestran que se trata «1 el caso 
de un delito contra la vida castigado por efl artículo 17, Inciso i.° t 
*k la ley de reformas al Código l'enal y que la pena que se ha 
impuesto al reo no le causa agravio, máxime si se tiene nresnte 
la circunstancia agravante de Ga nocturnidad y que no concurre 
en su favor Ja atenuante de ebriedad incompleta, desde que se- 
gún su propia manifestació*i respondiendo a la pregunta que le 
fué hecha al respecto ha declarado "que en el momento de su- 
ceder el hecho el declarante se encontraba bien*' |iena que no 
obstante no procede modificarla en sentido desfavorable por »f> 
haber sido apelada por el Ministerio Fiscal. 
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Por «lío y sus fundamentos, se confirma la sentencia apría- 
da de fojas 6o, con costas, — Notifiquesc origina! y devwl vanse, 

A. Bermejo — Nicanor G. dfx 
Solar. — D. E, Palacio. — 

J. FlCUEROA ALCORTA. 



CAUSA CXXXV 

Sociedad anónima de Cnnstruciones Urbanas y Rurales contra 
ta provincia de Rueños Aires par inconstitucionatidad de ley 
y daños y perjuicios; sobre competencia. 

Sumario: No eorrcnponde a la Corte Suprema di conocúitiento 
tle u ra demanda por daños y perjuicios entablada contra una 
provincia por un vecino <k h capital, cesionario de una so- 
ciedad de la citaJ dos de sus cuatro miembros son vecino 
fie la provincia demambda. 

a.*, Tratá:idose de *ma sociedad cr/ectiva, para justificar el 
fuero federal no es de tenerse en cuenta el domicilio fijado 
en el contrato social, sino la vecindad o nacionalidad de sus 
miembros. 

3. °, No es inconstitucional el articulo 8 de .'a ley 48. 

4. ", La jurisdicción originaria de la Corte Suprema jx>r 
razón de ta materia procede tan tsólo cuntido la acción en- 
tablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones 
constitucionales de carácter nacional!, ley del congreso o tra- 
tados, de tal suerte que la cuestión federal sea la predomi- 
nante en Ca causa. 

Caso : I^o explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL ST. PROCURADOR GENERAL 

Bttf«« Alm, Junio 25 de 1913. 

Suprema Corte: 
Dos miembros <le la Sociedad Civil, cetknte del derecho 
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que gestiona el actor en demanda contra ta Provincia de Unenos 
Aires, eran vecinos de la misma cuando cedieron, estando inha- 
bilitados, ellos y por ende la Sociedad, para llevar a aquella ante 
el fuero federal o sea. ante V. E. dentro de la jurfedicckxi origi- 
naria del art. 101 tle la Comvtittición y de los i " y 2." de las leyes 
48 y 4055 respectivamente. 

E<i i (habilidad, que aquéllos no subsanaron con su costón, 
por más que su cesionario se encontrara y se encuentre en diver- 
sa condición, por ser vecino de la Caipital Federal, da lugar a la 
apKcación de las disposiciones correlativas de los arts. 8 y 10 de 
la ley .|8. Del ¡minero, porque el actor de lioy no es dueño ori- 
ginario del titulo o <lcreoho que basa su demanda, ni su adquisi- 
ción posterior lia sido Kistantc para cambiar la condición per- 
sonal de su cedente en cuanto al fuero federal, ni puede, por 
< tra parte, ampararse a otra vecindad que a la de ellos, pues es 
la personal a que se refiere la disposición legal citarla, con prev 
cindencía absoluta del domicilio coiiveucíonttl y por estatuto de 
la sociedad civil míe formaban parte. 

1X4 segundo (art. 10), porque fon claramente asignables las 
personas que componían la sociedad cedente, asi corno que es 
evidentemente solidaria a su resjKxrto la acción que ejerce hoy 
su cesionario, lo que determina a la vez la falta de derecho al 
fuero federal por razón de los dos socios, cuya vecindad rompe 
el conjunto que esta vecindad exige jxtra acordar derecho oí 
monciotiado fuero. La cíatidad de los términos de tina y otra 
prescripción legal, fie constante aptioación y conocido fundamen- 
to, eximen de todo esfuerzo en el sentido de su comentario; de- 
bien: lo solo hacer notar que la inconstitucional klad de que se ta- 
cha (lo proscripto p<>r el art, 8 citado, lia sido ya ampliamente 
contestada por V. K. en di folio anterior, sin haber omitido las 
concordancias y aún antecedentes de la legislación Norte Ame- 
ricana que abonan su texto, sin modificación hasta ahora. Me 
refiero al fallo del tomo 23, pátf. 726 y los concordantes <te los 
tomos 45, pág. 17 y 67 Página 437- 

Improcedente en mi sentir la jurisdicción originaria de 
V. K, por razón de las personas, no *cria necesario ocuparse de 
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esa misma improcedencia por razón de ¡a materia : sin embarco, 
haré notar (fue no se trata en el caso «le una acción <¡ue nazca 
directamente de la interpretación de ima cláusula de la Consti- 
tución o ley del Congreso, ni ctrya ajjreciación esté cspecia'incitte 
regida por aquélla o ]»r ésta, lo que sería indispensable, a estar 
al texto de los arfe, i, 2 y 3 de la ley 48 y 100 de la Constitu- 
ción, para (jue procediera el fuero federal, con prescindencia de 
la vecindad o nacionalidad de las personas. Y testa leer el es* 
crito de demanda jwra observar que se trata de tina -acción civil 
susceptible de ser resuelta por aplicación de la Constitución de 
la Provincia y del Código Civil, sierolo en cierta manera concu- 
rrente, la tacha contraria a la Constitución Nacional que. cuino 
cita, referencia 11 refuerzo ele argumentación, suscita una de las 
partes. 

Sirvan de liase a lu dicho en este punto ía j 11 rispnii leticia de 
V. E. de Ips tomos 10, pág. 134; 15, pa# Ú$t97, pag. (96 y ni. 
pág. 88, cuya claridad y |RT-istencia me exime de mayores co- 
mentarios. 

En consecuencia pues de lo dicho, pido a V. E. que a mérito 
de las disposiciones legales mencionadas, jurisprudencia citada 
y consideraciones expuestas, se sirva declarar que V. E. es in- 
competente para conocer originariamente de este asunto ]>ur n- 
w'<n de las |>ersonas y de la materia. 

Jttíio Motel. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenftt Aires, Novltmbr» 20 4c 1W». 

Y vistos: 

I«a excepción dilatoria de incompetencia de jurisdicción 
opuesta como articulo <le previo y especial proimnciamcito, piar 
el representante de la provincia de Unenos Aires, en la demanda 
míe le ha promovido la Socicilad Anónima <k? Conducciones 
Urbanas y Rurales por ilegalidad de la clausura del hipóilromo 
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que explotaba en el pueblo Sa^i Martin, jurisdicción fie dicha 
jjroyijiwa e indemnización de ilañus y perjuicios, y 

Considerando: 

Que según lo expresa el demandante a fojas 26 vta. in fine, 
"el derecho controvertido i»crrcncvció originaria mente a ía men- 
cionada sociedaíl civil Club Hípico San Martín, igualmente do- 
111 icí ,iada eci e^ta Capital, según consta de los recaudos que se 
acomjiañan (articulo 8 ley citada )". 

Que en esos recaudo* consta igualfucutc que esa sociedad 
civil estaba constituida por cuatro vicios, Übs de los cuales eran 
vecinos de la misma capital y dos de liornas de Zamora, pro- 
vi neia di Rúenos Aires í Escritura de fojas a): : . 

Que en consecuencia y con arreglo a lo dispuesto por el 
artieu'o lo ik la C«ey número 48, ta socielad ce/lento, no podia 
acogerse a la justicia nacional con relación a dicha provincia, en 
r izótí de la distinta vecindad ( Fallos, tomo 17, j>ág. 325 y otros). 

Que siendo cUo asi, el demandante, que según el mismo lo 
expresa, ejvrcita un derecho <|uc íe ha sido cedido j>or la metí- 
clonada sociedad, tamjioco jHiede ampararse al fuero federo!*, 
aún teniendo distinta vecindad, en los términos del anticuo 8 t 
ley citaila ( Fallos, tomo 23* pag, 726 y otros). 

One en la aplicación <fol artículo 10 mencionólo, 110 es de 
tenerse on cia*nta el domicilio fijado en el contrato social como 
se pretende, tratando <lc tina sociedad colectiva, pata justifi- 
car d fuero federal, sino la vecindad o nacional klad de sus 
miembros, según ol texto ititergiversabte de dicha disposición 
legal, mayormente afirmado con lo prescripto ]»r el artículo 9, 
que estatuye acerca de las sociedades o corporacio:»«, que titit- 
cameiHe han de reputarse, para í!os efectos «le dicho fuero, co- 
mo ciudadanos vecinos de la Provincia en que se hallen establé- 
celas cualquiera que sea la (nacionalidad de sus socios y de cuyo 
carácter no ]»artii-ipaba efl Club Hípico San Martín ( Fa'los, tomo 
i-m, página 207). i 

Que la co:istitucionalidad del citado artículo 8 de la ley 
4* ha sido eonsidcnula y resuelta en ocasiones reiretidas por 
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esta Corte, en el sentido de su validez, sin que en el presente 
se invoque nilón alguna de doctrina o de precedentes que no 
se hayan tenido en cuenta antes de ahora, corno puede verse en 
el citado fallo del tonto 23, pág. 726. 

Que en otro orden 4e consideraciones debe observarse <juc 
k jurisdicción originaria de esta Corte por razón de la mate- 
ria, procede tan sote cuando la acción entablada se funda direc- 
ta y exclusivamente en prescripciones constitucionales de ca- 
rácter nacional, ley del Congreso o tratados, de tal suerte que 
Aa cuestión federal sea la predominante en la causa (Faltos 
iomo> 97» Ingina i-y y otros), lo que no ocurre en el caso, 
puesto «tic se invocan a<lemás disposiciortes de la constitución 
y ley provinciales y del Código Civil, como fundamentos prin- 
cipales de la indemnización que se reclama, sin que sea posible 
como se pretende separar tm pronunciamiento del otro. (Fa- 
llos, tomo 94, pág. 421). 

Por ello y lo expuesto y pedido por el Seíior rWutfador 
General, se declara la incompetencia dd trjhumd j»ara coi* ice r 
originariamente en te. cansa de fjue se trata, sin especial con- 
denad 11 íle costas atenta ta naturaleza de las cuestiones deba- 
tidas. Xotiíiqiicsc original, rc|K>ngase el jiape' y archívese. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figuctoa Alcorta. 



CAUSA CXXXVI 

Criminal contra Ramón Pcdrosa^ por homicidio ; sobre 

tamféléncia 

Sumario : 1". Es contrario a la ley el empleo simultáneo o suce- 
sivo de la declinatoria « inhibitoria en el mismo asunto 
(art. 49 «o! Código de Prooetlimie^tos en lo Criminal). 
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2*\ La ley requiere para la admisibilidad de la apela- 
ción extraordinaria concedida ]*>r el arí. 14, ley 48 y 
o.Tt. 6". ley 4055, que haya juicio pendiente ante Jos tribu- 
nales de cuya resolución se recurre, o desconocimiento, 
en su caso, del fuero federal, para ciar curso a una de- 
manda o acusación. 

3". Tratándose de contiendas de competencia, el legis- 
.lador ha establecido trámite* eepeciaf.es ¡ara dirimiréis, di- 
'y&fíSás del recurso extraordinario, y los autos en que los 
jueces inferiores denegaren el requerí interno de su inhi- 
bición, sólo 50:1 recurribles para ante el superior inmedia- 
to. (Tit 11 K Ub. l t Cód. de Procedimientos, y Art. 9, ley 

4055 >■ 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DI- LA COHTK SUPREMA 

Butnot Alftt, Novicmbf* 33 4t 1915. 

Vistos y considerando: 

Que el presente recurso no es contra semencia definitiva 
de tribunales militares que haya desconocido el fuero federal 
o algún derecho, tttuílo, privilegio o exención de los previstos 
en el inciso 3% artículo 14 de la ley N". 48, sino contra b sen- 
tencia corriente a fojn- 85, de la Cámara Federal de U 3*. Cir- 
cunscripción, con fi miando la de fojas 50. por la que no se hiio 
lugar a la inhibitoria promovida a fojas 2, a fin de que el juez 
de Sección de Paraná se declarara competente para conocer <kíl 
proceso iniciado contra v\ peticionante, sargento del 1". llatallón 
del Regimiento 12 de Infantería 

Que en e¿ recurso de hecho traído anteriormente ante esta 
Corte por el mismo peticionante, se afirmó que en ese proceso 
se había opuesto cxce|K-ión de incompetencia ante el Consejo 
de Guerra. 

Que prescindiendo del antecedente de ser loniiario a la 
ley el empleo simultáneo o sucesivo de la declinatoria e inhibí- 
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toria on til mismo asunto (artículo 49 del Código <k> Procedi- 
mientos en lo Crimñial ) y aún cu la hipótesis de que la segunda 
hubiera precedido a ta primera, es dé tenerse en cuenta que la 
-ley retfiwre i>ara la admisibilidad de Ja apelación cxtraorcl ¡ra- 
na concedida por el articulo J4, ley 48 y artículo 6, ley 4055. 
t\\K haya juicio pendiente ante los tribunales de cuyas resolu- 
ciones se recurre ó desconocimiento, en su caso, del fuero 
federal, para dar curso a una demanda o acusación. 

Que tratándose de contiendas de competencia, el k*gi>lador 
ha establecido trámites especiales para dirimidas, diversos de 
Jos <lel Tvcurso extraordinario akrdklo ; y los amos en que los 
jueces inferiores denegaren el requerimiento de su inhibición 
sólo san recurribles fiara antee! superior inmediato. (Título itl. 
Ubro J, Código de Procedimientos citado v artículo 9, ley 
4055). 

One si esta Corte, en las condiciones que s« ha traí<lo el 
asunto a su conocimiento, resolviera míe él debe proseguirse 
ante los Tribunales Federales, habría decidido en realidad una 
euesrión de competencia, $\ n intervención alguna ( |c ¡W tribu* 
nales milita r.-s c|tie se han concepteado con jurisdicción para 
coiH*cer de! mfettió, estantío dispuestos a sostenerla cu Ra forma 
determinada |x>r la ley ( fojas 49, 52, fr) y 81 ; Fartlos. tomo 64, 
página 35: Ti ano 94, pág". 279). y sin tener a la vista las actua- 
ciones wguidas anteaos últimos. 

ftn su mérito, oído el señor Procurador General, se declara 
mal concedido el recurso. Xotiíiqucse con el origina! y de- 
vuelva *c. 



A. IÍEKMKJO. — XlCANOR G. DEL 

Solar. — M. P. Dakact. — 
D. E. Palacio. — J. Fic.fK- 
hoa Ai.cokta, 
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cusa cxxwii 

¡>on Juan Luis íóirrfcv (¿« concurso k Contienda de competencia 

Sumario; V. juez del domicilio de' deudor corresponde el cono- 
cimiento q|cI concurso do t"«le. ],a traslación accidental i 
i*ro lugar y el ptprgamiemo en vi mÍ>nto, tk- un poder para 
baivr la cesión de bknes, excluye, en ti l"is>«. la apllést- 
chi.i del articulo 07 del Código Civil. 

Ckí<»> Ko-ulta de ta> pieza- siguííferiteS; 

ai to del n i:z i:x lo civil v comercial 

Rftt Curto, julio 22 de 1915. 

Autos y vistan: I*V. incidente deducido por el doctor doti 
Luis Garzón Jumes, en representación ele la Sociedad Coopera- 
liva Aerícola de Rio Cuarto en el carácter tic acreedora de* 
señor Juan Luis Gardey, y en ipie promueve por via tk- inhibi- 
toria, u:ia cuestión tk- competencia en el COtt^fSG civil de este 
üllimu, iniciado en la Ciudad du Rosario de Santa Fe, por 
ante el señor jticjc en lo civil y comercial de primera munina- 
cióñi según aparece del edicto que se acompaña, y 

G msiderando: 

i". One de conformidad a lo dispuesto por e! art. 1003 d** 
la ley de K. Civil, el Juzgado confirió vista de 1» inhibitoria 
propuesta al señor agente fiscal, (piñén manifiesta: une para 
sostener la com]>etenc¡a del infrascripto hí hace necesario ofre- 
cer alguna.-* informaciones sobre el actival domicilio de: con- 
cursado, 

2". Quje de acuer<lo a este dictamen, el jugado recibió de- 
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ctarraciÓTi jurada, a los señores procura (kw Ujk-odoro A venda - 
ík> t y escribano don Alberto F. Pacheco, de las qiie se desprende 
que el señor Juan Luis Gardey, tiene su domicilio dentro de 
esta jurisdicción. 

3°. Que sbndo esto así, es indudaWe, atento lo dispuesto 
por el art. 668 de la 'tey erta<ki, que al suscripto corresponde 
conocer de! concurso civil de acreedores promovido por el señor 
Gante) en Ja ciudad citada. 

En su virtud y de acuerdo con lo establecido por los ar- 
tíciüos 1004 y r 005 de la ley citaíla, se resuelve: librar oficio 
ai señor juez en k> civil y comerciaJ ya njencionado, para que se 
inhiba y remita a este juzgado ios autos "Juan Luis Gardey t 
Concwso civil", debiéndose acompañar al oficio ¡os documen- 
tos a oue se refiere Ja última disposición crta<la. Hágase saber y 
agrégiicse copia a los autos. — Horacio .V. Ouíton. — Ante mi : 
fsidoro Herró. 

DICTAMEN' DEL Sr. PROCURADOR C. EN ERAL 

Buceos Alm. Noviembre 3 d* 1915. 

Suprema Corte: 

Of>mpete a V. E, dirigir la contienda ile competencia susci- 
tada en estos autos, a mérito de Co dispuesto en el art. 9, inc. 
d ) de la ley 4055. * 

Corresponde declarar competente para conocer del pre- 
sente concurso civil, al señor Juez de Río 4 . 

En esa localidad tenía el concursado su domicilio real, 
toda vez q\K aMÍ estalla su residencia habitual y e) asiento prin- 
cipal de sus negocios, como omsta <le autos. A esta circunstancia 
no ol»ta el flecho de que e¡! demandado efectuara negocios en 
otras partes y aún que realizara actos señalando su domicilio 
en el Rosario, el que resulta incidental y transitorio, desde que 
no se ha comprobólo que haya tenido intención de efectuar un 
cambio de domicilio, a pesar de 'la habitación alternativa que 
110 ha influido ni en eí ánimo de permanecer ni en el hecho de 
continuar radicado en Rio 4*. 
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Estando, entonces, en Río 4<\ el domicilio real del concur- 
sado, atentas las circunstancias y consideraciones expresados y 
de acuerdo con los arta. 93 y 93 del Código Civil, corresponde 
une el presente juicio se tramite ante la jurisdicción de ese lugar. 

Por ¡lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 97, pág. 
154; lomo 1 13, pág. 22), pido a V. E, se sirva declarar compe- 
tente para entender en el coi curso civil de que se trata, al señor 
Juez ile primera instancia (te la Ciudad de Rio 4?, 

l Julio Bolct. 
fallo de la coriií sui'rkm a 

Bucaoi k\m, Noviembre 23 de 1913. 

Y vistos: Los tic la contienda de cimipctencta trabada en- 
tre ti juez tic i", instancia y I*, nominación en lo Civil y Comer- 
cial de Río Cuarto, provincia de Córdoba y el de igual clase de 
la 2". cireunscripción judicial del Rosario, provincia de Sonta 
Fe, para conocer cid concurso civil de acreedores de don Juan 
I.uis Carcley. 

Y eott4dera:ido : 

Que 'los jueces íjuc se riUputan la jurisdicción para conocer 
del concurto de <k>n Juan Luis Cardey, reconocen que cll« 
corresponde al del domicilio deil deudor concursadlo. (Autos de 
fojas 31 vta. y fojas 70 del expediente seguido en el Rosario). 

Que de la m formación producida ante el juzgado de Río 
Cuarto aparece que el deudor está domic'Ciado en "Las Ace- 
quias" de aquel Departamento, donde posee e! valioso estable- 
cimiento de campo denominadlo "Bella Vista", sobre el cual ha 
ejercido una atención directa ; y que hasta el jo <\: Abri! del 
corriente año forme» parte, cotilo senador, de la Legislatura de 
ía ¡Provincia de Cówlolia. 

Que esa información se encuentra corroborada en las cons- 
tancias de Ja> documentos de fojas «i, 8, % 78, 79, 80, 81 y 8¿ 
del expediente seguitio ante vi juzgado d.^l Rosario. 
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, y ~J- I., ...... - ^ 

Une uo bastan jara la comprobación del cambio tic domi* 
cilio í!a circular fie fojas 63 (|tte se refiere iinicamcfttt- a la venta 
de artículos en las oficina» de la "Agrícola (¡anadera" «leí Ro- 
sario, y la manifesteiek.it hecha en el poder <k fojas 1 al soli- 
citar su concurso en vísperas <Je la venta j mi ieial mente orde- 
nada de su principal establecmiieirto -ituado en !n Provincia de 
Córdoba. 

Contando en el cloci tinento de fojas 78 aue eí 29 de Mayo 
<lel corriente año (iardey estalla domiciliad»» en la calle Juan 
Luis (ktrdey, Las Acequias. F. C. C A., su traslación al Rosario 
y eC otorgamiento tlej poder de fojas 1 pn líí de Jimio para ha- 
cer la cesión *le bienes ijite lo separaba tic esto^, cscliive la 
aplicación en el caso, del articulo 07 (leí Código Civil» según el 
cual el cambio de dóniieifio se verifica in*tantáncamcítte por e 1 
ltccho «de ia. trasWión <k* la residencia de un lugar a otro, con 
ánimo <ie permanecer en él, y de tener allí su principal estttble- 
dmietito. Fallos, tomo 112, pág. 333. 

Por estos fundamentos y de cOnfóniiidátl con lo expuesto 
y pedido dcíl S.-iior IVoenrador tieieral, se declara Incompe- 
tencia del Juzgado de Primera Instancia y Primera Nomina- 
ción en lo Civil y Comercial de Rio Cuarto, provincia th Cór- 
doba, para üpntííet del concurso de don Juan Ivtiis Gardey á 
ijuien se le remitirán los autos, nád&tttolo saber por oficio aí 
señor juez de igual cla*e de la 2'. Circunscripción judicial del 
Rosario, provincia de Sania Fe. Repulgase el pa|>el. 

A. Bl-KMKJO. — XíCANOR G. 1>K1. 

Soi.ak. — M. P. Daract. — 
D. K. Palacio. — J, Fmt'K- 

KO\ Al.foRTA. 
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CAUSA CX XXVI II 

$mróc&r¡t i 'i titral Anjentino, ton/ra el l isa) National, f^or 
cobro <fc fosos; sobre COmfetmcia 

Sumario: Xo e* -necesaria la verim del Góngrcso para entablar 
contra el fisco nacional! 1 demanda j>or la va un linaria. por 
repetición de Minias de dinero pagadas por concepto de 
impuestos, en juicios de apremió seguidos j>or aquél contra 
el demandante. (Art. 320 de ta ley nacional de nroccdimk-ji- 
tos). 

Caso: lo explican las pieza* siguientes: 

VISTA FISCAL 

Stíior Juez: 

Ivl Ferrocarril Central Argentino demanda al Fisco Na- 
cional por cobro de pesos. Ivl Fisco Nacional no es otra cosa 
que cí Gobierno Nacional conocí. !*> como entidad económica, por 
consiguiente la empresa ferroviaria demanda al Gobierno de 
la Nación por cobro de peso-. 

Aflora bien, !os tribunales federales, según la ley SK ,VJ5-i 
de (t de Octubre lyoo, pueden conocer de tas acciones civiles 
que se de* luzcan co:itra kt Nación en su carácter de persona 
jurídica, sin necesidad de autorización previa legislativa, pues 
no podrán darles curso sin que se acredite haber precedido la 
reclamación de los derechos controvertidos ante el 1\ E. y su 
denegación por ]»artc «le éste.* 

Estas úütintas raidicioiics de que halda la ley <h referencia 
no las justifica la demaiuJa y por consiguiente el juzgado no 
puede dar cursó a la litis hasta tanto no se compruebe su cum- 
plimiento. K*to, salvo, etc. — Pedro A\ . trias. 

Facadla, Mayo 7 de 1914. 
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AUTO 1>EL juez FEDERAL 

RMlrio, Mtyo U dt 1014. 

Téngase por resolución el precedente dictamen fiscaí, decla- 
rándose jx>r consecuencia incomiietentc este tribuna], hasti 
tamo se llene el requisito que anota tí! señor fiscal en su vista 
— Puerto v Bcnza. 



RESOLUCION DK L.\ C A Al ara FEDERAL UE APELACIONES 

Rourio. 4|oito 12 itc NU. 

Vistos y considerando: 

One según resulta de los expedientes traídos ad efjectum 
videndi, el Procurador Fiscal, en representación del Gobicnn» 
de fia Nación, promovió seis ejecuciones por la vía de apremio 
contra la Empresa del Ferrocarril Central Argentino por cobro 
de patentes. 

Que la Empresa después de depositar en pago las sumas 
reclamadas y usando del derecho que le acuerda tí! articulo 320 
de la ley fie procedimientos, hace valer excepciones por 3a vía 
ordinaria contra dichas ejecuciones, para reclamar ía devolución 
de las sumas pagadas. 

Que siendo así, la demanda ordinaria no implica otra ca*.i 
que la continuación del juicio pata discutir en forma más am- 
plia los derechos que líos litigantes creen tener. 

Qik en consecuencia, no es necesaria en et caso, la vcnti 
del Congreso para poder estar en juicio con la Nación. (Su- 
prema Corte, T. 25, pág, 34; ; T. 90. pág. 258 y T. 98 pá- 
gina 394) . j 

Por esto, se revoca la resolución ape/ada de fs. 10, y se de- 
clara que es competente el juez que ha entendido en la causa. 

Insértese, «otifíquese, y devuélvase al juzgado de su orí 
gen donde se repondrá «1 sel! lado. — /. P. Luna, — Nicolás 
Vera Barros. — José del Bono. 
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DICTAHKN OSÉ Sr, PROCCHAIWH GENERAL 

BMCno* Aira, Oclubit 30 de 1015. 

Suprema Corte: 

Kl conocimiento juicio de c|iie se irata corresponde a 
los tribunales federales, en los truc legalmente jmede ser enta- 
blaba la demanda» como se hizo, si:i que sea menester obtoner la 
previa autorización legislativa. < 

Aun cuando el asunto que se ventila en el presente juicio 
sea de un carácter tal que importe de parte tic la Nación un 
acto ilc administración, ya que se trata de liacer efectivas las 
füs.posíck>:ies tic uno, ley impositiva, esto es, que la Nación 
interviene como j>oder público y no como persona jurídica, — 
eso no obstante, — digo, la demanda t|ue motivó estos obrados 
consiste en la prosecución de los juicios fie apremio que la Na- 
ción seguía contra la empresa del ferrocarril deniantlatto, quien, 
a mérito de lo dispuesto en el articulo 320 de te ley nacional de 
procedimientos alega excepciones persiguiendo la devolución de 
■ sumas ¡ragadas, para que sean debatidas en la forma amplia 
del juicio ordinario los derechos que se pretenden. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E, (Tomo 98, 

304 y otros), pido a V. E. se sirva confirmar la sentencia 
apelada. 

Julio fíoUi. 
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Butfloi Aira. Noviembre 35 de HMS. 

Y vistos: estos autos tic 1os que resulta: Que la Empresa 
del Ferrocarril Central Argentino ha deducido demanda contra 
el Fisco Nacional por devolución de las sumas de dinero que 
fué condenado a pagar en los Jmi icios ejecutivos que le fueron 
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promovidos por cobro de patentas de los muelles, canaletas \ 
embarcaderos existentes en el Rosario de Santa Fe. 

Y considerando: 

yue aún prescindiendo del privilegio invocado por cí Mi- 
nisterio Público, de que la Nación no puede ser demandada en 
el caso, sin la venia <W Congreso, de que se tratará más afie- 
lante, es de observarse eme ha sido también interpuesta y 0*1- 
cedido rteur-o previsto en el articulo .y 1 -. Me. ¿". de Ja ley 
4055 de «na decisión que tiene fuerza de definitiva respecto 
a la forma en que la causa ha sido planteada. 

(Jül- la demanda interpuesta por la referida empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, sólo iinjwm la promoción del 
juicio ordinario como consecuencia d„" tos ejecutivos que !e sir- 
ven de base y que autoriza la lev de prtx-edimientos. (Articulo 
-78>, 

Que habiendo la parte dd fisco ocurrido ante los tribunales 
a objeto de ser ]>agado de las sumas de dinero que se coiside- 
raba acreedor, y obtenido su pago con la reserva hecha por di- 
cha empresa de las acciones que le competan, para hacerlas 
\aler a fin de olrtoner la devolución que la presente persigue, 
la jurisflicciói del mismo tribimaí! ame quien ha ocurrido, ha 
quedado, jx>r el tacho, establecida, ]>orquc c* de derecho qtie 
ella puede ejercitarse para el conocimiento del juicio ordinario 
emergente do! ejecutivo al pago de la deuda demandada, como 
se tiene resuelto por esta Corte en casos análogos. Tomos 90, 
Pág. 258; 98, pág. 394* 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, se confirma la sentencia apelada 
de fojas 36, Notifique* original y devuélvase reponiéndose lo* 
setfos ante el inferior,- 

A. Dkkmkjo. — Nicanor G. wa 
Solar. — M. P Daract. — 
\y. E. Palacio. — J, Fic.iu;- 

ROA AlXORT.V 
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CAl'SA CXXXIX 



Sociedad anónima Luz y Fuersa contra ta provincia de Mendo- 
za, por cumplimiento de contrato y daños y per jacios; so- 
bre reroeatoria de ana providencia. 

Sumario : Pendiente un pleito rio puede cambiarse de estado ta 
cosa objeto ilci mismo. 

Caso: \\ notificarse al gobierno de la provincia la demanda ins- 
ta tirarla por la Sociedad lata y fuerza, se le hacia saber, a 
pedido de ésta, la obligación en que se tmeontraba ele no 
innovar el estado actital de las obras. El representante de 
fia provincia pidió revocatoria de la orden emanada del tri- 
bunal por cnanto las obras e:i litigio estaban en poder de 
!a sociedad actora ile modo que cualquier innovación que 
se produjera sería obra suya y que, además, la prohibición 
decretada era una limitación a los derechos actuales de ta 
provincia, sin causa alguna, siendo la situación de la provin- 
cia niás desventajosa, que la de la actora que quedaba en 
plena Cihertad sobre )ó que a aquélla le correspondía, 
K] tribunal resolviendo el incidente dictó el siguiente: 
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BatDM kin», Novlcnbrt 71 át WÉS. 

Y vistos : El incidente promovido en el segundo otrosí del 
escrito de contestación a la demanda sobre revocatoria de la 
providencia de fojas 102 en cuanto dispone hacer "saber al mis* 
1110 tiemjNi al señor Gobernador la obligación en que se encuen- 
tra de no innovar el estado actual de las obras". 
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Y considera mío : 

Qiie «conocido por el demandado que las obras se encuen- 
tran en posesión del demandante y tendiendo la demanda al 
mantenimiento de esa situación, es obvio que los acto* de las 
partes no puedan alteraría, pendiente la litis. 

Que los efectos de la sentencia de la Corte de ta provincia 
■obre caducidad de la concesión y el decreto de acatamiento por 
parte de] Gobierno, han quedado pendientes dd resultado del 
pl-ito trabado ante esta Corte sobre ta legalidad de los mismos, 
conjuntamente con la alegación relativa a la incompetencia de 
este tribunal para decidir de la cansa que no ha sido opuesta 
como articulo de previo -y especia] pronunciamiento. 

Que es regla general de derecho fundada en Da ley 13, limlo 
7"* Partida 3*. y conságrala por la jurisprudencia que, pendien- 
te un pleito, no puede cambiarse de estado la cosa objeto del 
mismo para que no sea trabada la acción de la justicia, y pueda 
ser entregada ía cosa litigiosa al que deba recibirla (Fallos, to- 
mo 37, pág. 166; tomo 35, pág. 2$ 4 ; tomo 37, pág. 325 y otros). 

Por estos fundamentos no se hace lugar a la revocatoria 
solicitada, sin especial condenación en costas, atento las circuns- 
tancia del caso. Rq*mgasc el papel. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar. — M, P, Daract. — 
D. E. Palacio. — J. Fh;ve- 
fcOA Ai.corta, 
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CAl'SA CXI. 



Don francisco Kepctto, contra sentencia de la Extna Cántara de 
apelaciones en lo comercial de la capital que le deniega un 
pedido de convot otaria de acreedores. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48 © 1 casos regidos por la ley de quiebras, número 4156, que 
forma parte integrante del código de comercio. No basta 
para fa procedencia de dicho recurso, la invocación de una 
disposición constitucional cuando ésta no tiene relación 
directa c inmediata coa ht cuestión debatida. 

Maso: Lo etican «las pieza< siguientes: 



DICTAMEN DEL Sr. I'KOCCR \ !OR GENERAL 

Bncooi Afm, NovieBbrt 24 de 1915. 

Suprema Corte: 

I>e la propia exposición del recurroate se desprende que 
la sentencia de la Exma. Cámara, asi contó la que ésta confirma» 
han resucito una cuestión de derecho común, como que para el 
caso basta la sola aplicación <te la ley 4156, complementaria del 
Código de Comercio, lo aiail no da lugar al recurso previsto por 
el articulo 14 de la ley 48, con arreglo al artículo 15 siguiente. 
Por Jo demás, las garantías de la Constitución invocadas por el 
apelante, no tienen ama relación inmediata con las cuestiones de- 
batidas por el pleito, ]>or lo que su alegación no da tampoco mar- 
gen al recurso interpuesto. 

Pido pues a V. E., se sirva no haver lugar a la queja il«ln- 

cida. 

Julio HaM. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

tutftoe Aliii, Novlffmbtc 37 tfi t5J5. 

Autos y vistíís; considerando : 

Qtíje según resulta de la exposición q»e precede se ha des- 
conocido al recurrente el derecho que pretendió ftind:ir en el 
articulo 6". de la Ccy ti*. 415Í», pidiendo la convocación de su< 
acreedores en razón de que no podía hacer um» de tal recurso 
el comerciante que se encuentra en estado de incumplimiento 
de un anterior concordato. 

Que 110 procede c) recurso extraordinario previsto en el 
inciso 3^ articulo 14 de la ley número 48 en casos regidos |*>r 
ía ley de quiebra.* número 4156 ijiie íorma oarte integrante del 
Código de Comercio con ¡arregló al articulo 165 de aquella ley 
í f ; a11o N tonm n, ]tíig. 5; tomo inj, |Kíg, 24). 

Que 110 basta la h vocación de los artíceos 18 y nj de la 
Constitución de que se lince mérito dado íjue mu tienen relación 
directa l* inmediata con h\ concesió.i o denegatoria de una nue- 
va convocatoria de acreedores en las condiciones expresadas, 
regida por eí derecho común (patios, tomo 63. pagina 102; 
tomo 100, página 408). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Pro -mador General. 110 se hace lugar a la queja dedu- 
cida. Xotáfiqtiese y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del 
Solar. — M. P, Daract. — 
IX E. Palacio. — J. Figue- 
roa Alcorta. 
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CAUSA CXU 



Don Emilio M t Wvrvs, contra W Gobierno \'acwnai, sobre co- 
bro de honorarios, 

Sumario: o*. El eó^tp <fe tintas es un incidente del juicio cu 
que se ha:i causado, y su conocimiento corresponde a lo* 
jueces que intervinieron o lian intervenido en ilícfto juicio 
2 o . Ix>s servicios profesionales prestados cuno perito nom- 
brado tle ofició ])or los jueces de acuerdo con ta ícy 3305, 
no constituyen un contrato ile locación regido jior la ley co- 
mún; y en el supuesto de que debieran ser abonados j^»r la 
Nación, ésta no habría procedido, al redamarlos, como pi r- 
sona jurídica, a lo* efectos <L* la ley 3952. 

Caso: VA señor Emilio M. Flores se presentó .-<nte el juzgado 
federa: de la capital exponiendo que Uabia sido nombrado 
Irrito jHir los señores jueces de iiiítrueción c:i los sumarios 
instruidos con motivo de las explosiones <le bomba* en el 
teatro Colón y en la Sociedad Ox id rica Argentina ; que pro- 
ducidos sus informes, fueron regulados sus honorarios* 
eci conjunto, en ía suma de dos mil pesos; que gestionado 
su cobro ante ct gobierno, le fué <nega<k> su derecíio a ellos 
en virtud de lo dispuesto en ta ley X". 3305, ley que no era 
aplicable a la justicia ordinaria y que si k> fuera estaría en 
pugna con tas disposiciones det código civil y que el art. 
4". de dicha ley no lo obliga, a demandar a los jueces que re- 
guían* 1 sus honorarios sino al gobierno quién podrá repe- 
tir de dichos magistrados las sumas que se reclaman, De- 
' clarada la competencia del juzgado y substanciada la cansa 
se resolvió que eí gobierno de la X ación estaba obligado a 
abonar la suma reclamada, en virtud de las siguientes o n- 
sideraciones: Que fundándole por el procurador fiscal la 
improcedencia de ¡la acción en lo dispuesto en los artículo 
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i". >• 4 U . de la ley 5365, la primera cuestión que í urgía era 
la de si aquella disposición legal era también aplicable a 
la justicia ordinaria o sólo a la justicia federal ; Que dados 
los términos de dicha ley no cabía duda de que tan sólo 
se refiere a la justicia federal, no siendo acepta!/ c que se 
refiera a todos los jueces de la capital, porque en ese 
caso el Congreso hubiera procedido como legislatura local 
dictando *ma ley especial en coruradición con el Código 
Civil, ley genera* del Congreso; Que aún en el caso de 
que la expresada ley fuera considerada aplicable a la jus- 
ticia ordinaria, la disposición dd! art 4°. no impediría que 
el cobro reclamado se hiciera directamente a la Nación, 
pues dicho artículo determina únicamente la responsabili- 
dad definitiva del funcionario, pero no estaWcce un orden 
de cobro contrario a los principios de organización política 
y disposiciones fie la ley civil. 

Apelado este pronuieiamicnto, >c dictó ta siguiente: 

SENTENCIA IMS LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

BtftMt Alr«* f M«?o 14 Ü 1914. 

Vista en apelación ¡a causa seguida por el ductor Emliio 
M. Inores contra el Gobierno de la X ación sobre cobro de 
honorario* por pericias químicas practicada!* ante los jueces 
de instrucción de esta capílal. 

El Ministerio Fiscal ha negado que el actor tenga acción 
contra la Nación en mérito tic lo dispuesto |x>r la ley número 
3J<>5 y el juez íi qtto la ha condena<k> al pago de los honora- 
rios reclamados, con intereses y cretas. 

BI objeto de la ley N*. 3365, de 3 <le Julio de tScjo, es limi- 
tar la facultad de los jueces para nombrar peritos médicos o 
químicos a costa del fisco y exonerar a éste del pago de los 
honorarios de los médicos o químicos designados en contra- 
vención a esa ley. 
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kbs jueces cjitc obrar fuera de sus atribuciones ilegales o 
contra las prohibiciones de la k-y, no pueden obligar con sus 
actos a la Nación y no pueden por lo tanto crear entre ésta 
y los particulares rd!acio:tcs de derecho que autoricen el ejer- 
cicio d¿ acciones civiles. 

Por consiguiente, para que los peritos nombrados por los 
jueces puedan reclainar lionera rios det fisco, es necesario que 
se demuestre que el nombramiento se hizo dentro de ías con- 
diciones establecidas por la ley. 

A liora bien, del texto de los artículos ] n . y de la ley 
citada, surge claramente que sólo a falta de empleados técnicos 
pueden '¡os jueces designar otros peritos. 

Y no consta en autos que se baya cumpíidto esa condición 
o requisito, no habiéndose produci<k> prueba alguna con el fin 
de justificar la falta de químicos rentados egi la .administra- 
ción pública o la razón por '!a cual se prescindió de ellos. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la expre- 
sión de agravios <lel Procurador Fiscal, se revoca la sentencia 
apelada y se absucüve de la demanda al Gobierno de la Nación, 
si:i costas. Xotifiquesc, devuélvase y repóngase las fojas ante 
el inferior.. — /. .V. Matienso. — Angel herreita Cortés. — 
ftimirf Coytia. — BüiWo I lila fuñe. 
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BitMOi Aira, Norte nbft 30 i* 190. 

Vistos y considerando: 

One con arreglo a ?o dispuesto por los artículos 146 y 
-,.\y del Código de Procedimientos en (o Criminal, el concepta 
caitas comprende los honorarios de los peritos cuyos servicios 
se hayan utilizado en un proceso. 

Que el cobro de costas es un incidente del juicio en que se 
han causado y su conocimiento corresponde a los jueces que 
intervienen o han intervenido en dicho juicio. (Fallos, tomo 66, 
pág. 173; tomo 90, pág. 165: tomo 119. pág. 366 y otros)* 
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Qm, ]x>r otra parte, y como se observa en el auto de fajáis 
73, los servicios profesionales que sirven <le fundamento a la 
demanda de fojas 16 no constituyen un contrato de locación 
regido por la ley común ; y en !a hipótesis más favorable para 
el actor, o sea en la de que deban ser retribuidos ]K>r la Nación, 
ésta no liabria procedido al reclamarlos coniu persona jurídica 
y nopodria asi >er demanda la >iti la unía previa del Congre*- * 
{ articulo 1". lev X". 3952). 

One no obsta ;j las conelusiunes precedentes el auto de! 
tjtto corriente a tojas 30, |>or el que se declaró que la de- 
manda podría seguir tramitándose ante el juzgado federal, dcs- 
le que los tribunales de este tuero deben declarar de oficia »u 
hecmpelencía cuando él!a proceda, cualquiera que sea el estado 
de una causa y la actitud asumida por las partes. 

En su mérito, oído el señor Procurador General y de acuer- 
do con !o resuelto en casos análogos, se dejara sin efecto lo 
act natío. Xotifiquesc con el original y devuélvase, debiendo 
reponerse el papel ante el inferior. 

A. Hkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P, EMract. — 
IX E, Palacio. — J, &IGV$- 

ROA At.COHTA. 



CAUSA CXLH 

Sociedad General Chieriatoyráfica contra don Leopoldo Ro- 
bledo, hijo, sobre múidad de la marca 'Bioscofe" 

Sumario : i". La valide* de una marca de comercio puede ser 
cuestionada no sók> por la circunstancia de existir otra 
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igual ii análq^a, prevista en d inciso 3'., articulo 14 tk la 
' e >' W5> 8Ína también por las enumeradas en los artículos 
3* 4 >' 5 la misma ; no siendo necesario que Ja cuestión 
a <|tie aíuile la primera disposición legal citada se haga en 
tinlos los casos eonio medio tic defensa o excepción contra 
una querella o dcm.aida, «laclo el carácter atributivo, en vez 
de simplemente declarativo que fijan otras leyes, <pie lian 
tenido el propósito de dar al registro de marcas los articu- 
los 6, 12 y (*8 de la referida ley, 4 y 38 de la ley número 
7S7 y 1". di- la mimen 1 KíYi. 

¿'. La Corle Suprema no está llamada a rever en la ins- 
tancia extraordinaria del articulo jj de la lev 48, una >en- 
tencia que en definitiva deci<k' (juc una marca es alónima- 
mente nula por halwr sido acordada en violación de los 
¡miados 30, 32 y 33 de la ley 3,175, si el recurrente no in- 
vocó coticrct amenté, en «Ipoyo de sus derechos, las disposi- 
ciones legales en t|iie se fimdó la sentencia anclada, ni fue- 
ron discutida^ en el pleito la inteligencia y validez fie las 
mismas. 

i aso: \.tt explican !as pie ¡ras siguiente?: 
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Bttnu» Altts, Mayo K dt l*M. 

Y vistos: 

El presente juicio en que la Sociedad General Cinematográ- 
fica establecida cu esta capital prosigue la anulación defl regis- 
tro de la marca "Hioscope", hecho a solicitud y nombre tic don 
1 copoldn Robledo (hijo). 

Resultando : 

1?. Que en 5 de Diciembre fie 1912, se presentó ante este 
tribunal don Ernesto tt. Fregosi por la Sociedad General Cine- 
matográfica, expresando míe ia sociedad que representa, esta- 
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Mecida en esta Capital, se ocupa, como lo indica su denomina- 
ción, en la compra-venta y alquiler de cintas cinematográficas, 
anexos y accesorios, proveyendo a los principales teatros y salo- 
nes de esta ciudad. Al efecto, dice, tiene a su vez contratos de 
exclusividad o representaciones con las principales compañías 
mundiales que fabrican y venden películas. Entre las que dice 
recibir desde hace años, hállase entre otras las que se distin- 
guen con la marca "Dioscope", registrada ahora bajo el número 
29022 e;i la oficina resjiectiva con fecha $1 de Enero de 1912, 
por el demandado señor Robledo. Afirma £a actora que tal re- 
gistro solo tenia por fin asegurarse un arma ilegitima para extor- 
sionarle y que el titulo obtenido en tal forma por un procurador 
que no fabrica esos artíceos ni tenia representación de los fa- 
bricantes, atribuyéndose la propiedad de "nombres" ajenos v 
de designaciones que sirven en el uso común para distinguir 
artículos menoscabando garantías constitucionales, es nulo. 

El registro, según la actora, de la marca mcticiunada. obe- 
dece a un itfan de don Max Ghiksmann, quien hacía registrar asi 
por y a nombre de distintas personas de su confianza títulos o 
nombres de marcas ajenas extranjeras para tenerlos en dispo- 
nibilidad para el momento en quv cualquier comerciante, compre, 
introduzca o alquile vistas cinematográficas que no sean adqui- 
ridas cu SU casa, embargarlas invocando c¡ titulo obtenido im- 
poniendo transacciones onerosas. Que asi en la forma señalada, 
el i¿ de Abril de 1912 el señor Robledo ha transferido a Max 
Gluksmann quince marcas cinematográficas entre Jas que há- 
llanse Yitagraph, Cincphoto. Ka!cn, American Biograph y otras 
muy conocidas, patentizando que no se trata de u 1 caso aislado 
sino de un vasto plan. 

Sostiene la actora que en lo que toca a nombres ajenos o 
usurpados, ia ley ha prohibido y condenado la usurpación en sus 
artículos 4, 42 a 47 y ha agregado en el 6 que sólo adquiere la 
propiedad de una marca quien se haya ajustado a los requisitos 
que ella exige. Toda marca, pues, expedida sin sujetarse a dicha 
ley es nula y su nulidad, afirman, puede aún declararse de oficio 
con arreglo al precepto de! art. 47 «el Código Civil. 
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l'or esas y algunas consideraciones más que en su escrito 
tic fs. i a 4 señala y que el juzgado tiene presentes» pide que 
en definí^ el juagado anule el registro de Ja marca Rio*cope 
efectuado a nombre de don Leopoldo Robledo, con costas, etc 

¡T. Corrido el traslado de ley, don Mantid Marino en re- 
presentación de la demandada, presentó el escrito de contesta- 
ci.x.1 que obra de fs. 12 a 21. Kxpresa en él: Que la Sociedad 
Oeneral Cinematográfica no tiene derecho alguno que hacer 
valer en jutcio. correspondiendo oponerla en consecuencia como 
la opone la excepcin de siue actwne affit. Que ello resulta cíaro 
si se observa que la Sociedad General Cinematográfica no tiene 
m pretende tener registrada a su favor marca alguna que pueda 
producir directa o indirectamente, como dice d art. 6 de la lev 
de mareas Htvtíea^ confeutóii con la registrada por su mari- 
dante. Que debe observarse que la Ley citada no puede ser invo 
cada por aquellos que no se han clocado dentro de sus térmi- 
nos -jura pretender su amparo, Si. pues, agrega, la Sociedad 
Cencra! no tiene marca aíguna registrada, con qué derecho pre- 
tende oponerse a que Robledo siga usando la snva, y lo que es 
mas, que se declare nula ? 

Dice que siendo las leyes de marcas de carácter esencial- 
mente territorio!, según lo expresa el art. 1 2 de la lev argentóla, 
so,o sera considerada marca en uso para dos efectos de la pro- 
piedad que acuerda esta ley, aqiu-lla respecto de la cual la ofi- 
cina baya dailo el correspondiente certificado", En consecuen- 
cia. Wuye, la Sociedad Oeneral Cinematográfica carece de 
acción y no puede en f«m« alguna menoscabar el derectio in- 
discutible de KoMedo. 

■ 

Manifiesta el demandado que su tesis está fundada no sólo 
en la ley. sino en da jurisprudencia de ¡a Kxma. Cámara Fede- 
ral de la Cantal, consignada en los diversos, fallos que eirá v 
comenta. * 

Que, por otra parte, dtí invocación que el actor liace de dts- 
posiciocies del Obligo Civil no mejora su situación, pues las 
nulidades a que el citado Código se refiere como que deben ser 



«6 



FALLOS OK LA COKTE SL' TREMA 



declaradas de oficio son aquellas (le carácter absoluto y que 
aparecen manifiestas en el acto misino. 

E:t el quinto capitulo fie su escrito la demandada sostiene 
que aún en el supuesto de que 'a actora pudiera legalmente 
accionar, el registro hecho por Robledo resultan a legitimo. 
Hace notar que !a palabra "liioscope" es un término tic fanta- 
sía, no un nombre y por lo demás que él no ha sido registrado 
por nadie antes tjiK' por Robledo. De consiguiente, tlicc, toda 
reclamación no se hallaría deitro <lc] caso del ari. -41. 

Hn el capitulo sexto interpreta el alcance de la parte íiua* 
de este articulo y jurisprudencia relacionada con ella para eon- 
citir invocando un fallo de la Exma. Cámara Federal, según d 
cual * :io e> necesaria la calidad de comerciante para solicitar un 
registro". 

i*or ¡o expuesto pide el rechazo de la acción con costas. 
Declarada ¡«>r auto dt* Abril jf* de 191 J de puro dere- 
cho la cuestión debatida, el juzgado ordenó míe se eorrierii un 
nuevo traslado por su orden, el que fué evacuado por ambas 
parles» "según consta de los escritos 0c fs. 34 y 35, que el sus- 
cripto tiene presentes. 

4 n . L'amados los autos posteriormente en Agosto 7, el juz- 
gado en uso de sus atribuciones, considerando necesario el escla- 
recimiento de los hechos alegados, abrió la causa a prueba por 
el término de ley. Recurrida esta providencia j»or h deman.lad;i 
e! suscripto la mantuvo negando la apelación subsidiaria, resolu- 
ción que la F.xma. Cámara confirmó declarando bien denegado 
este redirá >, 

5". Según coikáta a fs. 50, la adora ofreció prueba, pero el 
juzgado no se la admitió j»or no haberse formulado la petición 
dentro del término legal. Arts. 95 y 96, ley 50. La Exma, Cá- 
mara confirmó las resoluciones de fs. 51 y 53, sobre rechazo 
de la prueba. 

o 1 . Interiormente se pidió la absolución de posiciones del 
demandado, las que fueron abatía tas según consta a ís. <>8. 
después de lo cual, por lio haber alegado las parto, se llamó 
»Ut0$ para sentencia en Marzo i<> del año en curso. 
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Y considerando: 

r. Qat Oa Sociedad General Cinematográfica al deducu 
<?n la forma eme lo lia liedlo — jior vía de acción — su oposi- 
ción al registro efectuadlo de ia marca "ftioscope", realizado |xk 
don Leopoldo Robledo, cuya anulación ha demandado, no ha in- 
vocado d carácter de fabricante de las películas de dicha marca, 
según expresó sin probarlo, distingue ■ Dice simplemente que las 
recibe y comercia con ellas vendiendo o alquilándolas por con- 
cesión esleía " otorgadíi a su favor. 

2". Que surge asi a primera vista <[iic la oponente no fe 
haya dentro de los términos del art. &. fie la ley 3975, siendo 
t le oliservar que ni siguiera aparece habiendo tentado a su vez 
el registro derta misma ni antes ni al mismo tiempo que Robledo. 

3". Que faltando el dereclKi, desde que la accionante no se 
halla comprendida e i el artículo citado, os indudable que le falta 
acción para demandar en juicio ía anulación que pretende y que 
solo ineimihiria " al industrié o comerciante que hubiera llena- 
do requisitos exigidos por la ley", según textualmente lo 
expresa |a iey 3975. 

4*. y ue las circunstancias improbadas de la existe-icia de 
la marca impugnada fuera de la República y de la concesión de 
explotación otorgada a ía sociedad adora |mr Jos fabricantes, en 
todo caso se hallarían estorbados i>ara que esta acción pudiera 
prosperar, por el principio de territorialidad consignado en el 
precepto del art. 12, según el cual "solo se considerarán marcas 
en u»p para los efectos d¿ la propiedad (|ite acuerda y protege 
la ley, aquellas respeto de las cua-e* la oficina haya dado el 
Ci irre-pf m líente certificado", 

5'\ Que en el sub judie? w\ siquiera se ha comproliado la 
cxi>(em*ia de la cesión en el supuesto de la existencia del dere- 
cho. Se pide la anulación de! registro de una marca por quien 
no és fabricante ni a>mereiante, que 041 respecto a ella se halle 
en condicione* legales y |>or una restricción, perjuicio o íesion 
futuros que. recién al producirse, podrían explicar una defensa 
en forma* de excepción, 

(r, (Jue asi lo ba entendido y fijado la F.xma. Cámara Fe- 
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«lera! de esta capital cuando lia declarado (Tomo 6"., págs, 181 
a 192), que (filien no tenga marca registrada no puede invocar 
la ley de marcas por vía de acción ante los tribunales, conformo 
el art, 6 de Ja ley vigente. Análoga resolución se registra en 
el tomo 7 pág. 40, y en el 6". págs. ufi a 124. 

7". Que, por otra parte, no sólo no se ha acreditado que 
la palabra "iiioscope" sea un nombre personal o comercia 1 ! de 
aquellos a los que la ley protege sin necesidad de registro (art?. 
4 y 47). sino que aparece como una simple palabra tic /amasia, 
susceptible de consiguiente de registrarse como mana. ( Ar- 
tículo l",). 

8". (Jue en el periodo de prueba que el j migado señaló, la 
actora ni siquiera probó la exigencia de la Sociedad Bíoscope 
de llerlin, a la que afirmó hallarse vinculada por contratos, 
ni su pretendida condición de acreedora. Cómo podría invocar 
entonces el privilegio cNcc¡)eio:iai del an. 1196 de nuestro 
Código Civil? 

y". Que regido el caso por la ley especial de marcas es 
inoficioso acudir a las disposiciones tío] derecho común como 
en cierto modo parece sostenerlo la actora y resultando que le 
falta el derecho y la acción consiguiente para <]iic este juicio 
pueda pros|K-rar, es innecesario considerar las otras cuestiones 
debatidas ¡»or las partes, sea referente al nombre, a la marca 
o a la prcícrijK'tón. 

Por tanto, definitivamente juzgando fallo: Rechazando, 
con costas la acción deducida y que con arreglo a derecho y 
a las constancias de autos no corresponde a la Sociedad General 
Cinematográfica, llágase sak*r con el original, repóngase, in- 
sértese y oportunamente archívese esta causa. — T. Aria?, 

5EXTI- XCI A OK J.A CAM AKa IJ-IHIRAI. DE APELACIONES 

. . Bbmoi Airti, Majo o i* 1*15, 

1 vistos: 

En los amos seguidos por la Sociedad General Cinemato- 
gráfica cintra don Leopoldo Robledo (hijo) sobre nulidad de 
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| marca de comercio '•Rioseope" y sobre daños y perjuicios, el 
demandado ha opuesto a la parte demandante la excepción de 
falta de acción, fundándola en el art. 6°. de la lev de marcas 
de fábrica y comercio N'\ 3973, que dice: "La propiedad exclu- 
siva de >la marca, asi como el derecho de oponerse al uso de 
cualquiera otra que pueda producir directa o indirectamente 
confusión entre los productos, corres jionderá al industrial, co- 
merciante o agricultor que haya llenado los requisitos exigidos 
por Ja ley". 

Pero es de advertir que la parte demandante no ha enta- 
blado su acción a título de propietaria de marca ( ni pretende 
fundarla en el art, tir. Rila invoca el derecho que, a su juicio, 
Hene todo comerciante para oponerse a que otro le perjudique 
mediante el u?o de un título otorgado contra la ley, y en eoisv- 
cuencia, nulo, como estima que es ef certificado de propiedad 
de la marca en cuestión otorgado por ta aficina de Patentes a 
favor del demandado. 

Por otra parte, el art. u". de la ley Sfc 3973 no exige, como 
condición indispensable para oponerse al uso de una marca de 
fábrica o comercio, que el interesado sea propietario de una 
marca semejante. Ni el texto del artículo ni el espíritu de la 
ley autorizan tal interpretación restrictiva deí derecho común, 
según el cual toda persona puede oponerse a los actos ilícitos 
que le perjudiquen. 

El articulo 6 se limita a declarar como derecho inherente a 
la propiedad de una marca industrial el de oponerse al uso de 
cualquiera otra que pueda producir confusión entre los produc- 
tos. Ese es el efecto jurídico inmediato de la marca registrada. 
"Una vez, dice Luden Brun, que un fabricante ha adquirido 
la propiedad de una marca el efecto para él, es poder impedir 
que cualquier otro industrial se sirva de la misma marca, so 
pena de cometer el delito de falsificación o de imitación frau* 
dolcnta, según los casos". (Les Marques de Fabrique et de Co- 
merce, cd. de 1897, párrafo 23). 

No habiendo prohibición claramente establecida por la 
ley, la anulación de una marca puede ser solicitada por todo 
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atfítel que tenga interés en su uso, porque como lo dijo el señor 
Juez doctor Urdinarrain en el caso «le Atkkison contra Seidem- 
barg, "importando el otorgamiento de tina marca la concesión, 
a favor del titular de ella, de tin privilegio ]*ara el uso exclusivo 
fie To que se ha otorgado como marca, es evidente rpie con ello 
¡Hiede lesionarse los derechos <1e tóelos 1o¿ que se ven knpcdklos 
de usar'a por el privilegio otorgado". 

Kstn doctrina es la aceptada e i Inglaterra y en los Estados 
Unidos, donde se distinguen claramente tres acciones: i°. la 
de interferencia o confusión de marca, que es la dada por el 
art. o de la ley argentina al propietario de una marca registra- 
da : 2°. la accióa de oposición at registro, que es la dada j»or el 
art. 21 , y 3*. la de cancelación o nulidad, que es la dada por 
el art. 14, inc. 3". y promovida en el presente caso. { Véase Sin- 
ger, Tradcsmarks Laws, <?d. de 1913, pógs. 233, 236, 244, 538 y 
54-2- Swan Ptcnt, Designs and Tradesmar¡*s, cd. <le iqoS. $igs 
SIS» 313 >' 327. y Muschct, The lavv rclating to Trade Marks. 
ed. de tj^Si m&. 85. 8rt y 130). 

La ley argentina y especiare rte su reforma de tyoo, se lia 
elaborado en presencia de los usos legales de esos dos grandes 
paí.se-, cuyas instituciones y cuyo comercio tienen tañía ni fluen- 
cia en nuestra vida -laciona!, y no seria acertado prescindir de 
este antecedente en la interpretación de una ley destinada a ser 
aplicada principalmente a los productos de la fabricación y <kT 
comercio extranjero. 

Otra interpretaci'Vi despojaría a la ley argentina de sus 
fines protectores dd público consumidor y del comercio hon- 
rado, para reducirla a un instrumento de exp'otación inmoral 
puesta en manos de In mala fe mercantil. 

Si la nulidad de una marca :k* pudiera alegarse sino por 
el dueño de otra marca similar registrada, carecerían <le efecto 
las prohibiciones contenidas en los arts. 3, 4 y 5 de la ley, ejue 
niegan el derecho de emplear como marca los nombres y dis- 
tintivos de la Nación o de Jas provincias, la forma y color de 
lo» productos, los términos o locuciones de uso general, las de- 
signaciones usadas para indicar la naturaleza o clase de los pro- 
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duelos, los dibujos o expresiones inmorales, los nombres v re- 
tratos de las pelmas, sin su consentimiento, y los nombre* de 
localidades ajenas, pues ninguno de estos casos es ¡je confusión 
mtit mareas idénticas o pa recibías. 

Solo recotn>e¡cndo a todo fabricante o comerciante fnlere- 
sacló y a] njínisterio público en su en-., el derecho .le ojMuerse 
al registro o a^p^íación exclusiva <le una marca ilegal, podría 
obtenerse e! cump! ¡miento tle los árts, 3, 4 y 5. 

De lo contrario, cónto |*>dria, pur ejemplo, encontrarse una 
marea valida que, por su scmejaaiza con una marca inmoral o 
Opn iKia marca con retrato ajeno, sirviera fie titulo para persc- 
guirias?. 

K-ta consideración indujo, sin .luda, a los autores tle la re- 
forma de !a ley de 1870 a introducir en la ley actual don dis¡N li- 
ciones in-piradas en la legislarir*! inglesa y norteamericana, la 
publicación de las solicitudes de marca antes de su otorgamiento 
¡>ara ilar derecho a lu oposición de los intensados laris, 20 y 
2t). y la anulación judicial de las marcas concedida*. „„ Srt !o 
por pertenecer a otra persona, sino |*>r cualquier circunstancia 
de las enumeradas en la ley íart. 14, inciso 3".). 

Ninguna de estas disjX'SÍeione* requiere titulo de marca si- 
milar «ki c) opositor o demandante, ni seria razonable que el art. 
J4 lo exigiera en los casos 011 que la anulación no se reclama 
por confusión con ta propia marca. sino por olra> circunstancia:, 
que no pueilen ser más que las me ierona*las en los arts. 3. 4 y 5-, 

Dar a la ley de lyoo el mismo sentólo míe tenía el de 
1870 equivale a inutüñear la reforma y dejar sin cítreto reculos 
jurídfcos de notoria importancia que 110 fueron inventados por 
el legislador argentino y que son |Krfecta mente conocidos L -n el 
derecho comparado. 

Comentando el arl. <*> de la ley ingesa de 1883. anterior 
a la argentina, articulo en el que se autoriza a cualquier persona 
a oponerse al registro de una marca dentro de los dos meses ele 
publicada la solicitud, <]¡ce Mushet: u Ño es necesario que una 
persona que se opone al registro leiga ella misma derecho de 
registrar la marca o tenga negocios en e-te país. Todo !o que. por 
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ser perjudicado en el sentido del artículo 90, puede sulicitar hi 
rectificación del registro, puede también en virtud de este arti- 
culo oponerse a una solicitud tle registro (The law refating to 
Trade Marks, pág. 85)". j 

Y, explicando e| art. 90, que autoría la rectificación o anu- 
lación del registro a solicitud de persona perjudicada (person 
agt/rivctl), el mismo autor dice: "Persona perjudicada es un 
término de significado amplio. No hay definición de agravio 
(gre vanee) en la ley, 

Debe ser un agravio legal. Delie mostrarse en algún modo que 
tienda a perjudicar al reclamante o a cansar daños en el sentido 
legal de la palabra. 

"Si esto se demuestra, el reclamante está dentro del articulo 
No necesita ser propietario registrado de «na marca, ni siquiera 
tener derecho al registro, ni necesita» acaso, tener negocios o 
intentar tenerlos en el Reino Unido (obra citada, pág. 130),,. 
"En consecuencia, agrega Mushct, todo comerciante es perjudi- 
cado por el registro de una marca de uso común e:i su comercio, 
o de una marca compuesta, en todo o en parte, de un nombre 
meramente descriptivo de una mercadería, o de una marca que 
contonga un nombre que ha llegado a ser meramente descriptivo, 
como por ejemplo, el nombre de un objeto patentado, después 
de la expiración de la patente, o de un objeto fabricado por un 
procedí miento determinado que se ha hecho generalmente cono- 
cido y adoptado". 

La ley inglesa de 1905 ha mantenido estos principios. Swan, 
comentándola en 'o relativo a la oposición del registro dice : "Los 
motivos ordinarios de oposición, son: a) que la marca no está 
caracteriza:]» ]*>r algún signo esencial corno lo requiere el art.9; 
li i que la marca es idéntica o muy parecida a otra ya registrada 
por el opositor; c) que ella obsta al uso de otra marca que e¡ 
ojmsitor estaba ¿columbrado a usar hasta entonces; d) que 
está calculada, de cualquier otro modo, para engañar al públi- 
co ( Swan, Patente, Designs and Trade Marks, ed. de [908, pág. 
.V-M"- 

Kl mismo autor, examinando el art. 36, según el cual las 
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perdonas perjudicarlas « aggricved) por un asiento imlebklo t error 
v, omisión del registro pticclcn solicitar la corrección o canccla- 
eió.1 del asiento o la rectificación del error, dice: "La definición 
de Ja expresión persona perjudicada {agtjrievcd person) ha oca- 
sionado alguna |ier|ueña dificultad en x 1 ! pasado; pero su sentido 
parece ser el siguiente. Siempre que un comerciante por efecto 
de una marca indebidamente registrada, estrecha el área de nego- 
cio* abierta a sus rivales y de esc modo excluye a un rival o, con 
razonable probabilidad ha de excluirle en el futuro de comerciar 
con las mercaderías con que < lesea comerciar, dicho rival es una 
persona perjudicada. Todo el que esté amenazado de procesos 
por infracciones alegada £ n acusado de hacer pasar sus mercade- 
rías -por del querellante seria un ejemplo claro de persona per- 
judicada (obra citada, pag. 328). 

Singer, exponiendo la ley norteamericana de 1905, explica 
los tres diferentes procedimientos llamados de interferencia» opo- 
sición y cancelación, análogos a los de la legislación inglesa, y 
luego, dice; "L'n introductor -de mercaderías coa marca extran- 
jera tiene fundamento para oponer -e a! registro de la marca por 
otro, desde que, si la solicitud de registro fuese concedida, el re- 
gistrante jKwlria exhibir la marca en la A<luana y evitar la impor- 
tación de las mercader! is. Este heoho es suficiente para dar al 
importador un interés oa el asunto que sirva de fundamento a 
una oposición ( Singer Tradc Marks Laws of the World, ed. 
(te 1913, pág. 541 M . Y después de citar los casos de Imperial 
P.rush Factory versus Raun y de Ara i y B riesen versus George 
ííorgfekl y Cía, decididos en 28 de Febrero de 191 1, añade: "To- 
mando juntos estos tíos casos, aparece que, no solamente el due- 
ño de una marca que se trata de apropiar, sino también el que 
¡m¡>orta mercaderías con esa marca puede oponerse a <|ue otro 
registra esa marca cu la oficina de patentes, (página 542)". 

Bastan estas citas para dejar claramente establecido que. pa- 
ñi producir oposición contra el registro de una marca o para 
pedir su can /elación, no es necesario ser dueño de otra marca 
similar, siendo suficiente que el actor a¡>are/.ca perjudicado en 
sus negf icios por el registro impngn.nl* 1. 
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A mayor abundamiento puede recordarse que, aun en iri- 
ses cuyas leyes de marcas no establecen procedimiento de opo- 
sición ni preven contiendas sobre validez del registro, se admite 
la acción de nulidad. Así refiriéndose a la ley italiana, dice 
Ramella: 'Nuestra ley, a diferencia del sistema adoptado para 
las exclusivas, no tiene disposiciones sobre Ja nulidad de las 
marcas. Pero no hay duda de que corresponde tal acción a los 
terceros, sea porque el registro no garantiza la importancia de 
la marca y el concurso de las condiciones de su validez, sea por- 
que todos está,n interesados en que el derecho excesivo que do 
ella se sigue se quite el medio mediante juicio de nulidad. . y 
agrega: "La acción de nulidad será proponible por cualquier 
particular qu c se encuentra en el caso de proponer nulidad de 
patentes, considerando aplicables las mismas reglas para las 
marcas. Corresi>onderá |x>r lo tanto, no sólo a quien reclame e: 
uso exclusivo de la marca depositada por el concurrente, sino 
a quien -no tenga sobre ella ningún derecho privativo y pretendí 
usarla ; por ejemplo, en el caso de que se trate de un signo de 
dominio público substraído y puesto en monopolio. (Ramella, 
Tratado de la Propiedad Industrial. Traducción española de la 
Regista Central de Legislación y jurisprudencia, párrago 503)". 

Tipia, al explicar la misma ley italiana, expone: "A la auto- 
ridad judicial, compete exclusivamente declarar si el uso exclu- 
sivo de la marca ha sido o no adquirido: ta nulidad cuando 
faltan los requisitos esenciales para la validez, es absoluta, ar/a 
(íihiíí'j, puede ser reclamada por cualquier interesado v aún ¡ior 
el Ministerio Público» sin que ocurra Ja demostración de un daño 
sufrido, y tiene j)or efecto hacer con sitiera r la marca como no 
habiendo existido jamás. (Pipía. Nozioni di Diritto Industríate, 
párrafo 267)". 

Por todos estos antecedentes y razones del» dese-timarsv 
la excepción de falta de acción opuesta por el demandado y pre- 
cederse, en consecuencia, a decidir la cuestión sobre validez de 
la marca. 

A este res|>ccto debe considerarse : 

l°. Que de! expediente administrativo agregado resulta que 
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la oficina do patentes de invención procedió por sí sola a deses- 
timar la oposición que diversos comerciantes en artículos cine- 
matográficos formularon contra la concesión de la marca de 
comercio a que se refiere este pleito. 

2". Que este procedimiento de la Oficina, ski haber me- 
diado renuncia de todos los interesados a la via judicial y ha- 
biendo por el contrario, la reserva de dicha vía expresamente 
hecha ])or el solicitante de la marca* se halla manifiestamente 
e i pugna con lo dispuesto en los artículos 30, 32 y 33 de la ley 
8*. 3973t que, cuando los interesados no hubieran renunciado a 
la via judicial, ordenan remitir la solicitud de marca y la opo- 
sición al Juzgado de sección para que éste substancie la causa 
]x>r los trámites de! juicio ordinario. 

3" Q l| e la violación de trámites esenciales cotí perjuicio de 
la jurisdicción de los tribunales federales vicia de nulidad abso- 
luta el proced ¡miento y no puede producir efectos legales, y 
a*í debe declararse en este caso, no siendo propio que el Poder 
Judicial reconozca como válidos los actos que usurpa 1 sus fa- 
cultades. 

Por estos furnia memos, se revoca la sentencia apelada y se 
declara nula Ja resolución administrativa que concedió al deman- 
dad- • la marca "Bioscnpe". Pagúense las costas por su orden. 
Xotiíírjuese y devuélvase al juzgado de origen, donde se re- 
pondrán las fojas. — Emilio l ¡Itafañc. — Daniel Goytia. /. 

A", Mat tenso. — En disidencia: A, Fcr reirá Cortés. — En disi- 
dencia: .tf/mtin Vrdimrrain. 



FAMjO OI- LA CORTE SI" TREMA * 

Butnoi Ai**, Diciembre 2 de 1915. 

Vistos y considerando: 

Que como lo observa acertarla mente la sentencia recurrid* 
al disponer el inciso 3 n ., artículo 14 de la ley H 9 . 3975, que pue- 
de promoverse cuestión sobre la validez de una marca por 

■ 
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cualquiera de las circunstancias enumeradas por dicha ley, fuera 
de la de existir otra igual o análoga, de propiedad de uti ter- 
cero, se ha referido a las enumeradas en los artículos 3. 4 y 5 
anteriores, que mencionan las denominaciones nombres y signos 
que no pueden constituir marca. 

Que el inciso citado no prescribe que la cuestión a que 
alude deba hacerse en todos los casos como medio de defensa 
o excepción contra una querella o demanda. 

Que el articulo 6 o . de la misma ley no impone esa interpre- 
tación restrictiva, pues, como los artículos 12 y 68 posteriores, y 
los artículos 4 y 38 de la ley X*. 787 y r. de la ley X o . 866, ha 
tenido el propósito de dar al registro de marcas el carácter de 
atributivo de la propiedad, en vez de simplemente declarativo, 
que le fijan otras leyes, conforme a las cuales el uso y empleo 
anterior de aquellas crea derechos (pie puedan hacerse valer en 
todo tiempo después de la sanción de las últimas aún contra !o> 
mismos propietarios. 

Que el fallo apelado lia decidido en definitiva que la marca 
X ü . 29,022 concedida a don Leopoldo Robledo (hijo) en 15 de 
Julio de 1911, es absolutamente nula porque la oficina respec- 
tiva la acordó con violación de los artículos 30, 32 y 33 de la 
ky 3975» en cuanto habiendo mediado oposició;i al registro sin 
renuncia a los recursos ante los tribunales, dicha oficina no re- 
mitió a éstos el expediente acompañado y resolvió por si misma 
el rechazo de aquella oposición. 

Que los artículos de que *c ha hecho mérito no fueron con- 
cretamente invocados por el recurrente en apoyo de sus dere- 
chos, ni su inteligencia o validez han sido discutidas on el pleito, 
como lo requieren el artículo 14 de la ley X o . 48 y el 6". de Ja 
ley X 41 . 4055 para la admisibilidad del recurso extraordinario 
entablado y concedido a fojas 110 vta. de tal suerte que, en lo 
que a ellos concierne, la Corte no está llamada a rever su .apli- 
cación, pronunciándose sobre el alcance que en el caso debe 
dárseles. ( Faüos, tomo 1 12. pág. 3N4 ; tomo 1 19, pág. 19 y otros l. 

Por ello, se confirma la sentencia fie fojas 96, en !a parte 
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que ha podido ser materia del recurso. Notifiquese con el ori- 
ginal y devuélvase reuniéndose el papel ante el inferior. 



A, ÜKRMKJO. — XiCANOR G. DKL 
Soi.AR. — M. 1\ DARACT. — 

J>. K. Palacio. — J, Fjguk- 
ROA Alcorta. 



En ia misma fecha, se diefó idéntica resolución en los j n ¡ - 
ci'is seguidos entre las mismas parles, por nulidad de las niar- 
as "Milano Film", l l\eí¡pse"' y "Latiuni". 



CAUSA CXU1I 

I*an iimjcHtt) Días Veles* contra ía "Compañía de Scuuros 
contra Incendios y Granito Días l 'élct t \ por exclusión de 
nombre. 



Sumario: El derecho de oponerse al uso que una sociedad llaga 
de un nombre como marca de comercio, se prescribe en el 
término de un año contado desde el día de la inscripción 
de aquélla en el registro público de comercio. El uso del 
nombre con posterioridad a la fecha en que se lo adopta 
como marca, no constituye reiteración de hechos a los efec- 
tos de la prcscrijxrión de la acción para demandar por su 
uso indebido. 

Caso: I,u explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA I>EL J TEZ KEDESAI. 

Bahía Bisar*. Dieitmbre 23 dt ItH. 

Y vistos, resulta: 

Don Eugenio Díaz Vélez se presenta el 25 de Marzo del 
año próximo pagado, a la Compañía de Seguros contra incen- 
dios y granizo denominada "Díaz Yélez", que funciona en el 
partido de Xecochea, para que se la obligue a suprimir dicha 
leyenda de sus estatutos y de cualquier sitio donde la hubiere 
inscripto, prohibiéndosele usarla ulteriormente en forma alguna. 

Manifiesta que la existencia de esa sociedad ha llegado re- 
cientemente a su conocimiento y que si bien por el momento 110 
tiene motivo alguno para dudar de la corrección de los procedi- 
mientos de !a empresa, basta la eventualidad posible contraria 
para justificar su demanda, por los perjuicios morales y hasta 
materiales que el hecho <le figurar s>u apellido como designación 
de tal sociedad podria irrogarle, arguyendo sobre todo que la 
denominación patronímica es propiedad exclusiva de su dueño. 
Invoca como fundamento jurídico lo dispuesto en los arts. 4, 
42» 43 >" 47 <te la ley X*. 3973. 

Contestando la demanda 3a Compañía Díaz Yélez por in- 
termedio de su apoderado general, manifestó que, desde luego, 
la acción se halla prescripta según el art. 44 de la ley X<\ 397J, 
pues la fecha de su constitución se remonta al año 1904 y desde 
entonces ha funcionado públicamente sin interrupción, habiendo 
publicado y obtenido la aprobación de sus estatutos, se ha ins- 
cripto, celebrado coatratos, repartido carteles, insertado avisos 
en diarios, folletos y hojas sueltas, usando en una palabra, de 
todos los modernos procedimientos de publicidad y propaganda 
para la mayor difusión de sus Operaciones y conocimientos de! 
público. 

Sostiene que el plazo de un año fijado por la ley para la 
prescripción ha transcurrido con exceso, sin que sea verosímil 
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iilcjísir ignorancia, la que, en todo caso, no estaría amparada 
|>or la ley. 

Aduce, por olra parte, que en el .supuesto de no estar pres- 
cripta la acción, sena ésta improcedente, pues la Compañía no 
ha adoptado para su designación el nombre del actor sino el 
apellido "Díaz \ r ¿lcat" (pie está incorporado a la historia argen- 
tina y a la geografía, habiéndoselo empleado para bautizar calles 
y plazas pública- y estaciones de ferrocarriles en esas condi- 
ciones, del que el actor no puede considerarse dueño único o 
absoluto, ningún agravio le infiere a don Eugenio Díaz Yélez; 
pudiendo la compañía por su parte invocar la conformidad, com- 
placida con que otras personas del mismo apellido han visto el 
«so de esa designación como distintivo de una sociedad seria, 
prestigiosa y de benéfica acción. Invoca a ese respecto el testi- 
monio de don Oírlos Diaz Yélez, míe ha sido uno de sus fun- 
dadores. 

Abierta la causa a prueba se produjo ta que expresa el 
certificado corriente a fs. uH y habiendo alegado sobre su 
mérito ambos litigantes, quedó el juicio en estado de sentencia 
a fs. 132 vta. 

Y considerando: 

La demandada ha opuesto la excepción de prescripción in- 
vocando el art. 44 de ta le * X". ¿073. Y las constancias de autos 
acreditan que ta acción ha sido interpuesta seis años, cinco me- 
ses y dos dias después de habérsele acordado por el gobierno 
de esta provincia a la Compañía Díaz Yélez su personería jurí- 
dica y la autoridad consiguiente para funcionar como sociedad 
anónima (ver informe de fs. 41 y cargo puesto al escrito de 
fojas 1 }. 

Verdad es que el actor sostiene que, por no ser tendiente 
*u acción a la represión de un delito ni at resarcimiento de daños 
y perjuicius emergentes del mismo, sino a la reivindicación, por 
asi decir, de un concepto inherente a su personalidad humana 
— su apellido — conceptúa imprescriptible aquélla, o en el peor 
de los ea>o- para si, sujeta a los términos amplios establecidos 
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por el derecho común, de íO años entre presentes y 20 entre 
ausentes. 

Pero en concepto del infrascripto, el caso ¡x>r su claridad 
y por su sencillez, no se presta a mayores disquisiciones. 

Destinado en la ley de marcas en título U a lo relativo á 
sus nombres, la compañía demandada en uso de la facultad 
acordada por el art. 45, ha adoptado una designación, que una 
vez admitida y registrada, constituye una propiedad suya, por 
disposición del mismo artículo. 

El actor, que entiende correr el riesgo de un perjuicio a 
causa de tal designación, ha debido oponerse a su registro, o 
por lo menos, entablar su demanda dentro del término estable- 
cido por el art. 44. Nada tiene que hacer en el caso el art. 55, 
que sostiene ser aclaratorio de aquél, pues la prescripcin trienal 
ha sido establecida para el ejercicio de las acciones tanto civiles 
como criminales emergentes de una falsificación, de una imi- 
tación fraudulenta o de una usurpación de marca de fábrica. 
Por su parte, — y en el concepto de la ley de marcas — no 
puede decir que la compañía demandada le haya usurpado nada, 
pues que para ello seria necesario que a su vez tuviera una marca 
inscripta, cosa que ni ha alegado. 

Por la misma razón no hace al caso- la discusión sobre delito 
continuo o reiterado, ya que, como se ve, no hay de por medio 
ninguno de los hechos que la ley N*. 3973, califica de punibles 

En cuanto a que corresponda aplicar a la prescripción los 
disposiciones del derecho común, habría en ello inconsecuencia 
y falta «le lógica, pues que la acción ha sido puesta al amparo 
de la ley especial N°. 3973, que legisla también especialmente 
en lo relativo a la prescripción, precisamente para el caso de 
autos. 

Y con respecto a la fecha desde que el término de ta pres- 
cripción debe empezar a contarse, nada más oportuno que trans- 
cribir las siguientes palabras del señor miembro informante del 
proyecto — hoy ley — pronunciadas ante el H. Senado. Dijo 
el doctor Mantilla ; "La publicación de las marcas registradas no 
equivale a lo que es la promulgación para una ley"; no es ele- 
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nicnto esencial para completar la propiedad exclusiva de la 
marra: ésta es propiedad en relación a todos desde que estí 
registrada, y por el solo hecho del registro. Es también nuestro 
el aforismo inglés: "El depósito equivale al uso público". No 
s*e admite ignorancia del registro. La notoriedad con que se hace 
la inscripción, la publicación previa de la solicitud, el carácter 
público de la oficina que registra la marca, el certificado otor- 
gado a nombre de la Nación, son actos de carácter público, míe 
excluyen la ignorancia según las leyes de casi todos tos países. 
La publicación ordenada por el articulo es una simple oficiosi- 
dad para facilitar el conocimiento de las marcas registradas; 
la falta de publicación no da ni quita derecho. En este sentido 
ha debido ser entendida siempre )a ley actual y debe serlo la> 
nueva". 

Corresponde, pues, computar desde el 23 de Octubre de 
1906 el término dentro det cual don Eugenio Diaz Vélcz debió 
entablar su acción, Y no habiéndolo hecho sino fuera del plazo 
de un año fijado por el precitado art. 44, ha perdido su derecho 
"a todo reclamo". 

Atentas dichas conclusiones consignadas, el infrascripto 
estima innecesario considerar la cuestión relativa a si la desig- 
nación "Draz Vélcz" obtenida por la Compañía demandada lo 
ha sido con o sin derecho. ■ 

Por estos fundamentos, fallo declarando prescripta la ac- 
ción deducida a fojas 1 y rechazando en consecuencia la deman- 
da, sin costas, por encontrar mérito bastante para eximir de ellas 
al vencido, dada la naturaleza de ta defensa que prospera. 

Notifiqucse e;i el original, regístrese, y en oportunidad ar- 
chívese. Rep. las fojas. — E. I, M arenco. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

U Plata. M»yo 7 dt 1Í15. 

Vistos: Considerando: 

Que la constitución definitiva de tina sociedad anónima, 
con la aprobación de sus estatutos, su inscripción en el Registro 
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Público de Comercio y publicació;i ríe acuerdo con lo dispuesto 
en los artículos 319 y 323 del Código de Comercio, es un hecho 
contra el -cual no se puede alegar ignorancia, y surte todos su> 
efectos contra terceros. 

Que esas fonnaKdades han sido cumplidas por la sociedad 
demandada, el día 5 de Noviembre de 1906, según el informe 
del Tribunal de Comercio corriente a fojas 109. 

Que la demanda se funda exclusivamente en la ley 3973 v 
ha sido instaurada el 25 de Marzo de 1913, es decir más de 
seis años después de la inscripción y publicación de la consti- 
tución de la .sociedad anónima "Díaz Vélcz" y por !o tanto está 
prescripto el derecho de reclamar por el uso de nombre, puesto 
que ha transcurrido más de un aüo t desde el día en que se 
empezó a usarlo, oficial y públicamente. ( Art. 44 de la ley 3973). 

Que la persistencia en el uso y publicación del nombre de 
la sociedad anónima "Díaz Yélez", hasta la fecha, no constitu- 
yen nuevo? hecnos que puedan motivar el ejercicio de la acción 
que se deduce porque es solo la continuación del hecho inicial 
que es la constitución de dicha sociedad y pasado un año, queda 
a cubierto de todo reclamo. 

Que es inútil analizar la cuestión a la faz de las prescrip- 
ciones del Código Civil y del Có.ligo de Comercio, desde que 
el actor funda SU demanda, exclusivamente en la ley 3973 cíe 
Marcas de Fábrica, y ya se ha visto que esta ley la hace impro- 
cedente. 

Por esta * consideraciones y las concordantes de la senten- 
cia apelarla, se la confirma, sin cositas, en atención a que el 
demandado lia abandonado su defen a en esta instancia y no 
las ha producido. — Á\ Guido I. avalle — José Marcó. — Isaac 
Gadoy, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bmjhh Aira», DJeltmbu 4 di m$ 

Autos y Vistos: los venidos en apelación de la Cámara Fe- 
deral de La PJata, seguidos por don Kugenio Díaz Vétez contra 
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la "Compañía de Seguros Díaz Yélez", por exclusión ríe su 
nombre : 

Y considerando: 

Que la ley N". 3975. — no. 3973. como erróneamente se la 
determina en estos autos, — da a Jas sociedades anónimas los 
mismos derechos que a tos particulares, en cuanto al uso del 
nombre une llevan, im]>oméndole$ iguales limitaciones. (A*1. 
45, ley citada). 

Que no es necesario el registre del nombre para ejercer los 
derechos que esa ley acuerda, salvo el caso de que forme parte 
de la marca. (Art. 47 

Que constituyendo el nombre una propiedad (articulo 42) 
el uso que de él se llaga puede ser cuestionado en el tiempo y 
por los medios que la misma citada ley determina (articulo 44), 
fuera de cuja oportunidad el damnificado carece de acción, 
según se expresa en el texto de la ley con toda claridad, pues la 
prescripción comienza a producir sus efectos, "desde el dia en 
que se empezó a usar \m>t otro", creando asi una prescripción 
especial para casos también especiales, a los que no son aplica- 
bles los preceptos generales dtl derecho común. 

Que el único hecho ejecuta Jo por la Compañía demandada 
consiste en la adopción de nombre, sin que pueda admitirse que 
el uso del mismo con posterioridad a la fecha en que lo adoptó, 
constituya reiteración de hechos, porque en tal supuesto, el 
derecho de reclamar por uso indebido de nombre seria impres- 
criptible. 

Por estas consideraciones, y sus fundamentos, se confirma 
la sentencia apelada de fojas 161. Notifíquese original, y de- 
vuélvase reponiéndose los sellos ante el inferior. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract, — 
D. E. Palacio. — J. Ficue- 

ROA AUCORTA. 
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Compañía General de Ferrocarriles en la Provincia de Buenos 
A\res t contra doña Margarita Heid de Ackerlcy {hoy Juan 
/, Echeverría sobre expropiación. 

Sumario : i". Procede el recurso <lel art. 14 tle la ley 48 contra 
una sentencia que desconoce !a eficacia de los dictámenes 
emitidos por peritos, designados "a los efectos del art. ó". 
<le la ley 189", con la conformidad de las partes y aproba- 
ción del juzgado,y la expresión de disconformidad del 
expropiado con el precio ofrecido i»r el expropiante. 

2 o . La ley X o . 189 no exige, de parte del expropiado, 
la fijación fiel precio e indemnización, lia jo pena de darle 
por aceptada la oferta del expropiante. 

3 o . La pretcnsión- de las partes a que se refiere el art. 
6*. de la ley N°. 189, equivale a la indemnización que deter- 
mina y analiza el art. 16 de la misma ley, con la enunciación 
del valor del terreno o edificio, plantaciones, depreciación 
por fraccionamiento, explotaciones, etc., o c*«no ha dicho 
la Corte Suprema, el valor de la cosa expropiada y la re- 
paración de los perjuicios que sean una consecuencia directa 
de ta expropiación. 

4 o . Para estimar, a los efectos de la indemnización, los 
perjuicios causados a los expropiados, no es necesario míe 
éstos preciceu la cifra cuantitativa de aquéllos bastando 
que dichos perjuicios se prueben en autos fie una manera 
general, en cuanto a su calidad, naturaleza y extensión. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes. 
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SENTENCIA DEL JUEZ MiWMAt. 

Buenos Alrt, Novltmbie 24 de 1914. 

V visius ; Los seguidos por la Compañía General de ferro- 
carriles en ta Provincia de Buenos Aires, contra doña Marga- 
rita Reíd de Ackerlcy, hoy Juan J. Echevarría, por expropiación 
de una fracción de tierna ubicada en esta Capital, co;i una su- 
perficie de mil setecientos sesenta y dos metros, sesenta y seis 
decímetros cuadrados, que necesita para la construcción de la 
vía del túnel al Puerto de la Capital de acuerdo con la conce- 
sión de la ley N". 44 «7 

Y considerando : 

(Jue no habiéndose objetada a la actora el derecho que la 
asiste para proceder al desapropio del inmueble en cuestión, el 
único punto a resolver queda reducido a determinar el valor 
venal de la tierra y la indemnización por tos perjuicios que le 
hubiera causado, teniendo presente la disposición de la ley nú- 
mero 189 y el art. 25 II del Código Civil. 

Que la Compañía General de Ferrocarriles en la Provincia 
de Buenos Aires, manifestó en su escrito de fs. 3, que estimaba 
el valor det terreno y los perjuicios que la exprojriación pudiera 
ocasionar en la suma de treinta y cinco mil doscientos cincuenta 
y tres pesos, veinte centavos moneda nacional. 

One estudiadas las constancias de autos, como asimismo 
el mérito que arrojan los informes periciales de fs. 16, 18, y el 
tercero designado por el juzgado a fs. 24, el infrascripto llega a 
la conclusión que, teniendo en cuenta la ubicación de esta pro- 
piedad como to hacen notar los informes de fs. 18 y 24, es 
equitativo aceptar el precio de treinta y dos pesos el metro 
cuadrado de tierra que fija el tercer perito a fs. 27, y siendo 
la totalidad de la misma mil setecientos sesenta y dos metros, 
sesenta y seis decímetros cuadrados, importa la referida expro* 
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ptación la suma tic cincuenta y seis mil cuatrocientos cinco pe- 
sos» doce centavos moneda nacional 

Pof estas consideraciones, fallo declaradlo transferida !a 
propiedad expropiada a íavor de la Compañía General tic Fe- 
rrocarriles en la Provincia de Buenos Aires, previo pago de la 
suma <le cincuenta y seis mil cuatrocientos cinco pesos, tíos cen- 
tavos moneda nacional, debiendo las costas <lel juicio, consisten- 
tes en c| honorario de los peritos y sellos de actuación, ser sa- 
tisfechos por la empresa expropiante. Xotifimiesc, regístrese y 
repónganse las fojas. — Manuel B. fe Anchorata. 



SENTENCIA DE LA CAMARA l'KM-KAí, Dh\ APÍLAClOiS S 

Buenos Aire*. M«yo 22 d» litis. 

Vistos y considerando: 

Que la ley i&j sobre expropiación de bienes establece en su 
articulo 6 que no habiendo avenimiento entre las partes, res- 
pecto del va'or de la cosa expropiada, el juc* decidirá la dife- 
rencia, con el mérito de los informes de pcrKos que los intere- 
sados nombren para apoyar su pretensión, y en el art. i", 
dispone <pie ta indemnización no excederá en ningún caso a ¡a 
demanda del interesado, 

Oue siemlo la misión del juez decidir la diferencia que surja 
entre el expropiante y el propietario del bien, es indispensable 
que éste haga constar en forma precisa cuáles son sus preten- 
siones, demandando un precio determinado por la cosa en 
litigio. 

Que el espíritu de la iey puesto de manifiesto de manera 
categórica en el citado articulo 6 o . de limitar la intervención del 
juez a los casos de diferencia entre las partes, aparece en forma 
igualmente expresa en el recordado art. 17 de la misma, que 
supone la existencia de la demanda de mi precio cierto por la 
cosa que se expropia, al preceptuar, como queda dicho, míe la 
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indemnización no excederá en nongún caso lo pedido ]x>r el 
interesado. 

One. por otra parte, el informe del perito propuesto por el 
demandado no puede suplir la omisión del requisito esencial 
mencionado, desde que la designación de peritos es una diligen- 
cia probatoria que .supone trabado el pleito por demanda y 
contestación y desde que tales informes 110 tienen otro valor 
íjite el m tramonte ilustrativo para el Juez. quien puede n par- 
larle tic ellos siempre <jac 3o estime conveniente, 

Oue dé] acta corriente a fs. 12 resulta que en la audiencia 
seña la ila a los fines del artículo 6 de la ley de la materia la par- 
te demandada no lia indicado el monto de sus pretensiones, como 
era su delnr hacerlo por ser esa la oportunidad en que se tra- 
baba el cuasi contrato de la litis coatcstatw y en tal concepto, ti 
juez a qno no lia podido fijar a la cosa expropiada un precio 
mayor que el ofrecido por c| expropiante. Que ota conclusión es 
acorde con las sentencias dictadas ]wr e! tribunal en 25 de Agos- 
to de 1914, en la cansa seguida por la "Compañía General de 
Ferrocarriles en la Provincia de Unenos Aires contra don Felipe 
del Viso, sobre expropiación" y en los autos seguidos por el "Fe- 
rrocarril del ( >este contra la Sociedad Esjrañola de Socorros Mu- 
tuos sobre expropiación", el 1 2 de Diciembre del mismo año. 

Por estos fundamentos se modifica la j-entencia ape'aila de 
fs, 29, en cuanto a la suma que se manda pagar por el bien que 
se expropia a don J. J. Echeverría, suma que se fija en treinta 
y cinco mil doscientos cincuenta y tres pesos con veinte centavos 
moneda nacional ofrecida por la parte actora, Compañía General 
de Ferrocarriles en |a Provincia de Unenos Aires, en el escrito 
de iniciación del juicio. Abónese las costas por mitad f art. f8 de 
la ley). 

Notifiquen, [>evuélvase y rq*'mganse las fojas en el juzga- 
do de origen. 



¡I. J 'iUafañc. — Daniel Goytiü. — AtjitstUt { 'níhutrniin. — /. N. 
Maticnao. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aiica. Diciembre 7 de 1915. 
Vistos y considerando : 

l e . Que siguiendo el procedimiento verbal y sumar id de los 
juicios de expropiación, el señor Juez Federal dispuso a foja* 
4 vuelta Jo simiente; % los efectos del articulo 6°. de la ley tT. 
189, comparezcan las partes a juicio verbal en ta audiencia del 
18 del corriente a las dos p. ni, y bajo apercibimiento de que el 
acto tendrá tugar con .la sola parte que concurrV'. 

2 B . Que en el acta del referido juicio consta que el expropi- 
ante "reproduce la demasía «n toda* sus partes y propone perito 
al señor ingeniero don Antonio J. Carbalho", exponiendo el re- 
currente 'que en cumplimiento del mandato del juzgado man i- 
fiesta no estar conforme con el precio ofrecido por la compañía 
y propone por su parte como perito tasador al agrimensor de !a 
matricula don Hilario I barra, solicitando del juzgado se sirva 
tener por nombrados Jos peritos propuestos los que deberán in- 
formar asimismo sí con la expropiación se causa perjuicio al 
resto de la propiedad y que se Ies fije un término ]>ara expe- 
dirse". 

3". Que acopiada por la sentencia del juzgado federal la in- 
demnización estimada por el perito tercero, la de la Cámara qu? 
ha motivado el recurso extraordinario concedido, revocó aqttéTa 
y relacionando las disposiciones de los artículos 6 o . y 17 de la Jcy 
citada, llega a la co:ic!irsión de que "el juez a qno no ha podido 
fijar a ta cosa expropiada un precio mayor que el ofrecido por 
el expropiante" e:i razón de que. "en la audiencia señalarla a los 
fines del artículo 6 o . de la ley de la materia Ja parte demandad 
no lia indicado el monto de sus pretensiones" y se limitó a expre- 
sar su disconformidad con la oferta <lel expropiante y a designar 
el perito que establece la ley. 

4*. Que en tales condiciones no puede decirse que la referi- 
da sentencia de la Cámara se apoye en fundamento independíeme 
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de lo que ha sido materia ele discusión en el juicio, ílel punto tic 
vista del art. 14 dé la ley «número 48. 

5 o . Que además y como se ha hecho constar en los dos pri- 
meros considerandos, fundada la designación de peritos "a los 
efectos del art. 6". de la ley m 189"', con la conformidad de las 
partes y aprobación <k't juzgado, el desconocimiento de la efica- 
cia de las pericias y de la expresión de disconformidad del expro- 
piado, hecho en la sentencia apelada, es contrario al derecho que 
éste ha fundado en esa disposición legal autorizando fe] recurso 
. del articulo 14 inciso 3 de la ley n", 48 que ha sido interpuesto 
y concedido \*n la Cámara Federal de la Capital. 

0°. Que según esc artículo 6*. no habiendo avenimiento et 
juzgado de sección o la Corle Suprema decidirá la diferencia en- 
tre el interesado y el Procurador Fiscal o c] Procurador General 
de la Nació:!, según corresponda, procediendo verbal y suma- 
riamente, y con el mérito de los infonn-cs.de peritos qtte las. par- 
tes nombren j»ara apoyar su pretcnsión". 

7 o . Qtte !a diferencia que el juez delie decidir con el mérito 
tíe los informes ele peritos que las partes nombren para apoyar 
su pretensión, surge entre los interesados, ya sea que el propie- 
tario atribuya un precio determinado a su propiedad y a la 111- 
demnizació 1 de los perjuicios, distinto del ofrecido, o que mani- 
fieste simplemente que no está conforme con él. 

8". Que. !a ley n". 180 no exige de jrarte del expropiado la 
¡"ijackVn del precio e indemnización bajo pena de darle por acqi- 
tada la oferta del expropiante, se infiere de las demás disposi- 
ones de la ley que admiten la representación de los incapaces, el 
nombra miento de defensor al ausente de la jurisdicción en quí 
están situados los bienes y el nombramiento de oficio del perito 
de Ja parte que niegue a hacerlo (artículos 9, 10 y 1 1). 

9°. Que además la determinación del precio de una propie- 
dad, que debe referirse a una época más o menos lejana, Ja de 
la ocupación de la misma jior el expropiante, y especialmente la 
de las indemnizaciones a que se refiere el artículo 16, requie- 
ren, en general conocimientos técnicos de que puede carecer el 
expropiado, lo que explica y justifica la exigencia de la ley res- 
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pecio a la intervención de peritos que fien bases precisas a la de 
cisión de los jueces. 

10 o . Que Ja pretensión de las partes a que se refiere el arti- 
culo 6 o . de la ley n°. 189, equivale a la indemnización que deter- 
mina y analiza el artículo 16 de la misma ley con la enunciación 
del valor del terreno o edificio» plantaciones, depreciación por 
fraccionamiento, explotaciones etc., o como ha dicho esta Corte 
el valor fie !a cosa expropiada y la reparación de los perjuicios 
que sean una consecuencia directa de la expropiación. 

ir. Que respecto a esas indemnizaciones este tribunal ha 
hecho constar : "Que en la jurisprudencia establecida por esta 
Suprema Corte en los múltiples casos de expropiaciones que ha 
resuelto, al estimar los perjuicios que las empresas de ferroca- 
rriles causa lian a los expropiados, minea se ha exigido que éstos 
precisasen la cifra cuantitativa fie esos perjuicios, habiendo bas- 
tado que ellos se hubieran proliado en los autos, de una manera 
general, e:i cuanto a su calidad, a stt naturaleza y extensión, pa- 
ra que los tribunales lo apreciasen y fijasen según las sanas rz-' 
glas de la equidad y la justicia". 

"Que esta es también la doctrina que se desprende del ar- 
tículo 16 de la ley de expropiación y de la naturaleza <lel juicio 
mismo por él la establecido, en el que los procedimientos deben 
ser verbales y sumarios, y por tanto, sin los requisitos ni oportu- 
nidades de la prueba del juicio ordinario" (Fallos, tomo 56, pá- 
gina 27, considerandos finales de la página 38). 

12". Que el artículo 17 según el cuaJ "la indemnización no 
excederá, en niíigún caso a la demanda del interesado", no hace 
más que consignar la regfe procesal por la que el juez no puede 
atribuir a los litigantes más de K> que ellos mismos pretenden» 
sin que de él y su relación con el articulo 6*. pueda inferirse que 
(autorice a dar por aceptada por el uno la oferta fiel otro que 
ha sido explícitamente desestimada y menos a invalidar el acuer- 
do expreso de las partes en el juicio, de someter a la apreciación 
de peritos las indemnizaciones correspondientes. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada y de- 
vuélvanse los autos a la Cámara de Apelación e:i lo Federal de 
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la Capital ¡«ira que fije la indemnización correspondiente con el 
mérito de las pericias practicadas. Repónganse el pape! ante el 
inferior. ) 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Solar, — AI. P. Daract. — 

D. E. Palacio. 



CAUSA CXLV 

Compaifa General de Ferrocarriles en ta provincia de Buenos 
Aires, contra don Juan B. Forte, sobre expropiación. 

Sumario : Procede d recurso extraordinario del art. 14, ley 48, 
contra una sentencia que desconoce el derecho fundado en 
los artículos 6 y 16 de la ley K\ 189 <le deferir a la aprecia- 
ción del juez, con el mérito de los informes de peritos, h 
fijación de la indemnización correspondiente. 
(A e-ta cansa le son aplicables también los números 2, 3 y 
4 del sumario del anterior, seguida por la misma compañía 
contra doña Margarita Reid de Ackerley). 

C aso : Véase la causa anterior seguida contra doña Margarita 
Reid de Ackerley, en que Ta resohició:i de la cámara federal 
modifico en igual sentido la del inferior. 

fallo de la corte suprema 

B«Mt Aint, Dltitmbre » de 1913. 

Vistos y considerando: 

Que siguiendo el procedimiento verbal y sumario de lo.; 
juicios de expropiación el señor juez federal, convocó a los 
interesados a juicio verbal a los fines del articulo 6 de la ley 
respectiva. | 

Que en ese comparendo el expropiante expuso "que repro- 
ducía su demanda observando que en el precio consignado que- 
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daban comprendidas las indenmizaciones si las hay y para el 
caso de disconformidad propone como perito al señor ingeniero 
Antonio G. Carbalho" a lo que el representante det expropiado 
contestó: "Que su patrocinado no considera equitativa la con- 
signación y que propone por su parte al ingeniero Arsenio Ber- 
gallo" {fojas 26 vta.). 

Que aceptadas por el juagado federal Jas conclusiones del 
perito tercero que designó en vista fie la disconformidad de los 
primeros tanto respecto a da superficie de tierra expropiada, 
como al valor de ella, la sentencia de la Cámara Federal de Ape- 
laciones de la Capital que ha motivado el recurso extraordinario 
concedido, revocó la del inferior, y relacionando las disposi- 
ciones de los artículos 6 y 17 de la ley N*. 189, llega a la con- 
clusión de que "el juez a quo no ha podido fijar a la cosa ex- 
propiada un precio mayor que el ofrecido por el expropiante" 
en razón de que "en la audiencia señalada a los fines del articu- 
lo <V\ de la ley de la materia la parte demandada no ha indicado 
el monto de sus pretensiones, como era su ddier hacerlo por 
ser esa la oportunidad en que se trátala el cuasi contrato de 11a 
litis contestado*'. 

Que en el case- procede el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14 del inciso '3 de la iey 48 que ha sido interpuesto y 
concedido por la Cámara de Apelaciones en lo Federal, dado 
que, como se ha hecho constar en los dos primeros conside- 
randos y lo que se expresa en el escrito de fojas 24* el recu- 
rrente ha fundado en los artículos 6 y 16 de la ley de expropia- 
ción su derecho de deferir a la apreciación del juez con el mé- 
rito de los informes de peritos la fijación de la indemnización 
correspondiente, lo que le ha sido desconocido por la sentencia 
apelada al decidir que el juez no podía fijar a la cosa expro* 
piada un precio mayor que el precio oí reculo por el expro- 
piante. 

Que mo ¿e trata, como se sostiene eti el memorial <le fojas 
109 de decidir acerca del monto de una indemnización, sino 
de la inteligencia que deba darse a disposiciones de «na ley 
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especial y del desconocimiento de un derecho fu. ululo en ella. 

Que según el artículo 6". de la tey 189, no habiendo aveni- 
miento, el tribuna) decidirá la diferencia entre los interesados 
procediendo verbal y sumariamente, y con el mérito de los 
informes de peritos que Jas partes nombren para apoyar su 
pretensión. 

Que la diferencia que el juez debe decidir con el mérito 
de los informes de peritos que las partes nombren para apoyar 
su pretensión, surge entre los interesados, ya sea que el pro* 
pietarío atribuya un precio determinado a su propiedad y a la 
indemnización de los perjuicios, distinto del ofrecido o que 
manifieste simplemente que no está conforme con él. 

Que la ley N°. 189 mo exige de parte del expropiado la 
fijacñVi <ld precio e indemnización bajo pena de dar por acep- 
tada la oferta del expropiante, se infiere además de las disposi- 
ciones de la ley que admiten la representación de los incapa- 
ces, el nombramiento de defensor de ausentes de la jurisdic- 
ción en que están situados los bienes y el nombramiento de 
oficio del perito de la parte que se niegue a hacerlo [( artículos 
9. 'o y Mh 

Que además la determinación del precio de una propiedad 
que debe referirse a una época mas o menos lejana la de la ocu- 
pación de la indina ]x>r el expropiante, y especialmente la de 
las t-ndemnizactones a que se refiere el arttículo 16, requieren 
en general conocimientos técnicos de que puede carecer el ex- 
propiado, lo que explica y justifica la exigencia de la ley res- 
pecto a la intervención de peritos que den bases precisas a la 
decisión de los jueces. 

Que la pretcnsión de las partes a que se refiere el artículo 
ó*, de la ley N°. i8u< exnrivale a la indemnización que determina 
y analiza el artículo 16 de la misma ley con la eminc¡adó:i del 
valoróle! terreno o edificio, plantaciones, depreciación por 
fraccionamiento, explotaciones, etc., o como lia dicho esta Cor- 
te, el valor de la cosa expropiada y la rqvaradói «de los per- 
juicios que sean una consecuencia directa de la expropiación. 

Que respectó a esas trniemn i raciones este Tribunal lia he- 
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cho constar: "Que ni la jurisprudencia establecida por esta 
Suprema Corte, en tos múltiples casos de expropiaciones que 
ha resuelto, al estimar los perjuicios que las empresas de ferro- 
carriles causaban a los expropiados» nunca se lia exigido que 
éstas precisasen Ja cifra cuantitativa <k esos perjuicios, ha- 
biendo bastado que ellos hubiesen probado en Jos autos, fie 
tma manera general, en cuanto a su calidad, a su naturaleza y 
extensión para que los tribunales los apreciasen y fijasen según 
fes sanas reglas de la equidad y de la justicia". 

"Que esta es también la doctrina que se desprende del ar- 
tículo 16 de la ley <Ie expropiación y de la naturaleza del jui- 
cio mismo por ella establecido, en el que los procedimientos 
cleben ser verbales y sumarios y, por tanto, sin los requisitos 
ni oportunidades de la prueba del juicio ordinario". (Fallos, 
tomo 56, pág. 27, considerandos finales de la página 38). 

Que el artículo 17 según el cual "la indemnización no ex- 
cediera, en ningún caso, a la demanda del interesado", no hace 
más que consignar la regla procesal por la que el juez 110 
puede atribuir a los litigantes más de lo que ellos mismos prc~ 
tenden» sin que de él y su relación* cofl" ei artículo 6 o . pueda 
inferirse que autorice a dar por aceptada por el uno la oferta 
del otro, que ha sido cxpHciiamente desechada y menos a inva- 
lidar el acuerdo expreso de las partes en el juicio de someter 
a la apreciación de peritos las indemnizaciones correspon- 
dientes. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada, y 
devuélvanse los autos a la Cámara de Apelaciones en lo Fede- 
ral de Ja Capital, para que fije la indemnización correspon- 
diente con el mérito de las pericias practicadas. Repóngase el 
papel ame el inferior. 1 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P, Daract, — 
D. E. Palacio. — J. FiÜue- 

ROA ALCORTA. 
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Exhorto dci señor Juez de Comercio de Montevideo en ¡os 
autos seguidos por don Antonio Beeco contra Radivoj v 
Cía., por cobro de crédito hipotecario. 

Sumario : r. Cualesquiera que sean la naturaleza y propósitos 
de k>s emlmrgos a que se refiere e! articulo 10 del Tratado 
de Derecho Procesal celebrado en el Congreso Sud-Ame- 
ricano de Montevideo y aproliadn j>or la ley X". 3192 el 
exhorto o rarta rogatoria en i|iie se pidn la ejecución íle 
aquéllos, debe emanar de juez competente. 

2". Establecido por la sentencia apelada que la san- 
ción promovida ante los tribunales uruguayos es real y 
por consiguiente, íle la competencia de los tribunales ar- 
gentinos y que el buque, cuyo embargo se solicita, se halla 
en aguas jurisdiccionales argentinas, puntos de derecho co- 
mún y de hecho, que no pueden ser reexaminados en la 
instancia extraordinaria autorizada por el art. 14, ley 48, 
el juez exhortante resulta incompetente para conocer del 
juicio en que se decretó el embargo y por consiguiente, 
-para ordenar éste, por lo que no procede el diligencia- 
miento del exhorto en íjue se solicita esa medida. 

t aso ; Resulta de las piezas siguientes; ' 

- 

SENTENCIA I)EI, JI/KZ FEDERA!. 

Batw* Alm, AUf» ?l 4* BIS. 

Autos y vistos : Para resolver la revocatoria de los autos 
de fs. 32 y fs. 61 , el pedido de testimonio de .¡as escrituras de 
fs. 5, 12, 19 y 22 para la acusación por nulidad de la escritura 
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de fs. 5 y ta inscripción de ka hipotecas en el Registro de 
Marina. Y considerando: 

Que «1 Señor Juez Letrado tle Comercio de la RtqiúbUca 
Orienta] del Uruguay dirige el exhorto que corre a fs. i., p.- 
diendo se haga efectivo el embargo decretado del vapor "SoJís" 
que pertenecía a la matrícula uruguaya, y que hoy se denomina 
"Magallanes", inscripto en la matricula argentina* con motivo 
<le la ejecución hipotecaria otte don Antonio Bccco sigue con- 
tra Radivoj y Cía. \ 

Que de acuerdo con la vista del señor Procurador Fiscal 
a fs, ir vta., no se hizo lugar a la diligencia solicitada por ha- 
berse dirigido el referido exhorto, desprovisto de los recaudos 
exigidos por el Tratado de Derecho Procesal celebrado en 
Montevideo. 

Que a fs, 26 el señor juez de Ja República Oriental del 
Uruguay reitera nuevamente el diligenciamiento del referido 
exhorto, adjuntando el testimonio de la escritura tic la hipoteca 
del vapor "Solis" a favor del señor Antonio Becco, Ja escritura 
de venta deJ mismo vapor a los señores Radivoj y Cía. con el 
certificado del Registro de Hipotecas que comprueba la exis- 
tencia de aquélla; y de conformidad con Ja vista del señor 
fiscal en el decreto de fs. 32, se accedió al pedido del señor 
juez exhortante, haciéndose efectivo el embargo decretado bajo 
la responsabilidad iíel so'icÍta:ite, librándose los oficios corres- 
pondientes. 

* ■ 

Que según se desprende de tos escritos de fs. 8 y 37, los 
ejecutados presentan la escritura de fs, 5 relativa a la inscrip- 
ción del vapor "Magallanes*' en la matricula argentina y piden 
la revocatoria del auto de fs. 32, ordenando el embargo del 
referido buque. 

Que de lo expuesto se deduce que los ejecutados teniendo 
pleno conocimiento de las diligencias del embargo trabado so- 
bre el buque "Magallanes', habían tomado intervención e.i este 
juicio y si bien esa sola circunstancia bastaría para que resul- 
taran suficientemente notificados e impuestos del embargo tra- 
bado, ordenó el infrascripto ale.ita la práctica establecida, se 
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cumpliera con lo dispuesto en el artículo [452 del Código de 
Procedimientos de la Capital, aplicable a los procedimientos 
federales de acuerdo con el articulo i", de la ley N*. 3375, que- 
dando así salvada toda observación relativa al procedimiento 

Que antes de entrar al estudio de la reposición solicitada, 
corresponde declarar la improcedencia de la tesis sustentada 
por el abogado de la parte ejecutante al decir, que el referido 
auto es apelable únicamente y que no admite la revocatoria 
interpuesta, desde que la jurisprudencia constante establece que 
el auto que ordene o deniegue el embargo preventivo es sus- 
ceptible del recurso de reposición, y que es una facultad pri- 
vativa de los jueces, revocar por contrario imperio, todo auto, 
que reconozca no se halle encuadrado dentro de las prescrip- 
ciones legales. 

En su virtud, corresponde examinar el fondo de la cues- 
tión planteada, referente a la revocatoria del auto que ordeno 
el embargo del buque "Magallanes", de acuerdo coa 3o pedido 
por el juez exhortante. A este respecto, de los recaudos acom- 
pañados se constata por la escritura que corre a fs. 12, la venta 
del buque "Solís" efectuada en Montevideo el 18 de Febrero 
por doña Teresa Bruno de Julián t a la sociedad Juan Radtvoj 
y Cía., por la suma de 34.000 $ oro, de los que recibió en H 
acto 11428 $ y el resto o sea 22.572 $ quedaban en poder de 
los adquirentcs para responder a la garantía dada por don 
Jorge S. Rodríguez a ,las resultas del juicio que por contra- 
bando se le seguía ante el Juzgado Federal de! doctor jautas. 
Que como sobre el vapor "Solis" existían dos 'gravámenes hipo- 
tecarios, convinieron los compradores, que si el juicio que por 
contrabando le seguía la justicia argentina, fuera fallado des- 
favorablemente y tuvieran los adqu i rentes por tal concepto que 
hacer efectiva la garantía dada por et señor Rodríguez, ¡queda- 
rían desde ese momento cancelado? de hecho los créditos hipo- 
tecarios existentes sobre el barco, y que si, por el contrario, 
el fallo de la justicia fuera favorable al vapor, los comprado- 
res debían abonar a los acreedores respectivos los créditos 
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hipotecarios y entregar a !a vendedora el remanente que hubiera 
a s«ii favor. 

Que el 4 de Abril de 19U se extendió la correspondiente 
escritura pública ante el eseribabno de marina tíé esta ciudad 
para el cambio de la bandera oriental por la de esta Repú- 
blica, como también, el nombre del vapor "Solía" por el de 
"Magallanes*', inscribiéndolo en la Matrícula de Marina Ar- 
gentina y en la que se transcribe el certificado expedido por 
e! Cónsul General de la República Oriental del Uruguay» oojj 
fecha 25 de Febrero del mismo año, haciendo constar haber 
dejado de pertenecer el vapor "Solís" a la bandera oriental, 

Que del certificado que corre a ís. 53, resulta que el 1 1 de 
Febrero de 19 j 5, la Suprema Corte de Justicia de la X ación 
pronunció su fallo definitivo en la causa seguida por contra- 
bando contra <km Mercurio Giuliaui, capitán del vapor "Solís". 
dictándose por el juez doctor Jantus la providencia de "Cúm- 
plase" la referida sentencia con fecha 8 de Marzo de 1915, y 
íjuc con motivo de haber sido desembargado el vajx>r "Solís", 
con la fianza de don Jorge i>. Rodríguez por 55.000 S mjn. no 
se había chancelado aquélla hasta el 28 de Abril de 1915. 

Que en mérito de tales antecedentes, corresponde resolver 
si la carta rogatoria del Señor Juez de Comercio de la Ciudad 
de Montevideo, solicitando el embargo del vapor "Magallanes", 
reúne -os recaudos esta b)eci< los en el Tratado de Derecho Pro- 
cesal celebrado en Montevideo, de acuerdo con lo que dispone 
el articulo 5", al preceptuar que las sentencias y fallos arbi- 
trales dictados en asuntos civiles y comerciales en uno de los 
estados signatarios, tendrán en los territorios de los demá* la 
misma fuerza que en el país en que se ha pronunciado, si re- 
únen los requisitos, de que la sentencia se haya expedido por 
tribunal competente,, que tenga el carácter ib ejecutoria, que 
la parte contra quien se ha dictado lia ya sido legalmente citada 
y representada o declarada rebelde y que no se oponga a las 
leyes de orden público en el pais de su ejecución. Y en el 
art. f>". al establecer que los documentos indispensables para 
solicitar el cumplimiento de las sentencias y fallos arbitrales 
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soo, la copia integra de la sentencia, copia de las piezas nece- 
sarias para acreditar -que las partes han sido citadas y copia 
auténtica del auto en que se declara que la sentencia o latido 
tiene e! carácter de ejecutariado o pasado en autorÍ<lad de cosa 
juzgada. 

Que en el exhorto dirigid" a este juzgado se solicita el 
embargo del vapor "Magallanes*' inscripto en la Matricula 
Argcntha para responder a una ejecución iniciada por un veci- 
no de Montevideo contra los dueños de este vapor, siendo de 
ol servarse que de acuerdo con las disposiciones del Tratado 
de Montevideo, las semencias y fallos arbitrales deben reunir 
para su cumplimiento los requisitos que enumera el art 5, 
acompañando documentos que enumera y prescribe el articulo 
6, todo lo cual no sucede en el presente caso, pues los docu- 
mentos remitidos se refieren tan solo a testimonios de la escri- 
tura de venta del referido vapor efectuada el 18 de febrero de 
T91 1 y las hipotecas que gravaban al misino, no justificándose 
en forma alguna la existencia del fallo expedido |*or el tribunal 
competente, ni que tenga el carácter de ejecutoriado o de haber 
pasado en autoridad de cosa juzgada, ni ta citación de ta parte 
condenada, recaudos todos indispensables jiara que se pueda 
trabar el embargo solicitado. 

Que de admitirse el diligencian! ie ito del embargo reque* 
rido sin llenar las formalidades establecidas en el Tratado de 
Derecho Procesal, significaría aceptar una jurisdicción extraña, 
que importaría la negación de la propia soberanía territorial, 
lo que estaría cu pugna con lo dispuesto en el art. 26 del Tra- 
tado de Derecho Civil al preceptuar, que los bienes, cualquiera 
que sea su naturaleza, .son exclusivamente regidos por la ley 
del lugar donde existen en cuanto a su calidad, a su posesión, 
a su enajenabilidad absoluta o relativa y a todas las- relacio- 
nes de derecho real de que son susceptibles. 

Que esta misma interpretación es la que tiene Cfjnsagrada 
!a Suprema Corte de Justicia en Ja sentencia que registra el 
tomo X", 46, pág. 41 ó, en la que se estableció terminantemente, 
que los tribunales del país carecen de toda jurisdicción o im- 



perio sobre bienes exist^rtes fuera de su territorio, declarando 
que no era posible el embargo solicitado en lo que se refería 
a bienes existentes en el extranjero. 

Que «o podría objetara tampoco, diciendo que el art. 10 
del referido tratado establece que cuamlo los exhortes o cartas 
rogatorias se refieran a embargos, e) juez exhortado proveerá 
lo que fuera necesario al mejor cumplimiento de la comisión, 
porque ta misma Suprema Cor*te N'acioial on la sentencia que 
registra el tomo 89, pág. 394, di jo, textualmente ; "La facultad 
ilimitada de decretar embargos en los pleitos que se ventilan 
en «un estado sobre bienes existentes en otro país, bajo la mera 
condición de la observación de tas solemnidades extrínsecas 
que sólo legalizan su autenticidad, seria una amenaza constante 
a la propiedad nacional afectando tas garantías míe Ja amparan 
y causando perjuicios considerables a los propietarios y a los 
acreedores locales, y sometiendo las tercerías, posibles én 
juicio ejecutivo o sea en juicio de la nainrazela del presente, a 
principios jurisdiccionales inaceptables, si han de ser juzgados 
por el juez que conoce de la ejecución". 

Demostrado como queda que el exhorto de la referencia 
nu ha venido acompañado de los recaudos legales que pres- 
cribe el Tratado de Derecho Procesal, del estudio de los docu- 
mentos agregado* en autos se llega a la conclusión que ha ha- 
bido hasta tina imposibilidad material de que los requisitos 
exigidos por la ley pudieran ser lie: ia dos. 

En efecto, de! testimonio de escritura pública que se acom- 
paña al >egundo exhorto, se ha. visto que la señora Teresa 
Untno -de Giuliani vendió a los señores Radívoj y Cia. el vapor 
"Solís" el 18 de Febrero de 1911, recibiendo la suma de 11.428 
pesos oro y quedando et remanente de 22.572 5 oro en poder 
de tos compradores a fas resultancias del juicio que por con- 
trabando se le seguía ante el juzga<lo del doctor Jan tus resul- 
tando así que la esigibilidad de la obligación quedaba subordi- 
nada a la solución del proceso seguido contra el capitán fiel 
vapor "Solii". 

Ahora bien, de! certificarlo de fs. 53 resulta que la Suprema 
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Corte <le Justicia falló el asunto dé Ja referencia el 1 1 <le Fe- 
brera del corriente año y <|«c el juez doctor Janrus dictó la 
providencia del cúmplase*' el 8 de Manto ppdo, mientras qtie 
don Antonio Hecco af iniciar la ejecución hipotecaria ante el 
señor juez de Montevideo, motivando el exhorto dirigido a 
fs. i, lo hizo con fecha 25 de Febrero cuando no se había orde- 
nado todavía el cumplimiento de la sentencia de la Suprema 
Corte por el inferior, Jo tjue hacía imposible que e! exhorto vi- 
niese acompañado de los recaudos exigidos, desde que el ci'mi- 
plase de la referida sentencia no se había notificado. 

Por otra parte, consta de la escritura de fs. 5 que una vez 
efectuarla por Radivoj y Cía. la compra del referido vapor, in- 
fusó en la Matricula Nacional con el nombre de "Magallanes" 
el 4 de Abril de 191 j, a mérito del certificado otorgado por la 
cancillería del Consula<IO General fie la República Oriental de! 
Uruguay en esta República el 25 fíe Febrero de 1911 , acor- 
dando el cese de la bandera at vapor "SohV\ liste documento 
público expedido \tuT la escribanía de marina, al ingresar el 
vapor "Solís" a la matrícula nacional, tomando la bandera 
argentina con el nombre de "Magallanes*', de acuerdo con el 
art. 1027 del Código Civil, hace plena fe, hasta que sea argüido 
de falso por acción civil o criminal, de la existencia material 
de los hechos que el oficial público hubiera anunciado como 
cumplidos por el misino, o que han pasado en su presencia ¡ y 
en su virtud, no son admisibles las objecciones de nulidad for- 
muladas al respecto ]x>r la parte ejecutante, corresix>ndiendo 
tan solo expedirse los testimonios que solicita a los fines que 
conceptúe pertinentes. 

Y en cuanto a los testimonios solicitados para la inscrip- 
ción de las hipotecas que reconoce el buque según lo acreditan 
los docuinentos de fs. 19 y 22, no se "nace lugar porque han 
transcurrido más de tres anos desde Ja constitución de las 
referidas hiixrfecas según consta de los testimonios de fojas 19 
y 22, sm haberse renovado, y en consecuencia se hallan extin- 
guidas, como lo preceptúa el artículo 1358 del mbmo Código. 

Por estos fundamentos corresponde revocar por contrario 
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imperio el auto de fs. 32, tentando el embargo del vapor "Ma- 
ga Han es", no haciendo lugar al dtligenciatniento del exhorto 
dirigido por el señor Juez de Comercio de Montevideo por no 
venir acompañado de Jos recaudos que exigen los arts. 5 y 6 
del Tratado de Derecho Procesa! sancionado por el Congreso 
Sud- Americano, no habtctido en consecuencia objeto en pro- 
nunciarse respecto de la revocatoria del auto de fs. 61 , que 
ordenaba se acreditara Ja responsabilidad o se diera caución 
suficiente; no haciéndose lugar a la inscripción de tas referidas 
hipotecas en el Registro de Marina y otorga ;wk>se los testimo- 
nios solicitados a los efectos de la nulidad de la escritura de 
fs. 5, S T ot¡fiquese y repónganse tas fojas. — Manuel de Ák- 
chorená. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL X)£ APELACIONES 

Bucnof Alf», Afeito 24 de 1915. 

\ istas estas actuaciones seguidas con motivo de un exhorto 
del juez de comercio de Montevideo en el juicio seguido por 
Antonio Becco contra Radivoj y Cia., resulta que se trata de 
hacer efectivo un embargo decretado en 7a ejecución de hipo- 
teca del buque "Magallanes" de k matrícula argentina, surto 
en el puerto de finemos Aires. " ' 

La acción, debe, pues, reputarse reat y, conforme a lo dis- 
puesto en el artículo 67 del Tratado sobre Derecho Civil Inter- 
nacional celtt^wnVe:! Mom\* video a 13 de Febrero de 1S89, ha 
tlclii-Tv» >iynef lucida ante los jueces del lugar en el cual existe 
Ta cosa sobre que la acción recae. Ahora bien, «le los propios 
términos del exhorto y de las dcmá« constancias del expediente 
resulta que el buque se halla en aguas jurisdiccionales ar- 
gentinas. . 

Luego el acreedor ha debido ocurrir a los jueces argentinos 
para ejecutar la hipoteca de que se estima titular. 

Por estos fundamentos y no siendo necesario tratar las 
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demás cuestiones discutidas por las partes, se confirma el auto 
apeíailo, sin costas, declarándose m> haber Jugar al ciinipli- 
mieiito del exhorto del juez <le Montevideo. 

Notifiqucsc y devuélvase a] Juez de Sección para que lo 
haga saber al exhortante. Repónganse en primera instancia las 
fojas. — H. ViUúfañc. — J/d/c/ Fcrrcir» Cortés. — A. Urdma- 
rroiti. — J. ÍV*. MtiiicHco. 



DICTA MES' DFX Sr. PROCURADOR GKNÜHAL 

Bucaot Airo, Octubre 19 de m:, 

i 

Suprema Corte; 

La cuestión en debate fia versado sobre Ja aplicación o 
interpretación del tratado de derecho internacional privado cele- 
brado tm Montevideo en 1889. 

1 V>r esto encuadra el asunto dentro del art. 14, inciso 3". 
de la ley N'\ 48 y ft". de la ley 4055. 

En virtud de qué en el caso sub judice, el exhorto dirigido 
por el Juez de Comercio de Montevideo, contiene el petitorio 
de hacer efectivo un embargo decretado e:i la ejecución de hipo- 
teca constituida sobre 1111 buque de matricula argentina y surto 
en aguas jurisdiccionales de este país, cabe considerar que, tra- 
tándose de una acción real, al perseguir los derechos a que ella 
se refiere, 110 e> procedente que se entable ante los tribunales 
de otro país para <|iic por vía de exhorto, se disponga el trámite 
del juicio respectivo, por lo que resulta que a un despacho 
rogatorio tle tales condiciones no puede -dársele curso, pues, <le 
Jo contrario» se violarían los principios <le la legislación del 
pais, así como lo dispuesto en el Tratado de Derecho Civil Inter- 
nacional celebrado en Montevideo en 1889, que, según su* art. 
O7, una acción real, como la de que se trata, debe interponerse 
ante los jueces del lugar en que exista la cosa sobre que versa. 

Además, V. E. tiene establecido en el fallo registrado en 
el tomo 46, pág. 416, que no debe trabarse el embargo solicitado 
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por los tribunales del país respecto de bienes existentes en e 1 
extranjero, teniendo en cuenta que éstos son exclusivamente 
regidos por la ley dd lugar en que existen, en cuanto a su 
calidad y a ta» situaciones y relaciones de derecho real a que 
dan lugar. Asimismo, se ha declarado en el tomo 89, pág. 394 
de los fallos «le V. E.» que la facultad ilimitada de decretar 
embargos en los pleitos que se ventilan en un Estado sobre 
bienes existentes en otro fíats, seria una amenaza constante a 
ta propiedad nacional, afectando las garantías que le amparan 
y causando perjuicios considerables a los propietarios y a ios 
acreedores locales y dándose base a principios jurisdiccionales 
inaceptables. 

- Por lo expuesto y jurisprudencia citada, pido a V. E. se 
sirva confirmar la sentencia apelada. 

Julio BoteL 



FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Btifnoi Alrci, Dkkmbre 9 4* 1019. 

Vistos y considerando: 

Que cualesquiera que sean la naturaleza y propósitos de 
los embargos a que se refiere el articulo io del Tratado de 
Derecho Procesal celebrado en el Congreso Sud- Americano de 
Montevideo y aprobado por la ley N°. 3192, el exhorto o carta 
rogatoria en que se pida la ejecución de aquéllos debe emanar 
fie juez competente. (Actas de las sesiones dd citado Congreso, 
págs. 303 y 304, ed. of. de 1804 ). 

Que, según la sentencia de fojas 186 de la Cámara Federal 
fie Apelaciones de ta Capital, la acción promovida por don 
Antonio Becco contra Radtvoj y Cía. ante lo? tribunales uru- 
guayos es real, agregándose que "de los propósitos y termiros 
del exhorto y de ¡as demás constancias del expediente resulta 
f|iie el buque se halla en aguas jurisdiccionales argentinas". 

One estas conclusiones de derecho común y de hecho no 
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pueden ser reexamínelas en la presente instancia extraordina- 
ria con arreglo a lo dispuesto en et artículo 14 de ¡a ley N°. 48, 
en el 6", de la ley 4055 y a lo reiteradamente resuelto. (Fallos, 
tomo 133, pág. 438; tomo 118, pág. 127 y otros). 

Que establecidos esos dos extremos, es indiscutible que el 
juez exhortante <le Montevideo ha carecido de competencia para 
conocer del juicio ejecutivo de líecco contra Radívoj y Cía., y 
ordenar et embargo de c|irc se trata, atento lo dispuesto c;i el 
artículo 67 <kl Tratatlo de Derecho Civil Internacional que la 
sentencia de fs¿ 186 invoca. 1 

Que en la hipótesis de que fuera lícito a esta Corte entrar 
a rever los antecedentes *le que se hace mérito en ta memoria 
de fs. 105» 0$ de observarse, r. que el vapor "Sotis" (hoy 
"Magallanes") se te otorgo el cese de bandera uruguaya en 25 
de Febrero de 191 1 e ingresó a la matricula argentina en 4 de 
Abril del mismo año ( fojas 5 y 6) ; 2 . que a la ejecución con- 
tra Kadtvoj y Cia. ante los tribunales uruguayos se le dió curso 
el 20 de Febrero de 1915 ( fojas 150) ; y 3*. que en el exhorto 
de fojas 1 con fecha 25 del mismo mes y año, el Juez Letrado de 
Comercio de T. Turno de la República Oriental del Uruguay, 
pidió el embargo del vajKvr "Solí s" "que i>ertenecia a la matrícu- 
la uruguaya y es el que ffioy se denomina Magallanes, inscripto 
en la matricula argentina y surto en el Puerto de esa Capital"; 
de ta! manera que no puede afirmarse, como se hace a fojas 196, 
que sea inexacto lo establecido por la sentencia de fojas 186 y 
qite la ejecución "se inició en Montevideo cuando el buque se en- 
contraba alli, y pertenecía a aquella matricula, l»jo otro nombre" 

Por ello, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se co:i firma el fallo apelado, en la parte que ha podido 
ser materia del recurso. Notifiquese con et original y devuélvase, 
debiendo rej>onerse los sellos ante el inferior. 

A, IUrmejo. — Nicanor G del 
Solar. — M. P, Daract. — 
D. E. 1 'alacio. — J. Fict'E- 

ROA Al.CORTA. 
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Criminal, contra Vito Blanco Gómca, por violación de correspon- 
dencia; sobre competencia. 

Sumario: Tratándose de «na contienda de comprenda, la Corte 
Suprema no puede rever ima sentencia de una Cámara Fe- 
deral, que establece, que además del delita federal juzgado 
•por ella, existen en la causa otros de fuero común de com- 
.petencia <Ie los tribunales ordinarios ; y oorrespondicnrlo a 
éstos resolver si en realdad existen o no tales delitos de ca- 
rácter común, y si deben o no ser castigados coa una pena* 
lidad distinta, no hay cuestión de las previstas en el artículo 
9 de la ley 4055. 

í asa : El sujeto Vito Blanco Gómez, cartero del correo nacional, 
substrajo, en el desempeño de s» cargo, piezas de correspon- 
dencia y se apropió de los documentos a cobrar que conte- 
nían, los que hizo efectivos a su favor» falsifieamlo las 
firmas de sus propietarios. 

Convicto del hecho criminoso imputado, tomó interven- 
ci<'m el juez federal de la capital, quién, substanciada la cau- 
sa, condenó al procesado a la pena de cinco años de traba- 
jos forzados por et delito de violación de correspondencia 
fart. 52 ley N°. 49) y ordenó remitir la causa a los tribu- 
nales ordinarios del crimen para que se juzgara sobre los 
delitos fie falsificación de firma y estafa. Este pronun- 
ciamiento fué confirmado por la cámara federal respectiva. 

Remitido el juicio al juez del crimen ordinario de la 
capital, éste se declaró incompetente para intervenir, dicien- 
do, que 110 era posible hacer un desdoblamiento del hecho 
criminoso, juzgándose por la justicia federal el delito me- 
dio y sometiendo a la ordinaria eJ delito fin, constituyendo 
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todo un solo cielito, dado que -el propósito (Je su autor fué 
el de apoderarse de los valores contenidos en las piezas de 
correspondencia, y si para realizarlo, recurrió a otros actos 
delictuosos, estos debian ser juzgados en un juicio único. 

Devueltos los autos al juzgado federal, fueron elevados 
a la Corte Suprema consitleramlo que existía trabada una 
contienda negativa de competencia, donrle se dictó el si- 
guiente : 



FALLO DE I.A CORTE SUPREMA 

■ 

Bueno» Aiiu, Dkimbr* ti de ms. 

Visto-s y considerando: 

Oue la remisión de !a causa a la justicia ordinaria >c basa 
en la afirmación Óe la Cámara Federal de Apelación <le la Ca- 
pital de que, además del delito federal juzgado por élla apa- 
recen otros de fuero común, y esa sentencia no puede ser revi- 
sada por esta Corte fuera de los procedimientos de ablación 
establecidos por la? leyes. 

Que corresponde a los tribunales ordinarios resolver si 
esos delitos distintos e ¡ncic|>eix Mentes de carácter común, que 
se dicen imputables al reo con independencia de lo ya juzgado» 
existen en realidad y si deben o no ser castigados con tina pena- 
lidad distinta, de la ya impuesta por otro tribunal. 

Oue en estas condiciones no existe en realidad una cues- 
tión de las previstas en el articulo 9". de la ley X o . 4055. 

Por ello, oído et señor Procurador General, devuélvanse 
estas actuaciones al Señor Juez tlel Crimen de ta Capital para, 
que lleve adelante sus procedimientos. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract, — 
D. E. Palacio. — J. Figue- 
roa Alcorta. 
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Banco Hipotecario Subo-Argentino contra Don Juan Arronga 
y la razón social "Arronga y Lozano", Por cobro hipoteca- 
rio. Contienda de competencia. 

Sumario: i". Las providencias que los jueces locales dicten con- 
forme a lo dispuesto en el articulo 10 de la ley X". 4156, 
con niottvo de solicitudes de reunión de acreedores hechas 
|K>r comerciantes que se encuentran en la imposibilidad de 
cumplir con sus obligaciones comerciales, 110 equivalen a 
las declaracinies de quiebras previstas en el artículo 58 de 
la misma ley, a los fines de atraer ante dichos jueces todas 
las acciones judiciales contra el fallido con relación a sus 
bienes, para hacer |fc>$nble el jrago de los acreedores cu la 
proporció:i íjue íes corresjion*la con mayores economías y 
ventajas comunes. 

Terminado un juicio por la adjudicación de los 
bknes o por concordato, no puede aquél servir de l*ase a 
■una contienda <le competencia. 

3". Para los acreedores hipotecarios, la ley no ha im- 
puesto la suspensión de las ejecuciones en caso de convo- 
catoria. 

4". La circunstancia de que la ley califique de concurso 
a la junta de acreedores (pie se retinen para la verificación 
de sus créditos y para celebrar concordatos o adjudicarse 
los bienes del deudor, no importa establecer que ese concur- 
so sea un jukio 'universal, en la misma extensión y efectos 
que lo es la liquidación posterior a la declaratoria de quie- 
bra, o los concursos civiles y testamentarias. 1 

5". La disposición del art. 10 del Código Civil no se 
opone en manera alguna a que los jaeces de la Capital, pue- 
dan ordenar embargos y ventas de inmuebles ubicados en 
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provincias sin perjuicio de las protocolizaciones a que haya 
lugar. 

6 U . La constitución ele un domicilio especial implica la 
extcnsiói de la jurisdiccin y sólo puede quedar sin efecto 
por haberse iniciado posteriormente un juicio universal, 

7". La hipoteca no impone, con independencia de la 
designación de un domicilio especial, la necesidad de de- 
mandar al deudor ante los jueces del lugar o jurisdicción 
de los bienes hipotecados. 

Caso: Lo explican las piezas siguíñttes, * 



AUTO DHL JUEZ EN LO CIVIL V COMERCIAL, 
3.» NOMINACION DE SANTA FE 

Saata F«, AioMo 3 dt ¡919. 

• 

Y vistos: los <k> inhibitoria promovidos por la Comisión 
liquidadora de -los bienes de Juan Arronga y Sociedad:i Arron- 
ga y Lozano para que el Juez <k la Capital Federal que inter- 
viene en una ejecución hiixrtecaria contra los expresados señores 
se abstenga y remita Jos autos al proveyente, que los solicitantes 
consideran el competente. 

V considerando : 

Que la jurisprudencia sentada jwr los mismos tribunales 
de la Capital, uno de cuyos fallos se registra en la Revista de 
Legislación y Jurisprudencia de los doctores Carette y Atwdl 
Ocantos, correspondiente al X o . 6 del mes de Junio de mil 
novecientos trece, 8fa — se estableció como competente 

el juez <ksl domicilio de los deudores, <no obstante éstos haberlo 
constituido a los efectos del cumplimiento de las obligaciones 
consiguientes de la hipoteca, en lugar distinto de su domicilio 

Que aplicando taJ resolución al presente caso, la compe- 
tencia de este juzgado surge y conforme al pedido formulado 
y dictamen del señor fiscal, del* hacerse lugar. 



FALLOS LA CORTE SUPREMA 

Por lo que resuelvo; Hacer lugar a la inhibitoria solicitada, 
librándose el correspondiente oficio al juez donde se encuentra 
pendiente .la ejecución para que se remita a este juzgado; acom- 
páñese copia del escrito presentado, vista fiscal y de! presente 
amo. Repóngase. — Scslor Costa. — Ante mi : Juan López Pc- 
hgrin. 

■" 

AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL 

t 

Btitno* Airei, StpM»»r« 2 d* W5. 

Autos y vistos: Considerando: 

Primero: No obstante los términos empleados en el escrito 
que se transcribe en el exhorto de fojas 136, resulta del mismo 
que los doctores Pautasso, Anello y ^Rodríguez se presentan e:i 
nonil>re de la masa en las "adjudicaciones de bienes de los 
comerciantes Jnan Arronza y Arronga y Lozano". Kl auto del 
señer juez exhortante se refiere al pedido de inhibitoria promo- 
vido jjor Ja "Comisión liquidadora de los bienes de Juan Arron- 
ga y Sociedad Arronga y Lozano" (fs. 138», Además el certifi- 
cado de fs. 93, cuya fuerza probatoria 110 puede ser desconocí :Ui 
(Arts. 993, tm y tj95 del Código Civiil), expresa en forma ter- 
minarme que el juicio iniciado por los comerciantes Juan Arronza 
y Arronga y Lazmo en Santa Fe tuvo por único objeto el de 
promover hma convocatoria de acreedores, la que se realizo re- 
solviéndose allí la adjudicación de los bienes de Jos deudores 
y el nombramiento de la misma comisión liquidadora que hoy 
promuew la contienda de competencia. 

Luego, no ha existido en los tribunales <le Santa Fe ningún 
concurso de los ejecutados en este juicio, ni se íia producido 
eJ nombramiento de síndicos a que se refieren las piezas traus 
criptas en el mencionado exhorto. 

Segundo: Si durante la tramitación de los juicios sobre 
convocatoria de acreedores -no se suspenden los procedimientos 
en las ejecuciones hipotecarias (art 10 ine, 2". de la ley fie 
quiebras), con tanta mayor razón resulta infundado el pedido 
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dtsl señor juez exhortante cuando aquel juicio ha quedado defi- 
nitivamente concluido con la adjudicación de los bienes de tos 
deudores a que se refiere el certificado de fojas 93 í Art. 42, 
ley cita Ja). Además, solamente tos concursos o la ilecla-ractón 
de quiebra, coino juicios universales, atraen al juzgado todas 
las acciones judiciales contra el fallido con relación a sus 
bienes, (Art. 58). ¡ 

Dada la claridad de las disposiciones legales citadas, no es 
necesario mayor demostración para dejarlo así establecido. 

Tercero : Los ejecutados convinieron en la cláusula novena 
del contrato hipotecario de ís. 3 (L*y de las partes según el 
art. 11 íj7 del Código Civil), que el acreedor, en caso de ejecu* 
ckVi judicial, podría demandarlos a su elección ante los tribu- 
nales ordinarios de la provincia de Santa Fe o oírte los de esta 
capital, a cuyo efecto constituyeron domicilio en la calle Vic- 
toria trescientos «noventa {Hotel de Londres). Esta cláusula 
detcrmwia ta competencia exclusiva tiel infrascripto pora en- 
tender en este juicio. Y como "aprobada la adjudicación, los 
acreedores quedan sustituidos al deudor en todas sus acciones, 
derechos y obligaciones con relación a sus bienes" (Art. 36, ley 
-de quiebras), h Comisión Liquidadora de los bknes de Juan 
Arronga y tle la Sociedad Arraiga y Lozano habrá de concu- 
rrir a este j Hígado si tiene derechos que hacer valer en nombre 
de los acreedores adjudicatarios. 

Por estas cou-skleraciones, las pertinentes del escrito de 
fs. 14 2 y tle conformidad con el precedente dictamen del señor 
Agente Fiscal, doctor Mackmlay Zapiola, resuelvo: No hacer 
lugar al requerimiento de inhibitoria formulado por el señor 
Jue* de primera instancia en lo Civil v Comercral de la Tercera 
Nominación de Sa;rta Fe, doctor Xestor Costa (fs. 136) a quien 
se le hará saber esta resolución ]>or medio del correspondiente 
cxíhnrto, a fm de que, dando jxw entablada la cuestión de com- 
petencia se sirva remitir los antecedentes del caso a la hxma. 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (Art. 420 del Código 
de Procedimientos). Notifiquese el empleado de la Cruz Repón- 
ganse las fojas, — Bmuje. — Ante mi: Adolfo Ra w son. 
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DICTAMEN DEL St\ PROCURADOR GENERAL 

Bmi Aírtí. Nmimbn 18 ét ltl& 

Suprema Corte: | 

Corresponde a % E. (liriinir la presente contienda de com- 
petencia, con arreglo a lo proscripto en el artículo 9, inc. d) 
de la ley 4055 

Entiendo que no puede motivar Ja competencia del juc/. 
exhortante eJ hecho de que, contra los ejecutados en el juicio 
por cobro hipotecario de que se trata, se haya verificado una 
convocatoria de acreedores y se haya procedido a la adjudica- 
ción de bienes, porque tales procedimientos no importan cier- 
tamente un concurso de los demandados, no cxistienrlo por tanto 
el carácter universal, en cuya virtud el juicio de quiebra, rpte 
se habría producido en este caso, atrae todas las acciones con- 
cernientes al fallido, como lo dispone c! art. 58 de la ley *le 
quiebra»: debiendo tenerse en cuenta, asimismo, la prescripc*óu 
del art, 10, inc. r. de la ley citada, cuando establece que dura.ite 
la tramitación de los juicios que versen sol>re convocatoria de 
acreedores no se suspenden los procedimientos, tanto .nás 
cuando (pie dicho juicio ha concluido definitivamente en la 
adjudicación de bienes. 

Por lo demás, al determinarse la jurisdicción por razón 
de dom ¡cilio, es de observar que en una de las cláusulas del 
contrato hipotecario 1 fs. 3) celebrado por los litigantes, se 
estipuló la opción en favor de los acreedores de elegir la juris- 
íüecin ordinaria respectiva entre los tribunales de la Provincia 
de Santa Fe y los de esta Capital, en cuya virtud los ejecuta- 
dos constituyeron domicilio en Buenos Aires, cláusula que debe 
cumplirse sin reatos, como que las convenciones <Ie las partes 
forman para ellas una regla a la que deberán someterse como 
a la ley misma (art. 1197 del Código Civil), no siendo óbice, 
por cierto, ía designación posterjoc del domicilio alegado; y 
cabe recordar al mismo tiempo que, de acuerdo con el art. 1212 
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del Código Civil, es juez competente para conocer de los pleitos 
en que se ejerciten acciones personales el del lugar señalado 
explícita o iraplicitatnente por las partes para el cumplimiento 
del contrato, cualesquiera que sean las prestaciones ente se de- 
manden, ya principales, ya accesorias ( tomo 43, jjág. ,39; tomo 
113, págs. 152, 365, tomo 118, pág. 341). 

En atención a lo expuesto y jurisprudencia citada, pido a 
V. E. se sirva declarar competente para entender en esta cansa 
al señor Juez en lo Civil de esta Capital. 

Julio flotct. 

1 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aittt.Dkie &m M ic 1915. 

Vistos los de contienda de competencia cutre uno de los 
juzgados de i". Instancia ríe lo Civil de esta Capital y el Juez 
cíe i\ Instancia en lo Civil y Comercial de la 3*. Nominación 
de Santa Fe, para conocer He la ejecución promovida por el 
Jíanco Hipotecario Suizo-Argentino contra don Juan Arroba 
y la razón social "Arrongá y lozano"; y considerando: 

Que la inhibitoria promovida por el segundo de los jueces 
mencionados, se funda en el carácter de juicio universal que se 
atribuye al que se inició ante él por los deudores. 

Qi\z las providencias que los jueces locales dicten conforme 
a ;o dispuesto en el artículo Id de la ley X o . 4156, con motivo 
de solicitudes <le reunión de acreedores hechas por comerciantes 
que se encuentran en la imposibilidad de cumplir con sus obli- 
gaciones comerciales, 110 equivalen a las declaraciones de quiebra 
previstas en el artículo 58 de la misma ley. a los fines de atraer 
ante dichos jueces todas las acciones judiciales contra el fallido 
con relación a sus bienes, para hacer posible el pago de los acree- 
dores en la proporción que Ies corresponda con mayores eco- 
nomías y ventajas comunes, (Fallos, tomo 98, pág. 405. Con- 
siderando 4 .). 
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Que, i>or otra liarte, según aparece ele los ex^dicntes re- 
mitidos, tas actuaciones ante ei Juzgado de Santa Fe dieron jK>r 
resultado la adjudicación de los bienes de don Juan Arronga 
y la razón social Arronga y Lozano, aprobada judicialmente, y 
el nombramiento de una Comisión Liquidadora (fs, 136 del 
tramitado en esta Capital ; fs. 1 y siguiente del remitido de 
Santa Fe). 1 

Qué una vez adjudicados km bienes o celebrado un concor- 
dato termina ct juicio res]>ectivo {art. 42, ley 4156). 

Que no existiendo ese juicio, no puede servir de lase a una 
contienda de competencia, aún en la hipótesis de <me hubiera 
podido producir tai efecto antes del auto aprobatorio de la 
adjudicación. (Fallos, tomo 63, pág. 77 y otros). 

Que el art. 42 citado 110 requiere que exista adjudicación 
y distribución de los bienes para qu¿ quede terminado el juicio. 

Que si bien el art. 40 de la misma ley 4156 faculta a los 
acreedores ijtúrografarios a quienes se han adjudicado los bie- 
nes, para continuar el giro del deudor formando una sociedad 
y dispone que resuelta ta formación de esta sociedad "se citará 
por el junz o una nueva asamblea, dentro de cinco dias, para 
la dtSCltSÍón y aprobación de los estatutos y nombramiento de 
la comisión directiva", la simple posibilidad de tal acuerdo, 
que sólo interesa a determinada categoría de acreedores, 110 
«tejará abierto indefinidamente un juicio universal que afectara 
el d;.ret:ho de los hipotecarios, máxime cuando jara los últimos 
Ja ley no ha impuesto la suspensión de las ejecuciones, y ha 
establecido que los primeros o adjudicatarios quedan sustitui- 
dos al deudor originario en todas sus obligaciones, para hacer 
efectivas las cuales ni se requiere juez único, por no existir 
los mismos motivos que en los concursos, quiebras y testamen- 
tarías, ni que éste íca el del domicilio de dicho deudor {art. 10, 
inc. T. ; 36 de la ley citada. 

Que las conclusiones precedente* se hallan corroboradas 
por el informe de la comisión de legislación del Honorable 
Senado de la Nación, que tuvo a su cargo el despacho del pro- 
yecto convertido ui la ley 4150, dado que en él se dijo, aún 
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hablando del concortlato, menos def mitivo que la adjudicación 
de bienes, "que el privilegio o la hipoteca individualiza el cré- 
dito, lo substrae a la masa y por consiguiente a la gestión co- 
mún, y le permite al acreedor ejercer su acción aislada sobre 
el bien afectado; pudiondo dirigirse contra los demás acreedo- 
res o sus representantes que han quedado subrogados en los 
derechos y obligaciones del deudor. (Diario de Sesiones del 
Honorable Senado, 1902, pág. 458). 

Que la circunstancia de que fa ley califique de concurso a 
la junta de acreedores que se retinen para la verificación de sus 
créditos y para celebrar concordatos o adjudicarse los bienes 
del deudor, no importa establecer así que ese concurso sea un 
juicio universa!, en la misma extensión y efectos que lo es la 
liquidación posterior a !a declaratoria de quiebra, o los concur- 
so! civiles y testamentarios. 

Que lo dispuesto en el articulo to del Código Civil, con- 
forme al cual los bienes mices situados en la República son 
exclusivamente regidos por las leyes del pciis, rc¿j>ccio a su 
calidad de tales, a los derechos de las partes, a la capacidad de 
adquirirlos, a los modos de transferirlos y a las solemúdaees 
que delHín acompañar esos actos, no se opone en manera alguna 
(fs. 168) a míe los jueces de la Capital, que deban aplicar 
esas leyes «al igual que «los de las provincias, puedan ordenar 
embargos y ventas de inmuebles ubicados en las seguidas, sin 
j>er juicio de las protocolizaciones a que haya lugar. 

Que la constitución de un domicilio especial, implica la 
extensión de la jurisdicción y sólo puede quedar sin efecto por 
haberse micrado postvi ionnentc un juicio universal. (Fallos, 
tomo 97, pág. 154). ' 

Que la hi|KMeca no impone, con independencia de Ja desig- 
nación de ese domicilio, la necesi<lad de demandar al deudor 
ante lo? jueces de! lugar o jurisdicción de los bienes hipoteca* 
dos, (Fallos, tomo 100, pág. 419). 

Por esto, de acuerdo con lo dictaminado jx>r el señor Pro- 
curador General y fundamentos concordantes del auto de 
fs. 147, se declara que el Juez de i\ Infancia de esta Capital 
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tiene competencia liara seguir conociendo de la éjecuoión <le que 
se trata. Remítansele en su consecuencia Jos autos y avísese 
por oficio al señor Juez de i\ Instancia en lo Civil y Comer- 
cial de la Tercera Nominación de Santa Fe. Notifíqtiése con el 
original y devuélvase, debiendo reponerse el papel ante el in- 
ferior. 

A. BERMEJO, — Nicanor G. del 
Solar. _ M. P. Daract. — 
D, E. Palacio. — JL Figce- 
roa Alcorta. 



CAUSA CXLVII1 



FJ Señor Juez Letrado cti lo Criminal y Correccional de la 
Pampa Central > consulta sobre quién de los das jueces de 
esa, debe intervenir en los actos relacionados con la lev 
electoral. 

Sumario : J^a simple remisión de una nota hecha por un Juez 
Letrado a otro, atribuyéndose coniiietencia para conocer 
en determinado asunto, no importa un conflicto o con- 
tienda íle competencia que deba dirimir la Corte Suprema. 

Caso ; El Señor Juez Letra<1o en to Criminal y Correccional de 
la Painpa Central, se dirigió a la Corte Sui>rema ;«ira que 
resolviese cuál de los dos jueces del territorio debía inter- 
venir, en lo sucesivo, en los juicios referentes a Ja ley de 
elecciones nacionales y en todos los actos que ¿e relacio- 
naran con la ley electoral. 
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I facía untar que, planteando esa cuestión, se había 
dirigido ai señor Juez en lo Civil y Coinercia! del mismo 
territorio sin obtener contestación. i 

Requerido el dictamen del señor Procurador General, 
se expidió en la forma siguiente : 

DICTAMEN' DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Sueno* Airo, Diciembre II d* 1*15. 



Suprema Corte; í 

U consulta de! Señor J-nez Federal de la Pampa, la decla- 
ración en alüítraetu. que requiere y la naturaleza misma del 
apunto que motiva la comunicación, Ja hacen ante V. E. «le 
todo punid improcedente, en presencia de la jurisprudencia noto- 
ria y del texto expreso del art. 2°. <le la ley 7099, míe ai>arta de 
V, E. la superintendencia sobre los jiizgados federales. — a que 
se aiiMwa el oficiante, — y la entrega a la Cámara Federal de 
Apelaciones del distrito cerrespondieirte. 

Pido, pues, a Y. E., se sirva mandar devolver Ja precedente 
nota al señor Juez oficiante, absteniéndose de pronunciarse a 
su resjwcto. 

Jiffio fíotet. 

1WLLO W tA CORTE SUPRKHA 

Bueno* Aim, Diciembre Ifi de 1015. 

Visto Ja nota del Juez Iletrado del Crimen del Territorio tle 
la Pampa Central y lo dictaminarlo por el Señor Procurador 
General, bájase sal>er al primero, por oficio, que no existe con- 
flicto .ni contienda alguna de competencia *te las que esta 
Corte debe <tecidir con arrezo al art. o", de la ley X". 4055 
y archívese, 

A. Bermejo. — Xicawor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. G. Palacio, — J. Ficue- 
roa Alcori a. 
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CAUSA CXL1X 



Doh Esteban Kams (sus herederos) contra h empresa de? 
Puerto del Rosario, sobre expropiación 



Sumario : Procede el recurso ordinario ele apelación para ame 
lít Corte Suprema autorizado por el artículo 3," de Ja ley 
4055 en causas sobre expropiación ríe terrenos destinados 
para las obra* del paterto del Rosario de Santa Fe, 

2." No es necesaria, para demandar a la Xación, la 
gestión administrativa que requiere el artículo i.° íle la 
' e y 3t)5 2 en l, n caso iie expropiación en que >e demanda 
la correspondiente indemnización por baber aquélla ocu- 
pado la cosa sin el requisito de la expropiación. 

§f Dado que la expropiación del» seguirse contra el 
•propietario o poseedor de la cosa a titulo Je tal, oarecc de 
derecho a ser indemnizado aquéí, que no sólo no se haüa 
ni bailado en posesión de Ja casa, smio qiu* no justifica 
tener ningún derecho sobre ésta. 

4."* Aún suponiendo <jue ¡wr la antigua legislación no 
hubiese sido necesaria la escritura pública para perfeccio- 
ifiar una donación, es indispensable que el que pretende 
tener derecho a tina cosa a ese titulo, acredite, por lo me- 
nos, en forma válida, la donación y la subsiguiente tra- 
dición. 

Caso: Ante el Juez Federal del Rosario se presentaron los he- 
rederos de «Ion Esteban Rams, mani festaii lo que eran pro* 
•pietarios por donación hecha por el Gobierno de la provin- 
cia a do:i Esteban Raniss, en 1857, a quien se puso ofi- 
cialmente en posesión, previa mensura ordenada por el 
jefe político, de ira terreno de doce mil varas cuadradas, el 
que estaba ocupado por la Empresa Constructora <lel 
l'uerto, >' que correspondiendo ki inmediata expropiación 
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del misino, pedían se emplazara al representante de lar em- 
presa para que dedujese el juicio respectivo. 

Oitla esta parte, amen argumentó en análoga fortín 
a la expuesta en fallos anteriores, et Juez declaró que la 
Sociedad Puerto del Rosario estaba obligada a expropiar 
los terrenos materia del juicio, por idénticas considerado- 
mes a las del fallo corriente en la página 209 de este tomo 
y a otros anteriores publicados en lo* tomos precedentes. 

Recurrida esta sentencia. <c diejo la siguiente: 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Rwarlo, Diciembre 30 de ¡914, 

Vistos v considerando; 

Que el recurso de uttüdatt se funda: r>* en la contradic- 
ción que contiene la sentencia recurrida en partí dispositiva, 
la que declarando no hacer lugar a la demanda condena a! de- 
mandado; 2" en que no lia considerado la defensa que se ba-a 
en la falta *lc posesión <lel detn<i-:i lante. 

Que en lo que se refiere at primer punto es evidente un 
error material, consistente en ttmiar al demandado por deman- 
dante, a causa indudablemente, <le que la ?ociwla:l Puerto del 
Rosario, -demandada en ef caso, lia figurado como demandante 
en numerosos juicios análogos que e! a tpui lia resuelto por 
sentencias idénticas. Pero resultando claro el concepto de la 
sentencia, del contexto de la misma, y siendo la nulidad de 
estricto derecho, no det>e considerarse tal el defecto anotado. 

Que respecto al segundo punto, resulta de la sentencia que 
el a tjuo ha estimado, con razón o sin ella, suficientes las con- 
sideraciones que aduce para resolver el litigio, como lo hace re- 
conociendo titulo bastante a! actor; en consecuencia, la omi- 
sión apuntada, puede constituir motivo t]¿ agravio pero no de 
nulidad. 
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Ppt tanto no procede e| recurso de nulidad y así se declara. 
Considerando en cuanto al recurso de apelación: 

Que de los hechos alegados y derecho invocado, resulta 
que la acción deducida es por indemnización del terreno que 
expresa la demanda, de que el actor se pretende propietario y 
que ha sitio ocupado jK>r la sociedad demandada sin el requisito 
de la exjwopiación. 

Que haliiendolc sido negada al actor por la demandada la 
posesión y la propiedad del terreno, que aquél invoca como fun- 
damento de su acción ; estando establecido por la ley de la ma- 
teria ( art. 4 y 5) que la expropiación <lelx: seguirse contra el 
propietario, y siendo evidente que el que no justifica ningún 
derecho sobre la cosa, ni como poseedor ni como propietario, 
no puede pretender la indemnización correspondiente en el caso 
de expropiación aunque ningún otro la reclamara, es previo de- 
terminar si se lian justificado los extremos necesarios a la ac- 
ción que se deduce. 

Que la cuestión es distima según que el expropiado haya 
de transmitir o no la posesión al expropiante, o haya estado o no 
en posesión de la cosa a la época de haber sido tomada por 
la persona que se ani|>ara en la ley de expropiación. 

Este tribunal ha resuelto reiteradamente, que la expropia- 
ción debe entenderse con el poseedor con ánimo de dueño, qnien 
es et propietario visible y presumido por la ley y a quien se le 
priva de la disponibilidad de la cosa y puesto que el que solo 
tiene un título no tiene swio un derecho a la posesión, ]íara 
reclamarla por las vias legales, y no adquiere el dominio sino 
con ella. (Arts. 2363, 2468, 2502, 2524 y 577, Gkl. Civ.), 

Otra distinta es la cuestión cuando et expropiado no se 
lía lia en posesión de la cosa al ser tomada por el expropiante. 
En tal caso debe probar si» derecho a la propiedad. ( Sup. Cort, 
*• 45, pág- 39)* 

Que en el caso no resulta de autos que el expropiado haya 
entregado la posesión al expropiante, ni que estuviera en ella 
a la fecha en que el inmueble de la icferuncia fué ocupado ¡jor 
la Sociedad Puerto del Rosario para !a obra que motivó la ex- 
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propiación. Consta por el contrarío que con anterioridad a esa 
fecha, en el año mil ochocientos noventa y nueve, el Gobierno 
Nacional lo ocupó y que por su autorización la Municipalidad 
de esta ciudad lo hizo terraplenar. Este acto de posesión na- 
tural, público y visible, es anterior al acto de posesión civil invo- 
cado por los actores, consistente cu la entrega que según el 
acta de fs. 16 y 17 se 'hizo por orden judicial de un terreno que 
se pretende es el misino, en Septiembre nj de 1902. Ftiera de 
que no resulta ciertamente que tal entrega de posesión se refiera 
al mismo terreno, «o -se puede dar mayor valor a ese acto de 
posesión civil que el acto Teferido de posesión natural, el que 
al revestir los caracteres de público, visible y anterior, hace a 
aquél más equivoco y dudoso. 

Que los actores, señores Rams. no litan presentado ningún 
título traslativo de la .propiedad del inmueble cuestionado, en 
su favor. Afirman que les fué donado al padre de ellos don 
Esteban Rams por el Gobienno de la provincia de Santa Fe; 
que la familia perdió los títulos, encontrando solamente etn el 
archivo de la Policía de esta ciudad una nota dirigida al Jefe 
Político por el agrimensor Rustinza, en Enero de 1857, quien, 
0:1 cumplimiento de órdenes oficíales, dio cuenta de haber 
amojonado y medido para don Esleirán Rams, representado en 
el acto por don Tomás Arias, Uri terreno de cien varas por 
ciento veinte lindando por el Noroeste cc« la línea del agua 
del Paraná i fs. 5 y 172 vta.). 

Pero esc título 110 sólo no se lia presentado, sino que no 
se ha probado tampoco la verdad de su existencia, ni anteee- 
do:nc alguno de que realmente existiera. No pueden pues fun- 
dar en la donación la adquisición del domi» o. 

Que los actores invocan, además, la sumaria información 
que en copia corre de fs. 5 a fs. 17 de estos autos, por la que 
sosteniendo haber adquirido la posesión en 1857 COT1 niotivo de 
!a mensura mencionada, dicen haberla conservado stio ánimo, 
basta entonces (1900) ; sumaria información, que se pide maíri- 
f estando que lian perdido los títulos de donación, y se susti- 
tuye, sin explicación alguna, a la reposición del título, y la cual 




FALLOS DE LA COSTE SUME M A 



es aprobada por el juez, en disconformidad de! Ministerio 
Fiscal y del Departamento Topográfico, sin perjuicio de ter- 
* cero y en razón de no hacer ella cosa juzgada en juicio contra* 
dicterio sobre el dominio. No se trataría, pues, en el cato, como 
alega la -parte demandante, al acordarle a esa sumaria el mé- 
rito míe jurídicamente tenga, de rever actos irrevocables de 
la justicia provincial. 

Que según consta de las diligencias de la mensura de refe- 
rencia (fs. 5 y sigs.), ésta fué mandada practicar por el Je Te 
Político del Rosario y no por el señor Rams, y si bien el agri- 
mensor dice que se hacía para entregar el terreno a dicho señor 
Rams en virtud de donación que le hacia el Gobierno de la 
provincia y que intervino para fiscalizarla un representante de 
aquél, rio consta cnic la donación se hiciera, ni que et enunciad™ 
propósito de entrega fuera realmente cumplido. Xo basta ptíes, 
ese antecedente por si solo para probar plenamente que Rams 
hubiese adquirido la posesión. 

Que desde entonces hasta la sumaria información, es decir, 
durante mis de cuarenta año?, los mismos demandantes con- 
fiesan, y -lo han probado, que no han realizado acto alguno ma- 
terial de posesión, sosteniendo que la han mantenido soto animo 
a contar de la adquirición de la posesión que pretenden erni 
motivo de la mensura citada. 

Los tres testigos de la sumaria son preguntados y así de- 
claran que han conocido baldío el terreno; uno de ellos, agri- 
mensor, «alie de la mensura por los documentos del Archivo, 
Otro, agrega, que desde el año anterior ( 1899) ta Municipa- 
lidad lo estalm haciendo terraplenar. 

Que en virtud de esa información y no obstante la inooi- 
gruencia que resulta de que los mismos que se presentaron a 
acreditar que eran poseedores y que ningún otro ocupaba ni 
ocupó el terreno, luego de aprobada la sumaria, piden al juez 
que mande a darles posesión del terreno que trataban de pro- 
bar estaba en poder de ellos. 1 

Que siendo asi esa dación de posesión, no puede revertir 
mayor valor que la que le da el título invocado para pedirla. 
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Y no resultando probado que la parte actora hubiese adquirido 
la posesión en la ocasión que pretende, en 1857, «o podía con- 
servar con la Atención una posesión q„ e no ha probado haberla 
abundo, tanto más, cuanto que consta, corno se ha dicho 
<|tie desde el año anterior al comienzo de la sumaria, y dos o 
tres anos antes de la entrega de iK>sesión meneada, la Muni- 
opahdad ] K >r autorización del Gobierno Nacional hacía terra- 
plena* dicho terreno. 

Que, iKir otra parte, si bien es verdad que la posesión una 
vez adquirida puede conservarse sote ánimo, sin actos materia- 
les, en tal caso, la posesión no es continua y no sirve para la 
prescnpuóit adquisitiva, pues como enseñan los tratadistas, la 
posean qi, e a ella conduzca debe ser la manifestación regular 
del derecho que el poseedor pretende sobre la cosa y que la 

necesario, al menos, que se 
manifieste por actos suficientemente repetidos para advertir 
al iiropictario que elh amenaza su derecho v jx>nerlo en mora 
de ccmtradecirla. (Art. 40, 5t GH Civ.; Haudry H.° 238 y £ 
gurentes; Laurent. XXXI I. X- Troplong, N- 338). 

De loque resulta que la sumaria información invocada no 
prueba tampoco la adquisición del dominio |x>r prescripción. 

Que en consecuencia no habiendo probado el actor ni su 
clom.nio ni su posesió;, a la ¿poca (!e la expropiación, carece de 
fundamento la acción que ha «inducido; no siendo, pues, indis- 
pensable, considerar Jas demás defensas de la contraria. 

Que teniendo en cuenta la dificultad de las cuestiones de- 
batidas y que no aparece absolutamente infundada la pretensión 
de los actores como se desprende de haber obtenido sentencia 
favorable en la primera instancia, no corresponde condenarlos 
en costas, 

Por estos fundamentos, juzgando en definitiva se resuelve: 
Revocar la sentencia apelada corriente de fojas 251 a 262- de- 
clarando que los actores no ha:, probado los extremos de la 
accKm que han deducido, y absolviendo, en consecuencia, a la 
demandada, stn costas. Notifique*, insértese y devuélvase al 
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juzgado de sil procedennia donde se r^ndfá el sellado. 
José del Barco — J. P. Líwia — Nicolás i 'era Horros. 



pallo dk la corte suprema 

Bueno* Alrei, Diciembre 21 de 1915. 

Visto* y considerando: 

ijne tí recurso es procedente, ya se considere el caso com- 
prendido entre los del inciso i;* del apoulo 3." ley 4055. ya 
en los del inciso j.'* de ese articulo, según la jurisprudencia cons- 
tante de esta Corte en casos análogos, ?in que baste para des- 
virtuarlo el considerando ¿." de! Fallo del tomo ioj, página JS7, 
que se invoca, porque fuera de referirse éste a una causa en 
la cual 110 estaba de ]>or medio el Ínteres de la Nación, dicho 
considerando no contiene en lo substancial más que Ja repeti- 
ción del lexto legal; aplicado siempre en sentido diverso al que 
ahora pretende el demandado. (Fallos, tomo joi, páginas 57 
y 113 y otros). 

(Jue, por otra parte, no era necesaria cu el caso ta gestión 
administrativa requerida por el articulo de h ley numero 
3952 dada !a forma en que se entabló la demanda (fojas 18 K 

(Jue la sentencia resuelve las cuestiones sometidas al tri- 
btmal, (mando rechaza la pretensión de los demandantes a la 
expropiación o pago de indemnizado: .*s, por desconocerle ta 
todo derecho a la propiedad y posesión, en mérito de los fnn- 
danicntos de hecho y de derecho que invoca, sin que sea nece- 
sario que Se haya ajustado al orden propuesto por el deman- 
dado para dejar cumplidos los propósitos del artículo 13, ley 
número 50: y porque estando la Krrmfesa de! Puerto en j*o>e- 
sión del terreno materia de la cuestión, lo que se ha discutido 
como queda dicho es la propiedad del demandante, para que 
una vez acreditada se prucediese a su indemnización, si había 
lugar para ello. ( Fallos, tomo 45, pág. ¿y y otros j . 

(Jue en otro orden de con si iteraciones debe decirse que aun 
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suponiendo que por la antigua legislación no hubiese sida ne- 
cesaria la escritura pública para perfeccionar 4ina doiiadón, 
era por lo menos indispensable eonio se reconoce a fojas 303 
vuelta que se acreditase dicha donación en alguna forma válida, 
lo misino ipie la tradición subsiguiente ; y la sentencia hace 
constar con verdad que no han justificado dichos extremos. 
(Fallos, lamo i6, jiág. 238). 

Que la testimonial de fojas 87 a i/> en CÜtáUto expresan 
que conocieron desocupada Ja propiedad, no agrega eficacia a 
lo pretendido ni acredita míe Rains y sus sucesores fuesen po- 
seedores en los ténninos que expresan y sin duda por ello no 
fué materia de mención especia] cu la sentencia apelada, tos- 
tando para sus conclusiones el análisis de tuda la prueba produ- 
cida sobre el particular, de la manera <jnc lo hace. 

Por ello y fundamentos concón la nte^, se confirma la >en- 
lencia apelada sin costas, atenta la naturaleza de las cuestiono 
debatidas, Xoriíiq líese original y devuélvase, debiendo repo- 
nerse los sellos a-nte el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. i>el 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. K. I 'alacio. . — j. 1mc.ii> 

MOA ALCOKTA. 



CUSA CJ. 



Ihm Oir'.os BürMHer y otro MMftt fu provincia de Córdoba, 
por daños y perjuicios; ¡icidente sohre tasación de tierras. 

Suliuirio : CorresjKJiule aprobar una tasación en que ios peritos 
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efe ambas partes consideran <jue el precio asignada a la 
cosa es justo y aún equitativo. 

Casa : En cumplimiento del fallo dictado por 2a Corte SupreiiK 
en 18 de Mayo del corriente año (tomo 121, pág. 136), 
gritos nombrados practican» 1 ta pericia encomendada y 
fijaron d valor de la hectárea fie kt tierra en cuestión, en 
la suma de setenta jwsos moneda nacional, lo que nací 1 un 
valor total de ciento catorce mil doscientos veintiocho ¡>e- 
sos con siete centavos moneda nacional (ir4.228.07 mjn. I. 

Como, según la sentencia referida, a los actores sólo 
Tes correspondía la mitad de dicha cantidad, lo que debía 
alonar la provincia rfe Córdoba, en concepto de capital, 
era la suma de cincuenta y siete mil ciento catorce pesos 
con tres centavos moneda nacional. 

El representante de la Provincia observó la estima- 
ción practicada por los peritos y pidió que fuera reducido 
el justiprecio hecho por ellos, diciendo, que según una bo- 
leta de contribución directa que agregaba, la suerte 16. 
sene Ti. estalla avaluarla en l«^oS en cuarenta y ocho mi! 
pesos; que la estimaciiVi de f 14.228,07 era elevada y no 
parecía justo y equitativo que cuando se trataba del pago 
de la contribución l<^ actores aceptasen una avaluación y 
que ruando reclamaran sus derechos pretendan otra que 
excede en el doble a aquélla, y que si bien no puede con- 
siderarse la avaluación fiscal como el precio real de la tie- 
rra 11** puede ser tan grande la diferencia. 

Corrido traslado a los actores, éstos manifestaron que 
analizando toda la ley de procedimientos no.se encontraba 
disposición alguna que autorice la reclamación que for- 
mula la provincia demandada y que la diferencia entre 
la estimación fiscal y la pericial, provenia de que aqueja 
era la m i -nía hacia muchos años y que en la nueva ava- 
luación las tierras de líarrelücr han sido tasadas en ciento 
sesenta mil pesos moneda nacional, no obstante la depre- 
ciación presente. 
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ButMt Aire*. Diciembre 23 d« UHS. 

F.l incidente sobre la tas^ciofi tic fas tttórras niuttria ¿ti 
prefine litigio a une se refiere el escrito de fs. 185, 

Y considerando: 

íjuc en cumplimiento de lo í#ttflk> en la sci. encía de 
/s. 151, los peritos nombrado* dé común acuerdo pnr las partes, 
debían jPftcrícr a !a tasación fiel valor que renian dichas tie- 
sas en 8 de AgpSío de 1908 y a la liquinVión de sus intereses 
desde el 27 de Septiembre de 1912, a los efectos de ¡a indem- 
i-ízación acordada a los actores. 

One los peritos hocen constar que la zona de cani|>o itc 
que forman parte aquellas tierras son Jas más aptas que posee 
!a provincia para la agricultura y !a ganadería y (pie según las 
informaciones que lian recibido de personas competentes en 
negocios ile camjHl y conocedores a la \cz de las qtte lian mo- 
tivado sn jieritaje, manifiestan que el precio de sesenta a ochen- 
ta pesos por hectárea en lates couukjs era una estimación pru- 
dente y ra* : ilile, en cuya virtud considera:] que la simia de 
70 pesos |»or hectárea en la época mencionada en que tasan 
esas tierras "es justa y aún equitativa \ aduciendo además en- 
tre otras consideraciones en aliono de esta apreciación, la que 
resulta de la estimación de cien pesos por hertárca, que se le 
ha dado por el (iobierno para cj pago de h contribución direc- 
ta en el prtesentc año, en el que es de toda evidencia la depre- 
ciación del valor que ha sufrido la propiedad inmujbíe. 

(¿tic los peritos han tenido también presente los antece- 
dentes de qnc se hace mérito en el escrito de fojas 185, cir- 
cunstancia que hace innecesaria la autenticación de las firmas 
■le !a boleta de fs. 184 reconocida como tal por la parte contra- 
ria en su escrito de fs. 188. 
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Por ello, se aprueba ¿a tasación practicada a ís. t¿\). Re- 
póngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — J. Ficujs- 

ROA ALCORTA. 



CUSA CU 



Sociedad . \ nómina Irycnline ttttlf OH Syntiüatc', su quie- 
bra; sobre competencia. 

SmiKtrw: l*:ta declaratoria fie couqK-teucia, implícitamente con- 
tenida en 1111 auto de quiebra, tío puede tenerse por no- 
tificada, respecto <le los acreedores ausentes ]>or la publi- 
cación <le 'lo* edictos respectivos, dado que éstos no suplen 
la notificación míe preceptúa el articulo 45 ile la ley de 
quiebras, l*a cosa juzgada que (Jebe tener como fundamen- 
to indispensable la existencia de una decisión judicial, no 
puede oponerse sino aJl que lia sido oido y vencido res- 
pecto fiel heclio que fué materia de -la decisión. 

2." Las circunstancias de que el representante fie una 
sociedad fallida con ttomicilio Icyal cu el extranjero, baya 
inscripto su jmtler en e! Registro de Mandatos de la Ca- 
pital, no importa constituir domicilio en ella, como tant¡»o- 
co importan." por si sola, la de tener escritorio en la 
misma. 

Resultando de las constancias de autos que el agente 
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genera* en el pais de una sociedad extranjera tuvo su do- 
micilio en el punto en que se efectuaban los traliajos, ob- 
jeto tic la misma, hasta la fecha ríe su desaparición, y que 
en ese punto se halla «1 único establecimiento que consti- 
tuye el haber social, corresponde a! juez de ese lugar él 
eonoeimiento del juicio de quiebra de esa sociedad. 

Casó: Cip explican las piezas siguientes: 



RESOLUCION 1>K1, JtKZ DK COMKRCIO DK LA CAIHTAI, 

■utnoi Alrta , Juüc JO <M í9»5. 

* Y vistos: 

Los presentes autos a efecto de resolver la cuestión de 
competencia planteada por el juez letrado de Raivvon. 

Considerando: 

Que de la traducción corriente a fojas 9 y siguientes no 
resulta para el señor Campliell apoderado genera:! de Ja com- 
pañía fallida, la obligación de constituir el domicilio legal de ta 
oficina sucursal de la misma en la ciudad de Bueno? Aires, dos- 
de que el articulo 4." <Ie impone solamente la orden de estable- 
cería en el territorio de la n-pública. 

Que además de las constancias de artos e informe del con- 
tador a fojas 53 resulta por el contrario que ha sido en Como- 
doro Rivailavia dónele se han efectuado los trabajos de cateo 
y perforación y ha residido el señor Campbell hasta su des- 
aparición misteriosa. 

Que no puede valer como prueba en contrario la inscrip- 
ción en eJ Registro de -Mandatos del poder de fojas 13 desde 
fine esta oficina tiene un carácter general y en ella se re- 
gistran todos los poderes sin limitación alguna ya sean éstos 
destinados a hacer valer en la capital como en el resto de la 
república. 



no 
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En cuanto a la indicación formulada a fojas 89 respecto 
del escritorio fiel señor Campbell en esta capital esta simp'c 
indicación no puede desvirtuar la fe de las circunstancias an- 
tes enunciadas. 

Por ello, y de acuerdo con lo establecido por el art, 3 y 4 
del código de procedimientos, accediendo el proveyente al pe- 
dido de inhibición solicitado por el señor juez letrado de Raw- 
son remítanse los autos al señor juez mencionado único com- 
petente para entender en estas actuaciones. — Tristtut M. .4?c- 
Ihmcda.— Ante mi: Gastón fcácrko Tabal * 

RESOL VC oK LA CAMARA ES LO COMERCIAL 

Buen» Air», Af sito 5 dt 19*5. 

Y Visto?. : 

Los antecedentes eri tjiíC sl j funda el pedido de inhibitoria 
no son suficientes para desvirtuar los que sirvieron de baso 
para declarar en esta capital !'a quiebra de la sociedad '*Argen- 
tine Oilf Oil Syndicate", ponpic la agencia local de esa so- 
ciedad >c estableció en esta ciudad según el escrito tic fojas ¡fj 
c hizo registrar stt mandato. dclMendo considerarse, por esos 
motivos, nnc tu cu en e-ta jurisdicción el asiento principal de 
sus negocios, mientras no se demuestre, como 110 se tía de- 
mostradó, en ferina alguna. que Ib baya trasladado a otro pun- 
to (art. 6.°> inciso 2." de ja ley de quiebras). 

Por cilio, se revoca c! auto arlado y devuélvanse para sus 
efectos, Rep, los sello?,, — Castillo — HstéveS. — Ante mí: Al- 
fredo h'ox. 

En disidencia de fundanientos : 

Y vistos: al dictar él auto devjttiebra. el juez declara im- 
plicitamcnte su competencia para conocer del juicio universal 
y. étimo en el caso presante él de fojas 21 vta,, de fecha 28 de 
septiembre de iyi ¿ ha pasado en autoridad de cosa juzgada — 
fojas 44 y 45 — toda discusión sobre el particular es improce- 
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dente por contrariar los principios que aseguran la estabilidad 
de las resoluciones judiciales y de 'Jos trámites a que han «lado 
origen estos últimos. 

f'or ello y no obstante lo dictaminarlo por é señor Fiscal, 
se revoca cj auto apelado y devuélvanse a sus efectos. Rep. 
los sellos. — Casares — Ante mí: Alfredo /o.r. 



HKmttlON DKL )VK2 LETRADO 

t 

■ 

Vistos y oitlo el dictamen fiscal: Considerando que la 
jurisprudencia de la Exorna. Cámara de Comercio no ha sido 
uniforme en la materia, pues ha resuelto, unas veces, que el 
juicio de quiebra de una sociedad mercantil es el del lugar 
tkxide está sti principal establecimiento; y otras veces, como 
ahora, tf del lugar donde hizo registrar su mandato y estable- 
ció su escritorio. Que. en la e S ]x?cie, la sociedad "Argentine 
Gnlf Oil Symlicatc'' ha tenido su principal, mejor dícJio, su 
único establecimiento de explotación de petróleo en Comcidoro 
Rivadavia, comprensión <le este territorio nacional del Chubut, 
donde están, todavía, Jas máquinas y demás artefactos, cual 
consta <lel informe dei depositario don Francisco M. Fernán- 
dez, fojas 22 del expediente N.° 3. Que allí tienen su domi- 
cilio los numerosos acreedores de la sociedad faClida, privilegia- 
dos, pues son los obreros de las explotaciones abandonadas, 
pobres, casi indigentes, que nunca podrán trasladarse a 2a ca- 
pital federal. Que varias demandas de éstos han «ido ya juz- 
gadas por este juzgado que las pazó al de paz de Rivadavia al 
que correspondían por la cuantía. Que 'las consideraciones pre- 
cedentes dan razón a la solicitud de los acreedores señores 
Roqueta y Vídec para que este juzgado suscite competencia, 
cual consta del anexo N." 2. Que el mismo señor juez de co- 
mercio doctor Avellaneda así lo reconoció, declarando no ser 
competente y ordenando que los antecedentes pasasen a este 
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juzgado letrado ; suscitando ahora, competencia solamente como 
"cúmplase" puesto al pie de la sentencia dictada por la Exenta. 
Cámara en :1o Comercial. One la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha mandado poner en conocimiento de este juzga- 
do letrado que el de comercio doctor Trístán M. Avellaneda 
le ha suscitado competencia, contéstese que el infrascripto ta 
sostiene por las consideraciones precedentes. En su mérito: 
%f Elévense a la Suprema Corte los tres expedientes que 
penden ante este juzgado, contestando el oficio de ese alio 
tribuuaT.cn los términos acordados; 2. a Contéstese al señor juez 
de comercio, transcribiéndole este auto, para su conocimiento. 
Tómese razón. — Luis Xtwarro Carcaga, — Ante mí: /fia:i .4. 
Mayo. 
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Bunrtt Mitt, Dlcl(mbft23 4t I9T5 

Y Visto;;: los de contienda <le competencia entre un Juez 
de Comercio de la Capital y el Juez Letrado del Territorio del 
Clmbut, para entender en c! juicio de quiebra de la Sociedad 
Anónima "Argcntine Gtitf Otl Syndicate", y 

Considerando: 

i." Qtíé el auto de quiebra de fojas 21 no ha quedado con- 
S¡entKÍO por los acreedores fie Comodoro Kivadavia en la part? 
en que implícitamente declara la connietencia del juez de Co- 
mercio de la Capital, jiorque dicha declaratoria no ha sido 
debidamente notificada. Los edictos publicados en esta ciudad 
110 pueden suplir la notificación que preceptúa el articulo 45 
de ía ley de quiebras y por lo tanto, los acreedores de Como- 
doro Rivadavia 110 han estado obligados a promover contienda 
de competencia sino desde que tuvieron entine i miento del juicio 
de quiebra iniciado en esta Capital. La cosa juzgada, que en 
casos como el de autos debe tener como fundamento indis- 
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pensable la existencia de una decisión judicial «sobre el hecha, 
dictada en juicio contradictorio (FaHos, tomo 63, pág. 9), no 
puede oponerse sino al que ha sido oído y vencido respecto 
del hecho <nie fué materia de 3a decisión. 

2 ° Q"e como lo establece el auto de fojas 91, la circuns- 
tancia de que el representante de la sociedad fallida haya ins- 
cripto su podef en e Registro de Mandatos de ía Capital, no 
importa constituir domicilio en ella, pues en ese registro se 
iitscrüwn no socamente los poderes que hasi de hacerse valer 
en esta Ciudad, sino también los que se deben ejercer fuera de 
la misma (art. ley N* 3594). 

3. Que la sociedad fallida tiene su domicilio legal en Lon- 
dres, y sil representante lia podido establecer libremente el suyo 
en cualquier punto de ía República, según resulta fiel mandato 
de fojas 9. La circunstancia de tener escritorio en esta Capital, 
hecho que no puede considerarse prohado por la simple mani- 
fcstació;i de! acreedor que fia jiediilo su quiebra tampoco im- 
portaría por si solo el domicilio que define !a lev (Cód. Civil, 
art. 89 y 90), 

4. " Que las constancias de autos, como, lo hace notar el 
señor Juez de Comercio, en su precitada resolución, demuestran 
que el agente general de la "Argentine Oil Gulf Syndicate" ha 
tenido su domicilio en el punto donde se efectuaban los cáteos 
y exploraciones, hasta la fecha de su desaparición misteriosa; 
y que en aquel punto se haKa el único cstaWecimíento que, con 
sus instalaciones, maquinarias, etc., constituyen el haber total 
de la sociedad fallida ( fojas 53). 

5. " Que el articulo 2 de la ley 027 establece, cu 'Jo perti- 
nente, que en los juicios uni verbales de concurso es competente 
e£ yuez de la provincia en que el fallido tuviere su principal 
establecimiento al tiempo de la declaración de quiebra, y, el 
articulo 36 de la ley número 1532 atribuye competencia, en 
igualdad de condiciones, a tos Jueces Letrados de los Territo- 
rios Nacionales. 

Por las consideraciones expuestas, y no obstante !o dicta- 
minado por el señor Procurador General, se declara míe el 
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juM competente para conocer en el juicio de quiebra de la 
Sociedad "Argentin* Giflf OH Syndicate" es el Juez Letrado 
del ChnbuL Remítansele, e:i consecuencia, los autos y avísese 
por oficio al juez de Comercio de la Capital, con transcripción 
de la presente sentencia XotÍfi<|iicsse origina! y rejíóngase el 
papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solas. — Bf. P Daract, — 

D. E. Palacio. — J. Fi«t*E- 
ROA Alcorta. 



CAUSA GUI 



Doña Alara Hallester de I'asquel; (su sucesión); contienda 

de competencia 

Sumario: Ain cuando las declaraciones contenidas en mi tes- 
lamento li otro instrumento público, relativas a) domicilio 
del testador \\ otorgante, . no constituyen prueba decisiva 
al respecto, deben tc:ierse como tal en un caso en que se 
ha acreditado haltcr la cansante residido alternativaniei- 
te en el lugar que declaró ser su domicilio "acuia)', etí 
f|uc vivió con sus hijos y finalmente, en donde ocurrió 
su fallecimiento. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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uto r>KL jtrz f.s r.o CIVIL 

Bucum Aira*. Mtru 20 de 19(5. 

Autos y Vistos: Lus presentes para resolver sobre la cues- 
tión tle competencia que |>or inliil>itoria se ha promovido a 

fr>ja¿ 35* J' 

Considerando: 

Que si bien la partida de def unción agregada a ís. i, prue- 
bo en forma con&uyente el fallecimiento de la persona a quien 
esa partida se refiere en la -forma y condiciones ipie establece 
el art. 994 del Código Civil, no ocurre lo mismo en lo relativo 
al domicilio, edad, nacionalidad y aún al estado mismo que la 
partida consigna con respecto a esa persona, porgue esto* he- 
chos no emanan del oficial público que interviene en el acto 
ni son la constancia de su dicho como guardador de la fe pú- 
blica, sino las mam testaciones que sin contralor alguno recilw 
de la jK-rsona a la que se ha encargado de denunciar ía de- 
función. 

Que en consecuencia, las enunciaciones que sobre estos 
hechos consigna la mencionada partida quedan snijctas a la 
prueba en contrario, por lo mismo que son susceptilV.es de error. 

Que en c', presente caso el testigo José O. Diocca, declara 
a fs. 54 que es cierto que la esu-ante por motivos tle salud y 
por consejo del declarante que era su médico, fué a vivir fuera 
de esta Capital hasta que su salud le permitiera vc£ver a su 
casa : el testigo Pedro Elustondo, médico que atendió a Ja cau- 
sante en Quilines y que otorgó tí certificado de defunción de 
ésta, segiiu así resulta de la partida de fs. i. declara que es 
cierto eme la causante por motivos de salud residia tanto en 
la provincia de Córdoba como en el punto donde ocurrió su 
fallecimiento i fs. 28 i 62 vta.}. 

Tanto e-tos testigos como Mané (fs. 25 y 56 vta.) ; Aran- 
guren (fs. 27); Amengua (fs. 57); Klena llallester de Pastor 
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(U. 27) y Rocca (fs. 64 )» declaran en forma uniforme qtte es 
cierto que el domicilio de la causante era en esta Capital, i V- 
viñetas Unidas 2634 y confirman las manifestaciones de lo* 
médicos respecto de las causas que obligaron a ésta a aban- 
donar su domicilio y fijar su residencia en el punto donde 
falleció. 

Que tales declaraciones, exentas de taclia legal alguna, 
uniformes y contestes deben ser tenidas como fidedignas, por- 
que ninguna ra*ón se opone a eKo y sus dichos están abonados 
con razones satisfactorias; máxime cuando ellas están corro- 
boradas cotí la inspección ocular llevada a cabo |>or el tribu- 
nal, con la cual se ha comprobado que la casa que los testigos 
dan como domicilio ile la causante es de propiedad de ésta y 
que en esa casa *c encontraban los muebles de dormitorio que 
la misma usaba en vida. 

(¿ue si a todo esto se agrega qtte con ías declaraciones de 
todos los testigos q«e se han mencionado, y con los docume.i- 
tos de fs. \2 a 22, ¿2,33 y 34 se ha justificado que en esta Ca- 
pital falleció el esiwso de la causante y se tramitó su juicio 
sucesorio; que cfl matrimonio de ésta se llevó a cabo en esta 
Capital y en el mismo punto nacieron sus hijos; residen las 
personas que forman ta familia de aquélla; ílas que por la 
misma han sido designados para tutor de sus hijos y ejecutor 
de su testamento, y finalmente que en el mismo punto se en- 
cuentran ubicados todos los bienes que constituyen el cauda! 
sucesorio, es evidente que el domicilio de la cansante en h 
fecha de su fallecimiento era en esta capital, y por consi- 
guiente, que la enunciación que sobre el particular consigna la 
partida (le 1 e-. un error, pues el caso se encuentra eoni- 
prendido en la disposición riel art, 89 del Código Civil. 

Que no obsta a esta conclusión fas manifestaciones que 
contiene el testamento de fs. 6 eme el señor agente fiscal hace 
notar y en fjne funda su pedido, porque aún admitiendo que ta! 
manifestación escapara a las consideraciones expuestas v prue- 
bas examinadas, hay que tener presente que ese acto ocurrió 
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muchos años antes del fallecimiento de la testadora, lo que 
admite ¡a suposición de que ésta jmkIo cambiar de domicilio. 

Por estas consi<Íeraciones, en virtud de lo que dispone el 
art. 3284 del Código Civil y no obstante lo dictaminado por Sos 
Ministerios Públicos, se hace lugar a la cuestión de competencia 
promovida por el tutor de los menores herederos, declarándose 
que este juzgado es el competente para entender en el juicio 
testamentario de doña Alcira R de Fasquel. Eñ su mérito 
líbrese exhorto al señor Juez de La Hata Dr. Alfredo del 
Campillo, con transcripción de esta resolución, pidiéndole se 
sirva inhibirse de seguir entendiendo en ed juicio de testamen- 
taría que de la misma persona ha sido iniciado ante su juzgado, 
a cuyo exhorto se acompañarán los recaudos que menciona el 
art. 417 del Código de Procedimientos. — Uíadisiao f. Padi- 
lla. — Ante mi: Dámaso B,. Palacio. 



AL'TO DEL J VEZ EN LO CIVIL V OWEKCíAL 

U Pial*. Mijo 22 4e IfilS, 

• Autos y Vistos: Considerando: 

t.° Qiic del testimonio de! testamento igre?ado a í-:. ¡8. 
resulta r.u; al otorgarlo doña Alcira Antonia Bal'e;ter de Ris- 
quel de su libre y ex|x>ntánea voluntad manifestaba ante el 
oficial público que su «lomicilio actual era en Quilmes, provincia 
de Buenos Aires, el 31 de Diciembre de 1911, y esa manifes- 
tación propia de la interesada contenida en un instrumento pu- 
blico, hace plena fe mientras éste no sea argüido de falso y 
probado 9tt falsedad (art. 993, 994 y 995 <kl Código Civil), 
siendo en consecuencia imita e ineficaz ta prueba testimonial 
producida para contradecir aquella manifestación. 

2* (Jue además, si bien la partida de defunción no tiene 
la fuerza de una prueba plena, constituye indiscutiblemente una 
presunción de que el domicilio era en esa localidad porque la 
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ley obliga al facultativo que expide el certificado de defunción 
a expresar en él et domicilio de la jwrsona fallecida ya qu'c la 
partida se extiende en pre>encia de dos testigos que hubiesen 
presenciado la muerte o inspeccionado el cadáver (arts. 71 y 
73 de ta Lev de Registro Civil I de manera une no pueda decirse 
que son manifestaciones <|ue sin contralor alguno formula la 
persona que denuncia el fallecimiento. 

3. " One >íl :k1i- la intención de jiermauecer en el lujjar que 
se habita la que determina el domicilio 1 arl. yo del G6cí¡go 
Civil) y estando ¿ara y expresamente manifestada la intención 
de la causante al otorgar su testamento, >cria necesario que 
se demostrase en forma le^al que después de aquella fccln 
habia cambiado de domicilio 1 arl. <ji deí mi-nio Código) y ,1 
esa demostración se opone el hecho indiscutible de que 'a se- 
ñora Rállester dé Kasquel. continuó viviendo en Quilines (Véa- 
se pa^ré de fs. 17» y atíi falleció en *u casa de la calle Uiv:t- 
daiia \." 25 y donde estaban y quedaron sns hijos según re- 
sulta del testimonio de ís. ig vta. y 20. i Art. <J4 leí CY>d. citado 1. 

4. " Oue las consideraciones rcsjieclo al ¡lugar deJ uiatri- 
monío de ta causante, nacimiento de los lujos y fallecimiento 
fiel csfKVo. residencia de otros parientes y domicilio del tutor 
y <le! albacea, son completamente; ajenos e inadmisibles en el 
caso «uhjudicc. porque lo que determina la competencia del juez 
es el ultimo domicilio del causante no el que pueda haber tenido 
ante-, ui el de los parientes ni el del tutor y el albacea (art. ¿¿84 
del mismo Código). Y esto es tan elementa! que si t;il doctrina 
se admitiera r»curriria en un pais cosmopolita como t -J nuestro 
que muchas stteesionea tendrían que tramitarle en e! extranjero, 
y la disposición prohibitiva de los arts. 431 y 432 fiel Código 
Civil no tendría aplicación. 

I'or esto, y las consideraciones legales aducida* por el se- 
ñor Asesr>r de Menores en su vista de fs. 43, que el jugado re- 
produce en todas sus partes, de conformidad cotí lo dictamina- 
do por el Ministerio riscal de este departamento y de la Capi- 
tal Federal y lo resuelto \mr la Suprema Corte \*acional en los 
fallo* que se registran en los lomo* 30, pá^'. ó'o y Si pág. iK, el 
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juzgado resuelve dar f»r trabada la cuestión de competencia ,.. 
invitar a! señor Juez Dr. Uladislao Padilla a elevar -los autos 
a la Suprema Cork- Nacional para .la resolución que corres- 
ponda. — Rudolfo G'necco. — Ante mi : Ramón i . Giménez. 

palio de la corte slprf.ma 

Bucnot Air*». Dfckmbr* 28 ét 1915. 

V vistas: 

l/is de contienda de competencia entre uno de los Señores 
Jueces de la. Instancia en !o Civil de esta Capital y el de igual 
clase (lé l.a Plata para conocer en el juicio sucesorio de la se- 
ñora Alcira líalíester de FasquéL 

» 

Y considerando : 

Oue la causante efe está sucesión se encontraba (!• mii ciliada 
en el pítenlo de Quilines, provincia de Buenos Aires, en la éjw- 
ca de <m fallecimiento ocurrido ¿j 3 de Agosto del año próximo 
pasado, 

f)nc asi resitíta acreditado |ior la partida de defunción y 
j»nr el testimonio cíe su testamento otorgado con fecha ¿o de 
Diciembre del año 10,11, en una de cuya- cláusulas v<* declara 
por la otorgante "que su domicilio actual es eli el pueblo ile Oníl- 
mes, provincia de Ruciics Aires» encontrándose en esta Capital 
accidentalmente". Partida de defunción de fojas 2 y testimo- 
nio ti« fojas t8 de -los autos tramitados ante el Juzgado de 
La Plata. 

One aún cuando 1as declaraciones contenidas en un testa- 
mento u otro instrumento público, relativas al domicilio dei 
testador u otorgante nn constituyen pruelia decisiva sobre este 
pinito, es de tenerse presente (pie, de la misma testimonial pro- 
ducirla fMir el tutor, don Julio Jmsta, que sostiene la compe- 
tencia de los tribunales de esta Capital, aparece que la riomS 
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brada doña Alcira II. ile Fasquel tenia residencia alternativa 
en aquélla y en Quilines (fojas 25 a 28 del expediente trami- 
tado en la Capital). 

Que consta, por otra parte, que en Quilines vivían Jos 
hijos de la causante al lado de la misma (fojas citadas) ; y en 
tales condiciones, es de reputarle que <& domicilio de la última, 
a los efectos de determinar la jurisdicción que delia conocer el 
juicio sucesorio, era esa localidad, conforme a lo dispuesto en 
los artículos 03, 04 y 3284 del Código Civil. 

Que la circunstancia de haberse realizado su matrimonio 
esta Capital algunos años antes, la de hat>er ocurrido en ella 
también e! nacimiento de sus hijo» y ser éste e! lugar donde 
falleció su esposo y en donde residen «m parientes el alUcea 
y tutor nombrado ^jor ella en su testamento, asi como el ha- 
berse radíca<lo.en Quilines |x>r motivos de salud y por conse- 
jo de su médico, son hechos <iue no contradicen la manifesta- 
ción contenida en el testamento de fojas 18, hecha con posterio- 
ridad, máxime si se tiene presente que es en el pueblo de 
Quilines donde ha tenido lugar su fallecimiento. 

Por ello y fundamentos concordantes del faKo de foja* 
46 del expediente citado. oído el *eiínr Procurador C.cneral, se 
dednra míe el Señor Juez de 1." Instancia en Jo Civil de La 
Plata c* el competente para conocer en este juicio, a quien se 
te remitirán los autos haciéndose salwr |*ir oficio esta resolu- 
ción al Señor Juez de esta Capital. Xotifiqnese original y 
repónganse las fojas. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del 
Soi.ar. — f>. E. Pala ero. — 

j, FlCUEROA AlXORTA. 
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CAI SA CU II 

Criminal, eaiíitá Héü í.'m Shuj, por homicidio 

Sumario: Las presunciones graves, precisas y concordante' 
constituyen prueba plena del delito. 

2." lís justa !a sentencia que impone ¿iiéí y nueve 
anos de presidio y accesorio* legales :il autor tlvl delito tic 
homicidio perpetrado con la* circuusta.neias agravantes 
previstas en él íricléd i ' y 13 del articulo 84 del Código 
Penal 

Caco: explican las piezas Morientes: 

SEXTENVtA I»K t,A CAMARA FEPHRAL DK A PE LACIOS VS 

L* Ptati, Mayo IB de 19(5. 

Vista esta cansa seguida fie oficio contra Non Lin Sins?, 
por muerte a Va Tye Tza, en Comodoro ttivariavia, Territorio 
del Chtdnit. el 6 de Díeíétnbr^ tic ioij. a la noche, con las de- 
más referencias anotadas e.i la sentencia de fs. 149, 

■ 

Resultando : 

One el 6 d¿ mes y año mencionado-! eji las primeras hora* 
fie la tarde, se lia! Vi sen» i-enterrado en la ribera del mar de 
dicho pueblo, e! cadáver del subdito chino Ya Tye Tza, vestido 
sólo de calzoncillo y camisa, con la cara tapada ]>or un pañuelo 
o trapo, y presentando dos heridas en la garganta, sin poderse 
determinar el arma cotí que liabian sido producidas, por [rios- 
tra r se las carnes I Mistan te desbarrada*, y como ?e sosj>ccliase de 
Hon Lin Sin^', chino también, su compañero inseparable y único 
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y asociado en la venta de bibehts procedentes de su país, ha- 
biéntroselc aprehendido, Üa autoridad le secuestró en su propia 
persona, quinientos ochenta >■ tres pesos con cinco centavo*, 
de ios cuales tenia cuatrocientos en papeles de cincuenta pesos 
dentro de una bolsa atada alrededor del cuerpo, sobre ¡a piel, 
envuelto este dinero en un papel con caracteres cliinos y man- 
chados de sangre ( f ¿. 18 vta.), y la Eavc de la habitaciétn en 
que basta entonce* habían ellos vivido juntos, del botel tic 
José M. Pérez e lií jo, distante de atjuel 'lugar doscientos treinta 
y ocho metros ( ís. 34), llave con que la misma autoridad acom- 
pañada de alguno* testigos abrió luego dicha habitación encon- 
trando ert su piso una mancha <le un metro cuadrado, con ves- 
tigios patentes tle sangre 0,11c habia sido lavada, un baide con 
aguas servidas y teñidas en ^angre y la sábana superior de una 
de las dos camas c|uc aíli liabia con señales de haber sido lavada 
durante ría noche anterior para hacer desaparecer las manchas 
de sanare que aún se alcanzaban a ver (fs. 16, 17 y 22 vta.). 
TC1 Subpnieeto í Mimariante. como en parte, el comisario An- 
drés IlenazeO. levantó los colchones tle una de las camas, que 
se suponía «le! finado, encontrando en uno, en la parte de 
abajo, una turnen <a mancha de sangre, que "con el fin de 
ocultarla a Ja vi>ta. habia sido dado vuelta" f ís. 21). La otra 
cania tenía cuatro fra/ad-s y 11:1 cubrecama también con man- 
chas fie sangre, "la cual se había filtrado de una a otra en gran 
cantidad" < ís. 23). T.os objetos de la habitación, inclusive tres 
bultos con mercaderías, una ha! i ja y algunos utensilios, se 
encontraban todos en relativo buen orden, ni» haciendo presumir 
a primera vista que en ella hubiera balier |»odido ocurrir artos 
de violencia ( fs. 22), y todos fueron depositados en ía comi- 
saria, a nías de un formón chico y líos herramientas (cinceles 
aí parecer», y "utuj toalla <|ne ha servido ]>ara lavar el piso 
(ís. 23 vta.). Kn el inventario levantado por el SubprefectO y 
el comisario con fecha 20, de Diciembre, se constató que cu 
un canasto tle los cliinos, había entre otros objetos, tina camisa 
del finado, en otro canasto un calzoncillo míe el procesado dice 
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haber tenido puesto 'la noche del stteese, y dentro de una halija 
un |>ar de hottncs, aquéllos y éstos manchados tk' sangre ( fs. 4/1), 

Que Antonia G. fie Iparraguirre <|ue se alojaba co:i un 
niña de jwcho en una habitación separada de !a de los chinos, 
por 1111 doble tabique de madera, se despertó como a las once y 
media de la noche del 6 de Di cu mbre, j>or fuertes voces que 
partían de esta última habitación, oyendo al mismo tiempo 
raidos y cu seguida míos grito* parecidos a los de un perro o 
validos t fs. 2i» a 

Marta 0. de Trmnpctti. que se alojaba en otra habitación 
próxima acompañada de dos hijos, a la hora mencionada, se 
levantó también |>or ruidos tuertes y ¡{rito* que oyó en tas ha- 
IHtacioncs del hotel, y saliendo afuera, se cercioró que dios se 
producían en la de los china,, que discutían a gritos, oyeudo 
también desde la suya a la tpie penetró, "gritos que no parecían 
de persona 5ino de algún animal extraño a quien mataran", por 
lo que se resolvió a avisar a José M. IVrez, dueño del note?, 
habiendo tenido que pasar por delante de la puerta de los 
chinos, de la que salta íují por una endija, móntenlo ese en que 
por el ruido de sus pasos, cesaron aquellos ruidos ífs. 28). 
Reunidos después las dos testigos y Pérez, notaren que reinaba 
cu dicha pieza sin luz abWuto silencio ífs. vta. y 36) ¡ Marta, 
agrega, que hacia las cuatro de la mañana áej 7 de Diciembre 
uyó de nuevo fuertes griht- (pie no pudo distinguir si eran 
de una q más |»crsouas. ni si eran de discusión o de llanto ( fo- 
jas 2si\ y la otra testigo agrega también, que despertó a esa 
hora, por "voces continuas como quien habla fuerte y tmiv 
ligero, sin poder determinar *i eran dos o más personas las 
que asi hablaltan*' l fs. 3 O. 

One a c*tos testimonios se une el del mismo (Vre? en 
cuanto dice que lü menor de los dos chinos C el procesado), a 
las siete de !a mañana se presentó en el comedor y tomó : 
con leche, sin haberle notado nada que llamara ía atención, a 
no ser la circunstancia de que no lo acompañara el otro, como 
de costumbre, y qtic habiéndose ido después aS puerto encontró 
a aquel chino que le preguntó |>or rtffor, en señas, pues que 
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m hablaba nada el castellano ( ís. 15 y 15 vta, j. Y se agrega 
et testimonio igualmente de Guillermo Habermann, agente de 
vapore*, que dice que el 7, antes de medio día, expidió un pa- 
saje para Buenos Aire-; al procesado, que se encontraba en su 
estado normal, con et nombre que dió ( v. el pasaje de fs. 20 ) f 
habiéndole observado que te:iia apuro para que tí vapor llegara 
pronto (fs. 22 y 23). 

Une uo poseyendo I Ion fcin Sing, el castellano, solo cons- 
tató ta policía ío anotado a fs. 40, y recién a fs. 51, el 29 de 
Enero por un; t persona que sabia el idioma chino, a la vez que 
el alemán, y por otro de este idioma y e! nuestro, decía ró, que 
estando dormido profundamente, desde las diez de la noche «1 
que se acostó; cansado de caminar todo el día con el finado, 
sintió hacia las 11 o 12 que una persona ganó Ja ventana que 
estalla abierta, del lado del campo, de la pieza que ocupaban, 
encontrándose cerrada con llave la puerta, perdona detrás de 
la cual saltó para tomarla, pero ella lo hirió en la segunda fa- 
lange del dedo mayor de la mano derecha, según si'ñal de !a 
cicatriz que pone de manifiesto, quedando desmayado desde eí 
momento que recibió esa herida, hasta que ya de día, volvió 
en sí y vió a Ya Tve Tza muerto o sin vida con dos heridas en 
I* garganta, que parecían puntazos y con e! cuerpo en la cama 
y con las piernas colgando, las qnc le levantó colocándolo bien, 
habiendo manado de las heridas almndantisima sangre que 
Eenaba las ropas y la cama. Declaró asimismo que saüó y 
al dueño del hotel, el que te dijo que era hora de dormir 
csasc a la* siete ( IVrcz el boletero niega todo esto a fs. 
. y que otro ocupante del hotel tyie salió del w. c. al cual 
plieii fuese a ver al muerto, como ío hizo, le aconsejó ít tic 
„ra no gastar pinta, no diese parte a Ja policía, siendo lo mejor 
echar ej cuerpo en tíl mar. por lo que entre los dos condujeron 
y enterraron a su tío (el muerto) y los dos después lavaron 
las ropas y mn tubas riel suelo con el agua de tm balde que 
allí había, cobrándole el desconocido aquél por la aywla vein- 
ticinco pesos, aproiiósito <k- !o cual habiendo registrado la ropa 
del finado, que debía tener trescientos setenta peso?, se encon- 
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tro que no los tenía (fs. ji a 54). Dice que el comisario te 
quitó 581 pesos ñor tm lado y 200 por otro, manchados aquello* 
por la sangre de «i mano herida (fs. 53). Dice que no tuvo 
absolutamente discusiones con su compañero, la noche de! 
suceso (fs. id). Y añade que sacó el pasaje de fs. 20 de h 
agencia de vapores, el 7 <te Diciembre, habiendo esquivado al'i 
su nombre al agente (fs. 54). Más tarde se fiace llevar de 
linenos Aires al juzgado un intérprete (fs. 78 a 82 y por su 
intermedio el procesado Hqn Lin Sing volvió a confesar I* que 
está dicho, sobre ta presencia en la habitación del desconocido 
que lo hirió y miyó dejándolo desmayado, hasta que se desper- 
tó y vió muerto a su compañero, con cuyo motivo dice que «lio 
■ algunas voces en idioma chino (fs. 82 y 83). Pero no confiesa 
de igual manera Jo demás que sucedió, pues refiere que habien- 
do dado esas voces, se le presentó un desconocido a quien pidió 
ayuda (fs. 83) y le incitó por señas, se quedase en la pieza ( fs. 
86 Vta ). dándote él 25 pesos, y salió a Ja caá le donde anduvo 
desalentado o aturdido y hasta se durmió, volviendo después 
a la pieza muy de mañana, antes de la salida det .sol (fs. 83». 
j>ero qiit en ella no encontró ya al desconocido y al muerto, 
por lo que se emocionó tanto que solo atinaba a gribarse la* 
rodillas, sin poder articular una palabra, y a tomar la toaüa 
con í|tte limpió un poco la cama inconscientemente, explicando 
desvies que no limpió, sino que viendo poca «sangre en el suelo 
con la que cstabnii empapadas las ropas del muerto, metió estas 
ropas dentro de! canasto de los artículos de comercio y salió 
otra vez a la calle en busca del cadáver, hasta las dos p Jas tres 
de la tarde en que regresó y fué aprehendido (fs. 84). Agrega 
contestando a preguntas que se 1e hicieron : nue apenas encendió 
un fósforo, recibió el golpe de cuchillo, con que cayó desvane- 
cido ( fs. 86). lo que se explica, dice a fs. 88 vía. y 89, porque 
sufre del corazón, pues que 'le duele; que no sahe si la ven- 
tana había sido cerrada, porque se acostó y durmió antes que 
su compañero (fs. 87) ; que el asaltante salió por la ventana, 
pues la puerta estaba cerrada con í'ave ( f s. 87) ; que la sangre 
did dinero delie proceder de la herida de su dedo, como 
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dicho ( fs. 84 y 85 \ e insiste en que el finado tenia 370 pesos 
en su bolsa sujeta al abdomen y qne esto 'lo sabe porque el 6 
de diciembre hicieron los dos un arreglo de cuentas, quedando 
él con 581 pesos y con aquel dinero dicho finado f fs. 85 y, 85 
vuelta i, con el cual ese mismo dia fué a la agencia sacando 
pasaje para el Sud que le costó quince pesos (fs. 88> ; que el 
mismo finado le propuso la sociedad en que desde tiempo atrás 
se ocupaba, aportando capitales de quinientos tiesos cada uno 
(fs. fik)), ¡llegando primero a Hítenos Aires desde Trancia, don* 
de estuvieron, y que le mandó el pasaje para su viaje a ésta 
tral«a jando desde entonces con la mayor armonía, (fs. 90) ; que 
su tío era para él un padre, no pudiendo ser tan cruel de matar 
a su protector y pariente, haciendo juramento que moriría, 
pero que el cielo y J la tierra salten que no es él el criminal 
(fs. 90 y yo vta.) ; que no se ratifica en la primera de sus de- 
claraciones» porque uno de los intérpretes no poseía bien el 
idi< nía alemán (fs. H9 vta.); que en tí! momento que intentó 
llamar al patrón, fué que se le presentó el individuo que salió 
del yt. c. no habiéndole entendido otra cosa que piala, plata 
< fs. 90)» y asi otros detalles de escasa o ninguna importancia. 

Que el informe médico a base de la autopsia que se prac- 
ticó, concluye por afirmar que el finado tenia una herida leve 
en ít garganta y otra al lado del cuello, hecha con intento evi- 
dente de degollación y cansa de la muerte |x>r la sección de 
la carótida primitiva, mediante instrumento filoso en su extre- 
midad y no e» 'los bordes, como un formón (fs. 35 y 37) 
A proposito de esto, el instrumento de esta ela*e hallado en la 
picata del hotel, no tenia sangre, según e' examen que se le 
hizo ( fs. 0.1 1. 

< J :e clausurado el sumario y elevada la causa a plenario, 
seguidos todos sus trámites, se dictó la .sentencia de fs. 149 
de que apelaron la acusación y la defensa, y -seguidos también 
todos los trámites ante este tribunal, el asunto está ahora |>ara 
resolución . 

Considerando: 

Oue consta el delito por el certificado de defunción de fs. 
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. . autopsia practicaba a fs informe médico legal, fs. . . 

declaraciones, partes de policía y demás actuaciones. 

Que como ilc (a relación de esta causa se hecha tle ver, 
hay presunciones o indicios anteriores a la muerte de Tza, e' 
6 de Diciembre; en efecto: i. ü El arreglo de cuentas que dice 
Sing haber hecho con Tza, su «ocio, esc día, de dudoso resul- 
ta se|>aracHm de Sing y Tza, resuelta aquel mismo din del arre- 
glo este último, siendo así cttie debió ser d socio principal, como 
que llamó a Sing del extranjero para asociarlo, facilitándole 
el pasaje y en una sociedad de pocos meses de duración, a 
estar a los datos enunciados, la que no debió exceder de vein- 
ticuatro meses, por :o que Sing le dijo al médico (fs. no y 
lio vte.). Hay que anotar de paso, que el juez a su tiempo, 
debe averiguar si existen bienes de Tza, tratando de asegura, 
los en su caso y proceder en lo demás como corresponda ; 2. 
J,a separación de Sin y Tza, resuelta aquel mismo dia del arre- 
glo aparentemente, tomando Tza pasaje para el Sud y Sing al 
siguiente día, para el Xorte í B, Aires), sin explicación plausi- 
ble, pues habiendo andado hasta entonces siempre juntos por 
requerirlo las necesidades de su negocio de ambulantes, peligro- 
so tle suyo para un hombre solo en las regiones apartadas y casi 
deshabitadas donde í!o ejercían. &° El hecho de no haber habido 
dentro de la habitación en que fué muerto Tza, estando su 
puerta cerrada con llave, otras perdonas que éste y Sing dado 
<Htc ix»r otros antecedents que se han mencionado y se harán 
notar mejor, resulta inverosímil <lc que otra persona que entro 
l>or la ventana, como dice cí procesado Sin*?, estuvo también 
allí. 4." La existencia ett la pieza o habitación de un solo im- 
trumento con que -se han podido producir las heridas y de la 
clase precisamente fun formón) que responde con entera per- 
fección, según el facultativo, a las heridas de que ha muerto 
Tza, instrumento que pertenecía a este finado. 

Hay también estos hechos presuntivos o indiciarlos conco- 
mitantes del delito ; 1." La discusión a gritos que Marta 1). de 
Trompctti dice haber oído de los di#s chinos, en su habitación 
1 fs. ¿8 1 y que oyó igualmente Antonia di de Jparrnguirre pi 
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mientes de la misma habitación, aunque sin expresar que la dis- 
cusión fuera entre los cftinos ( f*. 30 > y luego los ruidos que las 
dos testigos oyeron allí, infundiéndoles la creencia de que eííoi 
peleaban, y enseguida gritos que "no parecían sino de al^ún ani- 
mal extraño a quien mataban" (fs. 38), o "unos gritos gutu- 
rales parecidos a los de un perro o validos" {fs. 30). 2.." I& 
cesación de los ruidos dentro de ía pieza, al oir sin duda e! 
de los pasos frente a Ja nuerta cerrada, de la testigo Trom- 
petti que iba a avisar al dueño de! hote!, y la luz que vio a": 
ella en esa circunstancia (fs. ir>) contra lo que asevera Sing 
ele que no había luz, siendo más que casual que aquélla pro- 
cediese del fósforo que dice haber prendido cuando se aperci- 
bió de una jwrsoiia extraña en la pieza, a más de ser esto del 
todo inverosímil, pues lo natura! seria que Sing hubiese pren- 
dido el fósforo al comenzar o durante los ruidos que desper- 
ta-oii a las testigos que se hallaban en otras habitaciones. 3. I 11- 
posibilidatl de que Sing no haya sentido en su cuanto estas 
discusiones y ruidos sino mucho después de ta» testigos, y suit- 
recién cuando la persona extraña salia por la ventana 4." Gran- 
de inverosimilitud de que con la herida que diee ¡Sin™ haber 
recibido del asaltante, se haya quedado desmayado hasta acia* 
rar el día siguiente. 5." Falsedad de esa parte de su declara- 
ción, porque ni las autoridades qjite procedieron a su aprehen- 
sión, ni los testigo* que han dedarado, se apercibieron r,ue 
tuviera esa herida, y es de todo punto increíble que a haberla 
recibido, no hubiese dejado de mostrarla, de palabra o por 
señas, movido al menos, por el propio instinto de su conserva- 
ción. 6." Conformidad de la primera declaración del procesado 
Sing tomada con dos intérpretes, ?obre la manera que se pro- , 
dujo el hecho, con sus declaraciones posteriores prestadas con 
im solo intérprete y sus contradicciones entre estas declara- 
ciones y aquélla en todo lo demás, posterior al hecho de la 
muerte de Tí a, siendo del todo m verosímil que aquellos in- 
térpretes le hayan entendido tan bien a Sing en los primeros 
hechos que constituyen Jo principal de este asunto y tan dia- 
metralmeme diferente en los otros. 7." Afirmación de Sing de 
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haber ido á llamar a José María Pérez, contestándole éste que 
era hora de dormir, y absoluta negativa al respeto fie Pérez, 
aunque a ís. 8o aquél da a entender que solo pretendió hablarlo. 
S." Dificultad de dar crédito a lo que también afirma de haber 
entrado la ]»ersona asaltante por la ventana, para malar a Tza, 
con o sin intento de robarle el dinero que tenia en una bolsa 
sobre el abdomen, por más que no habiéndosele encontrado 
este dinero, es de presumir que fué el robo el intento que tam- 
bién movió al supuesto asaltante; dificultad se dice, de dar 
crédito a todo esto, porque el asaltante debía saber que a Tza 
acompañaba Sing, y aunque no lo hubiera sabido, de seguro 
míe se hubiera munido para el caso de resistencia, de otra arma 
más segura qué de la (pie (un formón o algo asi) hizo uso, 
como ya está dicho, a juzgar por el informe facultativo. <y 
Dificultad mayor a creer en la afirmación de Sing, de haber 
sido herido en et dedo con un instrumento cortante por el asal- 
tante, como lo da a entender, pues que de ser cierto que éste 
lo tenia, habría hecho su uso contra Tza, y no de aquel otro 
instrumento que por su clase, indica que en tanto piulo ser 
usado para matar a Tza en cuanto a esto ha obligado una 
circunstancia especial del momento» no prevista, como una 
l>e!ca, etc. 10." Coincidencia de lialier sido herido mortalmeiite 
Tza con esta clase de instrumento, único existente en su habi- 
tación, el cual pudo ser lavado de la sangre como lo fueron 
otros objetos por Sing. e imposibilidad a la vez t casi completa 
de haberlo podido usar otro que este último, si como dice se 
hallaba dicha habitación sin luz. u.° Robo del dinero que Tza 
tenia consigo, en forma tal, que solo una persona que se lo 
hubiese conocido como Sing, pudo haberlo ejecutado en la obs- 
curidad del cuarto de! hotel. 12,° Inverosimilitud por demás 
de que un hombre como el asaltante que dice et reo. tan resuel- 
to al crimen, después de matar y robar a Tza, no haya hecho 
otro tanto como él, que por lo (jue también dice estaba dur- 
miendo en ese momento y continuó durmiendo, ajeno cowplc- 
tamente a un hecho como este, y de tantas -discusiones y ruidos 
según los testigos, habiéndose despertado recién cu circuná- 



FALLOS DE LA CORTE SLTRKM A 




880 



tancia» que aquel salía por la ventana, es decir, cuando ya 
habían cesado esos ruidos y discusiones dentro de la misma 
habitación, 13. a Que ni Sos testigos citados, ni ninguna otra 
persona han visto 11 oído al desconocido a quien el reo inculpa 
la muerte y por Jo anotado en el número fi precedente, menos 
es de creer en esta inculpación que en su primera declaración se 
la atribuye hasta en los posteriores hechos de ocultación del 
cadáver, y después en sus otras declaraciones estos misinos 
hechos a otra persona desconocida. 14." La duda que después 
de todo, procede de la existencia en Sing del dinero que se le 
encontró, de mayor cantidad aún, a ser cierta su afirmación de 
que se le robó otra cantidad más como dice el juez y de la 
inexistencia de todo dinero en poder del finado T¿a, Constitu- 
yen los indicios o presunciones posteriores del delito, la con- 
tradición de !a primera declaración ( fs. 51) con la segunda 
y Jas demás prestadas por Sing í fs. 82 vta. a 89 vta. ) e:i cuan- 
to se les refieren, atribuyendo a una persona desconocida la 
muerte de Tía» y a otra persona junto con él, j>or su consejo 
la ocultación del cadáver y algunos objetos y el lavaje de la 
sangre que quedó en ¡los objetos del lugar fiel hecho, y atri- 
buyendo después solo dicha ocultación del cadáver a esa per* 
sona ; -unía falta de verosimilitud en que la jicrsona que dice 
Sing hatier llevado el cadáver desde el hotel basta la orilla 
del mai , baya podido hacer esto en el pueblo de Uivadavia,, con 
peligro de ser visto cargando con un crimen y esto solo ]ior 
los 25 $ que te dió Sing, y contra sus indicaciones de que se 
limitase a cuidar al finado en la habitación; no haber et pro- 
cesado dado aviso a la policía, ni a nadie de lo que había pa- 
sado, su tranquilidad aparente en la mañana del 7 de Diciem- 
bre tomando el desayuno de costumbre en el comedor del 
hotel, según el dueño de éste; su compra del pasaje de vajior 
esc mismo dia para Hítenos Aires; y así en fin alguno* otros 
antecedentes que le son contrarios y que fluyen o se despren- 
den de los hechos relacionados. 

Que solo tiene ffpn Un Sing en mi favor, la comunicación 
suscripta a fs. 141 y 142 por numerosos connacionales residen- 
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tes en Buenos Aires, declarando que abrigan Ja seguridad 
que este proceso no puede arrojar responsabilidad alguna en 
contra, dados sus antecedentes conocidos por ellos y toda la 
jioblarión china de la república: comunicación dirigida al de- 
fensor de é!, y (¡lie asi y todo, a más de carecer de valor pro- 
batorio, por lo que es en si c incomprensible además, por refe- 
rirse a u.ia persona de tan Inimilde condición como el reo, no 
aminora o desvirtúa Ja participación que de autor princif>at 
y único tiene en el delito de que se trata. 

Qué la pruelia resultante de los hechos que se dejan ano- 
tad» >s completan en su conjunto, por lo que se vé. Jos requisitos 
todos del art. 358 del Código de Procedimientos, y es así ella 
del todo plena unida a la existencia del delito, de tal manera 
que "si se la prescindiera" al decir de uno de nuestros jueces, 
"se llegaría al absurdo de no p<xlcrsc reprimir por el castigo, 
los delitos más o menos graves que no fueran confesados o que 
no hubieran sido presenciados por dos testigos Ubres de toda 
excepción*' . 

Que el delito del acusado es el del articulo 17. inc. V* de 
la ley 41&), con -la circunstancia agravante de la nocturnidad 
(art. 84, inc. 13, Código Penal), sin ninguna atenuante. 

Por estos fundamentos, se modifica la sentencia apelada 
fie fojas 140 (i) t ¡maniéndose al procesarlo la pena de diez 
y nueve años de presidio, accesorios y costas. Devuélvase. — 
A', íinidn Laralle — Marcelino Escalada — José Marcó. 

FALLO DE E.A CORTE StTPftEMA 

Bm*m Airo. Dkttabr* 3S ét 191 5. 

Y Vistos; tos venidos en ablación de la sentencia dic- 
tada |H>r la Cámara Federal ttc La Plata, en «1 juicio seguido 
ante el Juez Letrado del Territorio del Chubtit, contra el sub- 
dito chino f Ion Un Sing, por homicidio de su connacional Ya 
Tyc Tza. 

pt*SL El ÍUM l * 1 '* -0 d " ° u, * ,t WndfB * 11 *»*«»* • >• f •« U din ifles <ft 
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Y con si iterando: 

Que si bien el reo ha negado con insistencia halwr come- 
tido el delito materia dd proceso» constan en autos hechos com- 
probados y circunstancias y antecedentes de tal manera cone* 
xos y concordantes entre si, que hacen plena prueba indiciaría 
de su culpabilidad. 

Que el resultado de tas indagatorias, testimonios, pericia* 
y demás antecedentes circunstanciales del caso, de los que hace 
mérito Ja sentencia apelada, reúne todos los requisitos morales 
para determinar el convencimiento de que el delito se ha co- 
metido por el inculpado y todos los caracteres reales estable- 
cidos |>ara la apreciación legal de Ja plena prueba de indicios 
y presunciones. 

Que. en efecto, el cuerpo del delito aparece demostrado por 
medios evidentes y circunstancias directas c inmediatas; y loa 
indicios, especialmente los posteriores a la comisión d"l homi- 
cidio, son de todo punto concomitantes y relacionados con él, 
y le están vinculados inequívoca y directamente, presentando 
además condiciones notorias de clandestinidad, tales como la 
deposición falsa e inverosímil, y los procedimientos empleados 
para la supresión de las huellas del delito. 

fjue »te! conjunto de estos antecedentes resulta demostrada 
con toda evidencia la relación directa que ha existido entre la 
persona del inculpado y el hecho delictuoso, a ta! punto qu<i 
no es posible suponer lógicamente que éste haya podido ser 
cometido por ninguna otra pcrsoia. Concurren, en efecto, en- 
tre otras, las siguientes circunstancian: el reo y la víctima ocu- 
pa Uan la misma habitación, donde se oyeron la noche del cri- 
men vtwres de altercado que alarmaron a Jos lim- puedes vecinos ; 
c! formón que la pericia médica señala como instrumento ma- 
terial del asesinato se encuentra entre las herramientas de pro- 
piedad del inculpado y de la víctima ; acrecen manchadas de 
• sangre la cama, algunas ropas y el dinero del reo ; éste oculta 
a la autoridad la pretendida misteriosa muerte de su compañe- 
ro y la desaparición del cadáver; y en fin, prepara ese mismo 
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día su fuga, adquiriendo pasaje en el vapor más próximo a 
zarpar y hacer extender d boleto cotí otro nombre que el suyo. 

One estas constancias de autos revelan hechos y deter- 
minan presunciones graves, precisas y de evidente concordancia 
reciproca, y en consecuencia constituyen plena prueba del de- 
lito que se imputa al reo. (Fallos, tomo 91, página 220). 

fjuc establecido como queda que el procesado Non Lin 
Sing es el autor riel homicidio de Ya Tye Tza, Jas agravantes 
■leí artículo 84, incisos 1° y 13.", resultan de la situación de 
•■«rcnteawn de la victima y el victimario, manifestada por éste 
a fs. 88, y del informe médico de §&. 36 y demás comproba- 
ciones sobre el mismo (Minto, según las cuales fué en la media 
noche del ti a! 7 de Diciembre que se perpetró el asesinato. 

Por estos fundamentos, concordantes con los que expresan 
la decisión recurrida de fojas 173 y lo resuelto en casos aná- 
logos, se confirma la sentencia apelada, con costas. Notifiques? 
original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. mil 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FJGI F.HOA AtCORTA. 
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i ri tí' i, ta! contra Scnifiotto Avoca o Domingo Riih González. 

por homicidio 

Sumario; Xo causa agravio al procesado la pena de doce año* 
de presidio impuesta por el delito de homicidio perpetrado 
con la circunstancia atenuante de ebriedad incompleta. 



{'oso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA |»El. JUEZ J.ETKAIXI 

VkiliM, Octobrt « de 1914 

Y Vistos; Estos autos seguidos de oficio a Servilianb 
A vaca o Uomingo o Ruiz González, argentino, de treinta y im 
anos de edad, soltero, jornalero, sin domicUio fijo, accidental- 
mente en Iíuena Parada. j>or homicidio en la jiersona de Jim 
María López, resulta; 

Que ej procesado en estado de ebriedad penetró en ía 
fonda de Juan Morbellt, en la Estación Rio Colorado, desa- 
fiando a todos los que allí se encontraban, para que saliera a 
la calle el que se tuviese por más hombre y como únicamente 
dijera José María Lú¡>cz. que también estaba ebrio, que se 
Hará, que no había necesidad de hablar tanto, lo provocó 
'rectamente a él a la vez que salía a la vereda ; que detrás del 
procesado salieron Ardían Schuft a orinar y en seguida López, 
quien cerró la puerta produciéndose en este momento el inci- 
dente entre Ruiz González o A vaca y López, que ocasionó la 
muerte de este último. 

Que Adrián Schuft de fs. Ha 10 declara que cuando salió 
del despacito ya González o Ayaca. tenía en la mano un cu- 
chillo calió negro y a! pasar detrás de la casa oyó t|«e López 

la "me has '* viéndolo bajar la vereda teniémlose el 

■tre con la mano izquierda mientra- que tn la derecha 11c- 
ba un puñal y González o Avara seguía i»or la vereda llevando 
en la mano e] cuchillo y como no supiera en ese momento lo 
que había sucedido, siguió por detrás de González o A vaca con 
intención de retirarse a dormir, fiero como éste le dijo: "jiara 
vos también alcanza", se detuvo y volvió para la fonda y viendo 
que U'mez caía en tierra, como a unos treinta metros, corrió 
hacia él y le preguntó qué le sucedía, respondiéndole que había 
sido herido. 

Que Juan MorbcUi (a) Juanín» el dueño de la fonda ib*n- 
de se produjo el hecho declara de fs, 6 a 7 vta., que la n*>che 
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tfi- autos como a las ocho más o menos, ae enomtralia cenando 
en su casa José María I^ópcz en compañía de varias personas 
y como a las oeho y media llevo al interior dé la casa a una 
persona í|tic quería dormir y cuando regresó al despacho en- 
contró que Ruiz (ionzález o Abacá, que había llegado en ese 
momento, estaba discutiendo con I*tpez, por lo míe él le obser- 
vó que no promoviera desorden y entonces Ruiz González o 
Avaea, desafió a todos los que estaban en la fonda, saliendo 
primero Adrián Schuft y después de éste López y que en se- 
guida entró al despacho Schuft diciendo que el hombre estaba 
herido sin decir cuál de ellos ; que dieron los toques de auxilio 
y a! rato concurrieron los agentes de poücia Merlo y Burgos y 
entonces vieron que el lierido era López que al ser interro- 
gad» por aquéllos contestó que su heridor era Ruiz González 
o A vaca, manifestando que los dos se cncontraltan ebrios, 
estandu en mayor grailo Ruiz (ionzález o Avara. 

Que indagado el procesado a ís. 19 vta., manifiesta que 
recuerda haber estado la noche de autos en la fonda de " Jo- 
llín" (Juan Morltelli) en la estación Río Colorado, hasta un 
metro y medio de la puerta y que en ese momento salió a la 
vereda un hombre, siguiendo el declarante el mismo camino; 
que una vez fuera y sin haber cambiado palabra alguna aquél 
sacó cuchillo y entonces el declarante sacó el suyo y antes que 
ese desconocido hiciera uso de su arma le tiró una puñalada y 
aquél dijo: "me has herid*/*, tomando la dirección de la esta- 
ción, y que él siguió hacia el Oeste y como estal*a tan ebrio se 
extravió y que recién al ser detenido supo que había dado 
muerte a una persona, agregando que no recuerda si provocó 
a alguien en la fonda de Marbelli, porque se encontraba muy 
ebrio, reconociendo en ese acto )a cuchilla que se le secuestró 
de cabo negro como de su propiedad y ser la misma con que 
hirió a López y ratificando esta declaración ante el juzgado a 
fs- 35* dice llamarse Servilíano A vaca, no obstante llamársele 
Domingo González, bajo cuyo nombre es conocido en Río Co- 
lorado. 

Ouc elevada la cansa a plcnario, el señor fiscal solicita 
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para el procesado la pena de diez ano* de presidio, pjdfeüdb 
el defensor la absolución de su defendido, por haber obrado 
en legítima defensa de su vida, no habiéndose producido uin- 
una prueba, y 

Considerando : 

i." Que el cuerpo dei delito de homicidio ?e imputa 
al prevenido se encuentra comprobado en autos por ta punida 
de defunción de fs. 27, informe médico legal de ís. -24 vta.. y 
por la declaración del procesado corroborada en parle por 
todos los testigos del sumario (fs. 2 vta. a ¿1 I. One la legítima 
defensa invocada por él defensor del procesa*!**, no está c im- 
probarla en autos y asi lo lia comprendido el defensor qué ni 
siguiera lia intentado probarla en el p!euario, siendo ]n >r otra 
parte tan inven »i mil y poco sincera la declaración del proee- 
sado tjue únicamente puede tomarse en consideración mi mani- 
festación de haber herido a su víctima antes qiifc hiciera uso 
de su anua. Iwá completamente probado que el procesado 
Uró a !a fonda de Morbclli de-a fiando a linios los presentes 
y que el único que fe contestó fué la infeliz victima <|uc tal vez 
por su estado tic ebriedad salió a la calle, a invitación del pre- 
venido, sin imaginarse lo que le sucedió después, quedando 
perfectamente establecido que -e trata de un duelo irregular 
provitcado [*>r e! procesado. 

Que eí caso sub judie: encuadra dentro de lo dispuesto en 
el ari. lOt;, inciso 1." y art. 17, incido i.", Cap. 11 de la !ey hú- 
mero 4189 de Reforma* al Código Penal, computándose en i*a- 
vro del reo !a atenuante de ebriedad incompleta cnmpmktda en 
autos y al hecho de haber aceptado el ilesa fio su victima, mu 
ningún agravante 

Por estas consideraciones, y disjtosicioncs légale- citadas 
y demás constancias de autos, fallo: condenando a Serviliano 
Avaca o Domingo González o fíuiz a sufrir la pena de diez y 
siete año- y seis meses de presidio, accesorios legales y costas. 
Tómese razón, notifiquesc original y elévese en consulta a la 
Excma. Cámara Federal de La líala si *o fuese apelada. — 
F. S. Agnüar — Ante mi : Luis fardero. 
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SKMKNCIA t>K LA CAMAMA FKOKRAI, DK APELACIONES 

La Hit», Mirto 26 de IDI5. 

Y Vistos: Go»í!Íí|eraii(ío : 

Esta causa *e ha ¡seguido contra Serviliano A vaca p Ruis 
o Domingo < k>ioí;i!iv, homicidio vil la perdona de José Mana 
Lópe*i cu Lfuetia I 'arada. Territorio del Río W^ro, cometido 
el tiia 15 «le Septiembre ilc Hj'o, de K a «> p„ ni. 

El delito «le homicidio y la identidad del delincuente, se 
cnern-iitran comprobado* en aulos t con la partida de defunción 
ile ís. ¿7. certificado tritédico de ís. 24 vta., declaraciones de 
te-íiifus de ís. 4. fi, ij, 11 y 1 í 1 y con !a confesión flv! procesado 
de ís. icj, ratificada en sil indagatoria <lc fs. 35. 

Kn efecto: Juan Morbelli, propietario de la fonda donde 
se consumó et hecho, manifiesta que siendo como las odio y 
media & noche del quince de Septiembre, en circunstancias 
én que ei declarante vohia de llevar a >u habitación a 1111 cliente. 
'sí. encontró con tjue, en e! despacho, el sujeto Rtiiz trónzale*, 
que había llegado en ese memento, estaba díscul iendo con l¿- 
¡»ez, por lo tpie el d Ícente (Morbelii) le observó que no fuese 
a provocar desurden, y entonces el tal Rute González ilesa fió 
a todos Ins que calaban en la fotuta, diciendo que el que fuese 
ioa> taja/ saliera a la calle, a la vez que él salía"; <|iie López 
1«* sj^nió después di* Otra persona a filien a p< «latían "El alazán": 
•pie este ultimo volvió luego, diciendo que et hombre estalla 
resollando *er é*k- Josc Alaria I«ópcz, quien falleció 
ilf-pué-i, mam fe Mando que su lieridor fue Ruiz González. 
Esta declaración nnenerda en 111 todo con las de los otros 
tt-siiíios del sumario Hermenegildo de [.anda, corriente a fs. 4, 
Adrián Schufi a ís, o, Justo Pérez a fs. 11 y José Nievas 
a i-, 16. 

E! procesado en su recordada indagatoria. 110 niega ser el 
autor de la muerte »U* I/»!*:*, aun (pie pretende justificar el lie- 
dlo manifestando (pie íobizo etí defensa de sw persona, pnc?* al 
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saiir a la calle la victima desnudó un cuchillo y él hizo ¡o propio 
y "antes que ese desconocido hiciera uso de su arma el decla- 
rante (Ruiz o A vaca) le tiró una [unialada. . sahie.i<fo des- 
pués que lo había muerto. 

Xa niega, si liien dice que no recuerda porque estaba muy 
ebrio, haber provocado a 1;is personal que se encontralian en 
la fonda. 

La confesión pNede ser dividida en su contra, pites la dis- 
culpa de legítima defensa, no debe aceptarse, por oponerse a 
ello todas las constancias de] sumario, consistentes en las decla- 
raciones concordantes de los testigos presenciales, que afirman 
la provocación ¡»r parte del procesado, a su víctima y demás 
asistentes. 

No cabe atribuir a la victima la agresión ilegitima invoca- 
da por Ja defensa, elemento indispensable para eximir de pena 
al reo, por cuanto se ha demostrada de una manera concluyen ■ 
te que éste fué quien provocó el incidente. Art. fti Código Penal, 
inciso 

\'o obstante tal provocación, debe computarse al re© la 
atenuante de ebriedad incompleta, desde que el'a está pr<4>ada 
en autos por la confesión, corroborada jmr jwirte de la testi- 
monial. La fuerza de esta atenuante, en el caso de autos, delk* 
llegar a la aminoración de Ja |>ena hasta un grado mínima, dc- 
de que las circunstancias especiales del proceso, demuestran 
que a provocación y el delito mismo, fueron el fruto de un* 
perturbación |>arciaf fie los sentidos, pues no de otro modo se 
explica el inmotivado desafio a pelear a todos los presentes, 
seguúlo del episodio sangriento, sin que existan en autos ante- 
cedentes que revelen perversión moral del victimario. 

Por estos fundamentos se reforma la sentencia fiel inferior 
denando al reo Sarviliano A vaca o Ruiz González o Domin- 
¿onzálcz a sufrir la pena de doce años de presidio. 
Adviértese al señor Juez que la suma de un peso seten 
centavos que corre agregada a fs. Íl>, dentro de solire, delie 
depositarse en el llana» de la Xación. Devuélvase. — Marcctm 
Escalada — R. Guido Lavallc — Josc Marcó, 
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Butnoi Aiie». Dteit mbre 9f d* 1915 

Y Vistos; 

f'or sus fundamentos, y considerando además rjtte el jiro, 
tesado en mi indagatoria de tujas 19 vía., ratificada a foja* 55, 
ni indirectamente menciona una participación dej testigo Schiift, 
en el incidente qáe ocasionó la muerte de I/tpez, jior lo que 
im es de tenerse en ciie:ita la pretendida agresión conjunta que 
,ii«im'»u la defensa en esta instancia. 

Qtié debidamente computada como se encuentra ¡a stii- 
iemia de íojí^ 65, la atenuante de ebriedad incompleta de Ser- 
viliano A van o Pomüngo Ruiz C,onzákz, |x>r cuyo motivo ia 
íamara Federal reliajñ 3a pena «le diez "y *ietc años y medio 
:ntpiiesla jior el failo de fojas 47, a doce, es de estimarse <jiil 
esta pena, en el ea*o, no causa agravio al procesado. 

En su mérito *e con firma la sentencia recurriría, Cf»n COS^ 
la*. Noti tiquee original y devuélvase. 

A. FSkrmkjo. — Nicanor G. dfx 
Solas. — D. E. Palacio. — 

J- FJCL'EHOA AU'ORTA. 



CAl'SA CIA* 

Criminal (óiifrá Antonio /Vrrro, /vr homicidio 

Sumario, Es justa la >tntenda cpie condena a veinticinco anos 
ile presidio y accesorias legales a! autor de un homicidio 
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FALLOS DE LA COME SUPREMA 



perpetrarlo con las circunstancias agravantes previstas «ti 
los inciMw 3.", 4 o y 13 del art. 84 del Código Penal y ser 
el delito de hurto el móvil del crimen, teniendo a su favor 
la atenuante del inciso 8." fiel artículo 83 del mismo código. 

Caso*. Lo explican las piezas siguientes: 

SENTKNTIA DEL JfEE LETkAÜO 

VWm. Atoll 24 4* m 

Y Vistos: • 

Estos autos seguidos de oficio contra Antonio Fierro, ar- 
gentino, de cuarenta y dos años de edad, soltero, agente de 
policía y domiciliado en el V Departamento riel Territorio 
de la Pampa Central por homicidio en la persona fie Antonio 
líiiiz, de os «pie resulta : 

Que a k 1 el comisario de policía de finen a Parada, cot; 
ha 27 de Diciembre de i«)ti, hace constar de que Había 
desapareado de ese pueblo el agente de policía de ta Pampa, 
que se encontraba allí de tránsito, como también que en esas 
circunstancias se le presentó el vecino I^ennardo Mzucta dando 
cuenta que a un peón suyo se le lialna extraviado del puesto un 
caliallo doradilki ensillado con montura de campo y (jiie Bí^f-ÍDS 
rastros y la desaparición también de un sombrero suponía que 
se trataba ríe un hurto por cuyo motivo se desprendieron comi- 
siones a fin de dar con el paradero de Fierro: que habiéndole 
recomendado su captura un agente de policía detuvo a Antonio 
Fierro a quien encontró oculto en un coche del tren en la Esta- 
ción Río Colorado, secuestrándole en el acto un facón con calió 
al parecer de plata, el que tenia unas manchas de sangre, ma- 
nifestando Fierro al ser detenido, qite habiendo estado el d*a 
32 de Diciemlire de 1911 algo ebrio, no salte cómo se apodera 
de un caballo ensillado y que abochornado por su falta no ha- 
brá querido regresar a la comisaria n que pertenece, y que por 
livo siguió hacia Piclit Mahutda en cuyas inmediaciones 
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dejara abandonado el caballo y recada continuando a pie hasta 
la Estación Fortin l'tio, donde tomó el tren e! mencionado día ; 
(|tte no podia decir co:i exactitud dónde cstaha el caballo, pero 
que» si ^e le hacía acompañar daría con e! caballo y recado; por 
lo que el comisario de Buena Parada lo hizo acompañar con el 
agente Andrés Cayón Rodríguez, recibiendo en esa nuMiia larde 
aviso del encargado del Destacamento de Pichi Mahtiída, que 
se había presentado ante él t un individuo manifestando que 
había desaparecido su compañero como a dos leguas antea 
de llegar a dicho Destacamento, hasta que el veintisiete citado 
llegó a Rio Colorado e! agente Rodríguez y dió cuenta de que 
bahía dejado a Fierro en Pichi Malinida, porque se le suponía 
autor de la desaparición del indígena Antonio Díaz, como de 
"dienta años de edad, según datos suministrados por su com- 
pañero, también indígena, Antonio Arribóla, que conjuntamente 
con aquel venían a cabalío desde la provincia de Bueno* Aires, 
con mlención de llegar a Roca, en busca de unos parientes; 
que en la* proximidades de Pichi Mahuida ;¿*&an desaparecido 
eí caballo de Díaz y el que montaba Fierro, reconociéndolos 
Arribóla como de pertenencia de Antonio pi;iz, como también 
un tirador con rastra a! parecer de plata que Fierro llevaba 
oculto entre su* ropas. 

Con estos datos el comisario de Buena Parada se traslada 
a Pichi Mahuida en 2~ de Diciembre de i'jii. y el encargado 
de! Destacamento a fs. 3, le da cuenta dé que el ¡unes det 
mismo mes y año, como a las nueve de la mañana vio que pa sa- 
lía un anciano, que manifestó llamarse Antonio Arriliola arrean- 
do uiins diez caballos y como no tuviese los certificado*! de 
propiedad lo detuvo hasta que llegara según él, un compañero 
que había quedado atrás con el caballo cansado, el que traía 
toda la f locumentación ; que también le manifestó que dicho 
compañero se llamaba Antonio Diaz, el que se había quedado 
en la tarde anterior a más de una legua y media : que Arribóla 
con un negro que se Ies había juntado en el camino habían que- 
uadó corno a unas quince cuadras del Destacamento y que el 
referido negro montando un caballo colorado que traía habia 
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vne!to para atrás, llevándole itn caballo tordilo para Díaz; que 
viendo que no volvían, ni e! negro ni Diaz, resolvieran ir en 
su busca hasta el lugar en que lo dejaron e! domingo por l.i 
tarde; que encontraron solamente el caballo tordillo de Díaz, 
ensillado y el caballo del negro desenfilado y no pudieron dar 
con e! indígena Antonio Díaz. 

A fs. 6, al ser interrogado c! detenido Fierro, manifiesta 
que efectivamente en la madrugada del tlia lunes a$, había 
dado muerte a puñaladas con el facón (pie se le secuestró a 
* un indígena anciano y cuyo cadáver se encontraba próxima- 
mente a una legua más o menes de Píclii Maliuida, negámlose 
a dar más detalles. 

A fs. 6 vta. consta que el comisario de Buena Parada, sí 
trasladó al lugar indicado por el procesado y en una hondonada 
de terreno formada \mr dos gran Ies lomas, aja derecha dc T 
camino que conduce a Juan fie Caray, constató la existencia del 
cadáver de un hombre al parecer indígena y de mucha edad, 
el que prese itaba a simple vista, tres hachazos profundos en la 
parte posterior de la cabeza y al parecer una puñalada en la 
espalda. 

A fs. o. y 10 los perilos Engente Kstralión y jorge Matttias 
informan que se trasladaron a! lugar indicado, donde se encon- 
traba e! cadáver de un hombre indígena, de ochenta años de 
edad más o menos, el que examinado minuciosamente han com- 
probado que presenta Ires profundos tajos en la parte posterior 
ffe la cabeza» de siete, cinco y dos centímetros de extensión; 
otn-s dos en la cara de grandes dimensiones, uno de los cinJes 
le rlivyle la nariz y le atraviesa v el otro ¡¡obre el ojo izquierdo: 
una puñalada en el ?adó izquierdo de la espalda y otra en el lado 
derecho que han salido por el j>cmo debajo de ía telilla de 
mismo lado y dos puñaladas en la liarte anterior del tórax; que 
las atadas puñaladas han determinado casi instantáneamente 
la muerte del indígena y que todos los tajos son de carácter 
grave y que el extint.* tenía en la faja en la cintura una vain 
negra sin e! cuchillo correspondiente. 

A fs. ir consta :jue Antonio Arnbo'a, reconoce el cadáver 
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que &k Pone de manifiesto y dice ser el de su compañero des- 
apareado, Antonio l>íaz. 

1 procesado Antonio Fierro, a U u vta. confina su 
delito, ..wmiestando que el sábado 24 de Diciembre de hiii, 
venia el declarante hacia Pichi Mahuída, 'cuando se encontró 
a dos indígenas ancianos <]iie conducían una tropilla de cátanos 
en la misma dtweción y continuaron el viaje pernotando ¡os 
,rw ™ hv *"> * ^! Rio Colorado, y tí dia s^iéme 
emprendieron de nuevo el camino, después de medio dia v que 
* la entrarla del sofc al más anciano de los índigen-, - se le 
"aplacó" el ealmtlo. y no queriendo camftiar «le cabalgadura <e 
Wm -'«tras, diciéndolcs que los alcanzaría. Que siguió el de- 
clarante y e! otro indígena hasta una tranquera que existe a 
qu.mc o veinte cuadras del Heslacamento de l\>licia, donde 
desensillaron y pasaron Ja noche, que a las tres de la mañana 
del lunes 25, el declarante desanduvo camino, en husca del 
mihjreíia más anciano y a! que por cucar-o del otro le Nevaba 
n i caballo ^rdillo para que caminase, que como a la. quince 
cuadras de donde i*rnoctaron encentraron al más anciano y 
lo invitó lo acompañara a campear tina tropilla que >c le hahh 
perdido, que él viejo lo siguió y el declarante lo llevó en diree- 
ción contraria de donde se encontraba el compañero v como 
a unas ocho cuadras al Sild del camino t e dijo que le vendiese 
una rastra con el tirador que llevaba entre una tota que colgaba 
en los tientos del recado, negándose el anciano a venderle por 
ser recuerdo de un hermano y que entonces el declarante, bajo 
un ímpetu de rabia sacó su facón y lo corrió v cuando iba a 
alcanzarlo se le din vuelta el anciano súbitamente, infiriéndole 
el hachazo que presenta en la nariz y enseguida le pc»ó otro en 
la cara; que entonces se encegueció y mientras aquél disparaba, 
el le penó los hachazos que presenta en la cabeza, como así las 
puñaladas que tiene en el cuerpo, saca mío en esos momentos el 
anciano su cuchillo para defenderle, pero el declarante no sabe 
si lo usó o no, o si se lo tiró, el casto es que él lo atacaba "a lo 
barban", sin casi darse cuenta de lo que pasaba a su alrededor; 
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que cuando el declarante montó a caballo para alejarse de alli, 
su víctima le gritó por tres veces, que se volviera y lo conclu- 
yera de matar, a lo que el declarante no hizo caso y 5C retín'» 
llevándose el tirador y la rastra de aquél. Que como el dicente 
no encontró tranquera, al «lar con un alambrado se lia jó y 
desensilló el caballo doradilla que montaba largándolo at campo, 
mientras que dejó el recado al tarín de un camino que allí pasa 
y de a pie continuó viaje a Fortín l'no, donde llegó el mismo 
lunes a !as unce ele la mañana, mementos antes que et tren «le 
pasajeros pasase con intención de llegar a IWicnos Aires, pero a! 
llegar a la estación Río Colorado fué detenido; que no tuvo 
ninguna mala intención para ese anciano al que solo conoció 
en el viaje. 

A ís. 15 vta. declara Antonio Arribóla y manifiesta que de 
Juan fie Garay para Piclii Maluüda, como a tres leguas y como 
a las diez de la mañana de! sábado 2$ de Diciembre los alcanzó 
un sujeto que no sata el nombre, pero es de color negro y de 
pelo mota, que motttába un caballo colorado, que también venia 
del lado ile Juan de Garay, quien Ies dijo que había ido a Río 
Colorado a visitar 1111 pariente, y que ahora regresalw a Choele 
Choei, que esa noche acamparon en la costa del Rio Colorado 
cerca de una casa y el domingo a la tarde siguieron viaje basta 
que a Díaz se !e cansó el caballo y quedó como a una legua y 
media de este lugar y como ya lo ha declarado mientras que c! 
y el negro siguieron basta una tranquera que está de este Des- 
tacamento como a unas quince cuadras por el lado de Juan de 
Garay donde pasarnn la nnche y en la madrugada fíe! lunes 2.; 
el declarante se despertó, prendió fuego y tomó_aiale, mientra* 
que el negro dormía, al que despertó, y después de desayunarse 
trató de ir en busca tic Díaz, ]>ero el declarante le pidió que? lo 
dejara, y como el negro insistiese él le dijo que fuese dándote 
un caballo tordillo de tiro para que Díaz montase, y como éstos 
no aparecieran él siguió viaje habiéndole el agente revisado los 
caballos: que llegó solo hasta lo de Waldino Farías y contó 
su compañero y iwriente Díaz no apareciese y ¿üpkran allí que 
había pasado a pie un negro que llevaba ¡loncho igual al del 
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declarante, pues él se lo había llevado al suyo, sospechó de que 
éste hubiese dado muerte a Díaz, j>or lo que judió a Farías es- 
cribiese al Destacamento, 

A fs. i<) declara Waldino Farías que ignora en absoluto 
cómo haya jHidido tener lindar el hecho; <|tic tínicamente puede 
declarar que el citado lia lunes, domo a las ocho de la mañana, 
¡lepó de a pie al puesto del (tícente el referido Fierro, quien le 
pidió le facilitara un peón hasta la estación Fortín L'no para 
tomar el tren, ofertando cinco o diez pesos por el alquiler del 
caballo que ocupase, haciéndole notar el declarante que solo 
estaba a una legua de la estación l'ichi Mahuida y que más le 
convenía tomar el tren, a lo que repuso Fierro que en Forlin 
L'no tenia el recado y que entonces él le contestó que podía 
solicitarlo telegráficamente ; que este sujeto parecía estar ner- 
vioso y sin que nadie le dijera nada sacó una billetera nueva 
y le dijo qne habia estado en Pichí Mahuida y que en el camino 
le habían dado un billete falso, viendo con ese motivo que la 
billetera tenía como cien pesqSi y después de tomar agua regresó 
á pie por la vía y en dirección a Fortín Uno y como a las tres 
de! mismo día llc^ó a su casa el indígena Antonio Arribóla pi- 
diendo permiso para pasar la noche y en conversación le dijo 
que su compañero Antonio Díaz habia quedado atrás: que un 
nej^ro fué en su busca y tenia sospechas de que le hubiera dado 
muerte, por cuyas circunstancias le aconsejó diera cuenta al 
Destacamento, causa por la que él le din una carta. 

A K 2,1 corre el informe pericial avaluando el cinto o 
tirador y la rastra de botones en treinta y cinco pesos moneda 
legal. 

A fs, 25 corre la partida de defunción de Antonio Díaz. 

A fs. 36 presta declaración el procesado Fierro y se rati- 
fica en lo manifestado ante la policía. 

Que tlictada la prisión preventiva y elevada la causa a 
plcnario el fiscal formula acusación a fs. 39 vta, y pide se te 
condene al procesado a la pena de vinte años de presidio, acce- 
sorios legales y costas, solicitando la defensa que se desestime 
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wta acusación y se te absuelva de culpa y cargo porque consi- 
dera que su defendido debe padecer de enajenación mental. 

Abierta la causa a prueba no se ha producido ninguna 
según certificado del actuario de fs. 43 vta., ordenándose el 
examen médico del procesado para mejor proveer de fs. 49 a 
51, Ñamándose autos para, sentencia, 

Y considerando: 

1. ° Que el cuerpo del delito de homicidio est¿ plenamente 
comprobado por el informe pericial de fs. 9 a 10 vta, por la 
partida efe defunción de fs. 25, asi como la persona de su autor, 
el procesado por su propia confesión corroborada por todas 
las constancias del sumario. 

2. " Que el procesado confiesa su horrible crimen, cometida 
por interés de una rastra de plata del valor de treinta y cinco 
pesos que su desgraciada victima, un anciano e inofensivo imii- 
gena de ochenta años no le quiso vender, después de haberlo 
llevado engañado a un lugar apartado del camino donde lo hie- 
re a mansalva pegándole "a lo bárbaro" según su propia con- 
fesión, sin darse cuenta cuantos hachazos y puñaladas le pegó, 
sin darle tiempo para que se defendiera, lo dejó tan mal herido, 
que su victima lo llamó tres veces que se volviera y lo acabase 
de matar y que él no le hizo caso y se retiró llevándose el tira- 
dor y la rastra, mientras que el desgraciado anciano permanecía 
de pie pero no en el sitio en que se encontró su cadáver, lo que 
indica que ese viejo ya herido ha caminado para caer en ese 
sitio. Estos detalles que da el procesado de su bárbaro crimen 
con un cinismo que asombra, sin intentar siquiera excusar su 
responsabilidad, ni atenuar su delito, demuestra una perversi- 
dad y sangre fria poco común, lo que lo hace más peligroso 
para la sociedad. 

3. " Que del informe médico legal ordenado por el juzgado 
para mejor proveer, producido por el médico del tribunal co- 
rriente a fs. 49 Vta, se desprende que el procesado no presenta 

síntomas dé desórdenes intelectuales que liene conciencia de su i 
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actos, buen discernimiento y puede calcular las consecuencias 
«te ellos. 

Que el caso sub j-udice está comprendido en el art. 17, Cap. 
I inc. 1.° de la ley n°. 4189 de Reformas del Código Penal, com- 
putándose en contra del procesado fas agravantes 4'. y 13 y 
ser el móvil de su delito el hurto de las prendas de que despojó 
a su victima, sin ninguna atenuante. 

Por estos fundamentos fallo: Condenando a Antonio Fierro 
a sufrir la pena de veinticinco años de presidio, con treinta días 
de reclusión solitaria en los aniversarios del crimen, accesorios 
penales y cr>>tas procesales. Notifiques-e, regístrese, y si no fue- 
re afielada, elévese en consulta a la Kxma. Cámara. 

/•*, S. Atjutíar. 

Ante mi: Luis Cordero. 



SENTENCIA 1MÍ J.A CAMAMA KEDEKAL DE APELACIONES 

U PUta. ¡mito 16 de 1915. 

Vistos; Considerando: 

I)e la propia confesión del reo (fs. 12) resulta tpie el ho- 
micidio por él perpetrado debe encuadrarse dentro fiel inciso 3 * 
letra a) art. 17, ley 4189, por cuanto en ta ejecución del delito, 
el agente puso de manifiesto su perversidad brutal, obrando ade- 
más con ensañamiento. 

Desde luego, el móvil del crimen fué el robo de la rastra 
"que el anciano se negó a vender manifestando que 'era un re- 
cuerdo de un hermano", motivo éste que sólo en un hombre fe- 
roz y desalmado puede evjendrar el impulso de venganza san- 
grienta que movió su brazo homicida, La edad de la victima es 
otra característica que pone de relieve el instinto del victimario 
y el número de heridas que aquella presenta define netamente 
el en saña miento, 

íístas agravantes son calificativas, en este caso, del cri- 
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m*n, «i ti sentido ya enunciado y llevarían al tribunal a la 
aplicación de la pena de muerte; pero en mérito de la jurispru- 
dencia < le la Suprema Corte de la Nación y lo dispuesto en el 
inciso 8". articulo 83 del Código Penal, corresponde aplicar ei 
castigo adoptado por el a quo. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma, con costas» la* 
sentencia apelada de fojas 52. Devuélvase para su cumplimiento. 
Marcelino Escalada. — R. Cuido Lwailc. — José Marcó, 



Visto* y considerando: 

Que las constancias de auto? no autorizan la disminución de 
la pena impuesta al procesado por el homicidio perpetrado en 
la persona ríe Antonio Díaz, dada la naturaleza y graveilad de! 
delito de que se trata, comprendido dentro de lo establecido por 
el art. 17, letra a) inciso 3. de la ley 41*), con tas agravantes 
determinadas en ¡os incisos 4 y tf, articulo 84 del Código Penal. 

Que la Tínica atenuante que' concurre en el caso es la que 
establece el inciso 8." «leí articulo 83 del Código Penal citado, 
la que ha sido tomada en consideración para graduar la pena 
que corresponde, atendiendo a la- circunstancias en que aparece 
cometido el delito. Ta edad de la victima y el número de heridas 
_^ue ileterminaro;i su muerte, según la propia confesión del 
procesado y lo que resulta del informe pericial de fojas 9. 

Por ello y sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada tic fojas 67, con costas. Notifíquese original y devuélvase. 
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A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCCEROA ALCORTA. 
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Juez Letrado del crimen déla Pampa Central, eleva en apelación 
un exhorto que ha dirigido al señar juca de instrucción de 
ta capital, Dr. £. Newton solicitando la detención de! 
sujeto Juüán Martínez o Julián Martines Crespo, y que 
este funcionario se nietja a dtiiijcnciar. 

Sumarto: La negativa ilc ui juez focal a dar cumplimiento a 
un exhorto de tm juez ktnulu, en que éste pide Ja deten- 
ción de un procesado, importa tur conflicto, que las razo- 
nes que informan ta disposición del artículo g de la lev 4055 
justifica la intervención de la Corte Suprema, para su solu- 
ción, en la que, además, está interesada la mejor admi- 
nistración de justicia. 

2." Fundándose la negativa a cumplimentar un pedido 
de detención, en que por la ley de procedimientos en lo 
criminal, lo que autoriza la extradición de un procesado es 
la orden de prisión, y solicitándose únicamente la deten- 
ción de éste, corresponde devolver las actuaciones al juez 
requi Mente para que determine con precisión las medidas 
que solicita. 

Caso: l,o explican las piezas siguientes: 



HIÍSOLL'CIOX IlEL JUKZ DE INSTRUCCION 

BvMOt Airas. Septiembre 16 if 1915. 

Autos y Vistos: Este exhorto del señor juez letrado de 
Santa Rosa de Toay doctor Severo González, solicitando la de- 
tención de Julián Martínez o Julián Martínez Crespo. 
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Y considerando: 

Que el código de procedimientos en lo criminal que en 
ley de forma en la capital federal y territorios nacionales, legis- 
la sobre la detención, artículos 3, 4, 184 inciso 4. , 283, 364, 
368 a 372 y sobre la prisión, articulo* 2, 6, pS¡ 373, C51 inciso 
^75 inciso 1.*. 

Que lo que autoriza la extradición tratándose efe un pro- 
cesado, es ta orden de prisión, Art, 675 inciso y si bien 
el Art. 374 menciona la detención, ello solo es y de1>c inter- 
pretarse así, respecto a los casos de contiena pues contra un 
condenado que se tuga, no se decreta la prisión que ya está 
decretada, sino 1á detención, es decir la aprehensión. 

Por tanto y de conformidad con lo manifestado por el señor 
agente fiscal, resuelvo: no hacer lugar a lo solicitado en et 
presente exhorto y devolverlo al señor juez letrado de Santa 
Rosa de Toay doctor Severo González, con oficio de atención — 
E. /■". Nervion, — Ante mí : Á. Garda Riwts. 



RESOLUCION lif,í. JLKZ LtiTHXIM.» 

Sania Roía át To*y. Septiembre 20 de 1015. 

Autos y Vistos: Atento el dictamen fiscal tjuc precede y 
los fundamentos del auto de fojas 3 del señor juez exhortado, 
doctor E. F. Newton, 

Y considerando: 

Que la interpretación riada por el señor Agente Fiscal, y 
señor Juez de Instrucción exhortado, al art. 4.", no es la que 
entiende el infrascripto; pues esa disposición se refiere al Jefe 
de Policía y sus agentes» imponiéndoles el delier para detener 
(inciso b) a aquellas personas contra quienes haya indicio» 
vehementes de culpabilidad, o semiplena prtielia de ella, debien- 
do ponerlos inmediatamente a disposición del juez competente. 
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«Jue el infrascripto ha solicitado la detención de* sujeto 
Julián Martínez Crespo por existir contra él, en oí proceso que 
s c le sigue, semiplena prueba de su culpabilidad, y mal puede 
fundarse la i>etic?ó:i de este juzgado en el auto del art. 366 del 
código de procedimientos criminales, cuando es prófugo y no 
lia prestado aún declaración indagatoria, por ello sólo se ha re- 
comendado su detención, privación fie libertad individua!, muy 
distinta de ta prisión preventiva» por cuanto esta lleva consigo 
sobre el reo la ficción de su responsabilidad penal (Arts. 366 y 
411 Código de Procedimientos Criminales), mientras que la 
primera puede cesar a raiz de su indagatoria,, elemento que es 
indispensable en el proceso que se le sigue. 

Que el infrascripto, 110 está tic acuerdo con la resolución 
del señor juez exhortado, además, por cuanto el caso presente, 
está previsto en el art. 374 del código de procedimientos crimi- 
nales, en forma clara e inequívoca,. al decir: *'con transcripción 
del auto en que se ordena la detención o prisión", y si ello no 
fuera suficiente, permitomc llamar de IT. S. la atención sobre 
el titulo 17, art. 303 Código de Procedimientos citado, sobre 
las situaciones que pueden provocar la detención y su diferencia 
con la prisión preventiva ( véase pág. 447 y 448, primer tomo, 
Malaga rriga y Sasso, sobre las causas que motivan la detención, 
inciso a) de simple indagación sumaría y b) de sospechosa 
criminalidad). 

<)ue en el deseo de evitar una cuestión etitre jueces de una 
misma jurisdicción, de idén ic;is facultades y sometidos a una 
misma ley, y siendo que el señor juez exhortado no se funda en 
su propia competencia porque no es el caso, ni tampoco en la 
duda de si et requerido es o no, la persona solicitada, que 
tampoco cabe, es en tal deseo que el infrascripto resuelve, que 
vuelva este exhorto al señor juez fie instrucción de Jn capital, 
doctor Newton, rogándole imprima a su requisitoria el mínimum 
de requisitos establecidos para el caso, que no es otro que c¡ 
de una simple detención y sujeción del procesado ante el infras- 
cripto, juez natural, quien, velando por el interés general, per- 
signo la averiguación y represión de un delito si lo hubiere. 
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Reitérese en consecuencia el exhorto de fojas uno. por 
mis fundamentos y los del presente auto. — Severo González. — 
Ante mí : José M;. de la Cámara. 



Amos y Vistos: RJ presente exhorto fiel señor juez letrado 
de Santa Rosa de Toay, doctor Severo González, solicitando la 
detención de Julián Martínez o Julián Martínez Crespo, y con- 
siderando : 

Que en el auto de fojas 3, se indican los c:isos eri que pro- 
cede la privación de ta liliertad, ya sea la detención, ya sea la 
prisión preventiva. 

Que el señor juez exhortante, no puede pedir otra cosa, 
(pás que la extradición, aún cuando no se sirva en el exhorto 
de esa palahra, por cuanto, detener a una persona, y ponerla 1 
su disposición, importa acordar la extradición, para lo cual, 
es necesario haher dictado la prisión preventiva, art. 675, inciso 
1." del código de procedimientos en lo criminal, y tal cosa no 
ha ocurrido, toda vez que el alcance del art. 374* no es otro, 
que el referido en el auto de fojas 3. 

Que por otra parte, aun cuando procediera la detención, no 
podría sin cometerse una arbitrariedad, decretar ta captura de 
una persona, a quien se le han acordado treinta días para pre- 
sentarse. 110 constando en estas actuaciones, nt siquiera, si lia 
comenzado ese plazo. ~ 



Por tanto, y de conformidad con lo manifestado por el 
señor agente fiscal, resuelvo: mantener la resolución de fojas' 
3 y devolverlo al señor juez exhortante con oficio de atención. — 
E. F. Kexvton. — Ante mí: A. Gareia Rams. 



RKsioi.rcjox del jn:z di: instrucción 



Bumoi Aire». Octubre 13 d* mi. 
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Buena* Airrt Diciembre 2ft ét t9tS. 

Vistos los antecedente* d.*l conflicto suscitado entre el juez 
léírado del cernen .le la Pampa Central y otro de Instrucción 
ríe la capital con motivo de negarse este a" dar cumplimiento a! 
exhorto en que aquél le pide la detención del procesado Julián 
Martínez Crespo a mérito tic un auto en que se expresa lo 
siguiente: "Resultando de las constancias de autos indicios 
vehementes de culpabilidad en centra del procesado Julián 
Martines o Julián Martínez Crespo, decrétase su detención, a 
euyo efecto se recomienda su captura a las autoridades del 
territorio, librándose el corres|H,ndÍeiitcs oficio a la jefatura 
de ]K>!íc¡a, sin perjuicio de <er llamado por edictos que se 
publicarán por el término de ley en el líoetin indicia! de la 
Capital Federal y en la Capital, para que dentro del término 
expresado comparezca a presencia del infrascripto a prestar 
declaración indagatoria y ésta* a derecho, bajo apercibimiento 
de que sí así no lo hiciere será declarado contumaz, siguiéndose 
la causa en su rebeldía. " 

■ 

Y considerando: 

Que las razones que informan la disposición ilel art. o." de 
1a ley numero 4055. justifican la intervención de esta Corte, en 
el caso, dado que se trata en realidad de un conflicto entre 
jwecég de distinta jurisdicción y que, además, en su resolución 
está interesada la mejor administración de justicia que esta 
Corte del» procurar sea una realidad a mérito de la superin- 
tendencia que sobre los jueces federales y letrado* de los terri- 
torios le acuerda e! art. 10 de la ley citada y el art. 2," de la 
ley número 7099 (Fallos, tomo 108. pág. ¿02 ; tomo ira pá- 
ginas 205 y 217). 

Que no aparece claramente determinado en el exhorto di 
fojas 1, !o que se reclama por el juez letrado del territorio al 
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transcribir un auto <lc detención y a la vez de emplazamiento» 
dado que el juez exhortado citando las disposiciones del código 
de procedimientos en lo crimina) sobre detención y sobre pri- 
sión» agrega que "lo que autoriza la extradición tratándose tic 
un procesado es la orden de prisión, articulo 675, inciso 1."", y 
de su parte el juez letrado del territorio en el auto de fojas 6 
expresa que sólo se ha recomendado ta detención del reo» a la 
vez que invoca el dictamen de su fiscal según el cual no se ha 
solicitado la extradición (fojas 5 vuelta). 

Por ello, oído el señor Procurador General, se devuelven 
estas actuado íes al señor juez letrado del territorio de la Pampa 
Central para que determine con precisión las medidas que so- 
licita. 

A. Deruejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E. Palacio. — 

J. FlCUtiROA Alcorta. 



CAUSA CLV1I 



Criminal contra Bernardo o Bernardina Sosa y otros, 

par homicidio 

Sumario : Es justa la sentencia que conde 1a a la pena de vein- 
ticinco años de presidio a los autor* i del delito de homi- 
cidio perpetrado con las círcunstanci .* agravantes previstas, 
en los incisos 2, 4 y 13 del articulo 84 del código penal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Vfttaa, Ptbrcro II dt I9H. 

Y Vistos: 

Ksta causa seguida de oficio contra Bernardo o Hernardino 
Sosa, José Miguel Trafilao, Antonio Curruhinca, Pedro Gonzá- 
lez, Francisco Romero, Juan Pintos, José Rodríguez y Juan 
Santos (a) Culumaicún, por homicidio en las personas de 
David y Raschíd liaine y contra Juan Santos (a) Cuilimaicún, 
por disparo de arma contra Juan Pintos» de la que resulta: 

i.° Que a 6 de Septiembre de 1908 un vecino de Ltfiuao 
Grande, Andrés Ramirez, acompasado de su peón Antonio 
Rucal, encontró próximo a un camino un bulto que te llamó la 
atención, por lo que indicó a Rucal observara qué era y levan- 
tando la k>na que lo. tapaba, quedó a! descubierto una pierna 
humana ; oue ordenó Ramírez volver Ja lona a su lugar dando 
cuenta a la autoridad policial jior medio de la carta de fojas 1 
en la que se ratifica a fs. 2. 

2. Que practicada a fs. 4 la inspección ocular, s e encon- 
traron objetos y mercaderías propias de los llamados "turcos 
ambulantes" que cubrían dos cadáveres en completo estado de 
putrefacción y por tos documentos hallados en las ropas de 
uno de ellos, se supuso que fuera David Baine, cuya sospecha 
también apoya un sello de lacre con inscripciones en árabe, en- 
contrado entre las ropas. 

Í* Q" e según «I informe pericial de fs. I0 t ambos cadá- 
veres presentaban lesiones grave* en la cabeza con fractura del 
cráneo, que les había ocasionado una muerte instantánea; el 
arma ha sido un cuerpo duro: una de las victimas tenia el 
rostro completamente desfigurailo y el fallecimiento se produjo 
unos cinco meses antes, es decir, en Mayo de 1908. 

4-° Q«e iniciada la averiguación del caso por el comisario 
instructor a raíz de la declaración de Francisco Ramírez, de 
fs- 53- ™ 'a q*ie este procesado confiesa haber presenciado el 
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crimen, se procedió a detener a los presuntos autores, siendo 
ellos Bernardo o Benardino Sosa, José Miguel Trafi'ao, Pedro 
González, Antonio Curruhuinca, Francisco Romero, Juan Tin* 
tos, José Rodríguez y Juan Santos, y por confesión de Romero, 
Curro feiinca. González y Pintos se establece que reunidos tos 
nombrados en el rancho de Trafilao, éste y Juan Sosa les pidie- 
ron su ayuda para matar a los turcos y- robarles el dinero que 
llevaban, indicándose el rancho de Pedro González como el 
lugar conveniente para llevar a cabo et intento; que al día 
siguiente volví er n a juntarse todos en lo de González a excep- 
ción de Santo* (a) Collimaicún, y siendo como las diez de 3a 
noche, después que las victimas se acostaron y durmieron en 
seguida debido a que se les embriagó con toda premeditación, 
Trafilao y Sosa armados de palos, asestaron fuertes golpes en 
la cabeza a los infelices turcos los que fallecieron en el acto; 
entre tanto los otros procesados permanecieron en el lugar del 
hecho sin tomar parte activa en la ejecución del crimen. Mien- 
tras Sosa se encañaba sacando la mascarilla a una de las victimas, 
Trafilao registraba los bolsillos, hasta encontrar dentro de una 
media la cantidad de novecientos o mil pesos, que guardó, 
siendo luego repartidos entre todos los que habían presenciailo 
el hecho. Los mismos acusados Trafilao y Sosa llevaron los 
cadáveres, primero a Cura Huf. y luego al lugar donde fueron 
hallados por el denunciante Ramírez. 

5. * Juan Santos está también acusado de disparo de arma, 
contra Juan Pintos, hecho sobre é! cuando lo agredió a aqoé! 
con un cuchillo como lo declara a fs, 2io, confesando que se 
vio obligado a defenderse. 

6. " Que decretada la prisión preventiva de los nombrados, 
prevenidos, se clausura el sumario y el Ministerio Fiscal se, 
expide a fs. 235, solicitando para Trafilao y Sosa Ta pena de 
veinticinco años de prisión y accesorios legales, como jefes 
del complot : para Currtihuinca, quince años de presidio y acce- 
sorios legajes y para Santos González ocho años de igual pena 
y accesorios legales, como encubridores de los homicidios y ro- 
bos; para Romero, Pintos, Rodríguez y Santos, como encubrí- 
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dores de los mismos delitos, tres años de prisión y accesorios 
legales; y finalmente para Santos tres años de prisión como 
autor del delito de disparo de arma y lesiones a Juan Pintos. 

7. " Corrido traslado ile la acusación fiscal a los respectivos 
defensores, es evacuado por el de pobres, como defensor de 
Sosa, González, Cnrnihuinca, Pintos, Romero y Rodríguez a 
fs. 300 pidiendo ía absolución a mérito de las razones que 
expresa; a fs, 313 |>or el defensor de Trafilan quien pide tam- 
bién la absolución de su defendido. 

8. ° Que abierta la causa a prueba se renuncia a ella por 
ios señores Fiscal ad hoc y defensores, llamándose autos para 
sentencia a fs. 317 vta. 

Y considerando: 

1." Que el cuerpo de! delito consta por la inspección ocular 
de fs. 4, informe pericial de fs. 10 y testimonios de actas de 
defunción de fs. 157 y 158, y está comprobado que las víctimas 
eran David Baine y Racfiid Baíne, como también consta e! 
robo de mercaderías ]x>r los secuestros efectuados y cuyas 
mercaderías han sido reconocidas como pertenecientes a los 
nombrados líaine. 

2*° Que los acusados Francisco Romero, Antonio Cu- 
rruhuinca, Pedro González y Juan Pintos, confiesan en sus 
declaraciones indagatorias de fs. 53, 61, 125 y 93, haber pre- 
senciado la ejecución del crimen y que éste fué llevado a calió 
por José Miguel Trafilao y Ilentardo o Bernardino Sosa, siendo 
éstos también los que el día anterior habían invitado a los 
primeros a convenirse para dar muerte a los hermanos Baine 
y robarles el dinero que llevaban, La prueba real del complot» 
suficiente a establecer sin lugar a dudas que él existió entre 
Sosa y Trafilao y los otros procesados, no se ha reunido en 
el proceso ¡>or más que ello se suponga desde que casi todos 
concurrieron a la casa de González sabiendo o sospechando 
que allí se iba a consumar el hecho. No existiendo esa prueba 
del "convenio o concierto de voluntades" que caracteriza el 
complot, máxime cuando Santos parece no estaba conforme y 
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no concurrió al rancho de González, y aplicando el principio 
de derecho criminal que la «tuda favorece al reo, corresponde 
declarar comptotados para «lar muerte a los turcos, liaine, s6- 
lo a Sosa y Trafilao, y considerar a los demás como encubrid' i- 
res del mismo delito (Arts. 25 y 42 del Cód. Penal). 

,3." Que la pnieba acumulada contra Sosa y Trafilao, la 
constituye el testimonio de tos coacusados, Romero, Citrriihin- 
ca, González y Pintos (fs¡ 43, 6l, 125 y 93 >, quienes afirman 
fueron aquéllos quienes dieron muerte a los hermanos Baine; 
por su parte ellos niegan haber cometido tal delito (fs. 80 y 
88). Teniendo en cuenta una serie de detalles, comprobados en 
autos, como el derroche de dinero por parte de Trafilao, su 
cambio en la manera de vestir etc., el testimonio de sus coa- 
cusa(fos tiene un valor probatorio, del que carecería en absoluto 
sino estuviera robustecido por las circunstancias apuntadas; 
esos testimonios y esas circunstancias constituyen prueba sufi- 
ciente para considerar a Trafilao y Sosa como autores del he- 
cho. 

4.* Que el delito cometido por Trafílao y Sosa es el pre- 
visto en el Cap. I, art. 3". letra b) de la ley 4189, y la pena que 
correspondería aplicarles seria la de muerte, si a ello no se opu- 
sieran el tiempo transcurrido y la falta de prueba directa i art. 
83 inc. 8 y art. 55 del Cód. Penal ; siendo \x>t tanto aplicable la 
pena que establece el inc. 1." en su máximo, o sea, veinticinco 
años de presidio, por concurrir las agravantes números 2, 4 y 
5 del art. 84, Código Penal. 

5. Que a los procesados Francisco Romero, Antonio Cu- 
rnihinca, Pedro González, Juan Pintos y José Rodríguez, contó 
cneubridorres del delito de autos, corresponde aplicar la pena 
que establece el art. 43 del Código Penal, o sea cuatro años de 
prisión, a mérito de no concurrir circunstancias atenuantes ni 
agravantes. 

6. a Que el procesado Juan Santos, confiesa haber hecho un 
disparo de arma (revolver) contra Juan Pintos y aunque fal- 
ta la prueba de la lesión por cuanto no se agrega en autos, el 
informe pericial, corresponde aplicarle la jwna de clos año* de 
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prisión de acuerdo con lo dispuesto en el Cap. II, art. 17 inc. 
6." ley citada. 

7." Por estos fundamentos, disposiciones legales citada* 
y concordantes de la acusación fiscal, fallo: condenando a Ber- 
nardo o Bernardino Sosa y José Miguel o Miguel Trafilao a 
sufrir la pena de veinticinco años de presidio, accesorios legales, 
rectusión solitaria en los aniversarios de! crimen por treinta 
«fías y sujeción a la vigilancia de la autoridad por cinco años, 
con costas; a Francisco Romero,, Antonio Curruhinca, Pedro 
González, Juan Pintos y José Rodríguez, a sufrir la pena de 
cuatro años fie prisión y accesorios legales, con costas; y a 
Juan Santos (a) Cullimaicún a sufrir la pena de dos años de 
prisión, accesorios legales y costas. Notifiquese, y ejecutoriada 
que sea, elévese en consulta a Ja Exma. Cámara Federal de 
A relación. — Santos Pcmra. — Ante nú: Ramón E, Esfrthe. 
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Lt PUti, OkltBbfC 30 dt 1614, 

Vista esta causa criminal, venida jior apelación de los reos 
Miguel Trafilao y Bernardino Sosa contra la sentencia de fo- 
jas 320, por muerte y rolío a los hermanos David y Raschid Bai- 
ne, turcos, mercachifles, en la noche del 16 al 17 de mayo de 
rooR a inmediaciones de Charicó, paraje Silguao Grande Santa 
Rosa de El Cuy, Rio Negro. 

Resulta de autos, que el 16 de mayo, como supieran Ber- 
na rdino Sosa y José Miguel Trafilao que los turcos David y 
Raschid Baitie seguirían viaje al día siguiente, "formaron com- 
plot" y llamaron a Antonio Citrruhinca. a los hermanos Juan 
y Ramón Pintos y a Francisco Romero, y reunidos en la pieza 
de Trafilao, les habló de esta manera: "paisanos, los hemos 
Mamado para que nos ayuden a matar esos turcos", y se pu- 
dieron de acuerdo resolviendo esperar a los turcos en el puesto 
de Pedro González. 
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Que fué convenido que los embriagarían para «juc se "dur- 
mieran bien", y antes ele disolverse la reunión Sosa y Trafila» 
Ies dijeron que ellos se encargaban de dejar tendidos "jior 
allí, ti raijos a los muertos . , 

El 17, en efecto, cómo se había convenido, llegaron a casa 
de l'edro González, primero Sosa y después otros varios y a 
las cinco y media de la tarde los hermanos David y Raschid 
ttaine, resueltos a pasar allí la noche. 

Ya entrada ésta, Sosa invitó con caña a los hermanos tur- 
cos, tjuienes al principio no quisieron tomar, |>ero como Sosa 
lo= instara diciéndoles que asi dormirían mejor, los turcos 
bebieron. 

Como a las ocho más o menos salieron los hermanos turcos 
diciendo que se iban a dormir y entonces Sosa, Ies dijo une 
larmicran en la pieza, puerto que había lugar, a lo que acce- 
dieron, pues hacía mucho "írío", acostándose ambos en sus 
recados el uno al lado del otro, durmiéndose en seguida, debido 
al cansancio y a la bebida. 

A las diez empezaron a roncar fuerte. . , Sosa y Trafilan, 
armador de tíos gruesos palos de roble seco, el primero al lado 
de David y el otro donde dormía Kaschid, aplicaron a un níis^ 
mo tiempo, un golpe en la calaza de sus respectivas vid i mas. 
dejándolas sin conocimiento, 

David recibió el golpe e:i la sien derecha, "desgarrándole 
la oreja". 

Acto seguido Sosa sacando un cuchillo desvaró tí ida la 
parle de la cara de Rascliid, los ojos, la nariz y los labios, "para 
que no fuese conocida la victima". 

Al dia siguiente fueron transportados los cadáveres por 
Sosa y Trafilao a un cerro alto en cuya falda fueron ocultados: 
en el mes de Junio más o menos, el dia cinco, en los mismos 
caballos que llevaban las victimas, transportaron ésla* del cerro 

donde se encontraban, al Ingar donde los halló la policía 

tallándolos con las bajeras, matras, plumas de avestruz, cerda, 
largando los caballos después... Sosa se entretenía en hacer 
"mofa" y reírse del pedazo de carne que habia arrancado a 
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una de las victimas, con ojos, nariz y labios en forma de careta, 
y desplegándolo, se puso a mirarla a través del candil diciendo: 
"a éste, no fo conocen más". 

Tal es ti aniñe tiiscrcpattdi t la narración de los coprocesa- 
,iíis Romeros, Ciirnthuinca, González y Juan Pintos, de la cual 
se desprende míe Sosa y Trafilao, han cometido el delito pre- 
visto en el art. 17 inc. 3." sub inc. a), Cap. I "Delitos contra 
la vida", ley ele reformas al Código Penal. 

Aunque Sosa y Trafilao niegan toda participación en el 
cobarde sacrificio de los hermanos Baine, con o sin partici- 
pación de los cooprocesados nombrados, alegando una coartada, 
«me «i tan siquiera han intentado probar, no cabe duda <me la 
tuvieron en la forma brutal y alevosa que ha sido expuesta, 

Pero, la defensa objeta que c! testimonio de los cooproce- 
sados o cómplices, es absolutamente inhábil, en orden a lo 
dispuesto en el art. 276 del Código de Procedimientos, para 
hacer plena prueba, acerca de la culpabilidad, no sirviendo 
"sino para simples indicaciones y al solo objeto de la indagación 
sumaria". Y si bien en tesis general estas declaraciones son 
siempre sospechosas y por lo tanto indignas de la fe completa 
que merecen los testigos hábiles, esto no quiere decir que w 
'¡¡tilos no sirvan pata nada en este proceso a punto de consi- 
derarlas contó no existentes, ya que según el artículo 277, e<;ta 
inhabilidad es relativa y solo tiene lugar, en tanto cuanto tos 
testigos pueden ser inspirados por su interés, dado su situación 
personal respecto del procesado. 

I>e manera que el criterio con que han de ser analizadas 
las declaraciones de los cómplices o cooprocesados, debe ser en 
extremo circunstancial, en armonía con el espíritu que informa 
el artículo citado, pues de otro modo, el "legislador renunciaría 
gratuitamente al único medio, en más de un caso, de llegar a 
convencer al verdadero culpable, obstinado en negar los liechos, 
si se rehusara absolutamente todo valor a la tkposición íte un 
cómplice, cuando las circunstancias de la causa neutralizan 
(como sucede en el caso) los motivos de sospecha que de ordi- 
nario se levantan contra ella, como en el caso, que el culpable ha 
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confesado plenamente su crimen y su deposición contra su 
cómplice, no encierra reticencia alguna, que haga sospechar 
míe espera para si alguna ventaja directa (Mittermayet). 

En el caso de autos, la uniformidad de los coprocesados 
en cuanto acusan a Sosa y a Trafilao, como autores principales, 
en concordancia con muchos detalles del crimen y otros ante- 
cedentes que se hacen resaltar en la prolija vista fiscal de pri- 
mera instancia, neutralizan los motivos de sospecha que pudiera 
suponerse a los coop recesados y demuestran que sus declara- 
ciones, no son fruto de la fantasía, o de un convenio previo 
para perjudicar a Sosa y Trafilao, ea beneficio de ellos, úni- 
camente. 

Se concebiría este convenio, si los declarantes no abun- 
daran en numerosos detalles en la relación del nefando crimen, 
pero ante la unanimidad del relato, en los hechos principales, 
fuerza es apartar la idea del convenio previo para declarar en 
un sentido determinado, ya que ello supondría una inteligencia 
y habilidad muy superior a las que se Ies puede atribuir i 
ios autores del complot. 

Y que el complot ha existido lo demuestra la vista fiscal 
recordada no sólo en relación a los apelantes, sino a todos los 
condenados, siendo de lamentar que este tribunal no pueda 
rever el fallo en todas sus partes, toda vez one no hay abla- 
ción capaz de habilitarlo para tal cosa. 

Los cop recesados han confesado paladinamente su parti- 
cipación en el homicidio, participación que Sosa y Trafilao, 
no han objetado fuera más culpable que la confesada; no hay 
reticencia alguna que haga sospechar que esperan para si una 
ventaja directa y si alguna han obtenido en definitiva, con la 
benignidad de la sentencia, que junto con el ministerio público 
han consentido, ella es independiente de la hipótesis de una 
confabulación preparada de antemano y debida únicamente a 
ia calificación legal errónea de la partícipaciún declarada. 

No es cierto que el coprocesado sea, por si mismo, un 
testigo inhábil absolutamente, bajo el imperio de nuestra legis- 
lación represiva actual, como lo era bajo ia vigencia de las 
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Itm «le partidas en el caso de] y$. pág. zfr de los Fallos 
de la Suprema Corle de Justicia Nacional, sino „„ testigo 
sospechoso únicamente. Pero la sospecha que se apoya en una 
presunción desfavorable, puede desvanecerse en un caso dado 
y dar lugar a una firme creencia en la veracidad del declarante 
0011)0 <k^P^'«í en el caso actual ante la uniformidad de lol 
copeados en todos y cada uno de los repugnantes episodios 
de la particqiación atribuida por ellos, a los autores principales 
Sosa y Frafilao. 

Una condición csjwcial exigida por la sana critica, para 
la validez de! testimonio de un cómplice, sería la certeza de que 
no existe enemistad entre él y el individuo a quien nombra. 
i>osa ni 1 rafilao, no Iran ni siquiera sugerido que tal cireuns- 
tancia existiera entre ellos; al contrario, sostienen que no cono- 
cen a -sus pretendidos cómplices. 

Trafilao dice que como él "es un simple gaucho, los otros 
quieren echarle la culpa |>ara salvarse ellos", y Sosa, que le 
quieren echar la culpa a él, porque los otros están perdidos, y 
por más "gaucho" e! declarante, quieren acumularle delitos 
que no es capaz de cometer. 

A mayor abundamiento hay algunas circunstancias o indi- 
cios sttgerentes que concurren a sustentar la responsabilidad de 
los reos. 

Que tal así resulta, no ya porque dichos testigos hayan 
presenciado estos delitos en la soledad fiel lugar en que se 
perpetraron, sino porque siendo allí, y en sus inmediaciones, 
casi los únicos habitantes a más de íos inculpados, como todos 
lo dicen, ,y se ve de las indicaciones def croquis de fs. 14, pn- 
dieron llegar a conocerlos, y así ha sucedido que al conoci- 
miento aislado de uno, sobre cierto detalle, se agregó el de 
otro, y luego otro, y otro más, procedentes de Jas declaraciones 
tn privado, de algunos de los mismos inculpados y su género 
-le vida casi a raíz del suceso, como que siendo además pobres 
iie solemnidad, se mostraron a los ojos de todos los vecinos 
vestidos de ropas nueva?, y con dinero que gastaban sin mayor 
moderación, y a veces con alarde, y en términos sospechosos, 
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i muy especialmente Sosa y Trafilan sin que hayan intentado 
siquiera, la prueba de su procedencia. 

A esto hay que agregar la circunstancia que se infiere y 
resulta de la desaparición o fuga del menor Francisco Trafilao 
que vivía solo en ta proximidad del lugar del delito con el 
segundo de dichos procesados, su hermano, y respecto del cual 
declaró la testigo Margarita Domingo al comisario sumariante 
en las primeras diligencias practicadas por este funcionario, 
que iba (Francisco), después del 17 de Mayo todas las noches 
a su casa, lo que le llamó la atención, y que a su pregunta le 
contestó Francisco que iba porque su hermano se bahía ausen- 
tado y tenía miedo. . . reconociendo ella que estalla aterrori- 
zado. . ., causa por la que lo despidió, no queriendo cargar con 
resptmsabilidades.. . ífs. 49 y 49 vta,). 

Que el tribunal considera atendibles tas razones aducidas 
en la defensa de fs. 338, en relación al término de la recAojión 
volitaría en los aniversarios del crimen. 

Que a pesar de encuadrar la responsabilidad de los pro- 
cesados, en la disposición legal recordada, no es posible aplicar 
la pena de muerte que allí se señala, por cuanto median las 
circunstancias enunciadas en el inc. 8.° art. 83 y en el articulo 
55 Código Penal. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia 
apelada de fs. 320, se confirma en cuanto condena a Rcrnardo 
o Heniardino Sosa y a José Miguel o Miguel Trafilan, a la 
pena de veinticinco años de presidio y accesorios legales. — 
R. (¡nido Lavatíe. — Marcelino Escalada. — José Marcó. 



FALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

1 

•«••01 Alrtt, Dkic«brt 30 é* 1915. 

Vistos y considerando: 

Que la existencia del delito de homicidio perpetrado en las 
perdías de David y Raschid liaine, t y que lia motivado la 
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formación de este proceso, resulta plenamente demostrado, por 
la denuncia cíe fs. i, ratificada a fs. 3; inspección ocular a que 
se refiere la diligencia de fs. 4 a 6; el informe pericial Uc fojas 
9 y i 09 y partidas de defunción de fojas 157 y 158. 

Que está igualmente comprobada la responsabilidad de los 
procesados Bernardo o Uernardino Sosa y José Miguel o Mi- 
guel Trafilao como autores principales de este delito, ejecutado 
con Jas circunstancias agravantes de alevosía y premeditación 
y en el silencio de la noche a que se refieren los incisos 2 f 4 
y 13 del articulo 84 del Código 1'enal. 

Que esta pruet>a resulta de las diversas diligencias prac- 
ticadas durante ia sustancíación de esta causa y de la que se 
Iiai'c mérito en la sentencia afielada, diligencias que reúnen los 
requisitos legales y que teniendo una relación directa con el 
delito pueden fundar una opinión sobre la existencia de los 
hechos delictuosos cometidos y penados en el caso por el artículo 
1;, inciso 3i le' ra a) de la ley 4189 y de la responsabilidad de 
lus reos: no obstante lo taega<lo por la defensa. Artículos 357 
y 35^ Código de Procedimientos en lo Criminal, y Fallos, tomo 
91, pág. 220 y otros. 

Vor ello y sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de fs. 346, Notifiouese con el original y de- 
vuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Socar, — D. E. Palacio. — 

J. KlCUEROA AlXORTA. 
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Emilio Molina Carranza cu autos con el P. de la provincia 
de Buenos . tires por iticonstitucionalidad de íá lev y deas 
to f sobre remoción de secretarios. Recurso de hecho. 

Sumario : Durante la tramitación tic un recurso fie queja ¡v, r 
apelación denegada, e* improcedente la recusación sin cau- 
sa de ministros de la Corte Suprema. 

Caso: Con posterioridad a la deducción del recurso, fué nom- 
brado >Iini>tni ríe la Corte Suprema el doctor jW Figuc- 
roa Alcorta, y al tener conocimiento de dicha designación 
el recurrente invocando dis|>o5ic¡oiies de la ley número 
3366, lo recusó sin causa. 

El Tribunal no hizo fugar a ello dictando d siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

•■«oí Aires, Novicnbrt 18 ét 1915. 

Xo siendo procedente la recusación sin causa de !os .Mi- 
nistros de la Corte Suprema durante la tramitación de los re- 
cursos de hecho con arreglo a lo dispuesto en el articulo 1." de 
la ley número (Fallos, tomo 111, pág, 271 ; 120. pág. 253 
y otros,», no ha lugar. 

A- Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 



m For omliiAn no fué fablica $ft tn iu «portumd.id. 
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NOTAS 

J\n 7 de Diciembre e! tribunal no hizo lugar a la queja 
presentada por ilon Antonio Piaggi en autos con don Félix 
<Vmicz, sobre cobro hijíotecario [tar no referirle a Ta Corte el 
recurso interpuesto y denegado, establecido por el articulo ^40, 
inciso t V' de! Código de Procedimientos de la Capital. 



Ku la inicua fecha fué igualmente desechada la queja inter- 
puesta por don Pedro Gigante contra la resolución del Superior 
Tribuna! de justicia de la Provincia de Córdoba, «pie denegaba 
la apelación para ante la Corte Suprema por cnanto el artículo 
9 ( ' c &í '*•*>* 4°55 citado, se refiere a cuestiones de competencia 
que se snseiten entre los jueces que en él se indican, lo que 
no eon<ta se hubiera verificado cu el caso del recurrente. 



1916 

Kt 17 de I -lucro de 1916, no se hizo lugar al recurso de 
tiftfow Corpus, interpuesto por el procesado 'Amé rico Toso, 
por no corresponder a la Corte Suprema e! ejercicio de juris- 
dicción originaria con arreglo a las prescripciones de! Código 
de l Vi iced ¡miemos en materia penal, 
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Don Antonio I'rers en autos con ¡os doctores Horacio Rodri- 
gues Larrcta v Joryc Giménez, sobre falsificación de ins- 
trumentos públicos. Recurso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del artículo 22 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, contra una 
sentencia fundada en principios generales del derecho, y 
míe no liace referencia a la lev especial del Congreso, mem 
Clonada \n>r el recurrente recién al inteqxuKT dicho recurro. 



DICTAMEN DEL W. PROCURADOR GENERAL 

i 

ButW Airw. «etubre JB «i IMS. 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto no encuadra dentro de los términos 
<Ie los arts. 6 de la ley 4055 y su correlativo el 14 de la tey 
48, por cuya virtud corresponde que V. E. se sirva declararlo 
bien denegado. 

La sentencia recurrida toma en consideración solamente 
la circunstancia consistente en el hecho de que la amnistía, cu- 
briendo con el olvido los delitos a que ella se refiere no admite 
que se instauren acciones ulteriores, cuyo efecto inmediato y 
necesario sería el reabrir el proceso, esto es, el hacer revivir 
et delito amnistiado. Este Fundamento, que por si solo determina 
el rechazo de la querella deducida en estos autos, no versa, 
ciertamente, sobre la discusión tic una ley nacional que sería 
en el caso la de amnistía, pues importa simplemente la expre- 
sión del principio que informa esa lev y 110 la aplicación de la 
ley misma. Por lo tiernas, ese texto legal ha sido invocado por 
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el recurrente en una forma incidental al sostener (|ttc el delito 
a que se refiere la querella no es un cielito electoral ni conexo 
con el electoral en cuya substanciación él mam fiesta que fué 
cometido, sino que es independiente «le aquel y provisto jx>r la 
legislación común ya que consiste en la f atsi f icación de docu- 
mentos públicos. Esta cuestión no ha sido materia de pleito de 
manera a constituir un punto del pronunciamiento de la senten- 
cia; y mientas, sí esta última hubiera tomado en cuenta ese 
punto, su apreciación implicaría una cuestión de hecho que es 
extraña al recurso extraordinario. 

Kn tales condiciones el recurso interpuesto no prucede; 
y no influye en esto, por otra parte, la circunstancia de haberse 
cuestionado acerca de las inmunidades que ai uparan a los acu- 
sados |Hir el carácter de magistrados; lo que nn fia sido objeto 
de la sentencia, que aliordó ¿a cuestión principal con cuyo juz- 
gamiento falla esta causa declarando improcedente la querella 
de que se trata. 

En atención a To expuesto, pido a V. K. se sirva no hacer 
lugar al recurso deducido. 

Julio Batct* 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

i * 

Butitot Aire», Ptbrtra • d* 1016. 

Vistos : 

Kí recurso de hecho por apelación y nulidad denegado, 
interpuesto por el doctor don Antonio Frers, contra sentencia 
de la Cámara Federal de la Capital» que declara improcedente 
la querella promovida contra los doctores Horacio Rodríguez 
Larreta y Jorge Giméiu% anulando en consecuencia todo lo 
actuado; y 

Considerando: 

Ouc ta nulidad como recurso extraordinario, no está com- 
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prendida en los términos ilel articulo 6,", ley 4055, según Jo 
reiteradamente resuelto >. 

Qite en cuanto al de ablación se lo finiría a fojas 17 vita- 
de] recurso expresando : '3". Que creo no contravenir a ningún 
precepto al repetir una vez más que al íterecho ele* acusar lo 
he fundado — conjunta c indivisiblemente — en los código* 
comunes y en la ley de amnistía I articulo 18 de la ley 8130 } 
que en cnanto lo Be íumlado en aquellos me lia sido reconocido 
y solo en cuanto lo he fundado en la última me ha sido desco- 
110c ido: que el fallo entraña así a todas luces el desconocimiento 
de lin derecho que yo el litigante he fundado cu una ley espe- 
cial del Congreso, y constituye por lo tanto el caso del inciso 3.", 
articulo í4 de la ley número 48, como lo ha declarado V. E, 
en otras dos quejas tan análogas a '.a presente que eran igual- 
mente contra el tribunal u iftíp y versaban también sobre desco- 
nocimiento — |K>r el mismo — del mismo derecho de acusar, 
eme los quejosos fundaban asimismo en una ley especial del 
Congreso, la de Elecciones Nacionales (quejas de don Manuel 
Ríos y de don Carlos 1*. Cabrera o don Knrique Alcántara en 
las causas de cormiicKui electoral contra don Luis García y 
don Juan Ortiz de Rosas re-peetivameme a fines de 1903 o 
principios de 1904)". 

ÍJue es de notarse qtic en el escrito de querella a íoja< 
8 y en los números 16, 17 y 18 del mismo, citados por el ape- 
lante a fojas (>2. solo aparece íncidcntalmcnte mencionada, cu 
general, «mío doctrina, una ley de amnistía, para decir que ella 
no ampara delitos comunes como los qnc acusa, fundado en 
disposiciones de derecho común, lo que demuestra que, recién 
«I interponer el recurso, menciona el número de la ley y entre 
paréntesis el articulo 18 de la misma. 

Que sin duda por ello, en la sentencia de fojas 39. no ac- 
rece que se. haya desconocido un derecho fundado en alguna 
disposición de la ley número 8130 y que haya sido cuestionado 
como lo exige, para la procedencia del recurso extraordinario, 
el artículo 22, inciso ú.% párrafo 3." de! Código de Procedi- 
mientos Criminales. 
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Ouc i>or el contrario» elidía sentencia, rumiándose en prin- 
cipio* generales de derecho, y sin reFcrcncia a una cláusula 
especial de ley también especial del Congreso, que no fué 
i»l>ort unamente indicada, ha declarado: "3." Que la amnistía 
produce el efecto legal de anular la acción penal y los proce* 
dimicntos a que ésta dió motivo, cerrando toda discusión a su 
respecto, de suerte que no es i*>sible, en el caso presente per* 
mitir que el amnistiado reabra el debato sobre la 'legalidad del 
procedimiento que ha ífuedado definitivamente anulado por 
una ley de orden público"; 

Oue los casos de jurisprudencia que se invocan en apoyo 
fiel recurso ¿Tallos, tonio 101, pág. 2\f\ \ tíiino tos. pág. 43) son 
diver-os del presente, entre otros motivos, }H>r<|Ue en aquéllos 
se puso en cuestión la conslitucionalidad de la ley 4311 y la 
resolución d c la Cámara Federal fué contraria al derecho que 
acordaba al acusador la ley número 4ifn, mientras que en el 
stib judicc no se pretende que la ley de amnistía número 8130, 
>ea contraria a la Constitución, en alguna de sus cláusulas, ni 
puede sostenerse que siendo una ley de perdón acuerde a los 
comprendidos en la misma, acciones ordinarias de derecho 
penal común, legislada- en los Códigos comunes. 

Por ello y con forme con lo expuesto y pedido por el Señor 
Procurador General, se declara no haber lugar al recurso inter- 
puesto. N'otifíquese original y repuesto el pape! archívese, de- 
volviéndose loa titttti principales con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo. — Nicanor G, dei, 
Sol>r. — D. E. Palacio. — 

J. FlCl'EROA AlXORTA, 
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/?om Ignacio Reyband (sus herederos) y doña Asunción Me- 
dina de Rovira, contra ia Empresa del Puerto del Rosario, 
sobre expropiación. 

Sumario: La nación no puede, a título de reglamentar el co- 
mercio y navegación de los ríos y <le habilitar puertos, ocu- 
par gratuitamente, de manera definitiva y permanente para 
la construcción del puerto del Rosario, terrenos de rí Itera 
del rio Paraná, que se hallan normalmente o de ordinario 
fuera de las aguas. 

2." \*o procede el juicio sumario de expropiación para 
fijar la indemnización, sino el ordinario acerca del mejor 
derecho sobre la cosa, en un caso en que el expropiante 
manifiesta que "los actores no han tenido la ¡hí sesión de 
aquélla, de tal suerte que toda acción derivada del derecho 
de propiedad como la que se ejercita cu este juicio, estaría 
ya prescripta". 

X a . Tara que se prescriba la acción rei vindicatoria, de- 
rivada del derecho de dominio e<¡ necesario que otra per- 
sona posea la cosa por el lapso de tiempo requerido, o sean 
treinta años, cuando se carece de título. Una demanda para 
que se condene a expropiar y pagar el precio c indemni- 
zación correspondientes, no importa, a los efectos de la 
prescripción, el ejercicio de una acción personal, prescrip- 
tible a los diez años; sino del mejor derecho sobre la pro- 
piedad o el cobro de su valor. 

4". Es de aplicación lo dispuesto por el articulo jp jo 
del código civil e;i un caso en que la ocupación que invoca 
el demandado es posterior al titulo que exhibe el actor. 

Caso : Los herederos de don Ignacio Rey batid y Asunción Me- 



DE JUSTICIA DE LA JiACION 



dina ile Rovira se presentaron ante el Juez Federal del Ro- 
sario, demandando a ]a Empresa del Puerto del Rosario 
|jor expropiación, por cuanto dicha Empresa ocupaba los 
lotes números 8 y io de propiedad de los actores, según lo 
coni]>rol>al>an con los títulos derivados de diversos acto; 
jurídicos que acompañaban. 

Kl representante de 1a empresa demandada argüyó que 
las playas de tos ríos naj>cgab]es nunca tuvieron una inde- 
pendencia y soberanía absolutas por cuja razón nadie |x>- 
día invocar el dominio sobre dicho* bienes en contra de 
los derechos de Ja Nación; que dichas playas son depen- 
dencias del dominio público y que .siendo bienes públicos 
no son susceptibles de propiedad privada. 

Substanciada la causa, el juez federal por idénticas 
consideraciones a las publicadas en la página ¿09 del pre- 
sente tomo y a las de otros fallos insertos en volúmenes 
anteriores, resolvió que la empresa demandada estaba obli- 
gada a expropiar Tos terrenos materia del litigio con arre- 
glo a la ley número 189. 

Klcvadocn apelación a ta Cámara, se dictó la siguiente: 



SKNTKNUA Di- C\\i.\ll\ Í-KDKRAI. DE Al'KLAftoXEs 

Rotulo. Maro 1» de 1914. 

Vistos y considerando: 

Que el recurso de nulidad entablado |ior Ja parte deman- 
dada, se funda en que el fallo del a quo no ha tratado una de 
las defensas fundamentales que lia invocado, o sea, ta excep- 
ción de prescripción que dice ha opuesto en la contestación a 
la demanda y de la que hizo mérito en el alegato. 

Que los actores, en su contestación a la expresión de agra- 
vios, a fojas 20/1, sostienen la improcedencia de! recurso jxir 110 
haberse opuesto en forma ta exce|K*ión y piden, para ei caso 
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que se declare la nulidad, qttc el tribunal se pronuncié sobre el 
fondo fiel pleito» de acuerdo con lo que dispone el articulo 236 
de la ley de Procedimientos. 

Que aunque la manifestación eme se hace en la contesta- 
ción a ja demanda ríe míe la acción entablada estaría proscripta, 
no implicara oiioiicr formalmente la excepción, al alegar cíe 
bien probad" la demandada la promueve en forma y pide reso- 
lución at respecto. 

Que pudiendo o]H>;icrsc la prescripción en todo estado del 
juicio anterior al tiempo en que la sentencia haya pasado en co- 
sa juzgada ( articulo 39Ó2 del Código Civil), el a qtto ha debi- 
do tramitarla y resolverla. 

Que la falta de trámite no ha sido reclamada, ni objeto de 
recurso alguno, y por el contrario la parte a quien directamente 
podía afectarle, formula la petición a que se refiere el conside- 
rando segundo. 

Que de acuerdo con la disposición de! articulo 13 de ta ley 
tle procedimientos, la sentencia definitiva ha de contener deci- 
sión expresa, positiva y precisa, con arreglo a las acciones de- 
ducidas en el juicio y habiendo ei inferior omitido considerar 
la cuestión de tjue se trata, lia faltado a dicha disposición, fw>r 
lo que la sentencia recurrida es nula y asi se declara (art, 233 
ley citada). 

Que declarada nula la sentencia y tic acuerdo con lo soli- 
citado por las jiartes y lo establecido por el art. 236 citado, co- 
rresponde que el tribunal provea sobre el fondo de la cuestión 
del pleito. 

Que la compra de los lotes materia del juicio que se dice 
efectuada por el Gobierno Nacional en el año 1872, no solo no 
ha sido probada sino que a fojas Í07 vta, se reconoce que el 
Gobierno no tiene titulo ni es dueño. 

Que no otra cosa resulta asi mismo del documento de fojas 
88, presentado por la [jarte demandada para demostrar la exis- 
tencia de la mencionada ojjcraetón de compra, jior solo resultar 
de él en lo que se refiere al punto en cuestión, qué |ior disposi- 
ción del administrador de rentas en Marzo 10 de 1872, se llamó 
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por los diarios tic esta localidad a los dueiW: de lr>s lotes tic te- 
rrenos situados m el Iwijo y demarcado en c! |>lano del muni- 
cipio con los números 6. 8 y 10 a fin de eo i venir la compra de 
dichos terrenos por cuenta det Superior Cobiemu de la X ación, 
liara la construcción de muelles y almacenes fiscales, y que, por 
no haberse presentado éstos, en Julio 25 del mismo año, en eum 
plimiento de órdenes ilel señor Ministro de Hacienda, la admi- 
nistración de Rentas toma posesión de los mencionados fotes 
bajo la base de ser abonados por la misma, quedando en teso* 
reria a disposición de los interesados, el importe que resulta 
corre>|Miiiderles. 

Como se ve, estos antecedentes, lejos de prolar la compra 
invocada, pruelfan todo lo contrario, desde que no habiendo con- 
currido los dueños al llamado que Ijés hizo el administrador 
de Rentas por medio de los diarios para convenir !a operación 
de compra venia, mal puede haberse producido el acuerdo de 
voluntades a que se refiere el articulo 1353 del Código Civil, 
sin el cual 110 puede existir dicho contrato de compra venta, fue- 
ra de que ét ha debido comproliarse por medio del titulo respec- 
tivo. Tampoco pruelian que lia habido expropiación. |*>r cuanto 
ellos no demuestran que se haya llenado previamente las con- 
diciones previstas por el articulo 17 de la Constitución Nacional 
y !ey ti". 180. 

Que 110 habiendo habido venta ni expropiación el Gobier- 
no carece de títulos por tales conceptos, y los dueñoos de lo¿ 
lotes no dejan de ser tales por simples disposiciones de carác- 
ter administrativo. 

Ouc tasando los actores su demanda en el derecho real 
de propiedad, la acción entablada que es la reivindicatoría cam- 
biada solo en cuanto a sus efectos, en razón de que a la fecha 
de la demanda habian ya sido declarados d * utilidad pública los 
bienes discutidos, no íe prescrtl* stno a los treinta años, de mo- 
do «pie la parte demandada ha dehidu eoniprotiar, careciendo de, 
titulo, su posesión en forma continuada por treinta años, lo (fuc- 
ilo lia hecho. 

Del domínenlo de f>. a 00 de que se hace mérito al 
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efecto, no resulta tal comprobación. I*a manifestación cjtic hace 
la Administración de Rentas tie que lia tomado im>scsíóii por no 
haber concurrido los interesados al llamamiento que se les hizo 
por los diarios para arreglar la compra cómo la mención une 
se hace at final de dicho documento, de que en 1885, en que em- 
pezaron las construcciones portuarias ]*>r administración, se 
instalaron talleres en la proximidad de los lutos, y que en 18(9 y 
l$7¿ se iniciaron ya los estudios del puerto por el Gobierno 
Nacional, no demuestran actos posesorios que puedan Servir de 
base a la prescripción y además, en el mismo documento se ex- 
presa que no ha |»odido fijarse con precisión, por falta de «lu- 
tos, Ja ¿poca desde la cual el Gobierno Nacional se encuentra 
en posesión de (os lotes, y concluye por referirse, como el pri- 
mer acto de ocupación a un i>equeño varadero que autorizó 
construir la Aduana de esta ciudad, varadero que fué instala- 
do» según informe de don Francisco Gravioti, aproximadamen- 
te en el año 1887, y que tomaba, a estar al plano de fojas 87, 
una pequeña porción del lote número 8. 

Que, i*>r consiguiente, la excepción de prescripción opues- 
ta, es improcedente. 

Que de los documentos públicos presentados por "los ac- 
tores con la demanda, resulta lo siguiente: Qtte en 18 de Octu- 
bre de 1856, el Gobierno fie Ja provincia vende a don Lorenzo 
Medina los lotes números 8 y 10 (escrituras ele fojas ti a U 
y 17 a 18} ; que Medina con fecha 2 de / *«u>> de 1H67, declara 
que la compra del lote número 8 lo hizo jior cuenta, encargo y 
con dinero de su hermana doña Asunción Medina de Kovira. 
por lo que hace constar que la verdadera dueña del terreno era 
su referida hernia na doña Asunción, apañándote de iodos los 
derechos de propiedad» 'xwesión y dominio, totk> lo cual fué 
aceptado por ésta, con ta venia de su esposo, don José Rovira 
(escritura de fs, 13 a 16), y que con fecha 26 de Noviembre 
de 1870, el mismo Medina vende a don Jgnacio Ke> band el lote 
número 10 (escritura de fs. 19 a 20). En todas estas escrituras 
«c hace constar que se expidió copla autorizada. 

Que el argumento que se hace con respecto a la posesión 
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ild señor Rey batid, no es fundado, no solo porque el titulo la 
presupone y es anterior a la posesión que ¡moca e! demandado, 
.sino también porque la tradición, podía hacerse en la época deí 
titulo, con la entrega de él según la ley. Ley 8, T. 30, Partida 3/. 

Que la olwcrvación que se refiere a los derechos de la 
señora de Korira, no afecta su titulo ni hace a la cuestión que 
se debate. Si el bien debe o 110 considerarse ganancial, j»or no 
constar el origen del dinero con el cual lo adquirió, y \mr con- 
siguiente, si tiene o no derecho a cobrar todo el precio es cues- 
tión que se resolverá en la oportunidad correspondiente. 

Que en el alegato de bien probado la demandada manifiesta 
no insistir de que lus terrenos aludidos son del dominio público 
nacional, pero soMiene al expresar agravios que procede la 
ocupación de ellos sin el requisito de ía expropiación con arre- 
filo a los fundamento* del fallo de la Suprema Corte en el 
juicio de expropiación seguido por la misma empresa contra 
la empresa Muelles y DejiósUos de Comas, en el que se esta- 
blece, en uno de sus considerandos, que la Xación no está suje- 
ta a pagar indemnización por la tierra bajo el agua que ocupe 
liara mejorar la navegación y que no baya sido antes utilizada 
con muelles, etc., i>or concesionario o adqnirentes de los estados 
jKirt indares. 

Que de autos se desprende que los lotes en cuestión, si 
bien se encuentran dentro de la cota 5,20 no se encuentran per- 
mane nteinente lia jo el agua, por lo que, de acuerdo con lo que 
tk-ne establecido ésta Cámara en el juicio seguido contraía mis- 
ma empresa por el Ferrocarril Córdoba y Rosario, el caso no 
se halla en las condiciones de excepción que presupone el fallo 
mencionado de la Suprema Corte que se refiere únicamente rf 
Tos terrenos |»ermanentemente cubiertos por las aguas de ríos 
navegables. 

Que en consecuencia, habiendo presentado los actores títii- 
los en forma que prnel>an su dominio, y resultando de autos 
que los lote* cuestionados han sido destinados al servicio pú- 
blico jmr ley del Congreso, lo que jos hace irreivmdicab!e¿ 
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en especie, 1a arción entablada por cobro <1et preció e indem- 
nización es procedente, 

Qtie como lo tiene establecido la Suprema Corte y esta 
Cámara en casos análogos, la condenación en costas no corres- 
ponde imponerlas al vencido dada la dificultad de la* cuestio- 
nes debatidas. 

l*or c*to se resuelve: no hacer tugar a la excepción de 
prescrijKióii y condenar a ta demandada a pagar el valor de 
tos terrenos materia del juicio a la época de la ocupación según 
justiprecio de peritos, con arreglo a la ley número 180,, con los 
intereses a e>tilo de los que colira el I lauco de ta Xació;i Argen- 
tina desde la misma fecha, y demás indemnizaciones míe pu- 
dieran corresponder de acuerdo a la citada ley número 
Sin costa-. Insértese, hágase saber y devuélvase debiendo repo- 
nerse el sellad. > a:iu- el inferior. — Joú thl Runo. — J. P. 
Luna. — Xiwftis l \ra Barros. 

FALLO mt L A COSTE StTKKM A 

Buena* Airei, Febrera 5 de l&lfi. 

Vistos y considerando: 

Ti ir lo-* fundamentos en U* pertinente, de l(»s falto-i tic 
e~ta Corte; tomo 1 1 1, páginas 179 y 107: tomo 1 if>, página 305: 
tom» un. ] agina ij¡-|; tomo i_m, página .148 y otros, y con- 
siderando además: 

Oue don Diego del Castillo. ]>or tos herederos de don 
Ignacio Reyliand y por doña Asunción Medina de Rovira, de 
mandó a la Kmpresa del Puerto del Rosario, para tpie se la 
ciindene a expropiar y a pagar el precio e indemnización eorres- 
]K>n;licnte a dos lotes de terreno pertenecientes a sus mandan - 
tei que ocupa indebidamente dicha empresa en la zona (pie 
Comprende !a obra fiel mencionado puerto (fojas 

. One corrido traslado de la demanda la Kmpresa entre 
Otras defensas, manifiesta en lo substancial que no se 1a 
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puede obligar a expropiar, ni a iniciar el juicio a tal fin, 
porque 0á tiene los terrenos cedidos ]>or el Gobierno Nacional, 
quien a su vez los tuvo por compras hechas el año de 1872 
{fojas 30). 

Que ello no obstante, a fojas 54 vta. manifiesta que "antes 
fie terminar la contestación quiero hacer presente al Juzgado 
que cuando en el párrafo II de este escrito me he referido 
al antecedente establecido en el anexo 1! — V. respecto a 
que el terreno en litigio "es de propiedad del Gobierno Na- 
cional, por compras hechas en 1872 — lo he hecho a titulo de 
simple referencia y para demostrar que desde esa fecha poli 
lo menos es incuestionable que los demandantes no han tenido 
la posesión del terreno, fie manera entonces que toda acción 
derivada del derecho de propiedad como la que se ejercita en 
este juicio estaría ya prescripta". 

Que en los términos expresados quedó planteada la litis, 
porque ocupados los dos ¡«tes por la empresa, en la forma 
que to dice, no procedía el juicio sumario de expropiación para 
fijar la indemnización, sino el ordinario acerca del mejor de- 
recho sobre los mismos como lo ha resuelto reiteradamente 
esta corte ( Fallos, tomo 34, pág. 5: tomo 97. j>ág. 408 y otros). 
Que la manifestación de la empresa acerca di: haber in- 
¡nvocado, jior mera referencia un titulo de adquisición por 
compra de su cedente en 1872, parece indicar que renuncia 
a tal defensa, lo que se confirma por el hecho de no haber 
pretcndjdo presentar el titulo que enunciara, ni siquiera dar 
a entender su paradero. 

Que en cuanto a la prescripción de la acción derivada deí 
derecho del dominio, hubiera sido necesario para elfo que 
otra persona poseyera el terreno por el lapso de tiempo reque- 
rido, o sean treinta años; y no se lia justificado por los medios 
exigidos a tal fin, que la empresa o su cedente k> hubiesen 
efectuado, y antes por el contrario, fie los antecedentes judi- 
ciales corrientes fie fojas 64 a 69, entre otros, se infiere que 
fué en el mes de Agosto de 1887, que empleados del Gobierno 
fie la Nación se posesionaron fie dichos terrenos para las obra* 
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clet Puerto jx>r orden recibida tlel Ministerio del Interior, fe- 
chada el 26 de Julio de dicho año. 

Que ello lío obstante es de observarse que la oficina de 
obras hidráulicas de la Nación manifiesta a fojas 8y que "en 
cuanto a la época desde la cual el Gobierno Nacional se en- 
cuentra en i>osesióii de los mencionados lotes 110 puede ser 
fijada con precisión por falta de datos", ni se dice tampoco 
que hubiesen sido efectivamente ocupados y por el contrario, 
del plano acompañado at informe (fojas 87) resulta que solo 
una fracción pequeña del lote 8 fué tomada |>or el muelle que 
se indica en el mismo plano aproximadamente en 1887 como 
la expresa con verdad la sentencia apelada. 

Que dando como cierto que el Gobierno Nacional se po- 
sesionó de los lotes en el mes de Agosto de 1887, no habrían 
transcurrido treinta años, hasta el mes de Noviembre de 1908, 
fecha de la intenxjsición de la demanda f fojas 23 vuelta). 

Que no se trata en el caso del ejercicio de una acción per- 
sonal, ¡sino del mejor derecho snbrc la propiedad o el cobro 
de su valor, habiéndolo asi entendido la empresa, quien al 
contestar la demanda invocó títulos de su cedciite y en todo 
caso la prescripción adquisitiva, afirmando que la acción de 
los demandante* estaba extinguida por tal motivo; y con esti 
antecedente t\* es de tenerse en cuenta la prescripción de diez 
años que '.imbién invocó alternativamente al alegar de bien 
probado, porque solo se ha tratado como queda dicho del me- 
jor derecho a la propiedad o su indemnización, que ha podido 
demandarse del que tiene la cosa, cualquiera que éste sea. 

Que los nntecedentes expuestos son listantes para fundar 
la acción deducida, de acuerdo con !a doctrina de los artículos 
?7j8 y 2790 y concordantes de! Córdigo Civil. (Fallos, tomo 
79, T'ágina 152). 

Que los instrumentos públicos corrientes de fs. 11 a 22 
con ¡os cuales el actor acredita los derechos de sus mandantes, 
no han sido objetados sino en cuanto se dice que con ellos 
no prueban que sus causantes hubiesen adquirido la posesión 
y que los herederos de don Ignacio Rcybaud, "110 pidieron a! 
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juez del territorio la posesión de la herencia*' y .finalmente 
que la señora Medina de Rovira no ha justificado que ella 
fuera la heredera de su esposo don José Rovira, a quien le 
habría correspondido la mitad de! terreno, como que no cons- 
tando el origen del dinero con el cual se adquirió, debería con- 
Siderarse en todo caso como perteneciente a la sociedad 
conyugal. 

Que cuando la provincia de Santa Ve, otorgó escritura 
pública de venta en el año de 1856 (fojas 11 y 18) >e des- 
;i]Muleró de lo que vendía en presencia del comprador y quedó 
la tierra a disposición de éste, permaneciendo asi hasta la 
ocupación del Gobierno Nacional, que ya fuese desde 1872 
como se ha pretendido o desde 1887 como dicen los antes ci- 
tados documentos judiciales, era posterior a dichos títulos y 
en ral caso es de aplicación lo dispuesto por e! artículo 2790 
del Código Civil; y esta presunción legal ampara a los acto- 
res para establecer una vez más su mejor derecho a los terre- 
nos de ía referencia, tanto más cuanto que, la empresa ni si* 
quiera ha intentado producir un titulo. 

Que aún suponiendo que fuese un defecto de íos títulos, 
el hecho de que los herederos Rcybaud, como se afirma, no 
pidieron a! juez del territorio la posesión de ta herencia, tal 
circunstancia no fué articulada en la contestación de la de- 
manda ni e:t el alegato de bien probado, y los jueces no pueden 
pronunciarse de oficio acerca de ella. 

Que lo propio debe decirse respecto a la observación de 
los derechos de doña Asunción Medina de Rovira. 

Por ello y fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada, se la confirma en cuanto reconoce el derecho de cobrar 
el valor de los terrenos a la época de su ocupación o sea en 
el mes de Agosto de 1887, reformándosela en lo que respecta 
a los intereses que se abonarán al estilo de los que cobra eí 
líanco ilc ta Nación en sus operaciones ordinarias desde la no- 
tificación de la demanda, sin costas, entre otros motivos, por 
no haberlas solicitado en esta instancia. 
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Nottfiquese original y devuélvase, debiendo repoperse los 
sellos ante el inferior. 

Nicanor G. del Solar. — D. E. 
Palacio. — J. Kiclkroa Al- 
corta. 



CU SA III 



Don Daniel Orejero contra el Gobierno Nacional, sobre 

cobro de pesos 

Stttitaria; necesaria la venia del Congreso para demandar 
a la nación por cobro de servicios profesionales prestados 
como fiscal ad lioc en el escrutinio de las elecciones na- 
cionales. 

Case : El doctor Daniel Ovejero se presentó ante el Juez Fe- 
dera! de la Capital demandando a la JCactón, por cobro de 
pesos, proveniente de locación de servicios profesionales 
que estimó en la suma de cinco mil pesos moneda nacional 
o la que en definitiva fijaren arbitros. 

Manifestaba que. como abogado de la matricula. íuc 
designado por sorteo para integrar la Junta Electoral rjue 
debia practicar el escrutinio ■ le las elecciones nacionales eme 
se realizaron en la provincia de j tijuy el 7 de Abril de 191 2, 
e:i virtud de haber sido recusado por uno de los partidos 
en lucha el Procurador Fiscal de esa Sección. 

Que una vez terminada !a tarea, solicitó del Señor 
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Juez Federa! de Jujuy, le fuera fijada la remuneración co- 
rcspontlícntc por los trabajos practicados, a lo que el Señor 
Juez informó favorablemente al Ministerio del interior y 
éste, no obstante el dictamen de la Contaduría y del Pro- 
curador del Tesoro, no hizo lugar a lo solicitado, denegando 
asimismo la reconsideración que interpuso. 

Substanciada la causa, el señor juez Federal de la 
Capital dictó sentencia, declarando que el Gobierno de la 
Nación debía alionar at doctor Ovejero el importe propor- 
cional (|ue le correspondía jmr doce «lias de servicios pres- 
tados en la referida Junta en relación con el sueldo que la 
Iry de presupuesto fija al $cnor Procurador Fiscal de esa 
provincia. 

Apelada esta sentencia para ante la Cámara Federal, 
este tribunal dictó la siguiente: 

SF.NTEXCIA DE Í.A CAMARA FKDKRAL DE APELACIONES 

Bueno» Atffi, Noviembre 6 dt 1913. 

Vistos y Considerando: 

Que el doctor Ovejero, demanda al Gobierno de la Xacrón, 
para que le satisfaga el importe de los trabajos que ha efectuado 
como fiscal ad hac, en el escrutinio de las elecciones nacionales 
que practicó la junta escrutadora de Jujuy el año 10/12. 

Que la Corte Suprema (vol. 99, página 309) lia resuelto 
que el nombramiento de los empleados de la administración : la 
conservación de sus empleos y la jubiilación son materias extra- 
ñas al derecho común y no constituyen un contrato entre la 
nación y dichos empleados o funcionarios. 

Que aplicando este principio al caso sab judiec es eviden- 
te que el servicio prestado a la Nación |x>r el demandante, no 
importa un acto del derecho privado, que pueda servir de base 
a una acción civil conforme a la ley 3915, sin el requisito previo 
de la autorización legislativa. 

Por ello y de acuerdo con el Señor Procurador Fiscal de 
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esta Cámara, se deja sin efecto la sentencia y la substanciación 
dada a la demanda. 

Notifiques*, devuélvase y repónganse las fojas en el juzgado 
de origen. — Agustín Urdiinarrain, — Daniel Coy tía. — j A*. 
Maticnzo. — Marcelino Escalada* 

FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

Bu * o o» Alt**, Febrero i de IU6. 

Y Vistos : los seguidos por el doctor Daniel Ovejero contra 
la Nación por locación de servicios profesionales, venidos en 
apelación de la sentencia de la Cámara Federal de la Capital. 

Y considerando: 

Que la Nación no puede ser llamada a juicio sin la autori- 
ración precia del Congreso, que a! concederla da jurisdicción a! 
departamento judicial para juagar los actos del Todcr Ejecutivo 
en los casos en que e?os actos han sido ejecutados en ejercicio 
de sus atribuciones y facultades como poder público, según lo 
tiene reiteradamente establecido la jurisprudencia de esta Corte. 
(Fallos, tomo 26, página 201 ; tomo 65, página 408 y otros). 

Que ta ley N°, 3952 se refiere a las causas civiles en que la 
Nación interviene como persona jurídica ( Artículo 1°. ley c¡- 
tada), y no pueden hacerse extensivos sus preceptos a las causas 
originadas por actos de la Nación como entidad soberana, en 
cumplimiento de leyes que, como la electoral, son de orden pú- 
blico, porque tienden a mantener en ejercicio los principios de 
organización política del Estado. 

Por las consideraciones expuestas, se confirma la sentencia 
apelada en la parte que ha sido materia del recurso. Nottfíquese 
original y devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el 
inferior. 

A. Bermejo. — Nica no* G. del 
Sola». — D. E. Palacio. — 
J. Ficveboa Alcorta. 
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CAUSA IV 



Doña .liif/cla Giannoñi de stgnirre contra Rxcquiel Tabanera 
hijo, por defraudación; sobre competencia 

Sumario ; Xo proede el recurro ordinario del artículo 3 de la 
ley X". 4055 contra una resolución de la Cámara Federal de 
ta Capital, por la que ésta declara carecer de competencia 
para dirimir una contiende entre un juez local de la capi- 
tal y el de sección de Mendoza. 

Caso : Lo explican las piezas siguiente: : 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE AI^LACIO? 3S 

Bnnm Alrei, Afoll* 3 <' & 

Y Vistos: 

Resultando de estas actuaciones que el Señor Jue¿ Federal 
ele Mendoza se considera sin jurisdicción ¡jara arrestar a don 
Kxequiel Tahanera en cumplimiento del exhorto del señor Juez 
de instrucción <le la Capital, lo que importa formar una cues- 
tión de competencia con este magistrado. 

Resultando por otra parte, que el exhorta referido tiene 
por objeto hacer efectivo un auto de prisión preventiva con- 
firmado en último término por la Corte Suprema Nacional, en 
actuaciones ante los tribunales locales en las que esta Cámara 
no ha tenido intervención y sohre materia ajena a la jurisdic- 
ción federal. (Tomo 119, pág. 291 C. S.)- 

Y considerando: Que con arreglo a los artículos 9 y 19 ele 
la ley número 4055, no es esta Cámara a quien corresponde di- 
rimir las cuestiones de competencia que se susciten entre un 
juez local de la Capital y uno federal. 
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Por dio y oído el señor procurador fiscal de Cámara se 
declara que este tribunal carece de competencia para pronun- 
ciarse sobre la cuestión venida a su conocimiento, 

Notifiquese, devuélvase el expediente traído ad effectum 
ridendi, y archívense estas actuaciones» previa reposición de 
sellos. — E> VUhfañc — A. Fcrrcira Cortés — Agustín Ur- 
dinarram — Daniel Goytia — I. N. M atiento. 



DICTAMEN' DEL Sr. PROCURADOR OEM ERAL 

Buenos Air». Diciembre 33 4* 1915. 

Suprema Corte: 

El recurso interpuesto es improcedente en razón tic no 
referirse a una sentencia definitiva, ni estar comprendido en 
los casos previstos por el artículo ¿\ de la ley 4055, 

Además de ello, observo que la resolución de la Exma 
Cámara se limita a resolver una cuestión relativa a la compe- 
tencia de ese tribunal para conocer en el punto sometido a su 
decisión, lo que no daría margen al recurso extraordinario es- 
tablearlo por el articulo 6 de la misma ley 4055, en el supuesto 
de que el recurrente hubiera deducido en forma ese recurso. 

Por ello pido a V. E. se sirva declarar que no hay lugar 
a la apelación concedida. 

Jttlio Botct, 



TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

&»«»• Alin, Ftbnro 10 d* |9|«. 

Vistos y Considerando: 

Que por la resolución de fojas ié t traída a esta Corte en 
apelación, la Cámara Federal de la Capital declara que carece 
de competencia sobre la cuestión venida a su conocimiento, o 
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sea, la resolución de fojas 10 del expediente agregado, en que 
el Juez Federal de Mendoza resuelve no hacer lugar al dili- 
gencianiiento del exhorto del Juez de Instrucción de la Capital 
requi riendo la prisión y extradición del procesado ISxequiel 
Taba ñera (hijo). 

Que el recurso interpuesto a fojas 18 contra esta resolución 
no expresa ípé fuera el extraordinario /leí artículo 14 de la 
ley número 48 y ó", de la número 4055, por to cual y dados su$ 
términos, debe estimarse que se lia querido traer el caso ante 
esta Corte Suprema por !a vi a ordinaria con arreglo a lo dis- 
puesto en el articulo 3." (| c la citada ley número 4055. 

Que este recurso no es precedente, desde que la cuestión 
que lo lia motivado no se encuentra comprendida en ninguna de 
las previstas en el articulo aludido. Fallos tomu 118, páginas 

142 y 373- 

Que esta Corte no podría atribuirse jurisdicción en el caso 
por aplicación de ta letra o el espíritu del articulo 9." de la ley 
4055, puesto «pie la denegatoria del señor Juez de Mendoza no . 
ha sido traída a su decisión como contienda de competencia o 
conflicto de jurisdicción entre uno y otro juez, ei dé Instruc- 
ción de la Capital y el Federal de aquella provincia, a que se 
aplica el artículo citado, sino por vía de apelación de la parle 
querellante como consta a fojas 13 vuelta de los autos seguidos 
ante el primero y a foja* 1, 0, 7 y 18 de les del segundo. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara no haber lugar al recurso. Xotifkjuese original y de- 
vuélvase reponiéndose el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — NrcANoa G. del 
Solar. — D, E. Palacio. — 

J. FlCUEROA ALCORTA* 
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CAUSA V 

Don Juan Antonio Argcrich. contra el Gobierno National, por 
caneelatión de gravamen hipotecario; sobre competencia 

Sumario: i». Corresponde a la justicia federal, por razón de las 
personas y por razón fie la materia, el conocimiento de una 
demanda sobre cancelación <k tina hipoteca entablada por 
un particular contra la nación, en que se discute el cum- 
plimiento de obligaciones impuestas jw una ley especial 
del congreso. 

2". En materia de sucesiones, para que la jurisdicción 
ordinaria pueda considerarse privativa y excluyeme de la 
federal, es necesario que la sucesión sea parte demandada 
y no actora, y que aún siéndolo, el juicio no tenga por ob- 
jeto derechos reales sobre inmuebles situados fuera de la 
jurisdicción riel juez de la testamentaria ("artículos n, ley 
4» y 3284. Código Civil) ; tanto más, si el juicio sucesorio 
lia conclukio por haber un solo heredero declarado por eje- 
cutoria. 

3"- Al preceptuar el artículo 14 de la ley 48 q llc los 
juicios radicados ante los tribunales de provincia serán fe- 
necidos y sentenciados ante la jurisdicción provincial debe 
entenderse que se refiere a los casos de jurisdicción con- 
currente, y no a aquellos en que la jurisdicción es impro- 
rrogable por razón de la materia. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL )VKZ FEDERAL DE LA CAPITAL 

BMMt Ai**, JtMto 9 4* tm. 

Y Vistos estos autos para dictar sentencia: 
Resulta : 

a fojas 11, se presenta el doctor Juan Antonio Arge- 
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rich demandando al gobierno de Ja Nación a fin de que se de- 
clare : 

I o . Extinguida toda acción del Fisco de la Nación contra 
GmüiTino Godio y Pedro A. Cartland o su heredero y que pu- 
diera halier nacido del contrato de 7 de agosto de 1901. 

2*. Extinguida la hipoteca que grava un campo de su pro- 
piedad sito en Misiones y compuesto de 110.000 hectáreas. 

r. Extinguidas las fianzas que don Pedro A. Gartland ha 
contraído por el referido contrato de 7 de agosto de 1901. 

4". Nula y sin valor alguno la reinscripción de ta hipoteca 
efectuada el 11 de agosto dr 191 1, mandando en consecuencia 
cancelar el gravamen. 

Fundando su acción hace !a siguiente relación de los hechos ; 

Que compró a don Pedro A. Garland (hijo) un campo 
situado en Mjsinoes compuesto de 110.000 hectáreas, campo 
que lo heredó el expresado Garland de su señor padre ; Que !a 
adquisición la efectuó con anterioridad al concurso que se le 
formó al vendedor. 

Que el inmueble adquirido estaba gravado con una hipo- 
teca de 200.000 pesos otorgada por don Pedro A. Garland a 
favor dd Gobierno Xwional ; pero que dicha hipoteca se esta- 
bleció como fianza y garantía de las obligaciones contraídas con 
el Gohiemo Nacional por don Guillermo Godio v que no ha- 
biéndosele exigido a este el pago de su obligación no puede 
irse contra su fiador. 

Que la hipoteca era simplemente una fianza real, una ga- 
rantía accesoria de las obligaciones contraídas por Godio y que 
quedó de hecho cancelada por no haberse hecho la reinscrip- 
ción a su debido tiempo. 

Agrega que las disposiciones legales que cita y comenta 
en su escrito ele fajas uyen el memorial de fojas 1 amparan 
su derecjio y pide por lo tanto que el juzgado se pronuncie en 
la forma expresada con costas al Gobierno de la Nación en ca- 
,-0 de oposición. 

A fojas 32 se corrió traslado de la demanda, siendo eva- 
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cuada a fajas 42 por c! señor Procurador riel Tesoro doctor 
Vicente F. López en representación del P. E. de la Xaci.Vn, 

Solicita el señor procurador del tesoro el rechazo de la 
acción con especial condenación en costa s at actor, y dice : 

Que por la ley 39/14 concedió 11 don Guillermo Godio 
autorización para construir un puerto: pero que el art. 4". de 
esa ley establecía corno condición previa el dc|»ósito de 200.000 
pesos en garantía de su ejecución. 

Que careciendo Godio de esa suma garantizó su depósito 
coa una hipoteca de un campo en Misiones del señor Garland 
cpiien a su vez se constituía en fiador jiersotutl de esa obliga- 
ción. 

Que no habiendo dado cumplí miento Godio a sus óbli- 
gaerones, el Gobierno haciendo uso del derecho que le acor- 
daba el art. 5". del respectivo contrato resolvió declarar cadu- 
ca la concesión otorgada a Godio y hacer efectiva la hi|Kiteca 
otorgada por Garland. 

Que en cumplimiento de esa resolución se -inició judo eje- 
cutivo contra Pedro A. Garland, quién fué latrocinado por el 
actor; pero antes de su terminación falleció el señor Garland 
teniendo que pasar los autos al juez efe la suseció 1. F*n esta 
ocarín el eloctor Juan A. Argcrich compra del hereden» de 
Garland el campo en cuestión y mientras tanto el señor juez 
de lo civil rechaza con costas las excepciones opuestas a la 
ejecución que había promovido el Poder Ejecutivo. 

Agrega luego varias consideraciones de orden jurídico nía 
ni f estando que no se ejecuta ninguna fianza, sino un crédito 
hipotccpjio y íjue la hipoteca no se ha extinguido y cita en 
apoyo de su de recito varias disposiciones del código civil que 
el juzgado tiene presentes. 

Abierta la causa a prucl*a se produjo ta que corre de fojas 
tío a fojas 107 que el juzgado tiene presente Y habiendo, por 
último alegado las partes según consta a fojas 111 y fojas 126 
quedó la causa |>ara sentencia. 
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Y considerando: 

1. ü Que dictada sentencia por el juez doctor Quedada el 
30 de junio de 1910 en el jucío ejecutivo seguido por el Fisco 
centra don Pedro Garlanrf mandándolo llevar adelante hasta el 
integro pago al ejecutante óé los doscientos mil pesos importe 
de! crédito hipotecario reclamado más sus intereses y costas, 
el doctor don Juan Antonio Argerich adqni rente del inmueble 
gravado inició en diciembre de 1912 la presente acción ordinaria 
tjue autorizan el art. 278 de la ley 50 y el 500 del código de pro- 
cedimientos de la capital 

2, " Que en el sub-jmike no se ataca propiamente la forma 
extrínseca de los instrumentos en que se hacen constar las obli- 
gaciones contraídas por don Guillermo Godio y, en garantía, 
por don Pedro Garland. 

3, ° One las cuestiones debatidas giran alrededor de la vali- 
dez originaria y presente, de dicha garantía» su alcance y la in- 
fluencia legal que pueda tener en lo que respecta a los derechos 
de Argerich como posterior adquircnlc y actual dueño del in- 
mtiebfc afectado por el gravamen hipotecario constituido por 
Garland. 

4. " Que, en definitiva, y después de expresar otras conside- 
raciones ya relacionadas y las que el juzgado tiene presentes, 
el señor Argerich sostiene: a) que el único deudor principal 
era Godio: b) <|ue el depósito de garantía no podia ser obli- 
gación principal ; c) que consta que don Pedro Garland garan- 
tizó las obligaciones de Godio como fiador; <l) que siendo fia- 
dor no era deudor solidario; e) que no habiéndose reclamado 
el cumplimiento de obligación alguna ni a Garland ni a su 
heredero ha habido desistimiento; f) une él (Argerich) es el 
"tercer poseedor" de quién habla el código; y g) que habién 
¡lose otorgado la hipoteca el 7 de agosto de 1901 caducó et 7 
de agosto de 19 n (10 años) no validándola la reinscrii>cióii 
efectuada el 11 de agosto de aquel mismo año 191 1 ; 

5° Que, ante todo, para la solución del caso correspon- 
de — a fi:i de encuadrarlo después dentro de las disposicio- 
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ríes pertinentes de mie-tra ley civil — considerar el contrato 
de concesión y garantía de 7 fíe agosto dé 191 1 de donde se ha* 
cen emanar tas obligaciones de Garland y ya que, según el, prin- 
cipio conocido, en cuanto no afecten el orden público, los con- 
tratos son la ley de las parte*. 

6* El testimonio corespondie ite tle dicha escritura pública 
extendida ante el señor escribano general <lc gobierno don En- 
rique Garrido corre de fojas 2 a 11 del expediente ejecutivo 
i Fisco versus Garlan»! > agregado, sin acumularse, a este juicio 
por él originado. 

En dicha escritura, extendida a mérito de la autorización 
concedida a Godío por la ley 30/4 para construir un puerto 
comercial en Bahía 1 Manca y otras obras, se estipulaba (cláu- 
sula 4*. de la misma ley transcripta) que el contrato se fir- 
maría a los seis meses de promulgada "debiendo depositar el 
concesionario previamente la cantidad de doscientos mil pesos 
nacionales en fondos público- nacionales en garantía de su eje- 
cuciónV A continuación consta que don Guillermo Godio ex- 
presó que "como el articulo 4". establece que previo a la firma 
del contrato debe oblarse 1a garantía, ofrece la garantía real de 
la valiosa propiedad cuto título acompaña" . , . y, sino fuera 
bastante, "la garantía personal de don Pedro A. Gartland", 
Consta, más adelante, en la escritura citada que por decreto del 
Poder Ejecutivo se dispuso ta aceptación de tas dos garantías y 
en el contrato respectivo suscripto por e! Enciho, señor Presi- 
dente de la Nación Teniente General Julio A. Roca, por su 
ministro" don Emilio Civit y por los señores Godio representado 
por el doctor Z. Cantón y don P. A. Gartland se formalizó el 
compromiso. 

?. La clausula 5*. de dicho contrato establece ta obligación 
contraída por Gartland de afectar en garantía hipotecaria su 
camjx> de Misiones "conjuntamente con su fianza personal" 
en garantía del depósito de los doscientos mil ijcsos en fondos 
públicos que dentro del término de dos meses debía efectuar 
Godio; y se agregaba textualmente "si el señor G. Godio no 
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hiciere el depósito dentro del plazo expresadlo la concesión que- 
dará caduca sin más trámite haciéndose efectiva la garantía 
hi|jotecaria sin perjuicio de las responsabilidades del fiador. 
Consta en el testimonio de la escritura de referencia la confor- 
midad de Gartland, la constitución de la hipoteca sobre el cam- 
po en Misiones y la cláusula siguiente : "qite sm perjuicio de la 
hipoteca antes impuesta «c constituye (Gartland) personalmente 
fiador por la obligación que compete al señor Guillermo Godio 
de depositar los doscientos mil pesos dentro del término de dos 
meses". , 

8 a . Planteada asi la cuestión cr»n la enunciación de las cláu- 
sula* de la ley y contratos <jue la rigen la solución es clara, má- 
xime si se observa <|ue el «loctor Argerich no alega en defensa 
de lo que él considera su derecho, que Godio efectuara el depó- 
sito de los doscientos mil pesos que garantizaba Gartland. Ese 
deposito m> se efectuó, según consta en autos, y, en consecuen- 
cia, a tenor de la terminante disposición invocada del art. 5 . 
del contrato, la concesión quedó caduca sin más trámite y el 
Podo* Ejecutivo, en const-cneticia, persiguió ejecutivamente la 
efectividad de la garantía hipotecaria. 

o/\ Era ello procedente? Xt> era indispensable antes efec- 
tuar la intimación de pago a Godio como lo sostiene hoy el doc- 
tor Argerich? 

Si se observan ios términos y el espíritu del contrato, si se 
considera la situación legal de Gartland y si se observa lo que 
garantizaba el inmueble hipotecado y la naturaleza inherente 
a toda garantía hipotecaria, es indudable que la ejecución fué 
bien iniciada y que la intimación no era indispensable. 

io". En efecto: el actor confunde la efectividad del crédito 
hipotecario con lo que hubiese correspondida a la obligación 
del fiador y quiere ver una absoluta sinonim 1 i legal imposible 
entre los términos "garantia" y "fianza". 

La garantía o caución es la seguridad que dá una persona 
a otra de que cumplirá lo pactado, prometido o mandado, segu- 
ridad que puede darse afectando bienes propios o haciendo 






FALLOS DÍ LA COI TE tVPttUA 



afectar ajenos (hipoteca-prenda) o dando fiadores fley io, 
título 33, parte f. \, Ks, pues. \xtr sil extensión "el género". 

La fianza es la obligación personal y accesoria siempre en 
favor de un tercero; es una "especie" del género garantía o 
caución y como tal tiene caracteres comunes en cuanto significa 
una seguridad para el acreedor, pero más limitada, se diferencia 
ele ella sustancialmcnte en cuanto es siempre personal, en cuanto 
no puede constituirla por si y a su propio favor el mismo obli- 
gado y por lo que es siempre accesoria reconociendo a su favor, 
como regla general, el beneficio de orden o excusión. 

1 1°. En c! caso, origen de este juicio ordinario el Gobierno 
Nacional ejecutó la hipoteca constituida por Gartland, no la 
fianza subsidiaria a la hipoteca afectada en el primer grado de 
la garantía ofrecida, aceptada y convenida libremente. Para 
precisar los conceptos bien ptiedc decirse que, en garantía de 
que Godio efectuaría, dentro de! término, el depósito de 'os 
doscientos mil pesos a que estaba obligado, hallábanse afectados 
en primer lugar el campo de Misione- gravado por hipoteca y, 
en segundo término, la responsabilidad per-^Jinl y general de 
Gart'and. Pero aún suponiendo que ta! or<;?n no existiera contó 
. existe en realidad si se atiende ta interpretación al texto de la 
escritura antes referida, seria el caso de la existencia (te dos 
garantías dadas simultáneamente por la misma persona para 
responder del cumplimiento de la misma obligación y por consi- 
guiente con el solo propósito de asegurar al acreedor a quien 
no podrá desconocérsele el perfecto derecho de elegir cualquie- 
ra í siempre que el tercero garante sea una sola persona) para 
hacer efectivo, llegado el caso, su crédito. 

La misma cláusula quinta ya citada del contrato respectivo 
decide el caso cuando dice que *'si Godio no hiciera el debito 
dentro del plazo la concesión quedará caduca sin más trámite 
fweiéndosc efectiva ta garantía hipotecaria, Y es, preei sámente 
to que ha hecho el Gobierno en uso tic un derecho no solo legal 
sino también expresamente contractual. 

.12*. Se trata, como se ve y como bien lo observa el señor 
procurador del tesoro, de una hipoteca e:i garantía de una con- 




1 




ilición conforme lo provee y permite el código civil en su artículo 
311!'.. Godio no cumplió la condición a que se hallaba subordi- 
nada; el contrato "caducó sin más trámite" según convinieron 
las partes con la intervención y aceptación det mismo Gartland 
y d Gobernó, entonces, ordenó la ejecución hipotecaria consi- 
guiente para hacer efectiva la obligación garantida y no 
cumplida. 

13", No obstaba a que el Gobierno procediera así íy menos 
en el sub judice en que et contrato, como se vé, es claro y ter- 
ni! nantel que la hipoteca fuera accesoria de otra obligación 
principal en el caso la de GimIío. La hipoteca ~n si siempre, 
por su propia naturaleza, una obligación accesoria destinada a 
reemplazar con ventaja a la fianza persona! en la> obligaciones 
civiles. Y. en este caso, bueno es observarlo, la hilMiteca cons- 
tituida |«>r don IVdro A. Gartland no era accesoria del contrato 
propiamente, no garantizaba la construcción o forma «le cons- 
trucción de las obras que <leVia realizar Godio sino simple y 
exclusivamente la entrega de los fondos públicos exigidos por 
el Gobierno y solo por el término fijado. No verificado el de- 
pósito de esos fondos la hipoteca debía responder según se ha 

dicho. 

14" Siendo la hipoteca el derecho real constituido en se- 
írrulad de un crédito en dinero (art. 3108, código civil) sobre 
los bienes inmuebles que continúan en pod" fleI deudor es 
indudable que la obligación emergente de una garantía hipo- 
tecaria rio puede confundirse con la proveniente de una fianza. 
Ricei, en el tomo 20 de su erudita obra Fohrc derecho civil (pá- 
gina 4) confirma estos razonamientos cuando dice: "La hipo- 
teen puede constituirse tanto sobre los bienes del deudor como 
Mthrc lo~ de un tercero, pues si un tercero puede obligarse como 
fiador riada impide que constituya hipoteca en garantía de otro. 
Podrá el tercero, ea este caso, equipararse a un fiador e invocar 
el beneficio de exención del art. 1907? Hay diferencia. El fia- 
dor contrae la obligación de pagar si no lo hace el deudor ; luego 
asume una obligación personal. Por el contrario el que consti- 
tuve hipoteca por deuda ajena obliga solamente el predio hipo- 
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. (erado por lo que el acreedor no puede dirigirse contra su 
persona. 

t$°. De todos modos no se explica el alcance de la discusión 
que promueve el actor en este juicio sobre la situación de mero 
fiador de Garttand y como tal amparado por el beneficio <le 
excusión. No se expüca porque para declarar que toda obliga- 
ción (incluso la hipoteca) contraída por Gartland lo fué en 
condición de fianza y que, de consiguiente no se le puede de- 
mandar el pago antes de exigirse te al deudor principal o a ws 
herederos, se iria abiertamente contra la disposición del árlfeitJb 
3003 del código civil que sanciona la solidaridad de las fianzas 
cuando el acreedor — como ocurre en el sub- judie- — fuera la 
hacienda nacional. 

i6°. Que siendo la hipoteca un derecho real que va con ¡a 
cosa que afecta, es inseparable de ella y puede perseguirse su 
efectividad en manos de cualquier i*>seedor l Machado, tonto 
8, pág. 6; Rícci, tomo 20, pág, 173) 

Nuestro código sanciona ese principio inherente a la natu- 
raleza propia de la hipoteca en su articinlo 3163 y si en el 3163 
establece que antes de perseguir el pago de la tienda del tercer 
jioscedor del inmueble hipotecado debe hacerse la mtitintoñn 
al deudor se sobreentiende que tal beneficio, o, más bien, ta! 
formalidrxl — desde que si no paga dentro del tercero día se 
ejecutará a! tercer poseedor — se establece en garantía del ter- 
cero que ha ignorado o podido ignorar el gravamen que afec- 
taba el inmueble adquirido al tiemjío de su adquisición. Es este 
el caso del doctor Argerich? Es propiamente él el tercer posee- 
dor a que se refiere nuestro código? 

17 o . La respuo-ta negativa fluye de las constancias de autos 
en forma incontestable. 

En efecto; consta a fojas 21 1 del expediente Ljccutivo agre- 
ga- lo en informe del Registro «le la Propiedad que la hipoteca 
en cuest-lón reinscripta el 11 de agosto de 191 1 **ha sido reco- 
nocida por el doctor Jua-n Antonio Argerich según la inscrip- 
ción del folio 39 del tomo citado ( f. de la zona de Misiones 1. 
Consta, asimismo, a fojas 84 y 85 de! presente juicio ordinario 
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en otro informe de! Registro de la Propiedad expedido por 
orden del subscripto que: a) que el 14 de agosto de 1901 se 
inscribió la liipoteca constituida el 7 de ese mes y año por don 
Pedro A. Gartland a favor del Gobierno Nacional por doscien- 
tos mil pesos moneda nacional sobre un camjjo en Misiones 
de ciento diez, mil hectáreas y cuatro áreas; 1>) que el 31 de 
agosto de 1908. por auto del juez doctor Quesada, se declaró 
único y universal heredero de dicho Gartlawl a su hijo legí- 
tima don Pedro Agustín Leoncio Gartland "quien en tal ca- 
rácter reconoció 1* hipoteca'* haciéndose 3a anotación corres- 
pondiente el 15 de (setubre dé 1909; e} que |x>r escritura de 
28 de agosto de pasada ante el escribano Tomás Uravo 

"el doctor Juan Antonio Argerich adquirir! de don Pedro A. 
Gartland por dación en pago de honorarios y gastos o por 
otro concepto el campo deseripto y quedó reconociendo la hipo- 
teca que lo anii aba. Este reconocimiento Fe inscribió el 15 de 
octubre de [909 en el folio 39. bajo el N", 19 del tomo i ü . del 
Registro de Hipotecas de Misiones a mérito del testimonio de 
escritura presentado el il de Septiembre del mismo año"; y 
t\) que por orden del juez en lo civil doctor Lagos dicha hipo- 
teca fué reinscripta el 11 de agosto de 191 1 haciéndose corntar 
que el inmueble gravado había sido adquirido por el doctor 
Argerich y que la hipoteca había sida por él reconocida según 
la iÉÉcri]$cum (citada ) del folio 39, del tomo i*, de Misiones. 

Bueno es notar que la ejecución que dió origen a c-tc juicio 
ordinario se inició el 18 fie diciembre de 1905 conchiy enrío por 
resolución de la Excma. Cámara en lo civil el l", de junio de 
191 f confirmatoria de la de junio 30 de 1910 dictada por el 
señor juez doctor Quesada. 

Kl doctor Argerich entretanto compra al hijo de Gartland 
el campo hipotecado y ejecutado el 28 de agosto de 1909, es 
decir, cuando se hallaba en pleno trámite el juicio ejecutivo; 
pendiente aún de resolución de primera instancia. El doctor 
Argerich reconoció, según queda comprobado, al adquirir c! 
Campo de Misiones Ja hipoteca qift* lo gravaba, la aceptó, pues, 
cargó con ella y voluntariamente y con perfecto conocimiento 
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se substituyó, como obligado por el gravamen que reconocía, a! 
vendedor Cartland hijo. 

18*. Y conviene observar para evidenciar aún más si cabe 
después del reconocimiento expreso de la hipoteca de qu¡L* in- 
forma el Rcgislro. !a situación que corresponde al doctor Ar- 
gerich que dicho señor fué el abogado pat rocinante de Ca-rt- 
lartd en el juicio ejecutivo desde julio de [907 (fojas 40, juico 
ejecutivo) interviniendo asimismo como testigo al diligenciarse 
e! correspondiente mandamiento judicial de embarco librado 
por el señor juez federal doctor l T rdinarraiti contra el ejecuta- 
do nombrado el 26 de diciembre de 1905, (Ver mandamiento 
de fojas: 28 del juicio ejecutivo). 

Teniendo pues el doctor Argenich el conocimiento que te- 
nia — muy anterior — del gravamen que afectaba al inmueble 
que adquiría, habiéndolo reconocido y de consiguiente aceptado 
al efectuar su compra en 1909, podria legal y equitativamente 
siquiera considerarse que es el tercer poseedor a quien se re- 
fiere el art. 3163 de nuestro código? 

Proponer la cuestión es resolverla en el sentido de la más 
fundamentada negativa. 

f </'. F.l mismo doctor Argcrich, a! iniciar éste juicio ordi- 
nario que las leyes de forma pnr principios de fondo reconocen 
tan solo al deudor vencido cu el trámite ejecutivo, reconoce 
implícitamente la situación de sucesor de Gartland en las con- 
secuencias del gravamen hijiotccario que aceptó y que ahora 
pretende de-conocer. Y si no: cómo, a qué título podría Inbcr 
buscado |Ktr la 1 \a ordinaria la reparación de lo controvertido 
y resuelto en el juicio ejecutivo? Esta acción habría incumbido 
a Garra mi hijo y en lugar de él a Argerich adquiriente del in- 
mueble hipotecado y ejecutado. 

20". (Jtxc cuanto se refiere a la prescripción que invoca 
el doctor Argerich es inadmisible sí se observa que aún en el 
supuesto de la fianza ella estaría interrumpida por la acción 
de cobro tramitada y resucita co ilra Gartland, |>nr via ejecu- 
tiva, debiendo recordarse, una vez má> para destruir su argu- 
menlaeión que el código civil, cuando el acreedor es la hacienda 
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pública, ha sancionado !a solularidad en ta? fianzas, solidaridad 
que habría permitido al Gobierno, sin desmedro de su derecho, 
como lo ha hecho, ir contra Gartland como hubiera podido ir 
contra Godio. 

ál*. Y, por iftimo en cuanto se refiere a la extinción de 
la hipoteca por caducidad de su inscripción debe observarse 
Qlte como bien Jo establece el doctor -Machado en el tomo 
de su comentario al código civil ( P ág. ;o> en principio general 
!a hipntcea constituida en la forma y condicione* establecidas 
por el código 'no necesita de más requisitos para crear un 
derecho rea! en favor del acreedor con respecto a su deudor 
o ai tercero t¡ue hubiera proporcionada ct inmueble hipotecado 
siendo el registro o inscripción tina formalidad ñece tr ¡ a tan 
solo jorque surte efectos contra terceros. Y demostrado como 
queda en considerandos anteriores que el doctor Argerich no 
puede ser considerado "tercero" en el preciso y lógico sentido 
lega! del vocablo a quien la ley quiere y debe amparar, es evi- 
dente que no sería él — en ningún caso — quien pudiera es- 
cudarse en las simples formalidades de inscripción. Ricci, ya 
rilado al estudiar el punto, en el capitulo VI ÍJ de su obra 
(tomo 20) expresa en forma terminante que: si el acreedor 
no hubiera inscripto su hipoteca pero el tercero tuviere cono- 
cimiento de ella cuando adquirió el tn-iueb'e puede dirigir 
contra éste la acción hipotecaría. "La inscripción de la hipo- 
teca no tiene otro objeto que el de llevarla a conocimiento de 
terceros; luego si éstos la conocen ya no hay el defecto de 
inserijieii'tn. Para el tercero este conocimiento produce el mis- 
mo efecto de la inscripción". Cerno se ha señalado invocando 
los informes del Registro de la Propiedad a fojas 211 del jui- 
ció ejecutivo y fojas 84 y S 5 de este juicio ei doctor Argerich 
tuvo ese pleno conocimiento reconociendo el gravamen del in- 
mueble que adquiría. 

22 o . Aun en el supuesto contrario de que también la ins- 
cripción y reinscripción tuvieran sus alcances con relación al 
doctr.r Argerich tcmlríasc desvirtuada por completo la defensa 
que opone basada en el art. 3197 del código civil si se cuenta 
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debidamente et término de diez años que dicha disposición legal 
establece para la extinción de la hipoteca. En efecto: si bien 
la respectiva escritura hipotecaria se otorgó et 7 de agosto de 
1901 su inscripción (ver informe del Registro de fojas 84 y 
85) recién se efectuó el 14 de agosto de aquel mismo año. La 
reinscripción, a su vea, se efectuó el m de agosto de 191 1. No 
corrieron, pites, los diez años entre la inscripción y la reinscrip- 
ción no siendo de consiguiente pertinente en ningún caso la 
invocacción que se hace del articulo 3 [97. 

23 o . Pero como e! actor en e.«te juicio sostiene que esa 
reinscripción es ineficaz y nula por haber sido pedida por 
quien no tenía derecho, convierte investigar el punto. 

La reinscripción según consta en los autos del juicio eje- 
cutivo fué solicitada por el representante del Consejo de Edu- 
cación, señor Mitre, quien, at hacerlo, usaba del derecho emer- 
gente del inciso 4". del art. 3140 del código civil y artículos I o . 
y 2*. de la ley 4223. La disposición citada del art 3140 es exten- 
sísima cuando reconoce et derecho de i>edir la reinscripción 
"al que tenga interés en asegurar el derecho hipotecario". Y 
lógico es que así sea desde que la reinscripoió:i es una niedída 
que no crea obligaciones sino simple y puramente conserva- 
toria. Por lo demás, según lo observan uniformemente los tra- 
tadistas la base y fundamento del ejercicio de ese derecho es 
"el interés" et que no necesita ser actual, pUíKendo ser even- 
tual o condiciona!, directo o indirecto. (Machado, tomo 8, pá- 
gina 90). Ante las disposiciones de la ley 4223 nadie l>odria 
desconocer el interés del Consejo de Educación en el caso. 
Ricci, refiriéndose a esta materia de inscripción, dice: "si un 
tercero pide la inscrij>ción por el acreedor, se exigirá que pre- 
sente el mandato? No; porque tratándose de un acto de con- 
servación puede ser realizado como gestión de negocios ajenos". 

Por todo lo expuesto y fundamentos concordante*, de! es- 
crito de fojas 40 del señor Procurador del Tesoro, definitiva- 
mente juzgando fallo: rechazando en todas sus partes con cos- 
tas la demanda ordinaria instaurada contra el Gobierno de {a 
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Nación por el doctor Juan Antonio Argerich y que ti ió origen 
a esta sentencia- llágase saber, insértese y repóngase. — T. 
Arios. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Bueno* Airea, Mayo 11 de 191$. 

Victos y corr^derando: en ctiunto a la competencia de la 
justicia federal para conocer y resolver la presente litis: 

Oue la ejecución por cobro de |>esos entablada por el Go- 
bierno de la Nación contra don Pedro Garland, ha sido inicia* 
da ante la justicia federal; pero cuando falleció el ejecutado y 
se abrió el juicio sucesorio, el señor Juez Civil competente pa- 
ra entender en el juicio universal de sucesión, requirió del se- 
ntir Juez Federal ta remisión de los autos por cobro de suma 
de dinero, a lo que accedió et juez exhortado a fs. 96 dé los 
auto* ejecutivos. 

Que el Fiscal, representante del Gobierno Nacional ejecu- 
tante, promovió incidente de competencia, por declinatoria de 
jurisdicción. 

Sostuvo la competencia exclusiva de la justicia federal, 
por ser causa en la que es parte el Gobierno de la Nación. Tra- 
mitada la declinatoria con arreglo a la ley, el sr. Juez Civil pro- 
nunció resolución a fs. 117 de los autos ejecutivos, declarán- 
dose competente eti mérito de las disposiciones contenidas en 
el art. 112 de la ley que organizó la justicia de esta Capital 
y art. 3284 del Código Civil. Apelada esta decisión por el se- 
ñor fiscal quedó ejecutoriada y firme, porque el señor fiscal 
de Cámara desistió de sostener el recurso. Como consecuencia 
de la declaración fie competencia de la jurisdicción común, pa- 
ra entender en esta cansa, se prosiguió ante ella et juicio eje- 
cutivo, hasta dictarse la sentencia de fs r 5<í T que manda llevar 
adelante la ejecución. 

Que el Doctor Juan A. Argerieb. fundado en lo que t'is- 
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ponen c! art. 278 tic la ley n". 50 y el art. 500 del Código de 
Procedimientos de la Capital, y en ¡os arts. 301 y 302 de la 
primera y 520 del segundo, ha instaurado demanda en juicio 
ordinario paia que se le reconozca la propiedad del inmueble 
cjecutado y extinguida la hipoteca. 

Que, sea que se considere al Dr. Argerich, como tercerista 
y como continuador del ejecutado e:i la representación de su 
derecho, debí' establecerle !a improcedencia de e>ta demanda 
nnt¿ la. justicia federal a mérito de haber resuelto la Suprema 
Corte (|ue corresponde al juez que lia entendido en un juicio 
ejecutivo entender también en el juicio ordinario que en virtud 
de lo* citados artículos puede después entablarse. Tomos 8 
pág. 252; 25, pá;í. 437 ; oS ( pág. 321. 

I'or esto se declara incompetente la justicia federa! para 
conocer en esta causa, 

Xotifítpiesc. devuélvanse y repónganse las fojas ante et 
juez de la causa. — /:. i'iflafañi*. — ./. ferrdrq Cortés. — 
Daniel (,'oytia. 

DICTAMO' DKL Sr. HtQCrK.\nOK r.i'N'KR AL 

Bueno» Airvt, Julio b de U)I3. 

Suprema Corte; 

El presente juicio promovido por el doctor Juan A. Ar- 
gerieh enntra el Gobierno Nacional t tiene por objeto hacer de- 
clarar la ínsubsistencia de la hipoteca constituida por don Pe- 
dro Garland a favor del Gobierno, la fjue ha sido reconocida 
por el actor con motivo de !a dación en pago que le fué hecho 
por don Pedro Garland, (hijo), único heredero del anterior, 
del campo en Misiones gravado con la referida hipoteca. TCs~ 
te juicio fué iniciado, de acuerdo con lo que dispone el articulo 
257 de la ley de procedimientos de los tribunales nació nales, 
considerándole t-1 demandante sucesor de los derechos de! dru- 
dor hipotecario, y ante el Juez Federal de la Capital, por tra- 
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tarse do urra demanda contra la Nación, y por haberse promo- 
vido ante e*ta jurisdicción el juicio ejecutivo que instauró el 
Gobierno para hacer efectivo su crédito hipotecario, fie cuyo 
jub'o el presente es su consecuencia, conforme al precepto le- 
gal citado. 

La circunstancia en que se funda la resolución apelada, 
de haber pasado el juicio ejecutivo promovido por el Gobierno 
a conocí miento del juez de j.* instancia que entendía en el jui- 
cio sucesorio de don Pedro Garland, no es bastante en mi opi- 
nión, para excluir esto demanda del fuero federal, al que co- 
rresponde a mérito de prescripciones dé orden jurisdiccional 
que emanan del art. ico de la Constitución, por cuanto en ella 
no-se ventilan intereses que pertenezcan a la sucesión del señor 
Garland, que son los que deben substanciarse ante los tribuna- 
les ordinarios. 

I.a jurisdicción a la que compete e! conocimiento de todo 
pleito en que sea parte ]a Nación, es la federal, y esta regla sólo 
sufre excepción cuando ocurre alguna de las causas en que, 
por expresa disposición de la ley, la justicia federal es irreom- 
petetUc. de lo que se deriva, que no mediando alguna de la* 
circunstancias excluyentes «le esta jurisdicción, recupera su 
imperio la regla que difiere a su conocimiento l»s juicios en 
que la Nación sea parte. Aplicando lo que dejo dicho al caso 
tutf iiuiicc, es evidente que si el juicio ejecutivo promovido por 
el Gobierno contra el señor Gajland, pasó a la justicia ordina- 
ria en razón de que la universalidad del juicio sucesorio de di- 
cho señor, atraia todos los pleitos en que estuviera interesado 
el causante, desapareciendo este interés por la transferencia 
hecha ]x>r ct heredero al Dr. Argerieh, desaparecida la causa 
que motivaba la competencia ele la justicia ordinaria, y los 
trámite- que en adelante se produjeren deberian serlo ante el 
juez a quien originariamente competía el conocimiento del jui- 
cio. 

Sino fuera esta la s»! Lición del caso planteado, resultaría 
sacada la Nación de la jurisdicción que por mandato constitu- 
cional, debe conocer en los pleitos en que fuere parte, sin que 
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exista motivo, i>ara tal alteración de u i principio (|ite es inhe- 
rente, al sistema ile división de poderes de nuestra forma de 
Gobierno, lo que es contrario a las hases sobre que reposa la 
ititlependecia de las autoridades federales y provinciales. Se 
concille que e! art. 12 <le la ley 48, reglamentando el orden ju- 
risdiccional que fija el art. ioo de la Constitución, haya de- 
terminado la exclusión de los tribunales federales de mi núme- 
ro de causas en que, razones de ortlen general, hacen conve- 
nientes sca:i mantenidas dentro de las jurisdicciones provincia- 
les, pero no puede en manera 3lguna admitirse la extensión 
de esa exclusión a casos para los cuales no concurre ninguna 
de las razones que ha tenido en vista la citada ley, porque 
tanto valdría ampliar lo que, siendo exce^tón, debe aplicarse 
con criterio restrictivo. 

No puede argumentarse en favor de la resolución dictada 
por la Kxma. Cámara, invocando el principio procesal de quu el 
juez que ha intervenido en el litigio tiene jurisdicción para co- 
nocer de sus incidentes. ]*>r cuanto este principio, no obstante 
su importancia en e! derecho, no tiene prevalencia sobre los 
principios constitucionales que he mencionado más arriba, ade- 
más de que no es de aplicación absoluta, JKir cuanto la regla 
de ta continencia de la cansa queda sin aplicación cuando ta 
existencia de diversos fueros, obliga a que, cada litigante ocu- 
rra ante el tribunal que le corresponda, por no tener el juez 
jurisdicción plena para conocer en todos los juicios como lo 
declaró V*. % en el fallo del lomo 25, página 150. Observaré a<=i 
mismo, que el mencionado principio conduce en rigor a una 
solución contraria a Ta adópta la en el fallo apelado, desde que 
la jurisdicción a que originariamente eorrcsjjondió el juicio 
ejecutivo, del cual el presente es consecuencia, fué la federa!, 
y que por el fallecimiento del señor Gartland pasó aquel juicio 
a los tribuna!es ( nlinarios, de suerte que, desapareciendo Cótno 
ya he dicho el motivo que produjo use cambio de jurisdicción, 
surge nuevamente la competencia del fuero federal. 

Agregaré para terminar, que V. E. ha resuelto que la ju- 
risdicción de los tribunales nacionales, en las causáis espeeiíi- 
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railas en ¡us arts. u 2 y 3 de la ley 48, es privativa y oxchiycntc 
de fos tribunales de provincia, con ¡as «nicas cxee|>eiones men- 
cionada* en el art. 12 de la misma ley f Fallos, tomo 47, pág. 
246; (orno 66, pág. 222; tomo 116, pág. 77) ; y que el carácter 
universal de] juicio sucesoria desaparece una vez míe no se 
trata de acciones de la sucesión sino de un tercer adquirente, lo 
míe hace innecesaria la acumulación de los autos (Fallos, tomo 
°8, l>ág. 359). 

Por ln expuesto pido a V. E, se sirva revocar la sentencii 
apelada ordenando la devolución de Jos autos a la Kxma. Cá- 
mara. 

Julio Botct. 

t ■ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■ 

fiutnot A*ret, Fvbrc io 12 dt 1916. 

Y Vistos: los venidos en apelación de senté icia de la 
Cántara Federal de la Capital, seguidos por el doctor Juan 
Antonio Argerich contra el Gobierno de la Nación, por fian- 
relación de una hipoteca sobre un campo situado en el Terri- 
loria Nacional de Misiones. 

Y Considerando; 

Oue el fallo a|>elado cansa agravio, porque la declaración 
de que la justicia federa! es incompetente, en el estado de ape- 
lación de sentencia definitiva, puede obligar al demandado a 
Feguir cu todos sus trámites un litigio irléntico al (pie anula 
íntegramente el auto de que recurre. 

Que el juicio ha sido iniciado jtor el doctor Juan Antonio 
Argerich invocando un derecho propio, en su carácter de pro- 
pietario del campo gravado cun la hiprteca cuya cancelación 
se pide, y, en consecuencia, tratándose de un litigio en que la 
Nación es parte demandada, ía jurisdicción federal procede 
|H»r razón de las |>ersonas (artículo 100 de la Constitución) 
ron las exeei»ciones del artticulo 12 de la ley 48, entre las que 
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no está comprendida la acción suh judicc. siendo <k' advertir 
míe en este ca?o, la competencia procede además por razón 
de !a materia, porque en este litigio se discute el cumplimiento 
de obligaciones jmpitestrs por una ley especial del Congreso 
(Tomo 27, pájj. 449) obligaciones de que es garantía !;i hipo- 
teca que *c pretende anular (Tomo 98, pág. 359). 

Que en el supuesto de que el litigio no hubiese tenido, 
como tiene, carácter individual y pudiera considerar* i inme- 
diata y directamente derivado del juicio sucesorio de don Ci- 
dro A. Gartlaml, tampoco ello seria causal bastante para cn* 
cluir !a competencia federal de su conocimiento, poique en 
materia de sucesiones, es necesaria «pie la sucesión sea parte 
demandada y no actora, pan i|iie la jurisdicción ordinaria 
pueda considerar-e privativa y cxduyLnte de la federa", según 
lo ha establecido la jurisprudc í/ia de esta Corte i tomo 15, 
pá». 3(2: tomo 37, pág. .1=4, éíeVfc 

One aún cuando la sucesión fuese ;mne demaiuhdn. inm 
f)oco la jurisdicción ordinaria -cria incluyente de !a federal, 
porque el caso sub tits tiene p»r objeto derecho* reales no 
compren I idus entre las excepciones del artículo 12 de la ley 
de jurisdicción y competencia (Tomo 8¿. pág. 193; tumo 03, 
pág. ,14?, etc.). Las excepciones que en materia jurisdiccional 
establece el art. 3284 del Código Civil, son de interpretadún 
restrictiva, y entre esa. excepciones, taxativamente determi- 
nadas, no están comprendidas Ir* acciones reales ejercitadas 
sobre inmuebles situados fuera de la jurís liecióu del juez de 
la te*iamentana ( Fallo del tomo 98 citado!, y porque, ademá-.. 
el juicio siKéSOrio concluye cuan rio hay un solo heredero de- 
clarado por ejecutoria, que es el ca<o de autos (Tomo 100. 
náglna 132). 

fjue no causando estado la semencia dictada en el juicio 
ijecutivo, nn puede sostenerse válidamente que el conocimiento 
del juicio ordinario seguido ante la justicia federal podría im- 
portar la revisión de los actos deí juez o tribunal que ocasit 
ualmente entendió en aquel, puesto que no siendo definitivo, 
no hace cosa juzgada sino cuando el juicio ordinario no se 
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prnnv.wve en c! tiempo y en el modo que la ley determina, y 
¡x>r enríe las resoluciones dictadas en él candan ejecutoria 
( artículo 278 Código de Procedimientos en lo Federal, articulo 
500 Código de Procedimientos de la Capital), 

Ouc admitiendo que por excepción hubiera podido aaimn- 
larse el juicio ejecutivo en los autos testamentarios de don 
Pedro A. Oartland, y posteriormente al concurso de don Pe- 
dro A. Garttand f hijo), esa ei reunía ncia no imt>orta radicar 
el juicb ante la justicia ordinaria en el sentido del artículo 14 
de la ley 48, el que, al preceptuar que los juicio radicados ant< 
tos tribunales de provincia serán fenecidos y sentenciados ante 
la jurisdicción provincial, debe entenderse <|ue se refiere a tóá 
casos de jurisdicción concurrente, pero nn a aquellos en q» 
'a jurisdicción es improrrogable por razón de la materia, ff 01110 
1, pa?. 485: lomo 41, pág. 174: tomo 47, pág. 2^2; tomo 06, 
¡lámina 222: tomo lid, pa-j. 77, 

Por estas consideraciones y atento lo dictaminado y pedido 
por el Señor Procurador General, se revoca la sentencia api- 
lada, potinqúese original y devuélvanse los autos a la Cámara 
de su procedencia, a sus efectos, debiendo reponer>e el papel 
ame la misara. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacto. — 
J. Ficueroa Alcorta, 



CAIAS A VI 

Criminal contra Dionisio S(tto T por ho mi cutio 

ittuntrio: h- justa la sentencia que condena a la pena de ca- 
torce años de presidio y sus accesorios al autor del delito 
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ílc homicidio perpetrado con la circunstancia atenuante 
ilc embriaguez parcial. 

(aso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTKNCIA OKL JIKZ LETRADO 

Níuqttífi. Oclubfl Z dt 1914. 

Y Vistos: Esta causa criminal seguida de oficio a Dionisio 
Soto, sin M>hretKimljrc ni apodo, chileno, de veintitrés años, 
casado, jornalero, sabe leer y escribir, domiciliado en San 
Martín de los Andes, en este territorio, de cuyas constancias 
resulta : 

Que el u de abril del año podo. ( 1913), siendo las ocho 
p. mi se presentó en la comisaria de pdltetá de San Martin dc 
!os Andes don Roberto Cortés, a denunciar que hacía pocos 
minutos, hallándose de visita en casa de don Amador Vergara, 
había llegado llorando la vecina doña laura Pepulveda a co- 
municarles que su marido Diego Yllán había sido herido en 
ese instante por un sujeto llamado Dionisio, cuyo hecho había 
sucedido en casa de Yllán. 

Trasladado el comisario al lugar del hecho, encontró a 
Diego Yllán tendido en el piso de la cocina, gravemente herido, 
afirmando la mujer de éste (pie había sido apuñaleado por Dio- 
nisio Soto. El herido fué trasladado a la enfermería del regi- 
miento 3 de caballería, destacado en ia localidad, cuyo médico 
le practicó la primera cura, informando (fs. 5 vta.), que Yllán 
presen í aba mía herida |>cnetrante situada en la región del epi- 
gastrio, de seis centímetros más o menos de longitud, intere- 
sando ia piel, tejido celular y la pared anterior del estómago, 
herida producida por arma blanca (cuchillo ), determinando 
una hemorragia interna, con vómitos de sangre coagulada. La 
lesión recibida por la víctima era de carácter mortal. A f?. 6 
se hace constar que c! herido falleció en la madrugada del día 
quince de abril de 1913. 
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A fs. 1 1 el comisario instructor hace constar igualmente 
que el presunto untador. Dionisio Soto, ha pasado la frontera 
di rigiéndose a la República de Chite. 

Elevado el sumario de prevención a este juzgado, el señor 
agente fiscal aconseja sea ampliado por la comisaría de San 
Martin de los Andes» disponiéndose por auto de fs. 16 devol- 
verlo a la gefatura de policía para que se llenen las deficien- 
cias notadas en aquél. 

A fs. 30 se comunica la captura de Dionisio Soto t filien 
presta declaración indagatoria ante este juzgado, a raíz de la 
cual se dicta la prisión preventiva del mismo. 

I'.Icvadn a plciiario el proceso, el señor fiscal suplente del 
tribunal formula a fs. 85 su acusación, en la cual manifiesta 
míe bailándose comprobado el delito de homicidio perpetrado 
en la persona de Diego Yllán como asimismo la culpabilidad 
ótl procesado Dionisio Soto como autor responsable del hecho, 
pide la pena de diez y siete año> y medio de presidio pama éste. 
K'.ta acusación es impugnada por la defensa en su escrito de 
fs. 90, en el que por no encomnir prueba suficiente en autos 
respecto a la identidad del autor de la muerte de Yllán, pide 
ta iihsolueión para su defendido. 

Abierto el proceso a prueba, no se produce ninguna, 11a- 
máüdosc autos para sentencia. 

Y Considerando: 

t". Que et procesado cu su indagatoria prestada en e*te 
juzgado a fs. 35 >* en las ampliaciones a la misma de fs. 39, 
fs 45 y careo de fs. 52, ha negado y luego persistido en esa 
negativa de que él sea et autor de la muerte de Diego Yllán, 
pero las presunciones c indicios que obran en el proceso son 
tan graves, precisas y concordantes; conducen tan lógica y 
naturalmente a una conclusión determinada; se fundan en 
hechos reales y probados que, no obstante esa negativa, hay que 
comen ir, de una manera indudable, de que, con arreglo a la 
doctrina fiel art. 358 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
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minaJ, la prueba crrcimManeiada reunida en autos es suficiente 
para formar ta plena prueba exigida por la ley acerca de que 
el procesado Dionisio Soto, y no otro, es el matador de Diego 
Ytlán. 

Examinemos minuciosamente esas presunciones y esos in- 
dicios: a) El cuerpo de] delito consta por medio de pruebas 
directas, cual es la partida de defunción corrientes a fs. 10 e 
informe médico ocular de fs. 5 vta. b) Las falsedades en que 
lia incurrido el reo en sus diferentes declaraciones prestadas 
ante este tribunal. lia dicho que el 14 de abril de 1913, día en 
cpw se produjo el homicidio de Ytlán, se encontraba ausente 
de San Martin de los Andes, pues había partido a Chile el l$ 
de febrero del mismo año. Esto es falso. Según el testigo don 
Carmen Solis, en cuya casa de San Martin de los .Vides vivía 
Soto, éste '*fa!tó a dormir desde la noche en que ocurrió una 
desgracia a Diego Yllán", (fs. 64). I-a testigo Kleuteria Agui- 
lera ( fs. 66), ha declararlo (jite Soto ha vivido en su misma 
casa, en San .Martin de los Andes, hasta marzo de 1913. Et 
cabo de policía Rafael Díaz ( fs. 67), manifiesta tjue ha visto 
a Soto varias veces en San Martin de los Andes antes d^- ocu- 
rrir la muerte de Yráii. Y por último el testigo Vicente O. 
Qbeííd ífs. "2 \ t¿> más terminante al decir que el día 13 de 
abril, o sea el día antes del homicidio, fué mandado Soto de 
chasque por Juan Bautista Caray a íluahum de donde regresó 
a S?n Martin de los Andes el día 14 de abril por la mañana. 
Rosario Muñoz í fs. 74) que acompaño a Soto en este trabajo, 
comprueba la exactitud de lo manifestado i>or el testigo Obekl 

Con esti» testimonios queda perfectamente comprobado 
que el «lia 14 de abril de 10,13 el procesado Dionisio Soto se 
tu con traba en San Martin de los Andes. 

dicho igualmente el reo en sus declaraciones que no 
conocía a Diego Yl án. Esto es tan notoriamente falso, que no 
solo sorprende t;inlc> cinismo ¡x>r parte del procesado, sino que- 
jo caracteriza como tm individuo descarado y audaz* 

El procesado no sitio conocía a la víctima, sino que eran 
íntimos amigos y parientes, Esto lo declara Timoteo Ponce 
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(fs. 6o>. diciendo que 'ífefáll amig^í y quie cree que eran com- 
padres, habiéndolos visto* siempre junios, pues los dos vivian 
en la parte sod del pueblo de San Martin «le los Añiles" ; Sa- 
muel Klinkert (fs; (\\). dice que Soto e Yllán han trabajólo 
en su eslablecimienlo ; Carinen Solis (fs. 64 1 nianíñesta que 
conoce a Soto e Yllán, por ser el primero su yerno y c- se- 
glindo sobrino de «1 csjíosa y agrega que ambos eran amigos; 
Elcutcria Agui'era (fs. Mi 1 ), dice que Soto es yerno suyo c 
Yllán es hijo adoptivo de una hermana de la declarante, siendo 
ambos "muy :mii¡{os" : el calm de policía Rafael Diaz < fs. 67) 
declara que "antes de ocurrir la muerte de Yllán ha visto a 
éste y a Soto con frecuencia ui e-te r ichlo (San Martin de 
los Andes), ¡mes ambos vívia-t en las oriila*": Yicíuie G. 
OI cid l fs. jjj ú\i& que Soto t ^'!l;in eran amibos y esto le 
consta "porque e! mtmio (lia que fué muerto Yllán obtuvieron 
éste y Soto hchiendu jimios en la casa fie negocio del declarante 
d. -de las diez de la mañana hasta las tres o cuatro de la tarde, 
más o menos, hora en que ju titos se retiraron alg" ebrios". 

Queda, pues, bien comprobado que Diego Yllán y Dionisio 
Solo eran muy amigos. 

Con el mismo cinismo con que ha rvgado e! procesad - » 
conocer a la victima ha asegurado que tampoco conoce a la 
coposa del mismo. Lo que resulta tamiñén falso; según e! tes- 
tigo Manuel Novoa t fs. 73» S«>to e Yllán eran muy amigos, ha- 
biendo vivido jimias, y los ligaba cierto vinculo de familia, púca 
Ta esjHisa fie Soto es prima hermana de Yllán. 

F.sta- falsedades cometidas |>or el procesado en su> decla- 
raciones es una de las presunciones que obran en su e.mtra. 

c) Las declaraciones de la esposa de la victima, doña Lau- 
ra Sepúlvcda de Yllán. 

Usta ha declarado que ha >ido testigo presencial de los 
hechas que* produjeron la muerte de su marido. 

IVk'os momentos después del hecho sangriento le declara al 
comisario de policía que el matador de su marido es Dionisio 
Solo, y luego, al prestar fícela ración (fs. 7). relata la forma 
cómo hirió Soto a Yllán. Se ral i f tea después ante la misma 
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comisaría de lo aseverado al principio (fs. 23) y por ultimo, 
en un careo ordenado por el infrascripto y que se verifica a 
fs, 52, reconoce al reo como la misma persona que estuvo en 
su casa la noche del 14 de abri! de 1913 y que tuvo un inci- 
dente con su marido, Diego YHán. Kn este careo, la esjjosa de 
éste vuelve a relatar, en presencia del reo. la forma como se 
desarrollaron los acontecimientos, dando los menores detalles. 

Aunque esta declaración por si sola no formaría prueba, 
por ser úüica y estar afectada de tacha legal, es admisible como 
una presunción grave en contra del reo y como un indicio que 
unido a los anteriores at hecho y concomitantes con el mismo 
forman la plena prueba que se exige pór la ley, 

di I.a fuga del procesado. F.stc fué visto el día T4 de 
abri! de 1913, o sea el día del homicidio de Yllán. en compañía 
de éste, con quien estuvo bebiendo en la casa de comercio <le 
don Vicente 0. Obdd, como to ha declarado a fs. 72. Pues 
bien* desde la noche del crimen desapareció del pueblo de San 
Martín de los A mies y «según hemos visto en la declaración 
de don Carmen Solts (fs, 64) "Fa'tó a dormir esa noche de su 
domicilio". 

Según el oficio de la jefatura fie policía que corre a fs. 42, 
Dionisio Soto fué detenido en Collipulli (Chile) el dia 28 de 
Julio de 191.1, P° r el cabo de policía de San Martín de los 
Andes, Fidel Kiffo. quien en su declaración ríe fs. 7U. manifiesta 
que Soto te confesó en presencia det Juez de Paz de Sangui- 
pulle, señor León Aristav, de que era el matador de Diego 
Yllán. 

La jurisprudencia argentina ha establecido en numerosos 
casos de que la fuga del inculpado es una presunción grave en 
contra del mismo. 

2 o . Por las presunciones que quedan expresadas se llega 
a la conclusión de que el procesado Dionisio Soto es el autor 
de la muerte de Diego Yllán, Comprobada, pues, esta culpabi- 
lidad, veamos la forma qcomo se desarrollaron los hechos para 
ixnler determinar .a calificación legal del delito. 

El único testigo presencial fué la esposa de la víctima. 
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• piien relata lo- Juvlms en la siguiente forma: Hallándose en 
la noche del 14 de Abril de ly 13 en su domicilio en San Martin 
do los Andes, llegó onno a las 8 pjiu. el vecino Dionisio Soto, 
at parecer algo ebrio y comenzaron a hablar at principio cor- 
«halmcntc, pero poco después se originó tma discusión entre 
S0tíJ e Mían, por halarle cobrado el primero la suma de cinco 
peso* al segundo; irritados ya convinieron cu salir afuera a 
pelvar, llevando S<¡to iría eañita en la mano y su contrario nin- 
guna arma; en medio de la pelea Solo sacó un cuchillo c infi- 
rió rápidamente una puñalada a Yllán de resultas de la cual 
ea\ó desplomado a! Mielo fugando iumcdiatamciiL- Soto. 

Ivl delito encuadra dentro del ari. 17, Cap. I Inc. 1% de 
la ley 41X1}, castigado con la pena <le presidio de diez a veinti- 
cinco años, mediando ¡i favor del reo la embriaguen relativa 
cu míe se hallaba en momentos <le cometer el hecho, no exis- 
tiendr. ninguna circunstancia agravante, por lo que correspon- 
de -lUnii't-uir pro]*treionalmente la jiena a aplicarse. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con ta jurisprudencia 
establecida por la Suprema Corte Nacional en la causa de 
Manuel Saimirí, por homicidio, confirmatoria de la senten- 
cia fie la Cámara Federal de La Plata, y fjne >e registra en 
la "Jurisprudencia de los Tribunales", mes de Diciembre de 
ion*, pag. i';-'/. Fallo; Gmde irado a Dionisio Soto a la pena 
de doce años de presidio, accesorios legales y costas procesales, 
debiendo computarse la prisión preventiva en la forma de ley. 

Regístrese, notifírjttese con el original y sino fuere apela- 
da elévese en coiwdta a la rvxma. Cámara. 

Enrique A". Zinny, 

Ante mi : hodntfo Maña. 

s!;nyi:n*cia m l.\ cámara fkijkiíu, 01: .m*klac iones 

La Plata. Agoilo la de 1915. 

Vistos y considerandos 

Que a los testimonios anotados por el a tjito, se agrega 
el de Fidel Rigo, de especial mérito cu cuanto rjite siendo cabo 
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de la policía obtuvo la aprenhcnsión de Dionisio Solo en Chile 
y asevera por conocimiento propio que en Abril ile 10,13 fo- 
cha en que ocurrió la n inerte de que se trata, vi ó muchas ve- 
ces en San Martin fie los Andes a Soto y la última ve* eon- 
cordantemente con Muñoz y Obeicj en Hnaliuu. con nunivn iL- 
una hacienda; ver fs. 76 vta, 74 y fiy : ; 

Que si alguna duda puede haber sobre la coartada ijue 
Soto alega, basta decir que absolutamente ninguna prueba luí 
intentado presentar siquiera sobre este hecho, de suerte que la 
que resulta de autos en su contra es más convincente y plena. 

Que según Rafael Díaz, Dionisio Soto se embriagaba con 
frecuencia y era pendenciero, ís. 18 vta, y de otras referencias 
de autos, puede ello afirmarle que es asi. 

Que por estos y demás antecedentes expuestos por el 
a qitü es inadmisible la Indivisibilidad de !a confesión del reo, 
art. 318 del Código de Procedimientos, 

Que el delito es el encuadrado en el art. 17 inc. r . da la 
ley 418»), con la sola circunstancia atenuante que apunta tam- 
bién el a qiiú, sin ninguna agravante, por lo que la pena im- 
puesta en la semencia apelada de fs. 103 es un tanto benigna 
como alega el señor procurador fiscal. 

IV>r estas consideraciones y sus concordantes y de con- 
formidad con el señor procurador fiscal, se refonm dicha 
sentencia de fojas 103, imponiéndose a Dionisio Soto j>or muer- 
te a Diego Yllán, la pena de catorce años de prendió y sus 
accesorios- — Manetino liscalada. — R. Guido Lavatle. — 
José Marcó. 
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Biituci Aire», Fcbr«o 15 de «416. 

Vistos >" considerando: 

Que constan en estos autos hechos plenamente comproba- 
dos y un cúmulo de circunstancias y antecedentes rjue acredi- 
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tan la existencia del delito de homicidio perpetrado en la per- 
sona de Diego Yllán y la rcs f »on<abilidad del procesado como 
autor de este detito, 

\hw asi resulta eti efecto de las diversas diligencias del 
sumario de que se hace mérito en la sentencia de! inferior, 
tanto en b (jue respecta a la existencia del delito, como se 
ha (lidio, acreditado por una prueba directa como es el infor- 
me pericial de fojas 5 y la partirla de defunción de fojas to, 
iv-mo en cnanto a la falsedad de 1<> manifestado por el reo en 
sus declaraciones, a! afirmar que ito conocía a su víctima v 
halwrse encontrado ausente en Chile el dia que se cometió él 
lucho delictuoso. tnanífesiaciOlieg contradichas \mr las decla- 
raciones de c|ue se hace mérito en la sentencia apelada y por un 
conjunto de circunstancias y antecedentes que reúnen las con- 
diciones exi-idas por la ky para constituir una prueba plena 
•le! delito y la persona de su autor. Articulo 358, Código de 
I Wcdimiciitos en lo Criminal. 

(Jue por lo que hace a la calificación del delito y a la 
pena pe se Ira impuesto al reo, es la (pie corresponde en¿ arre* 
gla a I.. dispuesto en el articule j-. Capitulo V\, inciso I o . de la 
ky de reformas al Código Penal, número 4189. 

lof ello y sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de fojas 131. Xutifiqucsc original v devuel- 
van^ Ins autos al tribunal «le su procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del 
Solar, — D. E. Palacio. — 

J. FlGL'EROA Al.CORTA. 



m 
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C U SA Vil 

Do» Ramón í- antéala, mi autos cotí ios se ñ* tres fif&iiá y ( 'nitU'ih - 
sobre uso indebido de enseña. Recurso de heeho 

Sumario : No procede el recurso extraordinaria del an. 14, ley 
48 contra una sentencia de tina Cámara Federal, M"« decía- 
ra, fundada en h prueba producida, f|ue no ha transcurrid" 
el término jwra la prescripción que señala el articulo 44 de 
la ley 3975. I-as conclusiones ile una sentencia sobre si las 
denominaciones cuestionadas son iguale* o no y í|uien tiene 
prioridad en el uso de la enseña, fundadas en la prueba 
producida y su apreciación sobre \í\ existencia o inexis- 
tencia de esos extremos de hecho, no constituyen una cues- 
tión <le inteligencia de cláusula í^gal cjue autorice <lieh«» 
recurso. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

wctamkx del sr. procurador giínkhal 

Bunwt Ailtt. NOTiembft 4 U Ifll5. 

Suprema Corte: 

í )l'.-érvase en la propia exposiciófl del recurrente y en 
antecedentes remitidos en ci.pia legalizada por !a Cámara l'ede- 
ral Uel Rosario, <juc. si en la presente lilis, se lia dü-eutido por 
las partes la situación míe respcetivaiue -ite entienden derivar 
de su antecesor en el negocio que anillos ejercen ¡mr compra (|ite 
hicieron a un tercero, y cuyo >eña uno y otro se ere.» con derecho 
exclusivo a usar, in ningún momento se ha debatido ni ptnMo 
en discusión cláusula alguna de la C^n^tiludón. de ley de la 
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1 

Xación o tralutln con pai, extranjero, ni siguiera las d¡sposicú> 
líes de la ley de marcas de fábrica, en que ambos amparan el 
derveho c,ne alegan : noiántk>se para mayor Abmidamient... que 
la sentencia recurrida, se ha mantenido, al resolver, dentro de 
fes hecho, que constituyen amiet'a situación de la* partes, sin 
haber curado, — porque la litis misma no lo ha requerido — 
a pronunciarse sobre la iirterprUaeión o alcance tle la ley de 
rilarlas citada, ni de ninguna otra. 

En tales conceptos, este recurso es improcv dente por no 
encuadrar e i los casos previstos jwr el articulo 14 de la ley 48 y 
5ti correlativo e! o cíe la 4055, pidiiíml.. a \\ K. en consecuencia, 
se sirva desestimarlo, mandando devolver los autos cerno co- 
rras ¡n-nde. 

Julio ftotet. 
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Bueno» Aire*. Febrero 15 dt ]0IH. 

Auto* y V istos: el recurso de hecho por apelación denega- 
da, interpuesto por don Ramón Fontc ita contra sentencia fie !a 
Cámara Federal del Rosario, en los autos seguidos con los se- 
ñores Juano y Gallego, solire usn indebido ríe enseña omcrcial, 

Y Considerando : 

Qtte como expresa el attto denegatorio del recurso trans- 
cripto en el informe de la Cámara Federal del Rosario, !a s v n- 
«cncia apelada resuelve la causa por razones de hecho v la apli- 
cación hace de la ley número M)75 nu es contraria a su 
valide/ ui a los derechos míe esa lev confiere, 

Oue el fundamento princi^l de la decisión recurrida, a 
^i;er, que no ha transcurrido eí término para la preserii>eV>n 
-íuc señala el articulo 44 de la ley 3775, deriva de Jos elemento* 
¡e prueba con míe Jas partes han afianzado sus respectivos de- 
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rechos, y en consecuencia, resuelve una cuestión de ludio, 
extraña a la instancia < xtraordinaria, como reiteradamente lo 
ha declarado esta Corte (Fallos, lomo 99, pág. 371 ; tomo 106, 
págs. J57 y 370; tomo 109, págs. 50 y 369, y otros). 

Que las demás conclusiones de la sentencia sobre si las 
denominaciones cuestionadas son iguales o no, y quien tiene 
prioridad en el uso de la ensena que da lugar a este litigio, f ilú- 
danse asimismo en la prueba producida, y su apreciación sobre 
Ja existencia o inexistencia cíe esos extremos de hecho, no cons- 
tituyen una cuestión de inteligencia de cláusula legal alguna, 
rjuc autorice el recurso del art. 14, me. 3". de la ley X". 48 y 
art. 6*, de la ley 4055, 

Por ello, y de conformidad con !o Hctaminado y pedid»* 
por el señor Procurador General, se declara bien denegado el 
recurso. N T otifííjuese original, repóngase el papel y archívese, 

A. Bermejo. — Nicanor C. mi 
Solar, — D. E. Palacio. — 
J. Fjgceroa Alcorta. 
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Don Jase Antonio Sarmiento en autos con don Carlos lazarino, 
sohrc escrituracüm. h'catrso de hecho 

Sumario ; l-.l ténuino de cinco ilius señalado pur el articulo 20$ 
de la ley nacional de procedimientos, es fatal y corre aun- 
<|uc medie pedido de aclaración o rectificación. 



DI! JUSTICIA DE I.A NACION 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN* UKI, sr. PROCURADOR C EXEA AL 

Bucooi MtU, Oklnobtt ao de rflis 

Suprema Corte: 

Ocurre <¡ne Ja sentencia apelada se notifico al recurrente 
<s:i Octubre 2 <lel corriente año, y sólo el dia jo del mismo mes 
y año se presenta a interponer el recurso extraordinario para 
ante V. E. f con lo que lia excedí lo e! término fijado en el 
ar^cujp 208 de Ja ley mimen > 50. 1*1 recurso, ha sido pues, 
deducido fuera <Ie término, el cüaj corre 110 obstante el ¡jedido 
de aclaración de la saitencia apelada (Fallos, tomo 104, pa- 
gina 298). 

En atención a lo expuesto y jurisprudencia citadla, pido a 
V. E. se sirva no rncer lugar af recurso interpuesto. 

100 B&m. 
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Bucaoi Aire., Pcbicro 15 tfc \%6 

Autos y Vistos: 

|l recurso fie queja por apelación denegada interpuesto 
por el apoderado de don José Antonio Sarmiento (hijo), con- 
tra sentencia de la Cámara primera de apelación en lo civil 
de la capital en la causa seguida con don Carlos La ea riño. 

Y Considerando : 

<¿ue la referida sentencia ha sido pronunciada con fecha 
m \o de septiembre del año próximo pasado y notificada en 2 
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de octubre del mismo año, como consta a fojas 24$ y .2S4 del 
segundo cuerpo de los amos remitidos j>or vía de informe* 

Que esla sentencia resulta baber sitio arlada para ante 
esta Corte, escrito -de íojas 257, en ¿o del mismo mes ile octubre, 
o sea fuera riel término de cinco 'lias señalado ]>or el articulo 
208 de la lev iiacicuial de proeedímimtos, término que c$ fatal 
y corre aunque medie un pedido de aclaración o rectificación, 
como se tiene declarado por esta Corte en reiterados casos. 
(Fallos, tomo 94, pág. 24J ; C¡&, pág: 4J4 y 114» pa£. jos;, en* 
tre otrosí. 

One |Hir otra parte ■s de tenerse presente que el allante 
no se eneutitra etJ el é$$0 previsto en ti inciso 3". del artículo 
¡4 fpie «ta. pues sc;;úu resulta tic lo* autos <|ue -e tienen :i 
la vista, trn c3 pleito tu» lia sklu cuestionada la inteligencia de 
cláusula alguna de la Comrtitución, la ffiie só!o se menciflira 
tfespués de haberse fallado !a causa, la rjtití lia versado sobre la 
escrituración de un contrato de compra-venta eteí inmueble a 
f|ue se refiere ía demanda de foja, 5. con arreglo a las <\\>~ 
posiciones del derecho común. 

Ouc pnr empínente y en el supuesto de f|Mc el afielante 
se hubiera presentado dentro del término legal, el recurso no 
seria asimismo prm*cdent*\ fiado lo establecido al respecto por 
esta Corte en caso-i análogos. ( Fallos, tontos 104. páginas 14^ 
y 113. páginas 36 y 340, entro otros). 

T N ir ello y tic conformidad con la expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, >e declara bkn denegado el re- 
curso. Notifíquese original y arclmese. previa reposición d.- 
sellos, devolviéndose los autos principales con testimonio de 
esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G, ih-l 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficüeroa Alcorta. 



INDICE ALFABETICO 

POR LOS 

Nombres de lis partes en ras curcas cornelinas en el voiunei Mil 



A 

PÜKÍtll 

Aguirre. don Julio Lemiidas (su Sttcesién^ Contienda -k- 
competencia ~ 

Aieardi. díín feacisco^ in autos con los doctores MiguVl 
IVuceo y Sé^smiindc, Lothingef» por obro de lionóm- 

hbS médicos. Contienda de eoin|>et encía 43 

Araya, don Rogelio, eice|iresj ( lente del comité nacional del 
partid.. Kadicai. solicitando se deje sin efecto un acuer- 
do de la Cámara Federal de Apelación ie La Plata cnw 
establece el turno de su presidencia V) 

Argcrich, don Juan Antonio, contra el Gobierno Nacional, 
ppr cancelación de gravamen liijiotecario. Sobre eort¿ 
Paneta AO s 

Arronga. tlojl Juan y la razón social "Arronga y Lozano" 
en autos con el Baiíco Hipotecario Suizo-Argentino, 
por cobm hipotecario, Contienda de competencia . . }o8 

Avaca Serviliano. o Domingo Kuiz González, criminal 
contra, por houiieidio 
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B 

Halcazar. don Antonio, en aun* o>n duna Adela liarbier 



de Tirisson, sobre cobro de un crédito hipotecario. Re- 
curso de hecho • 0,4 

Haliester de FftSquel, doña Alcira tsu sucesión* ; contien- 
da de competencia . . 334 

Banco fie la Nación Argentina, contra don Andrés Fra- 

chia, sobre embargo preventivo 17 o 



Raneo Hipotecario Suizo- Argentino, contra dun Juan 
Armnga y la razón social "Arronga y Lozano", por co- 
bro hipotecario. Contienda de competencia 308 

Rarrcllier, don Carlos y otro, contra la provincia de Cór- 
doba, por daños y perjuicios: incidente sobre tasación 



de tierras • • • ■ 3*5 

Blanco Gómez. Vito, criminal contra, i?or violación de co- 
rrespondencia: sobre competencia 306 

!iobrik\ don Rodolfo, cónsul general de Alemania, contra 
don Arelan Kmir, cónsul general de Turquía, sobre en- 
trega de sellos, libros y demás pertenencias del consu- 
lado general de Turquía 129 

c 

Camargo, don Juan y otros, contra los herederos de don 
Hilario Mendicta, por reivindicación; sobre compe- 
tencia - '75 

Cambaceres, don Alfredo AL (su concurso ). Contienda de 
competencia • •;■> 94 

Compañía Alemana Transatlántica de- Electricidad, contra 



la Municipalidad de Morón, sobre nulidad de una or- 
denanza fjiie rescinde un contrato de alumbrado eléctrico 73 
Compañía General de Ferrocarriles en la provincia de 
Rueños Aires, en autos con don Rafael M. Gutiérrez, 
por cobro ejecutivo de pesos: sobre competencia 232 
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Compañía General de Ferrocarriles en la provincia de 
Hílenos Aires, contra doña Margarita Reid de Ackcrley 
(hoy Juan J. Echeverría), sobre expropiación 284 

Compañía General de Ferrocarriles en la provincia de 
Buenos Aires, contra don Juan B. Forte, sobre expro- 
piación . 2ÍJI 

Compañía de Seguros contra Incendios y Granizo Díaz 
Vélez, en autos con don Eugenio Díaz Vélez, por exclu- 
sión de nombre 277 

Graven, Tagliabuc y otro, en autos con la Droguería La 
Estrella» sobre indemnización de daños y perjuicios. . . tjg 



Delgado, don Agustín K.. contra la provincia de Entre 
Ríos, sobre adquisición de un campo |ior prescripción 
treintenaria 1 14 

Devoto, don Fortunato Francisco, contra la Universidad 
Nacional de La Plata, sobre cobro de pesos 120 

Díaz Vélez, don Eugenio, contra la Compañía de Seguro* 
contra Incendios y Granizo Díaz Vélez, por exclusión 
de nombre . 4 277 

Domínguez, don Agustín, en autos con la sucesión de don 
Bernardo Domínguez y otros, por nulidad de un juicio 
testamentario. Recurso de hecho 70 

Domínguez, don José Máximo, en autos con la Compañía 
Agrícola Hipotecaría Argentina, sobre cobro de pesos. 
Recurso tle hecho 93 

Droguería de La Estrella, contra Craveri, Tagliahuc y 
otros, sobre indemnización de daños y perjuicios 179 

E 



Emir Kmin Arslan, cónsul general de Turquía, en autos 
con don Rodolfo Bobrik, cónsul general de Alemania. 
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sobre entrega de sellos. libros y demás pertenencias 

del consulado general de Turquía tgp 

Empresa Puerto del Rosario, contra los herederos de Or- 

tiz y Guerra, sobre expropiación - 300 

Empresa del Ptiertodel Rosario, en autos con don Estelan 

Rams (sus herederos), sobre expropiación .íiS 

Empresa del Puerto del Rosario, en autos con don Ignacio 
Keybaud i sus herederos l y doña Asunción Medina de 

Rovira. sobre expropiación 393 

!¡so, Agustín y Cia„ contra el gobierno tle la provincia 

de Córdoba, sobre jactancia • M4 

Exhorto del señor Juez de Comercio tic Montevideo en los 
autos seguidos por don Antonio Hecco contra Radivoj 
y Cía., por cobro de crédito hipotecario 205 



F 



Ferrr»earril Argentino del Norte, en autos con don Juan 

Lorenzo Tessí . |K>r danos y perjuicios : sobre c< mipetcnc» 438 
Ferrítearril Central Argentino, en autos con la Dirección 
Cieneral de Correos y Telégrafos, sobre multa. Recurso 

de hecho 111 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Antonio 
Morino. por expropiación; incidente sobre escrituración. 

Recurso de hecho ■ 133 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con doña Maria 
Deita hile de Melita. sobre indemnización de daños y per- 
juicios. Recurso de heclio 1 76 

Ferrocarril Central Argentino, contra el Fisco Nacional. 

por cobro de pesos; sobre competencia ¿51 

erritcarril del Sud. en autos con la Municipalidad de La 

Plata, sobre cobro de pesos too 

il del jjSfcid, en autos con don Mario Forza, sobre 
indemnización de daños y perjuicios. Recurso de hecho 135 




I 



DK JUSTICIA DK LA H M ION 



Ferrocarril del Sud. en autos con la Munuipalklad de la 
Capital, por cobro ejecutiva de pesos. Recurso de liecho 163 

Ferrocarril Nord-Oeste Argentino, en autos con la Muni- 
cipalidad de Tucumán. |>or cobro de pesos 56 

Fierro, Amonio, criminal contra, por homicidio 359 

Fisco Nacional, en autos con el Ferrocarril Central Argen- 
tino, por Cpbrp de pesos í sobre competencia 2JI 

Flores. Ramón, criminal contra, por homicidio 140, 

Flores, don límilio M., contra el Gobierno Nacional, sobre 
cubro ríe honorarios 259 

Florido «le lázaro, doña Paula, contra José R. y Andrés 
F. 1 barra, por cumplimiento de contrato, rendición de 
cuentas y cobro de pesos: sobre infracción a la lev de 
pa]R*l sellado 18 

Fonteuía, don Ramón, en autos con los señores Juano y 
Gallego, sobre uso indehido de enseña. Recurso de hecho 436 

Forte, don Juan lí„ en autos con la Compañía General tle 
Ferrtx-arriles en la Provincia de Tíllenos Aires, sobre 
expropiación 291 

Fraehia, don Andrés, en autos con el Ha neo de la Nación 
Argentina, sobre embargo preventivo . 170 

Frers, don Antonio, en autos con los doctores Horacio Ro- 
dríguez 1 birreta y Jorge Giménez, sobre falsificación de 
insirumentos públicos. Recurso de hecho 388 

G 

Gardey. don Juan Luis (su concurso). Contienda de com- 
1* uncía 247 

Giaimoni % Aguirre. doña Alióla, contra don Kxequiel 
Ta bañera hijo, por defraudación: sohre competencia,. 40" 

Gigante, don Pedro, contra el Superior Tribunal de Justi- 
cia de Córdoba, por denegación de apelación. Recurso de 
lucho . 38" 
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Gobierno Nacional, ai autos con don Emilio M. Flores, 

sobre cobro de honorarios 259 

González. Candió y otros, criminal contra, |mr lioniicidio. 

Competencia negativa 125 

Gobierno Nacional, en autos con don Daniel Ovejero, so- 
bre cobro de pesos 40J 

Gobierno Nacional, en autos con don Juan Antonio Arge- 
rich, por cancelación de gravamen hipotecario; sobre 

competencia , 40.x 

González de Cabrera, Aurora, y Rafael Díaz, criminal 

contra, por homicidio y tentativa de homicidio u 

González Ireneo. criminal contra, por homicidio 22$ 

Guillón Bird, don Juan, contra don Juan M. Usandivaras. 

por cobro de pesos; sobre competencia r^K 

Gutiérrez, don Rafael M. contra la Compañía General de 
Ferrocarriles en la provincia de Buenos Aires. |»or cobro 
ríe pesos : sobre competencia 

I 

1 barra, don José R. y Andrés F., en autos con doña Paula 
Florido de Lázaro, por cumplimiento de contrato, rendi- 
ción jde cuentas y cobro de pesos ; sobre infracción a la 
ley de |>ai»c1 sellado , iKi 



Juez Letrado c n lo criminal y correccional de la Pampa 
Central, consulta sobre quién de los dos jueces de esa 
debe intervenir en los actos relacionados con la ley elec- 
toral * jiii 

Juez Iletrado u*l crimen de la Pampa Central, eleva en 
apelación un exhorto cpic ha dirigido al señor Juez de 
Instrucción de la Capital, Dr. 1\. F. Newton, solicitando 



DE JUSTICIA DE LA NACION «T 



la iletenciún del sujeto Julián Martínez o Julián Martí- 
nez Cres|K>, y qué este funcionario se niega a diligenciar 369 

L 

EJn Siiiíí Hoh, criminal contra, por homicidio 

M 

Martínez, don José A, en la causa criminal que se ]e sigue 
por infracción al ari. 9 de la ley 3972. Recurso de hecho 98 

Mendieta, don Hilario, sus lie rederos, en autos con don 
Juan Camargo y otros, por reivindicación ; sobre com- 
1 Hienda . , 175 

Mnüna Carranza, don Emilio, en autos con el Poder Eje- 
cutivo de la Provincia de Buenos Aires, por inconstitu- 
eionalidad de la ley y decreto, sobre renovación de se- 
cretarios. Recusación sin causa 386 

.Molina, don Hilario (sus herederos), en los autos sobre 
jiosesión de las tierras de Antofagasta y Peñón de Cara- 
chapampa ; sobre oposición fiscal. Recurso de hecho . . 65 

Molina, Prudencio, criminal contra, por tentativa de ho- 
micidio: sobre competencia 

M unieipatidad de I*a Plata, contra la empresa del Ferro- 
carril del Sud, sobre cobro de pesos 100 

Municipalidad de Morón, en autos con la Compañía Ale- 
mana Transatlántica de Electricidad, sobre nulidad de 
una ordenanza que rescinde un contrato de alumbrado 
eléctrico 73 

Municipalidad de Tucumán, contra el Ferrocarril Nord 
Oeste Argentino, por cobro de pesos $6 

N 



Navas Benito, Ramón, su extradición solicitada por las 
autoridades del Reino de España 



167 
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Ortií y Guerra, sus herederos, en autos con la empresa del 
I*uerto del Rosario, sobre expropiación 

Ovejero, don Daniel, contra el Gobierno Nacional, sobre 
cobro de pesos 

P 

Pcdroza, Ramón, crimina! contra, por homicidio; sobre 

competencia , , 

Pera, don Celestino I*, contra la provincia de Santa Fe. 

por eo&ri ■ de jjcsos , 

Pffiffcr de Silva» doña María, en autos con ci Banco Mu- 
nicipal de Santa Fe, sobre declaratoria de quiebra. Re- 
curso de hecbf 

Piagffi. don Antonio, en autos con don Félix Gome?, sobre 

cobro hipotecario. Recurso de hecho 

Poso. Américo; recurso de babeas Corpus 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Santiago Vi- 
llamayor (sus herederos por reivindicación ; sobre re- 
visión de sentencia 

Provincia de Buenos Aires, en autos con la Sociedad de 
Construcciones Urbanas y Ruraírs por inscontilucinna- 
lictart de ley y daños y perjuicios ; sobre competencia. . . 
Provincia de Córdolw, en autos con la sociedad Agustín 

Knciso y Cía,, sobre jactancia 

Provincia de Córdoba, en autos con don Carlos Itarrclíier 
y otro, por daños y perjuicios ; incidente sobre tasación 

de tierras 

Provincia de Entre Ríos, en autos am don Jn.m Pedro 
Torrcllj; sobre adquisición, por prescripción treintena- 

ria, del dominio de una isla 

Provincia de Entre Ríos, en autos cOn don Agustin R. 
Delgado, sobre adquisición de un campo ]>or prescrip- 
ción 1 re ¡n leñaría 



hr .i rsTu'i ,\ ih: u\ nación 



Provincia* de Mendoza, en Autos con la sociedad anónima 
Luz y Fuerza, por cumplimiento de contrato y daños y 
perjuicios; sobre revocatoria de una providencia ... 

Provincia de Santa Fe, en autos con do.i Celestino L. 
Pera. |>ur cobro de pesos . 

i 

Ramírez Pérez. Joan, criminal contra. |>or homicidio. . . 

Kan», don Esteban (sus herederos), contra la Empresa, 
del Puerto del Rosario, sobre expropiación 

Reíd de Ackcrlcy. doña Margarita (hoy Juan J, Echeve- 
rría K en autos con la C- «ni pañi a General de Ferrocarri- 
les en ta provincia «le Buenos Aires, sobre expropiación 

Repetto. don Francisco, contra la sentencia de la Cámara 
ae ablaciones en lo comercial de la capital que le de- 
niega un pedido de convocatoria ele acreedores. Recur- 
so fie hecho 

Rcyl»aud, don Ignacio (sus herederos í y doña Asunción 
Medina de Kovira. contra la Empresa del Puerto del Ro- 
sario, sobre expropiación 

Ricart, Nemesio, sobre reducción de pena 

Robledo, don Leopoldo fhijol. en autos con la Sociedad 
íieneral Cinematográfica, sobre nulidad de la marca 

Rodríguez, Jacinto, criminal contra, por lioiuk ¡dio 

5 

Sarmiento, don José Antonio, en autos con don Carlos 
La vartno. sobre escrituración. Recurso de hecho .... 

Sociedad Anónima "Argentina (luTf Otl Syndicate", su 
quiebra ; sobre competencia 

Sociedad Anónima de Construcciones Urbanas y Rurales 
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contra la provincia de Buenos Aires, pur inconstitucio- 
nal ¡dad de ley y daños y perjuicios ; sobre competencia 34° 

Sociedad anónima haz y Fuerza, contra la provincia de 
Mendoza, por cumplimiento de contrato y daños y per- 
juicios ; sobre revocatoria de una providencia 255 

Sociedad General Cinematográfica, contra don Leopoldo 
Robledo, hijo, sobre nulidad de la marca "Bioscopc" ... 262 

Societá per IVsportazione c per 1'industria Italo-America- 
na, en autos con la Aduana de la Capital, sobre comiso. 



Recurso de hecho 30 

Sosa, Bernardo o Bernardino y otros, criminal contra, por 

homicidio ...... - - * 374 

Soto. Dionisio, criminal contra, por homicidio 427 

Sueldo. don Pedro O., en autos con doña Aurelia Sueldo, 

snbre cumplimiento de sentencia. Recurso de hecho. , . 36 

T 

Tabanera, don Exequiel, hijo, en autos con doña Angela 
Giannoni de Aguirrc, por defraudación ; sobre compe- 
tencia - 405 

Torrelli, don Juan Pedro, contra la provincia de Entre 
Ríos, sobre adquisición, por prescripción treintenaria 
del dominio de una isla . . . . 49 

Trueco, Miguel y Segismundo Lothinger, contra Francisco 
Aicardi, hijo, por cobro de honorarios médicos. Con- 
tienda de competencia 43 

u 

Universidad Nacional de La Plata, en autos con don For- 
tunato Francisco Devoto, por cobro de pesos 120 

Urdaniz, don Luis, en autos con la Sociedad Mutua Hipo- 
tecaria Franco Sud- Americana, por cobro de pesos. Re- 
curso de hecho • • 34 
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Usandivaras, don José M., en autos con don Juan Quillón 

' por cobro de pesos ; sobre competencia i¿f 



Vega, don José María, en autos con los señores Martínez, 
sobre cumplimiento de contrato. Recurso de hecho 1 

Viflamayor, don Santiago (sus herederos) contra la pro- 
vincia de Buenos Aires, |>or reivindicación; sobre re- 
visión de sentencia 

Yivanco, Segundo o José Maldonado Baldonado, crimi- 
nal, por homicidio . , ¿iXi 




Zelada, don Tomás S., en autos con ía Aduana de Men- 
doza, sobre contrabando. Recurso de hecho 



INDICE ALFABETICO 
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MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN 



Acrcedüfcs HifiGiecarfos, — Para los acreedores hipotecarios. l ;l 
lev 11* > lia impuesta la suspensión de las ejecuciones en 
caso de convocatoria. pá|f. 

AÜjUdiicavMtt dé hirths. — \\-asc "Contienda tic coulptíencii^ 

c 

Cántaras /v(/rr ( r/<\f. — Lías Cámaras Federales pueden, usando 
del dereelm que Ies confiere el nri. 15 fie la ley 4055. de 
nombrar anualmente sil presidente, esta Mecer que la pre- 
sidencia sea desempeñada por urden de antigüedad. IVi- 
tí'mix 39. 

Competencia. — - Véase "Jurisdicción*". 

Confisii'»!. — I.a confesión calificad;! uo es indivisible cuando 
1:is constancias de autos desautorizan la calificación, y 
cuando his presunciones graves contra el confesante, 
fnndailas en antecedentes personales y en las círetms- 
tancias del liecbo. autoricen a dividirla. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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La confesión del reo, corroborada por otros anteceden- 
tes de la causa, puede comprobar fa existencia del cuerpo 
del delito. Pág. 200 

Cónsules extranjeros. — Con arreglo at art. 86, inciso 14 de la 
Constitución, el Poder Ejecutivo Nacional es el único 
poder autorizado legalmente para el reconocimiento de 
cónsules extranjeros y declaración de haber cesado ésto* 
en sus funciones de tales, Pág. 129. 

tu nda de competencia. — Ks contrario a Ja ley el empleo 
simultáneo o sucesivo de la declinatoria e inhibitoria en 
el mismo asunto (art. 49 del Código de Procedimientos 
en I11 criminal l. 

Tratándose de contiendas de competencia, el legislador 
ha establecido trámites especiales para dirimirlas, diver- 
sos del recurso extraordinario, y los autos en que los jue- 
ces inferiores denegaren el requerimiento de sn inhibi- 
ción, sólo son recurribles para ante el stijierior inmediato, 
(Tit. III, Ub. I, Cód. de Procedimientos, y art. y ley 
4055). Pág. 244. 

Contienda de competencia. — Tratándose de una contienda de 
competencia, la Corte Suprema no puede rever una sen- 
tencia de una Cámara Federal, que establece, que además 
del delito federal juzgado ]>or ella, existen en la causa 
otros de fuero común de competencia de los tribunales 
ordinarios; y correspondiendo a éstos resolver si en rea- 
lidad existen o no tales delitos de carácter común, y si 
deben o no ser castigados con una penalidad distinta, 
no hay cuestión «le las previstas en el articulo 9. de la 

Contienda de competencia. — Terminado un juicio por la adju- 
dicación de los bienes o por concordato, no puede aquél 
servir de liase a una contienda de coin|>ctcncia. Pág. 308. 

Contienda de competencia. — La simple remisión de una ñola 
hecha por un juez letrado a otro, atribuyéndose compe- 
tencia para conocer en determinado asunto. 110 importa 
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un conflicto o contienda de competencia que deba diri- 
mir la Oírte Suprema. I*ág. % \i6. 

Contienda de competencia. — La negativa de un juez local a 
rlar cumplimiento a un exhorto de un juca letrado, en 
i|iie éa|é pide la detención de un procesado, ini|>orta 
conflicto, que las razones que informan la disposición 
de) articulo 9 de la ley 4055 justifican la intervención 
ile la Corte Suprema, para su solución, en la que, ade- 
más, está interesada la mejor administración de justicia. 
Fundándose la negativa a cumplimentar un pedido de 
detención, en que por la ley de procedimientos en to Cri- 
minal, ln quu autoriza la extradición de un procesado es 
la orden de prisión, y solicitándose únicamente la deten- 
ción de éste, corrcsfionde devolver las actuaciones al 
juez requeriente l»ara que determine con precisión las 
medidas que solicita. Pág. 36*). 

Contratos de arrendamientos. — Véase "impuesto de sello". 

Convocatoria de acredores. — La providencias que los jueces 
locales dicten conforme a lo dispuesto en el articulo 10 
de la ley Número 415'». con motivo de solicitudes de 
nióii de acreedores liedlas por comerciantes que se 
cucnlran en la imposibilidad de cumplir con sus obliga- 
ciones comerciales, 110 equivalen a las declaraciones de 
quiebras previstas en el artículo 58 de ta misma ley, a los 
fines de atraer ante dichos jueces todas las acciones ju- 
diciales contra el fallido con relación a sus bienes, para 
hacer posible el pago de los acreedores ch la proj>orción 
que tes corresponde con mayores economías y ventajas 
comunes. Pág. 308, 

Cosa juzgada. — Una declaratoria de competencia, implícita- 
mente contenida en un auto de quiebra, no puede tener- 
se por notificada, respecto de los acreedores ausentes, 
por la publicación de los edictos respectivos, dado que 
éstos no suplen la notificación que preceptúa el artículo 
45 de la ley de quiebras. La cosa juzgada, que debe tener 
como fundamento indispensable la existencia de una de- 
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cisión judicial, no puede o|»nerse sino al que ha sido 
oido y vencido reapecto del hecho une fué materia eje la 
ilecisión. Pág. 328. 
Castas. — No precede la condenación en costas en 1111 caso en 
que la sentencia de la Corte Suprema revoca la apelada 
por vía del recurso extraordinario del art 14. ley 48. 
Pag. 138. 

Cuestión ahstaeta. — No es una cuestión de carácter abstracto 
la fie resolver sí determinados actos de una municipal»- 
dad realizados en concepto de atender de una manera 
más conveniente lus intereses comunales y de hallarse 
autorizada para ello por una disposición de ta Constitu- 
ción Nacional, y que la sentencia recurrida deja sin ef ce- 
dí, son válidos o no, es decir, legales o no. l'ág. 73. 



i K mamitis contra la nación. — Ks necesaria la venía del Con- 
greso para demandar :t la Xaeión |>or cobro de servicios 
profesionales prestados como fiscal <id hoc en el escru- 
tinio de las elecciones nacionales. Pág. 402. 

Renuncia de bienes fiscales, — Corresponde el rechazo de una 
demanda por cobro de pesos, fundada en los artículos 7, 
8 y t3 de la ley de contribución directa de la provincia 
ríe Santa Ke de 21 de agosto de íool si resulta que el de- 
nunciante no llevó a conocimiento del gnhiernn deman- 
dado dato alguno que éste no eoiiíjeiera. sobre los bienes 
dentinciadiis. ni cumplitjose en el caso, et requisito de que 
las propiedades aludidas en ja demanda no estuviesen 
avaluadas y empadronadas, en unos casos, y en otros, 
exceptuados del pago del impuesto |»or las leyes de la 
Nación o de la provincia, ni ofrecidosc a la gestión ad- 
ministrativa del gobierno antecedente alguno extrañó a 
los documentos oficiales. Pág. 186. 

Domicilio. — Kn caso de habitación alternativa, el domicilio es 
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él lugar donde se tiene establecida la familia, aunque 
se tenga los negocios en otro* Pág, 6t, 

Domicilio. — lín caso de habitación alternativa, el domicilio 
es el lugar donde se tiene establecida la familia aunque 
una persona tenga sus negocios en otro lugar. El domi- 
cilio una vez adquirido se conserva ]>or la sola intención 
de no cambiarlo o de no adoptar otro. l'ág. 04. 

¡htmu UitK — t,a circunstancia de que el representante de una 
Mteicdari fallida con domicilio legal en el extranjero, ha- 
ya inscripto su poder en el Registro de Mandatos de la 
Capital, mi importa constituir domicilio en ella, como 
tampoco im|>ortariíi jmr sí sola, la de tener escritorio en 
la misma. IVig. 

hominiiú. — Aún cuando las declaraciones contenidas en un 
¡estamento ti otro instrumento público, relativas al do* 
mieilio del testador u otorgante, no constituyen prueba 
decisiva al respecto, deben tenerse como tal en un caso 
éh qué se lia acreditado halier la causante residido alter- 
nativamente en el lugar que declaró ser su domicilia 
"actual*', en que vivió etm sus hijos y finalmente, en don- 
de tirtirrió su fallecimiento. Pág. 334. 

Domicilia «jfenaí; — 1-;* constitución de un domtclio especial 
implica la extensión de la jurisdicción y sólo puede que- 
dar sin electo }** T baluTse iniciado posteriormente un 
juicio un i versal í'ág. 308. 

B&tttícUn. — Aún siqnvniendo que por la antigua legislación no 
hubiese sido necesaria la escritura pública |»ara perfee- 
donar una donación, es indispensable que el que preten- 
de tener derecho a una cosa a ese titulo, acredite. (*or lo 
menos, en forma válida, la donación y la subsiguiente 
tradición. Pag. 318. 

E 

l*,mbanjth — Véase "Ivjchorto" 

"Umbatyos y rentas tic hicucs ubicados en provincias. — La 
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disposición del art. 10 del Código civil no se opone en 
manera alguna a que los jueces de la Capital, puedan 
ordenar embargos y ventas de inmuebles ubicados en 
provincias sin perjuicio de los protocolizaciones a que 
haya lugar Pág. 308. 
Exención de impuestos. — Los conceptos "una contribución 
única" de 3 ojo, del articulo 8 de la ley 5315, se refieren 
a los verdaderos impuesto», tributos o cargas públicas 
sancionados para hacer frente a los gastos generales de 
la administración. El impuesto del 3 ojo es para la cons 
tracción o mantenimiento de puentes y caminos ordina- 
rios de los municipios y departamentos, no para calles, 
su pavimentación, limpieza y alumbrado. El referido 
artículo 8°. de la ley 5315 no exime a las empresas fe- 
rroviarias de la obligación de payar el impuesto de afir- 
mado. Pág. 56. 

Exención de impuestos. — La exención que consagra el art. 
H". de la ley 5315 no comprende las cargas remunerato- 
rias de servicios prestados por las municipalidades (¡en 
el caso los de alumbrado, barrido y limpieza). Pág. 100. 
Exención de impuestos. — El art, 8". de la ley 5315. no exinu* 
a las empresas ferroviarias de la obligación de pagar el 
impuesto por servicio de afirmado. Pág. 232. 
Exhorto. — Cualesquiera que sean la naturaleza y propósitos 
de los embargos a que se refiere el articulo 10 del Tra- 
tado de Derecho Procesal celebrado en el Congreso Sud- 
Amcricano de Montevideo y aprobado por la ley nú- 
mero 3192. el exhorto o carta rogatoria en que se pida 
la ejecución de aquéllos, debe emanar de juez compe- 
tente. 

Establecido por la sentencia apelada que la acción 
promovida ante los tribunales uruguayos es real y por 
consiguiente, de la competencia de los tribunales argen- 
tinos y que el buque, cuyo embargo se solicita, se halla 
en aguas jurisdiccionales argentinas, puntos de derecho 
común y de hecho, que no pueden ser reexaminados en 
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la instancia extraordinaria autorizada por el art. 14, ley 
f' cI J t,ez exhortante resulta incompetente para conocer 
del juicio en que se decretó el embargo y por consigu 
te, para ordenar éste, |*>r ]o que tío procede el dili; 
ciannento del exhorto en que se solicita esa medida 
gina 295, 

¿apropiación. — Deben ser expropiados y no ocupados gratui- 
tamente, los terrenos de ribera de! río Paraná, afecta- 
dos por la construcción del puerto del Rosario, que si 
hien se encuentran dentro de la cota 5.30. no se hallan 
permanentemente cubiertos j>or las aguas. Pag. 209 
kmtrottación. - La ley \\ ,8y flo exige, de |»arte del expro- 
piado, la fijación del precio e indemnización, bajo pena 
de darle por aceptada la oferta del expropiante. La /w- 
tensión de las partes a míe re refiere el art. 6°. de la 
ley X*. 189, equivale a la indemnización que determina 
y analiza el art. 16 de la misma ley. con la enunciación 
del valor del terreno o edificio, plantaciones, deprecia- 
ción |,or fraccionamiento, explotaciones, etc., o como 
ha dicho la Corte Suprema, el valor de la cosa expropia- 
da y la reparación de los ¡icrjiiicios que sean una conse- 
cuencia directa de la expropiación. 

Para estimar, a los efectos de la indemnización, los 
lanicios causados a los expropiados, no es necesario 
que estos precisen la cifra cuantitativa de aquéllos, bas- 
tando que dichos perjuicios se prueben en autos de una 
manera general, en cnanto a su calidad, naturaleza v 
extensión. Pag. 284. 

Hspropiación. — Dado que la expropiación debe seguirse con- 
tra el propietario o poseedor de la cosa a título de tal, 
carece de derecho a ser indemnizado aquél, que no solo 
no se halla ni hallado en posesión de la cosa, sino que 
no justifica tener ningún ilerecho sobre ésta. Pág. 318 

apropiación, - No procede cl juicio sumario de expropiación 
liara fijar la indemnizción, sino el ordinario acerca del 
mejor derecho sobre la cosa, en un caso en que el ex- 
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propiante manifiesta cjue "tu* an<r»* no ii.tn t • 

posesión de aquella, de tal suerii qtfce i--l;i mi §tti 

vada <lel ilcrecho de propiedad cOrno la qu* .. . * 
en este juicio, estaría ya prescripta" |Qa 
fiWúii. — Cuando hay tratad". eJ pedido d r»>. 4 
debe sujetarse a la forma \ rtquitjtoi t'T*"*"- ^ 
él, y siendo cumplido*, dcbt- bacem Itiijar 1 U »%|ti 
«lición: en consecuencia, e* procedente ta mrauVw 
solicitada por las autoridades ( | t KáfMfl* k 1 
snlta que la persona del requerid" rnr«etii*i ..it^ * 
cada, «pie el delito imputado & <i** 1 rpie dar* h*jt*' 
la extradición tcgiin el nrt , ¡njejid ti rfH tratad 
celebrado con aquel país y que 1** rivatnt** *M j r 
son bastantes para determinar U fceha «M *Mn ■ j fc» 
efectos de imder establecer mi^ ne it halla pf ■ ( 
derecho de aaisar. F*áe. rife 



Ktmiitirriicx, — Véase "Exención 4b* imntte«toi 
Fuere f¡c4mtt, — Tratándose de i¡na««ne/Ud - deetita ¡ n 
justificar el fulero federal no tle unen 
domicilio fijado en el camtrata 1 « ral in¡ . 
nacionalidad ríe mu- ,br. - Cu» , t . 



Garantía constitucional — l'l art 14 «U ' i < <intlt" 1 *t N Jt 
cional, en sus término* y prouótito* 
acordar, ni la parte ijtie se refiere 1 !.* libertad ! I iin 
bajo, el derecho de trabajar y ejercer l'^L riüfcidt'i 
licita, a todos loa habitantes de la \ ación * a U* *i¡t ■ 
ridades nacionales* o provincial*-*- !_*<■ reaten 
la libertad de acción t>|»*ntaneamenir knpnotai - 
contratos, s-tn. en general, t.dtda», * 1-^ 
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agravantes previstas en el art. 84, incisos r. f a°„ 4' 
y 10 del código penal. Pág. 149. 
Homicidio. — Es justa ta sentencia que condena a la pena do 
diez y siete años y medio de presidio y accesorias legales 
al autor del delito de homicidio, perpetrado sin circuns- 
tancia atenuante ni agravante. Pág. 200. 
Homicidio, — Es justa la sentencia que condena a la pena di- 
doce años y medio de presidio y accesorias legales at 
autor del delito de homicidio perpetrado con la circuns- 
tancia atenuante de ebriedad parcial Pág. 223. 
Homicidio. — No causa agravio al reo la pena de diez y siete 
años y medio de presidio y accesorios legales, impuesta 
por el delito de homicidio, perpetrado con las circuns- 
tancia agravante de nocturnidad y atenuante de ebriedad 
parcial. Pág. 234. 
Homicidio. — Es justa la sentencia que impone die* y nueve 
anos de presidio y accesorios legales al autor del delito 
de homicidio perpetrado con las circunstancias agravan- 
tes previstas en el inciso 1". y 13 del artículo 84 del Có- 
digo Penal. Pág. 341. 
Homicidio, — No causa agravio al procesado la pena de doce 
años de presidio impuesta por el delito de homicidio 
perpetrado con la circunstancia atenuante de ebriedad 
incompleta. Pág. 353. 
Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a veinticinco 
años de presidio y accesorios legales al autor de un ho- 
micidio perpetrado con las circunstancias agravantes pre- 
vistas en los incisos 3*., 4°. y 13 del articulo 84 del Có- 
digo Penal y ser el delito de hurto el móvil del crimen, 
teniendo a su favor la atenuante del inciso 8 o . del artícu- 
lo 83 del mismo Código. Pág. 359. 
Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
veinticinco años de presidio a tos autores del delito de 
homicidio perpetrado con las circunstancias agravantes 
previstas en los incisos 2, 4 y 13 del artículo 84 del Có- 
digo Penal. Pág. 374. 
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Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
catorce años de presidio y accesorios legales al autor 
del- delito de homicidio perpetrado con la circunstancia 
atenuante de embriaguez parcial. Pág. 427. 

I 

impuesto de sello. — Los contratos de arrendamientos celebra- 
dos en la capital, de bienes situados en jurisdicción pro- 
vincial, están sometidos, en cuanto al impuesto de papel 
sellado, a la ley nacional sobre la materia, número 
siempre que su cumplimiento deba demandarse en y 
dicción nacional, por razón del lugar convenido expresa* 
mente para la ejecución de las obligaciones. Pag. 181. 

InsconstitucionaHdad de h ley N°. 48. — No es insconstitucio- 
nal el artículo 8*. de la ley 48. Pág. 240. 

Innovación en el estado de la cosa. — Pendiente un pleito no 
puede cambiarse de estado la cosa objeto del mismo. 
Pagina 255. 

J 

Jactancia. — La declaración de ser el bien, de propiedad fiscal. 
y la promoción de su mensura, con intervención de los 
tribunales, importan plantear judicialmente el pleito 
acerca de] derecho de propiedad sobre la cosa; lo que 
hace que el caso, no sea el de manifestaciones extra judi- 
cial es, atribuyéndose derechos sobre el patrimonio del 
actor, que contempla el art. 425 del código de procedi- 
mientos de la capital, aplicable en lo federal. Las resolu- 
ciones administrativas ordenando la averiguación e in- 
vestigación judicial de la propiedad pública no se hallan 
comprendidas entre las excepciones a.l principio de que 
nadie puede ser obligado a demandar a otro contra su 
voluntad, expresadas en los artículos del titulo XL del 
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código de procedimiento» de ta capital y leyes 46 y 47. 
titulo r„ Partida 3». Pág. 144. 
Jueces de ta capital. — Véase "Embargos y ventas de biene* 
ubicados en provincias''. 
universal. — Véase "Junta de acreedores'*. 
de acreedores. — I<a circunstancia de que la ley califique 
de concurso a la junta de acreedores que se reúnan pan 
la verificación de sus créditos y para celebrar concorda- 
tos o adjudicarse los bienes del deudor, no importa esta- 
blecer que esc concurso sea un juicio universal, en la 
misma extensión y efectos que lo es la liquidación poste- 
rior a la declaratoria de quiebra, o los concursos civiles 
y testamentarías. Pag. 308. 
Jurisdicción. — Corresponde a la justicia nacional el conoci- 
miento de un delito cometido en una oficina de impues- 
tos internos en una provincia. 

Xo puede decirse radicado un juicio criminal porque 
se haya presentado la acusación en el mismo, ctiando se 
trata de una competencia que la ley califica de privativa 
y exclityente, y fuera de los casos de excepción que en 
ella se determinan sobre la prórroga de jurisdicción. 
(Art. 12, ley 48). Pág. 5. 
Jurisdicción. — Es juez compétente para conocer de una de- 
manda por cobro de servicios el del lugar en que fué 
contraída la obligación, es decir, en que aquellos fueron 
prestados. Pág- 43. 
Jurisdicción. — La jurisdicción sobre la sucesión corresponde 
a los jueces del lugar del último domicilio del difunto. 
Pág. 61. 

Jurisdicción. — El juez del domicilio del deudor es el compe- 
tente para conocer del concurso civil ile acreedores. Pá- 
gina 94- 

Jurisdicción. — Ix>s tribunales federales son incompetentes pa- 
ra conocer de una demanda entablada contra la Nación, 
por cobro de sueldos, sin la autorización previa del Con- 
greso. Pág. 120. 
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Jurisdicción. — Fundada la incompetencia del jue* local, en el ^ 
carácter de cónsul de Italia atribuido al procesado, y 
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resultando que éste no forma parte del cuerpo consular 
italiano acreditado en la república, corresponde a aquél 
el conocimiento de la causa; la que por otra parte, tío 
se halla comprendida en ninguno de los casos determi- 
nados expresamente por el art. de ta ley 48. Pag. 125. 
Jurisdicción. — La competencia del juez para el conocimiento 
de una causa, es de orden público, y un requisito general 
y comprensivo de todos los juicios ; pudiendo ponerse en 
cuestión, también en el juicio ejecutivo, y esto aún cuan- 
do sirva de base a la ejecución un pagaré regido por los 
artículos 676, 740 y 741 del código de comercio. Pág, 138. 
Jurisdicción, — Corresponde a la justicia federal el conoci- 
miento de un juicio ejecutivo entablado por un vecino 
de la capital contra otro de Mendoza. Pág, 138. 
Jurisdicción. — Los juicios por cobro de impuestos son de la 
competencia de los tribunales locales respectivos de las 
provincias cuyas leyes u ordenanzas los hayan estableci- 
do, cualquiera que sea el domicilio ríe los demandados. 
Página 232. 

Jurisdicción. — Al juez del domicilio del deudor corresponde el 
conocimiento del concurso de éste. La traslación acciden- 
tal a otro lugar y el otorgamiento en el mismo, de un 
poú r para hacer la cesión de bienes, excluye, en el caso, 
ta aplicación del art. 97 del código civil. Pág. 247. 

Jurisdicción, — No es necesaria la venia del Congreso para 
entablar contra el Fisco nacional demanda por la vía 
ordinaria, por repetición de sumas de dinero pagadas 
por concepto de impuesto, en juicios de apremio segui- 
dos por aquél contra el demándame. (Art. 320 de la 
ley nacional de procedimientos ). Pág. 351. 

Jurisdicción. — El cobro de costas es un incidente del juicio en 
que se lian causado, y su conocimiento corresponde a lo* 
jueces que intervinieron o han intervenido en dicho 
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Los servicios profesionales prestados como perito nom- 
brado de oficio por los jueces de acuerdo con la ley 
33^5. no constituyen un contrato de locación regido por 
la ley común ; y en el supuesto de que debieran ser abo- 
nados por la Nación, ésta no habría procedido, al recla- 
marlos, como persona jurídica, a los efectos de ta ley 
3952. Pág. 259- 

Jurisdicción. — No es necesaria, para demandar a la Nación, 
la gestión administrativa que requiere el art I o . de la 
' c y .195- cn un caso de expropiación en que se demanda 
la correspondiente indemnización por haber aquélla ocu- 
pado la cosa sin el requisito de la expropiación. Pág. 318. 

Jurisdicción, — K estillando de las constancias de autos que el 
agente general en el país de una sociedad extranjera 
tuvo su domicilio en el punto en que se efectuaban l^s 
trabajos, objeto de la misma, basta la fecha de su des- 
aparición, y que en ese punto se halla e! único estableci- 
miento que constituye el haber social, corresponde al 
jncx de ese lugar el conocimiento del juicio de quiebra 
de esa sociedad. Pág, 329, 

Jurisdicción, — Corresponde a ta justicia federal, por razón fU- 
las personas y por razón de la materia, el conocimiento 
de una demanda sobre cancelación de una hipoteca, en- 
tablada por un particular contra la nación, en que se dis- 
cute el cumplimiento de obligaciones impuestas por una 
ley especial del Congreso. 

En materia de sucesiones, para que la jurisdicción 
ordinaria pueda considerarse privativa y excluyentc de 
la federa!, es nec sario que la sucesión sea parte deman- 
dada y 110 actor.- y que aún siéndolo, el juicio no tenga 
por objeto dere* nos reales sobre inmuebles situados fue- 
ra de la jurisdicción del juez de la testamentaria (ar- 
tículos !2. ley 48 y 3284, Cód. Civil) ; tanto más, si el 
juicio sucesorio ha concluido por halier un solo heredero 
declarado por ejecutoria. 

AI preceptuar el articulo 14 de la ley 48 que los juicios 



radicados ante los tribunales tic provincia serán feneci- 
dos y sentenciados anic la jurisdicción provincial, debe 
entenderse que se refiere a los casos de jurisdicción con- 
cúrrente, y no a aquellas en que la jurisdicción es im- 
prorrogable por razón de la materia. Pág. 408. 

Jurisdicción — Véase ' Demandas contra la Nación". 

Jurisdicción. — Véase "Domicilio especial". 

Jurisdicción originaria. — I «a Corte Suprema es competente 
para conocer de una demanda entablada por un cónsul 
extranjero, tendiente a obtener del que antes desempe- 
ñaba ese cargo, la entrega, kt jo inventario, de los sellos, 

cías del consulado Caris. 100 y 101 de la Constitución) : 
no pudiendo ser confundidas las gestiones judiciales di- 
rigidas a este fin, con las que versen sobre negocios par- 
ticulares de un cónsul o vicecónsul, a que se refiere el 
inciso 3". del art. 2 . de la ley nacional de jurisdicción y 
competencia de 1803. Pág. 129. 

Jurisdicción originaria. — Si á consecuencia dé la participación 
de una provincia en virtud de haber sido citada de evie- 
ción, el pleito queda tra!>ado entre ella y vecinos de la 
misma, el caso no corresponde a la jurisdicción origina- 
ria de la Corte Suprema por razón de las personas. Pá- 
R'«a 1/5- 

Jurisdicción originaria. — La jurisdicción originaria de la Cor- 
te Suprema por razón de la materia procede ian sólo 
cuando la acción entablada se funda directa y exclusiva- 
mente en prescribiónos constitucionales de carácter na- 
cional, ley del congreso o tratados, de tal suerte que la 
cuestión federal sea la predominante en la causa. Pá- 
gina ¿40. 

Jurisdicción originaria. — No corresponde a la Corte Suprema 
el conocimiento eje una demanda por daños y perjuicios 
enlabiada contra una provincia por un vecino de la 
capital, cesionario de una sociedad de la cual dos de 
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sus cuatro miembros son vecinos de la provincia de- 
mandada. Pág. 240. 

■ 

L 

Lley de Quiebras. — Ui Jt-y de quiebras número 4150 es parle 

integrante del códigu de comercio. Pág. 46. 
Libertad de trabajar. — Véase "Garantía constitnciona!". 

■ 

A/«rr ( i comercio. — La validez de una marca de comercio 
puede ser cuestionada no sólo por la* circunstancia de 
existir utra igual o análoga, prevista en el inciso $ ri 
articulo 14 de la íey ¿975, sÉtá también por las enumera- 
das en los artículos 3, 4 y 5 de la misma ; no siendo ne- 
cesario que la cuestión a qne alude la primera disixisicióu 
legal citada se baga en todos los casos como medio de 
defensa o excepción contra una querella o demanda, 
dado el carácter atributivo, en vez de simplemente de- 
clarativo míe fijan otras leyes, que han tenido el pro- 
pósito de dar al registro de marcas los artículos fi, 12 v 
<$ de la referida ley. 4 y 38 de la lev m ,"87 v í* fie ía 
N*. 866. Pag. 26*. 
Marca de comercio. — Véase ^Prescripción*^. 
Mensura < prueba i. — L.a prueba de la posesión de una tierra, 
emergente fie tina mensura aprobada administrativa- 
mente con la adquiescencia del que se pretente ocupante 
y que demuestra que el demandado (gobierno) conser- 
vaba la posesión y propiedad de aquélla, no puede ser 
desvirtuada en su alcance y en sus efectos por declara- 
cierne* de testrgris. I'ág, 114, 

N ■ 

NotifkaciÓu. — Véase "Cosa juzga fia". 
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Presenció,,. Ivl ocupante de mu Amueblé no puede cam- 
inar, a su voluntad. C ] carácter de !a (.culpación, dicién- 
dose tinas veces arrendatario y otras poseedor con áni~ 
ni- de dueño Ins Fi.u-s de l.-i prescripción. Pág, 4 y. 

I n xmpnóu. — El derecho de oponerse al nao que una socie- 
dad haga <|e un nombre como marea de comercio, se 
prescribe en el término de tni año córttado desde e] dia 
de la inscripción de aquella en el rehiro público de 
eorflerda Kl uso de? nombre con poMerioridad a la 
fecba en f|iie se lo adoptara como marea, no constituye 
mtemttím de hechos a los efectos de la prescripción 
de la acción para demandar |mr sn oso indebido. Pá- 
gina 277. 

Prescripción. — Man» que se prescriba la acción reivindicato- 
ría, derivada del derecbo de dominio, es necesario que 
otra persona |>osca la cosa jmr el lapto de tiempo re- 
miendo, o sean treinta años, cuando se carece ríe título. 
I na demanda para míe se condene a expropiar v pagar 
el precio e indemnización enrresp* md ¡entes, 110 importa 
a los efectos de Ja preserqnión. el ejercicio de una ac- 
dóu personal, prescriptible a los diez años; sino el mejor 
derecho sobre la propiedad o el cobro de su valor Pá- 
R'na $k 

Prescripción. — Véase 'Truel* testimonial". 

Presunciones. - Las presuuci f >nes graves, precisas v concor- 
dantes, constituyen plena prueba del delito. Pág. , 4 « 

/ resunciones. - Las presunciones graves, precisas y concor- 
dantes constituyen prueba plena del delito. Pág Ul 

Prueba testimonial - & más fehaciente una prueba testimo- 
nial de un menor número de testigos que depongan con 
referencia a hechos que han pasado bajo la acción de 
sus sentidos, chistándoles lo que afirman pó<*su cono- 
cimiento personal y directo, que otra de mayor número 
de lest,gos, en que éstos, al declarar, dan como razón 
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de sus dichos, el habérselo oído a la ¡Kirte litigante que 
tos presentó. Pág. 49. 

Prwr&a testimonial — Un testimonio «a que los testigos de- 
claran que saben y les consta qtic un campo fué poseído 
por determinadas personas, por más dé treinta anos, v 
que estas eran consideradas como únicos dueños de 
aquél, sin dar razó» alguna de su dicho, es inhábil para 
acreditar tal lieclio. IVig. 114. 

Prueba testimonial — Véase "Mensura" í prueba). 



Recurso de nulidad. — Él recurso de nulidad no procede en la 
instancia extraordinaria autorizada por el art. 14, |cy 
48- Página ¡$6. 

Recurso de nulidad. — Kl recurso de nulidad ñú procede tra- 
tándose del cxtraonlinarit) autorizado por el art, 14, le*- 

48 V 6".. ley 4055. Pág. IZO. 

Recurso de revisión. — l.as omisiones rpie pueden dar lugar 
a la revisión de una sentencia, con arreglo al art. 241 
de la lev nacional ile procedimientos, son las concernien- 
tes a capítulos de la demanda <■ reconvención, vale decir, 
a las acciones o peticiones entabladas y no a los argu- 
mentos que las partes aduzean en apoyo de aquéllas, 
pues los jueces ho tienen el deber de Hacer constar cti 
sus sentencias todos y cada uno de dichos argumentos 
y el juicio que a su respecto se hubieren formado, bas- 
tándoles consignar los motivos que en su concepto sean 
decisivos del pleito. 

Tampoco es admisible el recurso de revisión que se 
funda en la mala interpretación de los documentos exis- 
tentes en el pmceso o en errores de derecho, v meno* 
en 110 babor hecho uso el juez de las facultades discre- 
cionales que le acuerda el art. 102 de la ley procosa! 
para mandar practicar pruebas no solicitadas por las 
l»artes oportunamente, Pág. 67 . 
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Recurso de revisión. — No procede el recurso de revisión con- 
tra sentencia de la Corte Suprema pronunciada cu causa 
llevada a su conocimiento por vía del recurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 48. Pág. 138. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del art. 14, ley 48, en un caso en que se trata del 
cumplimiento de una resolución ejecutoriada y en que 
el recurrente no lia fundado derecho alguno en dispo- 
siciones de las Ordenanzas de Aduana, que dicen fue- 
ron aplicadas. Pág. 30, 
Recurso extraordinario. — 1.a sentencia de un superior trí- 
bunnl. que declara bien denegada para ante él la apela- 
ción deducida contra lu de un inferior por aplicación 
de sus leyes procesales, no decide una cuestión federal. 
El recurso previsto en los artículos 282 y 284 del códi- 
go de procedimientos de la capital, no es procedente 
pátá ante Ja Corte Suprema. Pág. 32. 
Recurso extraordinario. ~ No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, contra una resolución, que inter- 
pretando y aplicando la disposición del articulo 505 riel 
Indigo de Procedimientos de la capital declara bien 
denegarla la apelación interpuesta contra un auto pro- 
batorio de una tasación. Pág. 34. 
Recurso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a 
los fines fiel recurso previsto por el art. 14, ley 48, las 
resoluciones pronunciadas por los tribunales locales de 
la capital, en los juicios de apremio por ejecución de 
sentencia. No procede dicho recurso contra sentencia 
fundada tan sólo en la inteligencia y aplicación de dis- . 
posiciones del Código de Procedimientos no impugna- 
das como contraria a la Constitución, tratado o ley 
federal. Pág. 36. 
Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación de 
disposiciones de los códigos civil y de comercio no puc- 
. den ser revisados por la Corte Suprema en el recurso 
extraordinario autorizado por el art. 14. ley 48. Pág. 46. 
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Recurso extraordinario. — No correspondí- tomar en couside- 
ración en la instancia extraordinaria prevista por el ar 
tículo 14, ley 48. la inconstitueionalidad de una ley. si 
el que la alegó ante el inferior se conformó, en esa 
parte, con la sentencia recurrida. En un juicio por cobro 
de impuestos a un ferrocarril, en rjitfe éste ampara sus 
derechos en leyes y decretos nacionales, su carácter de 
provincial 110 modifica el caso, tratándose de dicho re- 
curso. PSgi 56. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario autorizado jior el articulo 14. ley 48. contra una 
sentencia que interpretando prescripciones de los códi- 
gos civil y de procedimientos, desconoce un derecho 
fundada exclusivamente en ellos. J'ág. 70. 

Recurso extraordinario. — Los conceptos "si la Municipali- 
dad aseguró a la C. A. T. K. un privilegio por el térmi- 
no de veinte anos, ese privilegio que podría ser discutido 
|Ktr terceros interesados, valdría siempre como contrato 
írrevixahle resjiccto de la parte míe aseguró el negocio 
y sns liene f icios de una sentencia pronunciada en tm 
juicio en que aquella alego la inconstitueionalidad de 
un contrato fie alumbrado público celebrado por ella 
misma, no tienen, en realidad, a los fines de la proce- 
dencia riel recurso extraordinario del art. 14, ley 48, el 
alcance de negar a dicha institución el derecho de opo- 
ner al referido contrato la lacha de ser ineficaz como 
contrario a la Constitución Nacional. No hay razón pa- 
ra admitir que la persona jurídica pueda alegar la nu- 
lidad de los actos de sus representantes siempre que és- 
tos hayan obrado extralimitándose de su mandato, y no 
pudiera hacerlo, cuando los mismos representantes vio- 
lan la Constitución y las leyes. 

Dependiendo la solución del caso, de la inteligencia 
más o menos amplia míe se dé a la cláusula constitucio- 
nal invocada, tanto en lo que hace a las restricciones 
reglamentarias a que sujetó el derecho garantizado por 
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ésta, como a las personas que puedan invocarla. proet- 
de el mencionado recurso. Tiene carácter definitivo a 
los fines del mismo, un fallo que decide que no hay con- 
flicto entre la ley fundamental y una ordenanza muni- 
cipal tachada de inconstitucional, y no deja a salvo a 
la recurrente sino a terceros el derecho de impugnar el 
privilegio que dicha ordenanza contiene. Pág. 73. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del Art 14. ley 48, en un caso en que la solución del 
mismo no depende de la inteligencia que se dé a los ar- 
tículos de las ordenanzas de Aduana que se invocan, 
que no ha sido cuestionada, sino de la comprobación de 
los hechos que sirven de liase a aquéllos, como es la del 
cumplimiento de la obligación de presentar los equipa- 
jes para su verificación. Pag. 91. 

Recurso extraordinario. — La administración ríe Correos tie- 
ne facultad ]>ara penar con multa de cíen a mil pesos 
moneda nacional cualquier infracción a lo prescripto en 
el art, 10 de la ley 4930. La cuestión de si el recurrente 
ha procedida o no conforme a lo prescripto en esta úl- 
tima disposición legal, o sea. st los despachos telegráfi- 
cos que motivaron la aplicación de la multa eran en có- 
digo o lenguaje convenido o en cifra secreta, es un pun- 
to de hecho ajeno al recurso extraordinario del art. 14, 
ley 48. Pág. ni. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio autorizado por el art. 14, ley 48, contra una senten- 
cia que* fundándose en precepto del derecho común, dis- 
|K>ne que de conformidad con la sentencia pasada en 
autoridad de cosa juzgada, recaída en el juicio de ex- 
propiación, se extienda la correspondiente escritura de 
transferencia de dominio de la cosa expropiada. Pág. 
"33- 

Recurso extraordinario, — Xo procede el recurso extraordi- 
nario del art. 14, ley 48. fundado en el art, 195 del re- 
glamento de ferrocarriles, contra una sentencia, que, 
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declarando no probados el mayor valor atribuido a una 
encomienda extraviada ni los perjuicios que se dicen 
causados, limita ta indemnización por ese extravío a la 
que determina la referida disposición reglamentaria. 
Pág. 135. 

Recurso extraordinario. — No es definitiva a los efectos del 
recurso extraordinaria del art. 14. ley 48 y 6". de !a lev 
4055, la sentencia ile trance y remate pronunciada en 
juicio ejecutivo seguido ñute los tribunales federales de 
la capital IVig. 163. 
Recurso extraordinario. — Ui interpretación de disposiciones 
de una constitución locaí. son extrañas al recurso ex- 
traordinario del art. 14, ley 48. Pág. 166. 
Recurso extraordinario. — La orden de levantamiento de un 
embargo preventivo trabado por un juez de paz a soli- 
citud del Banco de la Xaeión Argentina, fundada en lo 
dispuesto por el art. 1". de la ley 3375, no insoria t Ies- 
conocer a éste la facultad qtie le acuerda el art. 18 de 
la ley 4057. de ocurrir, cuando es actor, a uno u otro 
fuero. Pág. 170. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, fundado en el artículo 55 de la ley 
de ferrocarriles, si no aparece cuestionado en el pleito 
la inteligencia de éste y resulta que la sentencia recu- 
rrida lo ha tomado en consideración para atenuar la res- 
ponsabilidad de la empresa recurrente, haciendo derivar 
ésta de puntos de hecho. Pag. 176. 
Recurso extraordinario. — No hay lugar al recurso extraordi- 
nario del art. 14. ley 48 cuando el pronunciamiento de 
la Corte Suprema carecería de fin práctico, en razón de 
que él, aún en el supuesto de que fuese revocatori 1 en 
en la parte materia del recurso, no importaría sino una 
mera declaración teórica, sin alcance respecto al projxV- 
sito útil con que el derecho acuerda estos remedios le- 
gales. Pág. 179. 
Recurso extraordinario. — La ley requiere para al admisibili- 
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ti dar) de la apelación extraordinaria concedida por el 
art. 14, ley 48 y art. íV\, ley 4055, que haya juicio pen- 
diente aiiie los tribunales de cuya resolución se recn- . 
rre. o desconocimiento, en su caso, del fuero federal, ti 
liara dar curso a una demanda o acusación. Pág, 244. 

Recurso ex traordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art, 14, ley 48 en casos regidos por la ley de 
quiebras, número 4156, que forma parte integrante del 
código de comercio. No basta para la procedencia de 
dicho recurso, la invocación de una disposición constitu- 
cional cuando ésta no tiene relación directa e inmediata 
con la cuestión debatida. Pág. 257. 

Recurso extraordinario. — La Curte Suprema no está llama- 
da a rever en la instancia extraordinaria del artículo 14 
de la ley 48, una sentencia que en definitiva decide que 
una marea es absolutamente miía por haber sido acorda- 
da en violación de los artículos 30, $2 y 33 de la ley 
si el recurrente no invocó concretamente, en apo- 
yo de sus derechos, las disposiciones legales en tpjc se 
fundó la sentencia apelada, ni fueron discutidas en el 
pleito la inteligencia y validez de las mismas. Pág, 262. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso de! art. 14 de la 
ley 48 contra una sentencia que desconoce la eñeacia de 
los dictámenes emitidos por peritos, designados "a los 
efectos del art. 6".. de la ley i8q'\ con la conformidad 
de las fiarte s y aprobación del juzgado, y la expresión 
de disconformidad del expropiado con el precio ofre- 
cido por el expropiante. Pág. 284. 

Recurso extraordinario, — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. contra una sentencia que desconoce 
el derecho fundado en los artículos 6 y 16 de la ley N*. ■ 
tSi) de deferir a la apreciación del juez, con el mérito- 
de los informes de peritos, la fijación de la indemniza- 
ción correspondiente. Pág. 291. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
ria del articulo 22 del Código de Procedimientos en lo * 
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Criminal, contra una sentencia fundada ¿ti principios 
generales del derecho, y míe no hace referencia a la ley 
especial del Congreso» mencionada por el recurrente re- 
cién al interpoher dicho recurso. l'ág. jK8. 
$&ttrso extraordinario, — No procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 48 contra una sentencia de una 
(amara Federal, que declara, fundada en la prueba 
producida, que no ha trauscurridí) el término para la 
• prescripción que señala el artículo 44 de ta ley 3075. 
I,as conclusiones de una sentencia sobre si las denomi- 
naciones «gestionadas son iguales o no y quien tiene 
prioridad ert el uso de la enseña, fundadas en la prueba 
producida y su apreciación sobre la existencia o inexis- 
tencia de esos eNtrcmos de hecho, 110 constituyen una 
cuestión de inteligencia de cláusula legal que autorice 
dicho recurso, IVig. 436, 
Recurso extraordinario. — Kl término de cinco días señalad" 
por el articulo joS de la ley nacional de procedimientos, 
es fatal y corre aunque medie pedido de aclaración .1 
reciificación. l'ág. 438. 
Recurso ordinario de apelación en causa criminal de Aduana, 
— m las cansas por defraudación a la renta de aduana 
no procede el recurso ordinario de apelación previsto en 
el art. 3* de la ley 4055. Pág. jo. 
Recurso ordinario de apelación. — Procecle el recurso ordina- 
rio de apelación para ante la Corte Suprema autorizado 
prir el art. y. de la ley 4055 en causas sobre expropia- 
ción de terrenos destinados para las obras del puerto 
de Rosario de Santa Fe. F%. 318. 
Recurso ordinario de apelación en materia criminal. — Con 
arreglo al art. 4*, de la ley 7055, contra las sentencias 
pronunciadas |xjr la Cámara Federal de la Capital, en 
materia criminal, no procede el recurso ordinario de 
apelación y nulidad, l'ág. 98. 
Recurso ordinario de apelación. — No procede el recurso or- 
dinario del art. 3 de la ley X u . 4055 c«>iitra una resolu- 
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eión fie la Cámara Federal de la Capital, por la que ésta 
declara carecer de coin|>ctencia para dirimir ttna con- 
tienda entre un jues local de la capital y el de sección 
de Mendoza. Pág. 405. 
casación de Ministras de la Corte Suprema. — Durante la 
t ra n litación de un recurso de queja por apelación dene- 
gada, es improcedente la recusación sin causa de Mi- 
nistros de la Corte Suprema Pág. 380. 

Reivindicación. — Es de aplicación lo dispuesto por el artícu- 
lo 2700 del Código Civil en un caso en que la ocupa- 
ción que invoca el demandado es posterior al título que 
exhibe el actor. Pág. 30,2. 

Ribera del Río Paraná. — La Nación 110 puede, a titulo de re- 
glamentar el comercio y navegación de los ríos y de ha- 
bilitar puertos, ocupar gratuitamente, de manera defi- 
nitiva y permanente jjara la construcción del puerto del 
Rosario, terrenos de rtl>era del rio Paraná, que se ha- 
llan normalmente o de ordinario fuera de las aguas. 
Pág. 302. 

' s 1 

Sentencia definitiva, — No puede conceptuarse definitiva a los 
efecto» del recurso del art, 3". de la ley 4055, la reso- 
lución que establece que 'los efectos del auto de fs. 61 
se reducen a autorizar a los herederos de Molina como 
poseedores declarados de la herencia deferida a su fa- 
vor. ]»arn ejercitar en los límites de la jurisdicción en 
donde se dicen situados los bienes sucesorios, todas las 
acciones o derechos reales o personales que a su res- 
pecto hubieran correspondido al autor de la sucesión". 
Pág. 6í>. 

Serricfos profesionales en calidad de peritos de oficio. Véase 
Jurisdicción. 

Superintendencia de la Corte Suprema. — La Corte Suprema 
puede, en ejercicio de la sii]>crintcndeiicia que le atli- 



buyo el artículo 1 i de la ley 4055, tomar en considera- 
ción una denuncia contra una Cámara Federal en que 
se imputa a ésta In infracción de su propio reglamen- 
to. Pág. 39. 

T 

T asación. — Corresponde aprobar una tasación en que los pe- 
ritos lie ambas partís consideran que el precio asignado a 
la cosa es justo y aún equitativo. Pág. 325. 
Tratado de Derecho Procesal. — Véase Exhorto. 



